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PODER EJECUTIVO 
SECRETARIA DE GOBERNACION 

CONVENIO de Coordinación que celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Michoacán de Ocampo, 
que tiene por objeto el otorgamiento de subsidio para el Proyecto AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3, que permita 
dar cumplimiento a la aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las declaratorias de 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en Estados y Municipios para el ejercicio fiscal 2022. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.-
Secretaría de Gobernación.- Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. 

CONVENIO DE COORDINACIÓN, QUE CELEBRAN POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL POR CONDUCTO 

DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN, A QUIEN EN LO SUCESIVO SE LE DENOMINARÁ “GOBERNACIÓN”; A 

TRAVÉS DE LA SUBSECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS, POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, REPRESENTADA POR SU 

TITULAR ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, Y LA COMISIÓN NACIONAL PARA PREVENIR Y 

ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES, EN LO SUCESIVO (CONAVIM), REPRESENTADA POR SU 

TITULAR MA FABIOLA ALANÍS SÁMANO, Y POR LA OTRA PARTE, EL GOBIERNO DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO 

DE MICHOACÁN DE OCAMPO, REPRESENTADO POR EL GOBERNADOR DEL ESTADO, ALFREDO RAMÍREZ 

BEDOLLA, ASISTIDO POR EL SECRETARIO DE GOBIERNO, CARLOS TORRES PIÑA; EL SECRETARIO DE FINANZAS 

Y ADMINISTRACIÓN, LUIS NAVARRO GARCÍA; LA SECRETARIA DE IGUALDAD SUSTANTIVA Y DESARROLLO DE 

LAS MUJERES MICHOACANAS, Y TITULAR DE LA INSTANCIA LOCAL RESPONSABLE E INSTANCIA LOCAL 

RECEPTORA, TAMARA SOSA ALANÍS, A QUIENES EN LO SUCESIVO Y PARA LOS EFECTOS DEL PRESENTE 

INSTRUMENTO SE LES DENOMINARÁ “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, Y CUANDO ACTÚEN CONJUNTAMENTE 

COMO “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS SIGUIENTES ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS: 

ANTECEDENTES 

La Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, en lo sucesivo (LGAMVLV) regula 
en su Título II, Modalidades de la Violencia, Capítulo V, de la Violencia Feminicida y de la Alerta de Violencia 
de Género contra las Mujeres, cuyo objetivo fundamental es garantizar su seguridad, detener la violencia en 
su contra y eliminar las desigualdades que agravian sus derechos humanos, para dar cumplimiento a la 
obligación constitucional y convencional del Estado mexicano de garantizar el derecho de las mujeres a una 
vida libre de violencia, que implica adoptar políticas y medidas específicas para prevenir, atender, sancionar y 
erradicar la violencia en su contra. 

Corresponde al Gobierno Federal, a través de “GOBERNACIÓN”, declarar la alerta de violencia de género, 
al respecto notificará la declaratoria al Poder Ejecutivo de la Entidad Federativa de que se trate con la 
finalidad de detenerla y erradicarla, a través de acciones gubernamentales de emergencia, conducidas por 
“GOBERNACIÓN” en el ámbito federal y en coordinación con las entidades federativas y los municipios. 

De conformidad con lo antes expuesto, el Gobierno de México, las entidades federativas y los municipios 
reconocen la necesidad de ejecutar las acciones para eliminar contextos de violencia social contra las mujeres 
en todo el país; por ello, estiman necesario disponer de los medios legales y materiales a su alcance para 
coadyuvar en la prevención y eventual erradicación del fenómeno, y en la promoción de los derechos 
humanos de las mujeres en el Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo. 

El 1 de junio de 2009, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Decreto por el que se crea, 
como órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN” la CONAVIM con el objeto de ejercer las 
atribuciones que la LGAMVLV y su Reglamento le confieren a “GOBERNACIÓN”, en materia de prevención, 
atención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres en los Estados Unidos Mexicanos. 

El Presupuesto de Egresos de la Federación para el ejercicio fiscal 2022, en lo sucesivo (PEF 2022), 
publicado en el DOF el 29 de noviembre de 2021, señala que los recursos asignados para la implementación 
de medidas que atiendan los estados y municipios que cuenten con la AVGM, Capítulo 4000, Concepto 4300, 
partida 43801 “Subsidios a Entidades Federativas y Municipios”, ascienden a $105,116,017.48 (Ciento cinco 
millones ciento dieciséis mil diecisiete pesos 48/100 M.N.). 

En términos del artículo 75 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria en lo 
sucesivo (LFPRH), los subsidios deben sujetarse a los criterios de objetividad, equidad, transparencia, 
publicidad, selectividad y temporalidad, para lo cual se deberá, entre otros aspectos: i) identificar con precisión 
la población objetivo; ii) incorporar mecanismos periódicos de seguimiento, supervisión y evaluación; iii) prever 
la temporalidad en su otorgamiento, y iv) reportar su ejercicio en los informes trimestrales. 
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De conformidad con los artículos 175 y 176 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria en lo sucesivo (RLFPRH), los subsidios cuyos beneficiarios sean los gobiernos 
de las entidades federativas se considerarán devengados a partir de la entrega de los recursos a dichos 
órdenes de gobierno. No obstante, deberán reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que no se 
destinen a los fines autorizados y aquellos que al cierre del ejercicio fiscal de que se trate, no se hayan 
devengado. 

En virtud de lo anterior, “GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, destinará recursos previstos en el 
PEF 2022, para que se otorguen y apliquen en las entidades federativas y en la Ciudad de México en las que 
se ha decretado la Alerta de Violencia de Genero contra las Mujeres, para atender las acciones descritas, 
conforme a los siguientes: 

De conformidad con el Formato 1. Solicitud de subsidio de fecha 14 de junio de 2022, suscrito por Tamara 
Sosa Alanís en su carácter de Secretaria de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas, de 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”, lo solicitó en tiempo y forma a la CONAVIM recursos federales para el 
acceso a los subsidios destinados para el proyecto: AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3. 

Derivado del cumplimiento en tiempo y forma de los requisitos señalados en los Lineamientos para la 
obtención y aplicación de recursos destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de 
Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres en estados y municipios, para el Ejercicio Fiscal 2022, en lo 
sucesivo (LINEAMIENTOS), el Comité de Evaluación de Proyectos, en lo sucesivo (COMITÉ) determinó viable 
el proyecto presentado, por lo que autorizó la cantidad de $1,500,000.00 (Un millón quinientos mil pesos 
00/100 M.N.), para la ejecución del proyecto AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3. Dicha situación se notificó a la 
Entidad Federativa mediante el oficio CNPEVM/CAAEVF/508/2022 de fecha 21 de junio de 2022. 

La Entidad Federativa se compromete a llevar a cabo el proyecto en términos de lo establecido en los 
LINEAMIENTOS y, en su caso, los Acuerdos que emita el COMITÉ a través de la CONAVIM. 

Así, “LAS PARTES” manifiestan formalizar el presente instrumento al tenor de las siguientes: 

DECLARACIONES 

I.  “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1.  Es una Dependencia de la Administración Pública Federal Centralizada, según lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1o., 2o., fracción I, 26 y 
27 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal y 1 del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Gobernación en lo sucesivo (RISEGOB). 

I.2.  El Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas 
Rodríguez cuenta con las facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, de 
conformidad con los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracción IX del RISEGOB. 

I.3. La CONAVIM es un órgano administrativo desconcentrado de “GOBERNACIÓN”, de conformidad 
con los artículos 2, Apartado C, fracción V y 151 del RISEGOB, y el Decreto por el que se crea 
como órgano administrativo desconcentrado de la Secretaría de Gobernación, la Comisión 
Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, publicado en el DOF el 1 de 
junio de 2009. 

I.4.  La Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola 
Alanís Sámano cuenta con las facultades para la suscripción del presente Convenio de 
Coordinación, con fundamento en los artículos 115, fracción V y 151 del RISEGOB. 

I.5. Para dar cumplimiento al presente Convenio de Coordinación, cuenta con los recursos económicos 
suficientes en la partida presupuestal 43801, relativa a Subsidios a Entidades Federativas y 
Municipios, con número de Reporte General de Suficiencia Presupuestaria 00342. 

I.6.  Señala como su domicilio el ubicado en la Calle Dr. José María Vértiz número 852, piso 5, Colonia 
Narvarte, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, Ciudad de México. 

II.  “EL GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1. Con fundamento en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 116 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos; 11 y 14 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 
Michoacán de Ocampo, es una Entidad Federativa que es parte integrante de la Federación, con 
territorio y población, libre y soberano en cuanto a su régimen interior, constituido como gobierno 
republicano, representativo y popular. 
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II.2. El Gobernador del Estado, Alfredo Ramírez Bedolla, cuenta con las facultades suficientes para 
suscribir el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en los artículos 47 y 60, fracción 
XXIII de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo; 3 y 8 de la 
Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo. 

II.3. El Titular de la Secretaría de Gobierno, Carlos Torres Piña, cuenta con las facultades suficientes 
para suscribir el presente Convenio de Coordinación con fundamento en los artículos 62 y 66 de la 
Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo; 9, 11, 12, fracción I, 
14, 17, fracción I y 18 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de Michoacán de 
Ocampo; 6° y 16, fracción XIX del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.4. El Titular de la Secretaría de Finanzas y Administración, Luis Navarro García, cuenta con las 
facultades suficientes para suscribir el presente Convenio de Coordinación, con fundamento en los 
artículos 62, 66 y 132 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo; 9, 11, 12, fracción I, 14, 17, fracción II y 19 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Michoacán de Ocampo; 6° y 16, fracción XIX del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Finanzas y Administración. 

II.5. La Titular de la Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas, y 
Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Tamara Sosa Alanís, cuenta 
con las facultades suficientes para suscribir el presente Convenio de Coordinación, con fundamento 
en los artículos 62 y 66 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo; 9, 11, 12, fracción I, 14, 17, fracción XVI y 36 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Michoacán de Ocampo; 6 y 16, fracción XVIII del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas. 

II.6. Para los efectos del presente instrumento, tiene como domicilio legal, el ubicado en Avenida 
Francisco I. Madero Poniente, número 63, Colonia Morelia Centro, Código Postal 58000, Municipio 
de Morelia, Estado de Michoacán de Ocampo. 

III.  “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Reconocen en forma recíproca la personalidad con la que se ostentan y comparecen a la 
suscripción de este Convenio de Coordinación. 

III.2.  Es su voluntad conjuntar esfuerzos en sus respectivos ámbitos de gobierno, para impulsar y 
ejecutar acciones que tengan como eje central prevenir y erradicar la violencia de género contra las 
mujeres. 

III.3.  Están convencidas de la importancia de atender el fenómeno de la violencia contra las mujeres y 
niñas, para lo cual reconocen la utilidad de instrumentar medidas de seguridad, prevención y de 
justicia a quienes incumplen la ley, particularmente la LGAMVLV. 

III.4.  Consideran como acciones para prevenir y erradicar la violencia de género contra las mujeres la 
Acción coadyuvante siguiente: Prevención. Conlleva garantizar la prestación de servicios jurídicos, 
médicos y psicológicos especializados y gratuitos para la recuperación de las víctimas directas o 
indirectas. 

III.5.  Se obligan al cumplimiento de los preceptos establecidos en los LINEAMIENTOS y, en su caso, 
Acuerdos emitidos por la CONAVIM. 

III.6.  Se comprometen a apegarse al Plan Nacional de Desarrollo 2019-2024, publicado en el DOF el 12 
de julio de 2019. 

Expuesto lo anterior, “LAS PARTES” sujetan su compromiso a la forma y términos que se establecen en 
las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. OBJETO. El presente Convenio de Coordinación tiene por objeto el otorgamiento de subsidio 
para el Proyecto: AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3, que permita dar cumplimiento a la aplicación de recursos 
destinados a las acciones de coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de Género contra las 
Mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2022; y que se encuadra en la siguiente Acción 
coadyuvante: 
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Acción coadyuvante 

Prevención. Conlleva garantizar la prestación de servicios jurídicos, médicos y psicológicos especializados y 
gratuitos para la recuperación de las víctimas directas o indirectas. 

 

Dicho Proyecto de Acción de Coadyuvancia se realizará, de conformidad con lo especificado en el Anexo 

Técnico aprobado por el COMITÉ, mismo que se realiza de acuerdo con lo establecido en el numeral 

Vigésimo octavo de los LINEAMIENTOS, lo que permitirá vigilar sus avances, ejecución y la correcta 

aplicación de los recursos otorgados. 

SEGUNDA. ASIGNACIÓN DE LOS RECURSOS. Para el cumplimiento del objeto señalado en la Cláusula 

anterior "GOBERNACIÓN" asignará la cantidad de $1,500,000.00 (Un millón quinientos mil pesos 00/100 

M.N.), para el Proyecto: AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3, aprobado por el COMITÉ en la Cuarta Sesión 

Extraordinaria mediante Acuerdo CEPCONAVIM/4SE/179/21062022. 

Los recursos federales se radicarán a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, a través de su Secretaría de 

Finanzas y Administración en la cuenta bancaria productiva específica que aperturó previamente, de 

conformidad con el artículo 69 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental, y la que se identifica con los 

siguientes datos: 

Nombre del Beneficiario:  
GOBIERNO DEL ESTADO DE MICHOACÁN SECRETARÍA DE 

FINANZAS Y ADMINISTRACIÓN 

Nombre de la Institución Financiera:  Banca Santander de México S.A. Banca de Instituciones Michoacán

Clave Bancaria Estandarizada 

(CLABE) de 18 dígitos: 
014470655092701896 

Número de Cuenta Bancaria:  65509270189 

Tipo de Cuenta:) Tradicional (Productiva sin cobro de comisiones) 

Tipo de Moneda:  MXP 

Número de Sucursal: Ventura Puente 4593 

Plaza:  065 Morelia Mich. 

Fecha de Apertura de la Cuenta:  19 de mayo de 2022 

Es un requisito indispensable para la transferencia de los recursos que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

haya remitido a “GOBERNACIÓN” la factura Comprobante Fiscal Digital por Internet (CFDI), en términos de lo 

establecido en el numeral Vigésimo tercero de los LINEAMIENTOS. 

Una vez que “GOBERNACIÓN” haya transferido los recursos a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, este 

deberá emitir a través de la Secretaría de Finanzas y Administración la factura complemento del CFDI en 

formato PDF y XML. 

Para “GOBERNACIÓN”, la radicación de los recursos federales genera los momentos contables del gasto 

devengado, ejercido y pagado, en términos del artículo 4 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Por su parte, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” deberá registrar en su contabilidad, de acuerdo con las 

disposiciones jurídicas federales aplicables, los recursos federales recibidos y rendir informes de su aplicación 

en su Cuenta Pública, con independencia de los que sobre el particular deban rendirse por conducto de 

“GOBERNACIÓN”. 

Los recursos que el COMITÉ asigne a las entidades federativas se encuentran sujetos a la disponibilidad 

de los mismos, en términos del PEF 2022, por lo que “GOBERNACIÓN” no será responsable por el retraso en 

la transferencia o la cancelación de los recursos, derivado de disposiciones administrativas presupuestarias 

ajenas a “GOBERNACIÓN”. El COMITÉ, comunicará oportunamente a las entidades federativas cualquier 

eventualidad relacionada con la ministración de los recursos. 
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“GOBERNACIÓN” será ajena a los procedimientos de adjudicación, contratación, orden de pago y/o 

facturación que lleven a cabo las entidades federativas para la ejecución de los proyectos aprobados, por lo 

que éstas se comprometen a resolver y eximir de cualquier responsabilidad a “GOBERNACIÓN” y de 

cualquier controversia que en su caso derive de estas contrataciones. 

TERCERA. COMPROMISOS DE “LAS PARTES”. Además de lo previsto en los LINEAMIENTOS y 

normatividad aplicable, para la realización del objeto del presente Convenio de Coordinación, “LAS PARTES” 

se comprometen a lo siguiente: 

a. Revisar conjuntamente el o los informes bimestrales que se presenten respecto del avance del 

Proyecto, en términos del numeral Trigésimo séptimo de los LINEAMIENTOS. 

b. Otorgar todas las facilidades para la rendición de cuentas, respecto a la utilización de los recursos 

aportados por el Gobierno de México, así como de la planeación y asistencia técnica aportada por el 

gobierno estatal. 

c. Apegarse a lo establecido en la LFPRH, su Reglamento y demás legislación aplicable en materia de 

subsidios. 

CUARTA. COMPROMISOS DE “GOBERNACIÓN”. Además de los previstos en los LINEAMIENTOS, 

“GOBERNACIÓN”, a través de la CONAVIM, se obliga a: 

a. Otorgar los recursos públicos federales por concepto de subsidios objeto del presente Convenio de 

Coordinación, para la ejecución del Proyecto a que se refieren las CLÁUSULAS PRIMERA y 

SEGUNDA habiéndose concluido los trámites administrativos correspondientes, en términos del 

numeral Vigésimo segundo de los LINEAMIENTOS. 

b. Realizar los registros correspondientes en la Cuenta Pública Federal y en los demás informes sobre 

el ejercicio del gasto público, a efecto de informar sobre la aplicación de los subsidios otorgados en el 

marco del presente instrumento. 

c. Informar sobre los resultados obtenidos con la aplicación de los recursos presupuestarios federales 

que se proporcionarán en el marco de este instrumento. 

d. Si el seguimiento al proyecto aprobado es susceptible de realizarse a través de visitas de 

seguimiento: Realizar las visitas de seguimiento en sitio, las cuales deberán ser atendidas por “EL 

GOBIERNO DEL ESTADO”. 

QUINTA. COMPROMISOS DE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”. Además de los previstos en los 

LINEAMIENTOS: “EL GOBIERNO DEL ESTADO” se compromete a: 

a.  Destinar por conducto de la Secretaría de Finanzas y Administración, los recursos asignados vía 

subsidio exclusivamente para los fines previstos en la CLÁUSULA PRIMERA del presente Convenio 

de Coordinación y en el Anexo Técnico. 

b.  Erogar el recurso federal, de conformidad con lo establecido en el Anexo Técnico, a más tardar el 31 

de diciembre de 2022. 

c.  Iniciar las acciones para dar cumplimiento al proyecto en un plazo no mayor a 15 días naturales, 

contados a partir de la fecha que se realizó el depósito de los recursos federales en la cuenta 

bancaria establecida en la CLÁUSULA SEGUNDA del presente Convenio de Coordinación. 

d.  Realizar por conducto de la Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres 

Michoacanas, encargada de las acciones, contrataciones y adquisiciones necesarias para la 

consecución de los fines del proyecto, en estricto apego a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y 

Servicios del Sector Público, a su respectivo Reglamento y la demás normatividad aplicable. 

e.  Requerir con la oportunidad debida a las instancias federales, estatales o municipales que 

correspondan, la asesoría técnica, autorizaciones o permisos que resulten necesarios para la 

realización de las funciones derivadas del Proyecto previsto en este instrumento jurídico. 
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f.  Garantizar que el Proyecto que será financiado con los recursos federales a los que se refiere el 

presente Convenio de Coordinación, cuente con la documentación legal y administrativa que resulte 

necesaria para su ejecución, así como verificar la autenticidad de la misma. 

g. Recabar, resguardar y conservar la documentación justificativa y comprobatoria de las erogaciones 

cubiertas con los recursos presupuestarios federales que le sean entregados por concepto de 

subsidios; realizar los registros correspondientes en la contabilidad y en la Cuenta Pública local, 

conforme sean devengados y ejercidos los recursos, y dar cumplimiento a las disposiciones federales 

aplicables respecto de la administración de los mismos. 

h. Integrar y resguardar los expedientes relacionados con la ejecución y comprobación del proyecto 

financiado con los recursos otorgados objeto del presente instrumento. 

i. Garantizar que el personal encargado de ejecutar el Proyecto acredite su experiencia y capacitación 

en materia de derechos humanos, perspectiva de género y en los temas de proyecto a desarrollar. 

j. Entregar bimestralmente por conducto del enlace designado a “GOBERNACIÓN” a través de la 

CONAVIM, la relación detallada sobre las erogaciones del gasto y el avance del Proyecto con su 

debido soporte documental. Estos informes deberán entregarse dentro de los quince días hábiles 

siguientes a la conclusión de cada bimestre. 

k.  Entregar los comprobantes de la ejecución del subsidio para la rendición de cuentas, en términos de 

lo previsto en los LINEAMIENTOS, con la leyenda “Operado con recursos 015 promover la atención y 

prevención de la violencia contra las mujeres”. 

l.  En términos de los LINEAMIENTOS, presentar a “GOBERNACIÓN”, a más tardar el 13 de enero de 

2023, un Acta de cierre del proyecto, firmada por el Titular de la Secretaría de Igualdad Sustantiva y 

Desarrollo de las Mujeres Michoacanas y por el Titular de la Secretaría de Finanzas y Administración, 

en la que se incluya los datos generales, objetivo y descripción del proyecto; los antecedentes de la 

ejecución del mismo; los principales compromisos establecidos entre “LAS PARTES” que suscriben 

el Convenio de Coordinación, y el reporte de las acciones administrativas que la Entidad Federativa 

ha llevado a cabo al 31 de diciembre de 2022 para la correcta ejecución de los recursos otorgados, y 

demás documentos y requisitos que se establecen en el inciso o) del numeral Trigésimo séptimo de 

los LINEAMIENTOS. 

m. Una vez que se cumplan los objetivos del proyecto, deberá generarse un registro puntual de las 

acciones que se realizan a partir del mismo con el fin de que con dichos datos se puedan generar 

indicadores de proceso, resultados o de impacto, los cuales serán publicados mensualmente en la 

página de internet que para ese efecto se habilite. 

n.  Cumplir y observar en todo momento las disposiciones de la LFPRH y su Reglamento, el PEF 2022, 

y demás legislación aplicable a la materia, así como en el Anexo Técnico correspondiente. 

SEXTA. ENLACES. Las o los servidores públicos que fungirán como enlaces entre “LAS PARTES” serán: 

POR “GOBERNACIÓN” 

NOMBRE: Susana Vanessa Otero González. 

CARGO: Coordinadora para la Articulación de Acciones para la Erradicación de la 

Violencia Feminicida. 

DIRECCIÓN: Doctor José María Vértiz número 852, 5º Piso, Colonia Narvarte 

Poniente, Demarcación Territorial Benito Juárez, Código Postal 03020, 

Ciudad de México. 

TELÉFONO: 52098800 extensión 30367 

CORREO ELÉCTRONICO 

INSTITUCIONAL: 

sotero@segob.gob.mx 
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POR “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

NOMBRE: Alejandra Anguiano Gonzalez. 

CARGO: Directora de Prevención y Atención a la Violencia. 

DIRECCIÓN: Avenida Acueducto número 1106, Colonia Chapultepec Norte, Código 

Postal 58260, Municipio de Morelia, Estado de Michoacán de Ocampo. 

TELÉFONO: (443) 113 6700 

CORREO ELÉCTRONICO 

INSTITUCIONAL: 

seimujer2021@gmail.com 

A través de las personas enlaces se efectuarán todas las comunicaciones derivadas de la operación del 

presente Convenio de Coordinación. Además, serán las o los responsables internos de las actividades 

encomendadas. 

Para efectos del seguimiento y evaluación, “LAS PARTES” acuerdan que las y/o los responsables podrán 

a su vez, designar a los funcionarios o personal del nivel jerárquico inmediato inferior, para que los asistan en 

las funciones encomendadas. 

SÉPTIMA. INFORME DE RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, por conducto de la Secretaría 

de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas informará a “GOBERNACIÓN” a través de la 

CONAVIM, con su debido soporte documental, dentro de los quince días hábiles siguientes a la conclusión de 

cada bimestre, a partir de la fecha del depósito del recurso al que se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del 

presente Convenio de Coordinación, los avances de la ejecución del proyecto y del subsidio, en los cuales se 

deberá reportar el avance en el cumplimiento de objetivos y, en su caso, los resultados de las acciones que 

lleve a cabo de conformidad con este instrumento jurídico y el inciso f) del numeral Trigésimo séptimo de los 

LINEAMIENTOS. 

OCTAVA. APLICACIÓN DE LOS RECURSOS. Los recursos federales que se entregarán a “EL 

GOBIERNO DEL ESTADO” en los términos del presente instrumento jurídico y en el Anexo Técnico, no 

pierden su carácter federal, por lo que su administración, compromiso, devengo, justificación, comprobación, 

pago, ejercicio y contabilización, deberá realizarse, de conformidad con las disposiciones contenidas en la 

legislación federal vigente. 

Los rendimientos financieros que se obtengan en la cuenta productiva a la cual se transferirá el subsidio 

en el Ejercicio Fiscal 2022, deberán ser reintegrados a la Tesorería de la Federación, previo a la presentación 

del cierre del ejercicio de los recursos y dentro de los plazos y términos que establezcan las disposiciones 

aplicables. 

NOVENA. RESPONSABILIDAD DEL RESGUARDO DE LA DOCUMENTACIÓN. El resguardo y 

conservación de la documentación original que sirvió para justificar y comprobar la aplicación de los recursos 

a que se refiere el presente Convenio de Coordinación, estará a cargo de “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a 

través de la Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas. 

En el caso de “GOBERNACIÓN”, la documentación original que deberá conservar y que estará bajo su 

resguardo es la que señalan los LINEAMIENTOS. 

DÉCIMA. REINTEGRO DE LOS RECURSOS. En caso de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no erogue 

los recursos federales asignados, los recursos remanentes o saldos disponibles que presente al 31 de 

diciembre de 2022 deberán ser reintegrados a la Tesorería de la Federación como lo disponen el numeral 

Cuadragésimo quinto de los LINEAMIENTOS. 

El reintegro a la Tesorería de la Federación de los recursos se deberá realizar conforme a las 

disposiciones legales federales aplicables, siendo responsabilidad de “EL GOBIERNO DEL ESTADO” dar 

aviso por escrito y solicitar a “GOBERNACIÓN” la línea de captura para realizar el reintegro correspondiente. 

Una vez que “GOBERNACIÓN” otorgue la línea de captura a la entidad, ésta deberá remitir a la CONAVIM 

copia de la documentación comprobatoria del reintegro realizado. 
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Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” estará obligado a reintegrar a la Tesorería de la Federación 

aquellos recursos que no sean aplicados a los fines para los que le fueron autorizados. 

DÉCIMA PRIMERA. RELACIÓN LABORAL. El personal comisionado, contratado, designado o utilizado 

por cada una de “LAS PARTES” para la instrumentación, ejecución y operación de este Convenio de 

Coordinación y/o de los instrumentos que del mismo se deriven, continuará bajo la dirección y dependencia de 

la parte a la que se encuentre adscrito, por lo que en ningún caso y bajo ningún motivo, la contraparte podrá 

ser considerada como patrón sustituto o solidario, por tanto “LAS PARTES” se liberan recíprocamente de 

cualquier responsabilidad laboral, administrativa, fiscal, judicial, sindical, de seguridad social y/o de cualquier 

otra naturaleza que llegara a suscitarse, en lo que respecta a su respectivo personal. 

DÉCIMA SEGUNDA. SANCIONES POR EL INCUMPLIMIENTO. Para el caso de que “GOBERNACIÓN” 

detecte algún incumplimiento o varios en el ejercicio de los recursos, como lo prevé el numeral Cuadragésimo 

de los LINEAMIENTOS, procederá a dar por terminado el presente Convenio de Coordinación y ordenará al 

“EL GOBIERNO DEL ESTADO” la restitución total de los recursos y sus rendimientos financieros a la 

Tesorería de la Federación. 

Lo anterior sin perjuicio de que la CONAVIM haga del conocimiento del o los incumplimientos a los 

órganos fiscalizadores para los efectos legales conducentes. 

DÉCIMA TERCERA. FISCALIZACIÓN. El control, vigilancia y evaluación de los recursos federales a que 

se refiere la CLÁUSULA SEGUNDA del presente instrumento jurídico corresponderá a “GOBERNACIÓN”, a la 

Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a la Secretaría de la Función Pública y a la Auditoría Superior de la 

Federación, conforme a las atribuciones que les confieren la Ley Orgánica de la Administración Pública 

Federal, la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación y demás disposiciones aplicables, 

sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que, en coordinación con la Secretaría de la 

Función Pública, realice la Secretaría de Contraloría de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Las responsabilidades administrativas, civiles y penales derivadas de afectaciones a la Hacienda Pública 

Federal en que incurran los servidores públicos federales, estatales o locales, así como los particulares que 

intervengan en la administración, ejercicio o aplicación de los recursos públicos a que se refiere este 

instrumento, serán sancionadas en los términos de la legislación aplicable. 

DÉCIMA CUARTA. CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. Queda expresamente pactado que “LAS 

PARTES” no tendrán responsabilidad por los daños y perjuicios que pudieran causarse como consecuencia 

de caso fortuito o fuerza mayor, por lo que una vez que desaparezcan las causas que suscitaron la 

interrupción en la ejecución del proyecto, se reanudarán las tareas pactadas. 

DÉCIMA QUINTA. MODIFICACIONES O ADICIONES. El presente Convenio de Coordinación podrá 

adicionarse o modificarse en cualquier tiempo durante su vigencia de común acuerdo entre “LAS PARTES”, 

mediante los convenios modificatorios correspondientes que formarán parte integrante del presente 

instrumento, y surtirán efectos a partir de la fecha de suscripción de éstos, los cuales deberán ser publicados 

en el DOF en un plazo de 60 días hábiles a partir de su suscripción. 

DÉCIMA SEXTA. TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente Convenio de Coordinación podrá darse por 

terminado cuando se presente alguno de los siguientes supuestos: 

a.  Por estar satisfecho el objeto para el que fue celebrado, siempre que no existan obligaciones 

pendientes de cumplir por “LAS PARTES” y, en su caso, se haya realizado el reintegro de los 

recursos y rendimientos financieros que procedan. 

b.  En caso de que no se subsanen las inconsistencias que haya detectado la CONAVIM en los informes 

que presente “EL GOBIERNO DEL ESTADO”. 

Para tales efectos se levantará una minuta en que se hagan constar las circunstancias específicas que: i) 

se presenten y establezcan los términos en que se dará por concluida su ejecución; ii) se identifiquen los 

responsables del resguardo y conservación de la documentación justificativa y comprobatoria que se haya 

generado hasta ese momento, y iii) se señale lo procedente respecto al reintegro de los recursos y 

rendimientos financieros que, en su caso, procedan. 
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DÉCIMA SÉPTIMA. VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación entrará en vigor a partir del día de 
su firma y hasta el 31 de diciembre de 2022. Lo anterior, no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de 
presentar la comprobación de los gastos efectuados y reintegrar los recursos remanentes y/o no aplicados a 
los fines para los que fueron autorizados, junto con los rendimientos financieros correspondientes o, en su 
caso, las cargas financieras que se hubiesen generado. 

DÉCIMA OCTAVA. SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” están de acuerdo en que el 
presente instrumento es producto de la buena fe, en razón de lo cual los conflictos que llegasen a presentarse 
por cuanto hacen a su interpretación, formalización y cumplimiento, serán resueltos de mutuo acuerdo. 

DÉCIMA NOVENA. TRANSPARENCIA. “LAS PARTES” Se comprometen a cumplir con las disposiciones 
que establece la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, la Ley Federal de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública. 

Asimismo a efecto de dar cabal cumplimiento al objeto del presente Convenio de Coordinación, y “LAS 
PARTES” llegaren a tener acceso a datos personales cuya responsabilidad recaiga en la otra Parte, por este 
medio se obligan a: (i) tratar dichos datos personales únicamente para efectos del desarrollo del Convenio de 
Coordinación; (ii) abstenerse de tratar los datos personales para finalidades distintas a las instruidas por la 
otra Parte; (iii) implementar las medidas de seguridad conforme a la Ley General de Transparencia y Acceso a 
la Información Pública, la Ley General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados 
la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública, y las demás disposiciones aplicables; (iv) 
guardar confidencialidad respecto de los datos personales tratados; (v) suprimir los datos personales objeto 
de tratamiento una vez terminado el Convenio de Coordinación y (vi) abstenerse de transferir los datos 
personales. 

En caso de que alguna de “LAS PARTES” llegare a tener conocimiento de datos personales diversos a los 
señalados en el párrafo anterior, que obren en registros, bases de datos o cualquier otro medio que 
pertenezca a la otra Parte, en este acto ambas se obligan a respetar las disposiciones que sobre los mismos 
establece la Ley Federal de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados, la Ley 
General de Transparencia y Acceso a la Información Pública y la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública, según sea el caso, así como los avisos de privacidad de cada una de ellas, en el 
entendido de que ante la ausencia de consentimiento de los titulares de tales datos personales, deben 
abstenerse de llevar a cabo cualquier tipo de tratamiento sobre los mismos. 

VIGÉSIMA. DIFUSIÓN Y DIVULGACIÓN. Este Convenio de Coordinación se publicará en el DOF y en el 
Periódico Oficial del Estado de Michoacán de Ocampo en un plazo de 60 días hábiles a partir de su 
suscripción y entrará en vigor a partir de la fecha de la misma. 

“LAS PARTES” acuerdan que en la publicidad y difusión del programa se deberá incluir la siguiente 
leyenda: "Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa", de conformidad con lo establecido en el artículo 27, fracción II, 
inciso a) del PEF 2022. 

De igual manera, deberá señalarse en forma expresa e idéntica, en la comunicación y divulgación que se 
realice, la participación y apoyo del Gobierno de México a través de “GOBERNACIÓN”. 

VIGÉSIMA PRIMERA. NOTIFICACIONES. “LAS PARTES” acuerdan que cualquier comunicación o 
notificación que se deba efectuar con motivo del presente instrumento será realizada en los domicilios 
señalados en el capítulo de DECLARACIONES. Cualquier cambio de domicilio que “LAS PARTES” efectúen 
en lo sucesivo, lo deberán notificar por escrito y en forma indubitable a la otra Parte, por lo menos con diez 
días de anticipación. 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance legal de sus cláusulas, lo firman en cuatro 
ejemplares en la Ciudad de México el día 22 del mes de agosto de 2022.- Por Gobernación: el Subsecretario 
de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La 
Comisionada Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia contra las Mujeres, Ma Fabiola Alanís Sámano.- 
Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Gobernador del Estado, Alfredo Ramírez Bedolla.- Rúbrica.- El 
Secretario de Gobierno, Carlos Torres Piña.- Rúbrica.- El Secretario de Finanzas y Administración, Luis 
Navarro García.- Rúbrica.- La Secretaria de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas, y 
Titular de la Instancia Local Responsable e Instancia Local Receptora, Tamara Sosa Alanís.- Rúbrica. 
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ANEXO TÉCNICO PARA LA APLICACIÓN DE RECURSOS DESTINADOS A LAS ACCIONES DE COADYUVANCIA 
PARA LAS DECLARATORIAS DE ALERTA DE VIOLENCIA DE GÉNERO CONTRA LAS MUJERES EN ESTADOS Y 
MUNICIPIOS, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022. 

En cumplimiento a la Cláusula Primera del Convenio de Coordinación de fecha 22 del mes de agosto del 
año 2022 celebrado entre la Secretaría de Gobernación y el Gobierno del Libre y Soberano de Michoacán de 
Ocampo, de conformidad con el numeral Vigésimo octavo de los Lineamientos para la obtención y aplicación 
de recursos destinados a las Acciones de Coadyuvancia para las Declaratorias de Alerta de Violencia de 
Género contra las mujeres en Estados y Municipios para el Ejercicio Fiscal 2022 (LINEAMIENTOS), se 
estipula lo siguiente: 

DATOS GENERALES DE IDENTIFICACIÓN 

A. DATOS GENERALES 

Entidad federativa: 

Estado Libre y Soberano de Michoacán de Ocampo 

 

Nombre del proyecto: 

AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3 

 

Acción de Coadyuvancia de acceso al Subsidio:  

Prevención. Conlleva garantizar la prestación de servicios jurídicos, médicos y psicológicos especializados y 
gratuitos para la recuperación de las víctimas directas o indirectas.  

 

Fecha en que la Entidad Federativa solicitó el Subsidio: 

14 de junio de 2022 

 

Instancia Local Responsable: 

Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas 

 

Instancia Local Receptora: 

Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas 

 

B. MONTO APROBADO 

Monto aprobado: 

$ 1,500,000.00 (un millón y medio de pesos 00/100 M.N) 

 

Monto coparticipación: (En caso de aplicar) 

No aplica 

 

Fecha de inicio del Proyecto: 

1 de septiembre de 2022 

 

Fecha estimada de conclusión que no exceda del 31 de diciembre de 2022 

31 de diciembre de 2022 
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C. DESIGNACIÓN DE ENLACE 

En ese sentido, en cumplimiento al Lineamiento Décimo noveno he tenido a bien designar como enlace 
ante CONAVIM a: 

Nombre: Alejandra Anguiano Gonzalez 

Cargo: Directora de Prevención y Atención a la Violencia 

Área de adscripción: Secretaría de Igualdad y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas  

Teléfono institucional (443) 113 6700 

Correo Institucional seimujer2021@gmail.com 

Domicilio Avenida Acueducto Número 1106, Código Postal 58260, Morelia, Michoacán de Ocampo 

D. DESCRIPCIÓN DEL PROYECTO 

d.1 Justificación 

Derivado de la publicación de la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia en febrero del 
2007, se establece la necesidad de crear el Banco de Datos e Información sobre Casos de Violencia contras las Mujeres 
(BANAVIM) para cada mujer víctima en situación de violencia de género, con base en la declaratoria de alerta de 
procedencia respecto a la solicitud de alerta de género contra las mujeres para el estado de Michoacán, atendiendo la 
medida de prevención numeral uno respecto a la integración y actualización adecuada del banco de datos (BANAVIM), 
fundándonos en el artículo 35 fracción VIII de la Ley por una Vida Libre de Violencia de las Mujeres de Michoacán de 
Ocampo, el Estado a través de la Secretaría de Igualdad Sustantiva y Desarrollo de las Mujeres Michoacanas nos da la 
facultad de integrar y sistematizar el banco de datos e información sobre casos de violencia contra las mujeres, el banco es 
una herramienta tecnológica que almacena información sobre casos de violencia estrictamente sufridos por mujeres, niñas y 
adolescentes. La base de la elaboración está basada en (LGAMVLV) por lo cual está construido desde la visión de la 
perspectiva de género ya que considera los tipos y modalidades de la violencia, además permite integrar información en los 
diferentes en los diferentes Expedientes Únicos de violencia como órdenes de protección, tratas de personas, mujeres 
privadas de su libertad, mujeres desaparecidas, acosos y hostigamiento sexual y violencia feminicida. 

La violencia contra las mujeres es un fenómeno de alta complejidad que requiere de un análisis preciso, por lo tanto, 
demanda el diseño de una estrategia integral, con perspectiva de género que nos permita crear acciones inmediatas para 
implementar, monitorear desde la óptica de la perspectiva de género, las atenciones que se brindan por parte de las 
instituciones y monitorear las órdenes de protección a las mujeres víctimas de violencia. La finalidad de tener un registro 
sistematizado que pueda servir como base de la creación de las políticas públicas dirigidas al combate y erradicación de la 
violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes, así como para dejar un precedente fundamental de las atenciones 
brindadas por las instituciones encargadas de alimentar el banco nos permitirán erradicar la violencia institucional que 
puede poner en riesgo la vida de una mujer. Generar estadísticas y diagnósticos de violencia para conocer las 
características y patrones de los agresores y detectar las áreas geográficas y espacios que impliquen riesgo para las mujeres. 

Actualmente en Michoacán hay un rezago en el registro de las órdenes de protección y servicios en el banco de datos 
por los cual, no podemos tener las estadísticas adecuadas, generar estas medidas preventivas y políticas publicas 
adecuadas para la prevención de las violencias en el estado de Michoacán, con el fin de impulsar a que las dependencias y 
autoridades participen activamente en la captura de información en la plataforma es importante precisar que se requiere de 
un material didáctico e infraestructura tecnológico y capital humano que nos permita capacitar a las diversas autoridades e 
instituciones que por ley deberían alimentar el banco, las capacitaciones constantes y el monitoreo, nos permitirá cumplir 
cabalmente con lo que la ley nos obliga. 

Medida de Atención Acción Coadyuvante Objetivo General 

Con base en la Declaratoria de Procedencia 
Respecto a la Solicitud de Alerta de Género 
Contra las Mujeres para el Estado de 
Michoacán atendiendo a la Medida de 
Prevención, numeral 1. Integrar y actualizar 
adecuadamente el Banco Estatal de Datos e 
Información sobre Casos de Violencia Contra 
las Mujeres. Con base en lo establecido por el 
artículo 23, frac. III de la Ley General de 
Acceso, esta medida deberá permitir en un 
plazo razonable monitorear las tendencias de la 
violencia contra las mujeres, realizar 
estadísticas, diagnósticos, análisis y reportes 
periódicos que permitan conocer 
sistemáticamente las características y patrones 
de la violencia. Derivado de ello, deberá diseñar 
y ejecutar planes de atención preventiva 
adecuados al comportamiento de la incidencia 
delictiva e instrumentar políticas públicas 
efectivas. La información vertida en este banco 
deberá ser reportada también al Banco 
Nacional de Datos e Información sobre Casos 
de Violencia contra las Mujeres (Banavim) 

Prevención. Conlleva garantizar la 
prestación de servicios jurídicos, 
médicos y psicológicos 
especializados y gratuitos para la 
recuperación de las víctimas directas 
o indirectas. 

Fortalecer la captura, análisis, 
procesamiento y transferencia de 
la información hacia el BANAVIM. 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL   

d.2 Metodología 

Objetivos específicos Actividades Indicadores Medios de verificación 

 

1. Fortalecer a la Secretaría 
de Igualdad Sustantiva y 
Desarrollo de las mujeres 
Michoacanas para la 
operación del Banco 
Nacional de Datos e 
Información sobre los 
casos de Violencia contra 
las Mujeres (BANAVIM), 
con la instalación de un 
Laboratorio para la 
operación. 

 

2. Diagnóstico sobre la necesidad 
de equipo de cómputo, 
accesorios y mobiliario. 

3. Adquisición de equipo de 
cómputo, accesorios y 
mobiliario. 

4. Uso del equipo de cómputo, 
accesorios y mobiliario para 
cumplir el objetivo del proyecto. 

 

1. Número de 
artículos 
adquiridos. 

1. Informe de procesos. 

2. Informe de resultados. 

2. Sensibilizar a personal 
encargado de llevar la atención 
directa de los casos de 
violencia de género a nivel 
municipal y estatal, sobre la 
importancia del registro en el 
BANAVIM. 

2. Implementar un Laboratorio 
Integral para el buen funcionamiento 
y mejoramiento del Banco Nacional 
de Datos e Información sobre Casos 
de Violencia contra las Mujeres 
(BANAVIM) con la finalidad de 
prevenir y concientizar sobre la 
violencia de género, este laboratorio 
debe cumplir las siguientes 
funciones: 

2.2 Diseñar una ruta de atención, 
para fortalecer al Banavim al interior 
del estado. 

2.3. Diseñar un programa de 
capacitación y promoción enfocado a 
la sensibilización del personal 
encargado de llevar la atención 
directa de los casos de violencia de 
género a nivel municipal y estatal 
para fortalecer la captura de datos 
en el Banavim. 

1. Municipios 
participantes. 

2. Capacitaciones 
realizadas. 

1. Informe de procesos. 

2. Informe de resultados. 

3.Generar estadísticas 
especializadas a partir de los 
datos recabados en el Banco 
de datos e Información sobre 
Casos de Violencia contra las 
Mujeres. 

3.1 Fortalecer la captura de datos a 
nivel municipal y estatal en el 
Banavim. 

3.2. Generación de estadística 
específica para la creación de 
políticas públicas mediante el 
manejo de una réplica de la base de 
datos obtenidos del BANAVIM. 

1. Estadísticas sobre 
Expediente Único de 
la Víctima (EUV) 
generado por el banco 
Nacional de Datos e 
Información sobre 
casos de Violencia 
contra las Mujeres. 

 

1.Informe de procesos. 

2.Informe de resultados. 

 

d.2.1 Pasos a desarrollar 

Para desarrollar el proyecto en mención, es necesario seguir los siguientes pasos: 

1.- Adquisición de los equipos de cómputo, accesorios y mobiliario necesario para la implementación del 
Laboratorio. 

2.- Instalación de Máquina Virtual que contenga la réplica de la Base de Datos del BANAVIM. 

3.- Realizar mesas de trabajo para desarrollar y aprobar el Plan de Capacitaciones. 

4.- Ejecutar Plan de Capacitaciones. 

5.- Seguimiento y generación de solicitudes de cuentas BANAVIM. 

6.- Retroalimentación de la Base de Datos del BANAVIM. 

7.- Generación de estadística especifica. 
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d.3 Cobertura geográfica y población beneficiaria 

 
 
d.4 Actores estratégicos 

Actor Tipo de participación 

Comisión Nacional para Prevenir y Erradicar la Violencia 

hacia las Mujeres (CONAVIM) 

Aprobar proyecto, otorgar el subsidio y dar seguimiento al 

proyecto a cargo de la Secretaría de Igualdad Sustantiva y 

de Desarrollo de las Mujeres Michoacanas  

Servidores y servidoras públicos adscritos a la Secretaría de 

Igualdad Sustantiva y de Desarrollo de las Mujeres 

Michoacanas 

Coadyuvar en la planeación, desarrollo e implementación y 

seguimiento de todas y cada uno de las actividades 

específicas planteadas dentro del proyecto. 

Las y los servidores públicos de municipios con AVGM Coadyuvar acciones otorgando las facilidades necesarias 

para ejecutar el Plan de Capacitación y la elaboración de los 

Murales. 

 

d.5 Identificación de riegos y cómo afrontarlos 

Riesgo Medidas de afrontamiento 

Contingencia Sanitaría Derivada del COVID-19 u otra 

enfermedad. 

Establecer un protocolo sanitario para poder ofrecer los 

servicios descritos en el proyecto protegiendo a todas las 

personas involucradas en el mismo. 

Falta de interés por parte de los funcionarios públicos para el 

desarrollo de las actividades descritas en el proyecto. 

Reuniones de trabajo donde se pueda sensibilizar, explicar y 

acercar las necesidades de su participación para la 

implementación de diversas actividades a realizar, en 

beneficio de la sociedad y como parte del cumplimiento 

estatal con la AVGM 
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d.6 Cronograma de actividades y gasto 

Actividades Concepto de gasto Mes  

septiembre Octubre Noviembre Diciembre Monto 

1. Diagnóstico sobre la necesidad 
de equipo de cómputo, accesorios y 
mobiliario. 

1.1 Adquisición de equipo de 
cómputo, accesorios y mobiliario. 

1.3 Uso del equipo de cómputo, 
accesorios y mobiliario para cumplir 
el objetivo del proyecto. 

Adquisición de equipo de 
cómputo y de tecnologías 
de la información. 

Muebles de oficina y 
estantería. 

 

x x x  $600,000.00 

2. Implementar un Laboratorio 
Integral para el buen funcionamiento 
y mejoramiento del Banco Nacional 
de Datos e Información sobre Casos 
de Violencia contra las Mujeres 
(BANAVIM) con la finalidad de 
prevenir y concientizar sobre la 
violencia de género, este laboratorio 
debe cumplir las siguientes 
funciones: 

2.1 Diseñar una ruta de atención, 
para fortalecer al Banavim al interior 
del estado. 

2.2 Diseñar un programa de 
capacitación y promoción enfocado 
a la sensibilización del personal 
encargado de llevar la atención 
directa de los casos de violencia de 
género a nivel municipal y estatal 
para fortalecer la captura de datos 
en el Banavim. 

 Contratación por 
servicios de 
honorarios 
profesionales de 
personal 
multidisciplinario 
que fungirán 
como 
capacitadoras 
(es). 

 Contratación por 
servicios de 
honorarios 
profesionales de 
personal 
multidisciplinario 
para la 
coordinación del 
proyecto. x 

x x x  $620,000.00  

Adquisición de materiales 
impresos para fortalecer 
la difusión, competencias 
y conocimientos sobre el 
BANAVIM. 

 

x x x $200,000.00  

3.1 Fortalecer la captura de datos a 
nivel municipal y estatal en el 
Banavim. 

3.2. Generación de estadística 
específica para la creación de 
políticas públicas mediante el 
manejo de una réplica de la base de 
datos obtenidos del BANAVIM. 

Contratación por servicios 
de honorarios 
profesionales de una 
persona para la 
generación de la 
estadística.  

x 

x x x $80,000.00  

(Un millón quinientos mil pesos 00/100 M.N.) $ 1, 500, 000.00 

 

d.7 Perfil y experiencia que deberá acreditar la o las personas físicas o morales que realizarán el 
proyecto, distintas a aquellas que sean servidoras públicas, así como sus antecedentes respecto a la 
elaboración de otros proyectos en otras entidades federativas 

Tipo de perfil requerido: 

Áreas de especialización requeridas para prestador de servicios profesionales: 

Áreas de especialización 
Años de Experiencia Mínima 

Requerida 
Grado o nivel de especialización 

Perspectiva de Género 1 año Diplomado 

 

Áreas de especialización requeridas para proveedor: 

Áreas de especialización 
Años de Experiencia Mínima 

Requerida 
Grado o nivel de especialización 

Proveedor especializado en equipo de cómputo, 
accesorios y mobiliario. 

1 año Cómputo, accesorios y mobiliario. 

 

Leído por las partes y enteradas del contenido y alcance rubrican el Anexo Técnico en cuatro ejemplares, 
en términos del numeral Vigésimo octavo de los LINEAMIENTOS, para la realización del Proyecto 
AVGM/MICH/AC2/SISDMM/09.3, en la Ciudad de México, a 22 de agosto de 2022. 

______________________________ 
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ANEXO de asignación y transferencia de recursos para el Programa de Registro e Identificación de Población, que 
para el ejercicio fiscal 2022 celebran la Secretaría de Gobernación y el Estado de Sinaloa. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- GOBERNACIÓN.- 
Secretaría de Gobernación. 

ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA DE RECURSOS PARA EL PROGRAMA DE REGISTRO E 
IDENTIFICACIÓN DE POBLACIÓN, QUE PARA EL EJERCICIO FISCAL 2022 CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL 
EJECUTIVO FEDERAL A TRAVÉS DE LA SECRETARÍA DE GOBERNACIÓN EN ADELANTE “GOBERNACIÓN”, POR 
CONDUCTO DE ALEJANDRO DE JESÚS ENCINAS RODRÍGUEZ, SUBSECRETARIO DE DERECHOS HUMANOS, 
POBLACIÓN Y MIGRACIÓN, CON LA PARTICIPACIÓN DE ROCÍO JUANA GONZÁLEZ HIGUERA, JEFA DE LA UNIDAD 
DE POLÍTICA MIGRATORIA, REGISTRO E IDENTIDAD DE PERSONAS Y JORGE LEONEL WHEATLEY FERNÁNDEZ, 
DIRECTOR GENERAL DEL REGISTRO NACIONAL DE POBLACIÓN E IDENTIDAD; Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO 
DEL ESTADO LIBRE Y SOBERANO DE SINALOA, EN ADELANTE “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, POR CONDUCTO DE 
ENRIQUE INZUNZA CÁZAREZ, SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO, CON LA PARTICIPACIÓN DE ENRIQUE 
ALFONSO DÍAZ VEGA, SECRETARIO DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, Y DE MARÍA GUADALUPE RAMÍREZ 
ZEPEDA, SECRETARIA DE TRANSPARENCIA Y RENDICIÓN DE CUENTAS, CON LA ASISTENCIA DE MARÍA DEL 
CARMEN GAYTÁN TOLEDO, DIRECTORA DEL REGISTRO CIVIL, A QUIENES AL ACTUAR CONJUNTAMENTE SE LES 
DENOMINARÁ “LAS PARTES”, AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

Con fecha 26 de noviembre de 2019, “LAS PARTES” suscribieron el Convenio de Coordinación para el 
Programa de Registro e Identificación de Población, cuya vigencia culminó el 31 de septiembre de 2021. 

En sesión de 17 de diciembre de 2021 el Comité de Asignación y Distribución de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2022 (en lo sucesivo “EL COMITÉ”) consideró viable y necesaria la suscripción de un nuevo 
Convenio, a fin de acercar los servicios registrales a todas las personas, sin distinción. 

En la sesión celebrada el 22 de febrero de 2022, en ejercicio de la atribución de seleccionar a las 
Entidades Federativas elegibles y definir los montos para la asignación del subsidio federal, “EL COMITÉ” 
consideró a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como Entidad Federativa seleccionada para la reserva y 
previsión de los recursos federales considerando el compromiso de “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de 
suscribir un nuevo Convenio en el primer trimestre del año. 

Derivado de lo anterior, en Sesión Extraordinaria de 04 de marzo de 2022 el “EL COMITÉ” acordó 
gestionar e integrar con el “EL GOBIERNO DEL ESTADO” la documentación necesaria para dar cumplimiento 
a la suscripción del Convenio de Coordinación y del Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2022. 

Por lo que, con fecha 29 de marzo de 2022, “LAS PARTES” suscribieron el nuevo Convenio de 
Coordinación para el Programa de Registro e Identificación de Población, el cual tiene el objeto de establecer 
los mecanismos de coordinación entre “LAS PARTES” para el Fortalecimiento del Registro Civil del Programa 
de Registro e Identificación de Población, al contribuir a la integración del Registro Nacional de Población y 
consolidación de la Base de Datos Nacional del Registro Civil, a través de la modernización y mejora de los 
servicios que brinda la institución registral en la Entidad. Con ello, se obtiene información de manera confiable, 
homogénea y oportuna, que contribuye a acreditar fehacientemente la identidad de las personas y garantizar 
su registro inmediatamente después de su nacimiento. 

En virtud de lo anterior, conforme a la Cláusula Sexta del Convenio de Coordinación para el Programa de 
Registro e Identificación de Población, “LAS PARTES” podrán suscribir Anexos de Asignación y Transferencia 
donde se contemplarán metas específicas y la aprobación del correspondiente Programa de Trabajo. 

Los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, 
publicados en el Diario Oficial de la Federación, (en lo sucesivo DOF), el 11 de octubre de 2018; en los que 
establece en el numeral Octavo. Componentes, Apartado A. Fortalecimiento del Registro Civil, que se podrán 
asignar recursos a las entidades federativas para el desarrollo de las vertientes del componente 
Fortalecimiento del Registro Civil, mediante la suscripción de instrumentos jurídicos, con estricto apego a la 
normatividad que corresponda. 

El Decreto del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, publicado  en el 
DOF el 29 de noviembre de 2021, señala el Ramo 04 “GOBERNACIÓN” en el Anexo 18.  Recursos para la 
Atención de Niñas, Niños y Adolescentes, la asignación presupuestal para el “Registro e Identificación de 
Población”. 

Mediante oficio 307-A.-2736, se comunicó a las dependencias y entidades el Presupuesto de Egresos 
aprobado y sus Calendarios, correspondientes al Ejercicio Fiscal 2022. En tanto que del anexo “Distribución 
del Gasto por Unidad Responsable y al Nivel de Desagregación de Capítulo y Concepto de Gasto”, emitido 
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por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se desprende el monto autorizado al Concepto 4300 
“Subsidios y subvenciones”, del Capítulo 4000, correspondiente a la UR 941 “Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad” del Ramo 4 “Secretaría de Gobernación”. 

En esa virtud, el 22 de febrero de 2022, “GOBERNACIÓN” integró el Comité de Asignación y  Distribución 
de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2022, con la finalidad de definir las aportaciones para cada Entidad 
Federativa, para la consecución de las metas de las vertientes y modalidades del Fortalecimiento del Registro 
Civil, conforme los Lineamientos de Operación del Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de 
Población. 

DECLARACIONES 

I. “GOBERNACIÓN” declara que: 

I.1 Es una dependencia de la Administración Pública Federal, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 90 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1o., 2o., fracción I, 26 y 27 
de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal (en lo sucesivo LOAPF) y 1 del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobernación (en lo sucesivo RISEGOB). 

I.2 Cuenta con facultades para operar el Servicio Nacional de Identificación Personal, de conformidad al 
artículo 27, fracción VI de la LOAPF. 

I.3 La Subsecretaría de Derechos Humanos, Población y Migración es parte integrante de 
“GOBERNACIÓN”, su Titular, Alejandro de Jesús Encinas Rodríguez, cuenta con las atribuciones 
necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad con lo 
establecido por los artículos 2, Apartado A, fracción II y 6, fracciones IX y XII del RISEGOB. 

I.4 La Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas es una Unidad Administrativa 
dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Rocío Juana González Higuera, cuenta con las 
atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad con lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción VII, 10, fracción V y 55 
fracción XXXIV del RISEGOB. 

I.5 La Dirección General del Registro Nacional de Población e Identidad en lo sucesivo DGRNPI, es una 
Unidad Administrativa dependiente de “GOBERNACIÓN”, su Titular, Jorge Leonel Wheatley 
Fernández, cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente 
instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 2, Apartado B, fracción XXIX, 
10, fracción V y 58, fracciones I y IV del RISEGOB. 

I.6 Que ha presentado documentales con las cuales manifiesta contar con los recursos suficientes en la 
partida 43801 para hacer la asignación prevista en este instrumento. 

I.7 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en la 
Calle de Bucareli, número 99, piso 1, Edificio Cobián, Colonia Juárez, Demarcación Territorial 
Cuauhtémoc, Código Postal 06600, Ciudad de México. 

II. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” declara que: 

II.1 El Estado de es un Estado Libre y Soberano en todo lo concerniente a su régimen interior,  de 
conformidad con los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43 y 116 de la  Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el artículo 3º de la Constitución Política del Estado de 
Sinaloa. 

II.2 Enrique Inzunza Cázarez, Secretario General de Gobierno, acredita su personalidad con el 
nombramiento expedido por el Gobernador Constitucional del Estado de Sinaloa en fecha 01 de 
noviembre de 2021 y cuenta con las atribuciones necesarias para la celebración del presente 
instrumento, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 66 y 72 de la Constitución Política del 
Estado de Sinaloa; 1º, 3º, 11 y 21 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de 
Sinaloa; 1, 15, fracción I, 16 fracción XXV , fracción X y 35 del Reglamento Orgánico de la 
Administración Pública del Estado de Sinaloa; 1, 9, fracción X y 10, fracción XX del Reglamento 
Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Sinaloa. 

II.3 Enrique Alfonso Díaz Vega, Secretario de Administración y Finanzas, acredita su personalidad con el 
nombramiento expedido por el Gobernador Constitucional del Estado de Sinaloa en fecha 01 de 
noviembre de 2021 y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del 
presente instrumento jurídico de conformidad a lo establecido por los artículos 66 y 72 de la 
Constitución Política del Estado de Sinaloa; 1º, 3º, 11 y 21 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública del Estado de Sinaloa; 1, 15, fracción II, 17 fracción I y 35 del Reglamento Orgánico de la 
Administración Pública del Estado de Sinaloa; 1, 9, fracción I y 10 fracción XVIII del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Administración y Finanzas del Estado de Sinaloa. 
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II.4 María Guadalupe Ramírez Zepeda, Secretaria de Transparencia y Rendición de Cuentas, acredita su 
personalidad con el nombramiento expedido por el Gobernador Constitucional del Estado de Sinaloa 
en fecha 01 de noviembre de 2021 y cuenta con las atribuciones necesarias para participar en la 
suscripción del presente instrumento jurídico de conformidad con lo establecido por los artículos 66 y 
72 de la Constitución Política del Estado de Sinaloa; 1º, 3º, 11 y 21 de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Sinaloa; 15, fracción XII, 27 fracción XLVII y 35 del Reglamento 
Orgánico de la Administración Pública del Estado de Sinaloa; 2°, 4° y 7°, fracción I, y 8, fracción XXI 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Transparencia y Rendición de Cuentas. 

II.5 La Dirección del Registro Civil, para efectos del presente instrumento jurídico es la Unidad 
Coordinadora Estatal (en lo sucesivo UCE), su Titular María del Carmen Gaytán Toledo, cuenta con 
las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico de 
conformidad con lo establecido por los artículos 2 inciso C fracción I y 34 fracción VII del Reglamento 
Interior de la Secretaría General de Gobierno. 

II.6 Para efectos legales del presente instrumento jurídico, señala como su domicilio el ubicado en 
Avenida Insurgentes S/N Dirección de Servicios Generales Primer Piso, Colonia Centro, Código 
Postal 80129, Culiacán, Estado de Sinaloa. 

III. “LAS PARTES” declaran que: 

III.1 Se comprometen, en el ámbito de sus atribuciones en materia registral, de identidad y de población, 
a cumplir con las obligaciones establecidas en los Lineamientos de Operación del Programa 
Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población y en las Directrices del Fortalecimiento 
del Registro Civil que sean emitidas por el Consejo Nacional de Funcionarios de Registro Civil (en lo 
sucesivo CONAFREC), a efecto de que contribuyan al objetivo del presente instrumento jurídico y a 
optimizar la calidad en los servicios que brinda el Registro Civil. 

III.2 Están de acuerdo en suscribir el presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos para el 
Ejercicio Fiscal 2022, sin que medie error, dolo, mala fe, violencia o cualquier otro vicio que pueda 
afectar en todo o en parte la validez del mismo. 

CLÁUSULAS 

PRIMERA.- OBJETIVO. “LAS PARTES” acuerdan establecer y desarrollar a través del presente Anexo de 
Asignación y Transferencia de Recursos para el Ejercicio Fiscal 2022, las acciones y compromisos para el 
fortalecimiento del Registro Civil del Estado Libre y Soberano de Sinaloa, a fin de garantizar el derecho a la 
identidad de la población y contribuir a la integración del Registro Nacional de Población. 

SEGUNDA.- RESPONSABLES DE LA CONSECUCIÓN DEL OBJETIVO. “LAS PARTES” designan a las 
siguientes personas servidores públicos como responsables para la coordinación, ejecución, seguimiento y 
evaluación de las actividades, acciones y compromisos para alcanzar el objetivo del presente instrumento 
jurídico, a: 

Por “GOBERNACIÓN” Por “EL GOBIERNO DEL ESTADO” 

- Al Titular de la Dirección General del Registro 
Nacional de Población e Identidad. 

- Al Titular de la Unidad Coordinadora Estatal de 
Registro Civil. 

 

“LAS PARTES” acuerdan que los responsables, podrán ser asistidos para el vínculo, ejecución 
seguimiento y verificación de las actividades, acciones y compromisos correspondientes, por funcionarios de 
nivel jerárquico inferior denominados Enlaces, los cuales se asentarán por escrito en el Acta de la Comisión 
de Seguimiento que corresponda. 

TERCERA.- RECURSOS. Para alcanzar eficazmente el objetivo señalado en la Cláusula Primera, “LAS 
PARTES” aportarán las siguientes cantidades: 

a) “GOBERNACIÓN” de conformidad con los artículos 82 de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria y 224 de su Reglamento, así como los Lineamientos de Operación del 
Programa Presupuestario E012 Registro e Identificación de Población, hará una aportación de 
recursos federales a “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, previa entrega del comprobante fiscal emitido 
por este último, por la cantidad de $1,179,630.00 (Un millón ciento setenta y nueve mil seiscientos 
treinta pesos 00/100 M.N.), que depositará en la cuenta bancaria productiva específica que permita la 
identificación inequívoca y particular de los recursos federales transferidos y de sus respectivos 
rendimientos financieros hasta su total aplicación. 

b) “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de conformidad con el artículo 6, fracción IV, inciso b) del 
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, realizará dentro de los 20 
días hábiles contados a partir de la recepción de los recursos federales, una aportación con recursos 
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estatales por $505,555.18 (Quinientos cinco mil quinientos cincuenta y cinco pesos 18/100 M.N.), 
que depositará en la cuenta bancaria referida en el último párrafo de la Cláusula Cuarta, informando 
por escrito a la DGRNPI, el depósito de dichos recursos estatales dentro de los 10 días hábiles 
posteriores a su realización. 

CUARTA.- CUENTA BANCARIA. Los recursos federales establecidos en la Cláusula Tercera y sus 
respectivos rendimientos financieros se deberán depositar, permanecer y administrar exclusivamente hasta su 
total aplicación en la cuenta bancaria productiva específica aperturada por la Secretaria de Administración y 
Finanzas de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, la cual deberá referir al Programa de Registro e Identificación de 
Población (PRIP) o al Fortalecimiento del Registro Civil (FRC) y al Ejercicio Fiscal 2022; por lo tanto, los 
recursos no deberán ser transferidos a otra cuenta bancaria, conforme a lo establecido en el artículo 69 de la 
Ley General de Contabilidad Gubernamental. 

Asimismo, “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá entregar a la DGRNPI, copia de los 
estados de cuenta mensuales correspondientes a los recursos federales y proporcionará al finalizar la 
administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, a fin de verificar el uso de 
estos hasta su total aplicación. 

Respecto a los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, éstos se depositarán en una 
cuenta bancaria productiva específica, la cual no deberá ser la misma cuenta bancaria productiva específica 
donde fueron depositados los recursos federales; la UCE remitirá a la DGRNPI, copia de los estados de 
cuenta mensuales de la cuenta bancaria donde se administren e identifiquen los recursos aportados y 
proporcionará al finalizar la administración de dichos recursos, copia de la cancelación de la cuenta bancaria, 
a fin de verificar el uso de estos hasta su total aplicación. 

QUINTA.- DESTINO DE LOS RECURSOS. Los recursos señalados en la Cláusula Tercera se destinarán 
exclusivamente por conducto de la UCE, para alcanzar las siguientes metas, prioritariamente en beneficio de 
niñas, niños y adolescentes: 

a) La cantidad de $45,000.00 (Cuarenta y cinco mil pesos 00/100 M.N.) para analizar y validar la 
captura de registros, de acuerdo a los criterios de captura acordados entre “LAS PARTES”, a fin de 
incorporarse a la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal e integrarse a la Base 
de Datos Nacional del Registro Civil. 

b) La cantidad de $560,000.00 (Quinientos sesenta mil pesos 00/100 M.N.) para la actualización 
tecnológica de la UCE y de al menos 13 oficialías, de acuerdo a las especificaciones técnicas que 
establezca la DGRNPI. Una vez concluido el proceso de adquisición, la UCE deberá completar la 
instalación del equipo en un plazo no mayor a tres meses. 

c) La cantidad de $160,000.00 (Ciento sesenta mil pesos 00/100 M.N) para la Integridad de la 
Información de la Base de Datos Nacional de la Clave Única de Registro de Población, a través de 
mecanismos de asignación y actualización de la Clave Única de Registro de Población (en lo 
sucesivo CURP), así como para la verificación y captura de los registros de identidad en la Base de 
Datos Nacional del Registro Civil requeridos para la gestión de la CURP. 

d) La cantidad de $22,500.00 (Veintidós mil quinientos pesos 00/100 M.N) para la capacitación del 
personal de la UCE y personal del Registro Civil de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, respecto a los 
conocimientos teóricos y prácticos basados en el marco jurídico y administrativo en materia registral. 
La capacitación deberá ser formalmente solicitada por la UCE y aceptada por la DGRNPI, al menos 
10 días habíles previos a su realización. 

e) La cantidad de $440,000.00 (Cuatrocientos cuarenta mil pesos 00/100 M.N.) para  implementar 
campañas especiales hacia el subregistro cero de nacimiento, mediante el registro oportuno de 
nacimiento. 

f) La cantidad de $426,000.00 (Cuatrocientos veintiséis mil pesos 00/100 M.N.) para implementar 
módulos del Registro Civil en instalaciones hospitalarias para el registro oportuno de nacimiento. 

g) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para promover acciones de inclusión  en 
beneficio de la población con debilidad visual, posibilitando que los Registros Civiles de  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” emitan documentos de identidad impresos en sistema braille. 

h) La cantidad de $15,000.00 (Quince mil pesos 00/100 M.N.) para implementar campañas especiales 
de regularización del estado civil de personas nacidas en los Estados Unidos de América, de padres 
o madres mexicanos por nacimiento, para el registro del nacimiento y la asignación de la CURP, 
mediante las verificaciones realizadas a través de la Asociación Nacional de Estadísticas y Sistemas 
Informáticos de Salud Pública de Estados Unidos de América, (NAPHSIS) por sus siglas en inglés. 

i) La cantidad de $1,685.18 (Mil seiscientos ochenta y cinco pesos 18/100 M.N) para que se destine,  
en caso de ser procedente, a favor de la Secretaría de Transparencia y Rendición de Cuentas  de 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que deberá realizar la vigilancia, inspección, control y 
evaluación sobre las acciones y servicios ejecutados mediante el presente instrumento jurídico. 
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SEXTA.- PROGRAMA DE TRABAJO. Para garantizar que la ministración y aplicación de los recursos 
considerados en la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico se realice con oportunidad, eficiencia, 
eficacia, economía, honradez y transparencia, así como para medir los avances, entregables y su correcta 
ejecución, la UCE deberá elaborar el Programa de Trabajo en el formato que para tal efecto establece la 
DGRNPI, para su revisión y aprobación en la Comisión de Seguimiento, dicha Comisión se integrará conforme 
lo establece la Cláusula Tercera del Convenio de Coordinación citado en el apartado de Antecedentes, en un 
plazo que no excederá de 10 días hábiles a partir de la recepción de los recursos federales. 

Asimismo, durante la vigencia del presente instrumento jurídico, “LAS PARTES” deberán aprobar y 
autorizar en la Comisión de Seguimiento, cualquier modificación en los conceptos de compra previamente 
aprobados en un Programa de Trabajo, excepto cuando no se adquiera algún bien o servicio. 

SÉPTIMA.- ACTUALIZACIÓN DE LA BASE DE DATOS NACIONAL DEL REGISTRO CIVIL. Con el 
propósito de mantener permanentemente actualizada la Base de Datos Nacional del Registro Civil a cargo de 
la DGRNPI, la UCE depositará en la Vista Local de la Solución Integral de la Conexión Interestatal para su 
transcodificación y transferencia los registros del estado civil de las personas capturados y digitalizados 
conforme a los criterios establecidos por la DGRNPI, y todas aquellas modificaciones de que fueren objeto los 
diferentes actos del Registro Civil, así como los nuevos registros que se hayan generado. 

La UCE certificará que los registros que se registren exitosamente en la Base de Datos Nacional del 
Registro Civil, son copia fiel de las actas que se encuentran bajo su resguardo. 

Además, la UCE apoyará en la búsqueda, localización y revisión de las actas registrales que le solicite la 
DGRNPI, en apoyo a los proyectos del Registro Nacional de Población. 

OCTAVA.- INTERCAMBIO DE INFORMACIÓN. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, 
responsable de los datos personales asentados en los actos del estado civil de las personas, autoriza a 
“GOBERNACIÓN” para administrar, compartir, tratar y utilizar la información remitida como elemento de apoyo 
en las atribuciones y facultades de la DGRNPI para el registro y acreditación de la identidad de la población 
del país y de los nacionales residentes en el extranjero; la información compartida se ajustará a la 
correspondiente normatividad de protección de datos personales y demás normatividad aplicable. 

Además, “LAS PARTES” utilizarán el FTP (File Transfer Protocol) y el SFTP (Secure File Transfer 
Protocol) para el intercambio de la información; la información permanecerá temporalmente en la 
correspondiente carpeta del FTP, misma que “LAS PARTES” se comprometen a depurar trimestralmente. 

NOVENA.- CURP. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, realizará acciones con la finalidad 
de incorporar en sus registros la CURP y, con ello apoyar y dar continuidad a la asignación y uso de la CURP 
en la Entidad. 

Asimismo, la UCE integrará la CURP en su sistema automatizado para la inscripción y certificación de los 
actos del estado civil de las personas a fin de que la misma obre en cada uno de los registros, particularmente 
en los correspondientes al nacimiento y a la defunción. En este aspecto, la UCE se compromete a realizar las 
modificaciones y ajustes a los Sistemas de Inscripción y Certificación del Registro Civil, que haya a lugar, en 
coordinación con la DGRNPI, a fin de incluir la asignación “en línea” de la CURP, a través de los servicios web 
de la CURP. 

DÉCIMA.- DERECHO A LA IDENTIDAD. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, promoverá 
las acciones necesarias para hacer efectivo el “derecho a la identidad” que toda persona tiene, así como el 
registro universal y oportuno al agilizar y simplificar los trámites correspondientes, así como expedir 
gratuitamente la primera copia certificada del acta de registro de nacimiento, conforme a lo dispuesto en el 
párrafo octavo del artículo 4o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionado y 
publicado en el DOF el 17 de junio de 2014. 

Además, la UCE, realizará acciones para atender el registro extemporáneo de nacimiento, así como 
facilitar u orientar a la población sobre la rectificación y aclaración de actas del estado civil, a fin de abatir la 
falta de identidad jurídica de la población y la inconsistencia e incongruencia de los datos relacionados con la 
identidad de las personas. 

DÉCIMA PRIMERA.- PROYECTOS DE REGISTRO E IDENTIFICACIÓN DE PERSONAS.  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, apoyará en la instrumentación de los proyectos  de Registro e 
Identificación de Personas que “GOBERNACIÓN” diseñe e implemente en beneficio de  la población. 

DÉCIMA SEGUNDA.- ADMINISTRACIÓN DE RECURSOS. La aplicación oportuna, ejecución y 
canalización de los recursos para la adquisición de los bienes o servicios señalados en el Catálogo de  Gastos 
y Comprobación, se realizará conforme el Programa de Trabajo y los procedimientos establecidos en la Ley 
de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público, su Reglamento, así como en la normatividad 
local; para la compra de servicios u otros elementos no contemplados en el citado Catálogo, su adquisición 
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procederá previa valoración y acuerdo de la Comisión de Seguimiento. “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, se 
compromete a reintegrar a la Tesorería de la Federación los recursos que la DGRNPI determine que se 
ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA TERCERA.- COMPROBACIÓN DE RECURSOS. Los recursos aportados por “GOBERNACIÓN” 
no pierden el carácter federal, por lo que la UCE informará mensualmente a la DGRNPI las acciones 
efectuadas para su ejercicio; además, de acuerdo con las fechas que la Comisión de Seguimiento establezca, 
la UCE enviará a la DGRNPI para su fiscalización, conforme el Catálogo de Gastos y Comprobación, copia de 
los documentos comprobatorios de las erogaciones realizadas. La documentación comprobatoria deberá ser 
identificada con un sello o marca que indique la leyenda de que dichos recursos corresponden al Programa de 
Registro e Identificación de Población, que su origen es federal o estatal y el Ejercicio Fiscal 2022. 

Además, de conformidad con el artículo 85, fracción II de la Ley Federal de Presupuesto y 
Responsabilidad Hacendaria, los informes sobre el ejercicio, destino y resultados obtenidos de los  recursos 
federales que sean transferidos a las entidades federativas, se publicarán trimestralmente por  “EL 
GOBIERNO DEL ESTADO” en los órganos locales oficiales de difusión y los pondrán a disposición del público 
en general a través de sus respectivas páginas electrónicas de internet o de otros medios locales de difusión. 
Lo anterior, no exime a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” de presentar al Congreso de la Unión y las 
legislaturas locales, los informes que correspondan en cumplimiento a lo establecido en la Ley General de 
Contabilidad Gubernamental. 

DÉCIMA CUARTA.- ECONOMÍAS. Cuando “EL GOBIERNO DEL ESTADO” informe de manera formal 
que el recurso se encuentra ejercido o comprometido documentalmente para el cumplimiento de la o las 
metas señaladas en la Cláusula Quinta y en caso de que existan economías, “LAS PARTES”  acordaran 
mediante la Comisión de Seguimiento suscrita dentro de la vigencia del presente  instrumento jurídico, 
continuar con las metas establecidas en la Cláusula Quinta u orientar los recursos para alguna de las 
vertientes relacionadas con los objetivos del Fortalecimiento del Registro Civil, para mejorar el servicio 
registral. 

DÉCIMA QUINTA.- RECURSOS NO EJERCIDOS. Los recursos federales aportados a “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO” mediante el presente instrumento jurídico y los rendimientos financieros que al final del 
ejercicio fiscal 2022 no hayan sido ejercidos ni formalmente comprometidos o devengados, deberán 
reintegrarse invariablemente a la Tesorería de la Federación dentro de los 15 días naturales siguientes al 
cierre del ejercicio fiscal. Los recursos formalmente comprometidos y aquellos devengados que no hayan sido 
pagados durante el ejercicio fiscal 2022, se deberán cubrir los pagos respectivos a más tardar durante el 
primer trimestre del ejercicio fiscal siguiente; los recursos devengados deberán contar ineludiblemente con su 
pasivo circulante; una vez cumplido el plazo referido, los recursos remanentes y los rendimientos financieros 
deberán reintegrarse a la Tesorería de la Federación a más tardar dentro de los 15 días naturales siguientes. 

Los recursos se considerarán devengados para “GOBERNACIÓN”, a partir de la entrega de los mismos a 
“EL GOBIERNO DEL ESTADO”; lo anterior conforme lo dispuesto en los artículos 175 y 224 del Reglamento 
de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, 13 y 17 de la Ley de Disciplina Financiera 
de las Entidades Federativas y los Municipios, respectivamente. 

DÉCIMA SEXTA.- INFORME DE AVANCES Y RESULTADOS. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través 
de la UCE, entregará mensualmente a la DGRNPI, en el formato que para tal efecto establece esta última, un 
informe con los avances obtenidos en virtud del cumplimiento o consecución de las metas y objetivos para el 
Fortalecimiento del Registro Civil. 

Una vez implementado el Sistema Nacional para el Seguimiento del Fortalecimiento del Registro Civil (en 
lo sucesivo SINAFREC), la UCE informará a través de éste lo referente a los avances del Programa para el 
Fortalecimiento del Registro Civil, la administración de los recursos y el cumplimento de las metas 
comprometidas, así también, enviará la documentación probatoria de los recursos asignados. La DGRNPI a 
través del SINAFREC dará puntual seguimiento a la información aportada por la UCE en cumplimiento de los 
acuerdos del presente instrumento jurídico. 

DÉCIMA SÉPTIMA.- ENTREGABLES. “EL GOBIERNO DEL ESTADO” a través de la UCE, deberá 
acreditar a la DGRNPI, el cumplimiento de las metas definidas en la Cláusula Quinta del presente instrumento 
jurídico, mediante los métodos, formas y formatos establecidos en el Catálogo de Gastos y Comprobación y 
aquellos que “LAS PARTES” acuerden en la Comisión de Seguimiento. La presentación de entregables a la 
DGRNPI se realizará una vez concluidas las acciones establecidas en el Programa de Trabajo, o bien, 
conforme lo acuerde la Comisión de Seguimiento. 

DÉCIMA OCTAVA.- CONTROL Y VIGILANCIA. El control, supervisión, vigilancia, evaluación y la calidad 
de la información respecto al ejercicio y destino de los recursos públicos a que se refiere la Cláusula Tercera 
del presente instrumento jurídico, corresponderá en el ámbito de sus atribuciones a “LAS PARTES”, a la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público conforme el artículo 31, fracción XXIII de la Ley Orgánica de la 
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Administración Pública Federal, a la Auditoría Superior de la Federación y a los órganos de fiscalización 
superior conforme a las atribuciones de los artículos 1, 2, 3, 4 y 15 de la Ley de Fiscalización y Rendición de 
Cuentas de la Federación, y 82 de la Ley General de Contabilidad Gubernamental y demás disposiciones 
aplicables; sin perjuicio de las acciones de control, vigilancia y evaluación que realice la Secretaría de 
Transparencia y Rendición de Cuentas de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”. 

“LAS PARTES” convienen que del monto total de los recursos aportados en la Cláusula Tercera del 
presente instrumento jurídico, se destine el uno al millar a favor de la Secretaría de Transparencia y Rendición 
de Cuentas de “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, misma que se compromete a realizar en el semestre posterior 
al cierre del presente ejercicio fiscal, la vigilancia, inspección, control y evaluación sobre las acciones y 
servicios ejecutados por administración directa de dichos recursos, presentando un informe a la DGRNPI. 

La DGRNPI, podrá efectuar visitas de supervisión y seguimiento a la UCE y a sus oficialías, lo que 
permitirá corroborar la correcta aplicación de los recursos aportados. 

DÉCIMA NOVENA.- SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” acuerdan que los asuntos no 
expresamente previstos en el presente instrumento jurídico, así como las dudas y controversias que pudieran 
surgir con motivo de la interpretación, ejecución y cumplimiento del mismo, se resolverán de común acuerdo 
en el seno de la Comisión de Seguimiento; sin perjuicio de la competencia que corresponda a los órganos 
administrativos de vigilancia o fiscalización federales y estatales, así como a las autoridades judiciales. 

VIGÉSIMA.- MODIFICACIONES AL ANEXO DE ASIGNACIÓN Y TRANSFERENCIA. “LAS PARTES” 
acuerdan realizar mediante Anexo Modificatorio del presente Anexo de Asignación y Transferencia de 
Recursos, durante la vigencia del mismo y con apego a las disposiciones legales aplicables, aquellas 
modificaciones en las aportaciones económicas que realice “GOBERNACIÓN”, o bien, para establecer las 
medidas o mecanismos que permitan afrontar contingencias que impidan el cumplimiento integral del presente 
instrumento jurídico con la finalidad de dar continuidad al Programa de Registro e Identificación de Población. 

VIGÉSIMA PRIMERA.- TERMINACIÓN ANTICIPADA. “GOBERNACIÓN” terminará anticipadamente el 
presente instrumento jurídico, notificando lo anterior a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” por escrito cuando se 
acredite la causal que corresponda. En tal virtud “EL GOBIERNO DEL ESTADO” como sanción deberá 
reintegrar los recursos federales otorgados no devengados en términos de la normatividad aplicable, sin 
perjuicio de que “GOBERNACIÓN” informe a los Órganos fiscalizadores. 

En el caso específico de que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” desee dar por terminado el presente 
instrumento jurídico, deberá informarlo a “GOBERNACIÓN” de forma inmediata a su determinación, mediante 
escrito en donde queden asentados los motivos de su terminación anticipada, y se determine el grado de 
cumplimiento de las obligaciones pactadas y pendientes de cumplir. 

Para que la terminación anticipada surta efectos, se levantará un acta por parte de la Comisión de 
Seguimiento, que contendrá una descripción de las obligaciones cumplidas y las obligaciones pendientes  de 
cumplir, y en este último caso, se determinará tanto el procedimiento y plazo para su cumplimiento. 

En ambos casos, se deberá realizar un corte de los avances y resultados alcanzados por “EL GOBIERNO 
DEL ESTADO”, realizándose una confronta entre dichos resultados y los recursos ejercidos, a efecto de que 
los recursos federales no ejercidos así como los intereses generados, sean reintegrados a la Tesorería  de la 
Federación. 

Entre las causas que determinarán la terminación anticipada del presente instrumento jurídico,  se 
encuentran: 

I. Se identifique que los recursos federales fueron depositados, administrados o transferidos a cuentas 
o subcuentas no productivas y específicas, así como contratos o servicios de inversión o bien, que 
los recursos fueron reubicados en otra cuenta bancaria distinta a la señalada en la Cláusula Cuarta 
del presente instrumento jurídico, sin el debido sustento legal. 

II. Se haga caso omiso a las solicitudes de “GOBERNACIÓN” respecto al seguimiento y verificación de 
los compromisos suscritos en el presente instrumento jurídico. 

III. El deficiente seguimiento al Programa de Trabajo, así como la adquisición o contratación de bienes o 
servicios no asentados en el Programa de Trabajo. 

IV. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no realice en el plazo establecido la aportación de los recursos 
comprometidos, de conformidad con la Cláusula Tercera del presente instrumento jurídico. 

V. Se identifique que los recursos aportados por “EL GOBIERNO DEL ESTADO”, fueron depositados y 
administrados conjuntamente con los recursos federales. 
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VIGÉSIMA SEGUNDA.- SUSPENSIÓN DE LAS ASIGNACIONES. De conformidad con lo dispuesto  en el 
artículo 223 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad  Hacendaria, 
“GOBERNACIÓN” suspenderá a futuro la asignación de los recursos federales a “EL GOBIERNO DEL 
ESTADO”. 

Dicha suspensión deberá quedar documentada en el acta del Comité de Asignación y Distribución de 
Recursos, en la cual se fundamente y motive las causas que generaron dicha acción y se deberá precisar el 
tiempo de duración de la suspensión para la entidad federativa. 

Entre las causas que determinarán la suspensión del presente instrumento jurídico, se encuentran: 

I. La DGRNPI determine que los recursos se destinaron a fines distintos a los previstos en el presente 
instrumento jurídico o fines no autorizados por “LAS PARTES”. 

II. La falta consecutiva de hasta 6 informes de avances y resultados o bien, de hasta 3 estados de 
cuenta bancarios, conforme lo establecido en las Cláusulas Cuarta y Décima Sexta del presente 
instrumento jurídico. 

III. Que la totalidad de los recursos se encuentren ociosos o no devengados al término del  ejercicio 
fiscal. 

IV. Que la UCE no realice la adecuada comprobación de los recursos y no presente la totalidad de los 
entregables acordados. 

V. Que “EL GOBIERNO DEL ESTADO” no reintegre a la Tesorería de la Federación los recursos que la 
DGRNPI determine que se ejercieron para la compra de bienes o servicios no autorizados por la 
Comisión de Seguimiento. 

VIGÉSIMA TERCERA.- VIGENCIA. El presente instrumento jurídico tendrá una vigencia a partir  de la 
fecha de suscripción y surtirá efectos para “LAS PARTES” una vez que “GOBERNACIÓN”  deposite los 
recursos federales a la cuenta bancaria establecida en la Cláusula Tercera y hasta el 31 de diciembre del 
2022. 

En su caso, si “GOBERNACIÓN” está imposibilitada en realizar la aportación de los recursos federales, la 
DGRNPI informará formalmente dicho acto a “EL GOBIERNO DEL ESTADO” para proceder a la cancelación 
del presente instrumento jurídico. 

VIGÉSIMA CUARTA.- CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. “LAS PARTES” no serán responsables de 
eventos derivados de caso fortuito o de fuerza mayor, debiéndose entender el caso fortuito o fuerza mayor 
como algo imprevisible que se produce fuera de la esfera de responsabilidad de “LAS PARTES” y que 
ocasione la imposibilidad material de cumplir con las obligaciones del presente instrumento jurídico. Es 
obligación de “LAS PARTES” anunciar el caso fortuito o de fuerza mayor, en el término de 5 días hábiles a 
partir de que se dé dicha situación, misma que quedará debidamente formalizada y circunstanciada a través 
del acta que para tal efecto elabore la Comisión de Seguimiento. 

Una vez que hayan quedado determinadas claramente las causas de fuerza mayor o caso fortuito,  “LAS 
PARTES” se comprometen a coordinar acciones tendientes a reestablecer el cumplimiento de sus 
obligaciones. En caso contrario, en donde la Comisión de Seguimiento determine que no existe la posibilidad 
de restablecer el cumplimiento de las obligaciones, el presente instrumento jurídico podrá terminarse 
anticipadamente, conforme lo dispuesto en la Cláusula Vigésima Primera. 

VIGÉSIMA QUINTA.- PUBLICACIÓN.- El presente Anexo de Asignación y Transferencia de Recursos 
para el Programa de Registro e Identificación de Población, para el Ejercicio Fiscal 2022, se publicará en el 
Diario Oficial de la Federación de conformidad con lo dispuesto por el artículo 36 de la Ley de Planeación, y 
en el Periódico Oficial del Estado de Sinaloa, conforme al artículo 46 fracción VII del Reglamento Interior de la 
Secretaria General de Gobierno, toda vez que deriva del Convenio de Coordinación celebrado entre  “LAS 
PARTES”. 

Enteradas las partes del valor y consecuencias legales del presente instrumento jurídico, lo suscriben  en 
seis tantos en la ciudad de Culiacán Rosales, Estado de Sinaloa, a los 31 días del mes de marzo de 2022.- 
Por Gobernación: el Subsecretario de Derechos Humanos, Población y Migración, Alejandro de Jesús 
Encinas Rodríguez.- Rúbrica.- La Jefa de la Unidad de Política Migratoria, Registro e Identidad de Personas, 
Rocío Juana González Higuera.- Rúbrica.- El Director General del Registro Nacional de Población e 
Identidad, Jorge Leonel Wheatley Fernández.- Rúbrica.- Por el Gobierno del Estado: el Secretario General 
de Gobierno, Enrique Inzunza Cázarez.- Rúbrica.- El Secretario de Administración y Finanzas, Enrique 
Alfonso Díaz Vega.- Rúbrica.- La Secretaria de Transparencia y Rendición de Cuentas, María Guadalupe 
Ramírez Zepeda.- Rúbrica.- La Directora del Registro Civil, María del Carmen Gaytán Toledo.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE HACIENDA Y CREDITO PUBLICO 
OFICIO 500-05-2022-20207 mediante el cual se comunica listado de contribuyentes que promovieron algún medio 
de defensa en contra del oficio de presunción a que se refiere el artículo 69-B primer párrafo del Código Fiscal de 
la Federación o en contra de la resolución a que se refiere el cuarto párrafo del artículo en comento y una vez 
resuelto el mismo el órgano jurisdiccional o administrativo dejó sin efectos el referido acto. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- HACIENDA.- Secretaría de 
Hacienda y Crédito Público.- Servicio de Administración Tributaria.- Administración General de Auditoría Fiscal 
Federal.- Administración Central de Fiscalización Estratégica. 

Oficio Número: 500-05-2022-20207 

Asunto: Se comunica listado de contribuyentes que 
promovieron algún medio de defensa en contra del oficio de 
presunción a que se refiere el artículo 69-B primer párrafo 
del CFF o en contra de la resolución a que se refiere el 
cuarto párrafo del artículo en comento y una vez resuelto el 
mismo el órgano jurisdiccional o administrativo dejó sin 
efectos el referido acto. 

Esta Administración Central de Fiscalización Estratégica, adscrita a la Administración General de Auditoría 
Fiscal Federal, del Servicio de Administración Tributaria, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 16, 
primer párrafo de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, 7, fracciones VII, XII y XVIII y 8, 
fracción III de la Ley del Servicio de Administración Tributaria, publicada en el Diario oficial de la Federación 
del 15 de diciembre de 1995, reformada por Decreto publicado en el propio Diario Oficial de la Federación el 
12 de junio de 2003; 1, 2, párrafos primero, apartado B, fracción III, inciso e) y segundo, 5, párrafo primero, 
13, fracción VI, 23, apartado E, fracción I, en relación con el artículo 22 párrafos primero, fracción VIII, y 
último, numeral 5 del Reglamento Interior del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 24 de agosto de 2015, vigente a partir del 22 de noviembre de 2015, de 
conformidad con lo dispuesto en el párrafo primero del Artículo Primero Transitorio de dicho Reglamento, y 
reformado mediante Decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público y del Reglamento Interior del Servicio de 
Administración Tributaria, y por el que se expide el Reglamento Interior de la Agencia Nacional de Aduanas  
de México, publicado en el mismo órgano oficial el 21 de diciembre de 2021, vigente a partir del 01 de enero 
de 2022, de conformidad con lo dispuesto en el Artículo Primero Transitorio de dicho Decreto; Artículo 
Tercero, fracción I, inciso a), del Acuerdo mediante el cual se delegan diversas atribuciones a los Servidores 
Públicos del Servicio de Administración Tributaria, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 23 de 
junio de 2016, vigente a partir del 23 de julio de 2016, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
Transitorio Primero de dicho Acuerdo; en los artículos 33, último párrafo, 63 y 69-B, párrafos sexto del Código 
Fiscal de la Federación, le comunica lo siguiente: 

Que a los contribuyentes que se enlistan a continuación, en su momento, les fue notificado un Oficio de 
Presunción de inexistencia de operaciones amparadas con determinados comprobantes fiscales que 
emitieron, ello de conformidad con los párrafos primero y segundo del artículo 69-B del Código Fiscal de la 
Federación, en relación con el artículo 69 de su Reglamento. 

Seguido el procedimiento previsto en el referido artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, y en 
términos del cuarto párrafo del referido artículo, a los contribuyentes de referencia se les notificó la resolución 
definitiva como se indica a continuación: 

Notificación al contribuyente del oficio de la RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

No. R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del 
Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y fecha 
de oficio de 
resolución 
definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 
que se 

notificó en 
Buzón 

Tributario 

Fecha en que 
surtió efectos 
la notificación 

Fecha de 
fijación en 

los estrados 
de la 

Autoridad 
Fiscal 

Fecha en que 
surtió efectos 
la notificación 

Fecha de 
notificación 

Fecha en que 
surtió efectos 
la notificación 

1 AAR150428A59 
ASESORES ARIS, S.A. DE 

C.V. 

500-05-2020-
3591 de fecha 15 

de enero de 
2020 

21 de enero 
de 2020 

22 de enero de 
2020 

    

2 AAR160505MB2 
ALTERNATIVAS 
ARIANTZA, S.C. 

500-63-00-05-
03-2019-6316 de 

fecha 03 de 
septiembre de 

2019 

  
18 de 

septiembre 
de 2019 

11 de octubre de 
2019 

  

3 CCT130306MZ6 
CTL CONSTRUCTORA 
TOTAL, S.A. DE C.V. 

900-05-00-00-
00-2019-1447 de 

fecha 27 de 
agosto de 2019 

04 de 
septiembre 

de 2019 

05 de 
septiembre de 

2019 
    



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL   

No. R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del 
Contribuyente 

 Medio de notificación al contribuyente 

Número y fecha 
de oficio de 
resolución 
definitiva 

Buzón Tributario Estrados de la autoridad Notificación Personal 

Fecha en 
que se 

notificó en 
Buzón 

Tributario 

Fecha en que 
surtió efectos 
la notificación 

Fecha de 
fijación en 

los estrados 
de la 

Autoridad 
Fiscal 

Fecha en que 
surtió efectos 
la notificación 

Fecha de 
notificación 

Fecha en que 
surtió efectos 
la notificación 

4 CDS180202PX1 
CLINICA DENTAL 

SENSES, S.A. DE C.V. 

500-05-2020-
28887 de fecha 
15 de diciembre 

de 2020 

16 de 
diciembre de 

2020 

07 de enero de 
2021 

    

5 FPA150909J78 
FINN PARTNERSHIP, S.A. 

DE C.V. 

500-41-00-01-
01-2019-2910 de 
fecha 12 de julio 

de 2019 

05 de agosto 
de 2019 

06 de agosto de 
2019 

    

6 FSE120710S24 
FUENTE DE SERVICIOS 

EMPRESARIALES, S.A. DE 
C.V. 

500-10-00-05-
01-2021-06181 
de fecha 09 de 
febrero de 2021 

15 de febrero 
de 2021 

16 de febrero de 
2021 

    

7 PAN160505T87 PANTGRUP, S.C. 

500-74-05-02-
03-2020-2932 de 

fecha 30 de 
marzo de 2020 

03 de abril de 
2020 

06 de abril de 
2020 

    

8 TTM1805148U5 

TME TECNOLOGIA EN 
MANTENIMIENTO 

ESPECIALIZADO, S.A. DE 
C.V. 

500-05-2020-
13494 de fecha 
03 de abril de 

2020 

06 de abril de 
2020 

07 de abril de 
2020 

    

9 UMC1607181MA 
URBAN MARKET 

COMERCIALIZADORA, 
S.A. DE C.V. 

500-46-00-05-
02-2020-4177 de 

fecha 27 de 
marzo de 2020 

01 de abril de 
2020 

02 de abril de 
2020 

    

10 VDI120412L74 
VIP DISTRIBUCIONES, 

S.A. DE C.V. 

900-05-00-00-
00-2019-1510 de 

fecha 26 de 
septiembre de 

2019 

  
03 de octubre 

de 2019 
28 de octubre de 

2019 
  

 
Datos adicionales de los contribuyentes. 

No. R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del 
Contribuyente 

Domicilio Fiscal Actividad Preponderante Motivo del Procedimiento 

1 AAR150428A59 
ASESORES ARIS, S.A. DE 

C.V. 
SAN MATEO ATENCO, ESTADO 

DE MÉXICO. 

SERVICIOS DE INSTALACIÓN Y 
MANTENIMIENTO DE ÁREAS VERDES. 

SERVICIOS FUNERARIOS. 

OTROS SERVICIOS RELACIONADOS 
CON LOS SERVICIOS INMOBILIARIOS. 

Ausencia de personal. 

Ausencia de activos 

Falta de infraestructura. 

2 AAR160505MB2 
ALTERNATIVAS 
ARIANTZA, S.C. 

CALPULALPAN, TLAXCALA 

OTROS SERVICIOS PROFESIONALES, 
CIENTÍFICOS Y TÉCNICOS Y 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA EN 
ADMINISTRACIÓN. 

Ausencia de personal. 

Ausencia de activos 

Falta de infraestructura. 

3 CCT130306MZ6 
CTL CONSTRUCTORA 
TOTAL, S.A. DE C.V. 

APODACA, NUEVO LEÓN 
OTRAS CONSTRUCCIONES DE 
INGENIERIA CIVIL U OBRA PESADA.  

Ausencia de activos 

Ausencia de personal. 

Falta de infraestructura 

4 CDS180202PX1 
CLINICA DENTAL 

SENSES, S.A. DE C.V. 
GUADALAJARA, JALISCO 

OTROS CONSULTORIOS DEL SECTOR 
PRIVADO PARA EL CUIDADO DE LA 
SALUD 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

5 FPA150909J78 
FINN PARTNERSHIP, S.A. 

DE C.V. 
MONTERREY, NUEVO LEÓN 

OTROS INTERMEDIARIOS DE 
COMERCIO AL POR MAYOR. 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

6 FSE120710S24 
FUENTE DE SERVICIOS 
EMPRESARIALES, S.A. 

DE C.V. 
GUADALAJARA, JALISCO 

SERVICIOS DE CONSULTORÍA EN 
ADMINISTRACIÓN 

Ausencia de activos. 

Ausencia de personal. 

Falta de infraestructura. 

Sin capacidad material. 

7 PAN160505T87 PANTGRUP, S.C. TLALNEPANTLA DE BAZ, MÉXICO 
SERVICIOS DE CONSULTORÍA EN 
ADMINISTRACIÓN 

Ausencia de activos 

Ausencia de personal 

8 TTM1805148U5 

TME TECNOLOGIA EN 
MANTENIMIENTO 

ESPECIALIZADO, S.A. DE 
C.V. 

HERMOSILLO, SONORA 

OTROS TRABAJOS ESPECIALIZADOS 
PARA LA CONSTRUCCIÓN, 

REPARACIÓN MECÁNICA EN 
GENERAL DE AUTOMÓVILES Y 
CAMIONES, 

REPARACIÓN Y MANTENIMIENTO DE 
MAQUINARIA Y EQUIPO INDUSTRIAL, 

REPARACIÓN Y MANTENIMIENTO DE 
MAQUINARIA Y EQUIPO COMERCIAL Y 
DE SERVICIOS, 

OTRAS REPARACIONES MECÁNICAS 
Y ELÉCTRICAS DE AUTOMÓVILES Y 
CAMIONES, 

OTROS INTERMEDIARIOS DEL 
COMERCIO AL POR MENOR, 

COMERCIO AL POR MENOR DE 
PRODUCTOS DE CONSUMO FINAL 
PROPIEDAD DE TERCEROS POR 
COMISIÓN Y CONSIGNACIÓN. 

Ausencia de activos. 

Ausencia de personal. 

Falta de infraestructura. 

9 UMC1607181MA 
URBAN MARKET 

COMERCIALIZADORA, 
S.A. DE C.V. 

PUEBLA, PUEBLA 
OTROS INTERMEDIARIOS DEL 
COMERCIO AL POR MAYOR 

Ausencia de personal. 

Ausencia de activos 

Sin capacidad material. 

10 VDI120412L74 
VIP DISTRIBUCIONES, 

S.A. DE C.V. 
APODACA, NUEVO LEÓN 

COMERCIO AL POR MAYOR DE OTRAS 
MATERIAS PRIMAS PARA OTRAS 
INDUSTRIAS. 

Ausencia de activos. 

Ausencia de personal. 

Falta de infraestructura 

 

Por lo anterior, el nombre o razón social de los contribuyentes a los que se les notificó las citadas 
resoluciones fueron agregados al listado a que se refiere el cuarto párrafo del artículo 69-B del Código Fiscal 
de la Federación, el cual fue publicado en el Diario Oficial de la Federación, como a continuación se indica: 
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No. R.F.C. 
Nombre, denominación o razón social del 

Contribuyente 
Número y fecha de oficio que contiene en Listado Global 

Definitivo 
Fecha de publicación en el Diario 

Oficial de la Federación 

1 AAR150428A59 ASESORES ARIS, S.A. DE C.V. 500-05-2020-7902 de fecha 23 de marzo de 2020 17 de abril de2020 

2 AAR160505MB2 ALTERNATIVAS ARIANTZA, S.C. 500-05-2020-3645 de fecha 15 de enero de 2020 14 de febrero de 2020 

3 CCT130306MZ6 CTL CONSTRUCTORA TOTAL, S.A. DE C.V. 500-05-2020-3645 de fecha 15 de enero de 2020 14 de febrero de 2020 

4 CDS180202PX1 CLINICA DENTAL SENSES, S.A. DE C.V. 500-05-2021-5303 de fecha 04 de marzo de 2021 18 de marzo de 2021 

5 FPA150909J78 FINN PARTNERSHIP, S.A. DE C.V. 500-05-2019-27927 de fecha 25 de septiembre de 2019 25 de octubre de 2019 

6 FSE120710S24 
FUENTE DE SERVICIOS EMPRESARIALES, S.A. 

DE C.V. 
500-05-2021-6937 de fecha 26 de abril de 2021 13 de mayo de 2021 

7 PAN160505T87 PANTGRUP, S.C. 500-05-2020-13692 de fecha 19 de junio de 2020 07 de julio de 2020 

8 TTM1805148U5 
TME TECNOLOGIA EN MANTENIMIENTO 

ESPECIALIZADO, S.A. DE C.V. 
500-05-2020-13612 de fecha 28 de mayo de 2020 25 de junio de 2020 

9 UMC1607181MA 
URBAN MARKET COMERCIALIZADORA, S.A. DE 

C.V. 
500-05-2020-13709 de fecha 25 de junio de 2020 08 de julio de 2020 

10 VDI120412L74 VIP DISTRIBUCIONES, S.A. DE C.V. 500-05-2020-3645 de fecha 15 de enero de 2020 14 de febrero de 2020 

 
Inconforme con el oficio individual de presunción u oficio de resolución definitiva, interpusieron medios de 

defensa de los cuales se concluyeron con la siguiente resolución o sentencia: 

No. R.F.C. 
Nombre, denominación o 

razón social del 
Contribuyente 

Medio de defensa 

Fecha de la 
Resolución o 

sentencia 
firme 

Autoridad que resolvió 
Sentido y/ o efecto de la resolución o sentencia 

firme 

1 AAR150428A59 
ASESORES ARIS, S.A. DE 

C.V., 
Juicio de Nulidad 223/20-29-

01-1 
24 de junio de 

2021 

Sala Regional Sur del 
Estado de México y 
Auxiliar, con sede en la 
Ciudad de Toluca, 
Estado de México, del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-05-2020-3591 de fecha 15 de 
enero de 2020, emitida por la Administración Central 
de Fiscalización Estratégica. 

2 AAR160505MB2 
ALTERNATIVAS ARIANTZA, 

S.C. 
Juicio de Nulidad 80/21-30-

01-1-OT 
27 de mayo de 

2022 

Sala Regional del 
Centro IV y Auxiliar del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa.  

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-63-00-05-03-2019-6316 de 
fecha 03 de septiembre de 2019, emitida por la 
Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal 
de Tlaxcala “1”. 

3 CCT130306MZ6 
CTL CONSTRUCTORA 
TOTAL, S.A. DE C.V. 

Juicio de Nulidad 5161/20-
17-07-1 

24 de 
noviembre de 

2020 

Séptima Sala Regional 
Metropolitana del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 900-05-00-00-00-2019-1447 de 
fecha 27 de agosto de 2019, emitido por la 
Administración Central de Fiscalización 
Internacional. 

4 CDS180202PX1 
CLINICA DENTAL SENSES, 

S.A. DE C.V. 
Juicio de Nulidad 1938/21-

07-01-6 
03 de junio de 

2022 

Primera Sala Regional 
de Occidente del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-05-2020-28887 de fecha 15 de 
diciembre de 2020, emitido por la Administración 
Central de Fiscalización Estratégica. 

5 FPA150909J78 
FINN PARTNERSHIP, S.A. 

DE C.V. 
Juicio de Nulidad 20/279-24-

01-03-06-OL 
31 de mayo de 

2021 

Sala Especializada en 
Juicios en Línea del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 600-41-2019-8915 de fecha 29 de 
noviembre de 2019, emitida por la Administración 
Desconcentrada Jurídica de Nuevo León “1”, en la 
que se resolvió el recurso de revocación número 
RRL2019008080, promovido en contra de la diversa 
500-41-00-01-01-2019-2910 de fecha 12 de julio de 
2019, emitida por la Administración Desconcentrada 
de Auditoria Fiscal de Nuevo León “1”. 

6 FSE120710S24 
FUENTE DE SERVICIOS 

EMPRESARIALES, S.A. DE 
C.V. 

Juicio de Nulidad 2203/21-
01-02-4 

02 de marzo 
de 2022 

Segunda Sala Regional 
del Noroeste I, del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-10-00-05-01-2021-06181 de 
fecha 09 de febrero de 2021, emitida por la 
Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal 
de Baja California “2”. 

7 PAN160505T87 PANTGRUP, S.C. 
Juicio de Nulidad 1508/20-

11-01-7 
05 de abril de 

2021 

Primera Sala Regional 
Norte-Este del Estado 
de México del Tribunal 
Federal de Justicia 
Administrativa 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-74-05-02-03-2020-2932 de 
fecha 30 de marzo de 2020, emitida por la 
Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal 
del Distrito Federal “4”. 

8 TTM1805148U5 

TME TECNOLOGIA EN 
MANTENIMIENTO 

ESPECIALIZADO, S.A. DE 
C.V. 

Juicio de Nulidad 1299/20-
02-01-5 

16 de junio de 
2022 

Sala Regional del 
Noroeste II del Tribunal 
Federal de Justicia 
Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-05-2020-13494 de fecha 03 de 
abril de 2020, emitido por la Administración Central 
de Fiscalización Estratégica. 

9 UMC1607181MA 
URBAN MARKET 

COMERCIALIZADORA, S.A. 
DE C.V. 

Juicio de Nulidad 1489/20-
12-02-3 

03 de junio de 
2021 

Segunda Sala Regional 
de Oriente del Tribunal 
Federal de Justicia 
Administrativa. 

Se declara la nulidad de la resolución consistente en 
el oficio número 500-46-00-05-02-2020-4177 de 
fecha 27 de marzo de 2020, emitida por la 
Administración Desconcentrada de Auditoría Fiscal 
de Puebla “2”. 

10 VDI120412L74 
VIP DISTRIBUCIONES, S.A. 

DE C.V. 
Juicio de Nulidad 5160/20-

17-02-9 
10 de febrero 

de 2021 

Segunda Sala Regional 
Metropolitana del 
Tribunal Federal de 
Justicia Administrativa. 

Se declara la nulidad de las resoluciones 
consistentes en los oficios número 900-05-04-00-00-
2019-117 de fecha 29 de enero de 2019 y número 
900-05-00-00-00-2019-1510 de fecha 26 de 
septiembre de 2019, ambas emitidas por la 
Administración Central de Fiscalización 
Internacional. 

 
En virtud de lo antes expuesto, se informa que, como consecuencia de los medios de defensa señalados 

en el párrafo que precede, el procedimiento del artículo 69-B del Código Fiscal de la Federación, seguido a 
esos contribuyentes, ha quedado sin efectos. 

Finalmente, se informa que, el hecho de que los contribuyentes antes señalados hayan obtenido una 
resolución favorable en contra del oficios de presunción y/o de resolución definitiva, no les exime de la 
responsabilidad que tengan respecto de otros comprobantes fiscales que hayan emitido sin contar con los 
activos, personal, infraestructura o capacidad material, directa o indirectamente, para prestar los servicios o 
producir, comercializar o entregar los bienes que ampararon tales comprobantes, por lo cual, se dejan a salvo 
las facultades de la autoridad fiscal. 

Atentamente. 

Ciudad de México, a 19 de septiembre de 2022.- Administrador Central de Fiscalización Estratégica,  C.P. 
José Alfredo Pérez Astorga.- Rúbrica. 
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SECRETARIA DE ECONOMIA 
ACUERDO que modifica al diverso que establece un embargo de mercancías para la importación o la exportación 
a diversos países, entidades y personas. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Secretaría de Relaciones 
Exteriores.- Secretaría de Economía. 

Con fundamento en los artículos 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 28 
fracciones I y XII y 34 fracciones I, V y XXXIII de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; 2o., 
4o., fracción III, 5o., fracciones III y X, 6o., 15, fracción II, 16, fracción III y 17 de la Ley de Comercio Exterior; 
9o., fracción II del Reglamento de la Ley de Comercio Exterior; 9 fracción XXIX del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Relaciones Exteriores; 5 fracción XVII del Reglamento Interior de la Secretaría de Economía, y 

CONSIDERANDO 

Que con fecha 27 de diciembre de 2020, se publicó en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el Acuerdo 
que establece un embargo de mercancías para la importación o la exportación a diversos países, entidades y 
personas (Acuerdo). 

Que de conformidad con el artículo 5 fracción III de la Ley de Comercio Exterior, es facultad de la 
Secretaría de Economía, estudiar, proyectar, establecer y modificar medidas de regulación y restricción no 
arancelarias a la exportación, importación, circulación y tránsito de mercancías. 

Que el 7 de junio de 2022, se publicó en el DOF el Decreto por el que se expide la Ley de los Impuestos 
Generales de Importación y de Exportación, el cual establece en su artículo 1o. las cuotas que, atendiendo a 
la clasificación de las mercancías, servirán para determinar los Impuestos Generales de Importación y de 
Exportación, es decir, la Tarifa arancelaria aplicable a la importación y exportación de mercancías en territorio 
nacional. 

Que el Decreto antes mencionado instrumenta la “Séptima Enmienda a los textos de la Nomenclatura del 
Sistema Armonizado de Designación y Codificación de Mercancías”, aprobada por el Consejo de Cooperación 
Aduanera de la Organización Mundial de Aduanas; contempla modificaciones a diversas fracciones 
arancelarias de la Tarifa de los Impuestos Generales de Importación y de Exportación (TIGIE); actualiza y 
moderniza la TIGIE para adecuarla a los flujos actuales de comercio internacional, y contempla la creación de 
los números de identificación comercial (NICO), a fin de contar con datos estadísticos más precisos, que 
constituyan una herramienta de facilitación comercial que permita separar la función de inteligencia comercial 
y estadística de la función reguladora, tanto en el aspecto arancelario como en el de regulaciones y 
restricciones no arancelarias. 

Que el 14 de julio de 2022, se publicó en el DOF el Acuerdo por el que se dan a conocer las tablas de 
correlación entre las fracciones arancelarias de la Tarifa de la Ley de los Impuestos Generales de Importación 
y de Exportación (TIGIE) 2020-2022, con el objeto de facilitar la aplicación de la nomenclatura arancelaria. 

Que el 22 de agosto de 2022, se publicó en el DOF el Acuerdo por el que se dan a conocer los Números 
de Identificación Comercial (NICO) y sus tablas de correlación, el cual tiene por objeto dar a conocer los NICO 
en los que se clasifican las mercancías en función de las fracciones arancelarias y las Anotaciones de los 
mismos. 

Que ante la necesidad de otorgar mayor certidumbre jurídica en la aplicación del presente Acuerdo, resulta 
indispensable efectuar su actualización a fin de armonizar las fracciones arancelarias contenidas en el mismo, 
conforme a los cambios referidos en los Considerandos anteriores. 

Que conforme a lo dispuesto por los artículos 20 de la Ley de Comercio Exterior, y 36-A primer párrafo 
fracciones I, inciso c) y II, inciso b) de la Ley Aduanera, sólo podrán hacerse cumplir en el punto de entrada o 
salida al país, las regulaciones no arancelarias cuyas mercancías hayan sido identificadas en términos de sus 
fracciones arancelarias y nomenclatura que les corresponda. 

Que en virtud de lo antes señalado y en cumplimiento a lo establecido por la Ley de Comercio Exterior, las 
disposiciones a las que se refiere el presente instrumento fueron sometidas a la consideración de la Comisión 
de Comercio Exterior y opinadas por la misma, por lo que se expide el siguiente: 

ACUERDO QUE MODIFICA AL DIVERSO QUE ESTABLECE UN EMBARGO DE MERCANCÍAS PARA LA 
IMPORTACIÓN O LA EXPORTACIÓN A DIVERSOS PAÍSES, ENTIDADES Y PERSONAS 

PRIMERO.- Se reforma el Anexo I del Acuerdo que establece un embargo de mercancías para la 
importación o la exportación a diversos países, entidades y personas, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el 27 de diciembre de 2020 para quedar como sigue: 
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“ANEXO I 

a) Se aplica un Embargo a la República Federal de Somalia, como se indica a continuación: 

i) Se prohíbe la Exportación de las mercancías clasificadas en las fracciones arancelarias 
siguientes: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Aviones con motor a reacción, con peso en 

vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 

superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Aviones con motor a reacción, con peso en 

vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 
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Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 
Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Las demás partes de aviones, helicópteros o 
aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 
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Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 
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Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

 

ii)  Se prohíbe la importación de las mercancías clasificadas en las fracciones arancelarias 
siguientes: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

4402.10.01 De bambú. 
  

00 De bambú. 

 

4402.20.01 
De cáscaras o de huesos (carozos) de 
frutos.  

00 De cáscaras o de huesos (carozos) de frutos. 

 

4402.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

 

b) Se prohíbe la Exportación a los Miembros de las organizaciones, Estado Islámico del Iraq y el 
Levante (EIIL, conocido también como Daesh), Al-Qaida, el Talibán y otras personas, grupos, 
empresas y entidades con ellos asociados, de las mercancías clasificadas en las fracciones 
arancelarias de la Tarifa que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

2915.24.01 Anhídrido acético. 
 

00 Anhídrido acético. 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 Aviones y demás aeronaves, de peso en Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
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vacío superior a 15,000 kg. para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 

00 
Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
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00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 

8807.30.91 
Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Las demás partes de aviones, helicópteros o 
aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 
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9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 
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9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  
00 Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 

tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 

armas blancas, sus partes y fundas. 

 

c) Se prohíbe la Exportación a la República de Iraq, de las mercancías clasificadas en las fracciones 
arancelarias de la Tarifa que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 Aviones con motor a reacción, con peso en Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
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vacío superior o igual a 10,000 Kg. para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 

00 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Aviones con motor a reacción, con peso en 

vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. 

Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás.  

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
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00 Las demás. 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Las demás partes de aviones, helicópteros o 

aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; y/o submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 Piezas de artillería (por ejemplo: cañones,   
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obuses y morteros).

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  
00 Revólveres y pistolas, excepto los de las 

partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  
00 Para lanzar cápsulas con sustancias 

asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  
00 Las demás armas largas de caza o tiro 

deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03.   
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00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  
00 Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 

tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

 

d) Se prohíbe la Exportación a la República Democrática del Congo, de las mercancías clasificadas en 
las fracciones arancelarias de la Tarifa que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 00 Los demás. 
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caza o pelea. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Aviones y aeronaves similares, de peso en 
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vacío superior a 15,000 kg.

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Las demás partes de aviones, helicópteros o 

aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; y/o submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 00 Partes y accesorios. 
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objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 
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00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

e) Se prohíbe la Exportación a la República del Sudán, de las mercancías clasificadas en las fracciones 
arancelarias de la Tarifa que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 
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8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 Simuladores de combate aéreo y sus partes. Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Aviones y aeronaves similares, de peso en 
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vacío superior a 15,000 kg.

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 
Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Las demás partes de aviones, helicópteros o 
aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos 

los prismáticos) de visión nocturna y uso 
militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 
Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la 

Únicamente: Miras telescópicas para 
armas de todo tipo; miras infrarrojas; miras 
de visión nocturna; designadores de 
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Sección XVI. objetivos; aparatos de puntería; y/o 
periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios 
o miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  
00 Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 

lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  
00 Revólveres y pistolas, excepto los de las 

partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

9303.90.99 Las demás.   
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00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás.   
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00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus 
partes y fundas, con excepción de las 
réplicas de utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

 

f) Se prohíbe la Importación y la Exportación de las mercancías que tengan como salida y destino la 
República Popular Democrática de Corea, clasificables en los Capítulos, Partidas, Subpartidas y 
fracciones arancelarias de la Tarifa, que a continuación se indican: 

Capítulo 
Partida 

Subpartida 
Fracción arancelaria/NICO 

Descripción Acotación 

Subpartida 0101.21 Reproductores de raza pura.   

Capítulo 03 
Pescados y crustáceos, 
moluscos y demás invertebrados 
acuáticos. 

  

Capítulo 07 
Hortalizas, plantas, raíces y 
tubérculos alimenticios. 

  

Capítulo 08 
Frutas y frutos comestibles; 
cortezas de agrios (cítricos), 
melones o sandías. 

  

Capítulo 12 

Semillas y frutos oleaginosos; 
semillas y frutos diversos; 
plantas industriales o 
medicinales; paja y forraje. 

  

Subpartida 1604.31 Caviar.   

Subpartida 1604.32 Sucedáneos del caviar.   

Partida 22.04 
Vino de uvas frescas, incluso 
encabezado; mosto de uva, 
excepto el de la partida 20.09. 

  

Partida 22.05 
Vermut y demás vinos de uvas 
frescas preparados con plantas o 
sustancias aromáticas. 

  

Partida 22.06 

Las demás bebidas fermentadas 
(por ejemplo: sidra, perada, 
aguamiel, sake); mezclas de 
bebidas fermentadas y mezclas 
de bebidas fermentadas y 
bebidas no alcohólicas, no 
expresadas ni comprendidas en 
otra parte. 

  

   

Partida 22.07 Alcohol etílico sin desnaturalizar   
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con grado alcohólico 
volumétrico superior o igual al 
80% vol.; alcohol etílico y 
aguardiente desnaturalizados, de 
cualquier graduación. 

Partida 22.08 

Alcohol etílico sin desnaturalizar 
con grado alcohólico 
volumétrico inferior al 80% vol.; 
aguardientes, licores y demás 
bebidas espirituosas. 

  

Partida 24.02 

Cigarros (puros) (incluso 
despuntados), cigarritos 
(puritos) y cigarrillos, de tabaco 
o de sucedáneos del tabaco. 

  

Partida 24.03 

Los demás tabacos y 
sucedáneos del tabaco, 
elaborados; tabaco 
"homogeneizado" o 
"reconstituido"; extractos y 
jugos de tabaco. 

  

Capítulo 25 
Sal; azufre; tierras y piedras; 
yesos, cales y cementos.   

Partida 26.01 

Minerales de hierro y sus 
concentrados, incluidas las 
piritas de hierro tostadas 
(cenizas de piritas). 

  

Partida 26.03 Minerales de cobre y sus 
concentrados.   

Partida 26.04 Minerales de níquel y sus 
concentrados.   

Partida 26.07 
Minerales de plomo y sus 
concentrados. 

  

Partida 26.08 
Minerales de cinc y sus 
concentrados. 

  

Partida 26.12 
Minerales de uranio o torio, y sus 
concentrados. 

  

Partida 26.14 
Minerales de titanio y sus 
concentrados. 

  

Partida 26.15 
Minerales de niobio, tantalio, 
vanadio o circonio, y sus 
concentrados. 
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Partida 26.16 
Minerales de los metales 
preciosos y sus concentrados. 

  

Partida 26.17 
Los demás minerales y sus 
concentrados. 

  

Partida 27.01 
Hullas; briquetas, ovoides y 
combustibles sólidos similares, 
obtenidos de la hulla. 

  

Partida 27.09 
Aceites crudos de petróleo o de 
mineral bituminoso. 

  

Partida 27.10 

Aceites de petróleo o de mineral 
bituminoso, excepto los aceites 
crudos; preparaciones no 
expresadas ni comprendidas en 
otra parte, con un contenido de 
aceites de petróleo o de mineral 
bituminoso superior o igual al 
70% en peso, en las que estos 
aceites constituyan el elemento 
base; desechos de aceites. 

  

Partida 27.11 
Gas de petróleo y demás 
hidrocarburos gaseosos. 

  

Partida 27.12 

Vaselina; parafina, cera de 
petróleo microcristalina, "slack 
wax", ozoquerita, cera de lignito, 
cera de turba, demás ceras 
minerales y productos similares 
obtenidos por síntesis o por 
otros procedimientos, incluso 
coloreados. 

  

Partida 27.13 

Coque de petróleo, betún de 
petróleo y demás residuos de los 
aceites de petróleo o de mineral 
bituminoso. 

  

Partida 27.15 

Mezclas bituminosas a base de 
asfalto o de betún naturales, de 
betún de petróleo, de alquitrán 
mineral o de brea de alquitrán 
mineral (por ejemplo: mástiques 
bituminosos, "cut backs"). 

  

Subpartida 2801.30 Flúor; bromo.   

2804.29.99 Los demás. 
Únicamente: Helio. 

01 Helio. 
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Subpartida 2804.50 Boro; telurio.   

Partida 28.05 

Metales alcalinos o 
alcalinotérreos; metales de las 
tierras raras, escandio e itrio, 
incluso mezclados o aleados 
entre sí; mercurio. 

  

Partida 28.08 
Ácido nítrico; ácidos 
sulfonítricos. 

  

Partida 28.11 

Los demás ácidos inorgánicos y 
los demás compuestos 
oxigenados inorgánicos de los 
elementos no metálicos. 

  

Partida 28.12 
Halogenuros y oxihalogenuros 
de los elementos no metálicos.   

Subpartida 2813.90 Los demás.   

Subpartida 2819.90 Los demás.   

Partida 28.26 
Fluoruros; fluorosilicatos, 
fluoroaluminatos y demás sales 
complejas de flúor. 

  

Subpartida 2827.32 De aluminio.   

Subpartida 2827.51 Bromuros de sodio o potasio.   

Partida 28.29 
Cloratos y percloratos; bromatos 
y perbromatos; yodatos y 
peryodatos. 

  

Subpartida 2830.10 Sulfuros de sodio.   

Subpartida 2834.21 De potasio.   

Partida 28.35 

Fosfinatos (hipofosfitos), 
fosfonatos (fosfitos) y fosfatos; 
polifosfatos, aunque no sean de 
constitución química definida. 

  

2837.11.02 De sodio. 
Únicamente: Cianuro de sodio. 

01 Cianuro de sodio. 

2837.19.99 Los demás. 
Únicamente: Cianuro de potasio. 

00 Los demás. 
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Subpartida 2841.50 
Los demás cromatos y 
dicromatos; peroxocromatos.   

Subpartida 2843.29 Los demás.   

Partida 28.44 

Elementos químicos radiactivos 
e isótopos radiactivos (incluidos 
los elementos químicos e 
isótopos fisionables o fértiles) y 
sus compuestos; mezclas y 
residuos que contengan estos 
productos. 

  

Subpartida 2845.10 Agua pesada (óxido de deuterio).   

2846.90.99 Los demás. Únicamente: Compuestos inorgánicos u orgánicos de 
torio, de uranio empobrecido en U 235 y de metales de 
las tierras raras, de itrio y de escandio, mezclados entre 
sí. 

00 Los demás. 

Subpartida 2849.20 De silicio.   

Partida 28.50 

Hidruros, nitruros, aziduros 
(azidas), siliciuros y boruros, 
aunque no sean de constitución 
química definida, excepto los 
compuestos que consistan 
igualmente en carburos de la 
partida 28.49. 

  

   

2852.10.04 De constitución química definida.
Únicamente: Inorgánicos. 

00 De constitución química definida. 

Partida 28.53 

Fosfuros, aunque no sean de 
constitución química definida, 
excepto los ferrofósforos; los 
demás compuestos inorgánicos 
(incluida el agua destilada, de 
conductividad o del mismo grado 
de pureza); aire líquido, aunque 
se le hayan eliminado los gases 
nobles; aire comprimido; 
amalgamas, excepto las de metal 
precioso. 

  

Partida 29.03 
Derivados halogenados de los 
hidrocarburos. 

  

2904.91.01 
Tricloronitrometano 
(cloropicrina).   

00 Tricloronitrometano (cloropicrina). 

2905.59.99 Los demás. 
Únicamente: Etilen clorhidrina. 

00 Los demás. 
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2909.19.99 Los demás. 
Únicamente: Éter isopropílico.  

01 Éter isopropílico. 

2914.19.99 Las demás. Excepto: Diisobutilcetona; metilisoamilcetona; 
acetilacetona (2,4-pentanodiona); dimetil glioxal; y/o 
hexanona.  99 Las demás. 

Subpartida 2917.12 
Ácido adípico, sus sales y sus 
ésteres.   

2917.13.03 
Ácido azelaico, ácido sebácico, 
sus sales y sus ésteres. Únicamente: Acido sebásico y sus sales; y/o ácido 

azeláico (Acido 1,7-heptandicarboxílico).  
00 

Ácido azelaico, ácido sebácico, sus 
sales y sus ésteres. 

2918.17.01 
Ácido 2,2-difenil-2-hidroxiacético 
(ácido bencílico). 

  

00 
Ácido 2,2-difenil-2-hidroxiacético 
(ácido bencílico). 

2918.19.99 Los demás. Excepto: Ácido glicólico; ácido 12-hidroxiestearico; 
ácido desoxicólico, sus sales de sodio o de magnesio; 
ácido quenodesoxicólico; ácido cólico; glucoheptonato 
de calcio; acetil citrato de tributilo; ester 
neopentilglicólico del ácido hidroxipiválico; mandelato 
de 3,3,5-trimetilciclohexilo; y/o ácido fenilglicólico (ácido 
mandélico), sus sales y sus ésteres. 

00 Los demás. 

Partida 29.19 

Ésteres fosfóricos y sus sales, 
incluidos los lactofosfatos; sus 
derivados halogenados, 
sulfonados, nitrados o 
nitrosados.  

  

2920.21.01 Fosfito de dimetilo. 
  

00 Fosfito de dimetilo. 

2920.22.01 Fosfito de dietilo. 
  

00 Fosfito de dietilo. 

2920.23.01 Fosfito de trimetilo. 
  

00 Fosfito de trimetilo. 

2920.24.01 Fosfito de trietilo. 
  

00 Fosfito de trietilo. 

2921.11.05 Mono-, di- o trimetilamina  

Únicamente: Dimetilamina; y/o trimetilamina. 02 Dimetilamina. 

03 Trimetilamina. 
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2921.11.99 Los demás. 
Excepto: Sales de monometilamina. 

00 Los demás. 

2921.12.01 
 Clorhidrato de 2-cloroetil (N,N-
dimetilamina). 

  

00 
 Clorhidrato de 2-cloroetil (N,N-
dimetilamina). 

2921.14.01 
 Clorhidrato de 2-cloroetil (N,N-
diisopropilamina). 

  

00 
 Clorhidrato de 2-cloroetil (N,N-
diisopropilamina). 

2921.19.02 Trietilamina. 
  

00 Trietilamina. 

2921.19.05 2-Aminopropano. 
  

00 2-Aminopropano. 

2921.19.99 Los demás. Excepto: Dibutilamina; 2,5-Dihidroxi-3-bencensulfonato 
de trietilamina; 1,4-Dihidroxi-3-bencensulfonato de 
dietilamina (Etamsilato); dipropilamina; butilamina; 4-n-
Butilamina; N,1,5-Trimetil-4-hexenilamina; ter-
Octilamina; y/o dietilamina y sus sales. 

99 Los demás. 

2921.29.99 Los demás. 
Únicamente: Dietilentriamina. 

01 Dietilentriamina. 

2921.42.99 Los demás. 
Únicamente: N,N-Dimetilanilina. 

99 Los demás. 

2922.15.01 Trietanolamina.   

2922.16.01 
Perfluorooctano sulfonato de 
dietanolamonio. 

  

00 
 Perfluorooctano sulfonato de 
dietanolamonio. 

2922.17.01 
Metildietanolamina y 
etildietanolamina. 

  

00 
 Metildietanolamina y 
etildietanolamina. 

2922.18.01 2-(N,N-Diisopropilamino)etanol. 
  

00 2-(N,N-Diisopropilamino)etanol. 
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2922.19.99 Los demás. Excepto: Dimetilaminoetanol; 2-Amino-2-metil-1-
propanol; Maleato de 3,4,5-trimetoxibenzoato de 2-fenil- 
2-dimetilamino-N-butilo (Maleato de trimebutina); 
Clorhidrato de 4-(((2-Amino-3,5-dibromofenil) 
metil)amino) ciclohexanol (Clorhidrato de ambroxol); 
Tartrato de 1-(4-(2-metoxietil)fenoxi)-3-(1-
metiletil)amino-2-propanol (Tartrato de metoprolol); 5-
(3-((1,1-Dimetiletil)amino-2-hidroxipropoxi)-1,2,3,4-
tetrahidro-2,3-naftalendiol (Nadolol); Clorhidrato del 
éster dimetilamino-etílico del ácido p-clorofenoxiacético 
(Clorhidrato del Meclofenoxato); 
Hidroxietiletilendiamina; p-Nitrofenilamina-1,2-
propanodiol; Metiletanolamina; Diclorhidrato de 
etambutol; 2-Amino-2-metil-1,3-propanodiol; 6-Amino-2-
metil-2-heptanol (Heptaminol), base o clorhidrato; 
Fosforildimetilaminoetanol (Fosfato de demanilo); 1-
Dimetilamino-2-propanol; Clorhidrato de 
bromodifenhidramina; Clorhidrato de 1-p-clorofenil-2,3- 
dimetil-4-dimetilamino-2-butanol (Clorhidrato de 
clobutinol); d-N,N'bis(1-Hidroximetilpropil)etilendiamino 
(Etambutol); N-Octil glucamina; 3-Metoxipropilamina; 3-
(2-metoxietoxi) propilamina; Clorhidrato de 4-amino-3,5-
dicloro-alfa-(((1,1-dimetiletil)amino)metil)bencenmetanol 
(Clorhidrato de Clembuterol); 2-Amino-1-butanol; 
Clorhidrato del éster dietilaminoetílico del ácido 
fenilciclohexilacético (Clorhidrato de drofenina); 
Clorhidrato de 1- ciclohexilhexahidrobenzoato de beta-
dietilaminoetilo (Clorhidrato de diciclomina); Citrato de 
Tamoxifen; Difenhidramina, base o clorhidrato; 
Clorhidrato de difenil-acetil-dietilaminoetanol; 
Clorhidrato de 1-((1-metiletil)amino)-3-(2-(2- 
propeniloxi)fenoxi)-2-propanol(Clorhidrato de 
oxprenolol); Clorhidrato de 1-isopropilamino-3-(1-
naftoxi)- propan-2-ol; Etil hidroxietilanilina (N-Etil-N-(2-
hidroxietil)anilina)); Sulfato de 1-(2-ciclopentilfenoxi)-3-
((1,1- dimetiletil)amino-2-propanol (Sulfato de 
penbutolol); Estearildifenil oxietil dietilentriamina; 
Isopropoxipropilamina; 2-Metoxietilamina; y/o 
Clorhidrato de levopropoxifeno. 

06 Sales de la N-Etil dietanolamina y 
de la N-Metil dietanolamina. 

99 Los demás. 

Subpartida 2929.10 Isocianatos.   

2930.10.01 2-(N,N-Dimetilamino)etanotiol. 
 

00 2-(N,N-Dimetilamino)etanotiol. 

2930.70.01 Sulfuro de bis(2-hidroxietilo) 
(tiodiglicol (DCI)). 

  
00 Sulfuro de bis(2-hidroxietilo) 

(tiodiglicol (DCI)). 

2930.90.99 Los demás. Excepto: Tiourea; 1,1-dietil-2-tiourea; ácido alfa-amino-
beta-metil-beta-mercapto butírico; ácido tioglicólico; 
lauril mercaptano; glutation; S,S'- 
metilenbisfosforoditioato de O,O,O',O'-tetraetilo (Etion); 
tiodipropionato de Di-(tridecilo); N-triclorometilmercapto-
4-ciclohexen-1,2- dicarboximida (Captan); tioglicolato de 
isooctilo; fosforoditioato de O,O-dietil S-(p-clorofeniltio) 
metilo (Carbofenotion); O,O-dimetilditiofosfato de 
dietilmercapto succinato (Malation); fosforotioato de 
O,O-dimetil S-(N-metilcarbamoil)metilo (Folimat); 

99 Los demás. 
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fosforoditioato de O,O-dimetil S-(N- 
metilcarbamoil)metilo (Dimetoato); N-acetil-
fosforoamidotioato de O,S-dimetilo; fosforoditioato de 
O,O-dietil S-2- (etiltio)etilo (Disulfoton); 4,4'-tiobis (3-
metil-6-terbutil fenol); fosforoditioato de O,O-dietil-S-
(etiltiometilo) (Forato); fosforotioato de O-etil-O-(4-
bromo-2-clorofenil)-S-n-propilo (Propenofos); N-
metilcarboxamido-tiosulfato de sodio; N-
((metilcarbamoil)-oxi)tioacetimidato de S-metilo 
(Metomilo); tioacetamida; cianoditioimidocarbonato 
disódico; S-Carboximetil cisteina; metil mercaptano; etil 
mercaptano; propil mercaptano; butil mercaptano; 
sulfuro de dimetilo; etiltioetanol; fosforoditioato de O,O-
dietil-S-(N- isopropilcarbamoil) metilo; disulfuro de O,O-
dibenzamido difenilo; N-acetilmetionina; dihidroxidifenil 
sulfona; tiocianoacetato de isobornilo; tioaldehídos, 
tiocetonas o tioácidos; Isotiocianato de metilo; fenilén-
1,4-diisotiocianato; 2-(Dietilamino)-etanotiol y sus sales; 
2-(4-Cloro-o-tolil) imino-1,3-ditioetano; monoclorhidrato 
de N-(2-(dietilamino) étil)-2-metoxi-5-
(metilsulfonil)benzamida (Tiapride); fosforoditioato de S-
(1,1-Dimetiletiltio)-metil-O,O-dietilo; O,O-Tiodi-p- 
fenilenfosforotioato de O,O,O',O'-tetrametilo (Temefos); 
fosforoditioato de O-etil-O-(4-(metiltio)fenil)S-propilo 
(Sulprofos); fosforoditioato de O-Etil-S,S-dipropilo 
(Etoprop); p-Clorofenil-2,4,5- triclorofenilsulfona 
(Tetradifon); fosforoditioato de O-etil-S,S-difenilo 
(Edifenfos); fosforotioato de O,O-Dimetil-O-(3-metil-4-
(metiltio)-fenilo) (Fention); fosforotioato de S-(2-
etilsulfinil) etil O,O-Dimetilo; N-triclorometiltioftalimida 
(Folpet); 1,3-dietil-2-tiourea; 4,4'-diaminodifenil sulfona 
(Dapsona); clorhidrato de -L-cisteina; ácido 2-hidroxi-4- 
(metilmercapto)butírico o su sal de calcio; sulfóxido de 
dimetilo; clorhidrato de cisteamina; tioamida del ácido 5-
nitro antranílico; éster sulfónico de la beta-
hidroxietilsulfon anilina; 2-amino-8-(beta-hidroxietil 
sulfonil)-naftaleno; 2-nitro-4-etilsulfonilanilina; sulfato de 
2,5-Dimetoxi-(4-hidroxietil sulfonil)-anilina; metil-N-
hidroxitioacetamidato; N-metil-1-metil-tio-2- nitro-
etenamina (Tiometina); tiocarbanilida; O-(3-metil-4-
(metiltio)-fenil)-N-(1-metil etil) fosforoamidato de etilo 
(Fenamifos); dimetil N,N'-(tio bis(metilimino) 
carbonoiloxi) bis etanimidotioato (Tiodicarb); N-
ciclohexil tioftalimida; ácido 5-fluoro-2-metil-1-((4-
(metilsulfinil)fenil)metilen)-1H-indeno-3-acético 
(Sulindac); etilfosfonoditioato de O-etil S-fenilo 
(Fonofos); 1,2 bis-(3-(metoxicarbonil)-2-
tioureido)benceno (Metil-tiofanato); y/o 
pentaclorotiofenol o su sal de cinc. 

2931.41.01 Metilfosfonato de dimetilo. 
  

00 Metilfosfonato de dimetilo. 

2931.45.01 Sal del ácido metilfosfónico y de 
(aminoiminometil)urea (1 : 1).   

00 Sal del ácido metilfosfónico y de 
(aminoiminometil)urea (1 : 1).  

   

2931.47.01 Metilfosfonato de (5-etil-2-metil-
2-óxido-1,3,2-dioxafosfinan-5-
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il)metil metilo.

00 
Metilfosfonato de (5-etil-2-metil-2-
óxido-1,3,2-dioxafosfinan-5-il)metil 
metilo. 

 

   

2931.48.01 
3,9-Dióxido de 3,9-dimetil-
2,4,8,10-tetraoxa-3,9-difosfaspiro 
[5.5]undecano. 

  

00 
M3,9-Dióxido de 3,9-dimetil-
2,4,8,10-tetraoxa-3,9-difosfaspiro 
[5.5]undecano. 

 

   

2931.49.99 Los demás. 

Excepto: Sal sodica del ácido alfa- 
hidroxibencilfosfínico; sal monosódica trihidratada del 
ácido (4-amino-1-hidroxibutilidén) bis-fosfónico 
(Alendronato de sodio); ácido organofosfónico y sus 
sales; fenilfosfonotioato de O-etil O-p-nitrofenil (EPN); 
sal isopropilamínica de N-(fosfonometil) glicina; y/o N-
1,3,5-diterbutil-4-hidroxifenil fosfonato de etilo. 
 

01 

Metilfosfonato de 
(Aminoiminometil)-urea; 
Metilfosfonato de dietilo y demás 
ésteres. 

08 
3-(Trihidroxisilil)propil 
metilfosfonato de sodio. 

09 
Metilfosfonato de bis[(5-etil-2-metil-
2-óxido-1,3,2-dioxafosfinan-5-
il)metilo]. 

99 Los demás. 

2931.53.01 
Metilfosfonotionato de O-(3-
cloropropil) O-[4-nitro-3-
(trifluorometil)fenilo]. 

 

00 
Metilfosfonotionato de O-(3-
cloropropil) O-[4-nitro-3-
(trifluorometil)fenilo]. 

2931.59.99 Los demás. 

Excepto: ácido (2-cloroetil) fosfónico (Etefon). 
01 

Ácido (2-cloroetil) fosfónico 
(Etefon). 

99 
Los demás. 

 
 

2931.90.99 Los demás. Excepto: Cloruro de metil magnesio; clorosilanos; 
octametilciclotetrasiloxano; cacodilato de sodio; sal 
monosódica del ácido metil arsónico; bromuro de 
metilmagnesio; sal sodica del ácido alfa- 
hidroxibencilfosfínico; glicolil arsanilato de bismuto; y/o 
ácido p-ureidobencenarsónico. 

00 Los demás. 

Partida 29.33 
Compuestos heterocíclicos con 
heteroátomo(s) de nitrógeno 
exclusivamente. 

  

3002.49.99 Los demás. Excepto: Antitoxina diftérica; sangre humana; y/o 
digestores anaerobios. 00 Los demás. 

3002.51.01 Productos de terapia celular. Excepto: Antitoxina diftérica; sangre humana; y/o 
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00 Productos de terapia celular. digestores anaerobios. 

3002.59.99 Los demás. Excepto: Antitoxina diftérica; sangre humana; y/o 
digestores anaerobios. 00 Los demás. 

3002.90.99 Los demás. Excepto: Antitoxina diftérica; sangre humana; y/o 
digestores anaerobios. 00 Los demás. 

Subpartida 3102.30 
Nitrato de amonio, incluso en 
disolución acuosa. 

  

3206.20.03 

Pigmentos y preparaciones a 
base de compuestos de cromo, 
excepto lo comprendido en las 
fracciones arancelarias 
3206.20.01 y 3206.20.02. 

  

00 

Pigmentos y preparaciones a base 
de compuestos de cromo, excepto 
lo comprendido en las fracciones 
arancelarias 3206.20.01 y 
3206.20.02. 

3206.49.99 Las demás. Excepto: Pigmentos y preparaciones a base de 
compuestos de cadmio. 99 Las demás. 

Partida 33.04 

Preparaciones de belleza, 
maquillaje y para el cuidado de la 
piel, excepto los medicamentos, 
incluidas las preparaciones 
antisolares y las bronceadoras; 
preparaciones para manicuras o 
pedicuros. 

  

Partida 34.03 

Preparaciones lubricantes 
(incluidos los aceites de corte, 
las preparaciones para aflojar 
tuercas, las preparaciones 
antiherrumbre o anticorrosión y 
las preparaciones para el 
desmoldeo, a base de 
lubricantes) y preparaciones de 
los tipos utilizados para el 
ensimado de materias textiles o 
el aceitado o engrasado de 
cueros y pieles, peletería u otras 
materias, excepto las que 
contengan como componente 
básico una proporción de aceites 
de petróleo o de mineral 
bituminoso superior o igual al 
70% en peso. 

  

3507.90.99 Las demás. Excepto: Pancreatina; celulasa; peptidasas; 
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99 Las demás. 

fibrinucleasa; mio-Inositol-hexafosfato-fosfohidrolasa; 
hialuronidasa; pepsina; tripsina; quimotripsina; 
invertasa; bromelina; lisozima; preparación de enzimas 
pectolíticas; y/o mezclas de tripsina y quimotripsina, 
incluso con ribonucleasa. 

Partida 36.01 Pólvora.   

Partida 36.02 
Explosivos preparados, excepto 
la pólvora. 

  

3603.10 Mechas de seguridad.   

3603.20 Cordones detonantes.  

3603.30 Cebos fulminantes.  

3603.40 Cápsulas fulminantes.  

3603.50 Inflamadores.  

3603.60 Detonadores eléctricos.  

Partida 37.04 
Placas, películas, papel,  cartón y 
textiles, fotográficos, 
impresionados pero sin revelar. 

  

3705.00.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

Partida 38.01 

Grafito artificial; grafito coloidal 
o semicoloidal; preparaciones a 
base de grafito u otros carbonos, 
en pasta, bloques, plaquitas u 
otras semimanufacturas. 

  

Partida 38.02 

Carbón activado; materias 
minerales naturales activadas; 
negro de origen animal, incluido 
el agotado. 

  

Subpartida 3812.20 
Plastificantes compuestos para 
caucho o plástico. 

  

Subpartida 3815.12 
Con metal precioso o sus 
compuestos como sustancia 
activa. 
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Partida 38.16 

Cementos, morteros, 
hormigones y preparaciones 
similares, refractarios, incluido el 
aglomerado de dolomita, excepto 
los productos de la partida 38.01. 

  

Partida 38.24 

Preparaciones aglutinantes para 
moldes o núcleos de fundición; 
productos químicos y 
preparaciones de la industria 
química o de las industrias 
conexas (incluidas las mezclas 
de productos naturales), no 
expresados ni comprendidos en 
otra parte. 

  

Partida 39.03 
Polímeros de estireno en formas 
primarias. 

  

Partida 39.05 

Polímeros de acetato de vinilo o 
de otros ésteres vinílicos, en 
formas primarias; los demás 
polímeros vinílicos en formas 
primarias. 

  

Partida 39.07 

Poliacetales, los demás 
poliéteres y resinas epoxi, en 
formas primarias; 
policarbonatos, resinas 
alcídicas, poliésteres alílicos y 
demás poliésteres, en formas 
primarias. 

  

Partida 39.11 

Resinas de petróleo, resinas de 
cumarona-indeno, politerpenos, 
polisulfuros, polisulfonas y 
demás productos previstos en la 
Nota 3 de este Capítulo, no 
expresados ni comprendidos en 
otra parte, en formas primarias. 

  

Subpartida 3920.92 De poliamidas.   

3926.20.01 
Prendas de vestir, sus 
accesorios y dispositivos, para 
protección contra radiaciones. 

  

00 
Prendas de vestir, sus accesorios y 
dispositivos, para protección contra 
radiaciones. 

3926.90.99 Las demás. Excepto: Correas transportadoras o de transmisión; 
Lavadoras de pipetas, probetas o vasos graduados; 
Membranas filtrantes; manufacturas de poli(etileno) de 
alta densidad, extruido rotomodelado, con espesor 
mínimo de 3 mm; marcas para la identificación de 

01 

Empaquetaduras (juntas), excepto 
lo comprendido en el número de 
identificación comercial 
3926.90.99.06. 
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04 
Partes y piezas sueltas 
reconocibles para naves aéreas. 

animales; laminados decorativos duros y rígidos, 
obtenidos por superposición y compresión de hojas de 
papel kraft impregnadas con resinas fenólicas, con o sin 
cubierta de papel diseño, recubierto con resinas 
melamínicas; formas moldeadas, cortadas o en 
bloques, a base de poliestireno expandible, 
reconocibles como diseñados exclusivamente para 
protección en el empaque de mercancías; lentejuela en 
diversas formas, generalmente geométricas,pudiendo 
venir a granel, entorchadas o engarzadas; hojuelas 
brillantes, compuestas por partículas de plástico de 
diferentes formas (hexagonal, cuadradas, redondas, 
etc.), llamadas entre otras 
como "diamantina", "escarcha", 
"purpurina", "brillantina", "brillos", "escamas"; cristales 
artificiales para relojes de bolsillo o pulsera; esténciles 
para grabación electrónica; membranas constituidas por 
polímeros a base de perfluoros sulfónicos o 
carboxílicos, con refuerzos de teflón y/o rayón; 
empaques para torres de destilación o absorción; 
películas de triacetato de celulosa o de poli(tereftalato 
de etileno), de anchura igual o inferior a 35 mm, 
perforadas; bastidores para colmena, incluso con su 
arillo y tapas utilizables como envases para la miel; con 
alma de tejido o de otra materia, excepto vidrio, con 
peso superior a 40 g por decímetro cuadrado; y/o 
reconocibles como diseñadas exclusivamente para uso 
automotriz. 

99 Las demás. 

Partida 40.11 
Neumáticos (llantas neumáticas) 
nuevos de caucho. 

  

Partida 40.12 

Neumáticos (llantas neumáticas) 
recauchutados o usados, de 
caucho; bandajes (llantas 
macizas o huecas), bandas de 
rodadura para neumáticos 
(llantas neumáticas) y 
protectores ("flaps"), de caucho. 

  

Partida 40.13 
Cámaras de caucho para 
neumáticos (llantas neumáticas). 

  

Subpartida 4015.19 Los demás.   

4015.90.03 
Prendas de vestir y sus 
accesorios, para protección 
contra radiaciones.   

00 
Prendas de vestir y sus accesorios, 
para protección contra radiaciones. 

Capítulo 42 

Manufacturas de cuero; artículos 
de talabartería o guarnicionería; 
artículos de viaje, bolsos de 
mano (carteras) y continentes 
similares; manufacturas de tripa. 

  

Capítulo 44 Madera, carbón vegetal y   
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manufacturas de madera. 

4901.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

4901.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

Partida 49.06 

Planos y dibujos originales 
hechos a mano, de arquitectura, 
ingeniería, industriales, 
comerciales, topográficos o 
similares; textos manuscritos; 
reproducciones fotográficas 
sobre papel sensibilizado y 
copias con papel carbón 
(carbónico), de los planos, 
dibujos o textos antes 
mencionados. 

  

4911.99.99 Los demás. Excepto: Boletos o billetes de rifas, loterías, 
espectáculos, ferrocarriles u otros servicios de 
transporte; impresos con claros para escribir; tarjetas 
plásticas para identificación y para crédito, sin cinta 
magnética; y/o motivos decorativos para la fabricación 
de utensilios de plástico. 

99 Los demás. 

Capítulo 50 Seda.   

Capítulo 51 
Lana y pelo fino u ordinario; 
hilados y tejidos de crin. 

  

Capítulo 52 Algodón.   

Capítulo 53 
Las demás fibras textiles 
vegetales; hilados de papel y 
tejidos de hilados de papel. 

  

Capítulo 54 

Filamentos sintéticos o 
artificiales; tiras y formas 
similares de materia textil 
sintética o artificial. 

  

Capítulo 55 
Fibras sintéticas o artificiales 
discontinuas. 

  

Capítulo 56 

Guata, fieltro y tela sin tejer; 
hilados especiales; cordeles, 
cuerdas y cordajes; artículos de 
cordelería. 
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Capítulo 57 
Alfombras y demás 
revestimientos para el suelo, de 
materia textil. 

  

Capítulo 58 

Tejidos especiales; superficies 
textiles con mechón insertado; 
encajes; tapicería; pasamanería; 
bordados. 

  

Capítulo 59 

Telas impregnadas, recubiertas, 
revestidas o estratificadas; 
artículos técnicos de materia 
textil. 

  

Capítulo 60 Tejidos de punto.   

Capítulo 61 
Prendas y complementos 
(accesorios), de vestir, de punto.   

Capítulo 62 
Prendas y complementos 
(accesorios), de vestir, excepto 
los de punto. 

  

Capítulo 63 
Los demás artículos textiles 
confeccionados; juegos; 
prendería y trapos. 

  

6815.19.99 Las demás.   

00 Las demás.  

   

Partida 69.03 

Los demás artículos cerámicos 
refractarios (por ejemplo: 
retortas, crisoles, muflas, 
toberas, tapones, soportes, 
copelas, tubos, fundas, varillas, 
compuertas deslizantes), 
excepto los de harinas silíceas 
fósiles o de tierras silíceas 
análogas. 

  

Subpartida 6909.12 
Artículos con una dureza 
equivalente a 9 o superior en la 
escala de Mohs. 

  

Subpartida 6910.10 De porcelana.   

Partida 69.11 
Vajilla y demás artículos de uso 
doméstico, higiene o tocador, de 
porcelana. 

  

Subpartida 6913.10 De porcelana.   
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Partida 69.14 
Las demás manufacturas de 
cerámica. 

  

Subpartida 7002.20 Barras o varillas.   

Subpartida 7013.22 De cristal al plomo.   

Subpartida 7013.33 De cristal al plomo.   

Subpartida 7013.41 De cristal al plomo.   

Subpartida 7013.91 De cristal al plomo.   

7017.10.10 Agitadores. 
  

00 Agitadores. 

7017.10.99 Los demás. Excepto: Goteros, pipetas, vasos de precipitados y 
vasos graduados; ampollas, tubos de ensayo, 
portaobjetos y cubreobjetos para microscopios; 
recipientes con boca esmerilada; tubos de filtración o de 
desecación, alargamientos o empalmes, placas, llaves 
o válvulas; cristalizadores y refrigerantes 
(condensadores); esbozos; y/o cápsulas. 

99 Los demás. 

7019.63.99 Los demás. 
Excepto: Sin recubrir. 

00 Los demás. 

7019.64.01 
Tejidos de hilados de malla 
cerrada, de ligamento tafetán, 
recubiertos o estratificados. 

Excepto: Sin recubrir. 

00 
Tejidos de hilados de malla 
cerrada, de ligamento tafetán, 
recubiertos o estratificados. 

7019.66.99 Las demás. 
Excepto: Sin recubrir. 

99 Los demás. 

7019.69.99 Las demás. 
Excepto: Sin recubrir. 

99 Los demás. 

7019.80.01 Lana de vidrio y sus 
manufacturas. 

Excepto: Fibras cortas hasta de 5 cm de longitud; tubos 
sin recubrir; aislamientos termo-acústicos; tubos 
recubiertos; desechos y desperdicios de fibra de vidrio; 
sacos para filtros de presión de vacío; y/o capas 
sobrepuestas de fibras, recubiertas con resinas 
fenólicas y aceites vegetales, aun cuando estén 
reforzadas con alambre. 

99 Las demás. 

7019.90.99 Las demás. Excepto: Fibras cortas hasta de 5 cm de longitud; 
tubos sin recubrir; aislamientos termo-acústicos; tubos 
recubiertos; desechos y desperdicios de fibra de vidrio; 
sacos para filtros de presión de vacío; y/o capas 
sobrepuestas de fibras, recubiertas con resinas 

99 Las demás. 
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fenólicas y aceites vegetales, aun cuando estén 
reforzadas con alambre. 

7020.00.91 
Las demás manufacturas de 
vidrio. 

Excepto: Tubos de cuarzo fundido, rectos o doblados, 
cuando contengan más del 95% de sílice; tubos para 
hacer el vacío en válvulas electrónicas; filtro para 
absorción de rayos infrarrojos, que proporcione una 
intensidad equilibrada de color para máxima 
transmisión luminosa, de 400 k; tubos para niveles de 
caldera; y/o ampollas de vidrio transparente para 
termos o demás recipientes isotérmicos aislados por 
vacío, sin terminar, sin tapones y demás dispositivos de 
cierre. 

99 Los demás. 

Capítulo 71 

Perlas naturales o cultivadas, 
piedras preciosas o 
semipreciosas, metales 
preciosos, chapados de metal 
precioso (plaqué) y 
manufacturas de estas materias; 
bisutería; monedas. 

  

Capítulo 72 Fundición, hierro y acero.   

Capítulo 73 
Manufacturas de fundición, 
hierro o acero. 

  

Capítulo 74 Cobre y sus manufacturas.   

Capítulo 75 Níquel y sus manufacturas.   

Capítulo 76 Aluminio y sus manufacturas.   

Capítulo 78 Plomo y sus manufacturas.   

Capítulo 79 Cinc y sus manufacturas.   

Capítulo 80 Estaño y sus manufacturas.   

Capítulo 81 
Los demás metales comunes; 
cermets; manufacturas de estas 
materias. 

  

Capítulo 82 

Herramientas y útiles, artículos 
de cuchillería y cubiertos de 
mesa, de metal común; partes de 
estos artículos, de metal común. 

  

Capítulo 83 
Manufacturas diversas de metal 
común. 
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Capítulo 84 

Reactores nucleares, calderas, 
máquinas, aparatos y artefactos 
mecánicos; partes de estas 
máquinas o aparatos. 

  

Capítulo 85 

Máquinas, aparatos y material 
eléctrico, y sus partes; aparatos 
de grabación o reproducción de 
sonido, aparatos de grabación o 
reproducción de imagen y 
sonido en televisión, y las partes 
y accesorios de estos aparatos 

  

Capítulo 86 

Vehículos y material para vías 
férreas o similares, y sus partes; 
aparatos mecánicos (incluso 
electromecánicos) de 
señalización para vías de 
comunicación 

  

Capítulo 87 

Vehículos automóviles, tractores, 
velocípedos y demás vehículos 
terrestres; sus partes y 
accesorios 

  

Capítulo 88 Aeronaves, vehículos espaciales, 
y sus partes   

Capítulo 89 Barcos y demás artefactos 
flotantes   

9001.90.99 Los demás. 
Excepto: Filtros anticalóricos. 

00 Los demás. 

Subpartida 9002.90 Los demás.   

Subpartida 9005.10 Binoculares (incluidos los 
prismáticos).   

9005.90.02 

Partes y accesorios, 
reconocibles exclusivamente 
para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, 
excepto lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.90.01. 

  

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo 
comprendido en la fracción 
arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción 
arancelaria 9005.90.01. 

Partida 90.06 Cámaras fotográficas; aparatos y 
dispositivos, incluidos las 
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lámparas y tubos, para la 
producción de destellos en 
fotografía, excepto las lámparas 
y tubos de descarga de la partida 
85.39. 

Subpartida 9013.10 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para 
máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

  

Subpartida 9013.20 
Láseres, excepto los diodos 
láser. 

  

Subpartida 9013.90 Partes y accesorios.   

Partida 90.14 

Brújulas, incluidos los compases 
de navegación; los demás 
instrumentos y aparatos de 
navegación. 

  

Subpartida 9015.10 Telémetros.   

Subpartida 9015.80 Los demás instrumentos y 
aparatos.   

Subpartida 9019.20 

Aparatos de ozonoterapia, 
oxigenoterapia o aerosolterapia, 
aparatos respiratorios de 
reanimación y demás aparatos 
de terapia respiratoria. 

  

9020.00.99 Los demás. 

  01 Máscaras antigás. 

99 Los demás. 

Partida 90.22 

Aparatos de rayos X y aparatos 
que utilicen radiaciones alfa, 
beta, gamma o demás 
radiaciones ionizantes, incluso 
para uso médico, quirúrgico, 
odontológico o veterinario, 
incluidos los aparatos de 
radiografía o radioterapia, tubos 
de rayos X y demás dispositivos 
generadores de rayos X, 
generadores de tensión, 
consolas de mando, pantallas, 
mesas, sillones y soportes 
similares para examen o 
tratamiento. 

  

Partida 90.23 

Instrumentos, aparatos y 
modelos diseñados para 
demostraciones (por ejemplo: en 
la enseñanza o exposiciones), no 
susceptibles de otros usos. 
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Partida 90.24 

Máquinas y aparatos para 
ensayos de dureza, tracción, 
compresión, elasticidad u otras 
propiedades mecánicas de 
materiales (por ejemplo: metal, 
madera, textil, papel, plástico). 

  

Partida 90.26 

Instrumentos y aparatos para 
medida o control de caudal, 
nivel, presión u otras 
características variables de 
líquidos o gases (por ejemplo: 
caudalímetros, indicadores de 
nivel, manómetros, contadores 
de calor), excepto los 
instrumentos y aparatos de las 
partidas 90.14, 90.15, 90.28 o 
90.32. 

  

Subpartida 9027.10 Analizadores de gases o humos.   

Subpartida 9027.20 
Cromatógrafos e instrumentos 
de electroforesis.   

Subpartida 9027.30 

Espectrómetros, 
espectrofotómetros y 
espectrógrafos que utilicen 
radiaciones ópticas (UV, visibles, 
IR). 

  

9027.81.01 Espectrómetros de masa. 
Excepto: Exposímetros. 

00 Espectrómetros de masa. 

9027.89.99 Los demás. Excepto:  Fotómetros; instrumentos nucleares 
de resonancia magnética; y/o exposímetros. 99 Los demás. 

Partida 90.30 

Osciloscopios, analizadores de 
espectro y demás instrumentos y 
aparatos para medida o control 
de magnitudes eléctricas; 
instrumentos y aparatos para 
medida o detección de 
radiaciones alfa, beta, gamma, X, 
cósmicas o demás radiaciones 
ionizantes. 

  

Partida 90.31 

Instrumentos, aparatos y 
máquinas de medida o control, 
no expresados ni comprendidos 
en otra parte de este Capítulo; 
proyectores de perfiles. 

  

Partida 91.01 

Relojes de pulsera, bolsillo y 
similares (incluidos los 
contadores de tiempo de los 
mismos tipos), con caja de metal 
precioso o chapado de metal 
precioso (plaqué). 
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Capítulo 92 
Instrumentos musicales; sus 
partes y accesorios   

Capítulo 93 
Armas, municiones, y sus partes 
y accesorios 

  

9403.20.91 Los demás muebles de metal. 

Únicamente: Gabinetes de seguridad biológica y flujo 
laminar con control y reciclado de aire, contenidos en 
un solo cuerpo, para uso en laboratorio. 01 

Gabinetes de seguridad biológica y 
flujo laminar con control y reciclado 
de aire, contenidos en un solo 
cuerpo, para uso en laboratorio. 

Partida 94.06 Construcciones prefabricadas.   

Partida 95.04 

Videoconsolas y máquinas de 
videojuego, juegos de sociedad, 
incluidos los juegos con motor o 
mecanismo, billares, mesas 
especiales para juegos de casino 
y juegos de bolos automáticos 
("bowlings"), juegos activados 
con monedas, billetes de banco, 
tarjetas bancarias, fichas o por 
cualquier otro medio de pago. 

  

Partida 95.06 

Artículos y material para cultura 
física, gimnasia, atletismo, 
demás deportes (incluido el tenis 
de mesa) o para juegos al aire 
libre, no expresados ni 
comprendidos en otra parte de 
este Capítulo; piscinas, incluso 
infantiles. 

  

Partida 95.07 

Cañas de pescar, anzuelos y 
demás artículos para la pesca 
con caña; salabardos, 
cazamariposas y redes similares; 
señuelos (excepto los de las 
partidas 92.08 o 97.05) y artículos 
de caza similares. 

  

9620.00.01 Tripies de cámaras fotográficas. 
  

00 Tripies de cámaras fotográficas. 

9620.00.02 
De madera; de aluminio, excepto 
lo comprendido en la fracción 
arancelaria 9620.00.04. 

  

00 
De madera; de aluminio, excepto lo 
comprendido en la fracción 
arancelaria 9620.00.04. 

9620.00.03 De las materias indicadas en la 
Partida 68.15. 

  
00 De las materias indicadas en la 

Partida 68.15. 
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9620.00.04 

De máquinas o aparatos 
comprendidos en el Capítulo 84, 
excepto para las máquinas o 
aparatos de las partidas 84.28 u 
84.71. 

  

00 

De máquinas o aparatos 
comprendidos en el Capítulo 84, 
excepto para las máquinas o 
aparatos de las partidas 84.28 u 
84.71. 

9620.00.99 Los demás. Excepto: Para lo comprendido en las partidas 90.05, 
90.07, 90.15 y 90.33. 00 Los demás. 

Capítulo 97 
Objetos de arte o colección y 
antigüedades   

Capítulo 98 Operaciones especiales. Excepto: la partida 98.04. 

g) Se prohíbe la Importación y la Exportación de las mercancías que tengan como salida y destino la 
República Islámica de Irán, clasificables en los Capítulos, Partidas, Subpartidas y fracciones 
arancelarias de la Tarifa, que a continuación se indican: 

Capítulo 
Partida 

Subpartida 
Fracción arancelaria/NICO 

Descripción Acotación 

Partida 25.04 Grafito natural.   

Subpartida 2612.10 Minerales de uranio y sus concentrados.   

2804.29.99 Los demás. 
Únicamente: Helio  

01 Helio. 

Subpartida 2804.50 Boro; telurio.   

Subpartida 2805.12 Calcio.   

2805.19.99 Los demás. 
Excepto: Estroncio y bario. 

00 Los demás. 

2811.29.99 Los demás. Excepto: Protóxido de nitrógeno (óxido 
nitroso); y/o dióxido de azufre. 99 Los demás. 

Subpartida 2812.90 Los demás.   

Subpartida 2825.10 Hidrazina e hidroxilamina y sus sales 
inorgánicas.   

Partida 28.26 
Fluoruros; fluorosilicatos, 
fluoroaluminatos y demás sales complejas 
de flúor. 

  

Partida 28.29 
Cloratos y percloratos; bromatos y 
perbromatos; yodatos y peryodatos. 
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Subpartida 2834.21 De potasio.   

Partida 28.35 
Fosfinatos (hipofosfitos), fosfonatos 
(fosfitos) y fosfatos; polifosfatos, aunque 
no sean de constitución química definida. 

  

Subpartida 2841.50 
Los demás cromatos y dicromatos; 
peroxocromatos. 

  

Subpartida 2843.29 Los demás.   

Partida 28.44 

Elementos químicos radiactivos e 
isótopos radiactivos (incluidos los 
elementos químicos e isótopos 
fisionables o fértiles) y sus compuestos; 
mezclas y residuos que contengan estos 
productos. 

  

Subpartida 2845.10 Agua pesada (óxido de deuterio).   

2846.90.99 Los demás. Únicamente: Compuestos inorgánicos u 
orgánicos de torio, de uranio empobrecido en 
U 235 y de metales de las tierras raras, de 
itrio y de escandio, mezclados entre sí. 

00 Los demás. 

Partida 28.50 

Hidruros, nitruros, aziduros (azidas), 
siliciuros y boruros, aunque no sean de 
constitución química definida, excepto los 
compuestos que consistan igualmente en 
carburos de la partida 28.49. 

  

2852.10.04 De constitución química definida. 
Únicamente: Inorgánicos. 

00 De constitución química definida. 

Partida 29.19 

Ésteres fosfóricos y sus sales, incluidos 
los lactofosfatos; sus derivados 
halogenados, sulfonados, nitrados o 
nitrosados. 

 

Partida 29.28 Derivados orgánicos de la hidrazina o de 
la hidroxilamina.   

Partida 29.33 
Compuestos heterocíclicos con 
heteroátomo(s) de nitrógeno 
exclusivamente. 

  

Partida 36.01 Pólvora.   

Partida 36.02 Explosivos preparados, excepto la 
pólvora.   

3603.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 
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3603.30.01 Cebos fulminantes. 
 

00 Cebos fulminantes. 

3603.40.01 Cápsulas fulminantes. 
 

00 Cápsulas fulminantes. 

3603.50.01 Inflamadores. 
 

00 Inflamadores. 

3603.60.01 Detonadores eléctricos. 
 

00 Detonadores eléctricos. 

Partida 38.01 

Grafito artificial; grafito coloidal o 
semicoloidal; preparaciones a base de 
grafito u otros carbonos, en pasta, 
bloques, plaquitas u otras 
semimanufacturas. 

  

Subpartida 3815.12 Con metal precioso o sus compuestos 
como sustancia activa.   

3816.00.06 

Compuestos con un contenido de: arenas 
silíceas superior o igual al 44% pero 
inferior o igual al 46%, carbono superior o 
igual al 24% pero inferior o igual al 26% y 
de carburo de silicio superior o igual al 
29% pero inferior o igual al 31%. 

  

00 

Compuestos con un contenido de: arenas 
silíceas superior o igual al 44% pero inferior o 
igual al 46%, carbono superior o igual al 24% 
pero inferior o igual al 26% y de carburo de 
silicio superior o igual al 29% pero inferior o 
igual al 31%. 

Partida 38.24 

Preparaciones aglutinantes para moldes o 
núcleos de fundición; productos químicos 
y preparaciones de la industria química o 
de las industrias conexas (incluidas las 
mezclas de productos naturales), no 
expresados ni comprendidos en otra 
parte. 

  

Partida 39.03 
Polímeros de estireno en formas 
primarias. 

  

Partida 39.05 

Polímeros de acetato de vinilo o de otros 
ésteres vinílicos, en formas primarias; los 
demás polímeros vinílicos en formas 
primarias. 

  

Partida 39.11 
Resinas de petróleo, resinas de 
cumarona-indeno, politerpenos, 
polisulfuros, polisulfonas y demás 
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productos previstos en la Nota 3 de este 
Capítulo, no expresados ni comprendidos 
en otra parte, en formas primarias. 

6815.19.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

Subpartida 6903.10 
Con un contenido de carbono libre, 
superior al 50% en peso. 

  

6903.20.06 
Con un contenido de alúmina (Al2O3) o de 
una mezcla o combinación de alúmina y 
de sílice (SiO2), superior al 50% en peso. 

Excepto: Boquillas; norias o botas, cubiertas 
de norias, y tubos, agujas o émbolos, rotores, 
agitadores o anillos; placas perforadas 
generadoras de infrarrojos; y/o soportes. 01 

Crisoles, con capacidad de hasta 300 
decímetros cúbicos. 

99 Los demás.   

6903.90.99 Los demás. Excepto: Esferas refractarias con un 
contenido inferior o igual al 50% de óxido de 
silicio, al 40% de óxido de aluminio y al 5% de 
óxido de hierro. 

00 Los demás. 

Subpartida 6914.90 Las demás.   

7019.63.99 Los demás. 
Excepto: Sin recubrir. 

00 Los demás. 

7019.64.01 
Tejidos de hilados de malla cerrada, de 
ligamento tafetán, recubiertos o 
estratificados. 

Excepto: Sin recubrir. 

00 
Tejidos de hilados de malla cerrada, de 
ligamento tafetán, recubiertos o 
estratificados. 

7019.66.99 Las demás. 
Excepto: Sin recubrir. 

99 Los demás. 

7019.69.99 Las demás. 
Excepto: Sin recubrir. 

99 Los demás. 

7019.80.01 Lana de vidrio y sus manufacturas. Excepto: Fibras cortas hasta de 5 cm de 
longitud; tubos sin recubrir; aislamientos 
termo-acústicos; tubos recubiertos; desechos 
y desperdicios de fibra de vidrio; sacos para 
filtros de presión de vacío; y/o capas 
sobrepuestas de fibras, recubiertas con 
resinas fenólicas y aceites vegetales, aun 
cuando estén reforzadas con alambre. 

99 Las demás. 

7019.90.99 Las demás. Excepto: Fibras cortas hasta de 5 cm de 
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99 Las demás. 

longitud; tubos sin recubrir; aislamientos 
termo-acústicos; tubos recubiertos; desechos 
y desperdicios de fibra de vidrio; sacos para 
filtros de presión de vacío; y/o capas 
sobrepuestas de fibras, recubiertas con 
resinas fenólicas y aceites vegetales, aun 
cuando estén reforzadas con alambre. 

7020.00.91 Las demás manufacturas de vidrio. Excepto: Tubos de cuarzo fundido, rectos o 
doblados, cuando contengan más del 95% de 
sílice; Tubos para hacer el vacío en válvulas 
electrónicas; Filtro para absorción de rayos 
infrarrojos, que proporcione una intensidad 
equilibrada de color para máxima transmisión 
luminosa, de 400 k; Tubos para niveles de 
caldera; Ampollas de vidrio transparente para 
termos o demás recipientes isotérmicos 
aislados por vacío, sin terminar, sin tapones y 
demás dispositivos de cierre. 

99 Los demás. 

Partida 72.18 
Acero inoxidable en lingotes o demás 
formas primarias; productos intermedios 
de acero inoxidable. 

  

Subpartida 7219.90 Los demás. 

Subpartida 7220.90 Los demás.  

Partida 72.24 
Los demás aceros aleados en lingotes o 
demás formas primarias; productos 
intermedios de los demás aceros aleados. 

  

Partida 72.25 
Productos laminados planos de los demás 
aceros aleados, de anchura superior o 
igual a 600 mm. 

  

Partida 72.26 
Productos laminados planos de los demás 
aceros aleados, de anchura inferior  a 600 
mm. 

  

Partida 72.28 
Barras y perfiles, de los demás aceros 
aleados; barras huecas para perforación, 
de aceros aleados o sin alear. 

  

Partida 73.04 
Tubos y perfiles huecos, sin costura (sin 
soldadura), de hierro o acero. 

  

Partida 73.09 

Depósitos, cisternas, cubas y recipientes 
similares para cualquier materia (excepto 
gas comprimido o licuado), de fundición, 
hierro o acero, de capacidad superior a 
300 l, sin dispositivos mecánicos ni 
térmicos, incluso con revestimiento 
interior o calorífugo. 
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Partida 73.10 

Depósitos, barriles, tambores, bidones, 
latas o botes, cajas y recipientes 
similares, para cualquier materia (excepto 
gas comprimido o licuado), de fundición, 
hierro o acero, de capacidad inferior o 
igual a 300 l, sin dispositivos mecánicos 
ni térmicos, incluso con revestimiento 
interior o calorífugo. 

  

Capítulo 75 Níquel y sus manufacturas   

Capítulo 76 Aluminio y sus manufacturas   

Partida 81.01 
Volframio (tungsteno) y sus manufacturas, 
incluidos los desperdicios y desechos. 

  

Partida 81.02 
Molibdeno y sus manufacturas, incluidos 
los desperdicios y desechos. 

  

Partida 81.04 
Magnesio y sus manufacturas, incluidos 
los desperdicios y desechos. 

  

Partida 81.06 
Bismuto y sus manufacturas, incluidos los 
desperdicios y desechos. 

  

Partida 81.08 
Titanio y sus manufacturas, incluidos los 
desperdicios y desechos. 

  

Partida 81.09 
Circonio y sus manufacturas, incluidos 
los desperdicios y desechos. 

  

Subpartida 8112.12 En bruto; polvo.   

Subpartida 8112.13 Desperdicios y desechos.   

Subpartida 8112.19 Los demás.   

Subpartida 8112.92 En bruto; desperdicios y desechos; polvo.   

Subpartida 8112.99 Los demás.   

Partida 84.01 

Reactores nucleares; elementos 
combustibles (cartuchos) sin irradiar para 
reactores nucleares; máquinas y aparatos 
para la separación isotópica. 

  

Subpartida 8404.20 Condensadores para máquinas de vapor.   
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Partida 84.06 Turbinas de vapor.   

Subpartida 8411.11 De empuje inferior o igual a 25 kN.   

Subpartida 8411.12 De empuje superior a 25 kN.   

Subpartida 8411.21 De potencia inferior o igual a 1,100 kW.   

Subpartida 8411.22 De potencia superior a 1,100 kW.   

Subpartida 8411.91 De turborreactores o de turbopropulsores.   

Subpartida 8412.10 
Propulsores a reacción, excepto los 
turborreactores. 

  

Subpartida 8412.90 Partes.   

Partida 84.13 
Bombas para líquidos, incluso con 
dispositivo medidor incorporado; 
elevadores de líquidos. 

  

Partida 84.14 

Bombas de aire o de vacío, compresores 
de aire u otros gases y ventiladores; 
campanas aspirantes para extracción o 
reciclado, con ventilador incorporado, 
incluso con filtro; recintos de seguridad 
biológica herméticos a gases, incluso con 
filtro. 

  

Subpartida 8417.10 

Hornos para tostación, fusión u otros 
tratamientos térmicos de los minerales 
metalíferos (incluidas las piritas) o de los 
metales. 

  

Partida 84.18 

Refrigeradores, congeladores y demás 
material, máquinas y aparatos para 
producción de frío, aunque no sean 
eléctricos; bombas de calor, excepto las 
máquinas y aparatos para 
acondicionamiento de aire de la partida 
84.15. 

  

8419.40.99 Los demás. Excepto: Reconocibles como diseñados 
exclusiva o principalmente para investigación 
en laboratorio; aparatos de destilación simple; 
y/o aparatos o columnas de destilación 
fraccionada y rectificación. 

99 Los demás. 

Subpartida 8419.50 Intercambiadores de calor.   
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Subpartida 8419.60 Aparatos y dispositivos para licuefacción 
de aire u otros gases.   

Subpartida 8419.89 Los demás.   

8421.11.02 Desnatadoras (descremadoras). Excepto: Descremadoras con capacidad de 
tratamiento de más de 500 l de leche por 
hora. 99 Los demás. 

8421.21.99 Los demás. 
Excepto: Para albercas. 

99 Los demás. 

8421.29.99 Los demás. Excepto: Reconocibles como diseñados 
exclusivamente para tractores agrícolas e 
industriales; reconocibles para naves aéreas; 
y/o columnas de intercambio iónico para la 
fabricación de fructosa, dextrosa, glucosa y 
almidón. 

99 Los demás. 

8421.31.99 Los demás. 
 

00 Los demás. 

Subpartida 8426.19 Los demás.   

Subpartida 8428.90 Las demás máquinas y aparatos.   

Partida 84.44 
Máquinas para extrudir, estirar, texturar o 
cortar materia textil sintética o artificial.   

8445.19.99 Las demás. 
Únicamente: Manuares u otras máquinas de 
estirar, incluso los bancos de estirado. 01 Manuares u otras máquinas de estirar, 

incluso los bancos de estirado. 

Subpartida 8445.40 Máquinas para bobinar (incluidas las 
canilleras) o devanar materia textil.   

Partida 84.56 

Máquinas herramienta que trabajen por 
arranque de cualquier materia mediante 
láser u otros haces de luz o de fotones, 
por ultrasonido, electroerosión, procesos 
electroquímicos, haces de electrones, 
haces iónicos o chorro de plasma; 
máquinas para cortar por chorro de agua. 

  

Partida 84.57 
Centros de mecanizado, máquinas de 
puesto fijo y máquinas de puestos 
múltiples, para trabajar metal. 

  

Partida 84.58 Tornos (incluidos los centros de torneado) 
que trabajen por arranque de metal.   

Partida 84.59 Máquinas herramienta (incluidas las 
unidades de mecanizado de correderas) 
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de taladrar, escariar, fresar o roscar 
(incluso aterrajar), metal por arranque de 
materia, excepto los tornos (incluidos los 
centros de torneado) de la partida 84.58. 

Partida 84.60 

Máquinas herramienta de desbarbar, 
afilar, amolar, rectificar, lapear (bruñir), 
pulir o hacer otras operaciones de 
acabado, para metal o cermet, mediante 
muelas, abrasivos o productos para pulir, 
excepto las máquinas para tallar o acabar 
engranajes de la partida 84.61. 

  

Partida 84.61 

Máquinas herramienta de cepillar, limar, 
mortajar, brochar, tallar o acabar 
engranajes, aserrar, trocear y demás 
máquinas herramienta que trabajen por 
arranque de metal o cermet, no 
expresadas ni comprendidas en otra 
parte. 

  

Partida 84.62 

Máquinas herramienta (incluidas las 
prensas) de forjar o estampar, martillos 
pilón y otras máquinas de martillar, para 
trabajar metal (excepto los laminadores); 
máquinas herramienta (incluidas las 
prensas, las líneas de hendido y las líneas 
de corte longitudinal) de enrollar, curvar, 
plegar, enderezar, aplanar, cizallar, 
punzonar, entallar o mordiscar, metal 
(excepto los bancos de estirar); prensas 
para trabajar metal o carburos metálicos, 
no expresadas anteriormente. 

  

Partida 84.63 
Las demás máquinas herramienta para 
trabajar metal o cermet, que no trabajen 
por arranque de materia. 

  

Partida 84.64 

Máquinas herramienta para trabajar 
piedra, cerámica, hormigón, 
amiantocemento o materias minerales 
similares, o para trabajar el vidrio en frío. 

  

Partida 84.65 

Máquinas herramienta (incluidas las de 
clavar, grapar, encolar o ensamblar de 
otro modo) para trabajar madera, corcho, 
hueso, caucho endurecido, plástico rígido 
o materias duras similares. 

  

8466.10.99 Los demás. 
Únicamente: Mandriles o portaútiles. 

02 Mandriles o portaútiles. 

Partida 84.71 

Máquinas automáticas para tratamiento o 
procesamiento de datos y sus unidades; 
lectores magnéticos u ópticos, máquinas 
para registro de datos sobre soporte en 
forma codificada y máquinas para 
tratamiento o procesamiento de estos 
datos, no expresados ni comprendidos en 
otra parte. 
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8474.20.04 Trituradores (molinos) de bolas o de 
barras.   

00 Trituradores (molinos) de bolas o de barras. 

Subpartida 8474.32 Máquinas de mezclar materia mineral con 
asfalto.   

8474.39.99 Los demás. 
Únicamente: Mezcladoras de arenas para 
núcleos de fundición. 01 

Mezcladoras de arenas para núcleos de 
fundición. 

Partida 84.77 

Máquinas y aparatos para trabajar caucho 
o plástico o para fabricar productos de 
estas materias, no expresados ni 
comprendidos en otra parte de este 
Capítulo. 

  

Subpartida 8479.50 
Robots industriales, no expresados ni 
comprendidos en otra parte. 

  

8479.81.99 Los demás. Excepto: Para el decapado de metales por 
inmersión; enrolladoras de alambres, cables o 
tubos flexibles; líneas continuas para 
galvanizar alambre de acero, por inmersión; 
y/o máquinas para la elaboración y acabado 
de matrices (“Estampadores”), utilizados en el 
proceso de fabricación de discos compactos 
(“Compact Disks”). 

99 Los demás. 

8479.82.01 
Mezcladoras, de aspas horizontales, 
provistas de dispositivos de tornillo de 
Arquímedes para descarga continua. 

  

00 
Mezcladoras, de aspas horizontales, 
provistas de dispositivos de tornillo de 
Arquímedes para descarga continua. 

8479.82.99 Los demás. Únicamente: Mezcladores de polvo, tipo “V” 
o “CONOS” opuestos; licuadora con 
capacidad igual o superior a 10 l. 00 Los demás. 

Subpartida 8479.89 Los demás.   

Partida 84.81 

Artículos de grifería y órganos similares 
para tuberías, calderas, depósitos, cubas 
o continentes similares, incluidas las 
válvulas reductoras de presión y las 
válvulas termostáticas. 

  

Subpartida 8483.20 Cajas de cojinetes con rodamientos 
incorporados.   

8479.83.01 Prensas isostáticas en frío. Excepto: Para el decapado de metales por 
inmersión; enrolladoras de alambres, cables o 
tubos flexibles; líneas continuas para 
galvanizar alambre de acero, por inmersión; 

00 Prensas isostáticas en frío. 
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y/o máquinas para la elaboración y acabado 
de matrices (“Estampadores”), utilizados en el 
proceso de fabricación de discos compactos 
(“Compact Disks”). 

8483.40.09 

Engranajes y ruedas de fricción, excepto 
las ruedas dentadas y demás órganos 
elementales de transmisión presentados 
aisladamente; husillos fileteados de bolas 
o rodillos; reductores, multiplicadores y 
variadores de velocidad, incluidos los 
convertidores de par. 

Excepto: Engranes o ruedas de fricción, con 
peso unitario igual o inferior a 25 g; engranes 
cilíndricos, de dientes helicoidales, o rectos; 
engranes de tornillos sinfín; engranes o 
ruedas de fricción con peso unitario superior a 
2,000 kg; engranes, de acero inoxidable, con 
peso unitario inferior o igual a 100 g; cajas 
marinas; husillos fileteados de rodillos; y/o 
engranes, reconocibles como diseñados 
exclusivamente para carretillas con motor de 
explosión o combustión interna con capacidad 
de carga hasta 7,000 kg, medida a 620 mm 
de la cara frontal de las horquillas. 

99 Los demás.  

Partida 85.04 

Transformadores eléctricos, convertidores 
eléctricos estáticos (por ejemplo, 
rectificadores) y bobinas de reactancia 
(autoinducción). 

  

Partida 85.05 

Electroimanes; imanes permanentes y 
artículos destinados a ser imantados 
permanentemente; platos, mandriles y 
dispositivos magnéticos o 
electromagnéticos similares, de sujeción; 
acoplamientos, embragues, variadores de 
velocidad y frenos, electromagnéticos; 
cabezas elevadoras electromagnéticas. 

  

Partida 85.06 Pilas y baterías de pilas, eléctricas.   

Partida 85.14 

Hornos eléctricos industriales o de 
laboratorio, incluidos los que funcionen 
por inducción o pérdidas dieléctricas; los 
demás aparatos industriales o de 
laboratorio para tratamiento térmico de 
materias por inducción o pérdidas 
dieléctricas. 

  

8516.80.04 Resistencias calentadoras. 
Únicamente: A base de carburo de silicio. 

01 A base de carburo de silicio. 

8523.29.99 Los demás. 

Excepto: Cintas magnéticas sin grabar. 04 

Discos flexibles grabados, para reproducir 
fenómenos distintos del sonido o la imagen 
("software"), incluso acompañados de 
instructivos impresos o alguna otra 
documentación. 

99 Los demás. 

8523.49.99 Los demás. Excepto: Discos para sistemas de lectura por 
rayos láser, para reproducir únicamente 
sonido. 99 Los demás. 

Subpartida 8523.51 Dispositivos de almacenamiento   
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permanente de datos a base de 
semiconductores. 

Subpartida 8523.80 Los demás.   

Partida 85.24 
Módulos de visualización (”display”) de 
pantalla plana, incluso que incorporen 
pantallas táctiles. 

 Excepto: Decodificadores de señales de 
teletexto; aparatos de control remoto que 
utilizan rayos infrarrojos para el comando a 
distancia de aparatos electrónicos; detectores 
de metales portátiles; reconocibles para 
naves aéreas; dispositivos eléctricos para 
vehículos que accionen mecanismos 
elevadores para cristales, cajuelas, asientos o 
seguros de puertas; preamplificadores-
mezcladores de 8 o más canales, aun cuando 
realicen otros efectos de audio; controles 
automáticos de velocidad, para uso 
automotriz; detectores de metales; 
amplificadores de bajo ruido, reconocibles 
como diseñados exclusivamente para 
sistemas de recepción de microondas vía 
satélite; amplificadores de microondas; 
retroalimentadores transistorizados (“Loop 
extender”); pulsadores o generadores de 
impulsos, destinados exclusivamente para el 
funcionamiento de cercos agropecuarios 
electrificados; fuentes de alimentación y 
polarización, variables o fijas, para sistemas 
de recepción de microondas vía satélite; y/o 
cabezales digitales electrónicos, con o sin 
dispositivo impresor. 

Partida 85.26 Aparatos de radar, radionavegación o 
radiotelemando.   

8528.42.02 

Aptos para ser conectados directamente y 
diseñados para ser utilizados con una 
máquina automática para tratamiento o 
procesamiento de datos de la partida 
84.71. 

Excepto: En colores. 

99 Los demás. 

Partida 85.29 
Partes identificables como destinadas, 
exclusiva o principalmente, a los aparatos 
de las partidas 85.24 a 85.28. 

  

Partida 85.32 Condensadores eléctricos fijos, variables 
o ajustables.   

Partida 85.34 Circuitos impresos.   

8536.50.99 Los demás. Excepto: Interruptores; seccionadores-
conectadores de navajas, sin carga, con peso 
unitario superior a 2 kg, sin exceder de 2,750 
kg; conmutadores sueltos o agrupados, 
accionados por botones, con peso hasta de 
250 g, o interruptores simples o múltiples de 
botón o de teclado, reconocibles como 
diseñados exclusivamente para electrónica; 
llaves magnéticas (arrancadores magnéticos) 
con potencia nominal inferior o igual a 200 
C.P.; selectores de circuitos; conmutadores 
de rutas para video y audio con entrada 
diferencial, conmutación en intervalo vertical y 

99 Los demás. 
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señalización de conmutación, para selección 
de señales en sistemas de televisión por 
cables; conmutador secuencial de video; 
conmutador secuencial de video; 
seccionadores o conmutadores de peso 
unitario superior a 2,750 kg; conmutadores 
pasivos, para selección de señales de video y 
audio en sistemas de televisión por cable; 
llaves magnéticas (arrancadores magnéticos), 
con potencia nominal superior a 200 C.P.; y/o 
lo reconocible para naves aéreas. 

8539.51.01 
Para lo comprendido en la fracción 
arancelaria 8539.52.01 y para las 
máquinas de la partida 85.43. 

Excepto: Decodificadores de señales de 
teletexto; aparatos de control remoto que 
utilizan rayos infrarrojos para el comando a 
distancia de aparatos electrónicos; detectores 
de metales portátiles; reconocibles para 
naves aéreas; dispositivos eléctricos para 
vehículos que accionen mecanismos 
elevadores para cristales, cajuelas, asientos o 
seguros de puertas; preamplificadores-
mezcladores de 8 o más canales, aun cuando 
realicen otros efectos de audio; controles 
automáticos de velocidad, para uso 
automotriz; detectores de metales; 
amplificadores de bajo ruido, reconocibles 
como diseñados exclusivamente para 
sistemas de recepción de microondas vía 
satélite; amplificadores de microondas; 
retroalimentadores transistorizados (“Loop 
extender”); pulsadores o generadores de 
impulsos, destinados exclusivamente para el 
funcionamiento de cercos agropecuarios 
electrificados; fuentes de alimentación y 
polarización, variables o fijas, para sistemas 
de recepción de microondas vía satélite; y/o 
cabezales digitales electrónicos, con o sin 
dispositivo impresor. 

00 
Para lo comprendido en la fracción 
arancelaria 8539.52.01 y para las máquinas 
de la partida 85.43. 

8539.90.07 Partes. Excepto: Partes de luminarias y aparatos de 
alumbrado (incluidos los proyectores); 
anuncios, letreros y placas indicadoras, 
luminosos y artículos similares, con fuente de 
luz inseparable; partes de lámparas y tubos 
eléctricos de incandescencia o de descarga, 
incluidos los faros o unidades "sellados" y 
partes de las lámparas y tubos de rayos 
ultravioletas o infrarrojos; partes de lámparas 
de arco; fuentes luminosas de diodos 
emisores de luz (LED). 

99 Los demás. 

Partida 85.40 

Lámparas, tubos y válvulas electrónicos, 
de cátodo caliente, cátodo frío o 
fotocátodo (por ejemplo: lámparas, tubos 
y válvulas, de vacío, de vapor o gas, tubos 
rectificadores de vapor de mercurio, tubos 
de rayos catódicos, tubos y válvulas para 
cámaras de televisión), excepto los de la 
partida 85.39. 

  

Subpartida 8543.10 Aceleradores de partículas.   

8543.20.06 Generadores de señales. Excepto: Generadores de señales de radio, 
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99 Los demás. 

audio, video o estéreo; generadores de 
barrido; generadores electrónicos de 
frecuencia de señalización, para centrales 
telefónicas; generadores de audiofrecuencia 
con distorsión armónica entre 0.3 y 0.1% o 
generadores de cuadros y/o fajas y/o puntos, 
para ajuste de aparatos de TV en blanco y 
negro y en color; y/o reconocibles para naves 
aéreas. 

8543.40.99 Los demás. Excepto: Decodificadores de señales de 
teletexto; aparatos de control remoto que 
utilizan rayos infrarrojos para el comando a 
distancia de aparatos electrónicos; detectores 
de metales portátiles; reconocibles para 
naves aéreas; dispositivos eléctricos para 
vehículos que accionen mecanismos 
elevadores para cristales, cajuelas, asientos o 
seguros de puertas; preamplificadores-
mezcladores de 8 o más canales, aun cuando 
realicen otros efectos de audio; controles 
automáticos de velocidad, para uso 
automotriz; detectores de metales; 
amplificadores de bajo ruido, reconocibles 
como diseñados exclusivamente para 
sistemas de recepción de microondas vía 
satélite; amplificadores de microondas; 
retroalimentadores transistorizados (“Loop 
extender”); pulsadores o generadores de 
impulsos, destinados exclusivamente para el 
funcionamiento de cercos agropecuarios 
electrificados; fuentes de alimentación y 
polarización, variables o fijas, para sistemas 
de recepción de microondas vía satélite; y/o 
cabezales digitales electrónicos, con o sin 
dispositivo impresor. 

00 Los demás. 

8543.70.99 Los demás. Excepto: Decodificadores de señales de 
teletexto; aparatos de control remoto que 
utilizan rayos infrarrojos para el comando a 
distancia de aparatos electrónicos; detectores 
de metales portátiles; reconocibles para 
naves aéreas; dispositivos eléctricos para 
vehículos que accionen mecanismos 
elevadores para cristales, cajuelas, asientos o 
seguros de puertas; preamplificadores-
mezcladores de 8 o más canales, aun cuando 
realicen otros efectos de audio; controles 
automáticos de velocidad, para uso 
automotriz; detectores de metales; 
amplificadores de bajo ruido, reconocibles 
como diseñados exclusivamente para 
sistemas de recepción de microondas vía 
satélite; amplificadores de microondas; 
retroalimentadores transistorizados (“Loop 
extender”); pulsadores o generadores de 
impulsos, destinados exclusivamente para el 
funcionamiento de cercos agropecuarios 
electrificados; fuentes de alimentación y 
polarización, variables o fijas, para sistemas 
de recepción de microondas vía satélite; y/o 
cabezales digitales electrónicos, con o sin 

99 Los demás. 
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dispositivo impresor. 

8543.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

Partida 85.46 Aisladores eléctricos de cualquier materia.   

Partida 87.10 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

Partida 88.02 

Las demás aeronaves (por ejemplo: 
helicópteros, aviones), excepto las 
aeronaves no tripuladas de la partida 
88.06; vehículos espaciales (incluidos los 
satélites) y sus vehículos de lanzamiento 
y vehículos suborbitales. 

  

Subpartida 8906.10 Navíos de guerra.   

Subpartida 9013.20 Láseres, excepto los diodos láser.   

Partida 90.14 
Brújulas, incluidos los compases de 
navegación; los demás instrumentos y 
aparatos de navegación. 

  

9015.80.99 Los demás. Excepto: Instrumentos y aparatos necesarios 
para medir la capa de ozono y para 
monitorear, medir y prevenir sismos u otros 
fenómenos naturales; alidadas con plancheta, 
excepto eléctricos o electrónicos; y/o 
clísimetros. 

99 Los demás. 

Partida 90.22 

Aparatos de rayos X y aparatos que 
utilicen radiaciones alfa, beta, gamma o 
demás radiaciones ionizantes, incluso 
para uso médico, quirúrgico, odontológico 
o veterinario, incluidos los aparatos de 
radiografía o radioterapia, tubos de rayos 
X y demás dispositivos generadores de 
rayos X, generadores de tensión, consolas 
de mando, pantallas, mesas, sillones y 
soportes similares para examen o 
tratamiento. 

  

Partida 90.23 

Instrumentos, aparatos y modelos 
diseñados para demostraciones (por 
ejemplo: en la enseñanza o exposiciones), 
no susceptibles de otros usos. 

  

Partida 90.24 

Máquinas y aparatos para ensayos de 
dureza, tracción, compresión, elasticidad 
u otras propiedades mecánicas de 
materiales (por ejemplo: metal, madera, 
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textil, papel, plástico).

9026.20.99 Los demás. Excepto: Manómetros, vacuómetros o 
manovacuómetros; y/o lo reconocible para 
naves aéreas. 99 Los demás. 

9026.80.91 Los demás instrumentos y aparatos. Excepto: Medidores de flujo de gases; y/o 
reconocibles para naves aéreas. 99 Los demás. 

Subpartida 9027.30 
Espectrómetros, espectrofotómetros y 
espectrógrafos que utilicen radiaciones 
ópticas (UV, visibles, IR). 

  

9027.81.01 Espectrómetros de masa. 
Excepto: Exposímetros. 

00 Espectrómetros de masa. 

9027.89.99 Los demás. Excepto:  Fotómetros; instrumentos 
nucleares de resonancia magnética; y/o 
exposímetros. 99 Los demás. 

Subpartida 9030.10 
Instrumentos y aparatos para medida o 
detección de radiaciones ionizantes.   

Partida 90.31 

Instrumentos, aparatos y máquinas de 
medida o control, no expresados ni 
comprendidos en otra parte de este 
Capítulo; proyectores de perfiles. 

  

Capítulo 93 
Armas, municiones, y sus partes y 
accesorios   

Subpartida 9603.90 Los demás.   

9620.00.02 
De madera; de aluminio, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9620.00.04. 

Únicamente: de aluminio. 

00 
De madera; de aluminio, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9620.00.04. 

9620.00.03 
De las materias indicadas en la Partida 
68.15. 

  

00 
De las materias indicadas en la Partida 
68.15. 

9620.00.99 Los demás.  Únicamente: Partes identificables como 
destinadas, exclusiva o principalmente, a los 
aparatos de las partidas 85.25 a 85.28. 00 Los demás.  

9806.00.03 
Maquinaria, equipo, instrumentos, 
materiales, animales, plantas y demás 
artículos para investigación o desarrollos 
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tecnológicos, cuando los centros públicos 
de investigación, universidades públicas y 
privadas, instituciones de investigación 
científica y tecnológica, personas físicas y 
morales, inscritos en el Registro Nacional 
de Instituciones y Empresas Científicas y 
Tecnológicas, se sujeten a los 
lineamientos establecidos por la 
Secretaría de Economía y el Consejo 
Nacional de Ciencia y Tecnología. 

00 

Maquinaria, equipo, instrumentos, materiales, 
animales, plantas y demás artículos para 
investigación o desarrollos tecnológicos, 
cuando los centros públicos de investigación, 
universidades públicas y privadas, 
instituciones de investigación científica y 
tecnológica, personas físicas y morales, 
inscritos en el Registro Nacional de 
Instituciones y Empresas Científicas y 
Tecnológicas, se sujeten a los lineamientos 
establecidos por la Secretaría de Economía y 
el Consejo Nacional de Ciencia y Tecnología. 

 

h) Se prohíbe la Importación y Exportación de las mercancías que tengan como salida y destino a Libia, 
clasificadas en las fracciones arancelarias de la Tarifa, que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios.   

00 Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
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giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 
Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Las demás partes de aviones, helicópteros o 
aeronaves no tripuladas. 
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8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 
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9302.00.02 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 
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9306.21.01 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

i) Se prohíbe la Exportación de las mercancías que tengan como destino la República Libanesa 
(Líbano), clasificadas en las fracciones arancelarias de la Tarifa, que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 
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8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 
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8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 
Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Las demás partes de aviones, helicópteros o 
aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros).   

00 Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 



  DIARIO OFICIAL Martes 11 de octubre de 2022 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

obuses y morteros). 

9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  
00 Las demás armas largas de caza o tiro 

deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 
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9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

 

j) Se prohíbe la Exportación de las mercancías que tengan como destino la República Centroafricana, 
clasificadas en las fracciones arancelarias de la Tarifa, que a continuación se indican: 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
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00 Los demás. 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Los demás. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 
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8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Las demás partes de aviones, helicópteros o 

aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. Únicamente: Para binoculares (incluidos los 

prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 
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9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2

 
o gas 

carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
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fracción arancelaria 9304.00.01.

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 
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k) Se prohíbe la Exportación a la República de Yemen de las mercancías clasificadas en las fracciones 
arancelarias de la Tarifa siguientes, destinadas a Ali Abdullah Saleh, Abdullah Yahya Al-Hakim, Abd 
Al-Khaliq Al-Huthi, Abdulmalik Al-Houthi y Ahmed Ali Abdullah Saleh, las personas que actúen en su 
nombre o bajo su dirección en el Yemen, o en beneficio de alguno de ellos, y las personas y 
entidades que se enumeran en la lista del Comité 2140 (2014) de conformidad con la resolución 2216 
(2015): 

Fracción arancelaria/NICO Descripción Acotación 

8710.00.01 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

  

00 
Tanques y demás vehículos automóviles 
blindados de combate, incluso con su 
armamento; sus partes. 

8802.12.99 Los demás. Únicamente: Helicópteros para uso de las 
fuerzas armadas, para el transporte de 
tropas, para reconocimiento, bombardeo, 
caza o pelea. 

00 Los demás. 

8802.30.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8802.30.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Los demás. 

8802.40.01 
Aviones y demás aeronaves, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y demás aeronaves, de peso en vacío 
superior a 15,000 kg. 

8804.00.01 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

  

00 
Paracaídas, incluidos los dirigibles, 
planeadores (parapentes) o de aspas 
giratorias; sus partes y accesorios. 

8805.21.01 
Simuladores de combate aéreo y sus 
partes. 

Únicamente: Simuladores de vuelo, tiro, 
combate aéreo y sus partes, para modelos 
de aeronaves de uso militar. 00 Simuladores de combate aéreo y sus partes. 

8806.10.01 De peso en vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 De peso en vacío superior a 15,000 kg. 

8806.10.02 
Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones con motor a reacción, con peso en 
vacío superior o igual a 10,000 Kg. 

8806.10.99 Los demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 00 Los demás. 
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de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

8806.29.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.29.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8806.99.02 
Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Aviones y aeronaves similares, de peso en 
vacío superior a 15,000 kg. 

8806.99.99 Las demás. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea, 
de peso en vacío superior a 2,000 kg pero 
inferior o igual a 15,000 kg. 

00 Las demás. 

8807.10.01 Hélices y rotores, y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Hélices y rotores, y sus partes. 

8807.20.01 Trenes de aterrizaje y sus partes. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 
para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 Trenes de aterrizaje y sus partes. 

8807.30.91 
Las demás partes de aviones, helicópteros 
o aeronaves no tripuladas. Únicamente: Aeronaves para uso militar, 

para el transporte de tropas, para 
reconocimiento, bombardeo, caza o pelea. 00 

Las demás partes de aviones, helicópteros o 
aeronaves no tripuladas. 

8906.10.01 Navíos de guerra. 
  

00 Navíos de guerra. 

8906.90.99 Los demás. Únicamente: Barcos y demás 
embarcaciones de uso militar, naves para 
transporte de tropas, patrullaje y 
desembarco; submarinos de uso militar. 

00 Los demás. 

9005.10.01 Binoculares (incluidos los prismáticos). Únicamente: Para visión nocturna, de uso 
militar. 00 Binoculares (incluidos los prismáticos). 

9005.90.02 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 

Únicamente: Para binoculares (incluidos los 
prismáticos) de visión nocturna y uso militar. 
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9005.90.01. 

00 

Partes y accesorios, reconocibles 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9005.10.01, excepto lo 
comprendido en la fracción arancelaria 
9005.90.01. 

9013.10.01 

Miras telescópicas para armas; 
periscopios; visores para máquinas, 
aparatos o instrumentos de este Capítulo o 
de la Sección XVI. 

Únicamente: Miras telescópicas para armas 
de todo tipo; miras infrarrojas; miras de visión 
nocturna; designadores de objetivos; 
aparatos de puntería; y/o periscopios. 

00 

Miras telescópicas para armas; periscopios; 
visores para máquinas, aparatos o 
instrumentos de este Capítulo o de la Sección 
XVI. 

9013.20.01 Láseres, excepto los diodos láser. 
Únicamente: Miras láser.  

00 Láseres, excepto los diodos láser. 

9013.90.01 Partes y accesorios. Únicamente: Para miras telescópicas para 
armas de todo tipo, miras infrarrojas, miras 
de visión nocturna, designadores de 
objetivos, aparatos de puntería, periscopios o 
miras láser. 

00 Partes y accesorios. 

9301.10.02 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

  

00 
Piezas de artillería (por ejemplo: cañones, 
obuses y morteros). 

9301.20.01 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

  

00 
Lanzacohetes; lanzallamas; lanzagranadas; 
lanzatorpedos y lanzadores similares. 

9301.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9302.00.02 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

  

00 
Revólveres y pistolas, excepto los de las 
partidas 93.03 o 93.04. 

9303.10.01 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

  

00 
Para lanzar cápsulas con sustancias 
asfixiantes, tóxicas o repelentes. 

9303.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 
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9303.20.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un 
cañón de ánima lisa. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo que tengan, por lo menos, un cañón 
de ánima lisa. 

9303.30.91 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

  

00 
Las demás armas largas de caza o tiro 
deportivo. 

9303.90.99 Las demás. 
  

00 Las demás. 

9304.00.99 Los demás. Únicamente: De gas comprimido en 
recipientes a presión, por ejemplo CO2 o gas 
carbónico. 00 Los demás. 

9305.10.01 
Reconocibles como diseñadas 
exclusivamente para lo comprendido en la 
fracción arancelaria 9304.00.01. 

  

00 
Reconocibles como diseñadas exclusivamente 
para lo comprendido en la fracción arancelaria 
9304.00.01. 

9305.10.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9305.20.02 De armas largas de la partida 93.03. 
  

00 De armas largas de la partida 93.03. 

9305.91.01 De armas de guerra de la partida 93.01. 
  

00 De armas de guerra de la partida 93.01. 

9305.99.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.21.01 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos 
o tóxicos. 

  

00 
Cartuchos cargados con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

9306.21.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9306.29.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 
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9306.30.04 Partes. 
  

00 Partes. 

9306.30.99 Los demás. 
Excepto: Cartuchos para “pistolas” de 
remachar y similares o para “pistolas” de 
matarife. 

01 Calibre 45. 

99 Los demás. 

9306.90.03 Partes; bombas o granadas. 

  01 
Bombas o granadas con gases lacrimosos o 
tóxicos. 

02 Partes. 

9306.90.99 Los demás. 
  

00 Los demás. 

9307.00.01 
Sables, espadas, bayonetas, lanzas y 
demás armas blancas, sus partes y fundas.

Únicamente: Sables, espadas, bayonetas y 
lanzas utilizadas por los ejércitos, sus partes 
y fundas, con excepción de las réplicas de 
utilería. 00 

Sables, espadas, bayonetas, lanzas y demás 
armas blancas, sus partes y fundas. 

 ” 

TRANSITORIO 

ÚNICO.- El presente Acuerdo entrará en vigor el mismo día en el que la Ley de los Impuestos Generales 
de Importación y de Exportación, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 7 de junio de 2022 entre en 
vigor, conforme a lo previsto en el Transitorio Primero del Decreto por el que se expide la misma. 

Ciudad de México, a 14 de septiembre de 2022.- La Secretaria de Economía, Tatiana Clouthier Carrillo.- 
Rúbrica.- El Secretario de Relaciones Exteriores, Marcelo Luis Ebrard Casaubon.- Rúbrica. 



 DIARIO OFICIAL Martes 11 de octubre de 2022 

SECRETARIA DEL TRABAJO Y PREVISION SOCIAL 
CONVENIO de Coordinación para la operación del Programa de Apoyo al Empleo que, en el marco del Servicio 
Nacional de Empleo, celebran la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el Estado de México. 

 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA OPERACIÓN DEL PROGRAMA DE APOYO AL EMPLEO, QUE, EN EL 

MARCO DEL SERVICIO NACIONAL DE EMPLEO, CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS 

DE LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, EN ADELANTE LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR 

SU TITULAR, LUISA MARÍA ALCALDE LUJÁN Y POR MARATH BARUCH BOLAÑOS LÓPEZ, SUBSECRETARIO DE 

EMPLEO Y PRODUCTIVIDAD LABORAL, ASISTIDOS POR MARCO ANTONIO HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, TITULAR  DE 

LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS, Y RODRIGO RAMÍREZ QUINTANA, TITULAR DE LA UNIDAD DEL 

SERVICIO NACIONAL DE EMPLEO; Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO MÉXICO, EN ADELANTE  "EL 

ESTADO DE MÉXICO", REPRESENTADO POR EL LICENCIADO EN ADMINISTRACIÓN DE EMPRESAS  ALFREDO DEL 

MAZO MAZA, GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE MÉXICO, ASISTIDO POR LA SECRETARIA DEL 

TRABAJO, LA MAESTRA EN ADMINISTRACIÓN PÚBLICA MARIBEL GÓNGORA ESPINOSA, Y POR EL SECRETARIO 

DE FINANZAS, EL MAESTRO EN ECONOMÍA RODRIGO JARQUE LIRA, Y POR EL SECRETARIO DE LA 

CONTRALORÍA, EL DOCTOR EN DERECHO JAVIER VARGAS ZEMPOALTECATL; A QUIENES EN LO SUCESIVO SE 

LES DENOMINARÁ EN SU ACTUACIÓN CONJUNTA COMO “LAS PARTES”, DE CONFORMIDAD CON LOS 

ANTECEDENTES, DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. El artículo 123, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece que toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil y que, al efecto, se 
promoverá la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la Ley 
Federal del Trabajo. 

II. La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal determina en su artículo 40, fracción VII, que 
corresponde a la “SECRETARÍA” establecer y dirigir el Servicio Nacional de Empleo (en adelante 
SNE), y vigilar su funcionamiento. 

III. Conforme a lo dispuesto en el artículo 537, fracciones I y II, de la Ley Federal del Trabajo, el SNE 
tiene, entre otros objetivos, estudiar y promover la operación de políticas públicas que apoyen la 
generación de empleos y promover y diseñar mecanismos para el seguimiento a la colocación de 
los trabajadores. 

IV. En términos de lo establecido en los artículos 538 y 539, de la Ley Federal del Trabajo y 15, fracción 
I, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, la Unidad del Servicio Nacional de Empleo (en 
adelante USNE), es la Unidad Administrativa encargada de coordinar la operación del SNE en los 
términos que establece la propia ley y reglamento en cita. 

V. El Programa de Apoyo al Empleo (en adelante PAE), tiene el objetivo de lograr la inserción en un 
empleo formal de Buscadores de Trabajo, mediante acciones de intermediación laboral y movilidad 
laboral, con atención preferencial a quienes enfrentan mayores barreras de acceso al empleo. 

VI. Las Reglas de Operación del PAE (en adelante Reglas), publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de diciembre de 2021, establecen que la coordinación de actividades entre el 
Ejecutivo Federal, por conducto de la “SECRETARÍA” y los gobiernos de las entidades federativas, 
se formaliza mediante la suscripción de Convenios de Coordinación, en los cuales se establecen los 
compromisos que asumen “LAS PARTES” para la operación del PAE, así como los Programas 
complementarios que se implementan en cada entidad federativa en el marco del SNE. 

DECLARACIONES 

I. La “SECRETARÍA” declara que: 

I.1. Conforme a lo dispuesto en los artículos 90 y 134, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 26, y 40, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 537, 538 y 539, de 
la Ley Federal del Trabajo, es una Dependencia del Poder Ejecutivo Federal que tiene, entre otras 
atribuciones, las siguientes: 
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A) Establecer y dirigir el SNE y vigilar su funcionamiento; 

B) Diseñar, conducir y evaluar programas específicos para generar oportunidades de empleo 
para jóvenes y grupos en situación vulnerable; 

C) Practicar estudios para determinar las causas del desempleo y del subempleo de la mano de 
obra rural y urbana; 

D) Proponer la celebración de convenios en materia de empleo, entre la Federación y las 
Entidades Federativas, y 

E) Orientar a los Buscadores de Trabajo hacia las vacantes ofertadas por los Empleadores, con 
base a su formación y aptitudes. 

I.2. Los recursos económicos que destinará al cumplimiento del objeto del presente Convenio de 
Coordinación, provienen de los que le son autorizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (en adelante SHCP), para el Ejercicio Fiscal 2022. 

I.3. Luisa María Alcalde Luján, Secretaria del Trabajo y Previsión Social, cuenta con facultades para 
celebrar el presente instrumento, de acuerdo con lo previsto en los artículos 1, 2, 4, fracción III, y 5, 
del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 
de agosto de 2019. 

I.4. Marath Baruch Bolaños López, Subsecretario de Empleo y Productividad Laboral, cuenta con 
facultades para suscribir el presente instrumento, de acuerdo con lo previsto en los artículos 2, 
apartado A, fracción II, y 6, fracción IX, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 23 de agosto de 2019. 

I.5. Marco Antonio Hernández Martínez, Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, asiste en la 
suscripción del presente instrumento, de acuerdo con lo previsto en los artículos 2, apartado A, 
fracción III, y 7, fracción XIV, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 23 de agosto de 2019. 

I.6. Rodrigo Ramírez Quintana, Titular de la Unidad del Servicio Nacional de Empleo, asiste en la 
suscripción del presente instrumento, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2, apartado 
A, fracción VII, y 15, fracciones I, II, IV, V y VII, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de agosto de 2019; y con el artículo Único, 
fracción III, inciso a), del Acuerdo por el que se adscriben orgánicamente las Unidades 
Administrativas de la “SECRETARÍA”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de 
septiembre de 2019. 

I.7. Para los efectos del presente Convenio de Coordinación, señala como domicilio el ubicado en calle 
La Morena, número 804, piso 14, colonia Narvarte Poniente, alcaldía Benito Juárez, C.P. 03020, 
Ciudad de México. 

II. “EL ESTADO DE MÉXICO” declara que: 

II.1. Es un estado libre y autónomo que forma parte integrante de la Federación de los Estados Unidos 
Mexicanos, libre y soberano en todo lo que concierne a su régimen interior, con personalidad 
jurídica propia para ejercer derechos y asumir obligaciones, de conformidad con lo establecido por 
los artículos 40, 41, primer párrafo, 42, fracción I, 43, 115 y 116, primer párrafo, fracción VII, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 1, 2, 3, 4, 34, y 138, de la Constitución 
Política del Estado Libre y Soberano de México. 

II.2. El Licenciado en Administración de Empresas Alfredo Del Mazo Maza, Gobernador Constitucional, 
es el Titular del Poder Ejecutivo del Estado de México, a quien le corresponde, entre otras 
facultades, conducir y administrar los ramos de la administración pública del Gobierno del Estado, 
dictando y poniendo en ejecución las políticas correspondientes, mediante las acciones públicas y 
los procedimientos necesarios; cuenta con las facultades para firmar la suscripción del presente 
Convenio de Coordinación, de conformidad con lo establecido en los artículos 65 y 77, fracciones I, 
II, XXIII, XXVIII, XXXVIII y LI, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; y 1, 
2, 3, 5 y 6, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México. 
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II.3. Con base en los artículos 78, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 3 y 
5, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; 1.2, 1.4, 1.5, fracción VI, 
1.6, 1.38 y 1.40, del Código Administrativo del Estado de México, para el despacho de los asuntos 
que la Constitución le encomienda, el Ejecutivo, contará con las dependencias y organismos 
auxiliares que las disposiciones legales establezcan. 

II.4. La Secretaría del Trabajo, es una dependencia del Poder Ejecutivo, en términos de lo dispuesto por 
los artículos 78, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; así como 3, 15, 
19, fracción V, 27 y 28, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; 1, 2 y 
4, del Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo. 

II.5. Su Titular, la Maestra en Administración Pública, Maribel Góngora Espinosa, Secretaría del Trabajo, 
cuenta con facultades para suscribir el presente Convenio de Coordinación, en términos de lo 
establecido por los artículos 5 y 6 fracciones V y XXX del Reglamento Interior de la Secretaría  del 
Trabajo. 

II.6. Para el ejercicio de las funciones, atribuciones y despacho de los asuntos de su competencia, la 
Secretaría del Trabajo cuenta, entre otras Unidades Administrativas, con la Dirección General de 
Empleo y Productividad, encargada de coordinar la operación de la Oficina del Servicio Nacional  de 
Empleo en el Estado de México (en adelante OSNE), de conformidad con lo establecido en el 
artículo 10, fracción III, del Reglamento Interior de la Secretaría del Trabajo. 

II.7. Para efectos del presente instrumento jurídico, señala como domicilio legal el ubicado en calle 
Rafael M. Hidalgo, número 301, colonia Cuauhtémoc, C.P. 50130, en la Ciudad de Toluca de Lerdo, 
Estado de México. 

II.8. La Secretaría de Finanzas, es una dependencia del Poder Ejecutivo, de conformidad con lo 
establecido en los artículos 78, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México; 3, 
6, 19, fracción III, 23 y 24, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, y 
1, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas; es la encargada de la planeación, 
programación, presupuestación y evaluación de las actividades del Poder Ejecutivo, de la 
administración financiera y tributaria de la hacienda pública del Estado y de prestar el apoyo 
administrativo y tecnológico que requieran las dependencias del Poder Ejecutivo del Estado. 

II.9. Su Titular, el Maestro en Economía Rodrigo Jarque Lira, Secretario de Finanzas, se encuentra 
facultado para suscribir el presente instrumento jurídico, con fundamento en lo dispuesto por los 
artículos 15, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de México; 1, 6 y 7, 
fracciones V, XXXV, XL y XLII, del Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas. 

II.10. Señala como domicilio legal el ubicado en la avenida Lerdo de Tejada, Poniente, número 300, 
segundo piso, puerta 300, colonia Centro, C.P. 50000, en la Ciudad de Toluca de Lerdo, Estado de 
México. 

II.11. La Secretaría de la Contraloría, de acuerdo con los artículos 78, de la Constitución Política del 
Estado Libre y Soberano de México; 3°, 19, fracción XIV, 38 bis, fracción IX, X y XXVIII, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de México, y 1, del Reglamento Interior de la 
Secretaría de Contraloría, es la dependencia encargada de la vigilancia, fiscalización y control de los 
ingresos, gastos, recursos y obligaciones de la administración pública estatal y su sector auxiliar, lo 
relativo a la presentación de la declaración patrimonial, de intereses y constancia de presentación 
de la declaración fiscal, así como de la responsabilidad de los servidores públicos, en términos de lo 
que disponga la normatividad aplicable en la materia. 

II.12. Su titular, el Doctor en Derecho Javier Vargas Zempoaltécatl, Secretario de la Contraloría, cuenta 
con las atribuciones necesarias para participar en la suscripción del presente instrumento jurídico, 
de conformidad a lo establecido por los artículos 9 y 10, fracciones XI y XXI, del Reglamento Interior 
de la Secretaría de la Contraloría. 

II.13. Señala como domicilio legal el ubicado en avenida Primero de Mayo, número 1731, colonia Zona 
Industrial, C.P. 50071, en la Ciudad de Toluca de Lerdo, Estado de México. 

III. “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Conocen las disposiciones contenidas en la Ley Federal del Trabajo, así como las Reglas, los 
lineamientos y manuales que ha emitido la “SECRETARÍA”, para la operación del PAE. 

III.2.  Para efectos del presente Convenio de Coordinación, adoptan los términos y abreviaturas 
establecidos en las Reglas, mismos que se resaltarán en letras cursivas, para mejor referencia y 
comprensión de lo que establece el presente instrumento. 
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Expuestos los anteriores Antecedentes y Declaraciones, “LAS PARTES” están de acuerdo en celebrar el 
presente Convenio de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. - OBJETO. El presente instrumento jurídico tiene por objeto establecer las obligaciones de 
coordinación que asumen “LAS PARTES”, con el fin de operar el PAE en el Estado de México. 

SEGUNDA. - OBLIGACIONES DE “LAS PARTES”. La “SECRETARÍA” y “EL ESTADO DE MÉXICO”, en la 
esfera de sus competencias, acuerdan sumar esfuerzos para el cumplimiento del objeto materia del presente 
Convenio de Coordinación, de acuerdo a las siguientes obligaciones: 

1. Cumplir con las leyes, reglamentos, Reglas, lineamientos, políticas, criterios, procedimientos y 
demás disposiciones jurídicas (en adelante Normatividad) de carácter federal y estatal, aplicables a 
la operación del PAE. 

2. Aportar los recursos que se comprometen en el presente Convenio de Coordinación. 

3. Asistir o designar representantes en los comités en materia de empleo, de los que sea miembro o en 
los que tenga la obligación de participar. 

4. Capacitar al personal que participe en la ejecución del PAE. 

5. Evaluar la operación de la OSNE y proporcionar información relativa a su funcionamiento. 

6. Promover y difundir el PAE con la finalidad de acercar alternativas de empleo para los Buscadores 
de Trabajo y Empleadores que solicitan la intermediación de la OSNE. 

7. Priorizar la atención a población que enfrenta mayores barreras de acceso al empleo, tales como: 
mujeres; jóvenes, incluidos los egresados del Programa Jóvenes Construyendo el Futuro; personas 
mayores de 50 años; personas con alguna discapacidad; personas víctimas de delito o de violación 
de derechos humanos; personas preliberadas; solicitantes de la condición de refugiado; refugiados, 
y beneficiarios de protección complementaria. 

8. Contribuir al cumplimiento de los objetivos y prioridades nacionales. 

9. Participar en los eventos que, con motivo de la operación del PAE, se organicen. 

TERCERA. - OBLIGACIONES DE LA “SECRETARÍA”. 

La “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE, se obliga a lo siguiente: 

1. Dar a conocer la Normatividad de carácter federal aplicable al PAE y proporcionar asesoría, 
asistencia técnica y capacitación/profesionalización al personal que participe en su ejecución, en 
particular, a los Consejeros Laborales adscritos a la OSNE. 

2. Dar a conocer la estructura organizacional de la OSNE que se requiera para implementar la 
operación del PAE. 

3. Gestionar la disponibilidad de los recursos presupuestales que se indican en la cláusula QUINTA del 
presente Convenio de Coordinación, conforme a la Normatividad federal, con el propósito de llevar a 
cabo su aplicación en la entidad federativa. 

4. Dar acceso a la OSNE a sus Sistemas informáticos para realizar el registro, control, seguimiento y 
generación de información del PAE. 

5. Proveer a la OSNE, en coordinación con las unidades administrativas facultadas para ello y 
conforme a la disponibilidad presupuestal de éstas, de: enlaces digitales para los servicios de 
Internet, correo electrónico, red de voz y datos; equipos de cómputo para el personal y centros  de 
intermediación laboral, y equipos para identificación de habilidades y capacidades de personas con 
discapacidad y/o adultos mayores. 

6. Promover y fomentar la capacitación/profesionalización del personal adscrito a la OSNE que 
participe en la ejecución del PAE, para mejorar sus conocimientos, habilidades y destrezas 
laborales. 

7. Supervisar y dar seguimiento a la operación del PAE, para verificar su estricto apego a la 
Normatividad aplicable y el cumplimiento de sus objetivos y metas. 
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8. Promover la implementación de las acciones de Contraloría Social que resulten aplicables conforme 
a los Lineamientos para la Promoción y Operación de la Contraloría Social en los Programas 
Federales de Desarrollo Social, los documentos de Contraloría Social autorizados por la Secretaría 
de la Función Pública y demás normatividad en la materia. 

9. Canalizar para atención de la OSNE, las peticiones ciudadanas que, en materia de empleo u 
ocupación productiva, se presenten ante la “SECRETARÍA”, cuando así corresponda. 

10. Evaluar el desempeño de la OSNE, a fin de mejorar la eficiencia en la ejecución del PAE. 

11. Promover y difundir las disposiciones de blindaje electoral emitidas por la autoridad competente, a 
efecto de que la OSNE se apegue a éstas y se coadyuve a transparentar la operación del PAE. 

12. Dar seguimiento a los resultados de la fiscalización que se realice a la operación y aplicación del 
PAE en la OSNE, por parte de las instancias facultadas para ello, con el fin de procurar su  debida 
atención. 

13. Solicitar la intervención del Órgano Interno de Control en la “SECRETARÍA”, de la Secretaría de la 
Función Pública del Gobierno Federal y/o de las Instancias de Fiscalización Estatales, cuando se 
identifique que se incumple con las disposiciones normativas, a efecto de que se realicen las 
acciones conducentes. 

CUARTA. - OBLIGACIONES DE “EL ESTADO DE MÉXICO”. “EL ESTADO DE MÉXICO” se obliga a: 

1. Operar en la entidad federativa el PAE, para ello deberá: 

A) Disponer de una estructura organizacional de la OSNE, con base en el modelo que le dé a 
conocer la “SECRETARÍA”, a través de la USNE. 

B) Adoptar la denominación oficial de “Servicio Nacional de Empleo de México” para la OSNE, o 
en su caso realizar las gestiones conducentes para ello. 

C) Proporcionar espacios físicos, para uso exclusivo de la OSNE, que cuenten con las 
dimensiones y condiciones de accesibilidad necesarias para la atención de Buscadores de 
Trabajo, incluidas personas con discapacidad y adultos mayores, en los que se desarrolle de 
manera eficiente la intermediación laboral descrita en las Reglas, tales como Bolsa de Trabajo, 
Centros de Intermediación Laboral, Talleres para Buscadores de Empleo, Centros de 
Evaluación de Habilidades (Valpar), el resguardo de la documentación que se genere con 
motivo de la operación del PAE, así como espacio físico para apoyar la operación del 
Programa Jóvenes Construyendo el Futuro. 

D) Designar a un servidor público de tiempo completo, con jerarquía mayor o igual a Director de 
Área, como Titular de la OSNE. 

E) Facultar al Titular de la OSNE para conducir el funcionamiento de ésta; administrar los 
recursos que en el marco del presente Convenio de Coordinación asignen “LAS PARTES”; 
realizar actividades de concertación empresarial de alto nivel y gestionar los apoyos 
necesarios para el funcionamiento de la OSNE. 

F) Designar de manera oficial, a través del Titular de la dependencia o secretaría estatal a la cual 
se encuentre adscrita la OSNE, al Titular de ésta y al de su área administrativa, así como a 
otro funcionario de la misma, como responsables del ejercicio, control y seguimiento de los 
recursos que “LAS PARTES” destinen para la operación del PAE en la entidad federativa, de 
acuerdo a lo establecido en la Normatividad. 

2. Asignar recursos para el funcionamiento exclusivo de la OSNE, que incluyan: 

A) Contratar personal, que labore de tiempo completo y exclusivamente para la OSNE, a fin de 
llevar a cabo las actividades relativas a la operación del PAE, conforme lo establecen las 
Reglas, incluidas las de carácter técnico, operativo y administrativo que complementen lo 
anterior. Las contrataciones de Consejeros Laborales se realizarán de acuerdo con las 
disposiciones emitidas por la USNE, en materia de descripción de puesto y perfil ocupacional; 
el tipo de contrato y condiciones serán establecidas por “EL ESTADO DE MÉXICO” y las 
obligaciones que se deriven de esta relación serán responsabilidad de éste. 
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B) Dotar a la OSNE de presupuesto para: viáticos; pasajes; servicio telefónico; combustible; 
arrendamiento de inmuebles; papelería; luz; material de consumo informático; instalación de 
redes informáticas; gastos y comisiones bancarias que se generen a nivel local y acciones 
relativas a la realización de campañas de difusión. 

C) Asignar mobiliario; equipo; vehículos y los insumos necesarios para su adecuado 
funcionamiento, así como cubrir el mantenimiento preventivo y correctivo necesario y, en su 
caso, los seguros correspondientes de todos estos bienes, incluido el que se requiera para 
aquellos que la “SECRETARÍA” proporcione a la OSNE en comodato o cesión de  derechos de 
uso. 

D) Dotar a todas las áreas de la OSNE en la entidad federativa, de la infraestructura tecnológica 
necesaria para comunicar y operar los Sistemas que le proporcione la “SECRETARÍA”, así 
como realizar el mantenimiento necesario para su operación. Dicha infraestructura tecnológica 
deberá apegarse a lo que determine la “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE. 

E) Supervisar y dar seguimiento a la operación del PAE en la entidad federativa, para verificar la 
estricta aplicación de la Normatividad y, en su caso, solicitar la intervención de las Instancias 
de Fiscalización Estatales, cuando se identifique que se incumple con las disposiciones 
normativas, a efecto de que se realicen las acciones conducentes. 

3. Asignar recursos destinados a la realización de Ferias de Empleo en la entidad federativa. 

4. Mantener adscrito para uso de la OSNE, independientemente de cualquier cambio de autoridades 
administrativas y del tipo de recurso estatal con que se adquieran, los bienes descritos en el 
numeral 2, inciso C), de la presente cláusula, así como aquellos que la “SECRETARÍA” proporcione 
a la OSNE, ya sea en comodato o cesión de derechos de uso. 

5. Elaborar diagnósticos locales que identifiquen y valoren posibles alianzas con dependencias 
públicas y otras organizaciones relacionadas con la intermediación laboral y capacitación para la 
empleabilidad, así como promover, cuando se considere conveniente, la celebración de convenios 
con las autoridades municipales, para establecer oficinas de empleo que operen como parte de la 
red de oficinas del SNE, siempre que esto no comprometa la aportación de recursos federales, y 
una vez cumplida la Normatividad y previa autorización del Titular de la USNE, incrementen la 
cobertura del PAE. 

 En este caso, “EL ESTADO DE MÉXICO” deberá garantizar que se cuenta con los recursos 
necesarios para sufragar los gastos de operación que implicará la nueva oficina, la cual deberá 
apegarse en todo momento a la Normatividad. 

6. Vincular a la OSNE con dependencias de desarrollo económico que faciliten la coordinación con 
Empleadores, inversionistas y organismos empresariales, que aporten información sobre las 
vacantes disponibles, así como con instituciones de educación técnica y formación profesional, que 
cuenten con instalaciones y recursos humanos para impartir cursos de capacitación y proporcionen 
información de sus egresados que se incorporen al mercado laboral. 

7. Por conducto de la OSNE se obliga a: 

A) Operar el PAE de conformidad con la Normatividad aplicable. 

B) Destinar los recursos consignados en las cláusulas TERCERA, numeral 5, y QUINTA, del 
presente Convenio de Coordinación, única y exclusivamente a la operación del PAE, con 
estricto apego a la Normatividad. 

C) Supervisar y dar seguimiento a la operación del PAE, conforme a la Normatividad, así como, 
atender las acciones de fiscalización que lleven a cabo las instancias facultadas para ello. 

D) Notificar a la USNE los movimientos de personal que labora en la OSNE, y registrarlos en el 
Sistema de información que al efecto ponga a disposición la USNE. 

E) Profesionalizar mediante acciones de capacitación y actualización al personal adscrito a la 
OSNE, atendiendo las disposiciones que emita la USNE, así como proporcionar la inducción 
necesaria al personal de nuevo ingreso, o en su caso, solicitar asesoría y asistencia técnica a 
la USNE. 
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F) Comprobar e informar a la “SECRETARÍA”, a través de la USNE, el ejercicio de los recursos 
federales, así como reintegrar a la Tesorería de la Federación los montos ministrados no 
ejercidos, que no se encuentren devengados al 31 de diciembre del Ejercicio Fiscal 
correspondiente, lo anterior, en apego a la Normatividad. 

G) Utilizar como herramienta para el registro, control, seguimiento y generación de información 
del PAE, los Sistemas que la “SECRETARÍA” determine por conducto de la USNE. 

H) Garantizar el registro de información en los Sistemas y asegurarse que sea fidedigna. 

I) Cumplir las disposiciones aplicables en materia de transparencia, acceso a la información y 
protección de Datos Personales, en su carácter de responsable del uso y manejo de la 
información disponible en los Sistemas que la “SECRETARÍA” pone a disposición de la OSNE. 

J) Aplicar los procedimientos establecidos por la USNE en materia de control de usuarios y 
accesos a los Sistemas de información. 

K) Difundir y promover entre la población de la entidad federativa, el uso de los portales 
informáticos y centros de contacto para intermediación laboral no presencial, que pone a 
disposición la “SECRETARÍA”. 

L) Participar en los comités en los que por disposición normativa deba intervenir o formar parte. 

M) Implementar acciones de Contraloría Social, conforme a los Lineamientos para la Promoción y 
Operación de la Contraloría Social en los Programas Federales de Desarrollo Social y los 
documentos de Contraloría Social autorizados por la Secretaría de la Función Pública. 

N) Cumplir puntualmente con las disposiciones que en materia de imagen institucional establezca 
la “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE. 

O) Cumplir con las disposiciones legales y normativas de carácter federal y estatal en materia de 
Blindaje Electoral, incluidas las que se enuncian en las Reglas. 

P) Planear, organizar y dar seguimiento a la operación de evaluación de habilidades y 
capacidades de personas con discapacidad y/o adultos mayores, y en su caso, la vinculación 
laboral de éstas, así como vigilar e informar periódicamente los resultados de su 
funcionamiento. 

Q) Cumplir las disposiciones en materia de archivos y control documental, así como aquellas 
relacionadas con la protección de Datos Personales. 

R) Informar sobre el ejercicio de los recursos de origen estatal considerados en la cláusula 
SEXTA, así como el cierre de los mismos. 

QUINTA. - APORTACIONES DE LA “SECRETARÍA”. Para la ejecución del PAE en la entidad federativa, 
la “SECRETARÍA” destina la cantidad de $11’607,760.00 (ONCE MILLONES SEISCIENTOS SIETE MIL 
SETECIENTOS SESENTA PESOS 00/100 M.N.), proveniente del presupuesto aprobado durante el Ejercicio 
Fiscal 2022 por la SHCP, en el capítulo de gasto “4000 Transferencias, Asignaciones, Subsidios y Otras 
Ayudas”, partida “43401 Subsidios a la Prestación de Servicios Públicos”. Estos recursos deberán utilizarse en 
Acciones de “Consejeros Laborales” y “Ferias de Empleo”. 

“EL ESTADO DE MÉXICO”, a través de la OSNE, será responsable de la correcta aplicación de los 
recursos, sin que por ello se pierda el carácter federal de los mismos, atendiendo lo establecido en la 
Normatividad federal. 

La "SECRETARÍA" dispone de una estructura de cuentas bancarias integrada por una concentradora a la 
cual se le ministran los recursos y vinculadas a ésta, subcuentas pagadoras, mismas que se encuentran bajo 
la responsabilidad de la OSNE para la disposición y el ejercicio de los recursos. 

Los recursos consignados en la presente cláusula serán ministrados a la cuenta concentradora, con base 
en las Solicitudes de Recursos que las OSNE presenten a la USNE, de conformidad con los compromisos de 
pago y/o las previsiones de gasto definidas para un periodo determinado. 

El ejercicio de los recursos se llevará a cabo mediante la utilización de medios electrónicos o de manera 
excepcional, por medio de cheques por parte de las OSNE. 

Las características de la estructura de cuentas se detallan en los Lineamientos para Administrar el 
Presupuesto de los Programas del Servicio Nacional de Empleo. 
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A) CALENDARIZACIÓN DE RECURSOS 

El monto total de recursos indicados en esta cláusula deberá ser ejercido conforme al calendario que para 
tal efecto emita la USNE. 

B) AJUSTES DURANTE EL EJERCICIO PRESUPUESTARIO 

Conforme lo establecen las Reglas en su numeral 4.3., para lograr el mayor nivel de ejercicio y 
aprovechamiento de los recursos antes señalados, a partir del segundo trimestre del año, la “SECRETARÍA”, 
por conducto de la USNE, podrá iniciar el monitoreo de su ejercicio, a fin de determinar los ajustes 
presupuestarios necesarios, con el objeto de canalizar los recursos disponibles que no se hubieran ejercido a 
la fecha de corte, hacia aquellas OSNE con mayor ritmo en su ejercicio, para evitar recortes presupuestarios  
a la “SECRETARÍA” y asegurar el cumplimiento de las metas nacionales. La “SECRETARÍA”, a través de la 
USNE, dará a conocer de manera oficial dichos ajustes a “EL ESTADO DE MÉXICO”, por medio del Titular de 
la OSNE. 

Con independencia de lo mencionado en el párrafo anterior, la ministración de recursos señalados en la 
presente cláusula, estará condicionada a la disponibilidad presupuestaria que tenga la “SECRETARÍA”, por lo 
que podrán sufrir reducciones en el transcurso del Ejercicio Fiscal, derivadas de los ajustes que, en su caso, 
realicen la SHCP o bien las autoridades en materia de control presupuestario, de conformidad con sus 
atribuciones y lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y demás 
disposiciones jurídicas aplicables, lo cual no será considerado como incumplimiento del presente instrumento 
imputable a la “SECRETARÍA”, ni implicará la suscripción de un nuevo Convenio. En caso de presentarse 
alguna reducción, la “SECRETARÍA”, a través de la USNE, lo hará del conocimiento de “EL ESTADO DE 
MÉXICO”, a través del Titular de la OSNE, junto con los ajustes que apliquen. 

SEXTA. - APORTACIONES DE “EL ESTADO DE MÉXICO”. Para garantizar la ejecución del PAE y los 
Programas Complementarios a que se alude en las Reglas, “EL ESTADO DE MÉXICO” se compromete a 
aportar los recursos que a continuación se indican: 

1. La cantidad de $13’297,377.17 (TRECE MILLONES DOSCIENTOS NOVENTA Y SIETE MIL 
TRESCIENTOS SETENTA Y SIETE PESOS 17/100 M.N.), para el funcionamiento y administración 
de la OSNE, monto que deberá aplicarse para dar cumplimiento a lo establecido en la cláusula 
CUARTA, del presente instrumento; 

2. La cantidad de $600,000.00 (SEISCIENTOS MIL PESOS 00/100 M.N.), para su aplicación en 
Acciones de los Programas Complementarios que, en materia de empleo u ocupación productiva, se 
lleven a cabo en favor de la población buscadora de trabajo, los cuales podrá proponer y acordar 
con la USNE para su registro y seguimiento, y 

3. La cantidad de $39’400,000.00 (TREINTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS MIL PESOS 
00/100 M.N.), para el fortalecimiento de la OSNE, a fin de potenciar y ampliar la cobertura del PAE y 
los Programas Complementarios en la atención a los Buscadores de Trabajo y Empleadores. 

Los recursos señalados en el numeral 2 y 3, deberán ejercerse conforme a los montos y calendario que al 
efecto acuerde la USNE con “EL ESTADO DE MÉXICO”, a través del Titular de la OSNE. 

A) CALENDARIZACIÓN DE LOS RECURSOS 

“EL ESTADO DE MÉXICO” se obliga a transferir a la OSNE oportunamente, los recursos estatales 
convenidos y a supervisar que los ejerza en los tiempos y montos que para el efecto acuerde con la 
“SECRETARÍA”. El calendario respectivo deberá considerar en su programación, que al mes de noviembre se 
haya aportado y ejercido el 100% de los recursos estatales establecidos en la presente cláusula, con 
excepción a los correspondientes al pago del personal contratado, el cual no deberá exceder el mes de 
diciembre. 

B) COMPROBACIÓN DE EROGACIONES 

El ejercicio de recursos estatales que “EL ESTADO DE MÉXICO” realice por conducto de la OSNE en los 
conceptos señalados en la presente cláusula, serán reconocidos por la “SECRETARÍA”, contra los 
documentos y/o formatos remitidos por vía electrónica a la USNE, que amparen las erogaciones realizadas. 

El procedimiento para la comprobación de las aportaciones de la presente cláusula, se detallan en los 
Lineamientos para Administrar el Presupuesto de los Programas del Servicio Nacional de Empleo. 
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SÉPTIMA. - GRATUIDAD DEL PAE. Los servicios del PAE son gratuitos, una vez cumplidos los requisitos 

y documentación establecida en las Reglas, por lo que la OSNE y “EL ESTADO DE MÉXICO” no deberán 

cobrar cantidad alguna, ya sea en dinero o en especie, ni imponer a los Buscadores de Trabajo y 

Empleadores, alguna obligación o la realización de servicios personales, ni condiciones de carácter  electoral 

o político. 

OCTAVA. - CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Coordinación podrá rescindirse por las 

siguientes causas: 

1. Cuando se determine que los recursos presupuestarios aportados por “LAS PARTES” se utilizaron 

con fines distintos a los previstos en el presente instrumento, o 

2. Por el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contraídas en el Convenio de Coordinación. 

En el supuesto de rescisión de este Convenio de Coordinación, la USNE suspenderá el registro de 

Acciones y/o la gestión para ministrar recursos a la OSNE de manera inmediata. 

NOVENA. - INCUMPLIMIENTO POR CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. En el supuesto de que se 

presentaran casos fortuitos o de fuerza mayor que motiven el incumplimiento de lo pactado en este Convenio 

de Coordinación, tal circunstancia deberá hacerse del conocimiento en forma inmediata y por escrito a la otra 

parte. 

DÉCIMA. - DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES. Los actos u omisiones que impliquen el 

incumplimiento de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación, quedan sujetas a lo 

previsto en el Título Cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria  y su 

Reglamento y demás disposiciones legales aplicables, así como la normatividad estatal que en el  caso 

aplique. 

DÉCIMO PRIMERA. - SEGUIMIENTO. La “SECRETARÍA”, a través de la USNE y “EL ESTADO DE 

MÉXICO”, por conducto de la dependencia estatal que tenga a su cargo la OSNE, serán responsables de 

vigilar la aplicación y efectividad del presente instrumento, y en su caso, adoptarán las medidas necesarias 

para establecer el enlace y la comunicación requerida para dar el debido seguimiento a las obligaciones 

adquiridas. 

DÉCIMO SEGUNDA. - FISCALIZACIÓN Y CONTROL. La fiscalización y control se realizará conforme  a 

lo siguiente: 

1. En ejercicio de sus atribuciones, la “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE, supervisará y dará 

seguimiento a la operación del PAE en la OSNE, así como el debido cumplimiento de lo establecido 

en el presente Convenio de Coordinación y la Normatividad aplicable, y para tal efecto, solicitará a 

“EL ESTADO DE MÉXICO” la información que corresponda. En caso de ser necesario, dará parte al 

Órgano Interno de Control en la “SECRETARÍA”, a la Secretaría de la Función Pública del Gobierno 

Federal y/o a las Instancias de Fiscalización Estatales que corresponda conforme a la Normatividad. 

2. “EL ESTADO DE MÉXICO” se obliga a sujetarse al control, auditoría y seguimiento de los recursos 

materia de este instrumento, que realicen las Instancias de Fiscalización y Control que, conforme a 

las disposiciones legales aplicables, resulten competentes. 

3. “EL ESTADO DE MÉXICO” se obliga a permitir y facilitar la realización de auditorías al ejercicio de 

los recursos y acciones que se llevan a cabo con recursos de crédito externo, para lo cual la 

“SECRETARÍA”, a través de la unidad administrativa facultada para ello, establecerá la  

coordinación necesaria. 

DÉCIMO TERCERA. - RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen que la relación laboral se 

mantendrá en todos los casos entre la parte contratante y su personal respectivo, aún en aquellos trabajos 

realizados en forma conjunta o desarrollados en instalaciones o equipo de cualquiera de las mismas y, de 

ningún modo, serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos, por lo que las personas que contrate 

“EL ESTADO DE MÉXICO” con recursos asignados por la “SECRETARÍA”, no serán clasificados como 

trabajadores de esta última. 
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DÉCIMO CUARTA. - TRANSPARENCIA Y PUBLICIDAD. La “SECRETARÍA”, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 27, fracción I, inciso m), del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; 
y en los artículos 70 y 71, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, hará 
públicas las acciones desarrolladas con los recursos a que se refiere la cláusula QUINTA de este Convenio de 
Coordinación, incluyendo sus avances físico-financieros. “EL ESTADO DE MÉXICO” por su parte, se obliga a 
difundir al interior de la entidad federativa dicha información, en los términos de lo dispuesto por la Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública de “EL ESTADO DE MÉXICO”. 

“LAS PARTES” darán cumplimiento a la Normatividad respecto al resguardo y protección de información, 
así como al tratamiento de Datos Personales, que se generen en la OSNE con motivo de la operación del 
PAE, respectivamente. 

DÉCIMO QUINTA. - DIFUSIÓN. “LAS PARTES” se obligan, conforme a lo dispuesto en el artículo 27, 
fracción II, inciso a), del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, a que la 
publicidad que adquieran para la difusión del PAE, incluya clara, visible y/o audiblemente, la siguiente 
leyenda: “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMO SEXTA. - VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación estará vigente durante el Ejercicio 
Fiscal 2022, y permanecerá así hasta en tanto se suscriba el correspondiente al del siguiente Ejercicio Fiscal, 
salvo lo dispuesto en las cláusulas QUINTA y SEXTA, respecto a la disponibilidad presupuestaria, y siempre 
que esa continuidad no se oponga, ni contravenga alguna disposición legal o normativa aplicable. 

La suscripción del presente Convenio de Coordinación deja sin efectos el “CONVENIO DE 
COORDINACIÓN PARA LA OPERACIÓN DEL PROGRAMA DE APOYO AL EMPLEO…” que suscribieron 
“LAS PARTES” el 31 de marzo de 2021 y que fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
septiembre del mismo año y en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado de México, número 82, 
Tomo CCXII, del 28 de octubre de 2021. 

DÉCIMO SÉPTIMA. - TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente instrumento jurídico podrá terminarse con 
antelación a su vencimiento, siempre que medie escrito de aviso por parte de la “SECRETARÍA”, por conducto 
del Titular de la Unidad del Servicio Nacional de Empleo, o por “EL ESTADO DE MÉXICO”, por conducto del 
Titular de la Secretaría del Trabajo, comunicando los motivos que la originan, con treinta días naturales de 
anticipación a la fecha en que se pretenda surta efecto la terminación, en cuyo caso, tomarán las medidas 
necesarias para evitar perjuicios tanto a ellas como a terceros, en el entendido de que las acciones iniciadas 
deberán ser concluidas y “EL ESTADO DE MÉXICO” se obliga a emitir un informe a la “SECRETARÍA”, en el 
que se precisen las gestiones de los recursos que le fueron asignados y ministrados. 

DÉCIMO OCTAVA. - INTERPRETACIÓN. “LAS PARTES” manifiestan su conformidad para que, en caso 
de duda sobre la interpretación de este Convenio de Coordinación, se observe lo previsto en la Normatividad 
para la ejecución del PAE. 

DÉCIMO NOVENA. - SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” convienen en que el presente 
instrumento jurídico es producto de la buena fe, por lo que toda duda o diferencia de opinión respecto a la 
formalización, interpretación y/o cumplimiento, buscarán resolverla de común acuerdo, sin perjuicio de  la 
competencia que corresponda a los Tribunales de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 
104, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIGÉSIMA. - PUBLICACIÓN. Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 36, de la Ley de Planeación, 
el presente documento deberá ser publicado en el Diario Oficial de la Federación; por su parte, de acuerdo 
con el artículo 1.38, fracción I, del Código Administrativo del Estado de México, también deberá ser publicado 
en el Periódico Oficial “Gaceta del Gobierno” del Estado de México. 

Enteradas las partes del contenido y efectos legales del presente Convenio de Coordinación, lo firman de 
conformidad en seis tantos, a los 31 días del mes de marzo de 2022.- Por la Secretaría: Secretaria del Trabajo 
y Previsión Social, Luisa María Alcalde Luján.- Rúbrica.- Subsecretario de Empleo y Productividad Laboral, 
Marath Baruch Bolaños López.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, Marco 
Antonio Hernández Martínez.- Rúbrica.- Titular de la Unidad del Servicio Nacional de Empleo, Rodrigo 
Ramírez Quintana.- Rúbrica.- Por el Estado de México: Gobernador Constitucional del Estado de México, 
Licenciado en Administración de Empresas Alfredo del Mazo Maza.- Rúbrica.- Secretaria del Trabajo, 
Maestra en Administración Pública Maribel Góngora Espinosa.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas,  Maestro 
en Economía Rodrigo Jarque Lira.- Rúbrica.- Secretario de la Contraloría, Doctor en Derecho Javier Vargas 
Zempoaltécatl.- Rúbrica. 
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CONVENIO de Coordinación para la operación del Programa de Apoyo al Empleo que, en el marco del Servicio 
Nacional de Empleo, celebran la Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el Estado de Michoacán de Ocampo. 

 

CONVENIO DE COORDINACIÓN PARA LA OPERACIÓN DEL PROGRAMA DE APOYO AL EMPLEO, QUE, EN EL 

MARCO DEL SERVICIO NACIONAL DE EMPLEO, CELEBRAN, POR UNA PARTE, EL EJECUTIVO FEDERAL, A TRAVÉS 

DE LA SECRETARÍA DEL TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, EN ADELANTE LA “SECRETARÍA”, REPRESENTADA POR 

SU TITULAR, LUISA MARÍA ALCALDE LUJÁN Y POR MARATH BARUCH BOLAÑOS LÓPEZ, SUBSECRETARIO DE 

EMPLEO Y PRODUCTIVIDAD LABORAL, ASISTIDOS POR MARCO ANTONIO HERNÁNDEZ MARTÍNEZ, TITULAR  DE 

LA UNIDAD DE ADMINISTRACIÓN Y FINANZAS Y RODRIGO RAMÍREZ QUINTANA, TITULAR DE LA UNIDAD DEL 

SERVICIO NACIONAL DE EMPLEO; Y POR LA OTRA, EL GOBIERNO DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO, EN 

ADELANTE EL "EJECUTIVO DEL ESTADO", REPRESENTADO POR EL LIC. ALFREDO RAMÍREZ BEDOLLA, 

GOBERNADOR CONSTITUCIONAL DEL ESTADO DE MICHOACÁN DE OCAMPO, ASISTIDO POR EL LIC. CARLOS 

TORRES PIÑA, SECRETARIO DE GOBIERNO, EL L.A.E. LUIS NAVARRO GARCÍA, SECRETARIO DE FINANZAS Y 

ADMINISTRACIÓN Y EL LIC. ALFREDO ANAYA OROZCO, SECRETARIO DE DESARROLLO ECONÓMICO; A QUIENES 

EN FORMA CONJUNTA SE LES DENOMINARÁ “LAS PARTES”, DE CONFORMIDAD CON LOS ANTECEDENTES, 

DECLARACIONES Y CLÁUSULAS SIGUIENTES: 

ANTECEDENTES 

I. El artículo 123, primer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
establece que toda persona tiene derecho al trabajo digno y socialmente útil y que, al efecto, se 
promoverá la creación de empleos y la organización social para el trabajo, conforme a la Ley 
Federal del Trabajo. 

II. La Ley Orgánica de la Administración Pública Federal determina en su artículo 40, fracción VII, que 
corresponde a la “SECRETARÍA” establecer y dirigir el Servicio Nacional de Empleo (en adelante 
SNE), y vigilar su funcionamiento. 

III. Conforme a lo dispuesto en el artículo 537, fracciones I y II, de la Ley Federal del Trabajo, el SNE 
tiene, entre otros objetivos, estudiar y promover la operación de políticas públicas que apoyen la 
generación de empleos y promover y diseñar mecanismos para el seguimiento a la colocación de 
los trabajadores. 

IV. En términos de lo establecido en los artículos 538 y 539, de la Ley Federal del Trabajo y 15, fracción 
I, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, la Unidad del Servicio Nacional de Empleo  (en 
adelante USNE), es la Unidad Administrativa encargada de coordinar la operación del SNE en los 
términos que establece la propia ley y reglamento en cita. 

V. El Programa de Apoyo al Empleo (en adelante PAE), tiene el objetivo de lograr la inserción en un 
empleo formal de Buscadores de Trabajo, mediante acciones de intermediación laboral y movilidad 
laboral, con atención preferencial a quienes enfrentan mayores barreras de acceso al empleo. 

VI. Las Reglas de Operación del PAE (en adelante Reglas), publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 31 de diciembre de 2021, establecen que la coordinación de actividades entre el 
Ejecutivo Federal por conducto de la “SECRETARÍA” y los gobiernos de las entidades federativas, 
se formaliza mediante la suscripción de Convenios de Coordinación, en los cuales se establecen los 
compromisos que asumen “LAS PARTES” para la operación del PAE, así como los Programas 
complementarios que se implementan en cada entidad federativa en el marco del SNE. 

DECLARACIONES 

I. La “SECRETARÍA” declara que: 

I.1. Conforme a lo dispuesto en los artículos 90 y 134, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos; 26, y 40, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal; y 537, 538 y 539, de 
la Ley Federal del Trabajo, es una Dependencia del Poder Ejecutivo Federal que tiene, entre otras 
atribuciones, las siguientes: 

A) Establecer y dirigir el SNE y vigilar su funcionamiento; 

B) Diseñar, conducir y evaluar programas específicos para generar oportunidades de empleo 
para jóvenes y grupos en situación vulnerable; 

C) Practicar estudios para determinar las causas del desempleo y del subempleo de la mano de 
obra rural y urbana; 
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D) Proponer la celebración de convenios en materia de empleo, entre la Federación y las 
Entidades Federativas, y 

E) Orientar a los Buscadores de Trabajo hacia las vacantes ofertadas por los Empleadores, con 
base a su formación y aptitudes. 

I.2. Los recursos económicos que destinará al cumplimiento del objeto del presente Convenio de 
Coordinación, provienen de los que le son autorizados por la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público (en adelante SHCP), para el Ejercicio Fiscal 2022. 

I.3. Luisa María Alcalde Luján, Secretaria del Trabajo y Previsión Social, cuenta con facultades para 
celebrar el presente instrumento, de acuerdo con lo previsto en los artículos 1, 2, 4, fracción III, y 5, 
del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 
de agosto de 2019. 

I.4. Marath Baruch Bolaños López, Subsecretario de Empleo y Productividad Laboral, cuenta con 
facultades para suscribir el presente instrumento, de acuerdo con lo previsto en los artículos 2, 
apartado A, fracción II, y 6, fracción IX, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, publicado en 
el Diario Oficial de la Federación el 23 de agosto de 2019. 

I.5. Marco Antonio Hernández Martínez, Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, asiste en la 
suscripción del presente instrumento, de acuerdo con lo previsto en los artículos 2, apartado A, 
fracción III, y 7, fracción XIV, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 23 de agosto de 2019. 

I.6. Rodrigo Ramírez Quintana, Titular de la Unidad del Servicio Nacional de Empleo, asiste en la 
suscripción del presente instrumento de conformidad con lo dispuesto en los artículos 2, apartado A, 
fracción VII, y 15, fracciones I, II, IV, V y VII, del Reglamento Interior de la “SECRETARÍA”, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de agosto de 2019; y con el artículo Único, 
fracción III, inciso a), del Acuerdo por el que se adscriben orgánicamente las Unidades 
Administrativas de la “SECRETARÍA”, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 19 de 
septiembre de 2019. 

I.7. Para los efectos del presente Convenio de Coordinación, señala como domicilio el ubicado en calle 
La Morena, número 804, piso 14, colonia Narvarte Poniente, alcaldía Benito Juárez, C.P. 03020, 
Ciudad de México. 

II. El “EJECUTIVO DEL ESTADO” declara que: 

II.1. De conformidad con lo establecido en los artículos 40, 42, fracción I, 43 y 115, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos; 14 y 47, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo, es parte integrante de la federación, con libertad y soberanía 
en lo que concierne a su régimen interior, sin más limitaciones que las expresamente establecidas 
en el Pacto Federal. 

II.2.  El Lic. Alfredo Ramírez Bedolla, Gobernador Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo, 
se encuentra facultado para la celebración del presente Convenio de Coordinación, con lo 
establecido en los artículos 47 y 60, fracción XXIII, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo; 3 y 8, de la Ley Orgánica de la Administración Pública del 
Estado de Michoacán de Ocampo. 

II.3.  El Lic. Carlos Torres Piña, Secretario de Gobierno, cuenta con facultades para participar en la 
suscripción del presente Convenio de Coordinación, de conformidad con las atribuciones que le 
confieren los artículos 62 y 66, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano  de 
Michoacán de Ocampo; 9, 11, 12, fracción I, 14, 17, fracción I, 18, de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo; 6 y 16, fracción XIX, del Reglamento 
Interior de la Secretaría de Gobierno. 

II.4.  El L.A.E. Luis Navarro García, Secretario de Finanzas y Administración, cuenta con facultades para 
participar en la suscripción del presente Convenio de Coordinación, de conformidad con las 
atribuciones que le confieren los artículos 62, 66 y 132, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo; 9, 11, 12, fracción I, 14, 17, fracción II y 19, de la Ley Orgánica 
de la Administración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo; 6° y 16, fracción XIX, del 
Reglamento Interior de la Secretaría de Finanzas y Administración. 
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II.5.  El Lic. Alfredo Anaya Orozco, Secretario de Desarrollo Económico, cuenta con facultades para 
participar en la suscripción del presente Convenio de Coordinación, de conformidad con las 
atribuciones que le confieren los artículos 62 y 66, de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Michoacán de Ocampo; 9, 11, 12, fracción I, 14, 17, fracción V y 25, de la Ley 
Orgánica de la Administración Pública del Estado de Michoacán de Ocampo; 6 y 16, fracción XIX, 
del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo Económico. 

II.6.  La operación del Servicio Nacional de Empleo del Estado de Michoacán de Ocampo corresponde a 
la Secretaría de Desarrollo Económico, por conducto de la Oficina del Servicio Nacional de Empleo 
de Michoacán (en adelante OSNE), a través de la Dirección del Empleo Digno, de conformidad con 
lo establecido en los artículos 25, fracción XXXVI, de la Ley Orgánica de la Administración Pública 
del Estado de Michoacán de Ocampo; y 24, del Reglamento Interior de la Secretaría de Desarrollo 
Económico. Para efectos de lo que establecen las Reglas, señala como domicilio de la OSNE el 
ubicado, en Avenida Lázaro Cárdenas, número 866, Colonia Ventura Puente, Código Postal 58020, 
en Morelia, Michoacán. 

II.7.  Para efectos del presente instrumento señala como domicilio el ubicado en Palacio de Gobierno, 
Francisco I. Madero Poniente, número 63, Colonia Centro, Código Postal 58000, en la ciudad de 
Morelia, Michoacán de Ocampo. 

III. “LAS PARTES” declaran que: 

III.1.  Conocen las disposiciones contenidas en la Ley Federal del Trabajo, así como las Reglas, los 
lineamientos y manuales que ha emitido la “SECRETARÍA”, para la operación del PAE. 

III.2.  Para efectos del presente Convenio de Coordinación, adoptan los términos y abreviaturas 
establecidos en las Reglas, mismos que se resaltarán en letras cursivas, para mejor referencia y 
comprensión de lo que establece el presente instrumento. 

Expuestos los anteriores Antecedentes y Declaraciones, “LAS PARTES” están de acuerdo en celebrar el 
presente Convenio de Coordinación, al tenor de las siguientes: 

CLÁUSULAS 

PRIMERA. - OBJETO. El presente instrumento jurídico tiene por objeto establecer las obligaciones de 
coordinación que asumen “LAS PARTES”, con el fin de operar el PAE en el Estado de Michoacán de Ocampo. 

SEGUNDA. - OBLIGACIONES DE “LAS PARTES”. La “SECRETARÍA” y el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, 
en la esfera de sus competencias, acuerdan sumar esfuerzos para el cumplimiento del objeto materia del 
presente Convenio de Coordinación, de acuerdo a las siguientes obligaciones: 

1. Cumplir con las leyes, reglamentos, Reglas, lineamientos, políticas, criterios, procedimientos y 
demás disposiciones jurídicas (en adelante Normatividad) de carácter federal y estatal, aplicables a 
la operación del PAE. 

2. Aportar los recursos que se comprometen en el presente Convenio de Coordinación. 

3. Asistir o designar representantes en los comités en materia de empleo, de los que sea miembro o en 
los que tenga la obligación de participar. 

4. Capacitar al personal que participe en la ejecución del PAE. 

5. Evaluar la operación de la OSNE y proporcionar información relativa a su funcionamiento. 

6. Promover y difundir el PAE con la finalidad de acercar alternativas de empleo para los Buscadores 
de Trabajo y Empleadores que solicitan la intermediación de la OSNE. 

7. Priorizar la atención a población que enfrenta mayores barreras de acceso al empleo, tales como: 
mujeres; jóvenes, incluidos los egresados del Programa Jóvenes Construyendo el Futuro; personas 
mayores de 50 años; personas con alguna discapacidad; personas víctimas de delito o de violación 
de derechos humanos; personas preliberadas; solicitantes de la condición de refugiado; refugiados y 
beneficiarios de protección complementaria. 

8. Contribuir al cumplimiento de los objetivos y prioridades nacionales. 

9. Participar en los eventos que, con motivo de la operación del PAE, se organicen. 

TERCERA. - OBLIGACIONES DE LA “SECRETARÍA”. La “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE, se 
obliga a lo siguiente: 

1. Dar a conocer la Normatividad de carácter federal aplicable al PAE y proporcionar asesoría, 
asistencia técnica y capacitación/profesionalización al personal que participe en su ejecución, en 
particular, a los Consejeros Laborales adscritos a la OSNE. 
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2. Dar a conocer la estructura organizacional de la OSNE que se requiera para implementar la 
operación del PAE. 

3. Gestionar la disponibilidad de los recursos presupuestales que se indican en la cláusula QUINTA del 
presente Convenio de Coordinación conforme a la Normatividad federal, con el propósito de llevar a 
cabo su aplicación en la entidad federativa. 

4. Dar acceso a la OSNE a sus Sistemas informáticos para realizar el registro, control, seguimiento y 
generación de información del PAE. 

5. Proveer a la OSNE, en coordinación con las unidades administrativas facultadas para ello y 
conforme a la disponibilidad presupuestal de éstas, de: enlaces digitales para los servicios de 
Internet, correo electrónico, red de voz y datos; equipos de cómputo para el personal y centros  de 
intermediación laboral, y equipos para identificación de habilidades y capacidades de personas con 
discapacidad y/o adultos mayores. 

6. Promover y fomentar la capacitación/profesionalización del personal adscrito a la OSNE que 
participe en la ejecución del PAE, para mejorar sus conocimientos, habilidades y destrezas 
laborales. 

7. Supervisar y dar seguimiento a la operación del PAE, para verificar su estricto apego a la 
Normatividad aplicable y el cumplimiento de sus objetivos y metas. 

8. Promover la implementación de las acciones de Contraloría Social que resulten aplicables conforme 
a los Lineamientos para la Promoción y Operación de la Contraloría Social en los Programas 
Federales de Desarrollo Social, los documentos de Contraloría Social autorizados por la Secretaría 
de la Función Pública y demás normatividad en la materia. 

9. Canalizar para atención de la OSNE, las peticiones ciudadanas que, en materia de empleo u 
ocupación productiva, se presenten ante la “SECRETARÍA”, cuando así corresponda. 

10. Evaluar el desempeño de la OSNE, a fin de mejorar la eficiencia en la ejecución del PAE. 

11. Promover y difundir las disposiciones de blindaje electoral emitidas por la autoridad competente, a 
efecto de que la OSNE se apegue a éstas y se coadyuve a transparentar la operación del PAE. 

12. Dar seguimiento a los resultados de la fiscalización que se realice a la operación y aplicación del 
PAE en la OSNE, por parte de las instancias facultadas para ello, con el fin de procurar su  debida 
atención. 

13. Solicitar la intervención del Órgano Interno de Control en la “SECRETARÍA”, de la Secretaría de la 
Función Pública del Gobierno Federal y/o de las Instancias de Fiscalización Estatales, cuando se 
identifique que se incumple con las disposiciones normativas, a efecto de que se realicen las 
acciones conducentes. 

CUARTA. - OBLIGACIONES DEL “EJECUTIVO DEL ESTADO”. El “EJECUTIVO DEL ESTADO”  se obliga 
a: 

1. Operar en la entidad federativa el PAE, para ello deberá: 

A) Disponer de una estructura organizacional de la OSNE, con base en el modelo que le dé a 
conocer la “SECRETARÍA”, a través de la USNE. 

B) Adoptar la denominación oficial de “Servicio Nacional de Empleo de Michoacán” para la 
OSNE, o en su caso realizar las gestiones conducentes para ello. 

C) Proporcionar espacios físicos, para uso exclusivo de la OSNE, que cuenten con las 
dimensiones y condiciones de accesibilidad necesarias para la atención de Buscadores de 
Trabajo, incluidas personas con discapacidad y adultos mayores, en los que se desarrolle de 
manera eficiente la intermediación laboral descrita en las Reglas, tales como Bolsa de Trabajo, 
Centros de Intermediación Laboral, Talleres para Buscadores de Empleo, Centros de 
Evaluación de Habilidades (Valpar), el resguardo de la documentación que se genere con 
motivo de la operación del PAE, así como espacio físico para apoyar la operación del 
Programa Jóvenes Construyendo el Futuro. 

D) Designar a un servidor público de tiempo completo, con jerarquía mayor o igual a Director de 
Área, como Titular de la OSNE. 

E) Facultar al Titular de la OSNE para conducir el funcionamiento de ésta; administrar los 
recursos que en el marco del presente Convenio de Coordinación asignen “LAS PARTES”; 
realizar actividades de concertación empresarial de alto nivel y gestionar los apoyos 
necesarios para el funcionamiento de la OSNE. 
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F) Designar de manera oficial, a través del Titular de la dependencia o secretaría estatal a la cual 
se encuentre adscrita la OSNE, al Titular de ésta y al de su área administrativa, así como a 
otro funcionario de la misma, como responsables del ejercicio, control y seguimiento de los 
recursos que “LAS PARTES” destinen para la operación del PAE en la entidad federativa, de 
acuerdo a lo establecido en la Normatividad. 

2. Asignar recursos para el funcionamiento exclusivo de la OSNE, que incluyan: 

A) Contratar personal, que labore de tiempo completo y exclusivamente para la OSNE, a fin de 
llevar a cabo las actividades relativas a la operación del PAE, conforme lo establecen las 
Reglas, incluidas las de carácter técnico, operativo y administrativo que complementen lo 
anterior. Las contrataciones de Consejeros Laborales se realizarán de acuerdo con las 
disposiciones emitidas por la USNE, en materia de descripción de puesto y perfil ocupacional; 
el tipo de contrato y condiciones serán establecidas por el “EJECUTIVO DEL ESTADO” y las 
obligaciones que se deriven de esta relación serán responsabilidad de éste. 

B) Dotar a la OSNE de presupuesto para: viáticos; pasajes; servicio telefónico; combustible; 
arrendamiento de inmuebles; papelería; luz; material de consumo informático; instalación de 
redes informáticas; gastos y comisiones bancarias que se generen a nivel local y acciones 
relativas a la realización de campañas de difusión. 

C) Asignar mobiliario, equipo, vehículos y los insumos necesarios para su adecuado 
funcionamiento, así como cubrir el mantenimiento preventivo y correctivo necesario y, en su 
caso, los seguros correspondientes de todos estos bienes, incluido el que se requiera para 
aquellos que la “SECRETARÍA” proporcione a la OSNE en comodato o cesión de  derechos de 
uso. 

D) Dotar a todas las áreas de la OSNE en la entidad federativa, de la infraestructura tecnológica 
necesaria para comunicar y operar los Sistemas que le proporcione la “SECRETARÍA”, así 
como realizar el mantenimiento necesario para su operación. Dicha infraestructura tecnológica 
deberá apegarse a lo que determine la “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE. 

E) Supervisar y dar seguimiento a la operación del PAE en la entidad federativa, para verificar la 
estricta aplicación de la Normatividad y, en su caso, solicitar la intervención de las instancias 
de fiscalización estatales, cuando se identifique que se incumple con las disposiciones 
normativas, a efecto de que se realicen las acciones conducentes. 

3. Asignar recursos destinados a la realización de Ferias de Empleo en la entidad federativa. 

4. Mantener adscrito para uso de la OSNE, independientemente de cualquier cambio de autoridades 
administrativas y del tipo de recurso estatal con que se adquieran, los bienes descritos en el 
numeral 2, inciso C), de la presente cláusula, así como aquellos que la “SECRETARÍA” proporcione 
a la OSNE, ya sea en comodato o cesión de derechos de uso. 

5. Elaborar diagnósticos locales que identifiquen y valoren posibles alianzas con dependencias 
públicas y otras organizaciones relacionadas con la intermediación laboral y capacitación para la 
empleabilidad, así como promover, cuando se considere conveniente, la celebración de convenios 
con las autoridades municipales, para establecer oficinas de empleo que operen como parte de la 
red de oficinas del SNE, siempre que esto no comprometa la aportación de recursos federales, y 
una vez cumplida la Normatividad y previa autorización del Titular de la USNE, incrementen la 
cobertura del PAE. 

 En este caso, el “EJECUTIVO DEL ESTADO” deberá garantizar que se cuenta con los recursos 
necesarios para sufragar los gastos de operación que implicará la nueva oficina, la cual deberá 
apegarse en todo momento a la Normatividad. 

6. Vincular a la OSNE con dependencias de desarrollo económico que faciliten la coordinación con 
Empleadores, inversionistas y organismos empresariales, que aporten información sobre las 
vacantes disponibles, así como con instituciones de educación técnica y formación profesional, que 
cuenten con instalaciones y recursos humanos para impartir cursos de capacitación y proporcionen 
información de sus egresados que se incorporen al mercado laboral. 
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7. Por conducto de la OSNE se obliga a: 

A) Operar el PAE de conformidad con la Normatividad aplicable. 

B) Destinar los recursos consignados en las cláusulas TERCERA, numeral 5, y QUINTA, del 
presente Convenio de Coordinación, única y exclusivamente a la operación del PAE, con 
estricto apego a la Normatividad. 

C) Supervisar y dar seguimiento a la operación del PAE, conforme a la Normatividad, así como, 
atender las acciones de fiscalización que lleven a cabo las instancias facultadas para ello. 

D) Notificar a la USNE los movimientos de personal que labora en la OSNE, y registrarlos en el 
Sistema de información que al efecto ponga a disposición la USNE. 

E) Profesionalizar mediante acciones de capacitación y actualización al personal adscrito a la 
OSNE, atendiendo las disposiciones que emita la USNE, así como proporcionar la inducción 
necesaria al personal de nuevo ingreso, o en su caso, solicitar asesoría y asistencia técnica  a 
la USNE. 

F) Comprobar e informar a la “SECRETARÍA”, a través de la USNE, el ejercicio de los recursos 
federales, así como reintegrar a la Tesorería de la Federación los montos ministrados no 
ejercidos, que no se encuentren devengados al 31 de diciembre del Ejercicio Fiscal 
correspondiente, lo anterior, en apego a la Normatividad. 

G) Utilizar como herramienta para el registro, control, seguimiento y generación de información 
del PAE, los Sistemas que la “SECRETARÍA” determine por conducto de la USNE. 

H) Garantizar el registro de información en los Sistemas y asegurarse que sea fidedigna. 

I) Cumplir las disposiciones aplicables en materia de transparencia, acceso a la información y 
protección de Datos Personales, en su carácter de responsable del uso y manejo de la 
información disponible en los Sistemas que la “SECRETARÍA” pone a disposición de la OSNE. 

J) Aplicar los procedimientos establecidos por la USNE en materia de control de usuarios y 
accesos a los Sistemas de información. 

K) Difundir y promover entre la población de la entidad federativa, el uso de los portales 
informáticos y centros de contacto para intermediación laboral no presencial, que pone a 
disposición la “SECRETARÍA”. 

L) Participar en los comités en los que por disposición normativa deba intervenir o formar parte. 

M) Implementar acciones de Contraloría Social, conforme a los Lineamientos para la Promoción y 
Operación de la Contraloría Social en los Programas Federales de Desarrollo Social y los 
documentos de Contraloría Social autorizados por la Secretaría de la Función Pública. 

N) Cumplir puntualmente con las disposiciones que en materia de imagen institucional establezca 
la “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE. 

O) Cumplir con las disposiciones legales y normativas de carácter federal y estatal en materia de 
Blindaje Electoral, incluidas las que se enuncian en las Reglas. 

P) Planear, organizar y dar seguimiento a la operación de evaluación de habilidades y 
capacidades de personas con discapacidad y/o adultos mayores, y en su caso, la vinculación 
laboral de éstas, así como vigilar e informar periódicamente los resultados de su 
funcionamiento. 

Q) Cumplir las disposiciones en materia de archivos y control documental, así como aquellas 
relacionadas con la protección de Datos Personales. 

R) Informar sobre el ejercicio de los recursos de origen estatal considerados en la cláusula 
SEXTA, así como el cierre de los mismos. 

QUINTA. - APORTACIONES DE LA “SECRETARÍA”. Para la ejecución del PAE en la entidad federativa, 
la “SECRETARÍA” destina la cantidad de $8’467,920.00 (OCHO MILLONES CUATROCIENTOS SESENTA Y 
SIETE MIL NOVECIENTOS VEINTE PESOS 00/100 M.N.), proveniente del presupuesto aprobado durante el 
Ejercicio Fiscal 2022 por la SHCP, en el capítulo de gasto “4000 Transferencias, Asignaciones, Subsidios y 
Otras Ayudas”, partida “43401 Subsidios a la Prestación de Servicios Públicos”. Estos recursos deberán 
utilizarse en Acciones de “Consejeros Laborales” y “Ferias de Empleo”. 
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 El “EJECUTIVO DEL ESTADO”, a través de la OSNE, será responsable de la correcta aplicación de los 
recursos, sin que por ello se pierda el carácter federal de los mismos, atendiendo lo establecido en la 
Normatividad federal. 

La "SECRETARÍA" dispone de una estructura de cuentas bancarias integrada por una concentradora a la 
cual se le ministran los recursos y vinculadas a ésta, subcuentas pagadoras, mismas que se encuentran bajo 
la responsabilidad de la OSNE para la disposición y el ejercicio de los recursos. 

Los recursos consignados en la presente cláusula serán ministrados a la cuenta concentradora, con base 
en las Solicitudes de Recursos que las OSNE presenten a la USNE, de conformidad con los compromisos de 
pago y/o las previsiones de gasto definidas para un periodo determinado. 

El ejercicio de los recursos se llevará a cabo mediante la utilización de medios electrónicos o de manera 
excepcional por medio de cheques por parte de las OSNE. 

Las características de la estructura de cuentas se detallan en los Lineamientos para Administrar el 
Presupuesto de los Programas del Servicio Nacional de Empleo. 

A) CALENDARIZACIÓN DE RECURSOS 

El monto total de recursos indicados en esta cláusula deberá ser ejercido conforme al calendario que para 
tal efecto emita la USNE. 

B) AJUSTES DURANTE EL EJERCICIO PRESUPUESTARIO 

Conforme lo establecen las Reglas, en su numeral 4.3., para lograr el mayor nivel de ejercicio y 
aprovechamiento de los recursos antes señalados, a partir del segundo trimestre del año, la “SECRETARÍA”, 
por conducto de la USNE, podrá iniciar el monitoreo de su ejercicio, a fin de determinar los ajustes 
presupuestarios necesarios, con el objeto de canalizar los recursos disponibles que no se hubieran ejercido a 
la fecha de corte, hacia aquellas OSNE con mayor ritmo en su ejercicio, para evitar recortes presupuestarios  
a la “SECRETARÍA” y asegurar el cumplimiento de las metas nacionales. La “SECRETARÍA”, a través de la 
USNE, dará a conocer de manera oficial dichos ajustes al “EJECUTIVO DEL ESTADO”, por medio del Titular 
de la OSNE. 

Con independencia de lo mencionado en el párrafo anterior, la ministración de recursos señalados en la 
presente cláusula, estará condicionada a la disponibilidad presupuestaria que tenga la “SECRETARÍA”, por lo 
que podrán sufrir reducciones en el transcurso del Ejercicio Fiscal, derivadas de los ajustes que, en su caso, 
realicen la SHCP o bien las autoridades en materia de control presupuestario, de conformidad con sus 
atribuciones y lo establecido en la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y demás 
disposiciones jurídicas aplicables, lo cual no será considerado como incumplimiento del presente instrumento 
imputable a la “SECRETARÍA”, ni implicará la suscripción de un nuevo Convenio. En caso de presentarse 
alguna reducción, la “SECRETARÍA”, a través de la USNE, lo hará del conocimiento del “EJECUTIVO DEL 
ESTADO”, a través del Titular de la OSNE, junto con los ajustes que apliquen. 

SEXTA. - APORTACIONES DEL “EJECUTIVO DEL ESTADO”. Para garantizar la ejecución del PAE y los 
Programas Complementarios a que se alude en las Reglas, el “EJECUTIVO DEL ESTADO” se compromete a 
aportar los recursos que a continuación se indican: 

1. La cantidad de $5’000,000.00 (CINCO MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), para el funcionamiento 
y administración de la OSNE, monto que deberá aplicarse para dar cumplimiento a lo establecido en 
la cláusula CUARTA, del presente instrumento; 

2. La cantidad de $3’000,000.00 (TRES MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), para su aplicación en 
Acciones de los Programas Complementarios que, en materia de empleo u ocupación productiva, se 
lleven a cabo en favor de la población buscadora de trabajo, los cuales podrá proponer y acordar 
con la USNE para su registro y seguimiento, y 

3. La cantidad de $2’000,000.00 (DOS MILLONES DE PESOS 00/100 M.N.), para el fortalecimiento de 
la OSNE, e impulsar la productividad y eficiencia del personal de la Dirección de Empleo Digno, a fin 
de potenciar y ampliar la cobertura del PAE y los Programas Complementarios en la atención a los 
Buscadores de Trabajo y Empleadores. 

Los recursos señalados en el numeral 2 y 3, deberán ejercerse conforme a los montos y calendario que al 
efecto acuerde la USNE con el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, a través del Titular de la OSNE. 
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A) CALENDARIZACIÓN DE LOS RECURSOS 

El “EJECUTIVO DEL ESTADO” se obliga a transferir a la OSNE oportunamente, los recursos estatales 
convenidos y a supervisar que los ejerza en los tiempos y montos que para el efecto acuerde con la 
“SECRETARÍA”. El calendario respectivo deberá considerar en su programación, que al mes de noviembre se 
haya aportado y ejercido el 100% de los recursos estatales establecidos en la presente cláusula, con 
excepción a los correspondientes al pago del personal contratado, el cual no deberá exceder el mes de 
diciembre. 

B) COMPROBACIÓN DE EROGACIONES 

El ejercicio de recursos estatales que el “EJECUTIVO DEL ESTADO” realice por conducto de la OSNE en 
los conceptos señalados en la presente cláusula, serán reconocidos por la “SECRETARÍA”, contra los 
documentos y/o formatos remitidos por vía electrónica a la USNE, que amparen las erogaciones realizadas. 

El procedimiento para la comprobación de las aportaciones de la presente cláusula, se detallan en los 
Lineamientos para Administrar el Presupuesto de los Programas del Servicio Nacional de Empleo. 

SÉPTIMA. - GRATUIDAD DEL PAE. Los servicios del PAE son gratuitos, una vez cumplidos los requisitos 
y documentación establecida en las Reglas, por lo que la OSNE y el “EJECUTIVO DEL ESTADO” no deberán 
cobrar cantidad alguna, ya sea en dinero o en especie, ni imponer a los Buscadores de Trabajo y 
Empleadores, alguna obligación o la realización de servicios personales, ni condiciones de carácter electoral  
o político. 

OCTAVA. - CAUSAS DE RESCISIÓN. El presente Convenio de Coordinación podrá rescindirse por las 
siguientes causas: 

1. Cuando se determine que los recursos presupuestarios aportados por “LAS PARTES” se utilizaron 
con fines distintos a los previstos en el presente instrumento, o 

2. Por el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones contraídas en el Convenio de Coordinación. 

En el supuesto de rescisión de este Convenio de Coordinación, la USNE suspenderá el registro de 
Acciones y/o la gestión para ministrar recursos a la OSNE de manera inmediata. 

NOVENA. - INCUMPLIMIENTO POR CASO FORTUITO O FUERZA MAYOR. En el supuesto de que se 
presentaran casos fortuitos o de fuerza mayor que motiven el incumplimiento de lo pactado en este Convenio 
de Coordinación, tal circunstancia deberá hacerse del conocimiento en forma inmediata y por escrito  a la otra 
parte. 

DÉCIMA. - DETERMINACIÓN DE RESPONSABILIDADES. Los actos u omisiones que impliquen el 
incumplimiento de las obligaciones pactadas en el presente Convenio de Coordinación, quedan sujetas a lo 
previsto en el Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria y su 
Reglamento y demás disposiciones legales aplicables, así como la normatividad estatal que en  el caso 
aplique. 

DÉCIMO PRIMERA. - SEGUIMIENTO. La “SECRETARÍA”, a través de la USNE y el “EJECUTIVO DEL 
ESTADO”, por conducto de la dependencia estatal que tenga a su cargo la OSNE, serán responsables de 
vigilar la aplicación y efectividad del presente instrumento, y en su caso, adoptarán las medidas necesarias 
para establecer el enlace y la comunicación requerida para dar el debido seguimiento a las obligaciones 
adquiridas. 

DÉCIMO SEGUNDA. - FISCALIZACIÓN Y CONTROL. La fiscalización y control se realizará conforme  a 
lo siguiente: 

1. En ejercicio de sus atribuciones, la “SECRETARÍA”, por conducto de la USNE, supervisará y dará 
seguimiento a la operación del PAE en la OSNE, así como el debido cumplimiento de lo establecido 
en el presente Convenio de Coordinación y la Normatividad aplicable, y para tal efecto, solicitará al 
“EJECUTIVO DEL ESTADO” la información que corresponda. En caso de ser necesario, dará parte 
al Órgano Interno de Control en la “SECRETARÍA”, a la Secretaría de la Función Pública del 
Gobierno Federal y/o a las Instancias de Fiscalización Estatales que corresponda conforme a la 
Normatividad. 

2. El “EJECUTIVO DEL ESTADO” se obliga a sujetarse al control, auditoría y seguimiento de los 
recursos materia de este instrumento, que realicen las Instancias de Fiscalización y Control que, 
conforme a las disposiciones legales aplicables, resulten competentes. 

3. El “EJECUTIVO DEL ESTADO” se obliga a permitir y facilitar la realización de auditorías al ejercicio 
de los recursos y acciones que se llevan a cabo con recursos de crédito externo, para lo  cual la 
“SECRETARÍA”, a través de la unidad administrativa facultada para ello, establecerá la coordinación 
necesaria. 
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DÉCIMO TERCERA. - RELACIÓN LABORAL. “LAS PARTES” convienen que la relación laboral se 
mantendrá en todos los casos entre la parte contratante y su personal respectivo, aún en aquellos trabajos 
realizados en forma conjunta o desarrollados en instalaciones o equipo de cualquiera de las mismas y, de 
ningún modo, serán consideradas como patrones solidarios o sustitutos, por lo que las personas que contrate 
el “EJECUTIVO DEL ESTADO” con recursos asignados por la “SECRETARÍA”, no serán clasificados como 
trabajadores de esta última. 

DÉCIMO CUARTA. - TRANSPARENCIA Y PUBLICIDAD. La “SECRETARÍA”, conforme a lo dispuesto en 
el artículo 27, fracción I, inciso m), del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022; 
y en los artículos 70 y 71, de la Ley General de Transparencia y Acceso a la Información Pública, hará 
públicas las acciones desarrolladas con los recursos a que se refiere la cláusula QUINTA de este Convenio de 
Coordinación, incluyendo sus avances físico-financieros. El “EJECUTIVO DEL ESTADO” por su parte, se 
obliga a difundir al interior de la entidad federativa dicha información, en los términos de lo dispuesto por la 
Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Michoacán de Ocampo. 

“LAS PARTES” darán cumplimiento a la Normatividad respecto al resguardo y protección de información, 
así como al tratamiento de Datos Personales, que se generen en la OSNE con motivo de la operación del 
PAE, respectivamente. 

DÉCIMO QUINTA. - DIFUSIÓN. “LAS PARTES” se obligan, conforme a lo dispuesto en el artículo 27, 
fracción II, inciso a), del Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio Fiscal 2022, a que la 
publicidad que adquieran para la difusión del PAE, incluya, clara, visible y/o audiblemente, la siguiente 
leyenda: “Este programa es público, ajeno a cualquier partido político. Queda prohibido el uso para fines 
distintos a los establecidos en el programa”. 

DÉCIMO SEXTA. - VIGENCIA. El presente Convenio de Coordinación estará vigente durante el Ejercicio 
Fiscal 2022, y permanecerá así hasta en tanto se suscriba el correspondiente al del siguiente Ejercicio Fiscal, 
salvo lo dispuesto en las cláusulas QUINTA y SEXTA, respecto a la disponibilidad presupuestaria, y siempre 
que esa continuidad no se oponga, ni contravenga alguna disposición legal o normativa aplicable. 

La suscripción del presente Convenio de Coordinación deja sin efectos el “CONVENIO DE 
COORDINACIÓN PARA LA OPERACIÓN DEL PROGRAMA DE APOYO AL EMPLEO…” que suscribieron 
“LAS PARTES” el 31 de marzo de 2021 y que fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de 
septiembre del mismo año. 

DÉCIMO SÉPTIMA. - TERMINACIÓN ANTICIPADA. El presente instrumento jurídico podrá terminarse con 
antelación a su vencimiento, siempre que medie escrito de aviso por parte de la “SECRETARÍA”, por conducto 
del Titular de la Unidad del Servicio Nacional de Empleo, o por el “EJECUTIVO DEL ESTADO”, por conducto 
del Titular de la Secretaría de Desarrollo Económico, comunicando los motivos que la originan, con treinta 
días naturales de anticipación a la fecha en que se pretenda surta efecto la terminación, en cuyo caso, 
tomarán las medidas necesarias para evitar perjuicios tanto a ellas como a terceros, en el entendido de que 
las acciones iniciadas deberán ser concluidas y el “EJECUTIVO DEL ESTADO” se obliga a emitir un informe a 
la “SECRETARÍA”, en el que se precisen las gestiones de los recursos que le fueron asignados y ministrados. 

DÉCIMO OCTAVA. - INTERPRETACIÓN. “LAS PARTES” manifiestan su conformidad para que, en caso 
de duda sobre la interpretación de este Convenio de Coordinación, se observe lo previsto en la Normatividad 
para la ejecución del PAE. 

DÉCIMO NOVENA. - SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS. “LAS PARTES” convienen en que el presente 
instrumento jurídico es producto de la buena fe, por lo que toda duda o diferencia de opinión respecto  a la 
formalización, interpretación y/o cumplimiento, buscarán resolverla de común acuerdo, sin perjuicio de la 
competencia que corresponda a los Tribunales de la Federación, en términos de lo dispuesto por el artículo 
104, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

VIGÉSIMA. - PUBLICACIÓN. Con fundamento en lo dispuesto en el artículo 36, de la Ley de Planeación, 
el presente documento deberá ser publicado en el Diario Oficial de la Federación; por su parte, de acuerdo 
con el artículo 4°, de la Ley del Periódico Oficial del Estado de Michoacán de Ocampo, también deberá ser 
publicado en el Periódico Oficial del Gobierno Constitucional del Estado de Michoacán de Ocampo. 

Enteradas las partes del contenido y efectos legales del presente Convenio de Coordinación, lo firman de 
conformidad en seis tantos, a los 16 días del mes de mayo de 2022.- Por la Secretaría: Secretaria del Trabajo 
y Previsión Social, Luisa María Alcalde Luján.- Rúbrica.- Subsecretario de Empleo y Productividad Laboral, 
Marath Baruch Bolaños López.- Rúbrica.- Titular de la Unidad de Administración y Finanzas, Marco 
Antonio Hernández Martínez.- Rúbrica.- Titular de la Unidad del Servicio Nacional de Empleo, Rodrigo 
Ramírez Quintana.- Rúbrica.- Por el Ejecutivo del Estado: Gobernador Constitucional del Estado de 
Michoacán de Ocampo, Lic. Alfredo Ramírez Bedolla.- Rúbrica.- Secretario de Gobierno, Lic. Carlos Torres 
Piña.- Rúbrica.- Secretario de Finanzas y Administración, L.A.E. Luis Navarro García.- Rúbrica.- Secretario 
de Desarrollo Económico, Lic. Alfredo Anaya Orozco.- Rúbrica. 
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PODER JUDICIAL 
SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACION 

SENTENCIA dictada por el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Controversia 
Constitucional 12/2018, así como los Votos Particular y Concurrente de la señora Ministra Ana Margarita Ríos 
Farjat y Votos Particulares de los señores Ministros José Fernando Franco González Salas, Presidente Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea y Javier Laynez Potisek. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Suprema Corte de Justicia 
de la Nación.- Secretaría General de Acuerdos. 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 12/2018 
PROMOVENTE: MUNICIPIO DE GUADALUPE, ESTADO DE 
NUEVO LEÓN. 

MINISTRA PONENTE: YASMÍN ESQUIVEL MOSSA 
SECRETARIO: JOSÉ JUAN TORRES TLAHUIZO 
SECRETARIO AUXILIAR: RODRIGO ARTURO CUEVAS Y MEDINA 

VO.BO. 
MINISTRA: 

Ciudad de México. Acuerdo del Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
correspondiente al once de febrero de dos mil veintiuno. 

Cotejó 

VISTOS; Y 

RESULTANDO: 

PRIMERO. Presentación de la demanda, poderes demandados y actos impugnados. Por escrito 
recibido el veintidós de enero de dos mil dieciocho1, en la Oficina de Certificación Judicial y Correspondencia 
de esta Suprema Corte de Justicia de la Nación, José Francisco Reynado Cienfuegos Martínez y José Torres 
Durón, quienes se ostentaron como Presidente Municipal y Síndico Segundo, ambos del Municipio de 
Guadalupe, Estado de Nuevo León, promovieron controversia constitucional en contra del Poder Ejecutivo 
Federal, las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, y de los Poderes Legislativo y 
Ejecutivo, estos últimos de la citada entidad federativa, en la que impugnan: 

“NORMAS, ACTOS U OMISIONES CUYA INVALIDEZ SE RECLAMA.- Se constituyen 
por los actos impugnados desde la demanda de controversia constitucional 19/2017, 
ahora con motivo de su primer acto de aplicación consistentes en: 

1.- La iniciativa, discusión, aprobación, refrendo, sanción, promulgación y publicación 
de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano (en adelante la LGAHOTDU), expedida por el Congreso de la Unión, con 
motivo del primer acto de aplicación en perjuicio del Municipio que representamos, a 
través del Decreto Legislativo 312 (trescientos doce), expedido por el Congreso del 
Estado de Nuevo León, que contiene la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León 
(LAHOTDUNL), publicada en el Periódico Oficial del Estado el 27 (veintisiete) de 
noviembre del año 2017 (dos mil diecisiete). 

2.- La omisión por parte del Poder Ejecutivo Federal, de formular al Congreso General 
las observaciones (veto) a que se refiere el Apartado “A” del artículo 72 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, respecto a la referida ley 
impugnada; 

Asimismo, acudimos ante este Alto Tribunal a impugnar los siguientes actos y 
normas, con motivo de su publicación en el Periódico Oficial del Estado de Nuevo 
León: 

3.- La discusión, aprobación, refrendo, sanción, promulgación y publicación de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León (LAHOTDUNL), contenida en el Decreto Legislativo 312 (trescientos doce) 
del Congreso del Estado de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial del Estado 
el día 27 (veintisiete) de noviembre de 2017 (dos mil diecisiete). 

                                                 
1 Fojas 1 a 128 del expediente principal. 
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Se reclaman, además, las consecuencias directas o indirectas, mediatas o 
inmediatas, que de hecho o por derecho deriven o resulten de las normas y actos 
cuya invalidez se reclama, descritos con anterioridad.” 

SEGUNDO. Preceptos constitucionales que se estiman violados. La parte actora señaló como 
violentados los artículos 1o., 14, 16, párrafo primero; 17, 25, párrafos primero y tercero; 26, apartado A; 27, 
párrafos segundo y tercero; 29, 35, fracciones III y VIII; 36, fracción III; 39, 40, 41, párrafo primero; 49, 72, 73, 
fracción XXIX-C; 89, fracciones I y II; 90, 91, 92, 93, 115, párrafo primero y fracciones I, párrafo primero, II, 
párrafos segundo, tercero e incisos a), c), d) y e), III, incisos a), g), e i), V, VI y VIII; 116, párrafos primero y 
segundo, y fracciones III, V y VII; 124, 128, 133 y 136 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos. 

TERCERO. Conceptos de invalidez. La parte actora formuló los conceptos de invalidez que estimó 
pertinentes, los cuales se sintetizan como sigue: 

Impugnaciones dirigidas a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano. 

 PRIMERO. Falta de competencia del Congreso de la Unión para ampliar el objeto de la 
Ley General impugnada y regular de manera sustantiva lo relativo al ordenamiento 
territorial, uso del suelo y planificación urbana, en violación a los artículos 73, fracción 
XXIX-C, en relación con los diversos 40, 41, párrafo primero, 115, fracción V, incisos a), d), 
f) y h), y último párrafo, 124 y 133, todos de la Constitución Federal. 

El Congreso de la Unión carece de competencia para regular el contenido de las 
normas y políticas públicas locales y municipales (fundación, crecimiento, 
mejoramiento, consolidación y conservación, así como movilidad urbana) para ordenar el 
uso del territorio y fijar los criterios aplicables. 

A través de la Ley General impugnada, el Congreso de la Unión determina el contenido 
y alcance de las disposiciones locales en materia de planeación urbana, zonificación 
del territorio y la mezcla de usos de suelo, pues se arrogó la facultad de establecer que 
los Estados deben emitir disposiciones, por un lado, “para la asignación de usos de 
suelo y destinos compatibles”, “promoviendo la mezcla de usos de suelo del suelo 
mixtos”, y “procurando integrar las zonas residenciales, comerciales y centros de 
trabajo”; y por otro, “para la asignación de usos del suelo y destinos compatibles” y 
“para que se permitieran o consideraran compatibles los servicios públicos 
relacionados con la infraestructura de telecomunicaciones y de radiodifusión, con 
cualquier uso de suelo y para las zonas urbanizables y no urbanizables”. 

Por otra parte, la Ley General impugnada ordena que la zonificación secundaria que se 
previera en los planes o programas de desarrollo urbano municipal, debía obedecer a 
los siguientes criterios: 1) Que solo en las zonas de conservación se puede regular la 
mezcla de usos de suelo y sus actividades; 2) Que en las zonas que no se determinaran 
como de conservación, se deben permitir y considerar compatibles los usos 
residenciales, comerciales y centros de trabajo, quedando prohibido establecer una 
separación entre los mismos, siempre y cuando éstos no amenacen la seguridad, salud 
e integridad de las personas, o rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y 
electricidad o la movilidad; y 3) Que en las zonas que no se determinaran como de 
conservación, se deberá permitir la densificación en las edificaciones, siempre y 
cuando no se rebase la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la 
movilidad; caso en el cual los promotores o desarrolladores deberán asumir el costo 
incremental de recibir estos servicios. El Congreso Federal llega al extremo de establecer 
que las políticas y programas de movilidad deberán promover los usos del suelo 
mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad 
en las alturas y densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento. 

Así, el Congreso de la Unión, de manera injustificada, amplió el objeto de la ley, 
pretendiendo imponer, bajo el principio de jerarquía normativa, la orientación y el 
contenido de las políticas públicas urbanas locales y municipales (crecimiento, 
conservación, mejoramiento y consolidación), así como reglas y prohibiciones 
específicas relacionadas con la forma en que las autoridades de esos niveles de 
gobierno, ejerzan sus atribuciones constitucionales al expedir las leyes estatales, así 
como los planes y programas de desarrollo urbano municipales, reduciendo con ello 
el ámbito de libertad necesario para desarrollar sus competencias constitucionales. 
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Las competencias constitucionales del Municipio, en su aspecto sustantivo, constituyen 
la existencia de un margen de libertad política suficiente para cumplir con el objeto de 
su existencia y, por ende, configurar, en términos democráticos, los aspectos 
fundamentales y características particulares de su modelo de desarrollo urbano, 
tanto en el ejercicio de su potestad reglamentaria, como en el ámbito de la actividad 
técnica de planeación urbana, así como la administración y control del ordenamiento 
territorial y desarrollo urbano. 

El Congreso de la Unión, al expedir la Ley General impugnada, no se limitó a distribuir 
competencias entre los distintos ámbitos de gobierno que conforman al Estado Mexicano, 
sino que extralimitó su función delegada al materialmente legislar en materia de 
ordenamiento del territorio y el desarrollo urbano de los Municipios y sus 
respectivos centros de población, anulando el ámbito de libertad política y técnica 
necesario para que los Estados y Municipios puedan configurar su régimen interior, 
bajo los principios democráticos que inspiran el pacto federal y el sistema distribución de 
competencias. 

Al respecto, el Pleno de esa Suprema Corte de Justicia, al resolver el amparo en revisión 
120/2002, precisó que las leyes generales se encuentran por debajo de la Constitución 
Federal y los tratados internacionales, por lo cual debe tenerse en cuenta que así como los 
Estados y Municipios deben sujetar el ejercicio de sus funciones a los mandatos de la 
Carta Magna, también el Congreso de la Unión, por lo que, al expedir leyes generales, 
siempre debe respetar los principios o mandatos de optimización de ese Pacto 
Fundamental. 

El artículo 3 de la abrogada Ley General de Asentamientos Humanos, publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de julio de mil novecientos noventa y tres, 
preveía un catálogo de políticas públicas mediante el cual Estados y Municipios, o bien, 
coordinados entre sí, podían elegir, mezclar y prioriza, el ejercicio de sus atribuciones 
constitucionales en materia de ordenamiento territorial y desarrollo urbano. La existencia 
de ese catálogo garantizaba el margen de libertad política y jurídica necesario y 
suficiente para que los Estados y Municipios eligieran la orientación y aspectos 
fundamentales, mediante los cuales procurarían mejorar la calidad de vida de la población 
rural y urbana dentro de sus jurisdicciones territoriales. Así, se reflejaba un auténtico 
federalismo, en cuanto parte de la premisa implícita de que las diferencias existentes 
entre Municipios o centros de población, inclusive entre los Estados, exige preservar una 
variedad de alternativas para lograr la meta de mejorar la calidad de vida de la población 
rural y urbana, cuya elección concreta o priorización no podía ni convenía predeterminarse 
en una Ley General. 

En cambio, en la Ley General impugnada, contrario a la postura de prever un catálogo de 
estrategias, el Congreso de la Unión, abandonó dicha postura. 

La elección de estrategias, criterios o políticas públicas a implementar en un 
determinado Municipio o centro de población escapa del ámbito competencial y de la 
representación política y jurídica del Congreso Federal, pues para ello existen 
autoridades estatales y, principalmente, municipales, las cuales tienen la obligación de 
prestar los servicios a que se refiere la fracción III del artículo 115 constitucional. 

El artículo 73, fracción XXIX-C, constitucional, circunscribe la facultad del Congreso 
de la Unión únicamente a la materia de asentamientos humanos, sin incluir de 
manera sustantiva y exclusiva las materias de ordenamiento territorial, uso de suelo, 
desarrollo urbano, ni mucho menos movilidad o servicios públicos municipales 
(transporte público, agua, drenaje, alcantarillado, alumbrado). 

Al ser el Estado Mexicano una Federación y no un Estado unitario, el ordenamiento 
territorial debe respetar los principios del sistema federal, motivo por el cual, para 
considerar que el ordenamiento territorial y/o planificación del uso de suelo pudiera 
ser competencia del Congreso de la Unión, tendría que existir una facultad 
constitucional expresa, en términos de los artículos 40, 41, párrafo primero, 124 y 
133 constitucionales. 

La Organización de las Naciones Unidas para la Alimentación y la Agricultura identificado, 
en términos generales, como elementos comunes en todas las definiciones de 
ordenamiento territorial o de planificación del uso de suelo: i) la finalidad de un desarrollo 
equilibrado y la transformación física del espacio de acuerdo a una estrategia común; ii) el 
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planteamiento desde lo local hacia lo nacional; iii) la necesidad de un abordaje 
interdisciplinario e integrado; y iv) la consecuencia directa de la interrelación de 
competencias y potestades administrativas. Tales elementos coinciden con el espíritu del 
artículo 115 de la Constitución Federal y confirman la idea de que el Municipio es la piedra 
angular sobre la cual se construye la sociedad nacional, de manera que el planteamiento 
de las políticas públicas del desarrollo de los centros de población, deben partir 
desde lo local hacia lo nacional, bajo un esquema de articulación democrática efectiva 
de competencias constitucionales, que respete los principios del sistema federal y la 
autonomía municipal. 

Aun cuando el artículo 115, fracción V, primer párrafo, de la Constitución Federal, 
establece que las facultades de los Municipios serán ejercidas en términos de las leyes 
federales y estatales relativas, no puede perderse de vista que tales competencias 
siguen teniendo un carácter sustantivo por esa misma previsión constitucional, pues 
tanto las leyes federales, como las generales y locales, tienen todas definidas su objeto 
material conforme a la Constitución. 

En términos de los artículos 124 y 133 constitucionales, al referirse al diverso 115, fracción 
V, primer párrafo, a “leyes federales”, no se refiere en estricto sentido a la “ley general” en 
materia de asentamientos humanos ni al resto de “leyes generales”, sino a las leyes 
federales a que se contraen las fracciones X, XIII, XVI, XVII, XVIII y XIX del artículo 73 
constitucional, ello en la medida en que se relacionen en su aspecto sustantivo con 
las materias a que se refieren cada una de las competencias constitucionales a que 
se refiere el propio artículo 115, fracción V, del Magno Ordenamiento. 

En cambio, las leyes generales se relacionan de manera diferente con el ejercicio de las 
facultades establecidas en el artículo 115, fracción V, citado, pues éstas tienen por objeto 
articular las competencias constitucionales de los diferentes órdenes de gobierno, sin 
llegar al extremo de anular el aspecto sustantivo de las competencias 
constitucionales de los Estados y Municipios, en lo que corresponde a su 
jurisdicción territorial; es decir, sin cancelar el margen de libertad política necesaria para 
configurar su propio y particular contexto, ni la libertad para adoptar e implementar políticas 
públicas que estimen más convenientes en materia de ordenamiento territorial y desarrollo 
urbano de centros de población ubicados dentro de su jurisdicción. 

Por tanto, el objeto de la regulación de la Ley General impugnada resulta 
inconstitucional, por haber sido ampliado por el Congreso de la Unión, sin contar 
con facultades expresas para tal efecto, invadiendo, restringiendo y anulando el aspecto 
sustantivo de las competencias constitucionales expresamente conferidas a los Municipios, 
al grado de distorsionar el sistema federal de distribución de competencias y provocar un 
deficiente e incorrecto desempeño de los Ayuntamientos como órganos de representación 
política en el ámbito del gobierno municipal y de las comunidades locales, en lo que se 
refiere al ordenamiento territorial y uso del suelo, así como la planificación urbana. 

 SEGUNDO. La Ley General impugnada, expedida por el Congreso de la Unión, viola 
la forma del Estado Federal, al no dejar margen de libre apreciación a los Estados y 
Municipios para que, atendiendo a sus particularidades, apliquen sus propias 
políticas urbanas y establezcan las normas y actuaciones urbanísticas necesarias 
para cumplir con los fines esenciales de la materia, previstas en el párrafo tercero 
del artículo 27 de la Constitución Federal. 

El Congreso Federal no se limita al cumplimiento estricto de una función delegada por el 
Poder Constituyente, ni satisface los principios constitucionales de certeza y seguridad 
jurídica, para justificar la invasión de la competencia municipal en materia de ordenamiento 
territorial de los asentamientos humanos y de desarrollo urbano, en lo que concierne a su 
régimen interior y jurisdicción territorial. 

El ordenamiento territorial y la consecuente regulación del uso de suelo y sus 
compatibilidades, como instrumento de planificación del desarrollo, exige el ejercicio de 
una potestad administrativa previamente conferida a un determinado órgano o 
entidad; en la medida en que es necesario que el mismo sea resultado de un proceso 
técnico-administrativo que sirva para orientar el más adecuado desarrollo y 
localización de actividades económicas y sociales en un espacio determinado. 
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En este esquema, existen diversas variables físicas, medioambientales y 
socioeconómicas que los urbanistas y otros especialistas requieren tomar en cuenta para 
sugerir las políticas públicas más adecuadas en un contexto particular específico, que, por 
lo mismo, no pueden aplicarse en forma generalizada para todos los Municipios o 
centros de población. 

Por ello es que, en el ámbito de concurrencia de los tres órdenes de gobierno en materia 
de asentamientos humanos, la ley que expide el Congreso de la Unión, en términos del 
artículo 73, fracción XXIX-C, constitucional, sólo puede establecer una regulación 
básica o estructural (de eficacia delimitativa), para posibilitar que los órdenes de 
gobierno locales y municipales desarrollen sus propias potestades constitucionales. 

 TERCERO. Las políticas de flexibilizar la mezcla de los usos de suelo y la 
densificación de los centros de población como medios para hacer más eficiente el 
aprovechamiento del territorio, contrario a lo que supuso la exposición de motivos 
de la iniciativa de la Ley General impugnada, no son nuevas ni eran incompatibles 
con la abrogada Ley General de Asentamientos Humanos. La Ley General impugnada 
establece criterios de la máxima flexibilización en la mezcla de usos de suelo y la máxima 
densificación de población y de construcciones que deben obedecerse, con lo cual 
impone y regula a detalle los criterios que deben imperar en la ordenamiento 
territorial de asentamientos humanos y la planeación del desarrollo urbano, 
coartando la libertad de los Poderes locales y los Ayuntamientos para configurar su 
respectivo régimen interior en el ámbito de sus competencias, sin considerar las 
necesidades particulares, preferencias y características políticas, sociales, históricas, 
económicas, biogeográficas, poblaciones y urbanísticas de cada Estado y Municipio. 

Lo anterior, siendo que definir y detallar objetivos específicos, políticas públicas 
individuales y estrategias particulares, implica el ejercicio de facultades administrativas 
discrecionales cuyo ejercicio debe estar orientado por la libre apreciación de las 
circunstancias y necesidades particulares de cada localidad. 

Por lo menos en lo que se refiere al Área Metropolitana de Monterrey y al centro de 
población localizado en el Municipio actor, los instrumentos normativos expedidos al 
amparo de la abrogada Ley General de Asentamientos Humanos, avanzaron bajo la 
línea de pensamiento de que resulta necesario hacer más eficiente el 
aprovechamiento del territorio, flexibilizando en algunas zonas o distritos la mezcla 
de los usos del suelo y la densificación de los centros de población. 

Los instrumentos normativos invocados procuran la implementación de políticas de 
flexibilización de la mezcla de los usos de suelo y la densificación de los centros de 
población como medios para hacer más eficiente el aprovechamiento del territorio, de 
manera racional y democrática, por zonas o áreas estratégicas, también llamados 
distritos o polígonos de actuación, con la participación directa de los ciudadanos 
interesados, bajo los principios que inspiran los modelos de democracia 
participativa y deliberativa. 

Asimismo, tampoco restringen ni anulan el margen de libertad necesario para que 
cada gobierno municipal pueda realizar por sí mismo la apreciación y evaluación de 
las circunstancias particulares de cada centro de población y de los intereses y/o 
preferencias de sus habitantes, para elección de las políticas públicas de desarrollo 
urbano que se estimen convenientes o necesarias en un momento determinado. 

La abrogada Ley General no excluía otras alternativas, ni imponía el criterio de que la 
única opción viable era permitir indiscriminadamente en todo el país la mezcla de 
todos los usos de suelo y la máxima densificación en todas las zonas o distritos de 
todos los centros de población. 

Con la Ley General impugnada, todas las políticas públicas deben tender a la 
consolidación de los centros de población y a la no restricción de la voluntad de los 
propietarios o poseedores de los predios, terrenos o lotos en el aprovechamiento de 
los mismos, sin importar los intereses y/o preferencias de los habitantes de cada 
centro de población o ciudad (criterio bajo el cual pretende diluir la función social que el 
artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, le atribuye al derecho de  propiedad 
privada). 
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La Declaración de Estambul sobre Asentamientos Humanos y Programa de Hábitat, como 
la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Sostenibles para Todos; la Ley 
de Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, el Plan Metropolitano 2000-2021 de 
Desarrollo de la Zona Conurbada de Monterrey y el Plan de Desarrollo Municipal del 
Municipio actor, permiten comprender que a nivel internacional, regional y local se ha 
considerado conveniente y oportuno adoptar políticas públicas que permiten 
flexibilizar las normas urbanísticas que regulan la mezcla de los usos de suelo y la 
densificación de centros de población. 

Así, en el ámbito local y municipal se han ejercido potestades públicas atendiendo a 
las particularidades y características propias de esta zona metropolitana y de los 
centros de población que la integran, siguiendo el mecanismos de participación 
ciudadana denominado “consulta pública” previsto por la propia Ley General 
abrogada, para la expedición de dicha clase de criterios normativos, y circunscribiendo la 
implementación de esa clase de políticas de flexibilización a “zonas o áreas estratégicas” 
o “distritos de desarrollo específicos o políticos de actuación”, para el crecimiento 
ordenado de cada una de esas categorías de asentamientos humanos. 

Así, las impugnaciones hechas valer se relacionan estrechamente con las 
limitaciones impuestas en la Ley General impugnada a la participación ciudadana, 
que pretenden reducirla a meros actos testimoniales o de acompañamiento sin la fuerza 
política y jurídica suficiente para incidir positivamente en la toma de decisiones de las 
autoridades políticas democráticamente elegidas en los Estados y Municipios, en lo que al 
régimen interior del desarrollo urbano concierne. 

Debe analizarse el contenido y alcance de los artículos 1, en todas sus fracciones, 
especialmente la número IV, 2, fracciones VIII, XIV y XXI, 3, en todas sus fracciones, 
particularmente VI, VII, XV y XVIII, 5, fracciones I y V, 6 y 7, en todas sus fracciones, 
particularmente I y II, 8, fracciones III, XI y XII, 9, fracciones I, III, X, XII, XIII y XIV, 11, 
especialmente el segundo párrafo, 12, 14, 15, 16, 27, 28, 31, 32, en todas sus fracciones, 
particularmente I y VII, 33, fracciones III y IV, 34, 35, en todas sus fracciones, 
particularmente I, II, III, IV, V y VI, 48, 49, en todas sus fracciones, especialmente I, II, III y 
VII, y 50 de la ahora abrogada Ley General de Asentamientos Humanos; y 1, 
especialmente la fracción IV, 3, fracciones XII, XIX, XXXVI, XXXVIII, XXXIX y XL, 4, 5, 6, 7, 
8, 9, 10, especialmente las fracciones II y XX, 11, especialmente las fracciones I, III, XI, 
XVII, XIX y XXI, 22, 23, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 32, último párrafo, 34, especialmente las 
fracciones IV y VI, 37, 38, 40, 41, 44, 47, 52, especialmente las fracciones I, II y VII, 53, 
especialmente las fracciones IV y VI, 54, fracción IV, 59, 60, fracciones VII y IX, 71, 
fracciones I y II, 76, párrafo primero, y 93 de la Ley General impugnada. 

Mientras que la Ley General impugnada restringe y anula el ámbito de libertad política y 
jurídica de las autoridades locales y municipales para la construcción de sus respectivos 
ordenamientos jurídicos en materia de asentamientos humanos y de desarrollo urbano; por 
otro lado, reduce la participación ciudadana y vecinal al mero análisis y reflexión de 
la problemática urbana, por lo que ahora los ciudadanos y vecinos no pueden hacer ni 
exigir a las autoridades locales, propuestas significativas en aspectos relevantes como la 
determinación y control de la zonificación, a los usos y destinos de áreas y predios de los 
centros de población, ni la construcción y mejoramiento de la vivienda interés social y 
popular, en comparación con los derechos que comprendía la participación 
ciudadana en la abrogada Ley General de la materia. 

De tal suerte que, bajo la Ley General impugnada, los artículos 1, 39, 40, 41, 49, 115 y 133 
constitucionales carecerían de eficacia democrática, pues aún y cuando en los gobiernos 
locales y municipales existan autoridades políticas integradas por representantes elegidos 
democráticamente por los ciudadanos habitantes de cada entidad o Municipio; los 
principios, mandatos y obligaciones que derivan de dichos preceptos constitucionales y que 
deben regir la actuación de las autoridades estatales o municipales, quedarán sujetos a 
dicha Ley General. 

En el contexto normativo de la abrogada Ley General de la materia, en términos de su 
artículo 35, las competencias de los Municipios previstas en los incisos a) y d), y penúltimo 
párrafo de la fracción V del artículo 115 constitucional, significaban la obligación de 
determinar: 1) las áreas que integran y delimitan los centros de población; 2) los 
aprovechamientos predominantes en las distintas zonas de los centros de población; 3) los 
usos y destinos permitidos, condicionados y prohibidos; 4) las disposiciones aplicables a 
los usos y destinos condicionados; 5) la compatibilidad entre los usos y destinos 
permitidos, así como 6) las densidades de población y construcción, entre otras. 
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Con la Ley General impugnada, conforme a su artículo 59, las facultades de planeación, 
zonificación, autorización de usos de suelo y de reglamentación, son reducidas y 
prácticamente anuladas mediante las obligaciones de: 1) regular la mezcla de usos de 
suelo en las zonas de conservación; 2) de considerar compatibles y, por tanto, de “no 
separar” los usos de suelo residenciales, comerciales y centros de trabajo; 3) de permitir la 
densificación en las edificaciones; y 4) de garantizar la consolidación de una red coherente 
de vialidades primarias, dotación de espacios públicos y equipamientos suficientes y de 
calidad. 

Lo anterior, en el entendido de que a través de la abrogación de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, se eliminó la obligación a cargo de las legislaturas de 
expedir disposiciones para determinar la proporción que debía existir entre las áreas 
verdes y las edificaciones destinadas a la habitación, servicios urbanos y 
actividades productivas; es decir, de normas que salvaguardan la adecuada mezcla de 
usos de suelo que debían procurar los Municipios en el ejercicio de sus facultades de 
planeación, zonificación, asignación de usos de suelos o aprovechamientos predominantes 
para cada zona de los centros de población, y de reglamentación, mediante el 
establecimiento de usos y destinos permitidos, condicionados y prohibidos, de las 
disposiciones aplicables a los usos y destinos condicionados, a la compatibilidad entre los 
usos y destinos permitidos, así como a las densidades de población y construcción, entre 
otras. 

Tal eliminación obedece a la intención de que no exista más una separación o 
mezcla adecuada entre usos de suelo predominantes, compatibles, condicionados y 
prohibidos, no obstante que la existencia de estas categorías normativas no impide la 
mezcla de usos de suelo, ni son contrarias a los principios de derecho a la propiedad 
urbana, coherencia y racionalidad, productividad y eficiencia o accesibilidad universal y 
movilidad, que introduce la Ley General impugnada. 

 CUARTO. Violaciones al proceso legislativo de la Ley General impugnada, que 
derivan del principio democrático y del sistema de representación política. Las 
Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión aprobaron los 
respectivos dictámenes de las Comisiones Legislativas sin observar las formalidades 
esenciales que exige el principio democrático contemplado en el artículo 72, en relación 
con los diversos 39, 40 y 41 de la Constitución Federal y que prescribe el Reglamento del 
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, a fin de dar 
estudio y publicidad debidos para la auténtica discusión democrática a los 
dictámenes respectivos que contenía los proyectos de la Ley General impugnada. 

De la revisión del proceso legislativo se puede advertir que ninguna de las Cámaras del 
Congreso de la Unión turnó la iniciativa y minuta con proyecto de dicha Ley General 
a sus respectivas Comisiones de Puntos Constitucionales; de manear que los 
diputados y senadores encargados de estudiar y dictaminar no estuvieron en condiciones 
de participar en la discusión democrática del proyecto de ley respectivo. 

Además, no existe constancia de que los Presidentes de las Comisiones Legislativas 
de la Cámara de Diputados que sí participaron en el estudio y dictamen de la minuta con 
proyecto de la Ley General impugnada, hayan citado con la debida oportunidad a los 
integrantes de las Comisiones respectivas a la sesión donde finalmente se aprobó el 
dictamen correspondiente. 

Asimismo, es claro que tanto en la Cámara de Diputados, como en la de Senadores, se 
discutieron y aprobaron en las sesiones de doce y trece de octubre de dos mil 
dieciséis, los respectivos dictámenes con el proyecto de la Ley General impugnada, sin 
haberse remitido a todos los diputados y senadores tales dictámenes para su 
conocimiento y estudio, sin haberse publicado tales dictámenes con la anticipación 
debida en las gacetas parlamentarias correspondientes, y sin encontrarse listados en el 
orden del día de cada una de dichas sesiones públicas la lectura ni la discusión de 
los mismos. 

En el caso de la Cámara de Senadores, las Comisiones involucradas supuestamente 
sesionaron, sin que exista constancia fehaciente de ello, el trece de octubre de dos 
mil dieciséis, mismo día que les fue turnada con modificaciones la minuta con proyecto de 
ley remitida por la Cámara de Diputados, sin que mediara convocatoria o cita de sus 
respectivos presidentes, elaborando un supuesto dictamen sobre dicha minuta, respecto 
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del cual no existe constancia de que fuera remitida por el Presidente de la Mesa 
Directiva de esa Cámara de Origen para que finalmente se discutiera y aprobara el 
mismo día trece de octubre de dos mil dieciséis. 

Así, los diputados y senadores que finalmente aprobaron la Ley General impugnada, no 
tuvieron ni se dieron tiempo suficiente para leer y comprender los alcances 
normativos de dicha ley, lo que irresponsablemente anuló cualquier posibilidad real de 
generar discusión pública y auténticamente democrática que exige el artículo 72 
constitucional. 

Tan evidente fue la violación, que el doce de octubre de dos mil dieciséis, un 
integrante de la Cámara de Diputados, Juan Romero Tenorio, interpuso una moción 
suspensiva para que el dictamen que contenía el proyecto de la Ley General impugnada 
fuera devuelto a Comisiones y existiera la posibilidad de atender las omisiones y 
contradicciones de dicha ley;  moción suspensiva donde con evidente razón se alegó que 
ninguno de los diputados presentes había tenido oportunidad de leer el dictamen 
que se pretendía aprobar sin mayor discusión ese mismo día, pues ese dictamen, se 
afirmó, había sido presentado ese mismo día doce de octubre de dos mil dieciséis a la 
Comisión Legislativa correspondiente, apenas a las nueve de la mañana. 

Ahora, la moción suspensiva señalada fue desechada por votación económica de la 
mayoría de los diputados presentes; sin embargo, no se brindaron razones para 
justificar esa decisión, no obstante que esa moción suspensiva se encontraba 
relacionada con el trámite del asunto (proyecto de la ley impugnada), que no se encontraba 
listado en el orden del día de esa sesión pública ni para su lectura ni discusión, y respecto 
del cual no se alegó ni se justificó que fuera un caso de urgente u obvia resolución, 
calificados por el voto de las dos terceras partes de los presentes, en términos de lo 
previsto en los artículos 59 y 60 del Reglamento Interior del Congreso General de los 
Estados Unidos Mexicanos. 

Impugnaciones dirigidas a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León. 

 QUINTO. La facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de 
los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la 
autonomía municipal y subordina al Municipio a dicho Poder. Los artículos 9, fracción 
IX, 11, fracción I, y 56, de la Ley local impugnada establecen la facultad del Gobernador 
para ordenar la publicación en el Periódico Oficial local e inscripción en el Registro Público 
de la Propiedad, de los planes y programas de desarrollo urbano, incluidos los municipales, 
lo cual vulnera la autonomía de los Municipios en el ejercicio de su potestad de 
formular, aprobar y administrar sus planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación 
de su territorio, así como para expedir los reglamentos y demás disposiciones 
administrativas de observancia general, en términos de la fracción V, inciso a), y último 
párrafo del artículo 115 constitucional; lo que conduciría a que el Municipio se viera 
impedido o entorpecido para concluir el proceso de expedición de las normas que integran 
el orden jurídico municipal en materia de desarrollo urbano. 

Lo anterior, siendo que ni la Constitución Federal ni la local de Nuevo León prevén 
competencia a favor del Ejecutivo de la entidad federativa que lo habilite para que emita 
ese tipo de órdenes, lo cual distorsiona el sistema de distribución de competencias 
constitucionales. 

El Pleno de esa Suprema Corte de Justicia de la Nación ha precisado que si con motivo de 
la distribución de funciones establecida por el Constituyente local se provoca un deficiente 
o incorrecto desempeño de uno de los poderes de la entidad federativa, tal situación 
transgrede el principio de división de poderes. 

 SEXTO. La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto 
de plan o programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea 
anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y 
lo subordina al Gobierno local. Los artículos 10, fracción IV, 11, fracción I, 52 y 56, de la 
Ley local impugnada establecen que la etapa de verificación de congruencia por parte del 
Gobierno del Estado debe ser anterior a la etapa de aprobación definitiva del proyecto final 
de plan o programa de desarrollo urbano municipal por parte del Ayuntamiento, lo que 
viola la autonomía del Municipio en ejercicio de su potestad de formular, aprobar y 
administrar sus planes de desarrollo urbano municipal y zonificación de territorio, previsto 
en la fracción V, inciso a), último párrafo del artículo 115 constitucional. 
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Resulta ocioso e ilógico que la etapa de verificación de congruencia de un plan o programa 
de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, con los demás instrumentos 
normativos que integren el sistema estatal de planeación urbana tenga lugar previo a la 
aprobación oficial y/o definitiva de tales instrumentos por parte del Ayuntamiento; ya que en 
ese supuesto no puede considerarse que exista una manifestación definitiva de voluntad 
por parte del órgano constitucionalmente facultado, respecto a su aprobación oficial y/o 
definitiva. 

Tal previsión viola el principio de división de poderes, puesto que representa una 
intromisión injustificada del Gobierno local en el desarrollo de una competencia del 
Municipio, que a su vez conduce a una dependencia y subordinación frente al pretendido 
dictamen de congruencia de un simple proyecto que no ha sido siquiera analizado por el 
Ayuntamiento a la luz de la participación ciudadana y vecinal. 

Además, con tal previsión se transgrede lo previsto en el artículo 44 de la Ley General 
de Asentamientos Humanos, que establece que la etapa de verificación de 
congruencia es posterior a la aprobación del plan o desarrollo urbano municipal por 
parte de los Ayuntamientos. 

 SÉPTIMO. La previsión de que el Gobierno local califique que el programa de 
desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la 
materia y el procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal. El 
artículo 53, fracción IX, de la Ley local impugnada, establece que el objeto del dictamen de 
congruencia que emita el Gobierno local no solo implica la evaluación del proyecto de plan 
o programa de desarrollo urbano y/o zonificación del territorio municipal, en comparación 
con los planes o programas que integren el nivel superior de planeación en el Sistema 
Estatal de Planeación, sino también calificar si cumple con las normas contenidas en la 
ley de la materia y con el procedimiento de consulta popular; lo que vulnera la 
autonomía municipal en el desarrollo de sus facultades de formular aprobar y administrar 
tales planes, prevista en la fracción V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 
constitucional. 

Lo anterior es intromisión del Ejecutivo local en los procesos de planeación urbana 
municipal y genera dependencia y subordinación municipal, al permitir incluso al 
Gobierno estatal objetar la legitimidad del proceso de consulta pública o calificar la 
validez de las disposiciones de tales planes y programas. 

Conforme a la jurisprudencia P./J. 17/2011, de rubro: “ASENTAMIENTOS HUMANOS. 
LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL 
CONTEXTO DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE LA 
MATERIA”, el requisito concerniente a la obtención del dictamen de congruencia por parte 
de los Municipios como condición previa para estar en aptitud de ordenar la publicación e 
inscripción de un plan o programa de desarrollo urbano municipal que hubieren aprobado, 
se inscribe en el contexto del Sistema Nacional de Planeación del Desarrollo Nacional 
y, en particular, en el Sistema Estatal de Planeación Urbana; por tanto, el dictamen de 
congruencia debe circunscribirse a la verificación de la congruencia de los aspectos 
técnicos de las políticas públicas concernientes al ámbito de la planeación urbana, 
en la medida en que se relacionen con los niveles superior del sistema estatal de 
planeación urbana, pero únicamente bajo criterios de congruencia, coordinación y 
ajuste, no de validez. 

Además, tal previsión transgrede los artículos 10, fracción VII y 44 de la Ley General 
de la materia, que establece la delimitación del objeto del dictamen de congruencia, 
siendo que corresponde a las entidades federativas, analizar y calificar la congruencia y 
vinculación con la planeación estatal, a través de dictámenes de congruencia estatal; y al 
Ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de desarrollo urbano, debe 
consultar a la autoridad competente local sobre la apropiada congruencia, coordinación y 
ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. 

 OCTAVO. La previsión de que los planes y programas de desarrollo urbano entren 
en vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el Periódico 
Oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de razonabilidad y 
proporcionalidad, y genera subordinación al Ejecutivo local. El artículo 57 de la Ley 
local impugnada establece que la entrada en vigor de los planes y programas de desarrollo 
urbano ocurrirá a los treinta días hábiles posteriores a su publicación en el Periódico Oficial 
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de la entidad federativa, lo cual viola la autonomía municipal reconocida en la fracción V, 
inciso a), y último párrafo del artículo 115 constitucional, para fijar la fecha de entrada en 
vigor de dichos instrumentos normativos en sus artículos transitorios, siempre que no se 
disponga su aplicación retroactiva. 

Tal previsión conlleva a la intromisión del Congreso del Estado en la configuración del 
orden jurídico municipal y en el proceso de planeación y administración urbana del 
Municipio, y produce una dependencia y subordinación a una previsión no esencial que 
requiera ser homogeneizada en la totalidad del territorio local. 

Además, contraviene los principios de razonabilidad y proporcionalidad contenidos 
en los artículos 14 y 16 constitucionales, porque no existe motivo que justifique 
condicionar la eficacia jurídica de la publicación y el inicio de la vigencia normativa de los 
planes y programas de desarrollo urbano municipal. 

Máxime que el artículo 78 de la Constitución de Nuevo León, dispone que toda ley 
obliga desde el día de su publicación, sino es que la misma ley dispone otra cosa; en tanto 
que los diversos 3 y 4 del Código Civil local, señalan que las leyes, reglamentos, 
circulares o cualquiera otras disposiciones de observancia general, obligan y surten efectos 
tres días después de su publicación en el Periódico Oficial, sin perjuicio de que si la ley, 
reglamento, circular o disposición de observancia general, fija el día en que debe comenzar 
a regir, obliga desde ese día, con tal de que su publicación haya sido anterior. Inclusive, el 
artículo 222, párrafo tercero, de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo 
León, dispone que para que surtan efectos jurídicos los reglamentos y acuerdos de 
observancia general, aprobados por los Ayuntamientos, basta el simple hecho de que 
aparezcan publicados en el Periódico Oficial del Estado, y que si el documento publicado 
indica la fecha a partir de la cual debe entrar en vigor, los efectos jurídicos surten desde la 
fecha indicada. 

 NOVENO. Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del 
Estado, transgreden la autonomía municipal y generan subordinación al Ejecutivo 
local. Los artículos 3, fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 50, último párrafo, y 
328, de la Ley local impugnada facultan a la citada Secretaría para que: 1) expida normas 
técnicas en materia de patrimonio cultural inmueble; 2) emita criterios y normas técnicas de 
desarrollo urbano, normas sísmicas, planeación urbana, manejo de aguas pluviales, 
construcción, equipamiento, “entre otras”; y 3) establezca y vigile el cumplimiento de la 
normatividad técnica para regular el espacio público y la protección a la imagen y estética 
urbana en acciones inherentes a la localización e instalación de anuncios fijos o móviles, 
pantallas electrónicas y estructuras para la colocación de publicidad en el espacio público y 
privado dentro del Estado; lo que viola las fracciones II, párrafo segundo, y V, inciso a), y 
último párrafo, del artículo 105 constitucional. 

Los preceptos impugnados rebasan el objeto constitucional del tipo de ordenamiento al que 
pertenecen, inclusive el delimitado por la Ley General de la materia, que es la de sentar las 
bases normativas, formalidades, principios, procedimientos y requisitos conforme a los 
cuales los Municipios desarrollarán sus potestades normativas y administrativas. 

Tales normas generan una distorsión en el sistema de competencias constitucional, 
así como la concentración o consolidación del poder en el Ejecutivo local, porque 
asigna a sus dependencias administrativas funciones normativas y administrativas no 
previstas en el orden constitucional ni en la Ley General de la materia; no obstante que se 
relacionan íntimamente con la competencia municipal que reconocen las fracciones II, 
párrafo segundo, y V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 constitucional, lo que 
produce una intromisión, dependencia o subordinación municipal hacia ese poder. 

 DÉCIMO. La facultad del Congreso local para crear al Organismo de Planeación 
Urbana de la Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal. Los 
artículos 20, párrafo segundo, y Décimo Transitorio, párrafo segundo, de la Ley local 
impugnada prevén la creación de dicho organismo, lo cual vulnera la facultad del 
Municipio para acordar o convenir libremente esquemas de asociación, coordinación 
y/o colaboración con el Gobierno local y el resto de los Municipios de la zona 
metropolitana referida, para la creación y/o constitución de dicho organismo, o para 
el ejercicio conjunto de la función de planeación urbana, según lo previsto en los 
artículos 115, fracciones II, párrafo primero, III, párrafo tercero, y VI, y 116, fracción VII, 
segundo párrafo, de la Constitución Federal. 
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Atendiendo a los referidos preceptos constitucionales, los Poderes Ejecutivos locales y los 
Ayuntamientos pueden celebrar convenios de asociación, coordinación y/o colaboración, 
para el ejercicio o gestión conjunta de determinadas funciones públicas o la prestación de 
ciertos servicios públicos, entre las cuales se encuentra la planeación urbana. 

Ni en la Constitución Federal ni en la local de Nuevo León, ni en la Ley General de la 
materia, se contempla en forma expresa la facultad de las legislaturas locales para crear 
organismos descentralizados que desarrollen la función pública de planeación urbana o de 
gestión de las demás funciones o servicios públicos municipales. 

Cabe destacar que el artículo 157 de la Ley de Gobierno Municipal local establece que el 
Municipio, previa aprobación de su Ayuntamiento, podrá convenir y acordar con otros 
Municipios, los gobiernos local y federal, la coordinación que se requiera, a efecto de 
participar en la planeación y programación del desarrollo municipal, en la ejecución de 
acciones conjuntas para cumplir con los fines de la administración pública municipal. 

A su vez, el diverso 158 del mismo ordenamiento, señala que el Municipio podrá celebrar 
convenios de coordinación o colaboración administrativa con otros o varios 
Municipios, con los gobiernos estatal y federal, para la constitución y el funcionamiento de 
Concejos Intermunicipales de Colaboración para la planeación y ejecución de programas y 
acciones de interés mutuo; para la adquisición en común de materiales, equipo e 
instalaciones para los servicios municipales, la adquisición de bienes y servicios por medio 
de convenios marco o compras consolidadas que le representen mejores condiciones de 
compra; la contratación en común de servicios de información, servicios de mantenimiento 
o de asesoría especializada; la ejecución y el mantenimiento de obra pública; y las demás 
que consideren convenientes, en cumplimiento de las disposiciones constitucionales y 
legales respectivos. 

Por su parte, el artículo 159 de la Ley de Gobierno Municipal citada, dispone que los 
Municipios podrán suscribir convenios de coordinación (que son aquellos que tienen 
por objeto la colaboración interinstitucional para mejorar la prestación de un servicio 
público o el ejercicio de una función, sin que ninguna de las partes ceda a la otra la 
atribución, en todo o en parte, respecto de la materia correspondiente); y convenios de 
asociación con objeto común (que son aquellos en los que las partes se proponen a 
prestar un servicio público o ejercer alguna de sus funciones de manera conjunta, creando 
para tal efecto un organismo paramunicipal en el cual las partes depositen la totalidad de 
las atribuciones que les correspondan, en términos del acuerdo que al efecto adopten). 

 DÉCIMO PRIMERO. El Congreso local viola la forma del Estado Federal y la 
autonomía municipal, pues al ampliar el objeto de la Ley local impugnada, no deja 
margen de libre apreciación a Municipios para que, atendiendo a sus 
particularidades, apliquen sus propias políticas urbanas y establezcan las normas y 
actuaciones urbanísticas necesarias para cumplir con los fines esenciales de la 
materia, previstas en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Federal. Los 
artículos 1, fracciones I, II, III y IV; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII, 79, fracción III, 
86 y 111 de la Ley local impugnada, violan el artículo 124 constitucional, en relación con 
los diversos 10, fracción I, y 52, fracciones I y VII, de la Ley General de la materia, así 
como el 115, fracción V, incisos a), d) y f) de la Constitución Federal, pues el Congreso de 
Nuevo León, al ampliar el objeto de la Ley, vulnera la forma de Estado Federal 
(descentralización del poder público). 

El objeto de la Ley local impugnada fue ampliado de manera novedosa y atribuye al 
Congreso local facultades de fijar normas para ordenar el uso del territorio y para 
fijas criterios que le permitieran intervenir de forma directa en la definición en el ámbito 
de la planeación urbana y políticas urbanas (fundación, crecimiento, mejoramiento, 
consolidación y conservación). Ese cambio de objeto llevó al Congreso local a regular 
aspectos y destalles nunca antes abordados en la historia de las leyes estatales en materia 
de asentamientos humanos. 

La ampliación del objeto llevó al Congreso estatal que podía determinar el contenido y 
alcance que los Municipios debían dar a las disposiciones concernientes a la 
planeación urbana, zonificación la del territorio y regulación de la mezcla de  usos 
del suelo. 
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El Congreso local se atribuyó competencia para establecer que la zonificación que se 
previera en los plantes o programas de desarrollo urbano municipal, debía obedecer a los 
criterios: 1) Que solamente en las zonas de conservación se puede regular la mezcla de 
usos de suelo y sus actividades; 2) Que en las zonas que no se determinaran como de 
conservación, se deben permitir y considerar compatibles los usos residenciales, 
comerciales y centros de trabajo, quedando prohibido establecer una separación 
entre los mismos, siempre y cuando éstos no amenacen la seguridad, salud e integridad 
de las personas, o rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o 
la movilidad; y 3) Que en las zonas que no se determinaran como de conservación, se 
deberá permitir la densificación en las edificaciones. 

El Congreso local, con la ampliación del objeto de la ley, llega al extremo de establecer que 
las políticas y programas de movilidad deberán promover los usos del suelo mixtos, 
la distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad en las 
alturas y densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento 

Así, ignoró deliberadamente que actúa como poder constituido y no Constituyente, lo que 
le obliga a respetar los límites de su facultad legislativa, acorde con los artículos 40, 41, 
párrafo tercero, 115, fracción V, incisos a), d) f) y h), 124 y 133 de la Constitución Federal. 

El Poder Legislativo local no debió guiarse enteramente por la Ley General de la 
materia, porque su conducta debe siempre respetar los principios fundamentales o 
mandatos de optimización del pacto fundamental. 

Con lo anterior, se agotó y anuló el ámbito de libertad política y técnica para que los 
Municipios puedan configurar su régimen interior bajo los principios democráticos 
que inspiran el pacto federal y el sistema de distribución de competencia 
constitucionales; pues de manera injustificada amplió el objeto de la Ley estatal 
impugnada, pretendiendo imponer bajo el principio de jerarquía normativa, la orientación y 
contenido de las políticas públicas de ordenamiento territorial y urbanas (crecimiento, 
conservación, mejoramiento y consolidación), así como reglas y prohibiciones específicas 
relacionadas con la forma en que pretende que las autoridades municipales ejerzan sus 
atribuciones al expedir planes y programas de desarrollo urbano municipal, al grado de 
prescribir un único modelo de desarrollo urbano, de total flexibilización, para que 
prevalezca en todos y cada uno de los Municipios y centros de población, sin 
importar sus contextos particulares y la opinión de las comunidades locales y 
regionales. 

 DÉCIMO SEGUNDO. Falta de competencia del Congreso de Nuevo León para regular 
de manera sustantiva y fijar criterio en lo relativo al ordenamiento territorial, uso del 
suelo, desarrollo urbano, planificación urbana municipal (fundación, crecimiento, 
mejoramiento, consolidación y conservación), así como zonificación y movilidad urbana. 

El Congreso estatal no se encuentra constitucionalmente habilitado para establecer que las 
políticas y programas de movilidad deberán promover los usos de suelo mixtos, la 
distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y 
densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de estacionamiento. 

Lo anterior, porque en el esquema del proceso técnico-administrativo existen diversas 
variables físicas, medioambientales y socioeconómicas que los urbanistas y otros 
especialistas requieren tomar en cuenta para sugerir las políticas públicas más adecuadas 
en un contexto particular específico, que por lo mismo no pueden aplicarse de forma 
generalizada para todos los Municipios o centros de población. 

 DÉCIMO TERCERO. El Congreso local se extralimito en su facultad legislativa, 
vulnerando la forma del Estado Federal, al imponer un único modelo de desarrollo 
urbano y establecer a detalle los contenidos y estrategias normativas que deberán 
seguir todos los Municipios de la entidad, quedando prácticamente sin libertad de 
elección en cuanto a las políticas públicas o estrategias que puedan emplear para la 
consecución de los fines establecidos en el artículo 27, párrafo tercero, de la 
Constitución Federal, generando desregulación del sector inmobiliario y maximizar 
las utilidades de los inversores. Lo anterior, a diferencia del criterio bajo el cual se 
discutió y aprobó la expedición de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León. 
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La Ley local impugnada impone un único modelo de desarrollo urbano, donde, en 
consonancia con las posturas y el discurso que a lo largo de los años han manifestado los 
desarrolladores inmobiliarios, se produce la desregulación del sector inmobiliario, para 
maximizar las utilidades o beneficios económicos de las inversiones que se realizan 
en este sector de la economía, en perjuicio del orden público y el interés social. 

Los artículos 3, 11, 79, 86, 88 y 111 de la Ley local impugnada, no se limitan a desarrollar 
normas básicas para ordenar el uso del suelo ni los asentamientos humanos; por el 
contrario, bajo el pretexto de fijas criterios que garantice una efectiva congruencia, 
coordinación y ajuste entre los dos niveles de gobierno para la planeación de acciones en 
materia de ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y del desarrollo urbano, 
se regula de forma amplia, detallada y sistemática la manera en que todos y cada 
uno de los Municipios deberán ejercer sus facultades de planeación; situación que 
produce vulnerabilidad política y jurídica en perjuicio de ente municipal, en cuanto al libre y 
responsable desarrollo de sus facultades constitucionales. 

Contrario a lo que se supuso en la exposición de motivos de la iniciativa de la Ley local 
impugnada, las políticas de flexibilizar la mezcla de usos de suelo y la densificación 
de centros de población no son nuevas ni constituyen por si mismas la solución a todos 
los problemas y desafíos en la planeación y regulación del desarrollo urbano; tampoco 
eran incompatibles con las prescripciones de la abrogada Ley General de Asentamientos 
Humanos. 

Por lo menos en lo que se refiere al Área Metropolitana de Monterrey y al centro de 
población localizado en el Municipio actor, los instrumentos normativos expedidos al 
amparo de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano, avanzaron en la línea de que 
resulta necesario hacer más eficiente el aprovechamiento del territorio, flexibilizando 
en algunas zonas o distritos la mezcla de los usos de suelo y la densificación de los 
centros de población. 

 DÉCIMO CUARTO. La Ley local impugnada viola el principio de progresividad, en 
cuanto a descentralización política se refiere, la función democrática del régimen 
municipal y reduce la participación ciudadana. El Congreso de Nuevo León al expedir 
la Ley local impugnada, viola el artículo 23, punto 1, inciso a), de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, en relación con las Directrices Internacionales sobre 
Descentralización y Fortalecimiento de las Autoridades Locales, expedidas por el Consejo 
de Administración del Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos, 
así como la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Humanos Sostenibles, 
aprobada el veinte de octubre de dos mil dieciséis en la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (HABITAT III), en el marco del 
Programa de las Naciones Unidas para los Asentamientos Humanos (ONU-HÁBITAT). 

En comparación con los artículos 19, 20 y 22 de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano del 
Estado de Nuevo León, la Ley local impugnada elimina las disposiciones en las que se 
establecía que, en los procesos de actualización o modificación de los planes y programas 
de desarrollo urbano, la participación ciudadana constituía una forma de coadyuvancia 
entre vecinos y autoridades municipales, y que podía darse a través del ejercicio de 
derecho de petición previsto en el artículo 8 de la Constitución Federal, o bien a través de 
la denuncia ciudadana o de la consulta pública. 

El artículo 426, fracción I, de la Ley local impugnada, establece que las materias 
comprendidas en la participación ciudadana son aquéllas que se relacionan con la 
formulación, seguimiento y evaluación del cumplimiento de los planes o programas de 
desarrollo urbano y sus modificaciones, que son formas de contraloría. En cambio, la Ley 
abrogada establecía que la participación ciudadana comprendía la vigilancia social 
como una forma de coadyuvancia directa y no solo como mecanismo de  contraloría 
social. 

Así, se reduce la participación ciudadana al mero análisis y reflexión de la 
problemática urbana, por lo que ahora los ciudadanos no pueden hacer, ni exigir, a las 
autoridades locales propuestas significativas en aspectos relevantes como la 
determinación y control de la zonificación, usos y destinos de áreas y predios de los 
centros de población, ni la construcción y mejoramiento de la vivienda de interés social y 
popular, en comparación con los derechos que comprendía la participación 
ciudadana en la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local. 
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 DÉCIMO QUINTO. La previsión de que exista un decreto del gobierno federal o local 
para determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de 
preservación ecológica, viola la competencia municipal. El artículo 136, fracción III, 
inciso a), de la Ley local impugnada, restringe la facultad de los Municipios para 
determinar, a través de la zonificación primaria del territorio municipal, como áreas no 
urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación ecológica, al 
condicionar su constitución y delimitación a la previa existencia de un decreto del 
gobierno federal o local, lo que vulnera la fracción V, inciso a), y último párrafo, del 
artículo 115 de la Constitución Federal, en relación con lo previsto en los diversos 8, 
fracciones V, VIII, y XV, 10, 46, párrafo cuarto, y 77 Bis, fracción IV, de la Ley General de 
Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. 

En el artículo 121, fracción III, inciso a), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, se 
establecía que correspondía a los Municipios formular, aprobar y administrar la zonificación 
de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de desarrollo urbano de 
centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros de población 
o zonificación primaria se clasificarían como: I. Áreas urbanas o urbanizadas; II. Áreas de 
reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y III. Áreas no urbanizables, entre otras 
causas, por razones de preservación ecológica. 

El artículo 136 de la Ley local impugnada, ahora dispone que corresponde a los Municipios 
formular, aprobar y administrar la zonificación de su territorio, la que deberá establecerse 
en los programas de desarrollo urbano de centros de población, en donde las áreas que 
integran y delimitan los centros de población o zonificación primaria se clasifican como: I. 
Áreas urbanas o urbanizadas; II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o 
urbanizables; y III. Áreas no urbanizables, en los siguientes términos: a) por causa de 
preservación ecológica, decretadas por la Federación o el Estado conforme a la 
legislación aplicable. 

El agregado que se destaca en la Ley local impugnada viene a condicionar y restringir 
las razones por las cuales un área determinada pudiera clasificarse como área no 
urbanizable por causa de preservación ecológica, por cuanto exige que exista un 
decreto al respecto por el gobierno federal o local conforme a la legislación 
aplicable. 

 DÉCIMO SEXTO. Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales, viola la 
competencia del Municipio. El artículo 210, párrafos octavo y noveno, de la Ley local 
impugnada establece que la cesión de áreas municipales deberá realizarse por una 
sola ocasión y que no podrá exigirse cesión adicional a la realizada con la acción de 
crecimiento previamente autorizada, y que en la densificación en fraccionamientos 
autorizados que incluya el cambio de uso de suelo diferentes al habitacional, no será 
exigible área de cesión municipal, lo que vulnera los principios consagrados en los 
artículos 115, fracción IV, inciso a) y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal. 

Tal precepto desconoce la prerrogativa constitucional consistente en que la hacienda 
pública municipal se formará de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas 
establezcan a su favor, y que en todo caso percibirán las contribuciones, incluyendo tasas 
adicionales, que establezcan los Estados sobre propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, 
división, “consolidación”, traslación y mejora, así como las que tengan por base el 
cambio de valor de los inmuebles; y que las leyes estatales no establecerán exenciones 
o subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas 
contribuciones; puesto que sólo estarán exentos los bienes de domicilio público de la 
Federación, los Estados o Municipios, salvo que tales bienes sean utilizados por entidades 
paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos o 
propósitos distintos a los de su objeto público. 

Acorde con los artículos 10, fracciones XII y XXI, 57 y 76 de la Ley General de la materia, 
se advierte que es responsabilidad de la legislatura local establecer en favor de las 
haciendas municipales, sin exención alguna (salvo las autorizadas 
constitucionalmente), las contribuciones sobre propiedad inmobiliaria, su división, 
fraccionamiento y consolidación, y para el financiamiento e instrumentación del 
ordenamiento territorial, el desarrollo urbano y la recuperación del incremento de valor de 
la propiedad inmobiliaria generado por la “consolidación” y el crecimiento urbano; 
además de prever las especificaciones que garanticen que se efectúen las donaciones 
y “cesiones” correspondientes a las vías públicas locales, “equipamientos” y 
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“espacios públicos” que se requieran para el desarrollo y bien funcionamiento de los 
centros de población; así como establecer disposiciones tendentes a que los planes y 
programas de desarrollo urbano que implementen acciones de densificación, garanticen 
una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base 
en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes dentro del “polígono sujeto a densificación”. 

Así, los preceptos impugnados contravienen la Ley General, cuando prevén que: 1) los 
fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos; 2) las acciones que impliquen la densificación 
de los centros de población conllevan la necesidad de adecuar los espacios públicos e 
infraestructuras; 3) las leyes locales deben establecer disposiciones tendentes a que los 
planes y programas de desarrollo urbano que implementen acciones de densificación, 
garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con 
base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a densificación; 4) el 
principio de protección y progresividad del espacio público implica, entre otras cosas, 
fomentar la creación de espacio públicos, los cuales podrán ampliarse o mejorarse, nunca 
verse disminuidos; 5) que los planes o programas municipales de desarrollo, de 
conurbaciones y de zonas metropolitanas, definirán la dotación de espacio público en 
cantidades no menores a lo establecido por las normas oficiales mexicanas aplicables, y 
que se deben privilegiar la dotación y preservación del espacio público para, entre otras 
cosas, el deporte, los parques y las plazas, de manera que cada colonia, barrio y localidad 
cuente con la dotación igual o mayor a la establecida en las normas mencionadas; 6) los 
planes o programas municipales de desarrollo urbano deben incluir los aspectos 
relacionados con la creación del espacio público y las alternativas para su expansión;  y 7) 
los Municipios deben vigilar y promover que el espacio público tenga una cobertura 
suficiente. 

 DÉCIMO SÉPTIMO. La previsión relativa al “área libre complementaria”, viola la 
competencia municipal en la prestación de los servicios públicos, así como el 
principio de protección y progresividad del espacio público. El artículo 210, párrafo 
décimo, de la Ley local impugnada, establece que en densificaciones ubicadas dentro 
de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones, 
se dejará área libre complementaria a razón del 8% sobre el área del predio libre de 
afectaciones, excepto en construcciones habitacionales de cuatro unidades o 
menos; regla que no satisface los principios que orientan la política pública adoptada en la 
Ley General de la materia para la creación y ampliación del espacio público que 
servirá para calles, banquetas, parques y jardines, en los casos de zonas sujetas a 
políticas de densificación; lo cual vulnera los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, 
inciso a), y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal. 

El precepto impugnado conlleva que el Municipio no se encuentre en condiciones de 
prestar adecuadamente los servicios públicos que le corresponden por lo siguiente: 

1. El “área libre complementaria” no es una figura jurídica que signifique la cesión 
de terreno en propiedad a los Municipios, ya que el dominio sobre el mismo se 
mantiene en el desarrollador, de tal manera que no es auténticamente un espacio público 
que pueda disponer el ente municipal para destinarlo a fines públicos, no obstante que la 
Ley General prevé que los fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder 
terreno al Municipio para ser destinados a áreas verdes y equipamientos; 

2. Las acciones que impliquen la densificación de los centros de población conllevan 
la necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras, lo que no puede 
ocurrir si el derecho de propiedad sobre el “área libre complementaria” sigue bajo la 
titularidad del desarrollador; 

3. La ley estatal debe establecer las disposiciones que garanticen la dotación 
suficiente de espacios públicos por habitante, por medio de la adquisición y 
habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes, lo que no se satisface 
con el “área libre complementaria”; 

4. La ley estatal, de acuerdo con el principio de protección y progresividad del espacio 
público, debe fomentar la creación y ampliación de los espacios públicos, evitando 
que puedan verse disminuidos; disminución que ocurre cuando se permite la 
densificación (incremento de la población o de la vivienda) sin el incremento proporcional 
del espacio público correspondiente; 
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5. No se garantiza la dotación de espacio público en cantidades no menores a lo que 
establezcan las normas internacionales u oficiales aplicables, de manera que cada 
colonia, barrio o localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida en las 
mencionadas normas; 

6. No se permite que los planes o programas municipales de desarrollo urbano 
puedan incluir los aspectos relacionados con la creación de espacio público y las 
alternativas para su expansión, sin que ello impacte negativamente las finanzas 
públicas municipales; 

7. Se dificulta e impide promover eficazmente que el espacio público tenga una 
cobertura suficiente, no obstante que su creación constituye una causa de utilidad 
pública y un aspecto que debe fomentarse para cumplir con los principios de política 
pública que se enumeran en el artículo 4 de la Ley General de la materia. 

 DÉCIMO OCTAVO. La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión 
municipal se destine a jardines, viola la autonomía municipal. Los artículos 210, 
párrafos cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada, establecen que las 
áreas de cesión municipal podrán diseñarse como plazas, jardines “y lagunas”, con la única 
restricción que por lo menos el 30% deberán ser jardines; lo cual permitiría que el 70% de 
área de cesión municipal pudiera darse bajo el diseño de una “laguna”; lo cual viola los 
artículos 115, fracciones III, inciso g), IV, inciso a), y párrafo segundo, y V, último párrafo, y 
133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 4, fracción VII, y 76, párrafo 
segundo, de la Ley General de la materia, que establecen como requisitos del espacio 
público (área de cesión municipal) su “habitabilidad” y que no sean residuales ni estén 
ubicados en “zonas inundables” o de riesgos. 

Las previsiones impugnadas, no satisfacen los principios que orientan la política pública 
adoptada en la Ley General de la materia para la creación de espacio público que servirá 
para calles, banquetas, parques y jardines, que son servicios públicos que corresponde 
prestar al Municipio por disposición constitucional. 

 DÉCIMO NOVENO. La obligación de ceder áreas municipales para la constitución de 
parques, plazas, jardines viola los principios de certeza y seguridad jurídica en 
relación a su destinatario. Los artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley 
local impugnada, establecen la obligación de ceder áreas municipales para la constitución 
de parques, plazas, jardines, a cargo de quien solicite la autorización de subdivisión o 
parcelación de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado, lo cual no genera 
certeza y seguridad jurídica para determinar si esa obligación se actualiza a cargo de 
quien solicite la autorización de la subdivisión o parcelación de un predio no 
comprendido en fraccionamiento autorización. 

La ambigüedad de tales preceptos impide afirmar de forma categórica e indubitable que la 
subdivisión de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado genera realmente 
la obligación de ceder las áreas que corresponden al Municipio. 

Además, se limita esa obligación de ceder área municipal a aquellos predios con uso 
de suelo habitacional, excluyendo el resto de los predios con usos de suelo 
comercial, de servicios o industrial, lo cual no ocurría con la abrogada Ley de Desarrollo 
Urbano local, y se vulneran los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), y 
párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 57 y 76 de 
la Ley General de la materia. 

 VIGÉSIMO. La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial 
previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía 
municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial 
local. Los artículos 367, párrafo segundo, 368, 370, 375, 376, y 382, párrafos primero, 
segundo, tercero y cuarto de la Ley local impugnada, establecen como condición para que 
los Municipios puedan ejecutar clausuras y suspensiones de obras que incumplan con 
las disposiciones legales y reglamentarias aplicables, de una autorización judicial previa, 
lo que vulnera la autonomía municipal. 

De lo resuelto por ese Alto Tribunal en la controversia constitucional 1/95, se desprende 
que en el ejercicio de su potestad de mando, la administración pública municipal no se 
encuentra sujeta a la jurisdicción de los Tribunales de Justicia Administrativa, 
mucho menos a la potestad jurisdiccional de los tribunales locales, puesto que opera 
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bajo el principio de autotutela administrativa, y que la intervención de la jurisdicción 
administrativa solamente se actualiza cuando se suscita la impugnación por parte de 
los particulares que resulten afectados por el acto administrativo. 

Por autotutela administrativa entendemos la capacidad de la administración pública de 
imponer su voluntad e incluso ejecutarla sin necesidad de acudir a los jueces y tribunales 
para imponer sus decisiones. Así, las normas impugnadas transgreden los principios de 
división de poderes, supremacía constitucional y de autonomía municipal, en su 
vertiente de autotutela administrativa, ya que desconocen que el Municipio, por 
conducto de su Ayuntamiento o de la administración pública municipal, constituyen un 
auténtico órgano de gobierno dotado de autonomía constitucional, siendo que tales 
previsiones lo colocan en una situación de subordinación frente al Poder Judicial, pues 
las autoridades administrativas ya no podrán imponer medidas de seguridad como 
suspensiones o clausuras, sino sólo cuando sea producto de una resolución judicial. 

Por tanto, las normas impugnadas impiden que, en materia de asentamientos humanos, el 
Municipio ejerza por sí y ante sí sus facultades administrativas y ejecutivas, para imponer 
medidas de seguridad y sanciones administrativas, como son las suspensiones y 
clausuras, a los particulares que infrinjan las disposiciones respectivas, sin necesidad de 
acudir previamente a los tribunales judiciales. 

 VIGÉSIMO PRIMERO. Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo y 
constricción de vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos 
inherentes a los servicios de alumbrado público y recolección de basura en un 
fraccionamiento en proceso de urbanización, violan su autonomía hacendaria. Los 
artículos 208, fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y b), 258, fracciones V, VI, VII, 
VIII y IX, y 287, fracciones IV y V, de la Ley local impugnada, regulan de forma exhaustiva 
la regulación del momento y condiciones bajo las cuales, por un lado, los promotores 
pueden comenzar a recibir los beneficios económicos del proceso de urbanización 
aún inconcluso y, por otro, las circunstancias en que los Municipios deben asumir el 
costo financiero de los servicios de alumbrado público y recolección de basura de 
un fraccionamiento (a diferencia del resto de los servicios públicos municipales), aun 
cuando el promotor o desarrollador no haya obtenido la constancia de terminación 
de obras y liberación de garantías, y tampoco se haya materializado la 
municipalización de los servicios públicos. 

Lo anterior, siendo que el artículo 205, fracción VI, de la abrogada Ley de Desarrollo 
Urbano local, establecía que el titular de la autorización de un fraccionamiento 
habitacional de urbanización inmediata, estaría obligado a cubrir los gastos de los 
servicios de agua potable, drenaje, sanitario, alumbrado público, recolección de basura y 
mantenimiento de la arborización hasta la fecha de la recepción por el Municipio de las 
obras y servicios terminados del fraccionamiento; sin excluir, como ahora lo hacen 
las normas impugnadas, el alumbrado público y la recolección de basura. 

Por tanto, el Congreso local se arroga la facultad del Municipio de regular la forma y 
términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta y administrar los 
servicios públicos de su competencia. 

 VIGÉSIMO SEGUNDO. La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las 
solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la 
regulación de procedimientos administrativos y los plazos para resolver. Los artículos 
259, 305, segundo párrafo, 309 y 319 de la Ley local impugnada, reducen prácticamente 
todos los plazos previstos en lo que se refiere al ejercicio del Ayuntamiento de sus 
potestades respecto a la determinación y regulación de los plazos previstos para que 
las autoridades resuelvan las solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones en 
el ámbito de sus competencias, lo cual violan la autonomía municipal, la división de 
poderes y la supremacía constitucional, pues ello desconoce la competencia constitucional 
de los Municipios para regular las materias y procedimientos administrativos que le 
corresponden, pues no se consideran las capacidades institucionales ni la complejidad de 
revisar cada solicitud, para efectos de determinar los tiempos de revisión de papelería, 
trámite, autorización y expedición de licencias. 

La legislatura local distorsiona el sistema de competencias constitucional, porque agota de 
forma exhaustiva la regulación de todos los aspectos relacionados con procedimientos 
administrativos formales o constitutivos a partir de los cuales se conforma la voluntad 
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oficial de la administración pública municipal, respecto a las pretensiones de autorización 
de los interesados para llevar a cabo acciones urbanas previstas en la ley de la materia. Lo 
anterior, coloca a los Municipios como meros ejecutores de normas, sin permitir que 
tengan un razonable margen de libertad para regular procedimientos administrativos 
y los plazos para resolver, conforme a sus necesidades y condiciones particulares. 

 VIGÉSIMO TERCERO. La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias 
viola la autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica. Los 
artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley local impugnada, establecen para 
efectos prácticos que la factibilidad de urbanización, la fijación de lineamientos 
generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de restantes, 
licencias de uso de suelo y de construcción tendrán vigencia indefinida (solo para el 
proyecto ejecutivo se establece una vigencia de 4 años), violan la autonomía municipal, 
división de poderes y supremacía constitucional, teniendo en cuenta que la abrogada Ley 
de Desarrollo Urbano local establecían vigencias definidas para todas las autorizaciones. 

Lo anterior genera incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al momento o lapso 
de tiempo dentro del cual el titular del permiso, licencia, dictamen de factibilidad o 
autorización, puede ejercer la prerrogativa que en el mismo se consigne; no obstante 
que es un hecho notorio que las condiciones sociales, económicas, culturales, 
medioambientales, jurídica y de infraestructura en los centros de población no son 
estáticas, sino dinámicas. 

Tal regulación no es un medio adecuado que sirva a un fin constitucionalmente legítimo, 
pues distorsiona el ámbito de competencia constitucional del Municipio en materia de 
planeación, administración y urbana, al grado de que puede llegar a impedir que el 
desarrollo de las mismas surta el efecto útil deseado. Ello es así, pues si con motivo del 
desarrollo inadecuado de la función legislativa del Congreso local, se provoca un deficiente 
o incorrecto desempeño de los Municipios, ello transgrede el principio de división  de 
poderes. 

Cualquier autorización incorpora una serie de prerrogativas en favor de su titular, motivo 
por el cual los jueces podrían llegar a considerar que la posterior entrada en vigor de una 
norma general no puede modificar o extinguir derechos o la situación jurídica particular 
surgida con anterioridad al plan o programa, aún a pesar de que el titular de la prerrogativa 
conferida a través del permiso, licencia o autorización de vigencia indefinida, aún no  fuera 
ejercida. 

Los preceptos impugnados, además, resultan contradictorios con el artículo 93, último 
párrafo, de la propia Ley local impugnada, el cual establece que la modificación total o 
parcial de los planes o programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las 
vigencias de los permisos, licencias, autorizaciones o cualquier otro derecho adquirido, que 
hayan obtenido los particulares de conformidad con los planes o programas antes de su 
modificación o confirmación. 

 VIGÉSIMO CUARTO. El Congreso del Estado desarrollo deficientemente su función 
legislativa en lo que se refiere a la regulación de aspectos relacionados con la 
resiliencia urbana en materia de prevención de riesgos, en perjuicio del Municipio, la 
certeza y seguridad jurídica, la razonabilidad y proporcionalidad, la división de 
poderes y la supremacía constitucional. Aunque la Ley local impugnada tomo una parte 
de la estructura y contenido de la abrogada Ley de Desarrollo Urano local, dejó de 
recoger lo que establecía el artículo 195 de dicha Ley, que entre otras cosas establecía 
que los Municipios debían prever en sus programas de desarrollo urbano de los centros de 
población, que las áreas de reserva de suelo para el crecimiento urbano cumplieran 
con las siguientes características: a) Que no tuvieran pendientes mayores al 45%;  b) 
Que el suelo no tuviera fallas o fracturas geológicas; c) Que no fuera susceptible de 
derrumbes o deslizamientos; d) Que no sea colapsable, dispersivo, granular suelto o 
corrosivo; e) Que no sea expansivo; f) Que no sea inundable o pantanoso; g) Que no se 
encuentre dentro de la franja de protección de la cota de máximo crecimiento hidráulico 
indicado por las autoridades correspondientes; h) Que el área no esté contaminada o esté 
expuesta a la contaminación generada en sitios cercanos; i) Que no existan ecosistemas 
en equilibrio ecológico o recursos naturales endémicos, entre otras. 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

Indica que se dejó de recoger lo establecido en el artículo 196, fracción I, de la abrogada 
Ley de Desarrollo Urbano local, que preveía una regla concreta para controlar acciones de 
crecimiento urbano en terrenos con pendiente natural, como medida tendiente a promover 
e incrementar la resiliencia urbana, consistente en la prohibición expresa y categórica del 
desarrollador de cualquier acción urbana en terrenos con pendiente natural mayor al 45%. 

De igual manera, la Ley local impugnada modificó sustancialmente el enfoque de lo 
que establecía el artículo 121, fracción III, inciso b), de la abrogada Ley de Desarrollo 
Urbano estatal, que preveía un principio general de prevención en materia de 
planeación urbana por cuestiones de riesgo, como medida tendente a promover e 
incrementar la resiliencia urbana, al establecer que la zonificación primaria del territorio, 
debía considerar áreas no urbanizables por “prevención de riesgos”; mientras que 
ahora el artículo 136, fracción III, inciso c), de la Ley local impugnada, establece que la 
zonificación primaria del territorio debe considerar áreas no urbanizables “por altos 
riesgos mitigables conforme lo determinen los atlas de riesgo federal, estatal o 
municipal”, puesto que la eficacia delimitativa de las eventuales medidas de mitigación no 
pueden prejuzgarse desde el nivel de planeación urbana, donde las políticas de 
zonificación se determinan en función de estudios generales o información a nivel de zona, 
no en estudios a nivel detalle de un predio o de una parte del mismo. 

El cambio de enfoque provoca que sea mucho más complicado y costoso justificar que en 
un plano de zonificación primaria se prevea una determinada área bajo la clasificación de 
área no urbanizable “por altos riesgos no mitigables”, cuando antes esa clasificación de 
área no urbanizable solo debía atender a la “prevención de riesgos”, lo que hacía más 
sencillo proteger desde el ámbito de la planeación urbana la seguridad e integridad 
físicas de las personas y sus bienes. 

 VIGÉSIMO QUINTO. La omisión de prever una partida presupuestal para el 
financiamiento de proyectos de alcance e interés metropolitano previstos en el plan 
o programa metropolitano de desarrollo urbano, viola la autonomía del Municipio, al 
no permitir ejercer sus funciones. El artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley 
local impugnada, prevé la posibilidad de que el Ejecutivo local incluya en el Presupuesto de 
Egresos del Estado una partida presupuestal para financiar proyectos de alcance 
metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, y que 
los Municipios que constituyan asociaciones intermunicipales, así como fondos e 
instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o servicios públicos de interés 
común para el desarrollo metropolitano, podrá ser con el apoyo y asistencia del Estado; 
sin embargo, la sola previsión de tales posibilidades es insuficiente para lograr los 
fines del artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, lo cual, asimismo, 
vulnera la competencia del Municipio, los principios de certeza y seguridad jurídica, así 
como la supremacía constitucional. 

El Congreso local soslaya que la previsión de una partida presupuestal en el 
Presupuesto de Egresos del Estado para financiar los proyectos de alcance 
metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, es una 
necesidad y obligación jurídica, es decir, una responsabilidad que deriva de un 
imperativo legal y constitucional, no una prerrogativa de ejercicio potestativo. 

En el artículo 27, párrafo tercero, constitucional, se establece como imperativo el dictado 
de “medidas necesarias” para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, “a efecto 
de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población”, entre otras. 

Por su parte, el artículo 115 constitucional, fracciones V y VI, se dispone también que los 
Municipios, en términos de las leyes federales y locales, estarán facultades para 
participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán estar 
en concordancia con los planes generales de la materia; y que cuando la Federación o 
los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la 
participación de los Municipios; mientras que cuando dos o más centros urbanos 
situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan a 
formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y los 
Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de 
manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley 
federal de la materia. 
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El artículo 33 de la Ley General de la materia señala que las zonas metropolitanas o 
conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más Municipios de una misma entidad 
federativa, serán reguladas por la legislación local y se coordinarán con las autoridades 
federales y estatales, atendiendo a los principios, políticas y lineamientos de esa ley, y 
que los gobiernos locales y municipales planearán de manera conjunta y coordinada su 
desarrollo, con la participación efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz 
prestación de los servicios públicos. 

El artículo 36 de la citada Ley General, dispone que para lograr una eficaz gobernanza 
metropolitana, se establecerán mecanismos e instrumentos de carácter obligatorio 
que aseguren la acción coordinada institucional de los tres órdenes de gobierno y la 
participación de la sociedad; que la gestión de zonas metropolitanas o conurbaciones se 
efectuará a través de una comisión de ordenamiento metropolitano o de su conurbación, 
según se trate, quienes participarán en el ámbito de su competencia para cumplir con los 
objetos y principios de esa ley; que tendrán como atribuciones coordinar la formulación y 
aprobación de los programas metropolitanos, así como su gestión, evaluación y 
cumplimiento; y los mecanismos y fuentes de financiamientos de las acciones 
metropolitanas contemplando, entre otros, el fondo metropolitano. 

Por su parte, el artículo 3 de la Ley de Gobierno Municipal local, establece que las 
relaciones entre los Poderes del Estado y los Municipios, deberán estar regidas por los 
principios de solidaridad, subsidiariedad, así como la coordinación, colaboración y 
respeto a la autonomía de los Municipios. 

Por tanto, si el Congreso del Estado no prescribió como obligación del Poder 
Ejecutivo el prever una partida presupuestal para financiar los proyectos de alcance 
metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, 
desarrolló deficientemente la función legislativa que le concede el orden 
constitucional. 

El Congreso local ignoró el criterio de ese Alto Tribunal en el sentido de que los alcances 
de las atribuciones constitucionales de los poderes u órganos constituidos, deben 
interpretarse de tal manera que pueda garantizarse que cada nivel de gobierno esté en 
aptitud de llevar a cabo y agotar en sus términos, todas aquellas facultades que el sistema 
federal le otorga. 

CUARTO. Radicación, turno y admisión. Mediante proveído de Presidencia de veintidós de enero de 
dos mil dieciocho, se ordenó formar y registrar esta controversia constitucional bajo el número 12/2018 y se 
designó a la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos como instructora en el procedimiento2. 

Por auto de veintinueve de enero de dos mil dieciocho, la Ministra instructora admitió a trámite la 
demanda; ordenó emplazar como autoridades demandadas al Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, a 
las Cámaras de Diputados y de Senadores del Congreso de la Unión, los Poderes Legislativo y Ejecutivo del 
Estado de Nuevo León; y dar vista al Procurador General de la República3. 

QUINTO. Contestación del Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León. El veintiuno de marzo de dos 
mil dieciocho, el Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana de la Secretaría General de 
Gobierno del Estado de Nuevo León, en representación del Gobernador Constitucional del Estado, dio 
contestación a la demanda4, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del cinco de abril de dos mil 
dieciocho. 

SEXTO. Contestación de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión. El veintitrés de marzo de 
dos mil dieciocho, el Presidente de la Mesa Directiva y representante legal de la Cámara de Diputados del 
Congreso de la Unión, dio contestación a la demanda5, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del 
cinco de abril de dos mil dieciocho. 

SÉPTIMO. Contestación de la demanda del Poder Ejecutivo Federal. El veintitrés de marzo de dos mil 
dieciocho, el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal, en representación del Presidente de los Estados 
Unidos Mexicanos, dio contestación a la demanda de mérito6, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo 
del cinco de abril de dos mil dieciocho. 

                                                 
2 Fojas 131 a 132 del expediente principal. 
3 Fojas 133 a 135 del expediente principal. 
4 Fojas 281 a 284 del expediente principal. 
5 Fojas 520 a 609 del expediente principal. 
6 Fojas 613 a 705 del expediente principal. 
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OCTAVO. Contestación de la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión. El veintitrés de marzo 
de dos mil dieciocho, el Presidente de la Mesa Directiva de la Cámara de Senadores del Congreso de la 
Unión, dio contestación a la demanda de cuenta7, la cual se tuvo por recibida mediante acuerdo del cinco de 
abril de dos mil dieciocho. 

NOVENO. Contestación del Congreso del Estado de Nuevo León. El cuatro de abril de dos mil 
dieciocho, la Presidenta del Congreso del Estado, dio contestación a la demanda de cuenta8, la cual se tuvo 
por recibida mediante acuerdo del cinco de abril de dos mil dieciocho 9. 

DÉCIMO. Opinión del Procurador General de la República. Este funcionario emitió su opinión el sentido 
de que debe sobreseer por una parte, y por otra, declarar la validez de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano10. 

DÉCIMO PRIMERO. Audiencia. Substanciado el procedimiento en la presente controversia constitucional, 
el veintisiete de agosto de dos mil dieciocho, se llevó a cabo la audiencia prevista en el artículo 29 de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, en la que, en términos del diverso 34 del mismo ordenamiento legal, se hizo relación de los autos, 
se tuvieron por exhibidas y admitidas las pruebas ofrecidas y se puso el expediente en estado de resolución11. 

DÉCIMO SEGUNDO. Returno. Por auto de catorce de marzo de dos mil diecinueve dictado por el 
Presidente de este Alto Tribunal, se returnó el presente asunto a la Ministra Yasmín Esquivel Mossa, al 
sustituir a la Ministra en retiro Margarita Beatriz Luna Ramos12. 

CONSIDERANDO: 

PRIMERO. Competencia. Este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es 
competente para conocer de la presente controversia constitucional, de conformidad con lo dispuesto por los 
artículos 105, fracción I, incisos b) e i), de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos13; 10, 
fracción I14 y 11, fracción V15, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con los 
Puntos Segundo, fracción I y Tercero, del Acuerdo General número 5/2013 del Tribunal Pleno, publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiuno de mayo de dos mil trece, toda vez que se plantea una controversia 
constitucional entre un Municipio, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federales y de la entidad 
federativa respectiva, en la que se impugna la constitucionalidad de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis; y de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

SEGUNDO. Legitimación activa. Enseguida se aborda el estudio de la legitimación de quien promovió la 
controversia constitucional. 

En términos del artículo 105, fracción I, inciso i), de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos16 prevé que este Tribunal Constitucional es competente para conocer de las controversias 
constitucionales que se susciten entre un Estado y uno de sus municipios, en relación con la 
constitucionalidad de sus actos. 

                                                 
7 Fojas 721 a 774 del expediente principal. 
8 Fojas 779 a 826 del expediente principal. 
9 Fojas 846 a 847 del expediente principal. 
10 Fojas 974 a 1058 del expediente principal. 
11 Fojas 1063 a 1065 del expediente principal. 
12 Foja 1070 del expediente principal. 
13 Ley Reglamentaria de la materia. 
 “Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre […]  
b) La Federación y un Municipio; […]  
i) Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; […]” 
14 “Artículo 10. La Suprema Corte de Justicia conocerá funcionando en Pleno:  
I. De las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refieren las fracciones I y II del artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; […]” 
15 “Artículo 11. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia velará en todo momento por la autonomía de los órganos del Poder Judicial de la 
Federación y por la independencia de sus miembros, y tendrá las siguientes atribuciones: […] 
V. Remitir para su resolución los asuntos de su competencia a las Salas a través de acuerdos generales. Si alguna de las Salas estima que el 
asunto remitido debe ser resuelto por la Suprema Corte de Justicia funcionando en Pleno, lo hará del conocimiento de este último para que 
determine lo que corresponda. […]” 
16 Constitución Federal. 
“Artículo 105. La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes: 
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (…) 
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; (…)” 
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Por su parte, de acuerdo con los artículos 10, fracción I y 11, párrafo primero, de la Ley Reglamentaria que 
rige a las controversias constitucionales17, el actor deberá comparecer a juicio por conducto de los 
funcionarios que, en términos de las normas que lo rigen, estén facultados para representarlo y, en 
todo caso, se presumirá que quien comparece a juicio goza de la representación legal y cuenta con la 
capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. 

En el caso, suscriben la demanda de controversia constitucional, Reynaldo Cienfuegos Martínez y José 
Torres Durón, en su carácter de Presidente Municipal y Síndico Segundo, respectivamente, del Ayuntamiento 
del Municipio actor, lo que acreditan mediante copias certificadas de sus constancias de mayoría expedidas 
por la Comisión Municipal Electoral respectiva, el once de junio de dos mil quince, mediante las cuales se 
acredita que obtuvieron la mayoría de votos para la renovación del Ayuntamiento, de manera que fueron 
electos popularmente para ejercer los cargos con los que se ostentan y a través de los cuales promueven en 
nombre del ente municipal actor promovente de esta controversia constitucional18. 

Ahora, conforme al artículo 34, fracción I, de la Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León19, la 
representan del Ayuntamiento será ejercida de manera mancomunada por el Presidente Municipal y el Síndico 
o Síndico Segundo según corresponda; por tanto, en el caso, quienes suscriben la demanda de esta 
controversia cuentan con legitimación activa para promoverla. 

Es aplicable la jurisprudencia P./J. 44/97, emitida por el Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LEGITIMACIÓN PROCESAL PARA 
PROMOVERLA. LA TIENEN EL PRESIDENTE MUNICIPAL Y EL SÍNDICO DEL AYUNTAMIENTO 
(LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN).” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Tomo V, junio de mil novecientos noventa y siete, página 418, registro 198444). 

TERCERO. Legitimación pasiva. Ahora se procede al análisis de la legitimación de las autoridades 
demandadas, al ser un presupuesto necesario para la procedencia de este medio de impugnación. 

El artículo 105, fracción I, inciso i) 20, de la Constitución Federal dispone que esta Suprema Corte de 
Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de las controversias 
constitucionales que se susciten entre un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus 
actos o disposiciones generales. 

Por su parte, los artículos 10, fracción II y 11, párrafo primero21, de la mencionada Ley Reglamentaria, 
serán demandados en las controversias constitucionales, las entidades, poderes u órganos que hubiesen 
emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto impugnado, los cuales deberán comparecer a 
juicio por conducto de los funcionarios que, en términos de las normas que los rigen, estén facultados para 
representarlos. 

En este asunto son autoridades demandadas los Poderes Ejecutivo y Legislativo Federales y Locales a 
quienes se les atribuye la expedición, promulgación y publicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, así como de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León. 

Por el Poder Ejecutivo Federal compareció Misha Leonel Granados Fernández, en su carácter de 
Consejero Jurídico de dicho Poder, lo que acredita con la copia certificada de su nombramiento expedido por 
el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos el nueve de junio de dos mil diecisiete22; aunado a ello, cabe 

                                                 
17 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: 
I. Como actor, la entidad, poder u órgano que promueva la controversia; (…). 
Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, en 
términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio goza 
de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (…).” 
18 Fojas 129 a 130 del expediente principal. 
19 Ley de Gobierno Municipal del Estado de Nuevo León. 
“Artículo 34. Para el ejercicio de la personalidad jurídica del Municipio, se atenderá a los siguientes supuestos: 
I. Representación del Ayuntamiento: Será ejercida de manera mancomunada por el Presidente Municipal y el Síndico o Síndico 
Segundo según corresponda; y podrá delegarse esta representación en favor de cualquier integrante del Ayuntamiento, en cuyo caso, se 
requiere acuerdo del propio Ayuntamiento; (…)” 
20 Constitución Federal. 
“Artículo 105.- La Suprema Corte de Justicia de la Nación conocerá, en los términos que señale la ley reglamentaria, de los asuntos 
siguientes:  
I. De las controversias constitucionales que, con excepción de las que se refieran a la materia electoral, se susciten entre: (…) 
i). Un Estado y uno de sus municipios, sobre la constitucionalidad de sus actos o disposiciones generales; (…) 
21 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 10. Tendrán el carácter de parte en las controversias constitucionales: (…) 
II. Como demandado, la entidad, poder u órgano que hubiere emitido y promulgado la norma general o pronunciado el acto que sea objeto de 
la controversia; (…). 
“Artículo 11. El actor, el demandado y, en su caso, el tercero interesado deberán comparecer a juicio por conducto de los funcionarios que, 
en términos de las normas que los rigen, estén facultados para representarlos. En todo caso, se presumirá que quien comparezca a juicio 
goza de la representación legal y cuenta con la capacidad para hacerlo, salvo prueba en contrario. (…)” 
22 Foja 274 del expediente principal. 
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señalar que el nueve de enero de dos mil uno fue publicado en el Diario Oficial de la Federación el “Acuerdo 
por el que se establece que el Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del 
Presidente de los Estados Unidos Mexicanos en los asuntos que se mencionan”23, dentro de los que se 
incluyen las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refiere el artículo 105 
de la Constitución Federal; por tanto, resulta claro que dicha autoridad cuenta legitimación pasiva  en este 
asunto. 

Respecto a la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión compareció Edgar Romo García, quien 
se ostenta como Presidente de su Mesa Directiva, lo que acredita mediante copia certificada del Diario de 
Debates de dicho órgano legislativo, de primero de febrero de dos mil dieciocho, relativo a la toma de protesta 
de ese funcionario para ocupar dicho cargo24; además, ejerce su representación legal en términos del artículo 
23, numeral 1, inciso l), de la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos25; por 
tanto, cuenta con la legitimación procesal para comparecer en el presente juicio constitucional en 
representación de la Cámara de Diputados. 

Por la Cámara de Senadores del Congreso de la Unión, compareció Ernesto Javier Cordero Arroyo, con 
el carácter de Presidente de su Mesa Directiva, lo que acredita con la copia certificada del acta de la junta 
previa de dicho órgano legislativo, de treinta y uno de agosto de dos mil diecisiete, de la cual se desprende su 
designación para el cargo que ostenta26; y de conformidad con el artículo 67, numeral 1, de la Ley Orgánica 
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos27, ejerce su representación legal; por tanto, cuenta 
con legitimación procesal para comparecer en este asunto, en representación de la Cámara de 
Senadores. 

Ahora bien, el Poder Ejecutivo del Estado de Nuevo León, compareció por conducto de Homero Antonio 
Cantú Ochoa, en su carácter de Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana de la Secretaría 
General de Gobierno local y en representación del Gobernador de la entidad federativa, lo cual acredita con la 
copia certificada del oficio 17-A/201528 de seis de octubre de dos mil quince, en el que se contiene su 
designación; y atento a lo dispuesto en el artículo 44, fracciones XVII y XVIII, del Reglamento Interior de la 
Secretaría General de Gobierno del Estado29, cuenta con facultades para representar tanto al Secretario 
General como al titular del Ejecutivo, ante esta instancia constitucional; por tanto, cuenta con legitimación 
pasiva para intervenir en esta controversia. 

Finalmente, por lo que respecta al Poder Legislativo del Estado de Nuevo León, compareció Karina 
Marlen Barrón Perales, quien se ostentó como Presidenta de su Diputación Permanente, lo que se acredita 
mediante copia certificada del Decreto 1004 de siete de febrero de dos mil dieciocho30, en el cual consta su 
designación para dicho cargo; y además, ejerce la representación legal de dicho órgano legislativo, de 

                                                 
23 “ACUERDO 
ÚNICO.- El Consejero Jurídico del Ejecutivo Federal tendrá la representación del Presidente de los Estados Unidos Mexicanos ante la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las controversias constitucionales y acciones de inconstitucionalidad a que se refiere el artículo 
105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en las que el titular del Ejecutivo Federal sea parte o requiera intervenir con 
cualquier carácter, salvo en las que expresamente se le otorgue dicha representación a algún otro servidor público. 
La representación citada se otorga con las más amplias facultades, incluyendo la de acreditar delegados que hagan promociones, concurran 
a audiencias, rindan pruebas, formulen alegatos y promuevan incidentes y recursos, así como para que oigan y reciban toda clase de 
notificaciones, de acuerdo con los artículos 4o., tercer párrafo, y 11, segundo párrafo, de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del 
Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 
24 Fojas 610 y 611 del expediente principal. 
25 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 23. 
1. Son atribuciones del Presidente de la Mesa Directiva las siguientes: (…) 
l) Tener la representación legal de la Cámara y delegarla en la persona o personas que resulte necesario; […]” 
26 Fojas 775 a 778 del expediente principal. 
27 Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos. 
“Artículo 67. 
1. El Presidente de la Mesa Directiva es el Presidente de la Cámara y su representante jurídico; en él se expresa la unidad de la 
Cámara de Senadores. En su desempeño, deberá hacer prevalecer el interés general de la Cámara por encima de los intereses particulares 
o de grupo, para lo cual, además de las facultades específicas que se le atribuyen en el artículo anterior, tendrá las siguientes atribuciones: 
(…)”. 
28 Foja 285 del expediente principal. 
29 Reglamento Interior de la Secretaría General de Gobierno del Estado de Nuevo León. 
“Artículo 44. Corresponden al Subsecretario de Asuntos Jurídicos y Atención Ciudadana, las siguientes atribuciones: […] 
XVII. Representar jurídicamente al Secretario y, sin perjuicio de los establecido en la fracción XXXIX del artículo 20 de la Ley Orgánica de 
la Administración Pública para el Estado de Nuevo León y en parte inicial del artículo 10 de este Reglamento, al Titular del poder Ejecutivo, 
en todo tipo de juicios, recursos y procedimientos ante cualquier autoridad judicial, administrativa o laboral, en que sea parte, tenga el 
carácter de tercero o le resulte algún interés jurídico, así como en asuntos de carácter extrajudicial. 
XVIII. Efectuar las acciones pertinentes para que, en términos de la fracción XXXIX, del artículo 20 de la Ley Orgánica de la Administración 
Pública para el Estado de Nuevo León y de la parte inicial del artículo 10 de este Reglamento, el Secretario represente jurídicamente al 
Titular del Poder Ejecutivo, en todo tipo de juicios, recursos y procedimientos ante cualquier autoridad judicial, administrativa o 
laboral, en que sea parte, tenga el carácter de tercero o le resulte algún interés jurídico; en asuntos de carácter extrajudicial, así como en las 
acciones de inconstitucionalidad y controversias constitucionales a que se refiere el artículo 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, y en los medios de control de la constitucionalidad local; sin perjuicio de la posibilidad de aplicar, en su caso, lo 
dispuesto en la fracción inmediata anterior. La representación a que se refiere esta fracción comprende el desahogo de todo tipo de 
pruebas. […]” 
30 Fojas 835 a 844 del expediente principal. 
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conformidad con los artículos 60, fracción I, inciso c) y 86 Bis de la Ley Orgánica del Poder Legislativo del 
Estado de Nuevo León31, por tanto, cuenta con la legitimación pasiva necesaria para comparecer en este 
procedimiento constitucional. 

CUARTO. Oportunidad. En torno a este aspecto, del escrito de demanda se advierte que el Municipio 
actor impugna, por un lado, la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil 
dieciséis; y por otro,  el Decreto 312, relativo a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, legislación esta última que el Municipio 
considera como primer acto de aplicación de la Ley General antes mencionada. 

De conformidad con la fracción II del artículo 21 de la Ley Reglamentaria de la materia32, tratándose de 
normas generales, la demanda deberá promoverse a partir del día siguiente de la fecha de su 
publicación, o del día siguiente al en que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé 
lugar a la controversia. 

Atento a ello, en cuanto a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial local el veintiocho de noviembre de dos 
mil diecisiete, el plazo legal de treinta días hábiles transcurrió del martes veintiocho de noviembre de dos mil 
diecisiete al martes veintitrés de enero de dos mil dieciocho33; por lo que al haberse presentado la demanda 
respectiva el veintidós de enero de dos mil dieciocho, debe concluirse que fue promovida oportunamente 
respecto a la referida Ley local. 

Finalmente, por lo que respecta a la impugnación de las disposiciones contenidas en la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, una mayoría de seis Ministras y 
Ministros integrantes de este Tribunal Pleno34 estima que su impugnación también resulta oportuna en esta 
instancia constitucional, pues la aplicación de esa legislación marco derivó en la expedición de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, por 
parte del Congreso de dicha entidad federativa. 

Lo anterior, sin que pase desapercibido que el Municipio actor impugnó previamente en la diversa 
controversia constitucional 19/2017, diversas disposiciones y actos derivados de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano con motivo de su publicación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, pues ello de ninguna manera desvirtúa la oportunidad en la 
impugnación de dicha legislación a través de la presente controversia constitucional, toda vez que, como se 
precisó, su acto de aplicación ha tenido lugar con la expedición de la Ley local impugnada en este 
asunto, lo que hace factible el análisis conjunto que, en su caso, se realice en el fondo del asunto. 

                                                 
31 Ley Orgánica del Poder Legislativo del Estado de Nuevo León. 
“Artículo 60. Son atribuciones de los integrantes de la Directiva las siguientes: 
I.- Del Presidente: (…) 
c) Representar al Poder Legislativo en los asuntos de carácter legal y protocolario, pudiendo delegar dicha representación de acuerdo a lo 
dispuesto en el Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso del Estado; […]” 
“Artículo 86 BIS. Durante los períodos de receso, el Presidente de la Diputación Permanente será el Presidente del Congreso, 
tendiendo para este efecto, las mismas atribuciones que para dicho cargo enuncian esta Ley y el Reglamento para el Gobierno Interior del 
Congreso.” 
32 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 21. El plazo para la interposición de la demanda será: […] 
II. Tratándose de normas generales, de treinta días contados a partir del día siguiente a la fecha de su publicación, o del día siguiente al en 
que se produzca el primer acto de aplicación de la norma que dé lugar a la controversia, y […]”. 
33 Se deben descontar del cómputo respectivo los días dos, tres, nueve y diez, de diciembre de dos mil diecisiete, seis, siete, trece, catorce, 
veinte y veintiuno de enero de dos mil dieciocho, por ser inhábiles, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 2° y 3° de la Ley 
Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Federal en relación con el 163 de la Ley Orgánica del Poder Judicial 
de la Federación, así como del dieciséis de diciembre de dos mil diecisiete al primero de enero de dos mil dieciocho, por corresponder al 
segundo periodo de receso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 
34 Acorde con las votaciones emitidas al resolver la controversia constitucional 16/2017, en sesiones de veintiséis y veintiocho de enero de 
dos mil veintiuno, relativo al Considerando Quinto. Causales de Improcedencia, en su punto B.2.Causal de improcedencia advertida de oficio, 
en la que, por una mayoría de seis votos de las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, se consideró que la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León constituye un acto de aplicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. La señora Ministra y los señores Ministros González Alcántara Carrancá 
separándose de consideraciones, Esquivel Mossa, Franco González Salas separándose de algunos criterios y consideraciones, Pardo 
Rebolledo separándose de consideraciones, y Laynez Potisek con consideraciones adicionales, se pronunciaron a favor de la propuesta 
original, en el sentido de no considerar a la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de 
Nuevo León como un acto de aplicación de la Ley General que rige a esa materia. 
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QUINTO. Causales de improcedencia. En este apartado se analizan las causales de improcedencia 
alegadas por las autoridades demandadas, así como aquellas que este Alto Tribunal advierta de oficio. 

En primer término, este Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación advierte de oficio 
que, en el caso, se actualiza la causal de improcedencia prevista en la fracción IV del artículo 19, en relación 
con la fracción II del diverso 20, ambos de la Ley Reglamentaria que rige a las controversias 
constitucionales35, toda vez que las normas y actos impugnados por el Municipio de Guadalupe, Estado 
de Nuevo León, contenidas y derivados de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano, han sido objeto de análisis y resolución en la diversa controversia 
constitucional 19/201736, la cual fue promovida por el mismo Municipio, en contra de las mismas autoridades 
demandas, haciendo valer idénticos conceptos de invalidez, por lo que procede sobreseer en este aspecto. 

Finalmente, del escrito de demanda del Municipio actor se observa que, entre los actos que impugna, se 
encuentran “las consecuencias directas o indirectas, mediatas o inmediatas, que de hecho o por 
derecho deriven o resulten de las normas y actos cuya invalidez se reclama”. Lo anterior, referido a la 
Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 

En torno a ello, este Tribunal Pleno observa que se actualiza la causa de improcedencia prevista en el 
artículo 19, fracción VIII, en relación con el diverso 22, fracción IV, ambos de la Ley Reglamentaria de las 
Fracciones I y II del Artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, puesto que ha 
sido una posición reiterada de este Alto Tribunal que para estar en posibilidad de estudiar los actos o 
normas impugnados en una controversia constitucional, es necesario que el actor exprese, por lo 
menos, el agravio que estime le causan los motivos que originaron éste, es decir, que se contenga la 
expresión clara de la causa de pedir, por lo que, ante una manifestación imprecisa o genérica como la que 
hace valer el Municipio actor, la Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede analizar la 
constitucionalidad o inconstitucionalidad de actos o normas generales que no se impugnaron específicamente, 
criterio que encuentra apoyo en la jurisprudencia P./J. 64/200937, de rubro: “CONTROVERSIA 
CONSTITUCIONAL. EL ACTOR DEBE SEÑALAR EN SU DEMANDA DE MANERA ESPECÍFICA LOS 
ACTOS Y NORMAS QUE IMPUGNE Y NO REALIZAR UNA MANIFESTACIÓN GENÉRICA O IMPRECISA 
DE ELLOS.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXX, Julio 2009, 
página 1461, registro 166990). 

Atendiendo a lo anterior, y al no advertir de oficio la actualización de alguna otra causal de improcedencia, 
se procede a realizar el estudio de fondo del presente asunto. 

SEXTO. Cuestiones previas y catálogo de temas que serán analizados en esta resolución. Existe 
precedente de este Alto Tribunal en interpretación del artículo 115, fracción V de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, en algunos aspectos de la Ley General de Asentamientos Humanos, Desarrollo 
Urbano y Ordenamiento Territorial, al resolver las controversias constitucionales 94/2009, 99/2009 y 
100/2009, promovidas respectivamente por los Municipios de San Pedro Garza García, Santa Catarina y San 
Nicolás de los Garza, todos del Estado de Nuevo León, en sesión de treinta y uno de marzo de dos mil once, 
que dieron lugar a las jurisprudencias P./J. 15/2011, P./J. 16/2011 y P./J. 17/2011, de rubro, texto y datos de 
identificación siguientes: 

“ASENTAMIENTOS HUMANOS. ES UNA MATERIA CONCURRENTE POR DISPOSICIÓN 
CONSTITUCIONAL. Con la adición al artículo 73 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos de la fracción XXIX-C, mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el 6 de febrero de 1976, la materia de asentamientos 

                                                 
35 Ley Reglamentaria de la materia. 
“Artículo 19. Las controversias constitucionales son improcedentes: (…) 
IV. Contra normas generales o actos que hubieren sido materia de una ejecutoria dictada en otra controversia, o contra las 
resoluciones dictadas con motivo de su ejecución, siempre que exista identidad de partes, normas generales o actos y conceptos de 
invalidez, en los casos a que se refiere el artículo 105, fracción I, último párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
(…) 
“Artículo 20. El sobreseimiento procederá en los casos siguientes: (…) 
II. Cuando durante el juicio apareciere o sobreviniere alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el artículo anterior; 
(…)” 
36 Resuelta por el Tribunal Pleno en sesión de cuatro de febrero de dos mil veintiuno. 
37 De texto: Si se tiene en cuenta que conforme al artículo 22 de la Ley Reglamentaria de las Fracciones I y II del Artículo 105 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en sus fracciones VI y VII, en el escrito de demanda deberá señalarse la norma 
general o acto cuya invalidez se pretende así como, en su caso, el medio oficial en que se publicó y los conceptos de invalidez, es indudable 
que ante una manifestación imprecisa o genérica en el sentido de que se impugnan "todos los demás actos o normas relacionados con la litis 
de la controversia", la Suprema Corte de Justicia de la Nación no puede analizar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de actos o 
normas generales que no se impugnaron específicamente. Lo anterior se corrobora con la jurisprudencia P./J. 135/2005, de rubro: 
"CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. PARA QUE SE ESTUDIE LA CONSTITUCIONALIDAD DE UNA NORMA O ACTO BASTA CON 
EXPRESAR CLARAMENTE EN LA DEMANDA LA CAUSA DE PEDIR.", en la que este Tribunal en Pleno sostuvo que para estar en 
posibilidad de estudiar los actos o normas impugnados en una controversia constitucional, es necesario que el actor exprese, por lo menos, el 
agravio que estime le causan los motivos que originaron éste, es decir, que se contenga la expresión clara de la causa de pedir.” 
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humanos se encuentra constitucionalmente regulada de manera concurrente, lo que 
significa que los tres niveles de gobierno intervienen en ella. En dicha materia las 
competencias se establecen a través de una ley general, pero con la particularidad de 
que, además de los principios de división competencial, cuenta con elementos 
materiales y mandatos de optimización establecidos en la propia Constitución, los 
que deben guiar la actuación de los órganos legislativos y ejecutivos de los distintos 
niveles de gobierno. La ley relativa es la Ley General de Asentamientos Humanos, 
cuyas disposiciones originales tenían por objeto establecer la concurrencia de los 
tres órdenes de gobierno para la ordenación y regulación de los asentamientos 
humanos en el territorio del país, fijar las normas básicas para planear la fundación, 
conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población y definir los 
principios conforme a los cuales el Estado ejercería sus atribuciones para determinar 
las correspondientes provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios. El 
indicado ordenamiento fue modificado en 1981 y 1984, a fin de incorporar 
regulaciones respecto de la tierra para el desarrollo urbano y la vivienda, así como 
para adecuarlo a las reformas del artículo 115 de la Constitución General de la 
República. De este modo, la materia de asentamientos humanos fue absorbida por la 
Federación, y al mismo tiempo se delegó al legislador ordinario, al cual se mandató 
para que estableciera, a través de la Ley General, la concurrencia de la facultad entre 
los tres niveles de gobierno, pero manteniendo una homogeneidad material en cuanto 
a los objetivos establecidos directamente en el artículo 27 constitucional.” 
(Jurisprudencia P./J. 15/2011. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 886, registro 161384). 

“ASENTAMIENTOS HUMANOS. VÍAS DE ANÁLISIS DE LOS ÁMBITOS DE 
COMPETENCIA EN ESA MATERIA. La facultad constitucional concurrente en materia 
de asentamientos humanos prevista en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, debe interpretarse en el 
contexto normativo que establece el sistema general de planeación del desarrollo 
nacional establecido en el artículo 11 de la Ley General de Asentamientos Humanos, 
ya que estas facultades de planeación de los distintos niveles de gobierno no 
funcionan en una relación jerárquico-normativa o de distribución competencial, sino 
que tienen una injerencia directa en las políticas públicas desarrolladas por aquéllos, 
cuya autonomía tiene un impacto directo en la relación de la planeación de las 
distintas jurisdicciones. En este sentido, existen dos vías de análisis de los ámbitos 
de competencia en esta materia que son paralelas y complementarias: a) La 
normativa, que establece las relaciones jerárquicas o de división competencial de la 
que deriva la validez de las distintas disposiciones emitidas por los diferentes niveles 
de gobierno; y, b) La de los planes, programas y acciones relacionadas con la 
planeación que, si bien derivan y tienen una relación directa con la primera vertiente, 
se relacionan entre ellas de manera distinta a la validez, con criterios como 
congruencia, coordinación y ajuste.” (Jurisprudencia P./J. 16/2011. Semanario Judicial 
de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 888, 
registro 161382). 

“ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN 
REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL CONTEXTO DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL 
CONCURRENTE DE LA MATERIA. Las facultades de los Municipios en materia de 
asentamientos humanos previstas en la fracción V del artículo 115 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, entendidas en el sistema constitucional 
concurrente, no son normativas exclusivas ni definitivas, ya que el acápite de dicha 
fracción indica claramente que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes 
federales y estatales relativas; así, aquéllas deben entenderse siempre en el contexto 
de las facultades concurrentes distribuidas constitucional y legalmente; sin embargo, 
en virtud de las reformas constitucionales destinadas a reforzar la autonomía 
municipal, concretamente las de 1983 y 1999, debe tenerse presente que el Municipio 
siempre goza de un grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, debiendo 
tener una intervención real y efectiva en ella y no ser un mero ejecutor.” 
(Jurisprudencia P./J. 17/2011. Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 
Época, Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 887, registro 161383). 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

Los criterios anteriores han sido replicados por esta Suprema Corte de Justicia de la Nación al resolver, el 
seis de junio de dos mil dieciséis, la controversia constitucional 50/2012, promovida por el Municipio de 
Querétaro, Estado de Querétaro, en la cual se sostuvo, en esencia, lo siguiente: 

“(…) La materia de asentamientos humanos se encuentra constitucionalmente 
regulada de manera concurrente, lo que significa que los tres niveles de gobierno 
intervienen en la misma. En efecto, ello de conformidad con la adición al artículo 73 
de la Constitución Federal de la fracción XXIX-C, mediante decreto publicado en el 
Diario Oficial de la Federación el seis de febrero de mil novecientos setenta y seis. 

El artículo 73, fracción XXIX-C de la Constitución Federal, establece que el Congreso 
tiene la facultad de expedir las leyes que establezcan la concurrencia del gobierno 
federal, de los estados y de los Municipios, en el ámbito de sus competencias, en 
materia de asentamientos humanos, con el objeto de cumplir la finalidad prevista en 
el artículo 27 constitucional. 

En esta materia de asentamientos humanos, las competencias se establecen a través 
de una ley general, pero con la particularidad de que además de los principios de 
división competencial cuenta con elementos materiales y mandatos de optimización 
establecidos en la propia Constitución, los que deben guiar la actuación de los 
órganos legislativos y ejecutivos de los distintos niveles de gobierno. 

La indicada Ley, constituye la Ley General de Asentamientos Humanos cuyas 
disposiciones inicialmente establecían la concurrencia de los tres órdenes de 
gobierno para la ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el 
territorio del país, fijaba las normas básicas para planear la fundación, conservación, 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población y definía los principios 
conforme a los cuales el Estado ejercería sus atribuciones para determinar las 
correspondientes provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios; una vez 
modificada en mil novecientos ochenta y uno y mil novecientos ochenta y cuatro, se 
incorporaron regulaciones respecto de la tierra para el desarrollo urbano y la 
vivienda, así como para adecuarla a las reformas del artículo 115 constitucional. 

El artículo 115 en su fracción V, se dedica a enumerar las facultades municipales 
relacionadas, casi exclusivamente, con la materia de asentamientos humanos, pero 
estableciendo en su acápite que éstas siempre se desarrollarán en los términos de las 
leyes federales y estatales relativas. 

La intervención del Municipio en la zonificación y planes de desarrollo urbano goza 
de un grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, no pudiendo ser éste 
un mero ejecutor de la misma, sino tener una intervención real y efectiva en ella (…)”. 

Ahora bien, mediante Decreto publicado el veintinueve de enero de dos mil dieciséis, se reformó el 
precepto 73 constitucional en el aspecto siguiente: 

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad: (…) 

XXIX-C. Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, 
de las entidades federativas, de los Municipios y, en su caso, de las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
en materia de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos en el 
párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución”. 

La reforma citada dio paso a la expedición, por parte del Congreso de la Unión, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano vigente a partir del veintiocho de 
noviembre de dos mil dieciséis. 

Al respecto, de manera particular, en torno a la facultad concurrente municipal en materia de 
asentamientos humanos, este Tribunal Pleno, al resolver la controversia constitucional 19/2017, en sesión 
de cuatro de febrero de dos mil veintiuno, observó que, frente al ámbito competencial del municipio en materia 
de asentamientos humanos, el Congreso de la Unión tiene dos atribuciones fundamentales al emitir la Ley 
General respectiva. La primera, consistente en distribuir competencias en materia de asentamientos 
humanos en los tres órdenes de gobierno, sin desconocer ni alterar las competencias municipales previstas 
en la fracción V del artículo 115 de la Constitución Federal. Y la segunda, regular mediante principios 
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generales y normas básicas el ejercicio de estas atribuciones con el fin de preservar la homogeneidad 
material en cuanto a los objetivos establecidos en el párrafo tercero del diverso 27 de la Constitución General 
de la República, pero sin convertir al municipio en un mero ejecutor en su consecución al margen de 
los otros niveles de gobierno. Lo anterior fue sustentado con base en las consideraciones siguientes: 

“Ahora, desde el punto de vista del orden de gobierno municipal, el artículo 115, 
fracción V, de la Constitución Federal, establece las facultades del Municipio en 
materia de asentamientos humanos; fracción que, en particular, hay que subrayarlo, 
no se refiere ni a facultades normativas exclusivas del ente municipal, ni a servicios 
públicos que tiene encomendados, pues todo ello se encuentra previsto en las 
diversas fracciones II y III de dicho precepto constitucional, respectivamente. 

En efecto, el artículo 115, fracción V, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, enumera las facultades municipales relacionadas, casi 
exclusivamente, a la materia de asentamientos humanos, pero estableciendo en su 
acápite que éstas siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y 
estatales relativas. Dicho precepto constitucional dispone:  

‘Art. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 
división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 
conforme a las bases siguientes: (…) 

V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, 
estarán facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
municipal; 

b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán 
estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o 
los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la 
participación de los municipios; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su 
competencia, en sus jurisdicciones territoriales; 

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 

g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la 
elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de 
pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e 

i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. 

(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 
administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación 
ubicados en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los 
poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos 
del inciso i) de esta fracción.’ 

Si bien esta fracción se reformó en diciembre de mil novecientos noventa y nueve, su 
contenido solamente se alteró de manera parcial, al agregarse como facultades la 
formulación de planes de desarrollo regional (actual inciso c)); control y vigilancia de 
la utilización de suelo (actual inciso d)); formulación y aplicación de programas de 
transporte público de pasajeros (actual inciso h)); y, celebración de convenios para 
administración y custodia de zonas federales (actual inciso i)). Por lo que la facultad 
concurrente municipal relativa a los asentamientos humanos ya se encontraba como 
tal desde mil novecientos ochenta y tres, siendo que la reforma de mil novecientos 
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noventa y nueve simplemente tuvo como finalidad aclarar la redacción creando 
incisos, tal como se advierte del dictamen de la cámara de origen sobre las nueve 
iniciativas que se presentaron para la reforma al artículo 115 por parte de diversos 
grupos parlamentarios38. 

Fue entonces, en la reforma de dos de febrero de mil novecientos ochenta y tres, 
cuando se estableció de manera expresa la facultad municipal relacionada con la 
zonificación y planes de desarrollo urbano, pero sin la intención del constituyente de 
que esta facultad fuera más allá de una intervención por parte del municipio en las 
facultades estatales y federales en la materia, originarias desde la reforma de seis de 
febrero de mil novecientos setenta y seis, como lo hemos referido anteriormente; tan 
es así, que el municipio en estos momentos históricos era todavía “administrado” y 
no “gobernado” por un ayuntamiento39. 

La reforma de mil novecientos noventa y nueve, si bien no tocó sustantivamente la 
fracción V más que para ordenar su redacción, si cambió el contexto normativo 
constitucional general en el cual debe enmarcarse la tendencia interpretativa de la 
facultad que ahora nos ocupa. Lo anterior significa que el texto analizado no puede 
significar exactamente lo mismo antes y después de la reforma de diciembre de mil 
novecientos noventa y nueve, ya que la misma otorgó una nueva posición 
constitucional al municipio frente al estado y a la misma Federación. 

Lo anterior, significa que la intervención del municipio en la zonificación y planes de 
desarrollo urbano no puede tener la misma intensidad antes y después de la reforma 
referida, y aun cuando la diferencia no puede ser sustantiva, sino sólo de grado, sí le 
debe otorgar al municipio una autonomía cierta frente a la planeación nacional y 
estatal, no pudiendo ser éste un mero ejecutor de la misma, sino tener una 
intervención real y efectiva en ella. 

Considerando lo anterior puede decirse que, frente al ámbito competencial del 
municipio en materia de asentamientos humanos, el Congreso de la Unión tiene dos 
atribuciones fundamentales al emitir la Ley General respectiva. La primera, 
consistente en distribuir competencias en materia de asentamientos humanos en los 
tres órdenes de gobierno, sin desconocer ni alterar las competencias municipales 
previstas en la fracción V del artículo 115 de la Constitución Federal. Y la segunda, 
regular mediante principios generales y normas básicas el ejercicio de estas 
atribuciones con el fin de preservar la homogeneidad material en cuanto a los 
objetivos establecidos en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución General 
de la República, pero sin convertir al municipio en un mero ejecutor en su 
consecución al margen de los otros niveles de gobierno. Lo anterior tiene sustento en 
la jurisprudencia P./J. 17/2011, de rubro ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS 
MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL 
CONTEXTO DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE LA 
MATERIA.40 

                                                 
38 Dictamen de la cámara de origen: “4.5 Se corrige el actual modelo de redacción que contiene la fracción V del artículo 115 constitucional 
para abrirlo en incisos y dar mayor claridad a cada una de las materias concurrentes del municipio. En consecuencia, para atender al espíritu 
de las iniciativas, se faculta al municipio para no sólo controlar y vigilar el uso de suelo sino para autorizarlo; a la par que se le faculta 
constitucionalmente para intervenir en la elaboración y aplicación de programas de transporte urbano, y participar en lo relativo a la materia 
ecológica y de protección ambiental, así como en aquello que se vincule a la planeación regional”. 
39 La exposición de motivos de la reforma del dos de febrero de mil novecientos ochenta y tres, se  refiere a la fracción estudiada solamente 
en el siguiente párrafo que se trascribe: “Otro importante aspecto en el que la reforma municipal y el Municipio libre habían venido quedando 
postergados, es el desarrollo urbano, tan necesario para su planeación y crecimiento racional, por lo que en la fracción V se faculta a los 
Municipios para intervenir en la zonificación y planes de desarrollo urbano municipales, en la creación y administración de sus reservas 
territoriales, en el control y vigilancia del uso del suelo, en la regularización de la tenencia de la tierra, y en su necesaria intervención como 
nivel de gobierno estrechamente vinculado con la evolución urbana en el otorgamiento de licencias y permisos para construcciones y para la 
creación y administración de zonas de reservas ecológicas, todo ello de conformidad con los fines y lineamientos generales señalados en el 
párrafo tercero del artículo 27 de la propia Constitución”; por su parte, el dictamen de la cámara de origen es aun más escueto ya que sólo 
precisó lo siguiente: “A juicio de los suscritos, la fracción V que se propone, enriquece notablemente la facultad de los municipios para 
intervenir en la planeación de su desarrollo urbano, en la creación y administración de sus reservas territoriales, en la vigilancia del uso del 
suelo y en la regularización de la tenencia de la tierra urbana. Crear y administrar zonas de reservas ecológicas y expedir la reglamentación 
necesaria, son facultades de un extraordinario alcance que ponen las bases para consolidar a los municipios como los más fuertes puntales 
del desarrollo nacional”. 
40 “ASENTAMIENTOS HUMANOS. LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA DENTRO DEL CONTEXTO 
DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE DE LA MATERIA. Las facultades de los Municipios en materia de 
asentamientos humanos previstas en la fracción V del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entendidas 
en el sistema constitucional concurrente, no son normativas exclusivas ni definitivas, ya que el acápite de dicha fracción indica claramente 
que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y estatales relativas; así, aquéllas deben entenderse siempre en el 
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Así, mediante el ejercicio de estas atribuciones de distribución y regulación, el 
Congreso puede establecer una legislación sobre asentamientos humanos que 
prevea las líneas generales y objetivos comunes del desarrollo territorial a nivel 
nacional, con objeto de preservar la homogeneidad material en cuanto a los objetivos 
establecidos directamente en el artículo 27, párrafo tercero de la Constitución 
Federal, esto es, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población rural y urbana, pero respetando un ámbito de 
autonomía efectiva para el municipio.” 41 

En efecto, de lo transcrito se desprende que, con motivo de lo resuelto en la controversia constitucional 
19/2017, es criterio de este Tribunal Pleno que, con motivo de la reforma constitucional de mil novecientos 
noventa y nueve al artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, los Municipios, 
con base en la fracción V de ese precepto, cuentan con una autonomía frente a la planeación nacional y 
estatal, no pudiendo tener el carácter de un mero ejecutor, sino tener una intervención real y efectiva 
en ella, de manera que el Congreso de la Unión, como las legislaturas locales, al expedir una legislación 
sobre asentamientos humanos, a la luz de los objetivos establecidos en el artículo 27, párrafo tercero, de la 
Constitución Federal, a fin de lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de 
vida de la población rural y urbana, deben respetar un ámbito de autonomía efectiva para al orden de 
gobierno municipal. 

Atendiendo a lo expuesto, para efectos metodológicos, el análisis de fondo del presente asunto se 
centrará en los conceptos de invalidez formulados por el Municipio actor a través de los cuales cuestiona 
diversas previsiones normativas de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, lo cual se desarrollará conforme a los siguientes temas y 
subtemas: 

CONSIDERANDO TEMA 

SÉPTIMO 

Impugnaciones dirigidas a combatir la falta de competencia del Congreso de 
Nuevo León para emitir la Ley local impugnada, ampliar su objeto e imponer 
un único modelo de desarrollo urbano, en violación a la forma del Estado 
Federal, la descentralización política y la autonomía municipal. Análisis de los 
conceptos de invalidez décimo primero, décimo segundo y décimo tercero. 

OCTAVO 

Impugnaciones dirigidas a combatir las facultades del Ejecutivo local 
relacionadas con los planes y programas de desarrollo urbano municipal y la 
zonificación de territorio. Análisis de los conceptos de invalidez quinto, sexto, 
séptimo y octavo. 

A. La facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción 
de los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de 
territorio, vulnera la autonomía municipal y subordina al Municipio a 
dicho Poder (artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, penúltimo 
párrafo, de la Ley local impugnada). Análisis del quinto concepto de 
invalidez. 

B. La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un 
proyecto de plan o programa de desarrollo urbano municipal y/o 
zonificación de territorio, sea anterior a su aprobación por parte del 
Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y lo subordina al Gobierno 
local (artículo 52 de la Ley local impugnada). Análisis del sexto concepto 
de invalidez. 

C. La previsión de que el Gobierno local califique que el programa de 
desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la 
ley de la materia y el procedimiento de consulta popular, viola la 
autonomía municipal (artículo 53, fracción IX, de la Ley local 
impugnada). Análisis del séptimo concepto de invalidez. 

                                                                                                                                                     
contexto de las facultades concurrentes distribuidas constitucional y legalmente; sin embargo, en virtud de las reformas constitucionales 
destinadas a reforzar la autonomía municipal, concretamente las de 1983 y 1999, debe tenerse presente que el Municipio siempre goza de un 
grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, debiendo tener una intervención real y efectiva en ella y no ser un mero ejecutor.” 
(Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Novena Época, Tomo XXXIV, Agosto de 2011, Página 887, Registro 161383). 
41 Fojas 98 a 102 de la sentencia dictada en la controversia constitucional 19/2017. 
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D. La previsión de que los planes y programas de desarrollo urbano entren 
en vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en 
el periódico oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de 
razonabilidad y proporcionalidad, y genera subordinación al Ejecutivo 
local (artículo 57 de la Ley local impugnada). Análisis del octavo concepto 
de invalidez. 

NOVENO 

Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del 
Estado para expedir normas técnicas estatales en materia de impacto, 
imagen y estética urbanas, así como la protección del patrimonio cultural 
inmueble, transgreden la autonomía municipal y generan subordinación al 
Ejecutivo local. (artículos 3, fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 50, 
último párrafo, y 328, de la Ley local impugnada). Análisis del noveno concepto 
de invalidez. 

DÉCIMO 

La facultad del Congreso local para crear al Organismo de Planeación Urbana 
de la Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal 
(artículos 20, párrafo segundo, y Décimo Transitorio, párrafo segundo, de la 
Ley local impugnada). Análisis del décimo concepto de invalidez. 

DÉCIMO PRIMERO 

La previsión de que exista un decreto del gobierno federal o local para 
determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de 
preservación ecológica, viola la competencia municipal (artículo 136, fracción 
III, inciso a), de la Ley local impugnada). Análisis del décimo quinto concepto de 
invalidez. 

DÉCIMO SEGUNDO 

La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial 
previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía 
municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder 
Judicial local (artículos 367, párrafo segundo, 368, fracción I, 370, 375, 376, y 
382, párrafos primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley local impugnada). 
Análisis del vigésimo concepto de invalidez. 

DÉCIMO TERCERO 

La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de 
permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de 
procedimientos administrativos y los plazos para resolver (artículos 259, 305, 
segundo párrafo, 309 y 319 de la Ley local impugnada). Análisis del vigésimo 
segundo concepto de invalidez. 

DÉCIMO CUARTO 

La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias viola la 
autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica 
(artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley local impugnada). 
Análisis del vigésimo tercer concepto de invalidez. 

DÉCIMO QUINTO 

El Congreso del Estado desarrollo deficientemente la regulación de la 
resiliencia urbana en materia de prevención de riesgos, en perjuicio del 
Municipio, la certeza y seguridad jurídica, la razonabilidad y 
proporcionalidad, la división de poderes y la supremacía constitucional 
(artículo 136, fracción III, inciso c), de la Ley local impugnada). Análisis del 
vigésimo cuarto concepto de invalidez. 

DÉCIMO SEXTO 

La omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de 
proyectos de alcance e interés metropolitano previstos en el plan o programa 
metropolitano de desarrollo urbano, viola la autonomía del Municipio, al no 
permitir ejercer sus funciones (artículo 42, párrafos primero y quinto, de la 
Ley local impugnada). Análisis del vigésimo quinto concepto de invalidez. 

DÉCIMO SÉPTIMO 

Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas 
municipales y área libre complementaria. Análisis de los conceptos de invalidez 
décimo sexto, décimo séptimo, décimo octavo y décimo noveno. 

A. Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales, viola la 
competencia del Municipio, en la medida en que restringe llevar a cabo 
una cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano 
previamente autorizada (artículo 210, párrafos octavo y noveno, de la 
Ley local impugnada). Análisis del décimo sexto concepto de invalidez. 
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B. La previsión relativa al “área libre complementaria”, viola la 
competencia municipal en la prestación de los servicios públicos, así 
como el principio de protección y progresividad del espacio público 
(artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada). Análisis del 
décimo séptimo concepto de invalidez. 

C. La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal 
se destine a jardines, viola la autonomía municipal (artículos 210, 
párrafos cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada). 
Análisis del décimo octavo concepto de invalidez. 

D. La obligación de ceder áreas municipales para la constitución de 
parques, plazas, jardines viola los principios de certeza y seguridad 
jurídica en relación a su destinatario (artículos 210, fracción X, 230, 
fracción III y 234 de la Ley local impugnada). Análisis del décimo noveno 
concepto de invalidez. 

DÉCIMO OCTAVO 

Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo y construcción de 
vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los 
servicios de alumbrado público y recolección de basura en un 
fraccionamiento en proceso de urbanización, violan su autonomía hacendaria 
(artículos 208, fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y b), 258, 
fracciones V, VI, VII, VIII y IX, y 287, fracciones IV y V, de la Ley local 
impugnada). Análisis del vigésimo primer concepto de invalidez. 

DÉCIMO NOVENO 

La Ley local impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a 
descentralización política se refiere, la función democrática del régimen 
municipal y reduce la participación ciudadana (artículo 426, fracción I, de la 
Ley local impugnada). Análisis del décimo cuarto concepto de invalidez. 

 

SÉPTIMO. Impugnaciones dirigidas a combatir la falta de competencia del Congreso de Nuevo 
León para emitir la Ley local impugnada, ampliar su objeto e imponer un único modelo de desarrollo 
urbano, en violación a la forma del Estado Federal, la descentralización política y la autonomía 
municipal. El Municipio actor en sus conceptos de invalidez décimo primero, décimo segundo y décimo 
tercero, hace valer argumentos que se encuentran íntimamente relacionados entre sí, que se reducen a lo 

siguiente: 

 El Congreso local viola la forma del Estado Federal y la autonomía municipal, pues al ampliar 
el objeto de la Ley local impugnada, no deja margen de libre apreciación a Municipios para 
que, atendiendo a sus particularidades, apliquen sus propias políticas urbanas y establezcan 
las normas y actuaciones urbanísticas necesarias para cumplir con los fines esenciales de la 
materia, previstas en el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Federal (décimo 
primer concepto de invalidez). Artículos 1, fracciones I, II, III y IV; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y 
XCVII, 11, 79, fracción III, 86, 88, y 111 de la Ley local impugnada. 

 Falta de competencia del Congreso de Nuevo León para regular de manera sustantiva y fijar 
criterio en lo relativo al ordenamiento territorial, uso del suelo, desarrollo urbano, 
planificación urbana municipal (fundación, crecimiento, mejoramiento, consolidación y 
conservación), así como zonificación y movilidad urbana (décimo segundo concepto de 
invalidez) 

 El Congreso local se extralimito en su facultad legislativa, vulnerando la forma del Estado 
Federal, al imponer un único modelo de desarrollo urbano y establecer a detalle los 
contenidos y estrategias normativas que deberán seguir todos los Municipios de la entidad, 
quedando prácticamente sin libertad de elección en cuanto a las políticas públicas o 
estrategias que puedan emplear para la consecución de los fines establecidos en el artículo 
27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, generando desregulación del sector 
inmobiliario y maximizar las utilidades de los inversores. (décimo tercero concepto de invalidez). 

Artículos 3, 11, 79, 86, 88 y 111 de la Ley local impugnada. 
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De lo anterior se desprende que el Municipio actor impugna, en esencia, la falta de competencia del 
Congreso local para cambiar el objeto de la Ley local impugnada, pues, a su parecer, con ello lleva cabo la 
imposición de un modelo único de desarrollo urbano a través de un marco normativo que, por el grado de 
detalle en que se regula, estima que restringe las competencias constitucionales del ente municipal en materia 
de asentamientos humanos y desarrollo urbano. 

Como se ha mencionado, este Tribunal Constitucional ha desarrollado una doctrina jurisprudencial en 
torno a la materia de asentamientos humanos, atendiendo, por una parte, a lo resuelto por este Pleno en las 
controversias constitucionales 94/2009, 99/2009 y 100/200942; pero, además, acorde con lo sustentado por 
la Segunda Sala de este Alto Tribunal al resolver la diversa controversia 62/2011.43 

En primer término, se ha reconocido que la regulación del dominio del suelo tiene sustento en el artículo 
27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, del cual se desprende que la Nación tendrá, en todo tiempo, el 
derecho de imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el interés público, así como el de 
regular, en beneficio social, el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con 
objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el 
desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana, por 
lo que se deben dictar las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras 
públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de 
población. 

Dados los múltiples aspectos que intervienen en la materia de asentamientos humanos y desarrollo 
urbano, se ha hecho necesario que en la planeación para el crecimiento de los centros de población, 
intervengan los diversos órdenes de gobierno, para que, de forma coordinada y congruente, se regulen los 
aspectos relacionados con el control y desarrollo de los conjuntos demográficos que se asientan en una 
determinada área física, en la fundación, conservación, mejora y desenvolvimiento de las áreas urbanas que 
surgen como consecuencia de ellos. 

Tal situación ha sido considerada por el Poder Revisor de la Constitución para agregar un apartado C a la 
fracción XXIX del artículo 73, de la Constitución General, a través del Decreto publicado en el Diario Oficial de 
la Federación el seis de febrero de mil novecientos setenta y seis, y con ello, establecer la concurrencia del 
Gobierno Federal, de las entidades federativas y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en materia de asentamientos humanos, con el objeto de cumplir los fines previstos en 
el párrafo tercero del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, de la exposición de motivos de la iniciativa que dio lugar a la citada reforma constitucional, así 
como del Dictamen relativo de la Cámara de Diputados, se desprende lo siguiente: 

Exposición de motivos: 

“Los elementos y acciones que inciden en los centros urbanos de población por parte 
del sector público corresponden a los tres niveles de gobierno previstos en el 
sistema constitucional mexicano, lo que implica que para la ordenación de los 
centros urbanos, las acciones de los ayuntamientos, gobiernos estatales y del propio 
Gobierno Federal deberán darse de acuerdo con las competencias que la 
Constitución General de la República les ha conferido, respondiendo a objetivos 
comunes en el marco de una visión de conjunto de la problemática urbana, debiendo 
por tanto fijarse dichas bases en la carta fundamental y en la Ley Reglamentaria 
correspondiente. 

En los sistemas de Gobierno Federal, lo que ha determinado el conferirle a la 
Federación una competencia, es la trascendencia nacional de una materia cuya 
atención rebasa el ámbito de una Entidad Federativa en lo particular; ese ha sido el 
sentido del sistema mexicano consagrado en diversas normas del texto 
constitucional y especialmente destacado por el artículo 117 de la Constitución en 
vigor. En este mismo sentido los problemas que pertenecen a dos o más Entidades 
Federativas en materias de nivel nacional deben de atenderse con la participación del 
Gobierno Federal, criterio general que sigue la Constitución al establecer la 
competencia de los tribunales federales para dirimir las controversias que se susciten 
entre dos Entidades Federativas. 

                                                 
42 Promovidas, respectivamente, por los Municipios de San Pedro Garza García, Santa Catarina y San Nicolás de los Garza, todos del 
Estado de Nuevo León, resueltas en sesión de treinta y uno de marzo de dos mil once, por unanimidad de once votos. 
43 Promovida por el municipio de Xaltocan, del Estado de Tlaxcala, en su sesión celebrada el once de abril de dos mil doce, por unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Fernando Franco González Salas y 
Presidente Sergio A. Valls Hernández (ponente). Ausente la Ministra Margarita Beatriz Luna Ramos. 



  DIARIO OFICIAL Martes 11 de octubre de 2022 

La Constitución de 1917 no contiene ninguna norma que establezca regulaciones en 
materia urbana, por tanto en los términos del artículo 124 se entiende en principios 
como una materia reservada a los Estados; sin embargo, es de señalarse que además 
de las razones históricas que explican la ausencia correspondiente, la problemática 
urbana se encuadra dentro de un conjunto de acciones que difícilmente podrían 
establecer una facultad exclusiva a cualquiera de los niveles de Gobierno por los 
múltiples elementos, materias y atribuciones, que concurren a la misma. 

En los términos de la vigente distribución de competencias del sistema federal 
mexicano, la Federación ejerce facultades decisivas en el desarrollo urbano, como las 
correspondientes a la tenencia de la tierra, agua, bosques, contaminación ambiental 
,vías generales de comunicación, energía eléctrica, y en otras materias, así como lo 
relativo a la promoción económica, las inversiones públicas de la Federación, tienen 
impacto determinante en dicho proceso, condicionan las posibilidades del 
crecimiento agrícola e industrial, y dan origen a la creación de fuentes de trabajo, las 
que constituyen el elemento de atracción básica en la elección que los grupos 
humanos toman para asentarse. 

La multiplicidad de elementos y de competencias que inciden en el fenómeno urbano 
nos lleva al principio de que la estructura jurídica que dé regulación al mismo, deberá 
establecer la concurrencia de los tres niveles de Gobierno a través de nuevas formas 
de colaboración de las Entidades Federativas entre sí, y de éstas con la Federación, 
como única forma de ser congruente al federalismo, dentro de un cauce de 
responsabilidad institucional compartida. Federalizar estas acciones públicas, sería 
una posición conservadora, antihistórica, que escindiría responsabilidades y afectaría 
profundamente nuestro sistema federal; sólo la acción compartida entre la Federación 
y los Estados, permitirá una acción intergubernamental de amplia comunicación que 
dé atención al problema de manera integral. 

(…) 

Las autoridades deberán dictar las medidas necesarias para reglamentar los 
asentamientos humanos en el amplio sentido del término y establecer las 
provisiones, usos destinos y reservas de tierras, aguas y bosques, con objeto de 
planear y regular la fundación de las ciudades y demás centros de población; su 
conservación y mejoramiento. 

En consecuencia con lo anterior, se propone la adición de dos fracciones al artículo 
115; en la primera de ellas y para los efectos de la reforma al párrafo tercero del 
artículo 27 de la propia Constitución, se reafirma la facultad de los Estados y de los 
Municipios para que dentro del ámbito de sus competencias expidan las leyes, los 
reglamentos y las disposiciones administrativas que correspondan a la observancia 
de la Ley Federal Reglamentaria de la materia; en la segunda se prevé la posibilidad y 
se establecen los mecanismos de solución para que en forma coordinada la 
Federación, las Entidades Federativas y los Municipios planeen y regulen de manera 
conjunta el desarrollo de los centros urbanos de población que estando situados en 
territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan a formar 
una continuidad geográfica. 

Finalmente, en el artículo 73 se faculta al Congreso de la Unión para que expida las 
leyes que establezcan la adecuada concurrencia en las Entidades Federativas, de los 
Municipios y de la propia Federación en la solución de los problemas expresados”. 

Dictamen. Cámara de Diputados: 

“La adición de la fracción XXIX - C al artículo 73 constitucional, facultará al Congreso 
de la Unión para legislar en materia de asentamientos humanos. Esta disposición 
fundamentará la expedición de una Ley Federal que defina bases generales para 
regular y coordinar la incidencia de los tres niveles gubernamentales en el 
ordenamiento de los centros de población. 

Con esta estructura normativa, Gobierno Federal, Entidades Federativas y Municipios, 
en el ámbito de sus respectivas competencias, concurrirán al cumplimiento de los 
fines previstos en el párrafo tercero del artículo 27 constitucional. Se evitarán 
interferencias competenciales en materia urbana propiciadas por el actual régimen; 
se favorecerá el crecimiento controlado de las áreas, citadinas, una más adecuada 
distribución poblacional y un mejor aprovechamiento de nuestros recursos. 
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Avance significativo en materia de coordinación constituye la adición al artículo 115 
constitucional con las fracciones IV y V. La primera estatuye la facultad de los 
Estados y Municipios para expedir leyes, reglamentos y disposiciones 
administrativas, a efecto de cumplir, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
con la filosofía de esta reforma y con la Ley Federal de la materia. 

La nueva fracción V del citado precepto, permitirá afrontar eficazmente el problema 
de las megalópolis. La continuidad geográfica formada por varios centros urbanos, 
comprendidos en territorios municipales de dos o más Entidades Federativas, podrá 
enfocarse por los niveles competenciales federal, estatal y municipal. El desarrollo de 
estas áreas se plantará y regulará en acción conjunta y coordinada”. 

Con motivo de la reforma constitucional en comento, el veintiséis de mayo del referido año mil novecientos 
setenta y seis, fue publicada en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de Asentamientos Humanos, 
cuyas disposiciones tenían por objeto establecer la concurrencia de los tres órdenes de Gobierno para la 
ordenación y regulación de los asentamientos humanos en el territorio del país; fijar las normas básicas 
para planear la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; y definir los 
principios conforme a los cuales el Estado ejercería sus atribuciones para determinar las correspondientes 
provisiones, usos, reservas y destinos de áreas y predios. 

Cabe mencionar que la referida Ley General fue modificada en los años de mil novecientos ochenta y uno, 
y mil novecientos ochenta y cuatro, a fin de incorporar regulaciones respecto de la tierra para el desarrollo 
urbano y la vivienda, así como para adecuarla a las reformas del artículo 115 de la Constitución Federal. 

Ahora bien, no fue sino hasta el veintiuno de julio de mil novecientos noventa y tres, en que se abrogó la 
citada Ley General de Asentamientos Humanos, con motivo de la expedición de una diversa, la cual, a su vez, 
fue abrogada por la Ley General de Asentamientos Humanos publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, todo lo cual atendiendo a las facultades del Congreso de la 
Unión reconocidas en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la Constitución Federal. 

Asimismo, se ha establecido que la facultad concurrente de los diferentes órdenes de gobierno en 
materia de asentamientos humanos debe interpretarse en el contexto normativo que establece el 
sistema general de planeación del desarrollo nacional, tal y como se encuentra previsto en el artículo 22 
de la Ley General de Asentamientos Humanos vigente, así como en el diverso 3 de la Ley de Planeación, 
cuyos textos disponen lo siguiente: 

Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano. 

“Artículo 22. La planeación, regulación y evaluación del Ordenamiento Territorial de 
los Asentamientos Humanos y del Desarrollo Urbano de los Centros de Población 
forman parte del Sistema Nacional de Planeación Democrática, como una política de 
carácter global, sectorial y regional que coadyuva al logro de los objetivos del Plan 
Nacional de Desarrollo, de los programas federales y planes estatales y municipales. 

La Planeación del Ordenamiento Territorial de los Asentamientos Humanos y del 
Desarrollo Urbano y de los Centros de Población estará a cargo, de manera 
concurrente, de la Federación, las entidades federativas, los municipios y las 
Demarcaciones Territoriales, de acuerdo a la competencia que les determina la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley.” 

Ley de Planeación 

“Artículo 3º. Para los efectos de esta Ley se entiende por planeación nacional de 
desarrollo la ordenación racional y sistemática de acciones que, en base al ejercicio 
de las atribuciones del Ejecutivo Federal en materia de regulación y promoción de la 
actividad económica, social, política, cultural, de protección al ambiente y 
aprovechamiento racional de los recursos naturales así como de ordenamiento 
territorial de los asentamientos humanos y desarrollo urbano, tiene como propósito la 
transformación de la realidad del país, de conformidad con las normas, principios y 
objetivos que la propia Constitución y la ley establecen. 

Mediante la planeación se fijarán objetivos, metas, estrategias y prioridades, así como 
criterios basados en estudios de factibilidad cultural; se asignarán recursos, 
responsabilidades y tiempos de ejecución, se coordinarán acciones y se evaluarán 
resultados.” 
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Se debe destacar que las facultades de planeación de los distintos órdenes de gobierno no funcionan en 
una relación jerárquico-normativa o de distribución competencial, sino que tienen una injerencia directa en 
las políticas públicas que se desarrollan, cuya autonomía tiene un impacto directo en la relación de la 
planeación de las distintas jurisdicciones, de tal manera que entre mayor autonomía normativa tenga 
un nivel de gobierno frente a otro, menor posibilidad habrá para planear o coordinar la planeación 
entre ellos desde el nivel superior. 

Derivado de ello, como se adelantó, este Tribunal Constitucional ha establecido que, por tanto, existen dos 
vías de análisis de los ámbitos de competencia en materia de asentamientos humanos y desarrollo urbano 
que son paralelas y complementarias: la vía normativa, que es la que establece las relaciones jerárquicas o 
de división competencial de la que deriva la validez de las distintas disposiciones emitidas por los distintos 
niveles de gobierno; y la vía de los planes, programas y acciones relacionadas con la planeación que, si 
bien derivan y tienen una relación directa con la primera vertiente, se relacionan entre ellas de manera distinta 
a la validez, con criterios como: congruencia, coordinación y ajuste.  

Ahora, desde el punto de vista del orden de gobierno municipal, el artículo 115, fracción V, establece las 
facultades del Municipio en materia de asentamientos humanos; fracción en particular, hay que subrayarlo, no 
se refiere ni a facultades normativas exclusivas del ente municipal, ni a servicios públicos que tiene 
encomendados, pues todo ello se encuentra previsto en las diversas fracciones II y III de dicho precepto 
constitucional, respectivamente. 

En efecto, el artículo 115, fracción V, enumera las facultades municipales relacionadas, casi 
exclusivamente, a la materia de asentamientos humanos, pero estableciendo en su acápite que éstas 
siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y estatales relativas. Dicho precepto 
constitucional dispone:  

“Art. 115.- Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 
división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 
conforme a las bases siguientes: (…) 

V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, 
estarán facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
municipal; 

b) Participar en la creación y administración de sus reservas territoriales; 

c) Participar en la formulación de planes de desarrollo regional, los cuales deberán 
estar en concordancia con los planes generales de la materia. Cuando la Federación o 
los Estados elaboren proyectos de desarrollo regional deberán asegurar la 
participación de los municipios; 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su 
competencia, en sus jurisdicciones territoriales; 

e) Intervenir en la regularización de la tenencia de la tierra urbana; 

f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; 

g) Participar en la creación y administración de zonas de reservas ecológicas y en la 
elaboración y aplicación de programas de ordenamiento en esta materia; 

h) Intervenir en la formulación y aplicación de programas de transporte público de 
pasajeros cuando aquellos afecten su ámbito territorial; e 

i) Celebrar convenios para la administración y custodia de las zonas federales. 

(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 
administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación 
ubicados en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los 
poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos 
del inciso i) de esta fracción.” 
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En este aspecto, al resolver la controversia constitucional 19/2017, en sesión de cuatro de febrero de 
dos mil veintiuno, este Tribunal Pleno observó que, mediante el ejercicio de estas atribuciones de 
distribución y regulación, el Congreso de la Unión puede establecer una legislación sobre asentamientos 
humanos que prevea las líneas generales y objetivos comunes del desarrollo territorial a nivel nacional, con 
objeto de preservar la homogeneidad material en cuanto a los objetivos establecidos directamente en el 
artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, esto es, lograr el desarrollo equilibrado del país y el 
mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana, pero respetando un ámbito de 
autonomía efectiva para el municipio. 

En esta tesitura, se dijo que si bien el Congreso de la Unión tiene la facultad constitucional de dirigir 
la política nacional en materia de asentamientos humanos y desarrollo urbano, cuya manifestación 
primaria se expresa en la expedición de la ley en la que distribuya competencias y defina el tipo de relaciones 
de colaboración que habrán de entablar los distintos niveles de gobierno, esta no puede ejercerse de modo 
tal que se desconozca la necesaria participación que debe existir por parte de los Estados y los 
Municipios en esta materia, en tanto que ello es una condición indispensable para que, de forma 
coordinada, se pueda lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de 
la población rural y urbana desde el marco de una visión de conjunto de la problemática que implica el control 
y desarrollo de los conglomerados que se encuentran inmersos en una situación sedentaria dentro de un 
territorio específico (asentamientos humanos), así como del proceso que surge como consecuencia de dichos 
conglomerados, cuyo objetivo se traduce en el mejoramiento y crecimiento de los centros de población 
(desarrollo urbano). 

Así, se reconoció que, en ejercicio de las facultades que derivan del artículo 73, fracción XXIX-C, de la 
Constitución General, el Congreso de la Unión determinó abrogar la Ley General de Asentamientos Humanos 
publicada el veintiuno de julio de mil novecientos noventa y tres, para dar paso a la vigente Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, donde se plasma un modelo de 
desarrollo urbano con una visión de planeación a largo plazo, basado en principios y objetivos 
distintos a los de la legislación anterior, en el que se promueven los usos de suelo mixtos, la densificación 
sustentable de las edificaciones, y el transporte público peatonal y no motorizado. 

De esta forma, al resolver la referida controversia 17/2018, este Tribunal Pleno observó que, en términos 
generales la Ley General de Asentamientos Humanos cumple con establecer bases normativas para lograr 
una efectiva congruencia y coordinación entre la Federación, las entidades federativas, los municipios 
y las Demarcaciones Territoriales, en el ejercicio de sus facultades constitucionales en materia de 
asentamientos humanos, con el objetivo de que sus acciones resulten consistentes con el modelo de 
desarrollo urbano que el Congreso de la Unión ha establecido en la ley de la materia, en ejercicio de la 
facultad prevista en el artículo 73, fracción XXIX-C, de la Constitución Federal. 

No obstante, en ese estudio también se precisó que los artículos 59, párrafo tercero, fracción II; y 71, 
fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, ambos de la 
Ley General de la materia, resultaban inconstitucionales44 por las razones siguientes: 

“A diferencia de las disposiciones antes analizadas donde, en términos generales, el 
Congreso de la Unión se limitó a establecer los principios y bases generales que 
deben orientar la regulación y planeación en materia de asentamientos humanos, los 
artículos 59, párrafo tercero, fracción II; y 71, fracción III, en su porción normativa “y 
evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano sí ocasionan 
una vulneración a las competencias del municipio previstas en el artículo 115, 
fracción V de la Constitución Federal, pues en ellos se establecen mandatos expresos 
que prácticamente hacen nugatoria su facultad para decidir de manera real y efectiva 
la planeación y el desarrollo urbanístico atendiendo a las particularidades de su 
respectivo ámbito territorial. 

                                                 
44 Por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña 
Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando octavo, denominado “El Congreso de la Unión impone un 
modelo único en materia de desarrollo urbano a través de la Ley General impugnada, que centraliza las facultades de los Poderes Federales 
en violación a la forma del Estado Federal y la descentralización política”, consistente en declarar la invalidez, con efectos únicamente entre 
las partes, de los artículos 59, párrafo tercero, fracción II, y 71, fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento”, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. La señora Ministra y los señores 
Ministros Esquivel Mossa con reserva de criterio en cuanto a esta declaratoria de invalidez, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 
La señora Ministra Piña Hernández reservó su derecho de formular voto concurrente. Los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar 
Morales y Pardo Rebolledo reservaron su derecho de formular sendos votos particulares. 
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En esencia, el artículo 59, párrafo tercero, fracción II,45 de la Ley General de la materia 
establece que al llevarse a cabo la zonificación secundaria46 en las zonas que no se 
determinen de conservación, se deben: 

a) Considerar compatibles, y por lo tanto, no se podrá establecer una separación 
entre los usos de suelo residenciales, comerciales y centros de trabajo, siempre y 
cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o 
se rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la 
movilidad; 

b) Permitir la densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se rebase la 
capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; y 

c) Garantizar que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación 
de espacios públicos y equipamientos suficientes y de calidad. 

Puede observarse que tales prescripciones, antes que ser principios o bases 
aplicables a la planeación urbana, constituyen auténticos mandatos que dejan poco 
margen al municipio para formular y administrar la zonificación secundaria de las 
zonas que se determinen de no conservación atendiendo a las particularidades que 
éstas presenten, las cuales pueden ser distintas a la mera capacidad para satisfacer 
los servicios de agua, drenaje y electricidad. Con ello, prácticamente se obliga al 
municipio a no separar los usos de suelo y densificar las edificaciones, sin permitirle 
llevar a cabo la planificación y administración de aquellas zonas que no se 
determinen de conservación de la manera que sea más acorde con las necesidades y 
la problemática poblacional de su territorio, vulnerando con ello la autonomía de 
decisión que en materia asentamientos humanos y desarrollo urbano le corresponde 
según lo previsto en el artículo 115, fracción V de la Constitución Federal. 

Por lo que corresponde al artículo 71, fracción III de la Ley General de Asentamientos 
Humanos ahí se establece que, en las políticas de movilidad que se lleven a cabo 
como parte del proceso de planeación de asentamientos humanos, se deben 
promover los usos de suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, 
favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y 
evitar la imposición de cajones de estacionamiento. 

En términos generales en tal precepto se establece una directriz que los distintos 
órdenes de gobierno deben atender para garantizar la accesibilidad universal de las 
personas a los servicios y satisfactores urbanos, dejando que sean las autoridades 
de los distintos órdenes de gobierno encargadas de su implementación quienes 
determinen, de acuerdo con las peculiaridades del desarrollo urbano de su ámbito 
territorial, su concreta aplicación. 

No obstante, por lo que hace a la porción normativa de ese precepto que dice: “y 
evitar la imposición de cajones de estacionamiento”,47, se observa que se trata de un 
mandato concreto por el que, desde la Ley General de Asentamientos Humanos se 
obliga a los municipios a no establecer un número mínimo de espacios para el 
resguardo de vehículos automotores, a pesar de que así lo estimen conveniente 
atendiendo a las particularidades de su desarrollo urbano. De esta manera, se 

                                                 
45 Artículo 59. (…) 
II. En las zonas que no se determinen de Conservación: 
a) Se considerarán compatibles y, por lo tanto, no se podrá establecer una separación entre los Usos de suelo residenciales, comerciales y 
centros de trabajo, siempre y cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se rebasen la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad; 
b) Se deberá permitir la Densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se rebase la capacidad de los servicios de agua, drenaje y 
electricidad o la Movilidad. 
Los promotores o desarrolladores deberán asumir el costo incremental de recibir estos servicios. El gobierno establecerá mecanismos para 
aplicar dicho costo y ajustar la capacidad de infraestructuras y equipamientos que permita a promotores o desarrolladores incrementar la 
densidad de sus edificaciones y la mezcla de Usos del suelo, y 
c) Se garantizará que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación de espacios públicos y equipamientos suficientes y de 
calidad. 
46 La zonificación secundaria se define en el artículo 3, fracción XL, de la Ley General de Asentamientos Humanos, como la determinación de 
los usos de suelo en un espacio edificable y no edificable, así como la definición de los destinos específicos. 
47 Artículo 71. Las políticas y programas de Movilidad deberán: (…) 
III. Promover los Usos del suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y 
densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de estacionamiento; (…) 
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convierte al municipio en un mero ejecutor de las acciones urbanísticas establecidas 
en la citada Ley General, pasando por alto que las atribuciones regulatorias del 
Congreso de la Unión en materia de asentamientos humanos no pueden llegar al 
extremo de desconocer la participación real y efectiva que deben tener los municipios 
en la planeación del ordenamiento territorial y del desarrollo urbano dada la 
concurrencia propia de esta materia, razón que es suficiente para declarar su 
invalidez.” 

En ese sentido y teniendo en cuenta lo sustentado por este Pleno al resolver la controversia 
constitucional 19/2017, en el caso se observa que, en términos generales, los artículos 1, párrafo segundo, 
fracciones I, III, IV y V; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII; 79, 86, y 111, todos de la Ley local impugnada, 
invocados por el accionante en su demanda, prácticamente reproducen los objetivos, definiciones y 
parámetros establecidos por el Congreso de la Unión en la materia que se analiza, aterrizándolos al 
ámbito local y municipal respectivo, como se aprecia a continuación: 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e 
interés social y de observancia general en todo el 
territorio nacional. 

Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto: 

I. Fijar las normas básicas e instrumentos de 
gestión de observancia general, para ordenar el 
uso del territorio y los Asentamientos Humanos 
en el país, con pleno respeto a los derechos 
humanos, así como el cumplimiento de las 
obligaciones que tiene el Estado para 
promoverlos, respetarlos, protegerlos y 
garantizarlos plenamente; 

II. Establecer la concurrencia de la Federación, de 
las entidades federativas, los municipios y las 
Demarcaciones Territoriales para la planeación, 
ordenación y regulación de los Asentamientos 
Humanos en el territorio nacional; 

III. Fijar los criterios para que, en el ámbito de sus 
respectivas competencias exista una efectiva 
congruencia, coordinación y participación entre la 
Federación, las entidades federativas, los 
municipios y las Demarcaciones Territoriales para 
la planeación de la Fundación, Crecimiento, 
Mejoramiento, consolidación y Conservación de 
los Centros de Población y Asentamientos 
Humanos, garantizando en todo momento la 
protección y el acceso equitativo a los espacios 
públicos;  

IV. Definir los principios para determinar las 
Provisiones, Reservas, Usos del suelo y Destinos 
de áreas y predios que regulan la propiedad en los 
Centros de Población, y 

V. Propiciar mecanismos que permitan la 
participación ciudadana en particular para las 
mujeres, jóvenes y personas en situación de 
vulnerabilidad, en los procesos de planeación y 
gestión del territorio con base en el acceso a 
información transparente, completa y oportuna, 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e 
interés social y de observancia general en todo el 
territorio del Estado de Nuevo León. 

Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto: 

I. Fijar las normas básicas e instrumentos de 
gestión de observancia general, para planear, 
regular y ordenar el uso del territorio y los 
Asentamientos Humanos en el Estado, con pleno 
respeto a los derechos humanos, así como el 
cumplimiento de las obligaciones que tiene el 
Estado para promoverlos, respetarlos, protegerlos 
y garantizarlos plenamente; 

II. Establecer la concurrencia del Estado y de los 
Municipios, para la ordenación y regulación de los 
Asentamientos Humanos en el territorio estatal; 

  III. Fijar los criterios para que, en el ámbito de 
sus respectivas competencias exista una efectiva 
congruencia, coordinación y participación entre el 
Estado y los Municipios para la planeación de la 
Fundación, Crecimiento, Mejoramiento, 
Consolidación y Conservación de los Centros de 
Población y Asentamientos Humanos, 
garantizando en todo momento la protección y el 
acceso equitativo a los Espacios Públicos y la 
cercanía de los ciudadanos con los bienes, 
servicios y fuentes de empleo que requieren para 
desempeñar sus actividades urbanas; 

IV. Definir los principios para determinar las 
Provisiones, Reservas, Usos de suelo y Destinos 
de áreas y predios que regulan la propiedad en los 
Centros de Población; 

V. Propiciar mecanismos que permitan la 
participación ciudadana en particular para las 
mujeres, jóvenes y personas en situación de 
vulnerabilidad, en los procesos de planeación y 
gestión del territorio con base en el acceso a 
información transparente, completa y oportuna, 
así como la creación de espacios e instrumentos 
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así como la creación de espacios e instrumentos 
que garanticen la corresponsabilidad del gobierno 
y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y 
evaluación de la política pública en la materia. 
(…)” 

que garanticen la corresponsabilidad del gobierno 
y la ciudadanía en la formulación, seguimiento y 
evaluación de la política pública en la materia.” 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: (…) 

XIX. Crecimiento: política o acción urbana 
tendiente a ordenar y regular las zonas para la 
expansión física de los Centros de Población; 

(…) 

XII. Densificación: Acción Urbanística cuya 
finalidad es incrementar el número de habitantes y 
la población flotante por unidad de superficie, 
considerando la capacidad de soporte del 
territorio y, en su caso, adecuando los espacios 
públicos y sus infraestructuras; 

(…) 

XXXVIII. Zonificación: la determinación de las 
áreas que integran y delimitan un territorio; sus 
aprovechamientos predominantes y las Reservas, 
Usos de suelo y Destinos, así como la 
delimitación de las áreas de Crecimiento, 
Conservación, consolidación y Mejoramiento; 

XXXIX. Zonificación Primaria: la determinación de 
las áreas que integran y delimitan un centro de 
población; comprendiendo las Áreas Urbanizadas 
y Áreas Urbanizables, incluyendo las reservas de 
crecimiento, las áreas no urbanizables y las áreas 
naturales protegidas, así como la red de 
vialidades primarias, y 

XL. Zonificación Secundaria: la determinación de 
los Usos de suelo en un Espacio Edificable y no 
edificable, así como la definición de los Destinos 
específicos.” 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: (…) 

X. Crecimiento: acción tendente a ordenar y 
regular las zonas para la expansión física de los 
Centros de Población; 

(…) 

XXIII. Densificación: acción urbanística cuya 
finalidad es incrementar el número de habitantes 
por unidad de superficie, considerando la 
capacidad de soporte del territorio y, en su caso, 
adecuando los Espacios Públicos y sus 
infraestructuras; 

(…) 

XCV. Zonificación: la determinación de las áreas 
que integran y delimitan un territorio; sus 
aprovechamientos predominantes y las Reservas, 
Usos y Destinos, así como la delimitación de las 
áreas de Crecimiento, Conservación, 
consolidación y Mejoramiento; 

XCVI. Zonificación Primaria: la determinación de 
las áreas que integran y delimitan un Centro de 
Población; comprendiendo las Áreas Urbanizadas 
y Áreas Urbanizables, incluyendo las Reservas de 
Crecimiento, las áreas no urbanizables y las áreas 
naturales protegidas, así como la red de 
vialidades primarias; y 

XCVII. Zonificación Secundaria: la determinación 
de los Usos de suelo en un espacio edificable y no 
edificable, así como la definición de los Destinos 
específicos. 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 71. Las políticas y programas de
Movilidad deberán: (…) 

II. Fomentar la distribución equitativa del Espacio 
Público de vialidades que permita la máxima 
armonía entre los diferentes tipos de usuarios; 
(…)” 

“Artículo 79. Las políticas públicas para la
movilidad urbana deberán cumplir con los 
principios establecidos en la presente Ley, así 
como contemplar los lineamientos siguientes: (…) 

II. Fomentar la distribución equitativa del Espacio 
público de vialidades que permita la máxima 
armonía entre los diferentes tipos de usuarios; 
(…)” 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 76. Las leyes locales establecerán las
disposiciones tendientes a que los planes y 
programas de Desarrollo Urbano que implementen 
acciones de Densificación, garanticen una 
dotación suficiente de espacios públicos por 
habitante y conectividad con base en las normas 
aplicables, por medio de la adquisición y 
habilitación de espacios públicos adicionales a 
los existentes dentro del polígono sujeto a 
Densificación. 

Igualmente establecerán que los predios que con 

“Artículo 86. Los programas de desarrollo urbano
de centros de población son los instrumentos que 
integran el conjunto de disposiciones y normas 
para ordenar y regular su zonificación, reservas, 
usos y destinos del suelo y sus compatibilidades, 
las especificaciones de las densidades de 
población, construcción y ocupación, que tiendan 
a mejorar el funcionamiento y organización de sus 
áreas de conservación, mejoramiento y 
crecimiento, así como establecer las bases para la 
programación de acciones, obras y servicios. 
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base en la normatividad aplicable, los
fraccionadores y desarrolladores estén obligados 
a ceder al municipio para ser destinados a áreas 
verdes y equipamientos, no puedan ser 
residuales, estar ubicados en zonas inundables o 
de riesgos, o presentar condiciones topográficas 
más complicadas que el promedio del 
fraccionamiento o conjunto urbano” 

Los programas de desarrollo urbano de los
centros de población deberán contener, además 
de lo estipulado en el artículo 56 de esta Ley, lo 
siguiente: 

(…)” 

Ley General de la materia Ley local impugnada 

“Artículo 59. Corresponderá a los municipios 
formular, aprobar y administrar la Zonificación de 
los Centros de Población ubicados en su 
territorio. 

La Zonificación Primaria, con visión de mediano y 
largo plazo, deberá establecerse en los programas 
municipales de Desarrollo Urbano, en 
congruencia con los programas metropolitanos en 
su caso, en la que se determinarán: 

I. Las áreas que integran y delimitan los Centros 
de Población, previendo las secuencias y 
condicionantes del Crecimiento de la ciudad; 

II. Las áreas de valor ambiental y de alto riesgo no 
urbanizables, localizadas en los Centros de 
Población; 

III. La red de vialidades primarias que estructure la 
conectividad, la Movilidad y la accesibilidad 
universal, así como a los espacios públicos y 
equipamientos de mayor jerarquía; 

IV. Las zonas de Conservación, Mejoramiento y 
Crecimiento de los Centros de Población; 

V. La identificación y las medidas necesarias para 
la custodia, rescate y ampliación del Espacio 
Público, así como para la protección de los 
derechos de vía; 

VI. Las Reservas territoriales, priorizando las 
destinadas a la urbanización progresiva en los 
Centros de Población; 

VII. Las normas y disposiciones técnicas 
aplicables para el diseño o adecuación de 
Destinos específicos tales como para vialidades, 
parques, plazas, áreas verdes o equipamientos 
que garanticen las condiciones materiales de la 
vida comunitaria y la Movilidad; 

VIII. La identificación y medidas para la protección 
de las zonas de salvaguarda y derechos de vía, 
especialmente en áreas de instalaciones de riesgo 
o sean consideradas de seguridad nacional, 
compensando a los propietarios afectados por 
estas medidas, y 

IX. La identificación y medidas para la protección 
de los polígonos de amortiguamiento industrial 
que, en todo caso, deberán estar dentro del predio 
donde se realice la actividad sin afectar a 
terceros. En caso de ser indispensable dicha 
afectación, se deberá compensar a los 
propietarios afectados. 

La Zonificación Secundaria se establecerá en los 

“Artículo 111. La zonificación que se establezca 
en los Planes y Programas de Desarrollo Urbano 
correspondientes, deberá observar lo siguiente: 

I. La zonificación primaria tendrá una visión de 
mediano y largo plazo, en la que se determinara: 

a) Las áreas conforme al artículo 136 de esta Ley; 

b) Las zonas de Conservación, Mejoramiento, 
Consolidación y Crecimiento; y 

c) Las Reservas territoriales, priorizando las 
destinadas a la urbanización progresiva. 

II. La Zonificación Secundaria, se determinará en 
las matrices de compatibilidad que se contemplen 
en los Planes y Programas Municipales de 
Desarrollo Urbano de acuerdo a los criterios 
siguientes: 

a) En las Zonas de Conservación se regulará la 
mezcla de Usos del suelo y sus actividades, 
estableciendo: 

1. Los usos y destinos del suelo permitidos, 
prohibidos y condicionados; 

2. La compatibilidad entre los usos y destinos 
permitidos; y 

3. Las disposiciones aplicables a los usos y 
destinos condicionados. 

b) En las zonas que no se determinen de 
Conservación: 

1. Se consideraran compatibles y, por lo tanto, no 
se podrá establecer una separación entre los 
Usos residenciales, los usos comerciales y 
centros de trabajo, siempre y cuando éstos no 
amenacen la seguridad, salud y la integridad de 
las personas, o se rebasen la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la 
movilidad urbana; 

2. Se permitirá la Densificación, siempre y cuando 
no se rebase la capacidad de los servicios de 
agua, drenaje y electricidad o la Movilidad urbana. 
Los interesados en densificar deberán asumir el 
costo que el incremento represente. La autoridad 
competente establecerá los mecanismos 
necesarios para aplicar dicho costo, el cual será 
utilizado en mejorar la capacidad de 
infraestructuras y equipamientos que permita una 
adecuada densificación y mezcla de usos; y 

3. Se garantizará que se consolide una red de 
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planes o programas municipales de Desarrollo 
Urbano de acuerdo a los criterios siguientes: 

I. En las Zonas de Conservación se regulará la 
mezcla de Usos del suelo y sus actividades, y 
II. En las zonas que no se determinen de 
Conservación: 
a) Se considerarán compatibles y, por lo tanto, no 
se podrá establecer una separación entre los 
Usos de suelo residenciales, comerciales y 
centros de trabajo, siempre y cuando éstos no 
amenacen la seguridad, salud y la integridad de 
las personas, o se rebasen la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la 
Movilidad; 
b) Se deberá permitir la Densificación en las 
edificaciones, siempre y cuando no se rebase la 
capacidad de los servicios de agua, drenaje y 
electricidad o la Movilidad. 
Los promotores o desarrolladores deberán asumir 
el costo incremental de recibir estos servicios. El 
gobierno establecerá mecanismos para aplicar 
dicho costo y ajustar la capacidad de 
infraestructuras y equipamientos que permita a 
promotores o desarrolladores incrementar la 
densidad de sus edificaciones y la mezcla de 
Usos del suelo, y 
c) Se garantizará que se consolide una red 
coherente de vialidades primarias, dotación de 
espacios públicos y equipamientos suficientes y 
de calidad.” 

vialidades operativa y funcional y una dotación de 
espacios públicos y equipamientos suficientes y 
de calidad.” 

 

Conforme a lo expuesto, puede advertirse que las disposiciones emitidas por el Congreso del Estado 
de Nuevo León en la Ley local impugnada constituyen el desenvolvimiento normativo del modelo de 
desarrollo urbano determinado por el Congreso de la Unión, con base en el cual distribuyó las facultades 
concurrentes que, en materia de asentamientos humanos, comparten los tres órdenes de gobierno, con el 
objetivo de que en la planeación del desarrollo urbano, así como en la fundación, conservación, mejoramiento 
y crecimiento de los centros de población, se cumplieran los principios que orientan esta materia de forma 
congruente y coordinada. 

Lo anterior, máxime que, en concordancia con el artículo 1148 de la Ley General de la materia, los diversos 
11 y 8849 de la Ley local impugnada prevén, respectivamente, las facultades de los Municipios en materia 
asentamientos humanos, destacadamente, elaborar, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas 
municipales de desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los demás que de éstos deriven, así 

                                                 
48 “Artículo 11. Corresponde a los municipios: 
I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás 
que de éstos deriven, adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de planeación, las 
normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su cumplimiento; (…)” 
49 “Artículo 11. Corresponde a los Municipios: 
I. Elaborar, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los 
demás que de éstos deriven, incluyendo la zonificación prevista en lo conducente, adoptando normas y criterios de congruencia, coordinación 
y ajuste con otros niveles superiores de planeación y las normas oficiales mexicanas que expida la Secretaría de Desarrollo Agrario, 
Territorial y Urbano del Gobierno Federal, así como aprobar los reglamentos y disposiciones de carácter general en materia de ordenamiento 
territorial, desarrollo urbano, zonificación, construcción, estacionamientos, así como vigilar su cumplimiento; tratándose de los planes o 
programas municipales antes citados, se deberá solicitar a la autoridad competente la dictaminación, análisis y calificación de la congruencia 
de dichos planes o programas con la planeación estatal, así mismo, posteriormente se deberá solicitar su inscripción en la Dirección del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado y su publicación en el Periódico Oficial del 
Estado, y su incorporación en el sistema de información territorial y urbano a cargo de la Secretaría antes citada; 
II. Formular, aprobar y administrar la zonificación prevista en los programas de desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los 
demás que de éstos deriven, los reglamentos en materia de ordenamiento territorial, desarrollo urbano, zonificación y construcción; 
adoptando normas y criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de planeación y las normas oficiales 
mexicanas, así como vigilar su cumplimiento; (…)” 
“Artículo 88. Corresponde a los Municipios formular, aprobar y administrar la zonificación de los centros de población ubicados en 
su territorio, mediante una zonificación primaria y una zonificación secundaria. 
Los planes o programas de desarrollo urbano municipal tienen por objeto el ordenamiento territorial y regulación de los procesos de 
conservación, mejoramiento, consolidación y crecimiento de los asentamientos humanos del territorio municipal, contemplaran, además de lo 
señalado en el artículo 60 de esta Ley, lo siguiente: (…)” 
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como formular, aprobar y administrar zonificación primaria y secundaria del territorio, así como vigilar su 
cumplimiento. 

No obstante, atendiendo a lo resuelto en la controversia constitucional 19/2017, este Tribunal Pleno 
advierte, de manera específica, la inconstitucionalidad de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 79, 
fracción III, en su porción normativa que dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, 
fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley local impugnada, los cuales 
establecen: 

“Artículo 1. La presente Ley es de orden público e interés social y de observancia 
general en todo el territorio del Estado de Nuevo León. 

Las disposiciones de esta Ley tienen por objeto: 

(…) 

II. Establecer la concurrencia del Estado y de los Municipios, para la ordenación y 
regulación de los Asentamientos Humanos en el territorio estatal; 

Artículo 79. Las políticas públicas para la movilidad urbana deberán cumplir con los 
principios establecidos en la presente Ley, así como contemplar los lineamientos 
siguientes: (…) 

III. Promover los Usos de suelo mixtos, la distribución jerárquica de equipamientos, 
favorecer una mayor flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y 
evitar la imposición de cajones de estacionamiento; (…)” 

“Artículo 86. Los programas de desarrollo urbano de centros de población son los 
instrumentos que integran el conjunto de disposiciones y normas para ordenar y 
regular su zonificación, reservas, usos y destinos del suelo y sus compatibilidades, 
las especificaciones de las densidades de población, construcción y ocupación, que 
tiendan a mejorar el funcionamiento y organización de sus áreas de conservación, 
mejoramiento y crecimiento, así como establecer las bases para la programación de 
acciones, obras y servicios. 

(…) 

II. Los usos y destinos predominantes del suelo por zona o zonificación secundaria, 
de acuerdo a los criterios siguientes: 

(…) 

b) En las zonas que no se determinen de Conservación: 

1. Se considerarán compatibles y, por lo tanto, no se podrá establecer una separación 
entre los usos de suelo residenciales, comerciales y centros de trabajo, siempre y 
cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se 
rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad, 
considerándose igualmente compatibles los servicios públicos y la infraestructura de 
telecomunicaciones y de radiodifusión, en cualquier uso de suelo, para zonas 
urbanizables y no urbanizables; por lo que se deberá de promover la mezcla de usos 
del suelo, procurando integrar las zonas residenciales con usos comerciales, de 
servicios y los centros de trabajo, para impedir una expansión física desordenada de 
los centros de población y buscar una adecuada estructura vial; 

2. Se deberá permitir la Densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se 
rebase la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad; 

3. Los promotores o desarrolladores deberán asumir el costo incremental de recibir 
estos servicios. El gobierno establecerá mecanismos para aplicar dicho costo y 
ajustar la capacidad de infraestructuras y equipamientos que permita a promotores o 
desarrolladores incrementar la densidad de sus edificaciones y la mezcla de Usos del 
suelo; 

4. Se garantizará que se consolide una red coherente de vialidades primarias, 
dotación de espacios públicos y equipamientos suficientes y de calidad; 

5. En el contenido de este apartado, las autoridades deberán expresar la 
permisibilidad de usos mixtos en los nuevos fraccionamientos y conjuntos urbanos 
habitacionales sujetos al régimen de propiedad en condominio horizontal, en los 
términos en lo dispuesto por el número 1, de éste inciso c), de ésta misma fracción; y 
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6. Las disposiciones para la protección de los derechos de vías y las zonas de 
restricción de inmuebles de propiedad pública.” 

“Artículo 111. La zonificación que se establezca en los Planes y Programas de 
Desarrollo Urbano correspondientes, deberá observar lo siguiente: 

(…) 

II. La Zonificación Secundaria, se determinará en las matrices de compatibilidad que 
se contemplen en los Planes y Programas Municipales de Desarrollo Urbano de 
acuerdo a los criterios siguientes: 

(…) 

b) En las zonas que no se determinen de Conservación: 

1. Se consideraran compatibles y, por lo tanto, no se podrá establecer una separación 
entre los Usos residenciales, los usos comerciales y centros de trabajo, siempre y 
cuando éstos no amenacen la seguridad, salud y la integridad de las personas, o se 
rebasen la capacidad de los servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad 
urbana; 

2. Se permitirá la Densificación, siempre y cuando no se rebase la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la Movilidad urbana. Los interesados en 
densificar deberán asumir el costo que el incremento represente. La autoridad 
competente establecerá los mecanismos necesarios para aplicar dicho costo, el cual 
será utilizado en mejorar la capacidad de infraestructuras y equipamientos que 
permita una adecuada densificación y mezcla de usos; y 

3. Se garantizará que se consolide una red de vialidades operativa y funcional y una 
dotación de espacios públicos y equipamientos suficientes y de calidad.” 

Lo anterior es así, pues las porciones normativas destacadas de los preceptos transcritos, ocasionan una 
vulneración a las competencias del Municipio actor previstas en el artículo 115, fracción V, de la 
Constitución Federal, por establecer mandatos expresos que prácticamente hacen nugatoria su facultad 
municipal para decidir de manera real y efectiva la planeación y el desarrollo urbanístico atendiendo a las 
particularidades de su respectivo ámbito territorial. 

En efecto, los artículos 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la 
Ley local impugnada, de la Ley local que se analiza, establecen coincidentemente que al llevarse a cabo la 
zonificación secundaria en las zonas que no se determinen de conservación, se debe observar, en esencia, lo 
siguiente: 

a) Considerar compatibles, y por lo tanto, no se podrá establecer una separación entre los usos de 
suelo residenciales, comerciales y centros de trabajo, siempre y cuando éstos no amenacen la 
seguridad, salud y la integridad de las personas, o se rebasen la capacidad de los servicios de agua, 
drenaje y electricidad o la movilidad; 

b) Permitir la densificación en las edificaciones, siempre y cuando no se rebase la capacidad de los 
servicios de agua, drenaje y electricidad o la movilidad; y 

c) Garantizar que se consolide una red coherente de vialidades primarias, dotación de espacios 
públicos y equipamientos suficientes y de calidad. 

Como se observa, antes de ser principios o bases aplicables a la planeación urbana, tales previsiones 
constituyen auténticos mandatos que dejan poco margen al Municipio para formular y administrar la 
zonificación secundaria de las zonas que se determinen de no conservación atendiendo a las 
particularidades que éstas presenten, las cuales pueden ser distintas a la mera capacidad para satisfacer 
los servicios de agua, drenaje y electricidad, con lo cual, prácticamente se obliga al ente municipal a no 
separar los usos de suelo y densificar las edificaciones, sin permitirle llevar a cabo la planificación y 
administración de aquellas zonas que no se determinen de conservación de la manera que sea más acorde 
con las necesidades y la problemática poblacional de su territorio, vulnerando con ello la autonomía de 
decisión que en materia asentamientos humanos y desarrollo urbano le corresponde según lo previsto en el 
artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal. Acode con ello, debe declararse la invalidez de los 
artículos 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley local 
impugnada. 

Lo anterior es así, máxime que, como se destacó, los referidos artículos prevén de manera coincidente 
tales mandatos para el orden de gobierno municipal, sin que pase desapercibido que el artículo 86, fracción II, 
inciso b), contiene previsiones adicionales en sus numerales 3, 5 y 6; sin embargo, al formar parte del marco 
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normativo que regula la zonificación secundaria en zonas que no se determinen de conservación, la invalidez 
de dichos numerales deriva de la inconstitucionalidad detectada por este Pleno en los términos señalados en 
el párrafo anterior. 

Por lo que respecta al artículo 79, fracción III, de la Ley local impugnada, de dicha norma se desprende 
que, en las políticas de movilidad urbana que se lleven a cabo como parte del proceso de planeación de 
asentamientos humanos, se deben promover la distribución jerárquica de equipamientos, favorecer una mayor 
flexibilidad en las alturas y densidades de las edificaciones y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento. 

En términos generales, se advierte que tal precepto establece una directriz para garantizar la accesibilidad 
universal de las personas a los servicios y satisfactores urbanos; no obstante, por la porción que dice:  “y 
evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, se traduce en un mandato concreto que obliga a los 
Municipios a no establecer un número mínimo de espacios para el resguardo de vehículos automotores, a 
pesar de que así lo estimen conveniente atendiendo a las particularidades de su desarrollo urbano. De esta 
manera, el orden de gobierno municipal se convierte en un mero ejecutor de las acciones urbanísticas 
establecidos por el legislador local, lo cual desconoce la participación real y efectiva que deben tener los 
Municipios en la planeación del ordenamiento territorial y del desarrollo urbano dada la concurrencia 
propia de esta materia, razón que es suficiente para declarar su invalidez. 

Finalmente, este Pleno sostiene que, en el caso, resulta inconstitucional el artículo 1, párrafo segundo, 
fracción II, de la Ley local analizada, al determinar la concurrencia en la planeación, ordenación y regulación 
de los asentamientos humanos en el territorio estatal, pues ello se ve relacionado con los temas directamente 
regulados en los citados numerales 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 
3 del propio ordenamiento. 

Conforme a lo expuesto, lo procedente es, por un lado, reconocer la validez de los artículos 1, párrafo 
segundo, fracciones I, III y IV; 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII, 11, y 88, de la Ley local impugnada; y 
por otro, declarar la invalidez de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 79, fracción III, en su porción 
normativa que dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, fracción II, inciso b), y 
111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de ese mismo ordenamiento. 

OCTAVO. Impugnaciones dirigidas a combatir las facultades del Ejecutivo local relacionadas con 
los planes y programas de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio. Análisis de los 
conceptos de invalidez quinto, sexto, séptimo y octavo. El Municipio actor combate las facultades 
otorgadas al Ejecutivo del Estado de Nuevo León en relación con los planes y programas de desarrollo urbano 
municipal y zonificación del territorio, alegando que ello afecta su autonomía constitucional y lo subordinan a 
dicho Poder, conforme a lo siguiente: 

 En su quinto concepto de invalidez alega que la facultad del Ejecutivo local para ordenar la 
publicación e inscripción de los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, 
vulnera la autonomía municipal y subordina al Municipio a dicho Poder (artículos 9, fracción IX, 11, 
fracción I, y 56, penúltimo párrafo, de la Ley local impugnada). 

 En su sexto concepto de invalidez sostiene que la previsión de que la etapa de verificación de 
congruencia de un proyecto de plan o programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de 
territorio, sea anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y lo 
subordina al Gobierno local (artículos 10, fracción IV, 11, fracción I, 52 y 56, de la Ley local 
impugnada). 

 En su séptimo concepto de invalidez aduce que la previsión de que el Gobierno local califique que el 
programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia 
y el procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal (artículo 53, fracción IX, de la 
Ley local impugnada). 

 En su octavo concepto de invalidez considera que la previsión relativa a que los planes y programas 
de desarrollo urbano entren en vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el 
periódico oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, 
y genera subordinación al Ejecutivo local (artículo 57 de la Ley local impugnada). 

Los artículos 9, fracción IX, 10, fracción IV, 11, fracción I, 52, 53, fracción IX, 56, penúltimo párrafo, y 57, 
primer párrafo, de la Ley local impugnada a que alude el Municipio actor, son del tenor siguiente: 

“Artículo 9. Corresponde al Gobernador del Estado: (…) 

IX. Ordenar la publicación en el Periódico Oficial del Estado y la inscripción en la 
Dirección de Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y 
Catastral del Estado de Nuevo León de los distintos planes, así como de los 
programas de desarrollo urbano, a solicitud de las autoridades que corresponda;”. 
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“Artículo 10. Corresponde a la Secretaría: (…) 

IV. Analizar, verificar y calificar la congruencia y vinculación de los distintos planes y 
programas que integran el sistema estatal de planeación del desarrollo urbano, con el 
propósito de que exista apropiada congruencia, coordinación y ajuste con la 
planeación estatal y federal, incluyendo los de conurbaciones o zonas 
metropolitanas, a través del dictamen de congruencia estatal;”. 

“Artículo 11. Corresponde a los Municipios: (…) 

I. Elaborar, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de 
desarrollo urbano, de centros de población, parciales y los demás que de éstos 
deriven, incluyendo la zonificación prevista en lo conducente, adoptando normas y 
criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de 
planeación y las normas oficiales mexicanas que expida la Secretaría de Desarrollo 
Agrario, Territorial y Urbano del Gobierno Federal, así como aprobar los reglamentos 
y disposiciones de carácter general en materia de ordenamiento territorial, desarrollo 
urbano, zonificación, construcción, estacionamientos, así como vigilar su 
cumplimiento; tratándose de los planes o programas municipales antes citados, se 
deberá solicitar a la autoridad competente la dictaminación, análisis y calificación de 
la congruencia de dichos planes o programas con la planeación estatal, así mismo, 
posteriormente se deberá solicitar su inscripción en la Dirección del Registro Público 
de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado y su 
publicación en el Periódico Oficial del Estado, y su incorporación en el sistema de 
información territorial y urbano a cargo de la Secretaría antes citada;”. 

“Artículo 52. El Estado a través de la Secretaría, de oficio, en los casos de los planes 
o programas, o a petición expresa del Ayuntamiento, Presidente Municipal o de la 
Dependencia Municipal, tratándose de los programas referidos en las fracciones V, VI 
y VII del artículo 50 de ésta Ley, analizará y verificará que los proyectos de planes o 
programas de desarrollo urbano, terminada la consulta pública y analizado, en su 
caso, la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser 
aprobados definitivamente por la autoridad estatal o por el Ayuntamiento, como 
requisito previo a su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y su 
inscripción en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del 
Instituto Registral y Catastral del Estado, guarden apropiada congruencia, 
coordinación y ajuste entre los distintos niveles de planeación estatal, y en su caso, 
federal;”. 

Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo 
urbano se realizará respecto a los siguientes temas: (…) 

IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas 
municipales de desarrollo urbano, programas de desarrollo urbano de centros de 
población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley. 

“Artículo 56. Para la aprobación, expedición, modificación o actualización de los 
planes y programas de desarrollo urbano, una vez que las autoridades competentes 
autoricen que sean sometidos a consulta pública, deberán seguir el siguiente 
procedimiento: 

I. La Autoridad Estatal o Municipal Competente dará aviso público del inicio del 
proceso de planeación y formulará el proyecto de plan o programa de Desarrollo 
Urbano o sus modificaciones, difundiéndolo ampliamente tratándose de una 
modificación parcial, el aviso se publicara en uno de los periódicos de mayor 
circulación en el Estado; 

II. Las autoridades correspondientes autorizarán que sean sometidos a consulta 
pública, en el caso de los Municipios esta autorización deberá será otorgada por sus 
Ayuntamientos, debiéndose enviar para su publicación estas autorizaciones en la 
Gaceta Municipal en un término de 5-cinco días; 

III. Una vez cumplido lo anterior, deberán dar aviso del inicio del proceso de la 
consulta pública y especificando los principales cambios y modificaciones y las 
zonas afectadas. Este aviso deberá ser publicado en cuando menos dos de los 
diarios de mayor circulación en la entidad, durante 3-tres días consecutivos y deberá 
cumplir con un tamaño mínimo de un octavo de página; 
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IV. Los proyectos de los planes o programas o las modificaciones a los vigentes 
estarán disponibles para la consulta pública durante un plazo de 30- treinta a 60-
sesenta días hábiles según disponga la convocatoria, mínimo en las oficinas de la 
Secretaría o de la Dependencia Municipal competente en materia de desarrollo 
urbano, así como en sus respectivos portales de internet, durante dicho plazo los 
interesados podrán solicitar un ejemplar del proyecto y de sus anexos gráficos, así 
como presentar por escrito a las autoridades competentes, los planteamientos o 
propuestas que consideren respecto del proyecto del plan o programa de desarrollo 
urbano, o las modificaciones a los vigentes, a sus anexos y demás contenido del 
mismo. Los planteamientos deberán estar fundamentados y consignar domicilio para 
oír y recibir notificaciones. 

Previo al inicio del proceso de la consulta pública a que se refiere el párrafo que 
antecede, la autoridad estatal o municipal competente, mediante oficio, podrá solicitar 
que se verifique la congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo 
urbano o las modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y 
empresas prestadoras de los servicios públicos relacionados. 

Estas dependencias, entidades o prestadoras de servicios públicos deberán 
contestar por escrito sus observaciones al plan o programa de desarrollo urbano en 
un término máximo de 30-treinta días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente 
a la fecha de recepción del oficio; de no contestar la solicitud a que se refiere el 
párrafo anterior, dentro del término señalado, se entenderá que no hay observaciones 
al plan o programa de desarrollo urbano o a sus modificaciones y que existe 
congruencia entre este documento y los planes o programa sectorial que 
corresponda a la dependencia, entidad o prestadora de servicios públicos que fue 
omisa en dar respuesta; 

V. Dentro del plazo que refiere la fracción anterior, la o las autoridades competentes, 
según el caso, deberán: 

a) Celebrar al menos dos audiencias públicas para exponer de parte de la autoridad 
los proyectos de planes o programas o sus modificaciones. 

La primera audiencia pública se hará el primer día del plazo de la consulta pública, 
para dar inicio al proceso de participación social y tendrá el propósito de presentar el 
proyecto de plan o programa o sus modificaciones haciendo énfasis en la 
problemática urbana, en los objetivos y en las estrategias planteadas. Se informarán 
los principales cambios y modificaciones a las zonas afectadas; del procedimiento 
para presentar las propuestas, comentarios y observaciones, se responderá a las 
preguntas y se recibirán los planteamientos o propuestas de los asistentes a la 
audiencia, sea de manera verbal o por escrito, en este último caso, se firmarán y 
sellarán de recibido. 

La última audiencia pública se hará el último día del plazo fijado para la consulta 
pública y la participación social, siguiendo el mismo procedimiento de la primera 
audiencia, y tendrá como propósito recibir los planteamientos por escrito de los 
asistentes, los cuales se deberán sellar y firmar de recibido, sin perjuicio de que los 
planteamientos, propuestas u observaciones se presenten durante el plazo de la 
consulta pública, o bien en forma electrónica a través de los sitios web. 

De dichas audiencias se levantarán actas circunstanciadas que consignen la 
asistencia y las preguntas y planteamientos de los asistentes, mismos que serán 
utilizadas, en lo procedente, en los ajustes a los proyectos presentados junto con las 
propuestas que se hayan recibido a lo largo del periodo de consulta. 

b) También al inicio del plazo de consulta pública, en un término máximo de 5- cinco 
días hábiles posteriores a la primera audiencia, se (sic) deberá celebrarse un 
audiencia con los integrantes del Consejo Estatal de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano, Consejo Municipal de Desarrollo Urbano, o con el Consejo 
Consultivo de Desarrollo Metropolitano o de la zona conurbada, según corresponda, 
con el propósito de exponer el proyecto de plan o programa o sus modificaciones al 
vigente. 
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De dicha audiencia también se levantará un acta que consigne las preguntas y 
planteamientos de los asistentes, misma que será utilizada en lo procedente, en los 
ajustes o modificaciones a los proyectos presentados; y 

c) Una vez concluido el proceso de consulta la autoridad competente verificará la 
congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano o las 
modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas 
prestadoras de servicios públicos relacionadas; 

VI. La autoridad competente tendrá un plazo de 30-treinta días hábiles, prorrogables a 
60-sesenta días hábiles, posteriores a la celebración de la última audiencia pública y 
de acuerdo a la complejidad de los planteamientos recibidos, para dar respuesta 
fundamentada y motivada a los planteamientos improcedentes, mismos que se 
deberán notificar al domicilio señalado para oír y recibir notificaciones. 

Las modificaciones del proyecto deberán fundamentarse; éstas y las respuestas por 
escrito a los planteamientos o propuestas improcedentes estarán en consulta pública 
en las oficinas de la Secretaría o de la Dependencia Municipal competente en materia 
de desarrollo urbano, según corresponda, en forma impresa en papel y en forma 
electrónica a través de los sitios web, durante un plazo de 20-veinte días hábiles, 
previamente a la aprobación del plan o programa de desarrollo urbano o de sus 
modificaciones; y 

VII. Cumplidas las formalidades para la participación social en la formulación o 
modificación de los planes o programas de desarrollo urbano, las autoridades 
competentes elaborarán la versión final de dichos planes o programas incorporando, 
en lo conducente, los resultados de dicha participación y los planteamientos o 
propuestas procedentes. 

Asimismo, tratándose de los planes a que se refieren las fracciones V, VI y VII del 
artículo 50 de esta Ley, el Ayuntamiento, el Presidente Municipal, la Dependencia 
Municipal competente en materia de desarrollo urbano, o, en su caso, el Instituto 
Municipal de Planeación Urbana, deberá solicitar al Estado, a través de la 
Dependencia Estatal competente en materia de desarrollo urbano, que analice, 
verifique y califique que la versión final del proyecto del plan o programa de 
desarrollo urbano guarden la apropiada congruencia, coordinación y ajuste y 
vinculación entre los distintos niveles de planeación estatal y federal. 

La Secretaria procederá a analizar el documento que se le presente con respecto a 
cada uno de los temas o puntos de congruencia que establece (sic) los artículo (sic) 
53 y 54 segundo párrafo, de esta Ley, y en caso de detectar incongruencias, dentro de 
los siguientes 90-noventa días hábiles contados a partir del día siguiente al que fue 
recibida la solicitud, formulará las recomendaciones que considere procedentes para 
que el proyecto de que se trate sea revisado o modificado, y poder emitir el dictamen 
de congruencia correspondiente a efecto de proceder a su aprobación definitiva, a la 
publicación en el Periódico Oficial del Estado e inscripción en la Dirección del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del 
Estado. 

Cuando la Secretaría realice observaciones al proyecto de plan o programa de 
desarrollo urbano presentado por la autoridad estatal o por el Municipio, estas 
tendrán un plazo de 40-cuarenta días hábiles contados a partir del día siguiente al de 
la recepción del oficio, para hacer las aclaraciones o presentar las adecuaciones que 
correspondan. Si en dicho plazo no se emite aclaración alguna, se entenderá que se 
procedió a la adecuación del proyecto presentado, debiéndose presentar nuevamente 
a la Secretaría para que ésta emita el respectivo dictamen de congruencia, el que se 
deberá de expedir en un término no mayor a 20-veinte días hábiles. 

En el caso de que se tramiten diversos planes o programas de desarrollo urbano de 
un mismo Municipio, en un mismo periodo o procedimiento, el dictamen de 
congruencia se solicitará de forma simultánea. 

Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso 
resultaron, la autoridad estatal o municipal competente en materia de desarrollo 
urbano, aprobará el plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones a los 
planes o programas vigentes, tratándose de los planes o programa de desarrollo 
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urbano competencia de los Municipios se presentarán estos documentos 
conjuntamente con el dictamen de congruencia ante el Ayuntamiento para su 
aprobación. Para la validez y obligatoriedad de los planes o programas de desarrollo 
urbano se deberá realizar su publicación en forma íntegra en el Periódico Oficial del 
Estado, en los casos de los planes o programas de nivel municipal se publicarán en la 
gaceta municipal, cuando el Municipio cuente con ese medio de difusión, y se 
procederá a realizar las solicitudes y gestiones necesarias para que se inscriban en la 
Dirección (sic) Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral 
y Catastral del Estado, en los términos que señala esta Ley. 

La autoridad que expida los planes o programas de desarrollo urbano, después de ser 
publicados en el Periódico Oficial del Estado, procurará su amplia difusión pública a 
través de los medios que estime convenientes, y podrán publicarse en forma 
abreviada en uno de los periódicos de mayor circulación de la entidad.” 

Artículo 57. Los planes o programas de desarrollo urbano, entrarán en vigor treinta 
días hábiles después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, y deberán 
ser inscritos en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del 
Instituto Registral Catastral del Estado, dentro de los 30-treinta días hábiles 
siguientes al de su publicación, a partir de este momento empezaran a surtir efectos 
contra terceros. 

(…).” 

A. La facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de los planes de 
desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la autonomía municipal y 
subordina al Municipio a dicho Poder (artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, penúltimo 
párrafo, de la Ley local impugnada). Análisis del quinto concepto de invalidez. 

Atendiendo al parámetro constitucional expuesto y a la línea jurisprudencia que ha sostenido esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, resultan infundados los argumentos formulados por en su quinto 
concepto invalidez, donde alega que la facultad del Ejecutivo local para ordenar la publicación e inscripción de 
los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, vulnera la autonomía municipal y 
subordina al Municipio a dicho Poder, como se explica a continuación: 

En primer término, se debe señalar que el artículo 115 de la Constitución Federal, en la parte que interesa 
a este estudio, dispone lo siguiente: 

“Artículo 115. (…) 

(REFORMADA, D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1999) 

V.- Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, 
estarán facultados para: 

a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano 
municipal; (…) 

d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su 
competencia, en sus jurisdicciones territoriales; (…) 

(REFORMADO, D.O.F. 29 DE ENERO DE 2016) 

En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del 
artículo 27 de esta Constitución, expedirán los reglamentos y disposiciones 
administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación 
ubicados en los Municipios estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los 
poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos 
del inciso i) de esta fracción;” 

Al respecto, como se adelantó, este Alto Tribunal ha considerado facultades concurrentes las contenidas 
en la fracción V del precepto 115 constitucional. Asimismo, que en dicho precepto el Constituyente otorgó 
una mayor participación al Municipio, sin que se trate de una competencia exclusiva y excluyente de los 
demás niveles de planeación. 

Particularmente, las facultades de formulación, aprobación y administración de planes de desarrollo 
urbano municipal, previstas en el inciso a), así como autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, a que 
se refiere el inciso d), ambas de la fracción V del artículo 115 constitucional, que no son de ámbito exclusivo 
o aislado del Municipio, pues el propio numeral las sujeta a los lineamientos establecidos en las leyes 
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federales y estatales en la materia, por lo tanto, deben guardar congruencia con la planeación realizada 
en los otros dos niveles de gobierno; ello, sin llegar al extremo de que el Municipio quede a merced de las 
decisiones del Estado, ya que éstas pudieran ser arbitrarias, de no contar con un control. 

Por otra parte, el Tribunal Pleno ha determinado que es constitucional la inscripción y registro, así 
como su publicación en los medios de difusión oficial, de los planes y programas de desarrollo urbano 
y ordenamiento territorial; al igual que la existencia del dictamen de congruencia de los planes y 
programas municipales respecto de los de distintos niveles de gobierno, emitido por la autoridad 
competente del Ejecutivo estatal. 

Como se mencionó, al resolverse la controversia 94/2009, de la que derivaron las jurisprudencias P./J. 
15/2011 y P./J. 16/2011, de rubros: "ASENTAMIENTOS HUMANOS. ES UNA MATERIA CONCURRENTE 
POR DISPOSICIÓN CONSTITUCIONAL." y "ASENTAMIENTOS HUMANOS. VÍAS DE ANÁLISIS DE LOS 
ÁMBITOS DE COMPETENCIA EN ESA MATERIA.", respectivamente, se estableció que al ser las materias 
de desarrollo urbano y asentamientos humanos concurrentes, los Municipios no cuentan con una facultad 
normativa exclusiva en dichas materias, por lo que al ejercer sus atribuciones lo deben hacer como lo 
señala el artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal, esto es, siempre en los términos de las leyes 
federales y estatales relativas. 

En ese contexto, la Ley General de Asentamientos Humanos, Desarrollo Urbano y Ordenamiento 
Territorial dispone, en lo que interesa, lo siguiente: 

“Artículo 7. Las atribuciones en materia de ordenamiento territorial, asentamientos 
humanos, desarrollo urbano y desarrollo metropolitano, serán ejercidas de manera 
concurrente por la Federación, las entidades federativas, los Municipios y las 
Demarcaciones Territoriales, en el ámbito de la competencia que les otorga la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y esta Ley, así como a través 
de los mecanismos de coordinación y concertación que se generen;” 

“Artículo 8. Corresponden a la Federación, a través de la Secretaría, las atribuciones 
siguientes: (…) 

II. Formular el proyecto de estrategia nacional de ordenamiento territorial con la 
participación de las dependencias del Poder Ejecutivo Federal, con las entidades 
federativas y los Municipios; (…);” 

“Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas:  (…) 

IV. Aplicar y ajustar sus procesos de planeación a la estrategia nacional de 
ordenamiento territorial; (…) 

VII. Analizar y calificar la congruencia y vinculación con la planeación estatal, que 
deberán observar los distintos programas municipales de Desarrollo Urbano, 
incluyendo los de conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de dictámenes de 
congruencia estatal; 

VIII. Inscribir en el Registro Público de la Propiedad, a petición de parte, los planes y 
programas municipales en materia de Desarrollo Urbano, Reservas, Usos del suelo y 
Destinos de áreas y predios, cuando éstos tengan congruencia y estén ajustados con 
la planeación estatal y federal; (…) 

XXVI. Atender las consultas que realicen los Municipios sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en 
materia de Desarrollo Urbano, y (…);” 

“Artículo 11. Corresponde a los Municipios: 

I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de 
Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los demás que de éstos deriven, 
adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles 
superiores de planeación, las normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar 
su cumplimiento; 

(…) 

XII. Validar ante la autoridad competente de la entidad federativa, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en 
materia de Desarrollo Urbano, lo anterior en los términos previstos en el artículo 115, 
fracción V de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
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XIII. Solicitar a la autoridad competente de la entidad federativa, la inscripción 
oportunamente en el Registro Público de la Propiedad de la entidad los planes y 
programas que se citan en la fracción anterior, así como su publicación en la gaceta o 
periódico oficial de la entidad; 

XIV. Solicitar la incorporación de los planes y programas de Desarrollo Urbano y sus 
modificaciones en el sistema de información territorial y urbano a cargo de la 
Secretaría; (…);” 

 “Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo 
Urbano, y como requisito previo a su inscripción en el Registro Público de la 
Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que 
se trate, sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento 
con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de noventa días 
hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud 
señalará con precisión si existe o no la congruencia y ajuste. Ante la omisión de 
respuesta opera la afirmativa ficta. 

En caso de no ser favorable, el dictamen deberá justificar de manera clara y expresa 
las recomendaciones que considere pertinentes para que el ayuntamiento efectúe las 
modificaciones correspondientes;” 

De lo visto, se obtiene que las entidades federativas tienen como deber ajustar sus procesos de 
planeación a la estrategia nacional de ordenamiento territorial; aunado ello los Municipios deben 
ajustar su plan o programa de desarrollo urbano, a los de niveles superiores. 

Asimismo, se desprende que, el nivel municipal tiene el deber de inscribir dicho instrumento en el 
Registro Público de la Propiedad, previa consulta a la autoridad competente de la entidad federativa 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste a la planeación estatal y federal, de manera que 
el Municipio que registra y publica su programa correspondiente, se encuentra autorizado para proceder, en el 
ámbito de su jurisdicción, al ejercicio de las facultades previstas por la fracción V, del artículo 115 
constitucional, tales como expedición de licencias o autorizaciones de urbanización, de régimen de propiedad 
en condominio, fraccionamiento, subdivisión, construcción, reconstrucción, ampliación, acciones urbanas. 

Además, una vez el Municipio presenta solicitud de consulta ante la autoridad competente del Estado 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste del programa municipal respecto de la 
planeación estatal y federal, la entidad federativa debe, en el plazo de noventa días hábiles, dar respuesta 
precisa de si existe congruencia y ajuste entre dicho programa municipal y el de aquellos otros órdenes 
gubernamentales, en la inteligencia que si omite pronunciamiento al respecto opera la afirmativa ficta; en 
tanto que si la autoridad estatal dictamina desfavorablemente, deberá justificar de manera clara y expresa 
las recomendaciones que considere pertinentes para que el ente municipal efectúe modificaciones y 
ajustes. 

De esta manera, el contenido de tales reglamentaciones será objeto del escrutinio en que la 
autoridad competente debe basar el dictamen de congruencia del programa municipal frente al del 
Estado y la Federación en la materia. 

Atendiendo a lo anterior, resulta infundado el quinto concepto de invalidez que formula el Municipio 
actor, donde aduce que la facultad del Ejecutivo local de ordenar la publicación del plan o programa de 
desarrollo urbano municipal y zonificación de suelo en el periódico local, así como su inscripción en el 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, 
invade su competencia constitucional, entorpece el proceso de expedición de las normas que integran su 
orden jurídico municipal en materia de desarrollo urbano y lo subordinan al Poder Ejecutivo estatal, pues tales 
previsiones resultan acordes con los mandatos establecidos por el Congreso de la Unión en la Ley 
General de la materia. 

En efecto, queda a cargo del Municipio, como punto de partida para el ejercicio de sus facultades 
constitucionales, solicitar a la autoridad local competente la dictaminación, análisis y calificación de la 
congruencia de dichos planes o programas con la planeación estatal y, posteriormente se solicitar su 
inscripción en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y 
Catastral del Estado, así como su publicación en el Periódico Oficial de la entidad federativa, e 
incorporación en el sistema de información territorial y urbano local. 

La anterior denominación no es distinta a la establecida por la Ley General, sin que se advierta que el 
legislador local ordene a cargo del Municipio un trámite invasor de las facultades constitucionales, siendo 
acorde a sus artículos 10, fracciones IV, VII, VIII y XXVI; 11, fracciones I, XII, XIII y XIV; y 44, siendo que este 
último precepto constriñe la coordinación de las autoridades municipales para que, una vez que el 
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Ayuntamiento apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, consulte a la autoridad local competente, 
sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y 
federal, ello como requisito previo a su inscripción en el Registro Público de la Propiedad. 

En los términos apunados, las previsiones normativas impugnadas resultan congruentes con lo 
establecido en la legislación general, rectora en la materia conforme al precepto 115, fracción V constitucional, 
sin que se advierta un trámite que invada las competencias que alega el actor; de manera que lo procedente 
es reconocer la validez de los artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, y 56, penúltimo párrafo, de la Ley local 
impugnada. 

B. La previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o 
programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su 
aprobación por parte del Ayuntamiento, viola la autonomía municipal y lo subordina al 
Gobierno local (artículo 52 de la Ley local impugnada). Análisis del sexto concepto de invalidez. 

Por otra parte, resulta infundado el sexto concepto de invalidez del actor, donde sostiene el artículo 52 
de la Ley local impugnada, invade su competencia y transgrede el diverso 44 de la Ley General de la materia, 
por establecer que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o programa de desarrollo 
urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento. 

El artículo 52 impugnado por el demandante, establece lo siguiente: 

“Artículo 52. El Estado a través de la Secretaría, de oficio, en los casos de los planes 
o programas, o a petición expresa del Ayuntamiento, Presidente Municipal o de la 
Dependencia Municipal, tratándose de los programas referidos en las fracciones V, VI 
y VII del artículo 5050 de ésta Ley, analizará y verificará que los proyectos de planes o 
programas de desarrollo urbano, terminada la consulta pública y analizado, en su 
caso, la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser 
aprobados definitivamente por la autoridad estatal o por el Ayuntamiento, como 
requisito previo a su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y su 
inscripción en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del 
Instituto Registral y Catastral del Estado, guarden apropiada congruencia, 
coordinación y ajuste entre los distintos niveles de planeación estatal, y en su caso, 
federal;”. 

De lo anterior se advierte que, la autoridad estatal competente deberá, a petición expresa del 
Ayuntamiento, Presidente Municipal o de la Dependencia Municipal, analizar la apropiada congruencia, 
coordinación y ajuste de los planes o programas municipales de desarrollo urbano y de los centros de 
población, así como los programas parciales, con respecto a los distintos niveles de planeación estatal, y en 
su caso, federal, como requisito previo a su aprobación, publicación en el medio oficial respectivo y su 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral local. Lo 
anterior, una vez terminada la consulta pública respectiva, respecto de la cual se deberán analizar los 
planteamientos y propuestas que, en su caso, se hayan formulado, antes de ser aprobados definitivamente 
por la autoridad estatal o municipal correspondiente. 

Atendiendo a los mandatos de la legislación general en estudio, su artículo 10, fracción VII, determina que 
corresponde a las entidades federativas analizar y calificar la congruencia y vinculación con la planeación 
estatal, que deberán observar los distintos programas municipales de Desarrollo Urbano, incluyendo los de 
conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de dictámenes de congruencia estatal; y conforme al diverso 
44 de ese propio ordenamiento, en caso de detectar inconsistencias, justificar clara y expresamente las 
recomendaciones que considere pertinentes. 

                                                 
50 “Artículo 50. El sistema estatal de planeación del desarrollo urbano es el conjunto de planes o programas tendientes al ordenamiento 
territorial de los asentamientos humanos y la regulación de las acciones de fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los 
centros de población en la entidad, y estará integrado por: 
I. El Programa Estatal de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano; 
II. Los programas regionales de desarrollo urbano; 
III. Los programas metropolitanos o de zonas conurbadas; 
IV. Los programas sectoriales; 
V. Los planes o programas municipales de desarrollo urbano; 
VI. Los programas de desarrollo urbano de centros de población; y 
VII. Los programas parciales. 
Los planes o programas citados en el párrafo anterior se regirán por las disposiciones de esta Ley, por las normas oficiales mexicanas que 
expida la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano del Gobierno Federal, y demás normas administrativas federales, estatales y 
municipales aplicables; serán obligatorios, deberán incorporarse al sistema de información territorial y urbano y, en su caso, deberán de 
contar con los dictámenes de validación y congruencia que deberán solicitar” 
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Por su parte, en términos del artículo 11, fracción XII, de la Ley General en estudio, corresponde a los 
Municipios, “validar ante la autoridad competente de la entidad federativa, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de sus planes y programas municipales en materia de Desarrollo 
Urbano, lo anterior en los términos previstos en el artículo 115, fracción V de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos” 

En ese sentido, resulta claro que lo previsto en el artículo 52 impugnado resulta acorde con los 
mandatos de coordinación previstos en la Ley General de la materia, pues en tanto que no concluya 
definitivamente la etapa de verificación de congruencia que deberá realizar la autoridad local, el ente 
municipal se ve impedido para ejercer sus atribuciones constitucionales plasmados en sus planes y 
programas en materia de desarrollo urbano, al requerir la confirmación del Gobierno local para su validación, 
requisito con el Ayuntamiento podrá solicitar y llevar a cabo su divulgación a través de su publicación e 
inscripción en el Registro Público de la Propiedad y del Comercio respectivo. 

Así, en la medida en que el Municipio no obtenga tal validación en la calificación de congruencia, 
sin atender, en su caso, a las observaciones y propuestas de ajuste que formula la autoridad local en torno a 
su programa o plan respectivo, es dable concluir que el ente municipal no se encuentra autorizado para 
ejercer sus atribuciones constitucionales, pues las mismas deben resultar congruentes con respecto a los 
distintos niveles de planeación tanto estatal como, en su caso, federal, cuya verificación queda a cargo del 
Gobierno de la entidad federativa. En esos términos, debe reconocerse la validez del artículo 52 de la Ley 
local impugnada. 

C. La previsión de que el Gobierno local califique que el programa de desarrollo urbano 
municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y el procedimiento de 
consulta popular, viola la autonomía municipal (artículo 53, fracción IX, de la Ley local 
impugnada). Análisis del séptimo concepto de invalidez. 

Siguiendo con estas ideas, es igualmente infundado el séptimo concepto de invalidez que formula 
Municipio actor, donde aduce que la previsión contenida en el artículo 53, fracción IX, de la Ley local 
impugnada, que autoriza al Gobierno local para calificar que el programa de desarrollo urbano municipal y/o 
zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y el procedimiento de consulta popular, viola los 
artículos resulta contraria a los artículos 10, fracción VII y 44 de la Ley General de la materia, así como la 
autonomía municipal reconocida en la fracción V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 constitucional, 
traduciéndose en una intromisión del Ejecutivo en los procesos de planeación urbana municipal y generando 
subordinación del ente municipal, al permitir que objete la legitimidad del proceso de consulta o se califique la 
validez de las disposiciones de los planes y programas. 

El dispositivo impugnado establece lo siguiente: 

Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo 
urbano se realizará respecto a los siguientes temas: (…) 

IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas 
municipales de desarrollo urbano, programas de desarrollo urbano de centros de 
población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley. 

Ahora bien, el artículo 10, fracción II51, y 11, fracción XXII52, de la Ley General de la materia, otorgan 
facultades a los Estados y Municipios, respectivamente, para que los primeros establezcan normas conforme 
a las cuales se promoverá y dará participación a la ciudadanía en los procesos de planeación, seguimiento y 
evaluación; y para que los segundos establezcan mecanismos de consulta ciudadana para la formulación, 
modificación y evaluación de los planes o programas municipales de desarrollo urbano. 

Por su parte, el numeral 30 de la referida Ley General, determina que la obligación de las entidades 
federativas de determinar la forma y procedimientos para que los sectores social y privado participen en la 
formulación, modificación, evaluación y vigilancia de los planes o programas de desarrollo urbano. 

“Artículo 30. La legislación estatal de Desarrollo Urbano determinará la forma y 
procedimientos para que los sectores social y privado participen en la formulación, 
modificación, evaluación y vigilancia de los planes o programas de Desarrollo 
Urbano. 

                                                 
51 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (…) 
II. Establecer normas conforme a las cuales se promoverá y dará participación a la ciudadanía en los procesos de planeación, 
seguimiento y evaluación a que se refiere esta Ley; 
52 “Artículo 11. Corresponde a los municipios: (…) 
XXII. Crear los mecanismos de consulta ciudadana para la formulación, modificación y evaluación de los planes o programas municipales 
de Desarrollo Urbano y los que de ellos emanen de conformidad con lo dispuesto por esta Ley; 
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En la aprobación y modificación de los planes o programas se deberá contemplar el 
siguiente procedimiento: 

I. La autoridad estatal o municipal competente dará aviso público del inicio del 
proceso de planeación y formulará el proyecto de plan o programa de Desarrollo 
Urbano o sus modificaciones, difundiéndolo ampliamente; 

II. Se establecerá un plazo y un calendario de audiencias públicas para que los 
interesados presenten en forma impresa en papel y en forma electrónica a través de 
sus sitios web, a las autoridades competentes, los planteamientos que consideren 
respecto del proyecto del plan o programa de Desarrollo Urbano o de sus 
modificaciones; 

III. Las respuestas a los planteamientos improcedentes y las modificaciones del 
proyecto deberán fundamentarse y estarán a consulta pública en las oficinas de la 
autoridad estatal o municipal correspondiente, en forma impresa en papel y en forma 
electrónica a través de sus sitios web, durante el plazo que establezca la legislación 
estatal, previamente a la aprobación del plan o programa de Desarrollo Urbano o de 
sus modificaciones, y 

IV. Cumplidas las formalidades para su aprobación, el plan o programa respectivo o 
sus modificaciones podrán ser expedidos por la autoridad competente y para su 
validez y obligatoriedad deberán ser publicados en el órgano de difusión oficial del 
gobierno del estado correspondiente. Además, la autoridad que lo expide procurará 
su amplia difusión pública a través de los medios que estime convenientes.” 

En esos términos, el artículo 56 de la Ley local impugnada, regula el procedimiento de consulta pública en 
torno a la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y programas de desarrollo 
urbano, en los términos siguientes: 

“Artículo 56. Para la aprobación, expedición, modificación o actualización de los 
planes y programas de desarrollo urbano, una vez que las autoridades competentes 
autoricen que sean sometidos a consulta pública, deberán seguir el siguiente 
procedimiento: 

I. La Autoridad Estatal o Municipal Competente dará aviso público del inicio del 
proceso de planeación y formulará el proyecto de plan o programa de Desarrollo 
Urbano o sus modificaciones, difundiéndolo ampliamente tratándose de una 
modificación parcial, el aviso se publicará en uno de los periódicos de mayor 
circulación en el Estado; 

II. Las autoridades correspondientes autorizarán que sean sometidos a consulta 
pública, en el caso de los Municipios esta autorización deberá será otorgada por sus 
Ayuntamientos, debiéndose enviar para su publicación estas autorizaciones en la 
Gaceta Municipal en un término de 5-cinco días; 

III. Una vez cumplido lo anterior, deberán dar aviso del inicio del proceso de la 
consulta pública y especificando los principales cambios y modificaciones y las 
zonas afectadas. Este aviso deberá ser publicado en cuando menos dos de los 
diarios de mayor circulación en la entidad, durante 3-tres días consecutivos y deberá 
cumplir con un tamaño mínimo de un octavo de página; 

IV. Los proyectos de los planes o programas o las modificaciones a los vigentes 
estarán disponibles para la consulta pública durante un plazo de 30- treinta a 60-
sesenta días hábiles según disponga la convocatoria, mínimo en las oficinas de la 
Secretaría o de la Dependencia Municipal competente en materia de desarrollo 
urbano, así como en sus respectivos portales de internet, durante dicho plazo los 
interesados podrán solicitar un ejemplar del proyecto y de sus anexos gráficos, así 
como presentar por escrito a las autoridades competentes, los planteamientos o 
propuestas que consideren respecto del proyecto del plan o programa de desarrollo 
urbano, o las modificaciones a los vigentes, a sus anexos y demás contenido del 
mismo. Los planteamientos deberán estar fundamentados y consignar domicilio para 
oír y recibir notificaciones. 

Previo al inicio del proceso de la consulta pública a que se refiere el párrafo que 
antecede, la autoridad estatal o municipal competente, mediante oficio, podrá solicitar 
que se verifique la congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo 
urbano o las modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y 
empresas prestadoras de los servicios públicos relacionados. 
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Estas dependencias, entidades o prestadoras de servicios públicos deberán 
contestar por escrito sus observaciones al plan o programa de desarrollo urbano en 
un término máximo de 30-treinta días hábiles, contados a partir del día hábil siguiente 
a la fecha de recepción del oficio; de no contestar la solicitud a que se refiere el 
párrafo anterior, dentro del término señalado, se entenderá que no hay observaciones 
al plan o programa de desarrollo urbano o a sus modificaciones y que existe 
congruencia entre este documento y los planes o programa sectorial que 
corresponda a la dependencia, entidad o prestadora de servicios públicos que fue 
omisa en dar respuesta; 

V. Dentro del plazo que refiere la fracción anterior, la o las autoridades competentes, 
según el caso, deberán: 

a) Celebrar al menos dos audiencias públicas para exponer de parte de la autoridad 
los proyectos de planes o programas o sus modificaciones. 

La primera audiencia pública se hará el primer día del plazo de la consulta pública, 
para dar inicio al proceso de participación social y tendrá el propósito de presentar el 
proyecto de plan o programa o sus modificaciones haciendo énfasis en la 
problemática urbana, en los objetivos y en las estrategias planteadas. Se informarán 
los principales cambios y modificaciones a las zonas afectadas; del procedimiento 
para presentar las propuestas, comentarios y observaciones, se responderá a las 
preguntas y se recibirán los planteamientos o propuestas de los asistentes a la 
audiencia, sea de manera verbal o por escrito, en este último caso, se firmarán y 
sellarán de recibido. 

La última audiencia pública se hará el último día del plazo fijado para la consulta 
pública y la participación social, siguiendo el mismo procedimiento de la primera 
audiencia, y tendrá como propósito recibir los planteamientos por escrito de los 
asistentes, los cuales se deberán sellar y firmar de recibido, sin perjuicio de que los 
planteamientos, propuestas u observaciones se presenten durante el plazo de la 
consulta pública, o bien en forma electrónica a través de los sitios web. 

De dichas audiencias se levantarán actas circunstanciadas que consignen la 
asistencia y las preguntas y planteamientos de los asistentes, mismos que serán 
utilizadas, en lo procedente, en los ajustes a los proyectos presentados junto con las 
propuestas que se hayan recibido a lo largo del periodo de consulta. 

b) También al inicio del plazo de consulta pública, en un término máximo de 5- cinco 
días hábiles posteriores a la primera audiencia, se (sic) deberá celebrarse un 
audiencia con los integrantes del Consejo Estatal de Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano, Consejo Municipal de Desarrollo Urbano, o con el Consejo 
Consultivo de Desarrollo Metropolitano o de la zona conurbada, según corresponda, 
con el propósito de exponer el proyecto de plan o programa o sus modificaciones al 
vigente. 

De dicha audiencia también se levantará un acta que consigne las preguntas y 
planteamientos de los asistentes, misma que será utilizada en lo procedente, en los 
ajustes o modificaciones a los proyectos presentados; y 

c) Una vez concluido el proceso de consulta la autoridad competente verificará la 
congruencia del proyecto del plan o programa de desarrollo urbano o las 
modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas 
prestadoras de servicios públicos relacionadas; 

VI. La autoridad competente tendrá un plazo de 30-treinta días hábiles, prorrogables a 
60-sesenta días hábiles, posteriores a la celebración de la última audiencia pública y 
de acuerdo a la complejidad de los planteamientos recibidos, para dar respuesta 
fundamentada y motivada a los planteamientos improcedentes, mismos que se 
deberán notificar al domicilio señalado para oír y recibir notificaciones. 

Las modificaciones del proyecto deberán fundamentarse; éstas y las respuestas por 
escrito a los planteamientos o propuestas improcedentes estarán en consulta pública 
en las oficinas de la Secretaría o de la Dependencia Municipal competente en materia 
de desarrollo urbano, según corresponda, en forma impresa en papel y en forma 
electrónica a través de los sitios web, durante un plazo de 20-veinte días hábiles, 
previamente a la aprobación del plan o programa de desarrollo urbano o de sus 
modificaciones; y 
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VII. Cumplidas las formalidades para la participación social en la formulación o 
modificación de los planes o programas de desarrollo urbano, las autoridades 
competentes elaborarán la versión final de dichos planes o programas incorporando, 
en lo conducente, los resultados de dicha participación y los planteamientos o 
propuestas procedentes. 

Asimismo, tratándose de los planes a que se refieren las fracciones V, VI y VII del 
artículo 50 de esta Ley, el Ayuntamiento, el Presidente Municipal, la Dependencia 
Municipal competente en materia de desarrollo urbano, o, en su caso, el Instituto 
Municipal de Planeación Urbana, deberá solicitar al Estado, a través de la 
Dependencia Estatal competente en materia de desarrollo urbano, que analice, 
verifique y califique que la versión final del proyecto del plan o programa de 
desarrollo urbano guarden la apropiada congruencia, coordinación y ajuste y 
vinculación entre los distintos niveles de planeación estatal y federal. 

La Secretaria procederá a analizar el documento que se le presente con respecto a 
cada uno de los temas o puntos de congruencia que establece (sic) los artículo (sic) 
53 y 54 segundo párrafo, de esta Ley, y en caso de detectar incongruencias, dentro de 
los siguientes 90-noventa días hábiles contados a partir del día siguiente al que fue 
recibida la solicitud, formulará las recomendaciones que considere procedentes para 
que el proyecto de que se trate sea revisado o modificado, y poder emitir el dictamen 
de congruencia correspondiente a efecto de proceder a su aprobación definitiva, a la 
publicación en el Periódico Oficial del Estado e inscripción en la Dirección del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del 
Estado. 

Cuando la Secretaría realice observaciones al proyecto de plan o programa de 
desarrollo urbano presentado por la autoridad estatal o por el Municipio, estas 
tendrán un plazo de 40-cuarenta días hábiles contados a partir del día siguiente al de 
la recepción del oficio, para hacer las aclaraciones o presentar las adecuaciones que 
correspondan. Si en dicho plazo no se emite aclaración alguna, se entenderá que se 
procedió a la adecuación del proyecto presentado, debiéndose presentar nuevamente 
a la Secretaría para que ésta emita el respectivo dictamen de congruencia, el que se 
deberá de expedir en un término no mayor a 20-veinte días hábiles. 

En el caso de que se tramiten diversos planes o programas de desarrollo urbano de 
un mismo Municipio, en un mismo periodo o procedimiento, el dictamen de 
congruencia se solicitará de forma simultánea. 

Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso 
resultaron, la autoridad estatal o municipal competente en materia de desarrollo 
urbano, aprobará el plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones a los 
planes o programas vigentes, tratándose de los planes o programa de desarrollo 
urbano competencia de los Municipios se presentarán estos documentos 
conjuntamente con el dictamen de congruencia ante el Ayuntamiento para su 
aprobación. Para la validez y obligatoriedad de los planes o programas de desarrollo 
urbano se deberá realizar su publicación en forma íntegra en el Periódico Oficial del 
Estado, en los casos de los planes o programas de nivel municipal se publicarán en la 
gaceta municipal, cuando el Municipio cuente con ese medio de difusión, y se 
procederá a realizar las solicitudes y gestiones necesarias para que se inscriban en la 
Dirección (sic) Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral 
y Catastral del Estado, en los términos que señala esta Ley. 

La autoridad que expida los planes o programas de desarrollo urbano, después de ser 
publicados en el Periódico Oficial del Estado, procurará su amplia difusión pública a 
través de los medios que estime convenientes, y podrán publicarse en forma 
abreviada en uno de los periódicos de mayor circulación de la entidad.” 

En esos términos, en el procedimiento previsto en la legislación local impugnada se prevé la participación 
del público en general, siendo que los proyectos o las modificaciones respectivos deberán estar 
disponibles de manera pública durante un plazo de treinta a sesenta días hábiles, según disponga la 
convocatoria, mínimo en las oficinas de la Secretaría local o de la dependencia municipal competente, así 
como en sus respectivos portales de internet, a fin de que los interesados puedan solicitar un ejemplar del 
proyecto, así como de sus anexos gráficos, y presenten por escrito a las autoridades competentes, los 
planteamientos o propuestas que consideren, las cuales deberán estar fundamentados. 
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Dentro de ese plazo se deberán celebrar, al menos, dos audiencias públicas, la primera con el 
propósito de presentar el proyecto del plan o programa o sus modificaciones haciendo énfasis en la 
problemática urbana, objetivos y estrategias planteadas; se responderán preguntas y se recibirán los 
planteamientos o propuestas de los asistentes, sea verbal o por escrito; la última, con el propósito recibir los 
planteamientos por escrito de los asistentes, sin perjuicio de que aquellos que se presenten durante el plazo 
de la consulta pública, o en forma electrónica a través de los sitios web. 

Además, se prevé que, previo al inicio del proceso de la consulta pública, la autoridad estatal o 
municipal competente, podrá solicitar la verificación de congruencia del proyecto del plan o programa de 
desarrollo urbano o las modificaciones a los vigentes con las dependencias, entidades y empresas 
prestadoras de los servicios públicos relacionados, las cuales cuentan con un plazo de treinta días 
hábiles, para formular por escrito sus observaciones; y en caso de no contestar, se entenderá que no hay 
observaciones y que existe congruencia entre este documento y los planes o programa sectorial que 
corresponda a la dependencia, entidad o prestadora de servicios públicos que fue omisa. 

Incluso, una vez concluido el proceso de consulta, la autoridad local competente, se encuentra vinculada a 
verificar la congruencia de los planes y programas de desarrollo urbano respectivos, contando con un plazo de 
treinta días hábiles, prorrogables a sesenta, posteriores a la celebración de la última audiencia pública y de 
acuerdo a la complejidad de los planteamientos recibidos, para dar respuesta fundamentada y motivada a los 
planteamientos improcedentes. 

En todo caso, las modificaciones al proyecto respectivo deberán fundamentarse, en tanto que éstas y 
las respuestas por escrito a los planteamientos o propuestas improcedentes estarán en consulta pública 
en las oficinas de la Secretaría o de la dependencia municipal competente en materia de desarrollo urbano, 
según corresponda, en forma impresa en papel y en forma electrónica a través de los sitios web, durante un 
plazo de veinte días hábiles, previamente a la aprobación del plan o programa de desarrollo urbano o de 
sus modificaciones. 

Atento a lo anterior, cabe recordar que corresponde a las entidades federativas verificar la congruencia del 
plan o programa de desarrollo urbano municipal con la planeación estatal y federal, a través de dictámenes de 
congruencia estatal; y al Ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de desarrollo urbano, debe 
consultar a la autoridad competente local sobre la apropiada congruencia, coordinación y ajuste de dicho 
instrumento con la planeación estatal y federal. 

De esta manera, es claro que el proceso de consulta pública constituye una parte del procedimiento 
previsto para para la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y programas de 
desarrollo urbano municipal, a través del cual se da participación efectiva de la ciudadanía, en el cual la 
autoridad local competente tiene la obligación de verificar que se cumpla con la congruencia del proyecto 
respectivo, dando respuesta a las propuestas y ajustes ciudadanas, para, en su caso, llevar a cabo su 
modificación, fundando y motivando su determinación. 

En ese sentido, y siendo acorde con las previsiones de la Ley General de la materia, el proceso de 
consulta ciudadano debe resultar acorde con los distintos niveles de planeación tanto estatal y federal, cuya 
verificación queda a cargo del Gobierno de la entidad, hecho lo cual, para su validez y obligatoriedad deberán 
ser publicados en el órgano de difusión oficial local correspondiente, así como su inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio respectivo. Por tanto, lo procedente es reconocer la validez del 
artículo 53, fracción IX, de la Ley local impugnada. 

D. La previsión de que los planes y programas de desarrollo urbano entren en vigor después de 
treinta días hábiles siguientes a su publicación en el Periódico Oficial local, viola la autonomía 
municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, y genera subordinación al 
Ejecutivo local (artículo 57 de la Ley local impugnada). Análisis del octavo concepto de invalidez. 

Continuando con el análisis de los argumentos desarrollados por el Municipio actor, en su octavo 
concepto de invalidez considera que la previsión contenido en el artículo 57, primer párrafo, de la Ley local 
impugnada, relativa a que los planes y programas de desarrollo urbano entren en vigor después de treinta 
días hábiles siguientes a su publicación en el periódico oficial local, viola la autonomía municipal, los principios 
de razonabilidad y proporcionalidad, y genera subordinación al Ejecutivo local. El referido precepto establece 
lo siguiente: 

“Artículo 57. Los planes o programas de desarrollo urbano, entrarán en vigor treinta 
días hábiles después de su publicación en el Periódico Oficial del Estado, y deberán 
ser inscritos en la Dirección del Registro Público de la Propiedad y del Comercio del 
Instituto Registral Catastral del Estado, dentro de los 30-treinta días hábiles 
siguientes al de su publicación, a partir de este momento empezaran a surtir efectos 
contra terceros. 

(…)” 
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Lo alegado por el actor resulta infundado, toda vez que, como se ha explicado, aun cuando la materia de 
asentamientos humanos sea concurrente entre los diferentes órdenes de gobierno, los Municipios no 
cuentan con una facultad normativa exclusiva en dichas materias, por lo que, al ejercer sus atribuciones, 
lo deberán hacer como lo establece el artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal, esto es, en los 
términos de las leyes federales y estatales relativas. 

La previsión impugnada sujeta la entrada en vigor de los planes y programas de desarrollo urbano a un 
plazo de treinta días después de su publicación en el Periódico Oficial local, transcurrido el cual deberán ser 
inscritos dentro de los siguientes treinta días a tal publicación, en el Registro Público de la Propiedad y del 
Comercio del Instituto Catastral local. 

Al respecto, cabe señalar que la vigencia de una norma general se halla íntimamente ligada a la noción de 
eficacia jurídica, en tanto se refiere, desde una perspectiva temporal o cronológica, a la generación de efectos 
jurídicos obligatorios por parte de la norma de la cual se predica; es decir, a su entrada en vigor. Así, se 
encuentra vinculada al lapso de tiempo durante el cual ésta habrá de surtir efectos jurídicos. La regla general 
en nuestro orden jurídico es que las normas comienzan a surtir efectos jurídicos con posterioridad a su 
promulgación y publicación, según lo determinen ellas mismas, o de conformidad con reglas particularmente 
establecidas. 

Si bien es cierto que el efecto inmediato de la vigencia de una norma encuentra sus límites en el principio 
de irretroactividad, el cual impide su aplicación a situaciones o relaciones jurídicas ya constituidas (creación, 
modificación o extinción), o a efectos ya producidos (hechos cumplidos o consumados), ninguna restricción 
existe cuando las consecuencias son posteriores a su vigencia, aun cuando hayan sido generados por una 
situación jurídica existente; por tanto, su efecto inmediato se presenta lógicamente ante hechos constitutivos o 
extintivos de situaciones o relaciones jurídicas, producidos con posterioridad al inicio de su vigencia. 

Es aplicable a estos razonamientos, la tesis de rubro y texto: “IRRETROACTIVIDAD. LAS NORMAS 
RIGEN EXCLUSIVAMENTE HECHOS ACONTECIDOS A PARTIR DE SU VIGENCIA. Aunque es verdad 
que es principio general de derecho que toda norma posterior viene a derogar a la anterior, aquélla no 
puede ejercer efectos retroactivos sobre situaciones jurídicas establecidas antes de esa vigencia, sino 
que la norma posterior rige precisa y exclusivamente los hechos acontecidos a partir de su vigencia” 
(Semanario Judicial de la Federación, Sexta Época, Segunda Sala, Volumen CXXXV, Tercera Parte, página 
161). 

Ahora bien, este Tribunal Pleno observa que la previsión normativa impugnada se encuentra dentro del 
ámbito de libertad configurativa que corresponde a las entidades federativas para legislar los términos en que 
se desarrollarán las previsiones a nivel local en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial, acorde con la fracción I del artículo 10 de la Ley General de la materia53. 

Asimismo, la norma impugnada cumple, por un lado, con un objetivo de publicidad para conocimiento del 
plan o programa respectivo, otorgando un plazo de treinta días para su difusión entre la ciudadanía en 
general; y por otro, con una regla de oponibilidad frente a terceros respecto a su inscripción en el Registro 
Público de la Propiedad y del Comercio local. 

En esos términos, contrario a lo que afirma el Municipio actor, el plazo de treinta días previsto para la 
entrada en vigor del plan de desarrollo urbano resulta razonable y proporcional, para cumplir con los fines 
cometidos de publicidad, sin que ello limite o subordine en forma alguna el Municipio a los Poderes locales 
para el ejercicio de sus facultades, pues en todo caso el ordenamiento normativo respectivo adquirirá su 
eficacia, una vez transcurrido el plazo establecido. 

Aunado a ello, la norma impugnada otorga seguridad jurídica, tanto a la administración pública local y 
municipal como a la ciudadanía en general, en la medida en que, a través de la previsión de un plazo, su 
efecto inmediato se difiere con motivo del nuevo plan o programa de desarrollo urbano o a sus modificaciones 
aprobadas en el ámbito local. En ese sentido, la seguridad jurídica requiere una previsión certera como 
principio rector, lo cual cumple la norma impugnada al prever un plazo cierto, el cual no resulta ni breve ni 
excesivo para la difusión pública del instrumento normativo. 

Por las razones expuestas, lo procedente es reconocer la validez del artículo 57, primer párrafo, de la Ley 
local impugnada. 

                                                 
53 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (…) 
I. Legislar en materia de asentamientos humanos, Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, así como para la planeación, gestión, 
coordinación y desarrollo de las conurbaciones y zonas metropolitanas, en sus jurisdicciones territoriales, atendiendo a las facultades 
concurrentes previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo dispuesto por esta Ley; (…)” 
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NOVENO. Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado para 
expedir normas técnicas estatales en materia de impacto, imagen y estética urbanas, así como la 
protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la autonomía municipal y generan 
subordinación al Ejecutivo local. En su noveno concepto de invalidez, el Municipio actor sostiene que los 
artículos 3, fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 50, último párrafo, y 328, de la Ley local impugnada 
facultan a la citada Secretaría para: 1) expedir normas técnicas en materia de patrimonio cultural inmueble; 2) 
emitir criterios y normas técnicas de desarrollo urbano, normas sísmicas, planeación urbana, manejo de aguas 
pluviales, construcción, equipamiento, entre otras; y 3) establezca y vigile el cumplimiento de la normatividad 
técnica para regular el espacio público y la protección a la imagen y estética urbana en acciones inherentes a 
la localización e instalación de anuncios fijos o móviles, pantallas electrónicas y estructuras para la colocación 
de publicidad en el espacio público y privado dentro del Estado; lo que viola las fracciones II, párrafo segundo, 
y V, inciso a), y último párrafo, del artículo 105 constitucional, pues rebasan el objeto constitucional del tipo de 
ordenamiento al que pertenecen, inclusive el delimitado por la Ley General de la materia, que es la de sentar 
las bases normativas, formalidades, principios, procedimientos y requisitos conforme a los cuales los 
Municipios desarrollarán sus potestades normativas y administrativas. 

Así, afirma que tales normas generan una distorsión en el sistema de competencias constitucional, así 
como la concentración o consolidación del poder en el Ejecutivo local, porque asigna a sus dependencias 
administrativas funciones normativas y administrativas no previstas en el orden constitucional ni en la Ley 
General de la materia; no obstante que, considera, se relacionan íntimamente con la competencia municipal 
que reconocen las fracciones II, párrafo segundo, y V, inciso a), y último párrafo del artículo 115 
constitucional, lo que se traduce en una intromisión, dependencia o subordinación municipal hacia ese Poder. 

Las normas impugnadas por el actor en este apartado, disponen lo siguiente: 

“Artículo 3. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: (…) 

LIV. Normas Técnicas Estatales: son las regulaciones técnicas que expide la 
Secretaría competente en materia de asentamientos humanos, ordenamiento 
territorial y desarrollo urbano, y que expresan la información, requisitos, 
especificaciones, procedimientos o metodología que debe utilizarse para la (sic) 
determinadas obras, peritajes o estudios;” 

“Artículo 10. Corresponde a la Secretaría: (…) 

XX. Formular y expedir los programas, lineamientos y normas técnicas en materia de 
patrimonio cultural inmueble, proponer al Gobernador del Estado las declaratorias 
respectivas, así como promover la participación de autoridades federales, estatales, 
municipales y de los sectores social y privado en la materia; 

XXI. Establecer y vigilar el cumplimiento de la normatividad técnica para regular el 
espacio público y la protección a la imagen y estética urbana en acciones inherentes 
a la localización e instalación de anuncios fijos o móviles, pantallas electrónicas y 
estructuras para la colocación de publicidad en el espacio público y privado dentro 
del territorio del Estado; (…) 

XXVI. Emitir criterios y normas técnicas de desarrollo urbano, normas sísmicas, 
planeación urbana, manejo de aguas pluviales, construcción, equipamiento, entre 
otras; (…)” 

“Artículo 50. El sistema estatal de planeación del desarrollo urbano es el conjunto de 
planes o programas tendientes al ordenamiento territorial de los asentamientos 
humanos y la regulación de las acciones de fundación, conservación, mejoramiento y 
crecimiento de los centros de población en la entidad, y estará integrado por: (…) 

Los planes o programas citados en el párrafo anterior se regirán por las 
disposiciones de esta Ley, por las normas oficiales mexicanas que expida la 
Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano del Gobierno Federal, y demás 
normas administrativas federales, estatales y municipales aplicables; serán 
obligatorios, deberán incorporarse al sistema de información territorial y urbano y, en 
su caso, deberán de contar con los dictámenes de validación y congruencia que 
deberán solicitar y emitir los diferentes órdenes de gobierno, para su aplicación y 
cumplimiento.” 

“Artículo 328. Para procurar una mejor planeación del desarrollo urbano, proyectos 
urbanísticos, que atiendan una mejor convivencia de sus habitantes y para mejorar la 
seguridad de éstos, la Secretaría emitirá las normas, lineamientos o criterios técnicos 
que tiendan a este fin, mediante normas técnicas estatales. 
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Para mejor aplicación y observancia de esta Ley, la Secretaría expedirá Normas 
Técnicas Estatales en las materias de: planeación urbana, ordenamiento territorial, 
impactos urbanos, hidrología, geología, geotecnia, movilidad, diseño de pavimentos, 
diseño vial, en manejo integral de aguas pluviales, ecotecnias, equipamiento, espacio 
público, imagen urbana, áreas verdes, y demás que se indiquen expresamente en esta 
Ley, que tendrán por objeto: 

I. Establecer los requisitos, especificaciones, condiciones, procedimientos, 
metodologías, parámetros o límites permisibles que deberán observarse en 
determinadas obras, peritajes, estudios y demás temas a que se refiere el párrafo 
anterior; 

II. Conducir los actos de autoridades y particulares a la observancia de estas normas 
técnicas estatales a fin de que se estandaricen sus procedimientos y acciones 
urbanísticas que regulan; y 

III. Encausar las actividades del sector público y privado en un marco de eficiencia y 
sustentabilidad.” 

Resulta infundado lo alegado por el Municipio actor, toda vez que la emisión de normas técnicas estatales 
por parte de la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado de Nuevo León, responde, tal y como 
establece el objeto de dichas normas, a la necesidad de uniformar y estandarizar los procedimientos y 
acciones urbanísticas en toda la entidad federativa, así como evaluar y vigilar su cumplimiento, facultad que 
deriva directamente de lo dispuesto en la Ley General de la materia. 

En efecto, de conformidad con el artículo 10, fracciones IX, X, XVIII, XXII y XXIII, de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano54, se dispone que las entidades 
federativas cuentan con competencia para: 

1)  Establecer las normas conforme a las cuales se efectuará la evaluación del impacto urbano y 
territorial de las obras o proyectos que generen efectos significativos en el territorio; las cuales deberán 
estar incluidas en los planes de desarrollo urbano; 

2)  Participar en la protección del patrimonio natural y cultural. 

3)  Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales relativas, al impacto urbano o 
regional de obras y proyectos que generen efectos en el territorio de uno o más municipios de la entidad 
federativa de que se trate; 

4)  Formular y aplicar las políticas, así como realizar las acciones en materia de estructuración 
urbana, gestión del suelo, conservación del patrimonio natural y cultural y accesibilidad universal, 
incluyendo la Movilidad; y 

5)  Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales aplicables al impacto territorial de 
obras y proyectos que generen efectos en el territorio de uno o más Municipios de la entidad federativa de 
que se trate; 

En ese sentido, no se advierte afectación alguna a la competencia constitucional del Municipio en 
torno a las facultades que las disposiciones impugnadas otorgan a la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable local, en lo relativo a la regulación técnica del patrimonio cultural inmueble, así como la 
planeación urbana y el ordenamiento territorial relacionado con la imagen y estética urbana en la localización 
e instalación de anuncios fijos o móviles, pantallas electrónicas y estructuras para la colocación de publicidad 
en el espacio público y privado dentro del Estado, pues, como se indicó, ello se encuadra dentro del ámbito de 
sus atribuciones para regular y evaluar el al impacto urbano o regional de obras y proyectos, teniendo en 
cuenta aspectos técnicos de carácter hidrológico, geológico, geotécnico, entre otros, pues ello busca 
armonizar, unificar y estandarizar criterios aplicables en toda la entidad federativa, incluso por razones de 
seguridad e interés público. 

                                                 
54 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (…) 
IX. Establecer las normas conforme a las cuales se efectuará la evaluación del impacto urbano y territorial de las obras o proyectos 
que generen efectos significativos en el territorio; las cuales deberán estar incluidas en los planes de Desarrollo Urbano; 
X. Participar, conforme a la legislación federal y local, en la constitución y administración de Reservas territoriales, la dotación de 
infraestructura, equipamiento y Servicios Urbanos, la salvaguarda de la población que se ubique en los polígonos de protección y 
amortiguamiento determinados por los planes de Desarrollo Urbano; así como en la protección del Patrimonio Natural y Cultural, y de las 
zonas de valor ambiental del equilibrio ecológico de los Centros de Población; (…) 
XVIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales relativas, al impacto urbano o regional de obras y proyectos que 
generen efectos en el territorio de uno o más municipios de la entidad de que se trate; (…) 
XXII. Formular y aplicar las políticas, así como realizar las acciones en materia de estructuración urbana, gestión del suelo, 
Conservación del Patrimonio Natural y Cultural y accesibilidad universal, incluyendo la Movilidad; 
XXIII. Evaluar y dar seguimiento, en los términos de las leyes locales aplicables al impacto territorial de obras y proyectos que 
generen efectos en el territorio de uno o más municipios de la entidad de que se trate; (…)” 
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Por tanto, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 3, fracción LIV, 10, fracciones XX, XXI y 
XXVI, 50, último párrafo, y 328, de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO. La facultad del Congreso local para crear al Organismo de Planeación Urbana de la Zona 
Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal. En su décimo concepto de invalidez, el 
Municipio actor sostiene que los artículos 20, párrafo segundo, y Décimo Transitorio, párrafo segundo, de la 
Ley local impugnada prevén la creación de dicho organismo, lo cual vulnera la facultad municipal para acordar 
o convenir libremente esquemas de asociación, coordinación y/o colaboración con el Gobierno local y el resto 
de los Municipios de la zona metropolitana referida, para la creación y/o constitución de dicho organismo, o 
para el ejercicio conjunto de la función de planeación urbana, según lo previsto en los artículos 115, fracciones 
II, párrafo primero, III, párrafo tercero, y VI, y 116, fracción VII, segundo párrafo, de la Constitución Federal. 
Asimismo, aduce que ni en la Constitución Federal ni en la local de Nuevo León, ni en la Ley General de la 
materia, se contempla en forma expresa la facultad de las legislaturas locales para crear organismos 
descentralizados que desarrollen la función pública de planeación urbana o de gestión de las demás funciones 
o servicios públicos municipales. 

Refiere que de los artículos 157 y 158 de la Ley local impugnada se desprenden las facultades del 
Municipio para: 1) convenir y acordar con otros Municipios, así como con los gobiernos local y federal, la 
coordinación relacionada con la planeación y programación del desarrollo municipal, así como la ejecución de 
acciones conjuntas para cumplir con los fines de la administración pública municipal; y 2) celebrar convenios 
de coordinación o colaboración administrativa con otros Municipios, así como con los gobiernos local y 
federal, para la constitución y el funcionamiento de Concejos Intermunicipales de Colaboración. En tanto que 
el diverso 159 del propio ordenamiento dispone que los Municipios podrán suscribir convenios de coordinación 
(que son aquellos que tienen por objeto la colaboración interinstitucional para mejorar la prestación de un 
servicio público o el ejercicio de una función, sin que ninguna de las partes ceda a la otra la atribución, en todo 
o en parte, respecto de la materia correspondiente); y convenios de asociación con objeto común (que son 
aquellos en los que las partes se proponen a prestar un servicio público o ejercer alguna de sus funciones de 
manera conjunta, creando para tal efecto un organismo paramunicipal en el cual las partes depositen la 
totalidad de las atribuciones que les correspondan, en términos del acuerdo que al efecto adopten). 

“Artículo 20. El Estado, así como los Municipios crearán organismos de planeación 
urbana, como instancias técnicas para la planeación integral del territorio estatal, 
metropolitano o municipal. 

Para los efectos de coordinación y concertación de planes y programas, el Congreso 
del Estado legislará sobre la creación de un Organismo de Planeación Urbana de la 
Zona Metropolitana, respetando las facultades y obligaciones constitucionales 
otorgadas a los tres niveles de Gobierno.” 

“Décimo. En un plazo de que (sic) no mayor a 12-doce meses a la entrada en vigor del 
presente Decreto, el Estado y los Municipios, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, crearán los organismos metropolitanos señalados en esta Ley. 

Para tal efecto, remitirán al Congreso del Estado las iniciativas que resulten 
necesarias, las cuales deberán formularse atendiendo lo señalado en la Ley de 
Disciplina Financiera para las Entidades Federativas y Municipios; la Ley Orgánica de 
la Administración Pública del Estado de Nuevo León; Ley de Administración 
Financiera para el Estado de Nuevo León; Ley de Gobierno Municipal del Estado de 
Nuevo León y demás Leyes aplicables.” 

Son fundados lo argumentos del Municipio actor. 

Los artículos 115, fracciones III, párrafo tercero, y VI, así como el 116, fracción VII, párrafo segundo, 
ambos de la Constitución Federal, de los cuales se duele el Municipio actor, disponen lo siguiente: 

“Artículo 115.- (…) 

III.- Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la 
prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las 
leyes federales y estatales. 

(ADICIONADO [N. DE E. REFORMADO], D.O.F. 23 DE DICIEMBRE DE 1999) 

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y 
asociarse para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio 
de las funciones que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de 
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municipios de dos o más Estados, deberán contar con la aprobación de las 
legislaturas de los Estados respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento 
respectivo sea necesario, podrán celebrar convenios con el Estado para que éste, de 
manera directa o a través del organismo correspondiente, se haga cargo en forma 
temporal de algunos de ellos, o bien se presten o ejerzan coordinadamente por el 
Estado y el propio municipio. 

(…) 

(REFORMADA, D.O.F. 3 DE FEBRERO DE 1983) 

VI.- Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o 
más entidades federativas formen o tiendan a formar una continuidad demográfica, la 
Federación, las entidades federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de 
sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el 
desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia. 

(…)” 

“Artículo 116.- (…) 

VII.- La Federación y los Estados, en los términos de ley, podrán convenir la asunción 
por parte de éstos del ejercicio de sus funciones, la ejecución y operación de obras y 
la prestación de servicios públicos, cuando el desarrollo económico y social lo haga 
necesario. 

Los Estados estarán facultados para celebrar esos convenios con sus Municipios, a 
efecto de que éstos asuman la prestación de los servicios o la atención de las 
funciones a las que se refiere el párrafo anterior. 

De lo transcrito se desprende que los Municipios cuentan con la competencia constitucional para, por un 
lado, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, coordinarse y asociarse para la más eficaz prestación de los 
servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones que les correspondan; asimismo, pueden celebrar 
convenio con el Estado al que pertenecen, a efecto de que éste último asuma la prestación de sus servicios y 
funciones públicas, cuando el desarrollo económico y social lo haga necesario; y por otro, que cuando dos o 
más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más entidades federativas formen o tiendan 
a formar una continuidad demográfica, la Federación, las entidades federativas y los Municipios 
respectivos, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y 
coordinada el desarrollo de dichos centros con apego a la ley federal de la materia. 

Ahora bien, los artículos 31, 32 y 33 de la Ley General de la materia55, regulan lo relativo a la constitución 
de programas metropolitanos y zonas conurbadas, a través de la coordinación de la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios o las demarcaciones territoriales respectivas, atendiendo 
fundamentalmente a dos supuestos concretos: 

a) Zona Metropolitana o Conurbada interestatal, la cual comprende dos o más centros de población 
situados en los territorios de entidades federativas vecinas, la cual se regirá por una Comisión de 
Ordenamiento de carácter permanente, integrada por un representante de cada entidad federativa y de cada 
Municipio que lo integre, así como un representante de la Secretaría de Desarrollo Agrario, Territorial y 
Urbano quien lo presidirá, y tendrá como facultades establecer mecanismos de coordinación institucional y de 
concertación de acciones e inversiones con los sectores social y privado; formular y aprobar el programa de 
ordenación de la Zona Metropolitana o Conurbada interestatal e intermunicipal, así como gestionar y evaluar 
su cumplimiento; y 

                                                 
55 “Artículo 31. Cuando uno o más centros urbanos situados en territorios municipales o demarcaciones territoriales de dos o más entidades 
federativas formen una continuidad física y demográfica, la Federación, las entidades federativas, los municipios o las Demarcaciones 
Territoriales respectivas, en el ámbito de sus competencias, planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos 
centros urbanos con apego a lo dispuesto por esta Ley, y constituirán una Zona Metropolitana o conurbada interestatal. 
Artículo 32. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones Territoriales deberán convenir la delimitación y 
constitución de una Zona Metropolitana o conurbada cuando sea procedente el estudio y planeación conjunta de dos o más Centros de 
Población, situados en el territorio de entidades federativas vecinas. 
En las zonas metropolitanas interestatales y conurbaciones interestatales se constituirá una comisión de ordenamiento, que tendrá carácter 
permanente y será integrada por un representante de cada entidad federativa y de cada municipio que lo integre, así como un representante 
de la Secretaría quien lo presidirá; funcionará como mecanismo de coordinación institucional y de concertación de acciones e inversiones con 
los sectores social y privado. 
Dicha comisión formulará y aprobará el programa de ordenación de la Zona Metropolitana o conurbada interestatal e intermunicipal, así como 
gestionará y evaluará su cumplimiento. 
Artículo 33. Las zonas metropolitanas o conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más municipios de una misma entidad federativa, 
serán reguladas por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y estatales, atendiendo a los principios, políticas y 
lineamientos a que se refiere esta Ley. Los gobiernos Federal, estatales y municipales planearán de manera conjunta y coordinada su 
desarrollo, con la participación efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos.” 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

b) Zona Metropolitana o Conurbada estatal, las cuales se encuentran ubicadas en el territorio de dos o 
más Municipios de una misma entidad federativa, serán reguladas por la legislación local y se coordinarán con 
las autoridades federales y estatales para planearán de manera conjunta su desarrollo, con la participación 
efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos. 

Por su parte, el artículo 36 de la Ley General de la materia56, determina que la regulación para la gestión 
de zonas metropolitanas o conurbaciones, se llevará a cabo a través de las siguientes instancias: 

1) Una Comisión de Ordenamiento Metropolitano o de Conurbación, la cual se integrará por la 
Federación, las entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la zona de que se 
trate; tendrá como atribuciones coordinar la formulación y aprobación de programas metropolitanos, así como 
su gestión, evaluación y cumplimiento; sesionará por lo menos trimestralmente; y podrá contar Subcomisiones 
o Consejos integrados por igual número de representantes de los tres órdenes de gobierno; 

2) Un Consejo Consultivo de Desarrollo Metropolitano, que promoverá los procesos de consulta 
pública e interinstitucional en las diversas fases de la formulación, aprobación, ejecución y seguimiento de los 
programas; se integrará con perspectiva de género, por representantes de los tres órdenes de gobierno, así 
como de agrupaciones sociales legalmente constituidas, colegios de profesionistas, instituciones académicas 
y expertos en la materia, este último sector deberá conformar mayoría; sesionará por lo menos 
trimestralmente y de entre sus integrantes elegirán a quien los presida; 

3) Los mecanismos técnicos a cargo de los Estados y Municipios, bajo la figura que corresponda 
sesionarán permanentemente. Los instrumentos jurídicos, para su integración y funcionamiento, y su 
reglamento interior, estarán sujetos a lo señalado por la Ley General de la materia y la legislación 
estatal aplicable; 

4) Las instancias que permitan la prestación de servicios públicos comunes; y 

5) Los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones metropolitanas contemplando, entre otros, 
el fondo metropolitano 

En esos términos, este Tribunal Pleno observa que, atendiendo al marco constitucional, así como el 
establecido en la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, la 
constitución, planeación y gestión urbana de las zonas metropolitanas o conurbadas se lleva a cabo a 
través de la coordinación de los diferentes órdenes de gobierno, y en los términos de las instancias y 
mecanismos que prevé dicho instrumento normativo, sin que se desprenda habilitación alguna a las 
entidades federativas para la constitución de organismos que desarrollen de manera exclusiva y 
excluyente ese tipo facultades. 

En efecto, la circunstancia de que en el orden normativo local se prevea la facultad del Congreso local 
para crear una organismo encargado de la planeación urbana de zonas metropolitanas o conurbadas rompe 
con el sistema de coordinación establecido en la Ley General de la materia, siendo que, además, se dejaría 
de lado la intervención directa del ente municipal en el ejercicio de sus facultades constitucionales en materia 
de desarrollo urbano y gestión de ese tipo de zonas, en violación a lo dispuesto en el artículo 115, fracciones 
III, párrafo tercero, y VI, así como en el 116, fracción VII, párrafo segundo, ambos de la Constitución Federal. 

Aunado a ello, este Pleno observa que la constitución de un organismo encaminado al desarrollo de las 
competencias constitucionales que corresponden al ente municipal en materia de desarrollo urbano, podría 
constituirse en una autoridad intermedia frente al Municipio con respecto al gobierno local, en términos de 
coordinación y gestión de zonas metropolitanas o conurbado, en violación al artículo 115, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, teniendo en cuenta que las normas impugnadas no 

                                                 
56 “Artículo 36. Para lograr una eficaz gobernanza metropolitana, se establecerán los mecanismos y los instrumentos de carácter 
obligatorio que aseguren la acción coordinada institucional de los tres órdenes de gobierno y la participación de la sociedad. 
La gestión de las zonas metropolitanas o conurbaciones se efectuará a través de las instancias siguientes: 
I. Una comisión de ordenamiento metropolitano o de Conurbación, según se trate, que se integrará por la Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las Demarcaciones Territoriales de la zona de que se trate, quienes participarán en el ámbito de su competencia 
para cumplir con los objetivos y principios a que se refiere esta Ley. Tendrán como atribuciones coordinar la formulación y aprobación de los 
programas metropolitanos, así como su gestión, evaluación y cumplimiento. Esta Comisión podrá contar con subcomisiones o consejos 
integrados por igual número de representantes de los tres órdenes de gobierno; 
II. Un consejo consultivo de desarrollo metropolitano que promoverá los procesos de consulta pública e interinstitucional en las diversas 
fases de la formulación, aprobación, ejecución y seguimiento de los programas. 
Dicho Consejo se integrará con perspectiva de género, por representantes de los tres órdenes de gobierno y representantes de agrupaciones 
sociales legalmente constituidas, colegios de profesionistas, instituciones académicas y expertos en la materia, este último sector que deberá 
conformar mayoría en el consejo. Sus integrantes elegirán a quien los presida; 
III. Los mecanismos de carácter técnico a cargo de las entidades federativas y municipios, bajo la figura que corresponda 
sesionarán permanentemente. La comisión de ordenamiento metropolitano y el consejo consultivo de Desarrollo Metropolitano que 
sesionarán por lo menos trimestralmente. Los instrumentos jurídicos, para su integración y funcionamiento, y su reglamento interior, estarán 
sujetos a lo señalado por esta Ley y la legislación estatal aplicable; 
IV. Las instancias que permitan la prestación de servicios públicos comunes, y 
V. Los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones metropolitanas contemplando, entre otros, el fondo metropolitano.” 
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prevén lineamientos o parámetros en torno a su naturaleza, integración  y facultades, pues aun y cuando se 
otorgue derecho de iniciativa ante el Congreso local a los Municipios de la entidad federativa, lo cierto es que 
la definición de tales aspectos queda sujeto a la discusión y deliberación en el seno de dicha autoridad 
legislativa. 

Es aplicable el criterio establecido en la jurisprudencia P./J. 10/200057, emitida por el Tribunal Pleno, de 
rubro: “AUTORIDAD INTERMEDIA. INTERPRETACIÓN DE LA FRACCIÓN I DEL ARTÍCULO 115 DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, 
febrero de 2000, página 509, registro 192326). 

Finalmente, es de hacer notar que el primer párrafo del artículo Décimo Transitorio impugnado, resulta 
igualmente inconstitucional, en la medida en que establece un plazo que vincula al Municipio actor, para la 
creación del organismo metropolitano a que se refiere el artículo 20, segundo párrafo, de la propia Ley local 
impugnada, siendo que, como se expresó, ello no encuentra sustento en la Ley General que rige a la materia. 

Por lo expuesto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, y Décimo 
Transitorio de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO PRIMERO. La previsión de que exista un decreto del gobierno federal o local para 
determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación ecológica, 
viola la competencia municipal. En su décimo quinto concepto de invalidez, el Municipio actor aduce que el 
artículo 136, fracción III, inciso a), de la Ley local impugnada, restringe su facultad para determinar, a través 
de la zonificación primaria del territorio municipal, como áreas no urbanizables, las zonas de conservación 
ambiental o de preservación ecológica, al condicionar su constitución y delimitación a la previa existencia de 
un decreto del gobierno federal o local, en violación a la fracción V, inciso a), y último párrafo, del artículo 115 
de la Constitución Federal, en relación con lo previsto en los diversos 8, fracciones V, VIII, y XV, 10, 46, 
párrafo cuarto, y 77 Bis, fracción IV, de la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente. 

El artículo 136, fracción III, inciso a), impugnado, establece lo siguiente: 

“Artículo 136. A los Municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la zonificación de su 
territorio, la que deberá establecerse en los programas de desarrollo urbano de centros de población, 
en donde las áreas que integran y delimitan los centros de población o zonificación primaria se 
clasifican como sigue: 

I. Áreas urbanas o urbanizadas; 

II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 

III. Áreas no urbanizables en los siguientes términos: 

a) Por causa de preservación ecológica; decretadas por la Federación o el Estado conforme la 
Legislación aplicable; 

b) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros de población; 

c) Por altos riesgos no mitigables previstas en los atlas de riesgo nacional, estatal y municipal; y 

d) Por pendientes mayores al 45%.” 

Es fundado el argumento del Municipio actor. 

En primer término, se debe mencionar que este Tribunal Pleno, al resolver la controversia constitucional 
31/2010, en sesión de cinco de abril de dos mil once, ha establecido que tanto la materia de asentamientos 
humanos como la de protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico son 
constitucionalmente concurrentes y sus disposiciones se desarrollan a través de leyes generales, esto es, los 
tres niveles de gobierno intervienen en ellas. 

Así, la Ley General de Asentamientos Humanos tiene por objeto fijar las normas conforme a las cuales los 
Estados y los Municipios participan en el ordenamiento y regulación de los asentamientos humanos; además, 
establece las normas bajo las que dichos órdenes de gobierno concurrirán, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, en el ordenamiento territorial de los asentamientos humanos y en el desarrollo sustentable de 
los centros de población. 

                                                 
57 De texto: “El artículo 115, fracción I, de la Constitución Federal, establece que cada Municipio será administrado por un Ayuntamiento y no 
habrá ninguna autoridad intermedia entre éste y el Gobierno del Estado. El análisis de los antecedentes históricos, constitucionales y 
legislativos que motivaron la prohibición de la autoridad intermedia introducida por el Constituyente de mil novecientos diecisiete, lo cual 
obedeció a la existencia previa de los llamados jefes políticos o prefectos, que política y administrativamente se ubicaban entre el gobierno y 
los Ayuntamientos y tenían amplias facultades con respecto a estos últimos, puede llevar a diversas interpretaciones sobre lo que en la 
actualidad puede constituir una autoridad de esta naturaleza. Al respecto, los supuestos en que puede darse dicha figura son los siguientes: 
a) Cuando fuera del Gobierno Estatal y del Municipal se instituye una autoridad distinta o ajena a alguno de éstos; b) Cuando dicha autoridad, 
cualquiera que sea su origen o denominación, lesione la autonomía municipal, suplantando o mediatizando sus facultades constitucionales o 
invadiendo la esfera competencial del Ayuntamiento; y, c) Cuando esta autoridad se instituye como un órgano intermedio de enlace entre el 
Gobierno del Estado y del Municipio, impidiendo o interrumpiendo la comunicación directa que debe haber entre ambos niveles de gobierno.” 
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Por su parte, el objeto de la Ley General del Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente es propiciar el 
desarrollo sustentable y establecer las bases para la concurrencia de los tres órdenes de gobierno para 
preservar y restaurar el equilibrio ecológico, así como la protección del medio ambiente en el territorio del 
país. 

En este sentido, cuando los planes de desarrollo urbano municipal incidan sobre áreas comprendidas en 
los programas de ordenamiento ecológico federales o locales, si bien es cierto que los Municipios cuentan con 
facultades para formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así 
como autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo en el ámbito de su competencia, interviniendo incluso 
en actos de planeación, ordenación, regulación, control, vigilancia y fomento del ordenamiento territorial de los 
asentamientos humanos y de desarrollo urbano de los centros de población en la entidad federativa, también 
lo es que los programas de desarrollo urbano municipal deben ser congruentes con los de ordenamiento 
ecológico federales y locales, pues no debe perderse de vista que los Municipios no cuentan con una facultad 
exclusiva y definitiva en las materias de asentamientos urbanos y de protección al ambiente, ya que ambas 
son de naturaleza constitucional concurrente, por lo que este tipo de facultades municipales deben entenderse 
sujetas a los lineamientos y a las formalidades que se señalan en las leyes federales y estatales, y nunca 
como un ámbito exclusivo y aislado del Municipio sin posibilidad de hacerlo congruente con la planeación 
realizada en los otros dos niveles de gobierno. 

Lo anterior se encuentra recogido en la jurisprudencia P./J. 38/2011 (9a.), de rubro: “FACULTADES 
CONCURRENTES EN MATERIA DE ASENTAMIENTOS HUMANOS Y DE PROTECCIÓN AL AMBIENTE Y 
DE PRESERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO. LOS PROGRAMAS DE 
DESARROLLO URBANO MUNICIPAL DEBEN SER CONGRUENTES CON LOS DE ORDENAMIENTO 
ECOLÓGICO FEDERALES Y LOCALES.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, página 288, registro 160856). 

Asimismo, se estableció que existen dos vías de análisis de los ámbitos de competencia en materia de 
protección al ambiente y de preservación y restauración del equilibrio ecológico prevista en el artículo 73, 
fracción XXIX-G, de la Constitución Federal, que son paralelas y complementarias: 

1) La normativa, que es la que establece las relaciones jerárquicas o de división competencial de la 
que deriva la validez de las distintas disposiciones emitidas por los diversos niveles de gobierno; y, 

2)  La de los planes, programas y acciones relacionadas con la planeación que, si bien derivan y 
tienen una relación directa con la primera vertiente, se relacionan entre ellas de manera distinta a la validez, 
con criterios como congruencia, coordinación y ajuste. 

Lo anterior tiene sustento en la jurisprudencia P./J. 37/2011 (9a.), de rubro: “PROTECCIÓN AL 
AMBIENTE Y PRESERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DEL EQUILIBRIO ECOLÓGICO. VÍAS DE ANÁLISIS 
DE LOS ÁMBITOS DE COMPETENCIA EN ESA MATERIA.” (Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Libro I, octubre de 2011, Tomo 1, página 298, registro 160790). 

Atendiendo a lo expuesto, los artículos 8, fracciones V, VIII y XV, 46, fracción X, y penúltimo y 
antepenúltimo párrafos, 77 Bis, fracción IV, de la Ley General de Equilibro Ecológico y Protección al 
Ambiente disponen, en lo que interesa, lo siguiente: 

“Artículo 8o.- Corresponden a los Municipios, de conformidad con lo dispuesto en 
esta Ley y las leyes locales en la materia, las siguientes facultades: (…) 

V. La creación y administración de zonas de preservación ecológica de los centros de 
población, parques urbanos, jardines públicos y demás áreas análogas previstas por 
la legislación local; (…) 

VIII. La formulación y expedición de los programas de ordenamiento ecológico local 
del territorio a que se refiere el artículo 20 BIS 4 de esta Ley, en los términos en ella 
previstos, así como el control y la vigilancia del uso y cambio de uso del suelo, 
establecidos en dichos programas; (…) 

XV. La formulación, ejecución y evaluación del programa municipal de protección al 
ambiente; (…)” 

“Artículo 46.- Se consideran áreas naturales protegidas: (…) 

X. Zonas de conservación ecológica municipales, así como las demás categorías que 
establezcan las legislaciones locales, y 

XI. Áreas destinadas voluntariamente a la conservación. 

(…) 
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Asimismo, corresponde a los municipios establecer las zonas de conservación 
ecológica municipales así como las demás categorías, conforme a lo previsto en la 
legislación local. 

En las áreas naturales protegidas no podrá autorizarse la fundación de nuevos 
centros de población. 

(…)” 

“Artículo 77 Bis.- Los pueblos indígenas, organizaciones sociales, personas morales, 
públicas o privadas, y demás personas interesadas en destinar voluntariamente a la 
conservación predios de su propiedad, establecerán, administrarán y manejarán 
dichas áreas conforme a lo siguiente: (…) 

IV.- Las áreas destinadas voluntariamente a la conservación se administrarán por su 
propietario y se manejarán conforme a la estrategia de manejo definida en el 
certificado. Cuando dichas áreas se ubiquen dentro del polígono de otras áreas 
naturales protegidas previamente declarada (sic) como tales por la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, la estrategia de manejo observará lo dispuesto en las declaratorias y los 
programas de manejo correspondientes. 

Asimismo, cuando el Ejecutivo Federal, los gobiernos de las entidades federativas, 
los Municipios y las demarcaciones territoriales de la Ciudad de México establezcan 
un área natural protegida cuya superficie incluya total o parcialmente una o varias 
áreas destinadas voluntariamente a la conservación, tomarán en consideración las 
estrategias de manejo determinadas en los certificados que expida la Secretaría; (…)” 

De los preceptos transcritos se advierte claramente que los Municipios cuentan con facultades para la 
creación y administración de zonas de preservación ecológica de los centros de población, zonas de 
conservación ecológica municipales, las cuales tienen el carácter de áreas naturales protegidas. 

En ese sentido, la norma impugnada por el actor, al prever que corresponde a los Municipios la 
determinación de zonas de conservación ambiental o de preservación ecológica como áreas no urbanizables, 
a través de la zonificación primaria del territorio municipal, únicamente por causa de preservación ecológica 
decretadas por la Federación o el Estado, desconoce y restringe la referida facultad concurrente municipal 
reconocida en la Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente, para la creación de áreas 
naturales protegidas, vulnerando con ello, además, el artículo 115, fracción V, inciso a), de la Constitución 
Federal, que reconoce expresamente su competencia para formular, aprobar y administrar la zonificación y 
planes de desarrollo urbano municipal. 

En esa medida, lo precedente es declarar la invalidez de la porción normativa “decretadas por la 
Federación o el Estado conforme la Legislación aplicable;”, contenida en el inciso a), de la fracción III del 
artículo 136 de la Ley local impugnada, la cual, con motivo de ello, deberá leerse: “a) Por causa de 
preservación ecológica;”. 

DÉCIMO SEGUNDO. La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial 
previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de 
autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local. En su vigésimo concepto de invalidez, el 
Municipio actor alega que los artículos 367, párrafo segundo, 368, fracción I, 370, 375, 376, y 382, párrafos 
primero, segundo, tercero y cuarto de la Ley local impugnada, establecen como condición para que los 
Municipios puedan ejecutar clausuras y suspensiones de obras que incumplan con las disposiciones legales y 
reglamentarias aplicables, de una autorización judicial previa, lo que vulnera la autonomía municipal, el 
principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial, ya que con ello se impide que ejerza por 
sí y ante sí sus facultades administrativas y ejecutivas, para imponer medidas de seguridad y sanciones 
administrativas: 

Aduce que de acuerdo con lo resuelto por ese Alto Tribunal en la controversia constitucional 1/95, se 
desprende que en el ejercicio de su potestad de mando, la administración pública municipal no se encuentra 
sujeta a la jurisdicción de los Tribunales de Justicia Administrativa, mucho menos a la potestad jurisdiccional 
de los tribunales locales, puesto que opera bajo el principio de autotutela administrativa, y que la intervención 
de la jurisdicción administrativa solamente se actualiza cuando se suscita la impugnación por parte de los 
particulares que resulten afectados por el acto administrativo. 

Así, sostiene que las normas impugnadas transgreden los principios de división de poderes, supremacía 
constitucional y de autonomía municipal, en su vertiente de autotutela administrativa, ya que desconocen que 
el Municipio, por conducto de su Ayuntamiento o de la administración pública municipal, constituyen un 
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auténtico órgano de gobierno dotado de autonomía constitucional, siendo que tales previsiones lo colocan en 
una situación de subordinación frente al Poder Judicial, pues las autoridades administrativas ya no podrán 
imponer medidas de seguridad como suspensiones o clausuras, sino sólo cuando sea producto de una 
resolución judicial. 

Los artículos impugnados en este apartado establecen lo siguiente: 

“Artículo 367. Para los efectos de esta Ley se considerarán medidas cautelares de 
seguridad la ejecución de ordenamientos que con fundamento en preceptos legales 
dicten las autoridades municipales a fin de evitar daños que puedan causar 
excavaciones, instalaciones, construcciones y obras en edificaciones tanto públicas 
como privadas. 

La medida prevista en la fracción I del artículo 368 tendrá la duración de 5-cinco días 
hábiles, mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la 
autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o 
clausura. 

Las medidas de seguridad son de inmediata ejecución, tienen carácter preventivo y 
se aplicarán sin perjuicio de las sanciones que para cada caso correspondan. 

En materia de aplicación, ejecución de medidas cautelares de seguridad y de 
sanciones los Municipios serán responsables de elaborar los reglamentos o 
disposiciones administrativas correspondientes.” 

“Artículo 368. Son medidas cautelares de seguridad las siguientes: 

I. Interrupción inmediata de trabajos cuya ejecución provoque o esté provocando 
riesgos a la integridad personal o patrimonial de las personas, o a quienes carezcan 
del permiso correspondiente; (…)” 

“Artículo 370. Para la aplicación de medidas de seguridad y sanciones que establece 
esta Ley, las autoridades municipales y judiciales harán uso de los medios legales 
necesarios, incluyendo el auxilio de la fuerza pública y el arresto.” 

“Artículo 375. Serán sanciones administrativas: 

I. La rescisión de convenios; 

II. La demolición o retiro parcial o total de escombros; 

III. La revocación de las licencias, permisos y autorizaciones otorgados; 

IV. El arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; y 

V. El retiro de los anuncios y sus estructuras.” 

“Artículo 376. Serán sanciones judiciales: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra;” 

“Artículo 382. Se sancionará con la suspensión o clausura definitiva total o parcial de 
excavaciones, instalaciones, construcciones, obras de urbanización y construcción 
relativa a fraccionamientos y venta de lotes, obras para edificaciones o para soportar 
anuncios o servicios en los siguientes casos: (…) 

La Autoridad Judicial competente, a solicitud del Municipio interesado ratificará la 
medida cautelar de seguridad impuesta por la autoridad municipal en el término de 5-
cinco días a partir de recibida la solicitud, en todos los casos. 

En el caso de las suspensiones se considerará medida cautelar judicial, y por tanto 
no es necesario el derecho de audiencia. 

En el caso de las clausuras, se seguirá el procedimiento de juicio ordinario previsto 
en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo León.” 

Lo alegado por el Municipio actor, en torno a las normas que impugna, resulta parcialmente fundado, por 
lo siguiente: 

Este Tribunal Pleno, al resolver la controversia constitucional 19/2017, en sesión de cuatro de febrero 
de dos mil veintiuno, analizó el artículo 60, fracción VII, de la Ley General de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, y se observó que dicho precepto resultaba inconstitucional58, 

                                                 
58 Por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo quinto, denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para 
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por violentar la competencia prevista a favor de los Municipios en el artículo 115, fracción V, inciso d), de la 
Constitución Federal, al subordinar el ejercicio de su función de autotutela administrativa para controlar 
y vigilar la utilización el uso, a la decisión de una autoridad distinta, en este caso, a una perteneciente 
al poder judicial local, bajo las siguientes consideraciones: 

“Este Tribunal Constitucional ha sostenido que el carácter concurrente de la materia 
de asentamiento humanos no implica que la facultad otorgada al Congreso de la 
Unión para distribuir competencias entre los distintos órdenes de gobierno y regular 
mediante principios y bases generales el ejercicio de éstas, resulte omnímoda o 
ilimitada, pues no puede desconocer ni alterar las competencias municipales 
previstas en la fracción V del artículo 115 de la Constitución Federal, conclusión que 
encuentra sustento en la jurisprudencia P./J. 17/201159, de rubro: “ASENTAMIENTOS 
HUMANOS. LOS MUNICIPIOS GOZAN DE UNA INTERVENCIÓN REAL Y EFECTIVA 
DENTRO DEL CONTEXTO DE LA NATURALEZA CONSTITUCIONAL CONCURRENTE 
DE LA MATERIA.” (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, 
Tomo XXXIV, agosto de 2011, página 887, registro 161383). 

Entre las atribuciones enlistadas en el artículo 115, fracción V de la Constitución 
Federal se encuentra la señalada con el inciso d), por la que se faculta al municipio a 
autorizar, controlar y vigilar la utilización del uso del suelo, en el ámbito de su 
competencia, en sus jurisdicciones territoriales. 

Tales atribuciones exigen que sea el municipio quien directamente se encargue de 
revisar la legalidad de las acciones urbanísticas que se lleven a cabo en su espacio 
territorial. En este sentido puede decirse que las facultades descritas en el inciso d) 
de la fracción V del artículo 115 constitucional, constituyen el fundamento de los 
mecanismos de autotutela administrativa de los que puede hacer uso el municipio 
para verificar la legalidad de las acciones urbanísticas que se realicen en su territorio, 
así como su apego a los planes municipales de desarrollo urbano. 

Ahora bien, en el artículo 60, fracción VII de la Ley General de Asentamientos 
Humanos se establecen dos mandatos específicos: el primero ordena que sea en la 
legislación local donde se definan los casos y condiciones para la suspensión y 
clausura de las obras en ejecución. Esta prescripción es consistente con la facultad 
conferida al Congreso de la Unión en el artículo 73, fracción XXIX-C de la Constitución 
Federal para distribuir competencias en esta materia, la que en este caso se traduce 
en la atribución que se confiere a los Congresos de los Estados para que establezcan 
en la ley los supuestos normativos que pueden dar lugar a la suspensión y clausura 
de obras en ejecución. 

El segundo mandato ordena que en las leyes locales se establezca que la suspensión 
y clausura de obras en ejecución sea producto de resolución judicial. 

Esta última disposición transgrede la competencia de los municipios prevista en el 
artículo 115, fracción V, inciso d), de la Constitución Federal, porque subordina el 
ejercicio de su función de autotutela administrativa para controlar y vigilar la 
utilización el uso, a la decisión de una autoridad distinta, en este caso, a una 
perteneciente al poder judicial local, la cual carece de atribuciones constitucionales 
para intervenir en el control y vigilancia de uso de suelo. 

Por lo anterior, se declara la invalidez del artículo 60, fracción VII de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, en su porción normativa “que, en todo caso, deberán ser 
producto de resolución judicial” 

                                                                                                                                                     
ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder 
Judicial”, consistente en declarar la invalidez del artículo 60, fracción VII, en su porción normativa “que, en todo caso, deberán ser producto de 
resolución judicial”, de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. La señora Ministra Piña Hernández y 
el señor Ministro Laynez Potisek votaron por la invalidez de la totalidad de la referida fracción. 
59 De texto: “Las facultades de los Municipios en materia de asentamientos humanos previstas en la fracción V del artículo 115 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, entendidas en el sistema constitucional concurrente, no son normativas exclusivas ni 
definitivas, ya que el acápite de dicha fracción indica claramente que siempre se desarrollarán en los términos de las leyes federales y 
estatales relativas; así, aquéllas deben entenderse siempre en el contexto de las facultades concurrentes distribuidas constitucional y 
legalmente; sin embargo, en virtud de las reformas constitucionales destinadas a reforzar la autonomía municipal, concretamente las de 1983 
y 1999, debe tenerse presente que el Municipio siempre goza de un grado de autonomía cierta frente a la planeación estatal, debiendo tener 
una intervención real y efectiva en ella y no ser un mero ejecutor.” 
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Atento al precedente citado, este Tribunal Pleno observa que, en el caso, los artículos 367, párrafo 
segundo, en su porción normativa “mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante 
la autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, 370, en 
su porción normativa “y judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, y 382, 
párrafos segundo, tercero y cuarto, que impugna el Municipio actor resultan inconstitucionales, toda vez que 
el control judicial que establece el legislador local, afecta su competencia para decretar suspensiones o 
clausuras como medidas de seguridad, lo cual subordina su función de tutela administrativa en materia 
de asentamientos humanos a la decisión de una autoridad distinta que carece de atribuciones 
constitucionales para intervenir en la vigilancia del uso de suelo. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 368, fracción I, 375 y 382, párrafo 
primero, de la Ley local impugnada; y declarar la invalidez de los artículos 367, párrafo segundo, en su 
porción normativa “, mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la autoridad 
judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, 370, en su porción 
normativa “y judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, y 382, párrafos 
segundo, tercero y cuarto, a fin de que éstos últimos preceptos lean como sigue: 

“Artículo 367. Para los efectos de esta Ley se considerarán medidas cautelares de 
seguridad la ejecución de ordenamientos que con fundamento en preceptos legales 
dicten las autoridades municipales a fin de evitar daños que puedan causar 
excavaciones, instalaciones, construcciones y obras en edificaciones tanto públicas 
como privadas. 

La medida prevista en la fracción I del artículo 368 tendrá la duración de 5-cinco días 
hábiles. 

(…).” 

“Artículo 370. Para la aplicación de medidas de seguridad y sanciones que establece 
esta Ley, las autoridades municipales harán uso de los medios legales necesarios, 
incluyendo el auxilio de la fuerza pública y el arresto” 

“Artículo 376. Serán sanciones: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra;” 

“Artículo 382. Se sancionará con la suspensión o clausura definitiva total o parcial de 
excavaciones, instalaciones, construcciones, obras de urbanización y construcción 
relativa a fraccionamientos y venta de lotes, obras para edificaciones o para soportar 
anuncios o servicios en los siguientes casos: 

I. Cuando sin contar con permiso o autorización, el o los propietarios, ordenen, 
contraten o permitan la realización de alguna excavación, instalación, construcción, 
demolición, movimiento de tierra, desmonte o tala de árboles en un predio de su 
propiedad; 

II. Cuando sin contar con permiso o autorización se realice una excavación, 
construcción, instalación, o se depositen materiales o escombros que afecten la vía 
pública, terreno del dominio público o afecto a destino común; 

III. Cuando el alineamiento establezca, al predio, restricciones o afectaciones y éstas 
no se respeten; 

IV. Cuando el o los propietarios de un predio realicen una construcción sin contar con 
las constancias o licencias necesarias; 

V. Cuando el o los propietarios den a un predio o construcción un uso o destino 
diferente al autorizado o incumplan con la densidad, los coeficientes de ocupación y 
utilización del suelo aplicable; 

VI. Cuando el o los propietarios de un predio o construcción no respeten las 
disposiciones de la Ley, su reglamentación o los planes de desarrollo urbano; 

VII. Cuando se ejecuten obras, instalaciones o edificaciones en lugares prohibidos 
por la Ley, su reglamentación o los planes y programas de desarrollo urbano; 

VIII. Cuando se utilicen, sin las autorizaciones correspondientes, explosivos para 
excavaciones o demoliciones; 
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IX. Cuando se realicen obras de construcción, urbanización y similares relativas a un 
fraccionamiento, sin contar con la factibilidad, licencia, permiso, o autorización 
correspondiente; 

X. Cuando se obstaculice o impida en alguna forma el cumplimiento de las ordenes de 
inspección expedidas por la autoridad competente; 

XI. Cuando se realice o promueva la venta de lotes, predios y edificaciones de un 
fraccionamiento, sin contar con la licencia, permiso o autorización correspondiente; 

XII. Cuando se promueva o permita la ocupación de un predio o edificación sin contar 
con las licencias, permisos y autorizaciones correspondientes o violando el uso de 
suelo que le corresponde; y 

XIII. Cuando el propietario, poseedor o responsable de obras que se lleven a cabo en 
inmuebles ubicados en zonas de riesgo establecidas en el Atlas de riesgos, realice 
obras o instalaciones o actos sin permiso o autorizaciones, o teniéndolo no cumpla 
con el mismo.” 

DÉCIMO TERCERO. La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de 
permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de procedimientos 
administrativos y los plazos para resolver. En su vigésimo segundo concepto de invalidez, el Municipio 
actor alega que los artículos 259, 305, segundo párrafo, 309 y 319 de la Ley local impugnada, reducen 
prácticamente todos los plazos previstos en lo que se refiere al ejercicio del Ayuntamiento de sus potestades 
respecto a la determinación y regulación de los plazos previstos para que las autoridades resuelvan las 
solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones en el ámbito de sus competencias, lo cual, a su parecer, 
desconoce su competencia constitucional para regular las materias y procedimientos administrativos que le 
corresponden, pues no se consideran las capacidades institucionales ni la complejidad de revisar cada 
solicitud, para efectos de determinar los tiempos de revisión de papelería, trámite, autorización y expedición 
de licencias. 

Asimismo, aduce que la legislatura local distorsiona el sistema de competencias constitucional, porque 
agota de forma exhaustiva la regulación de todos los aspectos relacionados con procedimientos 
administrativos formales o constitutivos a partir de los cuales se conforma la voluntad oficial de la 
administración pública municipal, respecto a las pretensiones de autorización de los interesados para llevar a 
cabo acciones urbanas previstas en la ley de la materia, lo cual coloca a los Municipios como meros 
ejecutores de normas, sin permitir que tengan un razonable margen de libertad para regular procedimientos 
administrativos y los plazos para resolver, conforme a sus necesidades y condiciones particulares. Las 
normas impugnadas a que alude el Municipio actor son del tenor siguiente: 

“Artículo 259. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites 
enumerados en el artículo anterior y estando debidamente acompañadas de la 
documentación requerida, completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la 
misma en los términos máximos siguientes: 

I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar; Constituye la factibilidad de uso de suelo: 10-
diez días hábiles; 

II. Lineamientos generales de diseño urbano: 10-diez días hábiles; 

III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la licencia de uso de suelo: 20-
veinte días hábiles; 

IV. Plano de rasantes: 5-cinco días hábiles; 

V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; constituye la licencia de 
construcción: 20-veinte días hábiles; 

VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente: 10-diez días hábiles; 

VII. Prórrogas para terminación de obras y reducción de garantías: 15-quince días 
hábiles; 

VIII. Constancia de terminación de obras, y liberación de garantías: 40-cuarenta días 
hábiles; y 

IX. Municipalización: 10-diez días hábiles. 

En caso de que la autoridad competente sea omisa y no notifique personalmente la 
respuesta al trámite solicitado en los términos arriba señalados para cada caso y 
siempre que no se involucren situaciones ilícitas ni sea contraria a la presente Ley, 
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planes, programas u otras disposiciones de carácter general en materia de desarrollo 
urbano, ordenamiento territorial y asentamientos humanos, se considerará negada la 
solicitud planteada. La resolución negativa deberá ser notificada al interesado en el 
término de 3-tres días hábiles para que en su caso haga uso del derecho de 
interponer los recursos administrativos presentes en esta Ley. 

En los reglamentos municipales u otras disposiciones de carácter general expedidos 
por el Ayuntamiento correspondiente, podrá establecerse un término menor al 
señalado en el primer párrafo de este artículo, el cual en ningún caso podrá ser 
mayor.” 

“Artículo 305. Las autorizaciones de subdivisiones, fusiones, relotificaciones y 
parcelaciones serán expedidas por la autoridad municipal competente y tendrán por 
objeto aprobar el número, superficie y dimensiones de los lotes resultantes. 

Las autorizaciones a que se refiere este artículo serán expedidas en el término de 10-
diez días hábiles contados a partir de que sean satisfechos los requisitos 
establecidos en el presente capítulo para su obtención, y tendrán una vigencia de 
150-ciento cincuenta días hábiles a partir de su expedición, para la inscripción del 
predio correspondiente ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo 
León.” 

“Artículo 309. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites 
enumerados, estando debidamente acompañados de la documentación requerida, 
completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la misma en los términos 
máximos siguientes: 

I. Factibilidad de uso de suelo: 5-cinco días hábiles; 

II. Fijación de lineamientos: 5-cinco días hábiles; 

III. Licencia de uso de suelo; o su modificación: 10-diez días hábiles; 

IV. Licencia de Construcción; o su modificación: 10-diez días hábiles; 

V. Prórrogas para terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 

VI. Constancia de terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 

VII. Proyecto de ventas en condominio, cuando así se requiera y garantía suficiente: 
10-diez días hábiles; 

VIII. Prórrogas para terminación de obras en condominio y reducción de garantías: 10-
diez días hábiles; 

IX. Constancia de terminación de obras en condominio y liberación de garantías: 10-
diez días hábiles; y 

X. Licencia de uso de edificación: 10-diez días hábiles.” 

“Artículo 319. La autoridad municipal competente, una vez que reciba la solicitud del 
proyecto ejecutivo arquitectónico o licencia de construcción, la revisará y dictaminará 
en un plazo no mayor de 10 -diez días hábiles. En el caso de las personas físicas 
poseedoras o propietarias de vivienda unifamiliar se dictaminará en un plazo no 
mayor a 3-tres días. Si el dictamen descalifica el proyecto de construcción, se 
notificará al solicitante para los efectos que establezcan esta Ley y demás 
disposiciones de carácter general expedidas por el Ayuntamiento. Si el dictamen 
recomienda autorizar el proyecto de construcción, de inmediato se expedirá la 
autorización del proyecto ejecutivo arquitectónico o la licencia o permiso de 
construcción, previo pago del derecho que fije la Ley de Hacienda aplicable: 

(…)” 

Lo alegado por el Municipio actor, respecto de los artículos 259, 305, párrafo segundo, y 309 de la Ley 
local impugnada, resulta infundado, pues, como se ha explicado, la fijación de los plazos para que las 
autoridades locales y municipales den respuesta a las solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones de 
los particulares en la materia que se analiza, de ninguna manera incide en el ámbito de la competencia 
municipal que alega, toda vez que ello se encuentra dentro del ámbito de libertad configurativa que 
corresponde a las entidades federativas para legislar los términos en que se desarrollarán las previsiones a 
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nivel local en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial, acorde con las 
fracciones I y XXV del artículo 10 de la Ley General de la materia60, cuya última fracción determina la 
obligación de prever en la legislación los tiempos de respuesta relativos a las autorizaciones, licencias o 
permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas. 

No obstante, este Tribunal Pleno advierte que el artículo 319 impugnado resulta inconstitucional, en 
la medida en que no se limita a establecer un plazo para dar respuesta a una solicitud de proyecto ejecutivo 
arquitectónico o licencia de construcción, sino que vincula al Municipio actor para que ejerza las 
facultades que tiene reconocidas en el artículo 115, fracción V, de la Constitución Federal, y emita un 
dictamen en un plazo no mayor a diez días hábiles, y en el caso de personas físicas poseedoras o 
propietarias de vivienda unifamiliar, dicho plazo se reduce a no más de tres días. 

En efecto, a diferencia del resto de los preceptos impugnados, el artículo 319 incide directamente en la 
competencia constitucional del ente municipal, pues el legislador local no se limita a establecer un plazo de 
respuesta, sino que lo obliga a emitir a dar su opinión entorno la viabilidad de un proyecto de construcción en 
determinado tiempo establecido por el propio gobierno local, y a realizar ciertos actos posteriores en el caso 
de que el dictamen respectivo resulte favorable para el solicitante, caso en el cual se obliga al Municipio a 
expedir la autorización del proyecto ejecutivo arquitectónico o la licencia o permiso de construcción. 

Lo anterior, claramente afecta la autonomía del ente municipal, pues, como órgano de gobierno, cuenta 
con la autonomía para decidir cuándo ejercer sus facultades constitucionales y, en su caso, autorizar o no un 
respectivo proyecto de obra en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano u ordenamiento 
territorial, siendo que en el caso concreto, el plazo respectivo obliga al Municipio a emitir un dictamen y, 
siendo favorable, se le obliga a expedir la autorización solicitada, lo cual lo convierte en un mero ejecutor 
de las reglas establecidas por el legislador local, vulnerando su competencia constitucional. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 259, 305, segundo párrafo, y 309 de la 
Ley local impugnada; y declarar la invalidez del artículo 319 del propio ordenamiento. 

DÉCIMO CUARTO. La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias viola la 
autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica. En su vigésimo tercer concepto de 
invalidez, el Municipio actor alega que los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley local 
impugnada, establecen para efectos prácticos que la factibilidad de urbanización, la fijación de lineamientos 
generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de restantes, licencias de uso de suelo y de 
construcción tendrán vigencia indefinida (solo para el proyecto ejecutivo se establece una vigencia de 4 años), 
lo cual viola la autonomía municipal, división de poderes y supremacía constitucional, teniendo en cuenta que 
la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local establecían vigencias definidas para todas las autorizaciones. 
Tales previsiones, a su parecer, generan incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al momento o lapso de 
tiempo dentro del cual el titular del permiso, licencia, dictamen de factibilidad o autorización, puede ejercer la 
prerrogativa que en el mismo se consigne; no obstante que es un hecho notorio que las condiciones sociales, 
económicas, culturales, medioambientales, jurídica y de infraestructura en los centros de población no son 
estáticas, sino dinámicas. 

Agrega que cualquier autorización incorpora una serie de prerrogativas en favor de su titular, motivo por el 
cual los jueces podrían llegar a considerar que la posterior entrada en vigor de una norma general no puede 
modificar o extinguir derechos o la situación jurídica particular surgida con anterioridad al plan o programa, 
aún a pesar de que el titular de la prerrogativa conferida a través del permiso, licencia o autorización de 
vigencia indefinida, aún no fuera ejercida. 

Además, señala que los preceptos impugnados resultan contradictorios con el artículo 93, último párrafo, 
de la propia Ley local impugnada, el cual establece que la modificación total o parcial de los planes o 
programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las vigencias de los permisos, licencias, 
autorizaciones o cualquier otro derecho adquirido, que hayan obtenido los particulares de conformidad con los 
planes o programas antes de su modificación o confirmación. 

                                                 
60 “Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 
I. Legislar en materia de asentamientos humanos, Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, así como para la planeación, gestión, 
coordinación y desarrollo de las conurbaciones y zonas metropolitanas, en sus jurisdicciones territoriales, atendiendo a las facultades 
concurrentes previstas en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y en lo dispuesto por esta Ley; (…) 
XXV. Establecer en las leyes y reglamentos de la materia, los lineamientos a los que habrán de sujetarse las autorizaciones, licencias o 
permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas, en las cuales se debe prever por lo menos las formalidades y requisitos, 
procedimientos, causas de improcedencia, tiempos de respuesta, medios de impugnación, medidas de seguridad y sanciones, causas de 
revocación y efectos para la aplicación de afirmativas o negativas fictas, tendientes a garantizar la seguridad jurídica y la máxima 
transparencia en los actos de autoridad en la materia; (…)” 
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Los preceptos impugnados por el Municipio actor, establecen lo siguiente: 

“Artículo 291. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo, tendrán las siguientes 
vigencias: 

I. En fraccionamientos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de 
urbanización, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano, el proyecto 
urbanístico y el plano de rasantes, estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en 
nuevos planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás 
disposiciones legales aplicables, no las contravengan; (…)” 

“Artículo 304. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo, tendrán las siguientes 
vigencias: 

I. En conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanizar 
y/o factibilidad de uso de suelo, la fijación de lineamientos generales de diseño 
urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico y/o proyecto arquitectónico, 
y el plano de rasantes, no generarán derechos adquiridos y estarán vigentes hasta en 
tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo Urbano, atlas de 
riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las contravengan; (…)” 

“Artículo 313. Las factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de 
diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de uso de suelo, no 
tendrán vencimiento. 

En caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas 
autorizadas en materia de vialidad, los proyectos arquitectónicos, que no formen 
parte del proyecto ejecutivo arquitectónico iniciado para trámite de autorización, 
deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones.” 

Los preceptos anteriores establecen los siguientes supuestos en relación con la vigencia de ciertas 
autorizaciones: 

a) La regla general dispone que las factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de 
diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de uso de suelo, no tendrán vencimiento 
(artículo 313, párrafo primero). 

b) En fraccionamientos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanización, la fijación de 
lineamientos generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de rasantes, estarán vigentes 
hasta en tanto los nuevos planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones 
legales aplicables, no las contravengan (artículo 291, fracción I). 

c) En conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanizar y/o factibilidad de 
uso de suelo, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto 
urbanístico y/o proyecto arquitectónico, y el plano de rasantes, estarán vigentes hasta en tanto los nuevos 
planes o programas de desarrollo Urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las 
contravengan (artículo 304, fracción I); y 

d) En caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas autorizadas en 
materia de vialidad, los proyectos arquitectónicos, que no formen parte del proyecto ejecutivo arquitectónico 
iniciado para trámite de autorización, deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones. 

Por su parte, el diverso numeral 93, último párrafo, invocado por el Municipio actor, del cual aduce que 
resulta contradictorio con los preceptos mencionados, dispone lo siguiente: 

“Artículo 93. La modificación de los planes o programas de desarrollo urbano podrá 
realizarse en cualquier tiempo por la autoridad competente, cuando ocurra alguna de 
las siguientes circunstancias: 

I. La variación sustancial de las condiciones y circunstancias que le dieron origen; 

II. Cambios en los aspectos financiero, social y político que los vuelva irrealizables u 
onerosos para la comunidad o a (sic) los particulares; 

III. Surjan alternativas más favorables por condiciones que no existían o se 
desconocían en el momento de ser aprobados o por nuevas técnicas que determinen 
que lo planeado resulta contrario al principio de sustentabilidad, esto avalado por los 
estudios especializados correspondientes realizados por instituciones oficiales 
reconocidas en la materia; 
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IV. Para incluir proyectos urbanísticos estratégicos no previstos en el programa; y 

V. Cuando sobrevengan circunstancias que impidan su ejecución. 

La modificación total o parcial de los planes o programas de desarrollo urbano se 
hará sin perjuicio de las vigencias de los permisos, licencias, autorizaciones o 
cualesquier otro derecho adquirido que hayan obtenido los particulares de 
conformidad con los planes o programas antes de su modificación o confirmación.” 

Este Tribunal Pleno considera fundado lo alegado por el Municipio actor, pues las normas impugnadas 
violan el principio de seguridad jurídica, reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, 
impactando en la posibilidad de que el ente municipal ejerza con certidumbre sus facultades en materia de 
zonificación, planeación y, primordialmente, control y vigilancia del uso del suelo, reconocidas en el diverso 
115, fracción V, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

En efecto, la circunstancia de que el legislador local establezca en los artículos 291, fracción I y 304, 
fracción I, que las autorizaciones relacionadas con la factibilidad de urbanización y/o factibilidad de uso de 
suelo, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico 
y/o proyecto arquitectónico, y el plano de rasantes, “estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en 
nuevos planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales 
aplicables, no las contravengan”, y por su parte, el determinar en el diverso 313 que las autorizaciones 
referidas, “no tendrán vencimiento”, impide al Municipio tener certeza sobre cuándo dejan de tener 
vigencia tales instrumentos, lo que se traduce en la imposibilidad del ente municipal para realizar una 
planeación, zonificación, así como un control y vigilancia adecuada del uso del suelo, pues tales atribuciones 
dependen, en forma relevante, de la vigencia de los distintos permisos de las autorizaciones y licencias. 

Aunado a ello, el hecho de que el término de la vigencia de esos instrumentos se haga depender de la 
contravención del resto de las disposiciones aplicables, con motivo de “una nueva legislación o reforma 
modifique las normas técnicas autorizadas”, hacen posible que, a través de reformas a leyes, normas 
técnicas, así como a programas o planes de las entidades federativas o, incluso, de la Federación, se dejen 
sin efectos actos administrativos que el ente municipal realizó legalmente y en ejercicio de sus 
facultades constitucionales, afectando, en consecuencia, su autonomía constitucional, en tanto que, a 
través de las normas impugnadas, se impide al Municipio contar con certeza para ejercer sus atribuciones 
constitucionales en materia de desarrollo urbano y ordenamiento territorial, toda vez que, con las previsiones 
impugnadas, ello se hace depender de circunstancias ajenas a su voluntad. 

Además, como alega el demandante, los preceptos impugnados entran en contradicción con el artículo 93, 
último párrafo, que invoca, pues la vigencia indefinida de las autorizaciones, se hace depender de la 
modificación total o parcial de los planes o programas de desarrollo urbano, lo genera inseguridad jurídica, 
incluso, a los titulares con derechos adquiridos. 

Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la 
Ley local impugnada. 

DÉCIMO QUINTO. El Congreso del Estado desarrollo deficientemente la regulación de la resiliencia 
urbana en materia de prevención de riesgos, en perjuicio del Municipio, la certeza y seguridad jurídica, 
la razonabilidad y proporcionalidad, la división de poderes y la supremacía constitucional. En su 
vigésimo cuarto concepto de invalidez, el Municipio actor explica que la Ley local impugnada dejó de recoger 
lo que establecía el artículo 195 de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, que entre otras cosas 
establecía que los Municipios debían prever en sus programas de desarrollo urbano de los centros de 
población, que las áreas de reserva de suelo para el crecimiento urbano cumplieran con las siguientes 
características: a) Que no tuvieran pendientes mayores al 45%; b) Que el suelo no tuviera fallas o fracturas 
geológicas; c) Que no fuera susceptible de derrumbes o deslizamientos; d) Que no sea colapsable, 
dispersivo, granular suelto o corrosivo; e) Que no sea expansivo; f) Que no sea inundable o pantanoso;  g) 
Que no se encuentre dentro de la franja de protección de la cota de máximo crecimiento hidráulico indicado 
por las autoridades correspondientes; h) Que el área no esté contaminada o esté expuesta a la contaminación 
generada en sitios cercanos; i) Que no existan ecosistemas en equilibrio ecológico o recursos naturales 
endémicos, entre otras. 

Indica que se dejó de recoger lo establecido en el artículo 196, fracción I, de la abrogada Ley de Desarrollo 
Urbano local, que preveía una regla concreta para controlar acciones de crecimiento urbano en terrenos con 
pendiente natural, como medida tendiente a promover e incrementar la resiliencia urbana, consistente en la 
prohibición expresa y categórica del desarrollador de cualquier acción urbana en terrenos con pendiente 
natural mayor al 45%. 
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Además, señala que la Ley local impugnada modificó sustancialmente el enfoque de lo que establecía el 
artículo 121, fracción III, inciso b), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano estatal, que preveía un principio 
general de prevención en materia de planeación urbana por cuestiones de riesgo, como medida tendente a 
promover e incrementar la resiliencia urbana, al establecer que la zonificación primaria del territorio, debía 
considerar áreas no urbanizables por “prevención de riesgos”; mientras que ahora el artículo 136, fracción III, 
inciso c), de la Ley local impugnada, establece que la zonificación primaria del territorio debe considerar áreas 
no urbanizables “por altos riesgos mitigables conforme lo determinen los atlas de riesgo federal, estatal 
o municipal”, puesto que la eficacia delimitativa de las eventuales medidas de mitigación no pueden 
prejuzgarse desde el nivel de planeación urbana, donde las políticas de zonificación se determinan en función 
de estudios generales o información a nivel de zona, no en estudios a nivel detalle de un predio o de una parte 
del mismo. 

Así, considera que el cambio de enfoque provoca que sea mucho más complicado y costoso justificar que 
en un plano de zonificación primaria se prevea una determinada área bajo la clasificación de área no 
urbanizable “por altos riesgos no mitigables”, cuando antes esa clasificación de área no urbanizable solo 
debía atender a la “prevención de riesgos”, lo que, a su parecer, hacía más sencillo proteger desde el 
ámbito de la planeación urbana la seguridad e integridad físicas de las personas y sus bienes. 

El artículo 136 de la Ley local impugnada, a que hace referencia el Municipio actor, establece lo siguiente: 

“Artículo 136. A los Municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la 
zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de 
desarrollo urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y 
delimitan los centros de población o zonificación primaria se clasifican como sigue: 

I. Áreas urbanas o urbanizadas; 

II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 

III. Áreas no urbanizables en los siguientes términos: 

a) Por causa de preservación ecológica; decretadas por la Federación o el Estado 
conforme la Legislación aplicable; 

b) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros 
de población; 

c) Por altos riesgos no mitigables previstas en los atlas de riesgo nacional, estatal y 
municipal; y 

d) Por pendientes mayores al 45%.” 

Los argumentos del Municipio actor son infundados, pues, por un lado, independientemente de que el 
Congreso local haya o no contemplado ciertos supuestos relacionados con la resiliencia urbana en materia de 
prevención de riesgos, de ninguna forma con ello se acredita una afectación directa a la competencia que la 
Constitución Federal le reconoce al Municipio. 

En primer término, en cuanto al alegato relativo a que la Ley local impugnada dejó de recoger lo que 
establecía el artículo 195 de la abrogada Ley de Desarrollo Urano local61, que entre otras cosas establecía la 
obligación de los Municipios de prever en sus programas de desarrollo urbano de los centros de población, 
que las áreas de reserva de suelo para el crecimiento urbano tuvieran ciertas características, es de destacar 

                                                 
61 “Artículo 195. Los municipios preverán en sus programas de desarrollo urbano de los centros de población, que las áreas de reserva de 
suelo para el crecimiento urbano tengan las siguientes características: 
I. Que las pendientes del suelo sean menores al 45%; 
II. Que el suelo no tenga fallas o fracturas geológicas activas; 
III. Que el suelo no sea susceptible a derrumbes o deslizamientos; 
IV. Que el suelo no sea colapsable, dispersivo, granular suelto, corrosivo o con alto contenido de materia orgánica; 
V. Que el suelo no sea expansivo, a menos que se mejore la capacidad portante o de resistencia del mismo mediante estabilizaciones 
mecánicas, físicas y fisicoquímicas, indicadas por un laboratorio de mecánica de suelos, avalado por la autoridad municipal, y/o se retire 
totalmente el material contaminado que por acción química cause daños personales y materiales; 
VI. Que el suelo no sea inundable o pantanoso, a menos que se ejecuten las obras necesarias de saneamiento; 
VII. Que no se encuentren dentro de la franja de protección de la cota de máximo crecimiento hidráulico indicado por las autoridades 
correspondientes; 
VIII. Que el área no esté contaminada o esté expuesta a la contaminación generada en sitios cercanos; 
IX. Que en el área no existan ecosistemas en equilibrio ecológico o recursos naturales endémicos; 
X. Que el suelo no tenga usos agropecuarios de alta productividad, bancos de material o actividades extractivas en producción; 
XI. Que el área no sea de recarga acuífera; 
XII. Que el área pueda integrarse al área urbana existente mediante la vialidad y el transporte urbano; y 
XIII. Que el área pueda ser dotada de infraestructura y los servicios públicos de agua potable, drenaje sanitario, energía eléctrica y alumbrado 
público.” 
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que, de conformidad con el artículo 11, fracción XXIV, de la Ley General de la materia62, corresponde a los 
Municipios promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los asentamientos 
humanos y aumentar la resiliencia de los mismos ante fenómenos naturales y antropogénicos, de 
manera que, independientemente de que el legislador local haya previsto o no la obligación del Municipio para 
abarcar ciertos aspectos en materia de resiliencia relacionados con las áreas de reserva de suelo, queda al 
ámbito municipal el regular esos aspectos, atendiendo a las particularidades que se le presenten, lo cual 
válidamente puede hacer al momento de formular y ejecutar sus planes o programas de desarrollo urbano de 
los centros de población. 

Por otra parte, si bien el artículo 196, fracción I, de la anterior Ley de Desarrollo Urbano Municipal local63, 
establecía la prohibición del desarrollo de cualquier acción urbana en terrenos con pendiente natural mayor al 
45% (cuarenta y cinco por ciento), lo cierto es que el diverso 136, fracción III, inciso d), del propio 
ordenamiento, declara como áreas no urbanizables, precisamente, aquellas zonas con pendientes mayores al 
45% (cuarenta y cinco por ciento). 

Finalmente, en relación con el argumento del Municipio actor consistente en que el artículo 136, fracción 
III, inciso c), de la Ley local impugnada, considera como áreas no urbanizables, aquellas zonas “por altos 
riesgos mitigables conforme lo determinen los atlas de riesgo federal, estatal o municipal”; cuando 
antes, en el diverso 121, fracción III, inciso b), de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano estatal64, esa 
clasificación solo debía atender a la “prevención de riesgos”, ello responde los mandatos contenidos en los 
artículos 10, fracción XXIV, 11, fracción XXIV y 46 de la Ley General de la Materia, los cuales disponen: 

“Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (…) 

XXIV. Prevenir y evitar la ocupación por asentamientos humanos en zonas de alto 
riesgo, de conformidad con los atlas de riesgo y en los términos de la legislación 
aplicable; (…)” 

“Artículo 11. Corresponde a los municipios: (…) 

XXIV. Promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los 
asentamientos humanos y aumentar la Resiliencia de los mismos ante fenómenos 
naturales y antropogénicos, y (…)” 

“Artículo 46. Los planes o programas de Desarrollo Urbano deberán considerar las 
normas oficiales mexicanas emitidas en la materia, las medidas y criterios en materia 
de Resiliencia previstos en el programa nacional de ordenamiento territorial y 
desarrollo urbano y en los atlas de riesgos para la definición de los Usos del suelo, 
Destinos y Reservas. Las autorizaciones de construcción, edificación, realización de 
obras de infraestructura que otorgue la Secretaría o las entidades federativas y los 
municipios deberán realizar un análisis de riesgo y en su caso definir las medidas de 
mitigación para su reducción en el marco de la Ley General de Protección Civil.” 

De los preceptos transcritos, se desprende, por un lado, la obligación de las entidades federativas de 
prevenir y evitar la ocupación de asentamientos humanos en zonas de alto riesgo, de conformidad con los 
atlas de riesgo y en los términos de la legislación aplicable; y por otro, la obligación de los Municipios de 
promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los asentamientos humanos y 
aumentar la Resiliencia de los mismos ante fenómenos naturales y antropogénicos, así como 
considerar en sus planes o programas de desarrollo urbano las medidas y criterios en materia de 
Resiliencia previstos, tanto en el Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Urbano, como en 
los atlas de riesgos para la definición de los Usos del suelo, Destinos y Reservas, siendo que en el 
otorgamiento de autorizaciones en materia de construcciones, edificaciones y realización de obras de 

                                                 
62 “Artículo 11. Corresponde a los municipios: (…) 
XXIV. Promover y ejecutar acciones para prevenir y, mitigar el riesgo de los asentamientos humanos y aumentar la Resiliencia de 
los mismos ante fenómenos naturales y antropogénicos, y (…)” 
63 “Artículo 196. Las acciones de crecimiento que se pretendan llevar a cabo en terrenos con pendiente natural, se sujetarán a las siguientes 
disposiciones: 
I. En terrenos con pendiente natural mayor al 45% -cuarenta y cinco queda prohibido el desarrollo de cualquier acción urbana; (…)” 
64 “Artículo 121. A los municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en 
los programas de desarrollo urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y delimitan los centros de población o 
zonificación primaria se clasifican como sigue: (…) 
I. Áreas urbanas o urbanizadas; 
II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 
III. Áreas no urbanizables: 
a) Por causa de preservación ecológica; 
b) Por prevención de riesgo; 
c) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros de población; y 
d) Por tener pendientes mayores al 45%.” 
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infraestructura, tanto la Federación, como las entidades federales y los Municipios deberán un análisis de 
riesgo y en su caso definir las medidas de mitigación para su reducción en el marco de la Ley General 
de Protección Civil. 

De esta manera, el alegato del Municipio actor relativo a que, conforme a la legislación anterior, era más 
sencillo atender a la categoría abierta de “prevención de riesgos” y que conforme a la legislación que 
impugna, le resulta más complicado y costoso justificar que en un plano de zonificación primaria se prevea 
una determinada área bajo la clasificación de área no urbanizable “por altos riesgos no mitigables”, con 
ello no desvirtúa en forma alguna la obligación que se desprende directamente de la Ley General de la 
materia, en la cual debe realizar un análisis de riesgo y definir las medidas de mitigación respectivas. 

Por tanto, en la medida en que el Municipio actor no acredita en este aspecto una afectación a su 
competencia constitucional en materia de asentamientos humanos y ordenamiento territorial, lo procedente es 
reconocer la validez del artículo 136, fracción III, inciso c), de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO SEXTO. La omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de 
proyectos de alcance e interés metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de 
desarrollo urbano, viola la autonomía del Municipio, al no permitir ejercer sus funciones. Análisis del 
vigésimo quinto concepto de invalidez. En su vigésimo quinto concepto de invalidez, el Municipio actor se 
explica que el artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley local impugnada, prevé la posibilidad de que el 
Ejecutivo local incluya en el Presupuesto de Egresos del Estado una partida presupuestal para financiar 
proyectos de alcance metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, y que 
los Municipios que constituyan asociaciones intermunicipales, así como fondos e instrumentos financieros 
para ejecutar acciones, obras o servicios públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, podrá 
ser con el apoyo y asistencia del Estado; sin embargo, considera que la sola previsión de tales posibilidades 
es insuficiente para lograr los fines del artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, lo cual, 
asimismo, vulnera la competencia del Municipio, los principios de certeza y seguridad jurídica, así como la 
supremacía constitucional. 

Asimismo, sostiene que el Congreso local soslaya que la previsión de una partida presupuestal en el 
Presupuesto de Egresos del Estado para financiar los proyectos de alcance metropolitano previstos en el plan 
o programa metropolitano de desarrollo urbano, es una necesidad y obligación jurídica, y no una prerrogativa 
de ejercicio potestativo, pues acorde con en el artículo 27, párrafo tercero, constitucional, se establece como 
imperativo el dictado de “medidas necesarias” para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, “a efecto de ejecutar obras 
públicas y de planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros 
de población”, entre otras. Por tanto, concluye que si el Congreso del Estado no prescribió como obligación 
del Poder Ejecutivo el prever una partida presupuestal para financiar los proyectos de alcance metropolitano 
previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, desarrolló deficientemente la función 
legislativa que le concede el orden constitucional. 

Ahora bien, el artículo 42 de la Ley local impugnada, a que hace referencia el Municipio actor, dispone lo 
siguiente: 

“Artículo 42. Los Municipios podrán constituir asociaciones intermunicipales, así 
como fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o servicios 
públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, lo que podrá ser con el 
apoyo y asistencia del Estado. 

Los fondos e instrumentos a que alude el párrafo anterior podrán dirigirse a: 

I. Apoyar, mediante garantías o avales, el desarrollo de acciones, obras o servicios 
públicos municipales; 

II. Apoyar o complementar a los Municipios o a los organismos o asociaciones 
intermunicipales, mediante el financiamiento correspondiente, el desarrollo de 
acciones, obras o servicios públicos de interés metropolitano, así como de los 
proyectos, información, investigación, consultoría, capacitación, divulgación y 
asistencia técnica necesarios; y 

III. Apoyar y desarrollar programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para 
las distintas necesidades del desarrollo urbano, proveyendo capital de riesgo a los 
mismos o mediante la gestión, promoción e intermediación financiera que  resulte 
necesaria. 
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Asimismo, mediante el diseño y operación de instrumentos financieros, se podrá 
promover una red de fondos de inversión metropolitana, que integre alianzas 
estratégicas con organismos empresariales, gobiernos, instituciones financieras, 
inversionistas privados Nacionales y extranjeros, y que permita multiplicar los 
recursos de inversión para el desarrollo metropolitano. 

Los convenios de asociación intermunicipal establecerán las reglas particulares para 
la integración y operación de dichos fondos, así como para la gestión común de las 
acciones, obras y servicios de interés metropolitano. 

Con independencia de que se suscriban o no convenios de asociación intermunicipal 
entre los Municipios que conforman una zona metropolitana, el Ejecutivo del Estado 
podrá incluir en el Presupuesto de Egresos correspondiente a cada ejercicio fiscal, 
una partida para financiar proyectos de alcance metropolitano, previstos en los 
planes o programas cuyo destino será decidido por la Comisión de Desarrollo 
Metropolitano corresponderá al del Congreso del Estado aprobarla o modificarla e 
incluirlo en la Ley de Egresos respectiva. 

Los recursos de la partida señalada en el párrafo segundo y el párrafo anterior, se 
destinarán a proyectos de alcance metropolitano, que pueden incluir estudios, planes 
evaluaciones, programas, acciones, obras de infraestructura y su equipamiento, en 
cualquiera de sus componentes, ya sean nuevos, en proceso o para complementar el 
financiamiento de aquellos que no hubiesen contado con los recursos necesarios 
para su ejecución. 

Los estudios, planes, evaluaciones, programas, proyectos, acciones y obras de 
infraestructura y su equipamiento, a que se refiere el párrafo anterior, deberán ser 
viables y sustentables.” 

Del artículo que precede se desprende que, a través de celebración de convenios de asociación, los 
Municipios podrán, a través de la celebración de convenios de asociación, constituir asociaciones 
intermunicipales, así como fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o servicios 
públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, lo que podrá ser con el apoyo y asistencia del 
Estado; además, de que, con independencia de que los Municipios celebren ese tipo de convenio, el 
Ejecutivo local podrá incluir en el Presupuesto de Egresos correspondiente a cada ejercicio fiscal, una 
partida para financiar proyectos de alcance metropolitano, previstos en los planes o programas cuyo 
destino será decidido por la Comisión de Desarrollo Metropolitano, siendo que corresponderá al del 
Congreso del Estado aprobarla o modificarla e incluirlo en la Ley de Egresos respectiva. 

Ahora bien, el artículo 27, párrafo tercero, de la Constitución Federal, dispone lo siguiente: 

“Art. 27.- (…) 

(…) 

(REFORMADO, D.O.F. 6 DE ENERO DE 1992) 

La nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las 
modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, 
el aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con 
objeto de hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su 
conservación, lograr el desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las 
condiciones de vida de la población rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las 
medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer 
adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a 
efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la fundación, conservación, 
mejoramiento y crecimiento de los centros de población; para preservar y restaurar el 
equilibrio ecológico; para el fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los 
términos de la ley reglamentaria, la organización y explotación colectiva de los ejidos 
y comunidades; para el desarrollo de la pequeña propiedad rural; para el fomento de 
la agricultura, de la ganadería, de la silvicultura y de las demás actividades 
económicas en el medio rural, y para evitar la destrucción de los elementos naturales 
y los daños que la propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. 

(…)” 
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Es infundado lo alegado por el Municipio actor, pues contrario a lo que afirma, no existe obligación 
constitucional del Gobierno local para establecer una partida que financie proyectos de alcance metropolitano, 
pues, atendiendo al marco general que se analiza, para llevar a cabo ese tipo de proyecto, se requiere el 
acuerdo de los tres órdenes de gobierno, en el cual, precisamente, determinen el reconocimiento e integración 
de una zona metropolitana y la forma de llevar su gestión; y por otro, la disponibilidad presupuestal para 
llevarla a cabo. 

En efecto, el artículo 101, fracción II, de la Ley General de la materia65 dispone que la Federación, las 
entidades federativas, los Municipios y las demarcaciones territoriales, sujetos a disponibilidad 
presupuestaria, fomentarán la coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores 
público, social y privado para, el establecimiento de mecanismos e instrumentos para el desarrollo urbano y 
ordenamiento territorial, regional, así como de conurbación o Zona Metropolitana. 

Por otra parte, de conformidad con el artículo 33 de la Ley General de la materia66, las zonas 
metropolitanas o conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más Municipios de una misma 
entidad federativa, se regulan por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y 
estatales, los cuales planearán de manera coordinada su desarrollo, con la participación efectiva de la 
sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos. Por su parte, el artículo 36, 
fracción V, del mismo ordenamiento67 determina que, para la gestión de zonas metropolitanas o 
conurbaciones, se deberán prever los mecanismos o fuentes de financiamiento de las acciones 
metropolitanas, entre otros, el fondo metropolitano. 

De esta forma, la posibilidad de constitución de zonas metropolitanas o conurbadas se hace depender, por 
un lado, de la disponibilidad presupuestaria de cada orden de gobierno y, por otro, del convenio de 
coordinación que al efecto se celebre, en el que se acuerde la forma y términos en que se integrará un 
fondo metropolitano para su gestión, siendo que en los planes y programas municipales emitidos al efecto, se 
deberán establecer los objetivos y estrategias para los diferentes temas o materias, priorizando aquellos que 
sean de interés metropolitano, acorde con las previsiones en el artículo 37 de la Ley General de la materia.68 

Lo anterior es así, máxime que el artículo 42 impugnado, reconoce que los Municipios de la entidad 
federativa pueden constituir fondos e instrumentos financieros para ejecutar acciones, obras o 
servicios públicos de interés común para el desarrollo metropolitano, incluso garantías o avales, así 
como programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para las distintas necesidades del desarrollo 
urbano, proveyendo capital de riesgo a los mismos o mediante la gestión, promoción e intermediación 
financiera que resulte necesaria, de donde resulta una potestad municipal para la constitución y gestión de 
zonas metropolitanas. 

                                                 
65 “Artículo 101. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las Demarcaciones Territoriales, sujetos a disponibilidad 
presupuestaria, fomentarán la coordinación y la concertación de acciones e inversiones entre los sectores público, social y privado para: 
I. La aplicación de los planes o programas de Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, regional, de Conurbación o Zona Metropolitana; 
II. El establecimiento de mecanismos e instrumentos para el Desarrollo Urbano y ordenamiento territorial, regional, de Conurbación 
o Zona Metropolitana; (…).” 
66 “Artículo 33. Las zonas metropolitanas o conurbaciones ubicadas en el territorio de uno o más municipios de una misma entidad 
federativa, serán reguladas por la legislación local y se coordinarán con las autoridades federales y estatales, atendiendo a los principios, 
políticas y lineamientos a que se refiere esta Ley. Los gobiernos Federal, estatales y municipales planearán de manera conjunta y coordinada 
su desarrollo, con la participación efectiva de la sociedad, así como para la más eficaz prestación de los servicios públicos.” 
67 “Artículo 36. Para lograr una eficaz gobernanza metropolitana, se establecerán los mecanismos y los instrumentos de carácter obligatorio 
que aseguren la acción coordinada institucional de los tres órdenes de gobierno y la participación de la sociedad. 
La gestión de las zonas metropolitanas o conurbaciones se efectuará a través de las instancias siguientes: (…) 
V. Los mecanismos y fuentes de financiamiento de las acciones metropolitanas contemplando, entre otros, el fondo metropolitano.” 
68 “Artículo 37. Los programas de las zonas metropolitanas o conurbaciones, deberán tener: 
I. Congruencia con la estrategia nacional de ordenamiento territorial; 
II. Un diagnóstico integral que incluya una visión prospectiva de corto, mediano y largo plazo; 
III. Estrategias y proyectos para el desarrollo integral de la Zona Metropolitana o Conurbación, que articulen los distintos ordenamientos, 
planes o programas de desarrollo social, económico, urbano, turístico, ambiental y de cambio climático que impactan en su territorio; 
IV. La delimitación de los Centros de Población con espacios geográficos de reserva para una expansión ordenada a largo plazo, que 
considere estimaciones técnicas del crecimiento; 
V. Las prioridades para la ocupación de suelo urbano vacante, la urbanización ordenada de la expansión periférica y la localización adecuada 
con relación al área urbana consolidada de suelo apto para la urbanización progresiva; 
VI. Las políticas e instrumentos para la reestructuración, localización, Mejoramiento de la infraestructura y los equipamientos del ámbito 
metropolitano; 
VII. Las acciones y las previsiones de inversión para la dotación de infraestructura, equipamiento y Servicios Urbanos que sean comunes a 
los Centros de Población de la zona conurbada; 
VIII. Las acciones de Movilidad, incluyendo los medios de transporte público masivo, los sistemas no motorizados y aquellos de bajo impacto 
ambiental; 
IX. Las previsiones y acciones para mejorar las condiciones ambientales y el manejo integral de agua; 
X. Las previsiones y acciones prioritarias para conservar, proteger, acrecentar y mejorar el Espacio Público; 
XI. Las estrategias para la Conservación y el Mejoramiento de la imagen urbana y del Patrimonio Natural y Cultural; 
XII. Las estrategias de seguridad, prevención del riesgo y Resiliencia, y 
XIII. Metodología o indicadores para dar seguimiento y evaluar la aplicación y el cumplimiento de los objetivos del programa de la Zona 
Metropolitana o Conurbación. 
Adicionalmente, los municipios y, en su caso, las Demarcaciones Territoriales, podrán formular y aprobar programas parciales que 
establecerán el diagnóstico, los objetivos y las estrategias gubernamentales para los diferentes temas o materias, priorizando los temas de 
interés metropolitano establecidos en esta Ley.” 
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Ello, en consonancia con lo dispuesto por el diverso numeral 60, fracción VII, de la Ley local impugnada, 
en el que se dispone que los planes y programas incluidos en el sistema estatal de planeación deberán 
estructurarse y contener, entre otras cosas, los mecanismos de instrumentación financiera a utilizarse 
para sufragar las obras, acciones e inversiones propuestas en el plan o programa, conforme a las 
disposiciones fiscales y presupuestales aplicables. 

Asimismo, el artículo 96, cuarto párrafo, de la Ley citada, dispone que los mecanismos financieros y 
fiscales atenderán a las prioridades que establezcan los planes de desarrollo urbano, y podrán dirigirse, 
entre otros, para apoyar y desarrollar programas de adquisición, habilitación y venta de suelo para lograr 
zonas metropolitanas o conurbaciones más organizadas y compactas, y para atender las distintas 
necesidades del desarrollo urbano. 

Por su parte, el diverso 97 del mismo ordenamiento, determina que todas las acciones, inversiones y 
obras relativas al aprovechamiento del territorio que realicen el Estado y los Municipios deberán sujetarse a lo 
dispuesto en los planes o programas de desarrollo urbano respectivos, siendo que sin este requisito la 
autoridad competente no podrá otorgar la autorización presupuestal o de financiamiento o las 
autorizaciones administrativas para efectuarlas. Para tal efecto, la solicitud presupuestal correspondiente 
deberá incluir una exposición de la relación entre las acciones, inversiones y obras de que se trate con 
fundamento en los objetivos y metas de los planes de desarrollo urbano. 

En esos términos, se observa que el legislador local estableció reglas para el financiamiento y 
gestión de zonas metropolitanas o conurbanas de la entidad federativa, ajustándose a los parámetros 
establecidos en la Ley General de la materia, reconociendo que el ente municipal cuenta con la 
competencia para su constitución y financiamiento, siempre que exista disponibilidad presupuestal y el 
acuerdo de coordinación celebrado con los diferentes órdenes de gobierno, lo cual puede tener sustento, 
incluso, con una partida presupuestal incorporada en el Presupuesto de Egresos del Estado, dirigida, 
precisamente, a financiar proyectos de alcance metropolitano. 

Con las consideraciones anteriores no se pretende desconocer la importancia de garantizar el 
financiamiento de zonas metropolitanas o conurbadas. El artículo 27 de la Constitución Federal, en su párrafo 
tercero, prevé la obligación de dictar las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y 
establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos, “a efecto de ejecutar obras públicas y de 
planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población”; y en 
sintonía con este mandato de optimización, se facultó al Congreso de la Unión para emitir una ley general en 
materia de asentamientos humanos que establecería la competencia entre los distintos órdenes, “con objeto 
de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución”. Cumpliendo este 
mandato, la Ley General de la materia estableció la concurrencia entre los distintos órdenes para la 
constitución, financiamiento y gestión de zonas metropolitanas, sin embargo, ello se encuentra sujeto a los 
diversos objetivos, estrategias y proyectos para su desarrollo integral, atendiendo, sobre todo, a la 
disponibilidad presupuestal de cada orden de gobierno. 

Por lo tanto, lo procedente es reconocer la validez del artículo 42, párrafos primero y quinto, de la Ley 
local impugnada. 

DÉCIMO SÉPTIMO. Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas 
municipales y área libre complementaria. En este considerando se analizan los conceptos de invalidez 
décimo sexto, décimo séptimo, décimo octavo y décimo noveno que formula el Municipio actor, los cuales se 
relacionan con diversas previsiones contenidas en la Ley local impugnada relativas a la cesión de áreas 
municipales y el área libre complementaria, conforme a lo siguiente: 

 En su décimo sexto concepto de invalidez alega que las previsiones relativas a la cesión de áreas 
municipales, viola la competencia del Municipio, en la medida en que restringe llevar a cabo una 
cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada (artículo 210, 
párrafos octavo y noveno, de la Ley local impugnada); 

 En su décimo séptimo concepto de invalidez aduce que la previsión relativa al “área libre 
complementaria”, viola la competencia municipal en la prestación de los servicios públicos, así como 
el principio de protección y progresividad del espacio público (artículo 210, párrafo décimo, de la Ley 
local impugnada); 

 En su décimo octavo concepto de invalidez sostiene que la previsión de que por lo menos el 30% del 
área de cesión municipal se destine a jardines, viola la autonomía municipal (artículos 210, párrafos 
cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada); y 

 En su décimo noveno concepto de invalidez considera que la obligación de ceder áreas municipales 
para la constitución de parques, plazas, jardines viola los principios de certeza y seguridad jurídica en 
relación a su destinatario (artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada). 
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Los artículos impugnados por el Municipio actor, establecen lo que se transcribe a continuación, 
resaltando las porciones normativas a que alude el demandante de manera específica: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento 
urbano de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al 
Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento 
urbano público, las siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión 
Municipal: (…) 

(…) 

X. Parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no forman parte de 
fraccionamiento autorizado: se deberá ceder el 17% -diecisiete por ciento de la 
superficie total del predio, menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de 
afectación, únicamente cuando se trate de parcelaciones de predios de 5,000-cinco 
mil metros cuadrados o más de superficie; tratándose de predios menores a 5,000-
cinco mil metros cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones públicas del 
Municipio se podrá hacer la cesión o el pago correspondiente en cuyo caso se tomará 
como base el valor comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y 
Tesorería General del Estado, el cual tendrá una vigencia de 3-tres meses; y se 
diferirá ésta obligación conforme al Artículo 234 de esta Ley; 

(…) 

Las construcciones y edificaciones de tipo mixto que se desarrollen en terrenos no 
comprendidos en fraccionamiento autorizado, cederán en forma proporcional el 17%-
diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22 -veintidós metros cuadrados 
por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 

En los conjuntos urbanos de cualquier tipo, así como las construcciones y 
edificaciones no comprendidas en fraccionamiento autorizado, las áreas de cesión 
municipal resultantes se cederán sobre el terreno natural de acceso libre para el 
público. 

Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta 
Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y lagunas. 

El manejo de las aguas pluviales, indistintamente sobre el terreno natural o sobre 
losas, deberá captarse y conducirse a la red pública o al subsuelo mediante pozos de 
absorción. 

Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines y lagunas, con la 
única restricción que, por lo menos el 30% deberán ser jardines. 

Las áreas de cesión para destinos, serán transmitidas al Municipio al momento de 
inscribir en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León el Régimen de 
Condominio correspondiente. 

La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y 
no podrá exigirse al propietario del predio cesión adicional a la realizada al haber 
llevado a cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 

En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se 
realicen cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no será exigible el área de 
cesión. 

En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados 
que impliquen nuevas construcciones se dejará área libre complementaria a razón del 
8% -ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en 
construcciones habitacionales de cuatro unidades o menos. El Área Libre 
Complementaria-ALC podrá ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso 
libre para el público. El Área Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del 
área libre del Coeficiente de Ocupación de Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y 
Área Verde-CAAV; Será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener 
cubiertas. 

“Artículo 230. La subdivisión es la partición de un predio ubicado dentro del área 
urbana y que no requiere del trazo de una o más vías públicas y deberá observar las 
siguientes normas básicas: (…) 
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III. Los predios sujetos a parcelación ubicados fuera de fraccionamientos autorizados, 
deberán ceder al Municipio el área municipal correspondiente conforme a lo 
dispuesto por el artículo 212 de esta Ley; en concordancia con el artículo 234 de esta 
Ley; (…)” 

“Artículo 234. En el caso de parcelación o subdivisiones fuera de fraccionamiento 
autorizado, se deberá diferir la obligación de ceder áreas en favor del Municipio hasta 
que se autorice el uso, destino o incorporación del predio a que se refieren dichos 
preceptos.” 

“Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 
210 de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, áreas recreativas y de 
convivencia. 

Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 

I. Parques, plazas, lagunas y jardines; (…)” 

A. Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales, viola la competencia del Municipio, 
en la medida en que restringe llevar a cabo una cesión adicional con motivo de la acción de 
crecimiento urbano previamente autorizada (artículo 210, párrafos octavo y noveno, de la Ley 
local impugnada). Análisis del décimo sexto concepto de invalidez. 

En su décimo sexto concepto de invalidez el Municipio actor menciona que el artículo 210, párrafos 
octavo y noveno, de la Ley local impugnada establecen que la cesión de áreas municipales deberá realizarse 
por una sola ocasión y no podrá exigirse cesión adicional a la realizada con la acción de crecimiento 
previamente autorizada, y que en la densificación en fraccionamientos autorizados que incluya el cambio de 
uso de suelo diferentes al habitacional, no será exigible área de cesión municipal, lo que vulnera los principios 
consagrados en los artículos 115, fracción IV, inciso a) y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal, 
pues, a su parecer, desconocen la prerrogativa constitucional consistente en que la hacienda pública 
municipal se formará de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y que 
en todo caso percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados sobre 
propiedad inmobiliaria, su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y mejora, así como las que 
tengan por base el cambio de valor de los inmuebles; y que las leyes estatales no establecerán exenciones o 
subsidios en favor de persona o institución alguna respecto de dichas contribuciones; puesto que sólo estarán 
exentos los bienes de domicilio público de la Federación, los Estados o Municipios, salvo que tales bienes 
sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, para fines administrativos 
o propósitos distintos a los de su objeto público 

Sostiene que de conformidad con los artículos 10, fracciones XII y XXI, 57 y 76 de la Ley General de la 
materia, es responsabilidad de la legislatura local establecer en favor de las haciendas municipales, sin 
exención alguna (salvo las autorizadas constitucionalmente), las contribuciones sobre propiedad inmobiliaria, 
su división, fraccionamiento y consolidación, y para el financiamiento e instrumentación del ordenamiento 
territorial, el desarrollo urbano y la recuperación del incremento de valor de la propiedad inmobiliaria generado 
por la consolidación y el crecimiento urbano; además de prever las especificaciones que garanticen que se 
efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a las vías públicas locales, equipamientos y espacios 
públicos que se requieran para el desarrollo y bien funcionamiento de los centros de población; así como 
establecer disposiciones tendentes a que los planes y programas de desarrollo urbano que implementen 
acciones de densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y 
conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a densificación. 

Con lo anterior pretende evidenciar que los preceptos impugnados contravienen la Ley General, cuando 
prevén que: 1) los fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos; 2) las acciones que impliquen la densificación de centros de 
población conllevan la necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras; 3) las leyes locales 
deben establecer disposiciones tendentes a que los planes y programas de desarrollo urbano que 
implementen acciones de densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante 
y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a densificación; 4) el principio de protección y 
progresividad del espacio público implica, entre otras cosas, fomentar la creación de espacio públicos, los 
cuales podrán ampliarse o mejorarse, nunca verse disminuidos; 5) que los planes o programas municipales de 
desarrollo, de conurbaciones y de zonas metropolitanas, definirán la dotación de espacio público en 
cantidades no menores a lo establecido por las normas oficiales mexicanas aplicables, y que se deben 
privilegiar la dotación y preservación del espacio público para, entre otras cosas, el deporte, los parques y las 
plazas, de manera que cada colonia, barrio y localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida 
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en las normas mencionadas; 6) los planes o programas municipales de desarrollo urbano deben incluir los 
aspectos relacionados con la creación del espacio público y las alternativas para su expansión; y 7) los 
Municipios deben vigilar y promover que el espacio público tenga una cobertura suficiente. 

Este Tribunal Pleno considera, por un parte, infundados los alegatos del Municipio actor en lo que se 
refiere al párrafo octavo del artículo 210 impugnado; y por otra, fundados, respecto a las impugnaciones que 
hace en torno al párrafo noveno del citado numeral. 

En primer término, el octavo párrafo del referido artículo 210 de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, establece lo siguiente: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento 
urbano de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al 
Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento 
urbano público, las siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión 
Municipal: (…) 

La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y 
no podrá exigirse al propietario del predio cesión adicional a la realizada al haber 
llevado a cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 

(…).” 

En torno al precepto que antecede, resultan infundados los argumentos que formula el Municipio actor, 
toda vez que, de la revisión del marco constitucional y general establecido por el Congreso de la Unión, el 
legislador local, en este aspecto, estableció las previsiones necesarias para cumplir acciones de densificación 
tendientes a garantizar dotación suficiente de espacios públicos, así como para ser destinados a áreas verdes 
y equipamientos, sin que se advierta una afectación o restricción a las facultades que corresponden al orden 
de gobierno municipal. 

En efecto, los artículos 57 y 76 de la Ley General de la materia, disponen lo siguiente: 

“Artículo 57. La legislación local en la materia, deberá contener las especificaciones a 
fin de garantizar que se efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a vías 
públicas locales, equipamientos y espacios públicos que se requieran para el 
desarrollo y buen funcionamiento de los Centros de Población, en favor de las 
entidades federativas, de los municipios y de las Demarcaciones Territoriales en 
localización, superficie y proporción adecuadas, así como, para asegurar la 
factibilidad, sustentabilidad y prestación de los servicios públicos, el diseño y 
construcción de una red de vialidades primarias, como partes de una retícula, que 
faciliten la conectividad, la Movilidad y el desarrollo de infraestructura. 

Asimismo se deberá establecer la obligación de las autoridades municipales, de 
asegurarse, previamente, a la expedición de las autorizaciones para el uso, 
edificación o aprovechamiento urbano, del cumplimiento de las leyes estatales y 
federales, así como, de las normas para el uso, aprovechamiento y custodia del 
Espacio Público, en particular, las afectaciones y Destinos para construcción de 
infraestructura vial, equipamientos y otros servicios de carácter urbano y 
metropolitano de carácter público. 

Para acciones urbanísticas que impliquen la expansión del área urbana, para el 
fraccionamiento de terrenos o para la subdivisión o parcelación de la tierra, las 
autoridades locales deberán asegurarse de que existe congruencia con las normas de 
Zonificación y planeación urbana vigentes, la viabilidad y factibilidad para brindar los 
servicios públicos y extender o ampliar las redes de agua, drenaje, energía, 
alumbrado público y el manejo de desechos sólidos de manera segura y sustentable, 
sin afectar los asentamientos colindantes, sin ocupar áreas de riesgo o no 
urbanizables y garantizando la suficiencia financiera para brindar los servicios 
públicos que se generen.” 

“Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los 
planes y programas de Desarrollo Urbano que implementen acciones de 
Densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante 
y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y 
habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono 
sujeto a Densificación. 
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Igualmente establecerán que los predios que con base en la normatividad aplicable, 
los fraccionadores y desarrolladores estén obligados a ceder al municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados 
en zonas inundables o de riesgos, o presentar condiciones topográficas más 
complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano.” 

De los artículos anteriores se desprende que las legislaturas locales tienen el deber de garantizar que se 
efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a vías públicas locales, equipamientos y espacios 
públicos que se requieran para el desarrollo y buen funcionamiento de los Centros de Población, en favor, 
entre otros, de los Municipios, en localización, superficie y proporción adecuadas, así como para asegurar la 
factibilidad, sustentabilidad y prestación de los servicios públicos; aunado a ello, deben garantizar dotación 
suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de 
la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono 
sujeto a densificación. 

Por su parte, del artículo 210 impugnado, se advierte que las áreas de cesión municipal son aquellas 
superficies de suelo que deben cederse gratuitamente al Municipio para destinos y equipamiento urbano 
público, por quienes lleven a cabo las acciones de crecimiento urbano señaladas en dicho precepto, sin 
condición, reserva o limitación alguna. 

Asimismo, se determina que las áreas de cesión municipal serán clasificadas conforme al artículo 143 de 
la Ley local impugnada69, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y lagunas, estableciéndose como 
restricción que, por lo menos, el 30% (treinta por ciento) deberán ser jardines. 

En esos términos, si bien es cierto que el legislador local estableció restricciones para efectuar una 
segunda cesión de área municipal, también lo es que dicha cesión tiene lugar con motivo de densificaciones 
urbanas previamente autorizadas; de donde se desprende una relación entre el trámite de la cesión de área 
municipal y el crecimiento urbano respectivo. 

Ello es así, pues la cesión de área municipal responde a un crecimiento poblacional en un área 
determinada, acorde con estudios técnicos específicos, de los cuales se desprenda su factibilidad y 
sustentabilidad para garantizar dotación suficiente de espacios públicos por habitante, así como la debida 
prestación de los servicios públicos. 

En ese orden, se observa que la norma impugnada, cumple con el mandato previsto en la Ley General de 
la materia, consistente en garantizar que se efectúen las donaciones y cesiones correspondientes a vías 
públicas locales, equipamientos y espacios públicos que se requieran para el desarrollo y buen 
funcionamiento de los centros de población, siendo que, para llevar a cabo donaciones o cesiones 
adicionales, la norma impugnada prevé que ello dependerá, en todo caso, una acción de crecimiento 
urbano previamente autorizada. 

Ahora, al artículo 210, en su párrafo noveno, dispone lo siguiente: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento 
urbano de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al 
Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento 
urbano público, las siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión 
Municipal: (…) 

En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se 
realicen cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no será exigible el área de 
cesión. 

(…).” 

                                                 
69 “Artículo 143. Los destinos de equipamiento urbano, se clasifican en espacios abiertos y/o áreas verdes, equipamiento e 
infraestructura. 
Los espacios abiertos y/o áreas verdes se clasifican a su vez en: 
I. Parques y/o espacios abiertos: 
a) Parques Nacionales; 
b) Parques Estatales y Regionales; 
c) Parques Metropolitanos; 
d) Parques Comunitarios; 
e) Parques vecinales o de barrio; 
f) Corredores sustentables; 
g) Plazas, explanadas; 
h) Especiales; y 
i) Otros 
III (SIC). Jardines, parques públicos y otras áreas preservación ecológica; 
IV. Presas, estanques, lagos y lagunas; y 
IV (SIC). Ríos, arroyos, veneros, escurrimientos.” 
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En relación con dicho precepto, este Tribunal Pleno considera fundado lo alegado por el Municipio actor, 
toda vez que dicha previsión, al establecer que en las densificaciones en fraccionamientos previamente 
autorizados, cuando se realicen cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no será exigible el área de 
cesión, ello, conforme a lo expuesto, frustra el objetivo relativo a la creación, recuperación, 
mantenimiento y defensa del espacio público en términos de la Ley General de la materia; y en segundo 
lugar, se desatiende el mandato consistente en que las leyes locales deben garantizar que se efectúen 
las cesiones correspondientes de espacios públicos en proporción adecuada, pues se impide al 
Municipio obtener las superficies necesarias para crear y adecuar espacios públicos ante una acción de 
densificación y un cambio de uso de suelo distinto al habitacional, todo lo cual incide negativamente en el 
ámbito de competencia que le confiere el artículo 115, fracción V, de la Constitución General. 

Por tanto, lo procedente es reconocer la validez del párrafo octavo del artículo 210, de la Ley local 
impugnada; y declarar la invalidez del párrafo noveno de ese mismo precepto. 

B. La previsión relativa al “área libre complementaria”, viola la competencia municipal en la 
prestación de los servicios públicos, así como el principio de protección y progresividad del 
espacio público (artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada). Análisis del décimo 
séptimo concepto de invalidez. 

Ahora bien, en su décimo séptimo concepto de invalidez, el Municipio actor alega que el artículo 210, 
párrafo décimo, de la Ley local impugnada, establece que, en densificaciones ubicadas dentro de 
fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones, se dejará área libre 
complementaria a razón del 8% sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos; regla que considera no satisface los principios que orientan la 
política pública adoptada en la Ley General de la materia para la creación y ampliación del espacio público 
que servirá para calles, banquetas, parques y jardines, en los casos de zonas sujetas a políticas de 
densificación; por lo que, a su parecer, ello resulta violatorio de los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, 
inciso a), y párrafo segundo, y 133 de la Constitución Federal. 

El precepto impugnado, artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local impugnada, establece lo que se 
transcribe a continuación: 

“Artículo 210. (…) 

En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados 
que impliquen nuevas construcciones se dejará área libre complementaria a razón del 
8% -ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en 
construcciones habitacionales de cuatro unidades o menos. El Área Libre 
Complementaria-ALC podrá ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso 
libre para el público. El Área Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del 
área libre del Coeficiente de Ocupación de Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y 
Área Verde-CAAV; Será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener 
cubiertas. (…).” 

Dicho lo anterior, el Municipio actor sostiene que la previsión que impugna conlleva a que el Municipio no 
se encuentre en condiciones de prestar adecuadamente los servicios públicos que le corresponden por lo 
siguiente: 

1. El “área libre complementaria” no es una figura jurídica que signifique la cesión de terreno 
en propiedad a los Municipios, ya que el dominio sobre el mismo se mantiene en el desarrollador, 
de tal manera que no es auténticamente un espacio público que pueda disponer el ente municipal 
para destinarlo a fines públicos, no obstante que la Ley General prevé que los fraccionadores y 
desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser destinados a áreas 
verdes y equipamientos; 

2. Las acciones que impliquen la densificación de los centros de población conllevan la 
necesidad de adecuar los espacios públicos e infraestructuras, lo que no puede ocurrir si el 
derecho de propiedad sobre el “área libre complementaria” sigue bajo la titularidad del desarrollador; 

3. La ley estatal debe establecer las disposiciones que garanticen la dotación suficiente de 
espacios públicos por habitante, por medio de la adquisición y habilitación de espacios 
públicos adicionales a los existentes, lo que no se satisface con el “área libre complementaria”; 

4. La ley estatal, de acuerdo con el principio de protección y progresividad del espacio público, debe 
fomentar la creación y ampliación de los espacios públicos, evitando que puedan verse 
disminuidos; disminución que ocurre cuando se permite la densificación (incremento de la población 
o de la vivienda) sin el incremento proporcional del espacio público correspondiente; 
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5. No se garantiza la dotación de espacio público en cantidades no menores a lo que 
establezcan las normas internacionales u oficiales aplicables, de manera que cada colonia, 
barrio o localidad cuente con la dotación igual o mayor a la establecida en las mencionadas normas; 

6. No se permite que los planes o programas municipales de desarrollo urbano puedan incluir 
los aspectos relacionados con la creación de espacio público y las alternativas para su 
expansión, sin que ello impacte negativamente las finanzas públicas municipales; 

7. Se dificulta e impide promover eficazmente que el espacio público tenga una cobertura 
suficiente, no obstante que su creación constituye una causa de utilidad pública y un aspecto que 
debe fomentarse para cumplir con los principios de política pública que se enumeran en el artículo 4 
de la Ley General de la materia. 

Son infundados los argumentos del Municipio actor en este aspecto, toda vez que el “área libre 
complementaria” establecida por el legislador local, únicamente se prevé con motivo de densificaciones 
ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones, 
lo cual implica el desarrollo de obras e infraestructura dentro de un polígono en el que se autorizó un 
determinado crecimiento urbano, sin que ello abarque nuevas áreas ubicadas fuera de ese polígono de 
densificación. 

Bajo esa lógica, precisamente, el legislador local estableció que el “área libre complementaria” no cuenta 
para el cálculo del área libre del Coeficiente de Ocupación de Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y Área 
Verde-CAAV, indicando que será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas, 
pudiendo ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso libre para el público, todo ello dentro del 
área urbana objeto de densificación previamente autorizado. 

En ese sentido, consideró conveniente, atendiendo a las factibilidades de las obras desarrolladas en un 
fraccionamiento, que el área libre complementaria fuera razón del 8% (ocho por ciento) sobre el área del 
predio libre de afectaciones, excepto en construcciones habitacionales de cuatro unidades o menos. 

Así, no se advierte afectación alguna a la competencia del Municipio actor, cuando alega que la Ley 
General prevé que los fraccionadores y desarrolladores están obligados a ceder terreno al Municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos; pues, como se explicó, el “área libre complementaria” prevista en 
la Ley local impugnada, no entra dentro de las cesiones de áreas municipales nuevas o adicionales, sino que 
en “densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen 
nuevas construcciones”, de manera que ello no restringe en forma alguna sus atribuciones para desarrollar 
sus planes o programas municipales de desarrollo urbano relacionados con la creación de espacio público, las 
alternativas para su expansión, sin que ello impacte negativamente las finanzas públicas municipales; ni 
mucho menos se le impide promover eficazmente que el espacio público tenga una cobertura suficiente. 

Por tanto, atendiendo a lo infundado de los argumentos contenidos en el décimo séptimo concepto de 
invalidez que formula el Municipio actor, lo procedente es reconocer la validez del artículo 210, párrafo 
décimo, de la Ley local impugnada. 

C. La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se destine a jardines, 
viola la autonomía municipal (artículos 210, párrafos cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley 
local impugnada). Análisis del décimo octavo concepto de invalidez. 

Continuando con el análisis de las alegaciones del demandante en este considerando, en su décimo 
octavo concepto de invalidez, explica que los artículos 210, párrafos cuarto y sexto70, y 250, fracción I71, de 
la Ley local impugnada, establecen que las áreas de cesión municipal podrán diseñarse como plazas, jardines 
“y lagunas”, con la única restricción que por lo menos el 30% deberán ser jardines; lo cual en determinado 
caso permitiría que 70% de área de cesión municipal pudiera darse bajo el diseño de una “laguna”; lo cual, a 
su parecer, viola los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), y párrafo segundo, V, último párrafo, 
y 133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 4, fracción VII, y 76, párrafo segundo, de la Ley 
General de la materia, que establecen como requisitos del espacio público (área de cesión municipal) su 

                                                 
70 “Artículo 210. (…) 
Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y 
lagunas. 
El manejo de las aguas pluviales, indistintamente sobre el terreno natural o sobre losas, deberá captarse y conducirse a la red pública o al 
subsuelo mediante pozos de absorción. 
Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines y lagunas, con la única restricción que, por lo menos el 30% deberán ser 
jardines. (…) 
71 “Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 de ésta Ley, será para la formación de áreas 
verdes, áreas recreativas y de convivencia. 
Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 
I. Parques, plazas, lagunas y jardines; (…)” 
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“habitabilidad” y que no sean residuales ni estén ubicados en zonas inundables o de riesgos. Así, afirma que 
no se satisfacen los principios que orientan la política pública adoptada en la referida Ley General para la 
creación de espacio público que servirá para calles, banquetas, parques y jardines, que son servicios públicos 
que corresponde prestar al Municipio por disposición constitucional. 

Es fundado lo alegado por el Municipio actor, toda vez que las previsiones relativas a que las áreas de 
cesión municipal podrán ser destinada a “lagunas”, escapan del marco previsto en la Ley General de la 
materia. 

En efecto, los artículos 74, párrafo tercero, fracción IV; 75, fracciones V y VI; y 76 de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, establecen lo siguiente: 

“Artículo 74. (…) 

Los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano incluirán los aspectos 
relacionados con el uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público, 
contemplando la participación social efectiva a través de la consulta, la opinión y la 
deliberación con las personas y sus organizaciones e instituciones, para determinar 
las prioridades y los proyectos sobre Espacio Público y para dar seguimiento a la 
ejecución de obras, la evaluación de los programas y la operación y funcionamiento 
de dichos espacios y entre otras acciones, las siguientes: (…) 

IV. Definir la mejor localización y dimensiones de los equipamientos colectivos de 
interés público o social en cada Barrio con relación a la función que tendrán y a la 
ubicación de los beneficiarios, como centros docentes y de salud, Espacios Públicos 
para la recreación, el deporte y zonas verdes destinados a parques, plazas, jardines o 
zonas de esparcimiento, respetando las normas y lineamientos vigentes, y (…)” 

“Artículo 75. El uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público se sujetará a lo 
siguiente: (…) 

V. Se procurará mantener el equilibrio entre las áreas verdes y la construcción de la 
infraestructura, tomando como base de cálculo las normas nacionales en la materia; 

VI. Los espacios públicos originalmente destinados a la recreación, el deporte y 
zonas verdes destinados a parques, jardines o zonas de esparcimiento, no podrán ser 
destinados a otro uso;” 

“Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los 
planes y programas de Desarrollo Urbano que implementen acciones de 
Densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante 
y conectividad con base en las normas aplicables, por medio de la adquisición y 
habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono 
sujeto a Densificación. 

Igualmente establecerán que los predios que con base en la normatividad aplicable, 
los fraccionadores y desarrolladores estén obligados a ceder al municipio para ser 
destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados 
en zonas inundables o de riesgos, o presentar condiciones topográficas más 
complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano. 

De los preceptos que antecedes se desprende que, con el uso, aprovechamiento y custodia del espacio 
público: 

a) Los Municipios cuentan con la facultad de definir, en sus planes o programas municipales de desarrollo 
urbano, la mejor localización y dimensiones de los equipamientos colectivos de interés público o social, como 
son las zonas verdes destinados a parques, plazas, jardines o zonas de esparcimiento; 

b) Se debe procurar mantener el equilibrio entre las áreas verdes y la construcción de la infraestructura; 
siendo que los espacios públicos originalmente destinados a zonas verdes destinados a parques, 
jardines o zonas de esparcimiento, no podrán ser destinados a otro uso; y 

c) Las leyes locales deben establecer que disposiciones a través de las cuales los fraccionadores y 
desarrolladores estén obligados a ceder al municipio para ser destinados a áreas verdes y 
equipamientos, las que no puedan ser residuales, estar ubicados en zonas inundables o de riesgos, o 
presentar condiciones topográficas más complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto 
urbano. 
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En esos términos, resulta claro que la previsión relativa a que las áreas de cesión municipal puedan ser 
destinadas como “lagunas”, rompe el esquema previsto por la Ley General de la materia, pues ello implica 
que una parte de la cesión o donación a favor del Municipio se destine a un área residual, una zona 
inundable o con condiciones topográficas complicadas con relación al promedio del fraccionamiento 
conjunto urbano. 

Asimismo, al considerar el legislador local que las áreas verdes que contemple un área de cesión 
municipal puedan ser destinadas a “lagunas”, se vulnera el principio de protección y progresividad del 
espacio, previsto en el la fracción VII, del artículo 4 de la Ley General de la materia72, el cual se traduce 
en la obligación de los tres ordenes de gobierno de crear condiciones de habitabilidad de los espacios 
públicos, para una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad ciudadana que considere las 
necesidades diferenciada por personas y grupos. Lo anterior, en relación con la competencia constitucional 
reconocida al ente municipal para la prestación y cumplimiento de las funciones y servicios públicos que tiene 
a su cargo, de conformidad con el artículo 115, fracciones III y IV, de la Constitución Federal. 

Por tanto, lo procedente es declarar la invalidez de las porciones normativas “y lagunas”, contenidas en 
los párrafos cuarto y sexto del artículo 210, así como la diversa “, lagunas”, contenida en la fracción I del 
artículo 250, ambos de la Ley local impugnada; de manera que tales preceptos, en esas partes, deberán 
leerse como sigue: 

“Artículo 210. (…) 

Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta 
Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines. 

(…) 

Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines, con la única 
restricción que, por lo menos el 30% deberán ser jardines. (…) 

“Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 
210 de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, áreas recreativas y de 
convivencia. 

Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 

I. Parques, plazas y jardines (…) 

D. La obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, plazas, jardines 
viola los principios de certeza y seguridad jurídica en relación a su destinatario (artículos 210, 
fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada). Análisis del décimo noveno 
concepto de invalidez. 

Finalmente, en su décimo noveno concepto de invalidez, el Municipio demandante manifiesta que los 
artículos 210, fracción X, 230, fracción III y 234 de la Ley local impugnada, establecen la obligación de ceder 
áreas municipales para la constitución de parques, plazas, jardines, a cargo de quien solicite la autorización 
de subdivisión o parcelación de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado; sin embargo, 
considera que la ambigüedad de tales preceptos impiden afirmar de forma categórica e indubitable que la 
subdivisión de un predio no comprendido en fraccionamiento autorizado genera realmente la obligación de 
ceder las áreas que corresponden al Municipio; esto es, no se genera certeza para determinar con precisión si 
esa obligación se actualiza a cargo de quien solicite la autorización de la subdivisión o parcelación de un 
predio no comprendido en fraccionamiento autorización. Aunado a ello, indica que esa obligación se limita a 
ceder área municipal a aquellos predios con uso de suelo habitacional, excluyendo el resto de predios con 
usos de suelo comercial, de servicios o industrial, lo cual no ocurría con la abrogada Ley de Desarrollo Urbano 
local, y que con ello se vulneran los artículos 115, fracciones III, inciso g), y IV, inciso a), y párrafo segundo, y 
133 de la Constitución Federal, en relación con los diversos 57 y 76 de la Ley General de la materia. 

Los artículos impugnados por el Municipio actor en estos aspectos, se transcriben como sigue: 

“Artículo 210.- Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento 
urbano de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al 
Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento 
urbano público, las siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión 
Municipal: (…) 

                                                 
72 “Artículo 4. La planeación, regulación y gestión de los asentamientos humanos, Centros de Población y la ordenación territorial, deben 
conducirse en apego a los siguientes principios de política pública: (…) 
VII. Protección y progresividad del Espacio Público. Crear condiciones de habitabilidad de los espacios públicos, como elementos 
fundamentales para el derecho a una vida sana, la convivencia, recreación y seguridad ciudadana que considere las necesidades 
diferenciada por personas y grupos. Se fomentará el rescate, la creación y el mantenimiento de los espacios públicos que podrán ampliarse, o 
mejorarse pero nunca destruirse o verse disminuidos. En caso de utilidad pública, estos espacios deberán ser sustituidos por otros que 
generen beneficios equivalentes; (…)” 
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X. Parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no forman parte de 
fraccionamiento autorizado: se deberá ceder el 17% -diecisiete por ciento de la 
superficie total del predio, menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de 
afectación, únicamente cuando se trate de parcelaciones de predios de 5,000-cinco 
mil metros cuadrados o más de superficie; tratándose de predios menores a 5,000-
cinco mil metros cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones públicas del 
Municipio se podrá hacer la cesión o el pago correspondiente en cuyo caso se tomará 
como base el valor comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y 
Tesorería General del Estado, el cual tendrá una vigencia de 3-tres meses; y se 
diferirá ésta obligación conforme al Artículo 234 de esta Ley; (…)” 

“Artículo 230. La subdivisión es la partición de un predio ubicado dentro del área 
urbana y que no requiere del trazo de una o más vías públicas y deberá observar las 
siguientes normas básicas: (…) 

III. Los predios sujetos a parcelación ubicados fuera de fraccionamientos autorizados, 
deberán ceder al Municipio el área municipal correspondiente conforme a lo 
dispuesto por el artículo 21273 de esta Ley; en concordancia con el artículo 234 de 
esta Ley; (…)” 

“Artículo 234. En el caso de parcelación o subdivisiones fuera de fraccionamiento 
autorizado, se deberá diferir la obligación de ceder áreas en favor del Municipio hasta 
que se autorice el uso, destino o incorporación del predio a que se refieren dichos 
preceptos.” 

Son infundados los argumentos que formula el Municipio actor, toda vez que no se advierte que los 
preceptos que impugna afecten o restrinjan en forma alguna su competencia constitucional, aunado a 
que de su sola lectura conjunta, sistemática y teleológica de los numerales que refiere, se desprende que la 
obligación de ceder áreas municipales en parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no 
forman parte de fraccionamiento autorizado, corresponde, precisamente como menciona el demandante, a 
cargo de quien solicite la autorización de la subdivisión o parcelación de un predio no comprendido en 
fraccionamiento autorización. 

Si bien es cierto que el artículo 230, en su fracción III, determina que “los predios” sujetos a parcelación 
ubicados fuera de fraccionamientos autorizados, “deberán ceder” al Municipio el área municipal 
correspondiente conforme lo disponen los artículos 212 y 234 de la Ley local impugnada, lo cierto es que ello 
no lleva generar inseguridad jurídica alguna a sus destinatarios, puesto resulta claro que la obligación de 
ceder el área municipal respectiva, corre a cargo del titular del predio sujeto a parcelación que se ubique 
fuera de fraccionamientos autorizados, quien en su caso deberá solicitar la autorización para la subdivisión 
o parcelación respectiva. 

Por otra parte, el artículo 210, fracción X, de la Ley local impugnada, establece, dos supuestos claramente 
diferenciados: 

a) En predios de cinco mil metros cuadrados o más, se deberá ceder el 17% (diecisiete por ciento), menos 
vialidades públicas y privadas, así como áreas de afectación; 

b) En predios menores a cinco mil metros cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones del 
Municipio, se podrá hacer cesión o el pago correspondiente, tomando en cuenta el valor comercial del predio 
que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, el cual tendrá una vigencia de tres 
meses; y defiriéndose esa obligación conforme al artículo 234, esto es, hasta que se autorice el uso, destino o 
incorporación del predio. 

                                                 
73 Artículo 212. En construcciones para nuevas edificaciones en terrenos no comprendidos en fraccionamiento autorizado, se deberá ceder 
una superficie a favor del Municipio conforme a lo siguiente: 
I. Los predios habitacionales unifamiliares, cederán el 17% -diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22-veintidós metros 
cuadrados por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
En el caso de habitación unifamiliar o que la cesión del área no sea mayor de 300 –trescientos metros cuadrados, podrá hacerse la cesión o 
el pago correspondiente; 
II. Los predios habitacionales multifamiliares, cederán el 17% -diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22-veintidós metros 
cuadrados por unidad de vivienda, lo que resulte mayor; 
III. Los predios no habitacionales cederán o pagarán el 7% -siete por ciento del área libre de afectaciones; 
IV. Los predios mixtos cederán en forma proporcional conforme al artículo 210 de esta Ley; y 
V. Las demás consideraciones sobre las áreas de cesión, se estará a lo previsto en el artículo 210 de esta Ley. 
Cuando se opte por el pago, se tomará como base el valor comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del 
Estado, el cual tendrá vigencia de tres meses. 
Tratándose de cesión, esta deberá ser destinada para la formación de áreas verdes, equipamiento urbano público y reservas territoriales; en 
el caso de pago en efectivo, este deberá ser destinado a la adquisición de áreas verdes. 
La violación a lo dispuesto en este precepto será sancionada de conformidad con lo establecido en el artículo 50, fracción XXII, y demás 
aplicables de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de Nuevo León.” 
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De manera que no existe la falta de certeza o seguridad jurídica que alega el demandante en torno a las 
disposiciones normativas que impugna; siendo que este Tribunal Pleno no advierte afectación alguna a su 
competencia constitucional con tales previsiones. 

Ahora bien, en cuanto a que tales preceptos únicamente se refieren a la cesión de áreas municipales 
respecto de predios con uso de suelo habitacional, excluyendo los de uso comercial, de servicios e industrial, 
resulta igualmente infundado que ello afecte su competencia reconocida en el artículo 115 de la Constitución 
Federal, máxime que lo que impugna se encuentra comprendido en el artículo 212, en sus fracciones IV y V, 
de la propia Ley local impugnada, los cuales disponen, por una parte, que “Los predios mixtos cederán en 
forma proporcional conforme al artículo 210 de esta Ley” y “Las demás consideraciones sobre las 
áreas de cesión, se estará a lo previsto en el artículo 210 de esta Ley”. 

De esta manera, la cesión de áreas municipales que alega el Municipio no se restringe a los predios 
habitacionales, sino también aquellos que tengan usos de suelo mixtos y, en todo caso, respecto a las demás 
consideraciones sobre las áreas de cesión, se deberá estar a las reglas de cesión que dispone el referido 
artículo 210, cuyas fracciones III y IV, contemplan lo relativo a fraccionamientos comerciales y de servicios, 
así como de parques industriales, respectivamente, en los términos siguientes: 

“Artículo 210. Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento 
urbano de las señaladas por el presente artículo deberán ceder gratuitamente al 
Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento 
urbano público, las siguientes superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión 
Municipal: (…) 

III. Fraccionamientos comerciales y de servicios: el 7%-siete por ciento del área 
vendible, dichas superficies se destinarán a la formación de jardines, parques, plazas 
y similares; 

IV. Fraccionamientos o parques industriales: el 7%-siete por ciento del área vendible, 
dichas superficies se destinarán a la formación de áreas verdes y deportivas dentro 
del propio fraccionamiento; (…) 

En los conjuntos urbanos de cualquier tipo, así como las construcciones y 
edificaciones no comprendidas en fraccionamiento autorizado, las áreas de cesión 
municipal resultantes se cederán sobre el terreno natural de acceso libre para el 
público. 

(…)” 

Por tanto, atendiendo a lo infundado de los argumentos contenidos en el décimo noveno concepto de 
invalidez que formula el actor, lo procedente es reconocer la validez de los artículos 210, fracción X, 230, 
fracción III y 234 de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO OCTAVO. Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo y construcción de 
vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los servicios de alumbrado 
público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de urbanización, violan su 
autonomía hacendaria. En su vigésimo primer concepto de invalidez, el Municipio actor aduce que los 
artículos 208, fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y b), y 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, 287, 
fracciones IV y V, de la Ley local impugnada, regulan de forma exhaustiva la regulación del momento y 
condiciones bajo las cuales, por un lado, los promotores pueden comenzar a recibir los beneficios económicos 
del proceso de urbanización aún inconcluso y, por otro, que los Municipios deben asumir el costo financiero de 
los servicios de alumbrado público y recolección de basura de un fraccionamiento (a diferencia del resto de los 
servicios públicos municipales), aun cuando el promotor o desarrollador no haya obtenido la constancia de 
terminación de obras y liberación de garantías, y tampoco se haya materializado la municipalización de los 
servicios públicos. 

Al respecto, menciona que el artículo 205, fracción VI, de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local74, 
establecía que el titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización inmediata, 
estaría obligado a cubrir los gastos de los servicios de agua potable, drenaje, sanitario, alumbrado público, 
recolección de basura y mantenimiento de la arborización hasta la fecha de la recepción por el Municipio de 
las obras y servicios terminados del fraccionamiento; sin excluir, como ahora lo hacen las normas 
impugnadas, el alumbrado público y la recolección de basura. 

                                                 
74 “Artículo 205. El titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización inmediata, además de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, estará afecto a las obligaciones siguientes: (…) 
IV. Cumplir con la obligación de terminar la construcción de las obras de urbanización, otorgando al municipio la garantía hipotecaria o fianza 
suficiente la cual deberá redactarse en la forma y términos que sea solicitado por dicha autoridad, misma que será liberada al cumplirse las 
obligaciones respectivas; (…)” 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

En ese sentido, considera que el Congreso local se arroga la facultad del Municipio de regular la forma y 
términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta y administrar los servicios públicos de su 
competencia. 

Las normas a que alude el Municipio actor, artículos 208, fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y 
b), y 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, 287, fracciones IV y V, de la Ley local impugnada, establecen lo 
siguiente: 

“Artículo 208. Quienes lleven a cabo alguno de los fraccionamientos señalados en las 
fracciones I al V del artículo 20675 de esta Ley, estarán obligados a realizar las 
siguientes obras de urbanización: (…) 

V. El alumbrado público, el cual deberá contar con un sistema ahorrador de energía y 
ser conforme a las especificaciones municipales; 

(…) 

XIV. Las obras de urbanización mencionadas anteriormente, deberán ejecutarse 
conforme al proyecto ejecutivo urbanístico y calendario de obra que se acuerde con 
la Autoridad Municipal, y no podrá excederse de cinco años a partir de la fecha de 
autorización, pudiéndose solicitar una prórroga para su cumplimiento; y 

(…)” 

“Artículo 214. El titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de 
urbanización inmediata, además de lo dispuesto en los artículos anteriores, estará 
afecto a las obligaciones siguientes: (…) 

VI. Cubrir los gastos de los servicios públicos municipales, en los siguientes 
términos: 

a) El alumbrado público y la recolección de basura, hasta por 6-seis meses después 
de la inscripción del proyecto de ventas, en el Instituto Registral y Catastral del 
Estado de Nuevo León. 

El titular del fraccionamiento autorizado deberá presentar al Municipio 
correspondiente, el proyecto de ventas debidamente inscrito en el Instituto Registral y 
Catastral del Estado de Nuevo León y la autoridad municipal competente, en el 
término máximo de 5 días hábiles posteriores, expedirá y entregará al titular, la carta 
dirigida a la compañía prestadora del servicio del alumbrado público y la carta 
dirigida a la compañía prestadora del servicio de recolección de basura, donde les 
informa de la fecha en que la factura correspondiente será elaborada con cargo al 
Municipio, la cual será a los 6 meses posteriores a la fecha de inscripción 
mencionada; y 

b) Los servicios de agua potable, drenaje sanitario y electricidad de los 
equipamientos, mantenimiento de la arborización y vigilancia, hasta la 
municipalización del fraccionamiento. (…)” 

“Artículo 258. El fraccionamiento y la urbanización del suelo se sujetarán a las 
siguientes etapas: (…) 

I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar el suelo; Constituye La Factibilidad de Uso de 
Suelo; 

II. Fijación de lineamientos generales de diseño urbano; 

III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de Uso de Suelo; 

IV. Plano de rasantes; 

                                                 
75 “Artículo 206. El fraccionamiento y la urbanización del suelo deberán cumplir con lo dispuesto en los planes o programas de desarrollo 
urbano, asentamientos humanos u ordenamiento territorial aplicables, además de lo que determinen las disposiciones de carácter general que 
expida la autoridad municipal correspondiente. 
Para los efectos de esta Ley los fraccionamientos se clasifican en: 
I. Fraccionamientos habitacionales de urbanización inmediata; 
II. Fraccionamientos habitacionales de urbanización progresiva; 
III. Fraccionamientos comerciales y de servicios; 
IV. Fraccionamientos o parques Industriales; 
V. Fraccionamientos funerarios o cementerios; (…)” 
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V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de 
Construcción; 

VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente; 

VII. Prórrogas para terminación de obras; 

VIII. Constancia de terminación de obras y liberación de garantías; y 

IX. Municipalización.” 

“Artículo 287. Las resoluciones que emita la autoridad municipal competente en las 
diferentes etapas dentro del procedimiento para el desarrollo de un fraccionamiento, 
autorizarán a los desarrolladores a: (…) 

IV. En el caso de la autorización del proyecto de ventas o enajenación: después de la 
inscripción del plano, y el acuerdo en el Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Nuevo León, establecer relaciones con terceros con el propósito de transmitir la 
propiedad de los diferentes lotes que componen el fraccionamiento; y 

V. En el caso de la constancia de terminación de obras y el levantamiento del acta 
correspondiente: tendrán como consecuencia la liberación de las garantías otorgadas 
y de los compromisos contraídos a cargo del desarrollador; subsistiendo solo las 
garantías necesarias contra vicios ocultos de pavimento, cordones, banquetas y 
drenaje pluvial por un periodo de 3-tres años.” 

Es infundado lo que hace valer el Municipio actor, pues el hecho de que el legislador local disponga que 
el costo financiero de los servicios municipales de alumbrado público y recolección de basura, en tratándose 
de fraccionamiento habitacionales de urbanización inmediata, pasará al Municipio seis meses después de la 
inscripción del proyecto de ventas en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, no implica 
en forma alguna que se vulnere su competencia constitucional, ni que el legislador local se arrogue la 
forma y términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta o la forma en que el Municipio debe 
administrar los servicios públicos de su competencia. 

Ello es así, pues en los artículos 271 y 272 de la Ley local impugnada se establece como potestad del 
Municipio la aprobación del proyecto de ventas respectivo, disposición que reconoce la posibilidad que puede 
ser aprobado aun cuando no se hayan concluido las obras de urbanización e instalación de servicios públicos. 
Dichos dispositivos establecen lo siguiente: 

“Artículo 258. El fraccionamiento y la urbanización del suelo se sujetarán a las 
siguientes etapas: 

I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar el suelo; Constituye La Factibilidad de Uso de 
Suelo; 

II. Fijación de lineamientos generales de diseño urbano; 

III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de Uso de Suelo; 

IV. Plano de rasantes; 

V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; Constituye la Licencia de 
Construcción; 

VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente; 

VII. Prórrogas para terminación de obras; 

VIII. Constancia de terminación de obras y liberación de garantías; y 

IX. Municipalización.” 

“Artículo 271. Aun cuando no se hayan concluido las obras de urbanización e 
instalación de servicios públicos en un fraccionamiento, la autoridad municipal podrá 
autorizar el proyecto de ventas, para la celebración de operaciones tendientes a la 
transmisión de la propiedad o posesión de lotes o superficies previstas para su venta, 
siempre y cuando se cuente con el Proyecto Ejecutivo Urbanístico autorizado e 
inscrito en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, y haya 
cumplido con: 

I. La transmisión de las áreas destinadas a vías, servicios y demás funciones 
públicas, según lo establece esta Ley y la Ley de Hacienda para los Municipios del 
Estado de Nuevo León; y 
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II. El otorgamiento de la garantía hipotecaria o fianza suficiente a favor del Municipio 
la cual deberá redactarse en la forma y términos que sea solicitado por dicha 
autoridad, sobre el cumplimiento de las obligaciones faltantes por realizarse más un 
20%. La duración de esta garantía, será conforme al programa de obras por ejecutar. 

Se consideran fiscales los créditos a favor del Municipio derivados del 
incumplimiento de obligaciones referentes a la realización de obras o infraestructuras 
de urbanización e instalaciones de servicios públicos, en toda clase de 
fraccionamientos o conjuntos.” 

“Artículo 272. Una vez expedida la autorización del proyecto de ventas, para celebrar 
operaciones tendientes a la transmisión de la propiedad, el fraccionador deberá 
inscribir los planos autorizados ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Nuevo León. Con este acto se tendrán por transmitidas o cedidas las áreas 
correspondientes al Municipio, quedando pendiente la prestación de los servicios 
públicos que corresponden al Municipio, conforme el artículo 214 de esta Ley.” 

“Artículo 282. Para solicitar la municipalización de un fraccionamiento, el interesado 
deberá presentar a la autoridad municipal competente la siguiente documentación: 

I. Solicitud de municipalización del fraccionamiento; 

II. Copia de la constancia de terminación de obras y liberación de garantías; 

III. Documento que acredite el pago de las contribuciones correspondientes; y 

IV. Recibos actualizados del pago de los servicios públicos correspondientes.” 

“Artículo 283. La municipalización de un fraccionamiento tendrá por objeto que el 
Municipio se haga cargo de la prestación de los servicios públicos que le 
correspondan en concordancia con el artículo 213 de la presente Ley y se formalizará 
mediante un acta de entrega recepción que será firmada por el interesado y el 
Municipio en un término no mayor de 10-diez días hábiles contados a partir de la 
presentación de la solicitud correspondiente.” 

De lo transcrito se desprende que, en términos de la Ley local impugnada, el proceso de fraccionamiento y 
urbanización se constituye por diversas etapas, dentro de las cuales se encuentra, por un lado, la autorización 
del proyecto de ventas y garantía suficiente; y por otro, la municipalización. 

La municipalización constituye la última fase del proceso de fraccionamiento y urbanización, y tiene por 
objeto que el Municipio se haga cargo de la prestación de los servicios públicos que le corresponden y se 
formaliza mediante un acta de entrega recepción firmada por el interesado y el ente municipal en un término 
no mayor de diez días hábiles contados a partir de la presentación de la solicitud correspondiente. 

Ahora bien, de conformidad con los preceptos en cita, la etapa de aprobación del proyecto de ventas y 
garantía, queda a cargo de la autoridad municipal competente, la cual cuenta con la potestad de autorizar 
dicho proyecto, aun cuando no se hayan concluido las obras de urbanización e instalación de servicios 
públicos en un fraccionamiento, sin que en forma alguna se advierta que el legislador local lo someta a 
realizar dicha aprobación, cuando el desarrollador no haya obtenido la constancia de terminación de 
obras y liberación de garantías, ni se haya materializado la municipalización de los servicios públicos. 

En efecto, el proyecto de ventas una vez autorizado, permite al desarrollador la celebración de 
operaciones tendientes a la transmisión de la propiedad o posesión de lotes o superficies previstas para su 
venta, siempre y cuando se cuente con el Proyecto Ejecutivo Urbanístico autorizado e inscrito en el 
Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. Asimismo, de conformidad con la fracción II del 
artículo 271 de la Ley local citada, ello se encuentra sujeto al otorgamiento de una garantía hipotecaria o 
fianza suficiente a favor del Municipio la cual deberá redactarse en la forma y términos que sea 
solicitado por dicha autoridad, sobre el cumplimiento de las obligaciones faltantes por realizarse más 
un 20%, y cuya duración, será conforme al programa de obras por ejecutar. 

Aunado a ello, contrario a lo que aduce el Municipio actor, el Congreso local no restringe ni obliga en 
forma alguna la potestad del Municipio para determinar el momento en que el desarrollador, atendiendo 
a los avances de las obras de infraestructura urbana, deberá trasladar al ente municipal los servicios 
relativos al alumbrado público y recolección de basura, puesto que, en todo caso, para llevar a cabo su 
inscripción en el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León, el proyecto de ventas 
respectivo deberá ser aprobado por el Municipio, cumpliendo los requisitos legales previstos para tal 
efecto, dentro de los cuales se establece la garantía hipotecaria o fianza citada; momento a partir del cual 
contarán seis meses para el traslado de los servicios públicos referidos, lo cual, se reitera, queda a potestad 
del orden de gobierno municipal. 
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Por tanto, las disposiciones impugnadas no obligan en forma alguna al Municipio actor a asumir el 
costo financiero de los servicios de alumbrado público y recolección de basura de un fraccionamiento, 
cuando el promotor o desarrollador no haya obtenido la constancia de terminación de obras y liberación de 
garantías, y tampoco se haya materializado la municipalización de los servicios públicos 

En esos términos, no se advierte que el legislador local restrinja o limite en forma alguna la 
competencia que tiene el Municipio actor para la prestación de los servicios públicos que tiene a su 
cargo, ni se le restringe en forma alguna su facultad que determine el momento en que deberá asumir 
el costo financiero de los mismos; por tanto lo procedente es reconocer la validez de los artículos 208, 
fracciones V y XIV, 214, fracción VI, incisos a) y b), 258, fracciones V, VI, VII, VIII y IX, y 287, fracciones IV y 
V, de la Ley local impugnada. 

DÉCIMO NOVENO. La Ley local impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a 
descentralización política se refiere, la función democrática del régimen municipal y reduce la 
participación ciudadana (artículo 426, fracción I, de la Ley local impugnada). En su décimo cuarto 
concepto de invalidez, el Municipio actor alega que el Congreso de Nuevo León al expedir la Ley local 
impugnada, viola el artículo 23, punto 1, inciso a), de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en 
relación con las Directrices Internacionales sobre Descentralización y Fortalecimiento de las Autoridades 
Locales, expedidas por el Consejo de Administración del Programa de las Naciones Unidas para los 
Asentamientos Humanos, así como la Declaración de Quito sobre Ciudades y Asentamientos Humanos 
Sostenibles, aprobada el veinte de octubre de dos mil dieciséis en la Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre la Vivienda y el Desarrollo Urbano Sostenible (HABITAT III), en el marco del Programa de las Naciones 
Unidas para los Asentamientos Humanos (ONU-HÁBITAT) 

Sostiene que en comparación con los artículos 19, 20 y 22 de la abrogada Ley de Desarrollo Urbano del 
Estado de Nuevo León, la Ley local impugnada elimina las disposiciones en las que se establecía que, en los 
procesos de actualización o modificación de los planes y programas de desarrollo urbano, la participación 
ciudadana constituía una forma de coadyuvancia entre vecinos y autoridades municipales, y que podía darse 
a través del ejercicio de derecho de petición previsto en el artículo 8 de la Constitución Federal, o bien a 
través de la denuncia ciudadana o de la consulta pública. 

Así, explica que el artículo 426, fracción I,76 de la Ley local impugnada, establece que las materias 
comprendidas en la participación ciudadana son aquéllas que se relacionan con la formulación, seguimiento y 
evaluación del cumplimiento de los planes o programas de desarrollo urbano y sus modificaciones, que son 
formas de contraloría; en cambio, la Ley abrogada establecía que la participación ciudadana comprendía la 
vigilancia social como una forma de coadyuvancia directa y no solo como mecanismo de contraloría social. 

Con ello pretende el Municipio actor pretende evidenciar que se reduce la participación ciudadana al mero 
análisis y reflexión de la problemática urbana, por lo que ahora los ciudadanos no pueden hacer, ni exigir, a 
las autoridades locales propuestas significativas en aspectos relevantes como la determinación y control de la 
zonificación, usos y destinos de áreas y predios de los centros de población, ni la construcción y mejoramiento 
de la vivienda de interés social y popular, en comparación con los derechos que comprendía la participación 
ciudadana en la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local. 

Ahora bien, en atención a lo alegado por el Municipio actor, basta mencionar que el artículo 56 de la Ley 
local impugnada, prevé que el procedimiento de consulta pública a seguir por las autoridades competentes, en 
relación a la aprobación, expedición, modificación o actualización de los planes y programas de desarrollo 
urbano, el cual, incluso queda a instancia del orden de gobierno municipal el lleva a cabo su inicio, como ya 
fue analizado en este fallo, sin que se advierta en forma alguna afectación o restricción a la competencia del 
ente municipal. 

No obstante, se debe precisar que los argumentos que formula el Municipio, en torno a la reducción de la 
participación ciudadana, resultan inatendibles en esta instancia constitucional, pues ha sido criterio de este 
Tribunal Pleno que las violaciones a derechos fundamentales de las personas no se pueden reclamar a través 
de la controversia constitucional, toda vez que no constituye la vía idónea para hacerlo. 

                                                 
76 “Artículo 426. Las autoridades deberán promover la participación social al menos en las materias siguientes: 
I. La formulación, seguimiento y evaluación del cumplimiento de los planes o programas de Desarrollo Urbano y sus modificaciones, así como 
en aquellos mecanismos de planeación simplificada, en los términos de esta Ley; 
II. La supervisión del financiamiento, construcción y operación de proyectos de infraestructura, equipamiento y prestación de servicios 
públicos urbanos; 
III. El financiamiento y operación de proyectos estratégicos urbanos, habitacionales, industriales, comerciales, recreativos y turísticos; 
IV. La ejecución de acciones y obras urbanas para el Mejoramiento y Conservación de zonas populares de los Centros de Población y de las 
comunidades rurales e indígenas; 
V. La protección del patrimonio natural y cultural de los Centros de Población; 
VI. La preservación del ambiente en los Centros de Población; y 
VII. La prevención, control y atención de riesgos y contingencias ambientales y urbanas en los Centros de Población.” 
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Al resolver las controversias constitucionales 21/2006 y 54/2009, se reconoció que el criterio contenido en 
la tesis P./J. 101/99, de rubro: “CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL. LA FINALIDAD DEL CONTROL DE 
LA REGULARIDAD CONSTITUCIONAL A CARGO DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN INCLUYE TAMBIÉN DE MANERA RELEVANTE EL BIENESTAR DE LA PERSONA HUMANA 
SUJETA AL IMPERIO DE LOS ENTES U ÓRGANOS DE PODER” (Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Novena Época, Tomo X, septiembre de 1999, página 708, registro 193257) ha sido matizado. Es 
decir, la finalidad de la controversia constitucional no consiste en analizar posibles violaciones a 
derechos fundamentales de manera desvinculada a algún problema de probable invasión de esferas 
de competencia. 

Los reclamos del Municipio actor, relativos esencialmente a que la Ley local impugnada reduce la 
participación ciudadana al mero análisis y reflexión de la problemática urbana, en comparación con los 
derechos que reconocía la abrogada Ley de Desarrollo Urbano local, en modo alguno se relacionan con 
alguna violación competencial, sino que versan exclusivamente sobre violaciones a derechos 
fundamentales de los gobernados. 

Por este motivo, son inatendibles las alegaciones del Municipio demandante, pues con ello no hace 
referencia alguna a violaciones a facultades constitucionales conferidas al ente municipal, sino que 
únicamente alegan violaciones a derechos fundamentales de las personas. 

Como se sostuvo en los precedentes ya citados, si se realizara el estudio de constitucionalidad solicitado 
por la parte actora, se desnaturalizaría el sistema procesal de las controversias constitucionales, pues éste se 
encamina, primordialmente, a preservar las competencias de cada orden de gobierno previstas en la 
Constitución federal. 

Similares consideraciones fueron sustentadas por el Tribunal Pleno al resolver las controversias 
constitucionales 62/200977 y 104/200978, en sesión de dos de mayo de dos mil trece, así como en la diversa 
controversia 19/201779, resuelta el cuatro de febrero de dos mil veintiuno. 

Por tanto, debe reconocerse la validez del artículo 426, fracción I, de la Ley local impugnada. 

VIGÉSIMO. Efectos.   De conformidad con lo dispuesto en los artículos 41, fracciones IV y V y 45, en 
relación con el numeral 73 de la Ley Reglamentaria de la materia, esta Suprema Corte de Justicia de la 
Nación está facultada para determinar los órganos obligados a cumplirla, el término para el cumplimiento y la 
fecha en la que producirán sus efectos la sentencia que dicte en este medio de control constitucional. 

Atendiendo a ello, en términos de lo determinado en la parte final del considerando séptimo, procede 
declarar la invalidez de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 79, fracción III, en su porción 
normativa que dice: “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, fracción II, inciso b), y 
111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad 
federativa  el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Por otra parte, acorde con lo determinado en el considerando décimo de este fallo, lo procedente es 
declarar la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, y Décimo Transitorio, ambos de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada 
en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Además, derivado de lo determinado en el considerando décimo primero de esta ejecutoria, debe 
declararse la invalidez de la porción normativa “decretadas por la Federación o el Estado conforme la 
Legislación aplicable;”, contenida en el inciso a), de la fracción III del artículo 136 de la Ley de 

                                                 
77 Por mayoría de siete votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo 
Rebolledo, Pérez Dayán, y Presidente Silva Meza, se aprobó la determinación consistente en declarar infundados los conceptos de invalidez 
en los que se aducen violaciones a derechos fundamentales. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales votaron en 
contra (La señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas no asistió a la sesión celebrada el dos de mayo de dos mil trece previo 
aviso a la Presidencia. El señor Ministro Sergio A. Valls Hernández no participó en esta votación). 
78 Por mayoría de ocho votos de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Cossío Díaz, Luna Ramos, Franco González Salas, Pardo 
Rebolledo, Valls Hernández, con reserva; Pérez Dayán y Presidente Silva Meza, se determinó declarar infundados los conceptos de invalidez 
en los que se aducen violaciones a derechos fundamentales. Los señores Ministros Zaldívar Lelo de Larrea y Aguilar Morales votaron en 
contra (La señora Ministra Olga Sánchez Cordero de García Villegas no asistió a la sesión celebrada el dos de mayo de dos mil trece previo 
aviso a la Presidencia). 
79 Por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, 
Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea en contra de las consideraciones, respecto del considerando décimo octavo, denominado “Exclusión de la 
participación ciudadana en materia de asentamientos humanos y de la denuncia administrativa como mecanismo de coadyuvancia entre la 
ciudadanía y las autoridades municipales competentes”, consistente en reconocer la validez de los artículos 104, 105, 106 y 108 de la Ley 
General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el decreto publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto 
concurrente. 
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Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada 
en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, de manera que 
dicho precepto, en la parte conducente, deberá leerse como sigue: 

“Artículo 136. A los Municipios corresponderá formular, aprobar y administrar la 
zonificación de su territorio, la que deberá establecerse en los programas de 
desarrollo urbano de centros de población, en donde las áreas que integran y 
delimitan los centros de población o zonificación primaria se clasifican como sigue: 

I. Áreas urbanas o urbanizadas; 

II. Áreas de reserva para el crecimiento urbano o urbanizables; y 

III. Áreas no urbanizables en los siguientes términos: 

a) Por causa de preservación ecológica; 

b) Por mantenimiento de actividades productivas dentro de los límites de los centros 
de población; 

c) Por altos riesgos no mitigables previstas en los atlas de riesgo nacional, estatal y 
municipal; y 

d) Por pendientes mayores al 45%.” 

Acorde con lo establecido en el considerando décimo segundo, procede declarar la invalidez de los 
artículos 367, párrafo segundo, en su porción normativa “, mismo término que tendrá la autoridad 
municipal para presentar ante la autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una 
suspensión o clausura”, 370, en su porción normativa “y judiciales”, 376, párrafo primero, en su porción 
normativa “judiciales”, y 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de 
la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, a fin de que éstos preceptos lean como 
sigue: 

“Artículo 367. Para los efectos de esta Ley se considerarán medidas cautelares de 
seguridad la ejecución de ordenamientos que con fundamento en preceptos legales 
dicten las autoridades municipales a fin de evitar daños que puedan causar 
excavaciones, instalaciones, construcciones y obras en edificaciones tanto públicas 
como privadas. 

La medida prevista en la fracción I del artículo 368 tendrá la duración de 5-cinco días 
hábiles. 

(…).” 

“Artículo 370. Para la aplicación de medidas de seguridad y sanciones que establece 
esta Ley, las autoridades municipales harán uso de los medios legales necesarios, 
incluyendo el auxilio de la fuerza pública y el arresto” 

“Artículo 376. Serán sanciones: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra;” 

“Artículo 382. Se sancionará con la suspensión o clausura definitiva total o parcial de 
excavaciones, instalaciones, construcciones, obras de urbanización y construcción 
relativa a fraccionamientos y venta de lotes, obras para edificaciones o para soportar 
anuncios o servicios en los siguientes casos: 

I. Cuando sin contar con permiso o autorización, el o los propietarios, ordenen, 
contraten o permitan la realización de alguna excavación, instalación, construcción, 
demolición, movimiento de tierra, desmonte o tala de árboles en un predio de su 
propiedad; 

II. Cuando sin contar con permiso o autorización se realice una excavación, 
construcción, instalación, o se depositen materiales o escombros que afecten la vía 
pública, terreno del dominio público o afecto a destino común; 

III. Cuando el alineamiento establezca, al predio, restricciones o afectaciones y éstas 
no se respeten; 
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IV. Cuando el o los propietarios de un predio realicen una construcción sin contar con 
las constancias o licencias necesarias; 

V. Cuando el o los propietarios den a un predio o construcción un uso o destino 
diferente al autorizado o incumplan con la densidad, los coeficientes de ocupación y 
utilización del suelo aplicable; 

VI. Cuando el o los propietarios de un predio o construcción no respeten las 
disposiciones de la Ley, su reglamentación o los planes de desarrollo urbano; 

VII. Cuando se ejecuten obras, instalaciones o edificaciones en lugares prohibidos 
por la Ley, su reglamentación o los planes y programas de desarrollo urbano; 

VIII. Cuando se utilicen, sin las autorizaciones correspondientes, explosivos para 
excavaciones o demoliciones; 

IX. Cuando se realicen obras de construcción, urbanización y similares relativas a un 
fraccionamiento, sin contar con la factibilidad, licencia, permiso, o autorización 
correspondiente; 

X. Cuando se obstaculice o impida en alguna forma el cumplimiento de las ordenes de 
inspección expedidas por la autoridad competente; 

XI. Cuando se realice o promueva la venta de lotes, predios y edificaciones de un 
fraccionamiento, sin contar con la licencia, permiso o autorización correspondiente; 

XII. Cuando se promueva o permita la ocupación de un predio o edificación sin contar 
con las licencias, permisos y autorizaciones correspondientes o violando el uso de 
suelo que le corresponde; y 

XIII. Cuando el propietario, poseedor o responsable de obras que se lleven a cabo en 
inmuebles ubicados en zonas de riesgo establecidas en el Atlas de riesgos, realice 
obras o instalaciones o actos sin permiso o autorizaciones, o teniéndolo no cumpla 
con el mismo.” 

De conformidad con la parte final del considerando décimo tercero, debe declararse la invalidez del 
artículo 319 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado 
de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos 
mil diecisiete. 

En términos del análisis efectuado en el considerando décimo cuarto, debe declararse la invalidez de 
los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

De acuerdo con la parte final del considerando décimo séptimo, apartado A, debe declararse la 
invalidez del artículo 210, párrafo noveno, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el Periódico Oficial de la entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Finalmente, conforme a lo determinado en el considerando décimo séptimo, apartado C, de este fallo, 
debe declararse la invalidez de las porciones normativas “y lagunas”, contenidas en los párrafos cuarto y 
sexto del artículo 210, así como la diversa “, lagunas”, contenida en la fracción I del artículo 250, ambos 
de la multicitada Ley local; de manera que tales preceptos, deberán leerse como sigue: 

“Artículo 210. (…) 

Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta 
Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines. 

(…) 

Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines, con la única 
restricción que, por lo menos el 30% deberán ser jardines. (…) 

“Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 
210 de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, áreas recreativas y de 
convivencia. 

Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 

I. Parques, plazas y jardines (…).” 
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En esos términos, las declaratorias de invalidez decretadas por virtud de este fallo surtirán sus efectos a 
partir de la notificación de los puntos resolutivos del presente fallo al Congreso del Estado de Nuevo 
León y de acuerdo con lo establecido en el artículo 105, fracción I, penúltimo y último párrafo, de la 
Constitución Federal, se limitan a la esfera jurídica del Municipio actor.80 

Por lo expuesto y fundado, se 

RESUELVE: 

PRIMERO. Es parcialmente procedente y parcialmente fundada la presente controversia constitucional. 

SEGUNDO. Se sobresee respecto de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, así como de las referidas “consecuencias directas o 
indirectas, mediatas o inmediatas, que de hecho o por derecho deriven o resulten de las normas y 
actos cuya invalidez se reclama”, en los términos del considerando quinto de esta decisión. 

TERCERO. Se reconoce la validez de los artículos 1, párrafo segundo, fracciones I, III y IV, 3, fracciones 
XXIII, LIV, XCV, XCVI y XCVII, 9, fracción IX, 10, fracciones XX, XXI y XXVI, 11, 42, párrafos primero y quinto, 
50, último párrafo, 52, 53, fracción IX, 56, penúltimo párrafo, 57, primer párrafo, 79 –con la salvedad precisada 
en el punto resolutivo cuarto–, 86 –con la salvedad precisada en el punto resolutivo cuarto–, 88, 111 –con la 
salvedad precisada en el punto resolutivo cuarto–, 136, fracción III, inciso c), 208, fracciones V y XIV, 210, 
fracción X, y párrafos octavo y décimo, 214, fracción VI, incisos a) y b), 230, fracción III, 234, 258, fracciones 
de la V a la IX, 259, 287, fracciones IV y V, 305, párrafo segundo, 309, 328, 368, fracción I, 375, 382, párrafo 
primero, y 426, fracción I, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el Periódico Oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, en atención a los considerandos 
séptimo, octavo, noveno, décimo segundo, décimo tercero, décimo quinto, décimo sexto, décimo séptimo, 
apartados B y D, décimo octavo y décimo noveno de esta determinación. 

CUARTO. Se declara la invalidez de los artículos 1, párrafo segundo, fracción II, 20, párrafo segundo, 79, 
fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”; 86, fracción 
II, inciso b), 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, 136, fracción III, inciso a), en su porción normativa 
“decretadas por la Federación o el Estado conforme la Legislación aplicable”, 210, párrafos cuarto, 
sexto, en sendas porciones normativas “y lagunas”; y noveno, 250, párrafo segundo, fracción I, en su porción 
normativa “lagunas”, 291, fracción I, 304, fracción I, 313, 319, 367, párrafo segundo, en su porción normativa 
“mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la autoridad judicial la solicitud 
de ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, 370, en su porción normativa “y judiciales”, 
376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, y 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, así 
como transitorio décimo de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el Periódico Oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete, lo cual surtirá sus efectos 
únicamente entre las partes a partir de la notificación de estos puntos resolutivos al Congreso del Estado de 
Nuevo León, en términos de los considerandos séptimo, del décimo al décimo cuarto, décimo séptimo, 
apartados A y C, y vigésimo de esta ejecutoria. 

QUINTO. Publíquese esta resolución en el Diario Oficial de la Federación, en el Periódico Oficial del 
Estado de Nuevo León, así como en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. 

Notifíquese; haciéndolo por medio de oficio a las partes y, en su oportunidad, archívese el expediente. 

Así lo resolvió el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación: 

En relación con el punto resolutivo primero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los considerandos primero, segundo, tercero, cuarto y sexto relativos, respectivamente, a la 
competencia, a la legitimación activa, a la legitimación pasiva, a la oportunidad (tener como oportunamente 
impugnada la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado 
de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete) y a las cuestiones previas y al catálogo de temas 
que serán analizados en el fondo del asunto. 

                                                 
80 Véase la tesis jurisprudencial 9/99, emitida por este Tribunal Pleno, de rubro “CONTROVERSIAS CONSTITUCIONALES. LOS EFECTOS 
GENERALES DE LA DECLARACIÓN DE INVALIDEZ DE NORMAS GENERALES, DEPENDEN DE LA CATEGORÍA DE LAS PARTES 
ACTORA Y DEMANDADA”, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, novena época, Tomo IX, abril de 1999, 
página 281. 
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Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con reserva de criterio, Franco González Salas con 
precisiones, Aguilar Morales con precisiones, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo a las causales de 
improcedencia, consistente en determinar innecesario el estudio de las causas de improcedencia hechas valer 
por el Poder Ejecutivo Federal y las Cámaras del Congreso de la Unión, atinentes a la litispendencia de la 
controversia constitucional 19/2017 y la falta de interés legítimo del municipio actor. La señora Ministra Piña 
Hernández votó en contra y anunció voto particular. 

En relación con el punto resolutivo segundo: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa por consideraciones diversas, Franco González 
Salas con reserva de criterio, Aguilar Morales con reserva de criterio, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, 
relativo a las causales de improcedencia, consistente en sobreseer respecto de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, expedida mediante el decreto 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, al actualizarse 
la causa de improcedencia por cosa juzgada. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa con reserva de criterio, Franco González Salas con 
precisiones, Aguilar Morales con precisiones, Pardo Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando quinto, relativo a las causales de 
improcedencia, consistente en sobreseer, de oficio, respecto de las referidas “consecuencias directas o 
indirectas, mediatas o inmediatas, que de hecho o por derecho deriven o resulten de las normas y actos cuya 
invalidez se reclama”. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y anunció voto particular. 

En relación con el punto resolutivo tercero: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas con reserva de criterio, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando séptimo, denominado “Impugnaciones dirigidas a combatir 
la falta de competencia del Congreso de Nuevo León para emitir la Ley local impugnada, ampliar su objeto e 
imponer un único modelo de desarrollo urbano, en violación a la forma del Estado Federal, la 
descentralización política y la autonomía municipal”, consistente en reconocer la validez de los artículos 1, 
párrafo segundo, fracciones I, III y IV, 3, fracciones XXIII, XCV, XCVI y XCVII, 11, 79, salvo su fracción III, en 
su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de estacionamiento”, 86, salvo su fracción II, inciso b), 
88 y 111, salvo su fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández en contra 
de las consideraciones, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando noveno, denominado “Las facultades otorgadas a la Secretaría de Desarrollo 
Sustentable del Estado para expedir normas técnicas estatales en materia de impacto, imagen y estética 
urbanas, así como la protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la autonomía municipal y 
generan subordinación al Ejecutivo local”, consistente en reconocer la validez de los artículos 3, fracción LIV, 
y 328 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de 
Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro González Alcántara Carrancá 
votó por la invalidez de los artículos 3, fracción LIV, y 328, párrafo segundo, fracción I. La señora Ministra Piña 
Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández en contra de las consideraciones, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando noveno, denominado “Las facultades otorgadas 
a la Secretaría de Desarrollo Sustentable del Estado para expedir normas técnicas estatales en materia de 
impacto, imagen y estética urbanas, así como la protección del patrimonio cultural inmueble, transgreden la 
autonomía municipal y generan subordinación al Ejecutivo local”, consistente en reconocer la validez de los 
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artículos 10, fracciones XX, XXI y XXVI, y 50, párrafo último, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto de los considerandos octavo, en su apartado A, denominado “La facultad del Ejecutivo local para 
ordenar la publicación e inscripción de los planes de desarrollo urbano municipal y la zonificación de territorio, 
vulnera la autonomía municipal y subordina al Municipio a dicho Poder”, décimo sexto, denominado  “La 
omisión de prever una partida presupuestal para el financiamiento de proyectos de alcance e interés 
metropolitano previstos en el plan o programa metropolitano de desarrollo urbano, viola la autonomía del 
Municipio, al no permitir ejercer sus funciones”, y décimo séptimo, en su apartado D, denominado  “La 
obligación de ceder áreas municipales para la constitución de parques, plazas, jardines viola los principios de 
certeza y seguridad jurídica en relación a su destinatario”, consistentes, respectivamente, en reconocer la 
validez de los artículos 9, fracción IX, 11, fracción I, 42, párrafos primero y quinto, 56, párrafo penúltimo, y 
210, fracción X, 230, fracción III, y 234 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial  y 
Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el 
periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá por la invalidez adicional del artículo 56, fracciones IV, párrafos segundo 
y tercero, y V, inciso c), Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando octavo, en su apartado B, denominado “La 
previsión de que la etapa de verificación de congruencia de un proyecto de plan o programa de desarrollo 
urbano municipal y/o zonificación de territorio, sea anterior a su aprobación por parte del Ayuntamiento, viola 
la autonomía municipal y lo subordina al Gobierno local”, consistente en reconocer la validez del artículo 52 de 
la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo 
León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández votó por la invalidez del 
artículo 52, en sus porciones normativas “proyectos de”, “terminada la consulta pública y analizado, en su 
caso, la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser aprobados definitivamente por 
la autoridad estatal o por el Ayuntamiento” y “su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y”, 
por la invalidez adicional del artículo 56, fracción VII, párrafos segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, en sus 
porciones normativas “Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso 
resultaron” y “conjuntamente con el dictamen de congruencia”, y por la validez adicional de los artículos 10, 
fracción IV, y 11, fracción I, y anunció votos concurrente y particular. El señor Ministro Presidente Zaldívar 
Lelo de Larrea votó en contra, por la invalidez adicional del artículo 56, párrafo penúltimo, y anunció voto 
particular. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto 
del considerando octavo, en su apartado C, denominado “La previsión de que el Gobierno local califique que 
el programa de desarrollo urbano municipal y/o zonificación de territorio, cumple con la ley de la materia y el 
procedimiento de consulta popular, viola la autonomía municipal”, consistente en reconocer la validez del 
artículo 53, fracción IX, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores 
Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández por la invalidez adicional del artículo 
3, fracción XXIX, Ríos Farjat, y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. Los señores Ministros 
González Alcántara Carrancá y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunciaron sendos votos particulares. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas con consideraciones adicionales, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del 
considerando octavo, en su apartado D, denominado “La previsión de que los planes y programas de 
desarrollo urbano entren en vigor después de treinta días hábiles siguientes a su publicación en el periódico 
oficial local, viola la autonomía municipal, los principios de razonabilidad y proporcionalidad, y genera 
subordinación al Ejecutivo local”, consistente en reconocer la validez del artículo 57, párrafo primero, de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro González Alcántara Carrancá votó por la 
invalidez de su porción normativa “treinta días hábiles”. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y 
anunció voto particular. El señor Ministro Gutiérrez Ortiz Mena anunció voto concurrente. 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández por consideraciones distintas, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo quinto, denominado “El Congreso del 
Estado desarrollo deficientemente la regulación de la resiliencia urbana en materia de prevención de riesgos, 
en perjuicio del Municipio, la certeza y seguridad jurídica, la razonabilidad y proporcionalidad, la división de 
poderes y la supremacía constitucional”, consistente en reconocer la validez del artículo 136, fracción III, 
inciso c), de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado 
de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto 
concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
por razones adicionales, respecto del considerando décimo octavo, denominado “Las previsiones relativas al 
fraccionamiento del suelo y construcción de vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos 
inherentes a los servicios de alumbrado público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de 
urbanización, violan su autonomía hacendaria”, consistente en reconocer la validez de los artículos 208, 
fracciones V y XIV, 214, fracción VI, inciso b), 258, fracciones de la V a la IX, y 287, fracciones IV y V, de la 
Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de la señora Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea, respecto del considerando décimo séptimo, en su apartado A, denominado “Las previsiones 
relativas a la cesión de áreas municipales, viola la competencia del Municipio, en la medida en que restringe 
llevar a cabo una cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada”, 
consistente en reconocer la validez del artículo 210, párrafo octavo, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek por la invalidez de todo el precepto y Pérez Dayán votaron en contra. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del 
considerando décimo séptimo, en su apartado B, denominado “La previsión relativa al ‘área libre 
complementaria’, viola la competencia municipal en la prestación de los servicios públicos, así como el 
principio de protección y progresividad del espacio público”, consistente en reconocer la validez del artículo 
210, párrafo décimo, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras Piña 
Hernández y Ríos Farjat y el señor Ministro Laynez Potisek votaron en contra. El señor Ministro Laynez 
Potisek anunció voto particular, al cual se adhirió la señora Ministra Piña Hernández para conformar uno de 
minoría, con la anuencia de aquél. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, 
respecto del considerando décimo octavo, denominado “Las previsiones relativas al fraccionamiento del suelo 
y construcción de vivienda, que obligan al Municipio a cubrir el costo o gastos inherentes a los servicios de 
alumbrado público y recolección de basura en un fraccionamiento en proceso de urbanización, violan su 
autonomía hacendaria”, consistente en reconocer la validez del artículo 214, fracción VI, inciso a), de la Ley 
de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Piña Hernández votó en contra y anunció 
voto particular. La señora Ministra Ríos Farjat votó por la invalidez del artículo 214, fracción VI, inciso a), 
párrafo primero. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá en contra de las consideraciones, Esquivel Mossa, Franco González 
Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo tercero, 
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denominado “La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de permisos, licencias o 
autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de procedimientos administrativos y los plazos para 
resolver”, consistente en reconocer la validez de los artículos 259, 305, párrafo segundo, y 309 de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros Aguilar Morales, 
Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán votaron en contra. El señor Ministro Laynez 
Potisek anunció voto particular, al cual se adhirió la señora Ministra Piña Hernández para conformar uno de 
minoría, con la anuencia de aquél. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez 
Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, 
denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar 
clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo 
subordina al Poder Judicial local”, consistente en reconocer la validez de los artículos 368, fracción I y 382, 
párrafo primero, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el 
Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Los señores Ministros González Alcántara 
Carrancá y Aguilar Morales votaron en contra. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de 
formular voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña 
Hernández, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando 
décimo segundo, denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial 
previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de 
autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local”, consistente en reconocer la validez del artículo 
375 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de 
Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El señor Ministro Aguilar Morales y la señora 
Ministra Ríos Farjat votaron en contra. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de 
formular voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea 
en contra de las consideraciones, respecto del considerando décimo noveno, denominado “La Ley local 
impugnada viola el principio de progresividad, en cuanto a descentralización política se refiere, la función 
democrática del régimen municipal y reduce la participación ciudadana”, consistente en reconocer la validez 
del artículo 426, fracción I, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico 
oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

En relación con el punto resolutivo cuarto: 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas con reserva de criterio, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto del considerando séptimo, denominado “Impugnaciones 
dirigidas a combatir la falta de competencia del Congreso de Nuevo León para emitir la Ley local impugnada, 
ampliar su objeto e imponer un único modelo de desarrollo urbano, en violación a la forma del Estado Federal, 
la descentralización política y la autonomía municipal”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 1, 
párrafo segundo, fracción II, 79, fracción III, en su porción normativa “y evitar la imposición de cajones de 
estacionamiento”, 86, fracción II, inciso b), y 111, fracción II, inciso b), numerales 1, 2 y 3, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Esquivel Mossa y los señores Ministros 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. La señora Ministra 
Piña Hernández anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo, denominado “La facultad del Congreso local para crear al Organismo de 
Planeación Urbana de la Zona Metropolitana (de Monterrey), viola la autonomía municipal”, consistente en 
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declarar la invalidez de los artículos 20, párrafo segundo, y transitorio décimo de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el 
Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de 
dos mil diecisiete. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo primero, denominado “La previsión de que exista un decreto del gobierno 
federal o local para determinar áreas no urbanizables, las zonas de conservación ambiental o de preservación 
ecológica, viola la competencia municipal”, consistente en declarar la invalidez del artículo 136, fracción III, 
inciso a), en su porción normativa “decretadas por la Federación o el Estado conforme la Legislación 
aplicable”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado 
de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad 
federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Esquivel Mossa, 
Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández por razones distintas, Ríos Farjat, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea por razones adicionales, respecto del considerando décimo séptimo, en su 
apartado C, denominado “La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se destine a 
jardines, viola la autonomía municipal”, consistente en declarar la invalidez de los artículos 210, párrafos 
cuarto y sexto, en sendas porciones normativas “y lagunas”, y 250, párrafo segundo, fracción I, en su porción 
normativa “lagunas”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas y Laynez Potisek votaron en contra. 

Se aprobó por mayoría de diez votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Ríos 
Farjat, Laynez Potisek por la invalidez de todo el precepto, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo séptimo, en su apartado A, denominado “Las previsiones relativas a la 
cesión de áreas municipales, viola la competencia del Municipio, en la medida en que restringe llevar a cabo 
una cesión adicional con motivo de la acción de crecimiento urbano previamente autorizada”, consistente en 
declarar la invalidez del artículo 210, párrafo noveno, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, 
publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. El 
señor Ministro González Alcántara Carrancá votó en contra. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez 
Dayán, respecto del considerando décimo cuarto, denominado “La vigencia indefinida de permisos, 
autorizaciones y licencias viola la autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica”, 
consistente en declarar la invalidez de los artículos 291, fracción I, y 304, fracción I, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Esquivel Mossa y los señores Ministros 
Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron en contra. El señor 
Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea anunció voto particular. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto 
del considerando décimo cuarto, denominado “La vigencia indefinida de permisos, autorizaciones y licencias 
viola la autonomía municipal y los principios de certeza y seguridad jurídica”, consistente en declarar la 
invalidez del artículo 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano 
para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de 
dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra Esquivel Mossa y 
los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de 
Larrea votaron en contra. El señor Ministro González Alcántara Carrancá anunció voto concurrente. El señor 
Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea anunció voto particular. 

Se aprobó por mayoría de seis votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek y Pérez Dayán, respecto 
del considerando décimo tercero, denominado “La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las 
solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones, viola su autonomía en la regulación de procedimientos 
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administrativos y los plazos para resolver”, consistente en declarar la invalidez del artículo 319 de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea votaron 
en contra. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Piña Hernández, Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, denominado “La 
previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y 
suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al 
Poder Judicial local”, consistente en declarar la invalidez del artículo 367, párrafo segundo, en su porción 
normativa “mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar ante la autoridad judicial la 
solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto 
Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil 
diecisiete. La señora Ministra y los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Ríos 
Farjat votaron por la invalidez de la totalidad del referido párrafo segundo. El señor Ministro Franco González 
Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de ocho votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Piña Hernández, Laynez Potisek, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, denominado “La 
previsión relativa a que el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y 
suspensiones de obras, viola la autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al 
Poder Judicial local”, consistente en declarar la invalidez del artículo 370, en su porción normativa “y 
judiciales”, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el 
Estado de Nuevo León, expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha 
entidad federativa el veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. La señora Ministra y los señores Ministros 
González Alcántara Carrancá, Pardo Rebolledo y Ríos Farjat votaron en contra. El señor Ministro Franco 
González Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por mayoría de siete votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea, respecto del considerando décimo segundo, denominado “La previsión relativa a que 
el Municipio requiera una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la 
autonomía municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local”, 
consistente en declarar la invalidez del artículo 376, párrafo primero, en su porción normativa “judiciales”, de la 
Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, 
expedida mediante el Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el 
veintisiete de noviembre de dos mil diecisiete. Las señoras Ministras y los señores Ministros González 
Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Piña Hernández y Ríos Farjat votaron por la invalidez total del referido 
párrafo. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando décimo segundo, denominado “La previsión relativa a que el Municipio requiera 
una autorización judicial previa para ejecutar clausuras y suspensiones de obras, viola la autonomía 
municipal, el principio de autotutela administrativa y lo subordina al Poder Judicial local”, consistente en 
declarar la invalidez del artículo 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, expedida mediante el 
Decreto Núm. 312, publicado en el periódico oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de noviembre de 
dos mil diecisiete. El señor Ministro Franco González Salas reservó su derecho de formular voto concurrente. 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, 
respecto del considerando vigésimo, relativo a los efectos, consistente en determinar que la declaratoria de 
invalidez decretada en este fallo surta sus efectos únicamente entre las partes a partir de la notificación de los 
puntos resolutivos de esta sentencia al Congreso del Estado de Nuevo León. 
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En relación con el punto resolutivo quinto: 

Se aprobó por unanimidad de once votos de las señoras Ministras y de los señores Ministros Gutiérrez 
Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Esquivel Mossa, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo 
Rebolledo, Piña Hernández, Ríos Farjat, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. 

Votación que no se refleja en los puntos resolutivos: 

Se expresó una mayoría de seis votos de la señora Ministra y de los señores Ministros Esquivel Mossa, 
Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán en el sentido de 
que, para la validez del decreto impugnado, no se requería la consulta previa a las personas con discapacidad 
y a los pueblos y comunidades indígenas y afromexicanas. Las señoras Ministras y los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Piña Hernández, Ríos Farjat y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea votaron en el sentido de que, para su validez, el decreto impugnado requería de dicha consulta. 

El señor Ministro Presidente Zaldívar Lelo de Larrea declaró que el asunto se resolvió en los términos 
precisados. 

Firman el señor Ministro Presidente y la señora Ministra Ponente con el Secretario General de Acuerdos 
que da fe. 

Presidente, Ministro Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Ponente,  Ministra 
Yasmín Esquivel Mossa.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos,  Licenciado Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ciento dieciséis fojas 
útiles, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente de la sentencia emitida en la 
controversia constitucional 12/2018, promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León, 
dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su sesión de once de febrero de dos mil 
veintiuno. Se certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de 
México, a treinta de agosto de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

VOTO PARTICULAR Y CONCURRENTE QUE FORMULA LA MINISTRA ANA MARGARITA RÍOS FARJAT EN LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 12/2018. 

El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión celebrada el once de febrero 
de dos mil veintiuno, resolvió la controversia constitucional citada al rubro. Ésta fue promovida por el Municipio 
de Guadalupe, Estado de Nuevo León, en contra de los Poderes Ejecutivo y Legislativo de esa entidad 
federativa, con motivo de la expedición de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, publicada en el periódico oficial local el veintisiete de noviembre 
de dos mil diecisiete1. 

El presente voto tiene como objeto, en primer lugar, fijar una posición respecto a diversos temas que no 
compartí de la decisión de la mayoría del Tribunal Pleno y, en segundo lugar, explicar mi concurrencia sobre 
otro aspecto analizado en este asunto. 

A. Voto particular. 

I. Facultad de la autoridad estatal para calificar el cumplimiento del procedimiento de consulta de 
los programas de desarrollo urbano municipales. 

El Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León, cuestionó la validez del artículo 53, fracción IX, de la 
Ley de Asentamientos Humanos local2, el cual le otorga facultades a la autoridad estatal de la materia para 
que verifique, en análisis de congruencia, si el municipio cumplió con el procedimiento de consulta pública de 
sus planes o programas de desarrollo urbano. Para el municipio esta facultad representa una intromisión del 
ejecutivo estatal en la planeación urbana municipal y genera la subordinación del municipio a la autoridad 
estatal en esta materia. 

                                                 
1  En lo sucesivo “Ley de Asentamientos Humanos local” o “ley local impugnada”. El municipio actor también expresó conceptos de invalidez 

respecto de diversos artículos de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano (en lo sucesivo 
“Ley General”), sin embargo, por unanimidad, se resolvió sobreseer respecto de este ordenamiento puesto que la demanda presentada el 
veintidós de enero de dos mil dieciocho resultaba claramente extemporánea para impugnar la referida Ley General que fue publicada en el 
Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis. 

2  Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo urbano se realizará respecto a los siguientes temas: 
(…) 

    IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas municipales de desarrollo urbano, programas de 
desarrollo urbano de centros de población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley.  
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En la resolución, aprobada por mayoría3, se sostiene que los artículos 10, fracción II, y 30, de la Ley 
General, asignan a las autoridades estatales la facultad de establecer las normas conforme a las cuales se 
dará la participación a la ciudadanía en los procesos de planeación; y que la ley estatal impugnada regula en 
su artículo 56 la forma en la que debe realizarse el procedimiento de consulta ciudadana para la aprobación 
de los planes de desarrollo urbano municipales. A partir de esas consideraciones, la mayoría sostiene que, al 
ser el procedimiento de consulta ciudadana una parte del procedimiento de aprobación de los planes o 
programas de desarrollo urbano municipal, aquél debe resultar acorde con la planeación estatal y federal, lo 
que corresponde verificar a la autoridad estatal. 

No compartí ese criterio pues considero que, como lo alegó el municipio actor, dicha disposición invade la 
autonomía municipal en materia de desarrollo urbano, dado que la competencia asignada a la autoridad 
estatal no encuentra sustento en la Constitución ni en la Ley General. El artículo 115, fracción V, inciso a), 
constitucional establece que es competencia de los municipios el formular, aprobar y administrar la 
zonificación y planes de desarrollo urbano municipal4. De este precepto no se desprende que el procedimiento 
de aprobación de dichos planes esté sujeta a la revisión y calificación de las autoridades estatales. 

Es verdad que los artículos 11, fracción I, 23 y 44 de la Ley General5, señalan que los planes y programas 
de desarrollo urbano municipales deben guardar congruencia y coordinación con los niveles superiores de 
planeación (como lo son el Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano y los planes 
estatales) y las normas oficiales mexicanas. Sin embargo, considero que el espíritu de esas disposiciones es 
garantizar una congruencia sustantiva, es decir respecto del contenido de los planes municipales con los 
niveles superiores de planeación y las normas oficiales, pero ello no habilita a las autoridades estatales a 
ejercer un control de regularidad sobre aspectos procedimentales de la elaboración y aprobación de esos 
planes y programas, como lo es la etapa de consulta ciudadana. 

Al tratarse de una facultad concurrente, el legislador local debe respetar la distribución competencial 
realizada tanto por la Constitución como por la ley general de la materia. Por lo que, si estos ordenamientos 
no le asignan expresamente a la autoridad estatal la facultad de verificar el procedimiento que se siga para la 
elaboración y aprobación de los planes y programas de desarrollo urbano municipales, el legislador estatal no 
lo puede hacer, pues ello supondría una indebida interferencia en el ejercicio de la facultad que la Constitución 
Política del país asigna a los municipios en el artículo 115, fracción V, para la aprobación de sus planes y 
programas de desarrollo urbano. 

                                                 
3  El reconocimiento de validez fue aprobado por mayoría de seis votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros 

Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Pérez Dayán; con voto en contra de las señoras 
Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Aguilar Morales y Presidente Zaldívar 
Lelo de Larrea. 

4  Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 
popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases 
siguientes: (…) 

    V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: 
    a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y 

seguridad vial; (…) 
5  Artículo 11. Corresponde a los municipios: 
    I. Formular, aprobar, administrar y ejecutar los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, de Centros de Población y los 

demás que de éstos deriven, adoptando normas o criterios de congruencia, coordinación y ajuste con otros niveles superiores de 
planeación, las normas oficiales mexicanas, así como evaluar y vigilar su cumplimiento; (…) 

    Artículo 23. La planeación y regulación del Ordenamiento Territorial de los Asentamientos Humanos y del Desarrollo Urbano de los 
Centros de Población, se llevarán a cabo sujetándose al Programa Nacional de Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, a través de: 

    I. La estrategia nacional de ordenamiento territorial; 
    II. Los programas estatales de ordenamiento territorial y Desarrollo Urbano; 
    III. Los programas de zonas metropolitanas o conurbaciones; 
    IV. Los planes o programas municipales de Desarrollo Urbano, y 
    V. Los planes o programas de Desarrollo Urbano derivados de los señalados en las fracciones anteriores y que determinen esta Ley y la 

legislación estatal de Desarrollo Urbano, tales como los de Centros de Población, parciales, sectoriales, esquemas de planeación 
simplificada y de centros de servicios rurales. 

    Los planes o programas a que se refiere este artículo, se regirán por las disposiciones de esta Ley y, en su caso, por la legislación estatal 
de Desarrollo Urbano y por los reglamentos y normas administrativas federales, estatales y municipales aplicables. Son de carácter 
obligatorio, y deberán incorporarse al sistema de información territorial y urbano. 

    La Federación y las entidades federativas podrán convenir mecanismos de planeación de las zonas metropolitanas para coordinar 
acciones e inversiones que propicien el desarrollo y regulación de los asentamientos humanos, con la participación que corresponda a los 
municipios de acuerdo con la legislación local. 

    Los instrumentos de planeación referidos, deberán guardar congruencia entre sí, sujetándose al orden jerárquico que establece su ámbito 
territorial, y contando con los dictámenes de validación y congruencia que para ese fin serán solicitados y emitidos por los diferentes 
órdenes de gobierno, para su aplicación y cumplimiento. 

    Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, y como requisito previo a su inscripción en el 
Registro Público de la Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de noventa 
días hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con precisión si existe o no la congruencia y 
ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la afirmativa ficta. 

    En caso de no ser favorable, el dictamen deberá justificar de manera clara y expresa las recomendaciones que considere pertinentes para 
que el ayuntamiento efectúe las modificaciones correspondientes. 
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Contrario a lo que se señala en la resolución, considero que del hecho de que la Ley General confiera a 
los Congresos locales la facultad para establecer las bases del procedimiento de participación ciudadana, no 
supone que le otorgue también atribuciones para controlar el cumplimiento de esas bases a través de los 
dictámenes de congruencia, por lo que me parece insuficiente para sostener que de ahí se deriva la validez 
del precepto impugnado. 

Por lo anterior, me parece que el artículo 53, fracción IX, de la ley impugnada es inconstitucional, pues 
asigna a la autoridad estatal una facultad de control sobre el procedimiento de aprobación de los planes de 
desarrollo urbano municipales que no encuentra sustento ni en la Constitución ni en la Ley General. 

II. Autorización judicial previa para que los municipios ejecuten clausuras y suspensiones de 
obras. 

El Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León, también impugnó los artículos 367, párrafo segundo, 
368, fracción I, 370, 375, 376 y 382, párrafos segundo, tercero y cuarto, de la Ley de Asentamientos Humanos 
local, de los cuales se desprende que los municipios requerían de una autorización judicial previa para 
ejecutar clausuras y suspensiones de obras. Alegó que con ello se impide que la autoridad municipal ejerza 
por sí misma sus facultades administrativas y ejecutivas para imponer medidas de seguridad y sanciones 
administrativas, lo cual vulnera la autonomía municipal en materia de desarrollo urbano y el principio de 
autotutela administrativa e implica una subordinación del municipio hacia el poder judicial. 

Este requisito guardaba congruencia con lo que establecía el artículo 60, fracción VII, de la Ley General6. 
Sin embargo, previamente a la resolución de la presente controversia, el Pleno resolvió la controversia 
constitucional 19/2017 promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León, en contra de la Ley 
General7, en la cual declaró la invalidez de la porción normativa de ese precepto que señalaba la obligación 
para que en las leyes locales se estableciera que las suspensiones y clausuras de obras requerían de una 
resolución judicial. 

El proyecto original que se sometió a nuestra consideración proponía reconocer la validez de todos los 
preceptos impugnados por el Municipio de Guadalupe. Sin embargo, considerando lo resuelto previamente en 
la controversia constitucional 19/2017, durante la sesión la Ministra ponente propuso la invalidez de los 
artículos 367, párrafo segundo, en la porción “mismo término que tendrá la autoridad municipal para presentar 
ante la autoridad judicial la solicitud para ratificar la medida mediante una suspensión o clausura”,  370, en la 
porción “y judiciales”, 376, primer párrafo, en la porción “judiciales” y 382, párrafos segundo, tercero y cuarto; 
pero sostuvo la propuesta de reconocer la validez de los artículos 367, 368, fracción I, 375 y 382, párrafo 
primero, al considerar que no se referían al control judicial. No compartí del todo esta propuesta, como lo 
explico a continuación. 

En primer lugar, considero que se debió declarar la invalidez completa del párrafo segundo del artículo 
367. De la redacción de este párrafo se puede apreciar que también se refiere al control judicial sobre la 
ejecución de clausuras y suspensiones de obras por parte de las autoridades municipales, el cual, como ya se 
mencionó, fue declarado inconstitucional en la controversia constitucional 19/2017, así como en el presente 
asunto al declararse la invalidez de las porciones normativas señaladas de los artículos 370, 376 y 382. 

En segundo lugar, la mayoría reconoció la validez del artículo 375 y declaró la invalidez sólo de la porción 
normativa “judiciales” del diverso 376, quedando de la siguiente manera: 

Artículo 375. Serán sanciones administrativas: 

I. La rescisión de convenios; 

II. La demolición o retiro parcial o total de escombros; 

III. La revocación de las licencias, permisos y autorizaciones otorgados; 

IV. El arresto administrativo hasta por treinta y seis horas; y 

V. El retiro de los anuncios y sus estructuras. 

                                                 
6  Artículo 60. La legislación local, en las materias objeto de esta Ley, establecerá los requisitos para las autorizaciones, licencias o permisos 

de uso del suelo, construcción, fraccionamientos, subdivisiones, fusiones, relotificaciones, condominios y para cualquier otra acción 
urbanística, en los siguientes términos: (…) 

    VII. Deberá definir los casos y condiciones para la suspensión y clausura de las obras en ejecución, que, en todo caso, deberán ser 
producto de resolución judicial; (…) 

7  Resuelta en las sesiones de los días dos y cuatro de febrero de dos mil veintiuno. La declaración de invalidez de esta porción normativa fue 
aprobada por mayoría de nueve votos de las señoras Ministras Esquivel Mossa y Ríos Farjat y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz 
Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea; la señora Ministra Piña Hernández y el señor Ministro Pérez Dayán votaron por la invalidez de toda la fracción. 
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Artículo 376. Serán sanciones judiciales: 

I. La suspensión de los trabajos; y 

II. La clausura, parcial o total de obra; 

Ello tiene como resultado un listado de sanciones administrativas dividido en dos artículos, lo cual no 
resulta congruente y puede generar confusión tanto en las autoridades aplicadoras como en la ciudadanía 
sobre la naturaleza de las sanciones a las que se refiere el artículo 376, si las sanciones administrativas ya 
están señaladas en el diverso 375. 

Considero que hubiera sido una mejor solución declarar la invalidez total del artículo 376 y señalar la 
existencia de una omisión legislativa en el diverso 375, forzando con ello al legislador a modificar este 
precepto para incluir en el catálogo de sanciones administrativas a la suspensión y la clausura. Lo cual daría 
mayor claridad y seguridad jurídica en cuanto al tipo de sanciones que la autoridad administrativa  puede 
aplicar. 

En tercer lugar, considero que no debió invalidarse la porción normativa “y judiciales” del artículo 370, toda 
vez que este precepto no se refiere al control judicial sobre la ejecución de clausuras y suspensiones de obras 
por parte de las autoridades municipales y, por lo tanto, no está afectado del mismo vicio de invalidez de los 
anteriores preceptos. Sino que se refiere, simplemente, a la posibilidad de que las autoridades hagan uso de 
la fuerza pública y el arresto en la aplicación de medidas de seguridad y sanciones, lo cual aplica para las 
autoridades judiciales en un amplio espectro de casos e, incluso, está amparado por otros ordenamientos. 

III. Regulación de plazos para resolver procedimientos administrativos municipales. 

Los artículos 259, 305, segundo párrafo y 309 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, también fueron impugnados por el Municipio de 
Guadalupe, al considerar que el legislador local violó la autonomía municipal para regular los procedimientos 
administrativos en materia de desarrollo urbano, lo que incluye los plazos para resolverlos. 

La mayoría reconoció la validez de estos preceptos8. En la resolución se sostiene que ello no invade las 
competencias municipales, sino que el legislador local actuó en el ámbito de libertad configurativa para legislar 
en materia de asentamientos humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial y que el artículo 10, 
fracción XXV, de la Ley General establece la obligación de que la legislación local prevea los tiempos de 
respuesta relativos a las autorizaciones, licencias o permisos relacionados con las diferentes acciones 
urbanísticas9. 

No compartí lo resuelto por la mayoría. Estos preceptos establecen plazos para que las autoridades 
resuelvan las solicitudes de permisos, licencias o autorizaciones en el ámbito de sus competencias, lo cual 
considero contrario a la competencia constitucional de la que gozan los municipios para regular las materias y 
procedimientos administrativos que le corresponden que, desde luego, incluyen los plazos en los que deben 
resolverse. 

El artículo 115, fracción V, incisos a), d) y f), de la Constitución Federal, otorga competencia a los 
municipios para administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano, autorizar la utilización de uso de 
suelo y otorgar licencias y permisos para construcciones. En tanto que el último párrafo de esa fracción les 
otorga competencia para expedir los reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios para 
ello10. 

                                                 
8  La validez de los artículos 259, 305, segundo párrafo y 309, fue aprobada por mayoría de seis votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y 

de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea; con voto en contra de las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros Laynez 
Potisek, Aguilar Morales y Pérez Dayán. 

9  Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: (…) 
   XXV. Establecer en las leyes y reglamentos de la materia, los lineamientos a los que habrán de sujetarse las autorizaciones, licencias o 

permisos relacionados con las diferentes acciones urbanísticas, en las cuales se debe prever por lo menos las formalidades y requisitos, 
procedimientos, causas de improcedencia, tiempos de respuesta, medios de impugnación, medidas de seguridad y sanciones, causas de 
revocación y efectos para la aplicación de afirmativas o negativas fictas, tendientes a garantizar la seguridad jurídica y la máxima 
transparencia en los actos de autoridad en la materia; (…) 

10  Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 
popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las 
bases siguientes: (…) 
V.  Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: 
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y 
seguridad vial; (…) 
d) Autorizar, controlar y vigilar la utilización del suelo, en el ámbito de su competencia, en sus jurisdicciones territoriales; (…) 
f) Otorgar licencias y permisos para construcciones; (…) 
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Como lo señalé previamente, al tratarse de una competencia concurrente, el legislador local debe respetar 
la distribución competencial realizada por la Constitución y la Ley General. De ninguno de los dos 
ordenamientos advierto que se le otorgue competencias al legislador estatal para regular una cuestión tan 
particular de los procedimientos de permisos y autorizaciones a cargo de los municipios, como lo son los 
plazos para resolver. 

Ni siquiera de lo previsto en el artículo 10, fracción XXV, de la Ley General considero que se desprenda 
una facultad de los legisladores locales tan amplia como para que abarque la posibilidad de establecer los 
plazos en los que todos los municipios deben resolver los procedimientos señalados. Me parece que este 
precepto debe leerse en armonía con el diverso 115, fracción V, incisos a), d) y f), de la Constitución Federal, 
lo que necesariamente me lleva a considerar que sólo tiene el alcance de otorgar facultad al legislador local 
para establecer los plazos de respuesta a los procedimientos de competencia de la autoridad estatal. 

Corresponde a cada municipio definir, en función de su propia realidad y capacidades institucionales, los 
plazos apropiados para la resolución de los procedimientos administrativos en materia urbanística de su 
competencia. El que el legislador local regule cuestiones tan específicas, como los plazos de resolución de 
trámites municipales, menoscaba la facultad municipal para otorgar dichos permisos y autorizaciones, pues 
convierte a los municipios en una instancia de mera aplicación de las reglas definidas por el legislador estatal, 
mermando su autonomía constitucional, no sólo para otorgarlos o negarlos, sino también para definir las 
reglas específicas para hacerlo. 

Reconozco que el objetivo de la ley en estos artículos es establecer una homologación de los plazos de 
resolución de los trámites que ahí se señalan. Sin embargo, esta decisión, incluso si fuera razonable o 
deseable, no corresponde adoptarla al legislador local, al carecer de facultades expresas otorgadas por la 
Constitución Política del país o la Ley General para establecer los plazos de respuesta de trámites 
municipales. De ahí que no comparta el reconocimiento de validez de estos preceptos. 

IV. Límites para el establecimiento de áreas de cesión municipal. 

Otro de los preceptos combatidos por el Municipio de Guadalupe fue el artículo 210 en sus párrafos 
octavo, noveno y décimo11. En su planteamiento el municipio alegó que el Congreso del Estado de Nuevo 
León incumplió las obligaciones establecidas en la Ley General consistentes en prever las disposiciones que 
garanticen donaciones y cesiones correspondientes a las vías públicas locales, equipamientos y espacios 
públicos que se requieran para el desarrollo y bien funcionamiento de los centros de población; y garanticen 
una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad. 

El Pleno, por mayoría12, reconoció la validez de este precepto, salvo su párrafo noveno, al considerar que, 
contrario a lo alegado por el Municipio de Guadalupe, el legislador del Estado de Nuevo León sí estableció las 
previsiones necesarias para cumplir acciones de densificación tendientes a garantizar dotación suficiente de 
espacios públicos, así como para ser destinados a áreas verdes y equipamientos. 

                                                                                                                                                     
      En lo conducente y de conformidad a los fines señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución, expedirán los 

reglamentos y disposiciones administrativas que fueren necesarios. Los bienes inmuebles de la Federación ubicados en los Municipios 
estarán exclusivamente bajo la jurisdicción de los poderes federales, sin perjuicio de los convenios que puedan celebrar en términos del 
inciso i) de esta fracción; (…) 

11  Artículo 210. (…) 
La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y no podrá exigirse al propietario del predio cesión 
adicional a la realizada al haber llevado a cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 
En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se realicen cambios de uso de suelo diferente al 
habitacional, no será exigible el área de cesión. 
En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones se dejará área 
libre complementaria a razón del 8%-ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones 
habitacionales de cuatro unidades o menos. El Área Libre Complementaria-ALC podrá ser de manera indistinta sobre terreno natural de 
acceso libre para el público. El Área Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del área libre del Coeficiente de Ocupación de 
Suelo-COS y/o Coeficiente de Absorción y Área Verde-CAAV; Será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas. 
(…) 

12  La validez del párrafo octavo fue aprobada por mayoría de seis votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; con voto en contra 
de las señoras Ministras Ríos Farjat y Piña Hernández y de los señores Ministros González Alcántara Carrancá, Laynez Potisek y Pérez 
Dayán. La invalidez del párrafo noveno fue aprobada por mayoría de diez votos de las señoras Ministras Esquivel Mossa, Piña 
Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, 
Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea. El señor Ministro González Alcántara Carrancá votó en contra. La 
validez del párrafo décimo fue aprobada por mayoría de ocho votos de la señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Pérez Dayán y 
Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; con voto en contra de las señoras Ministras Ríos Farjat y Piña Hernández y del señor Ministro Laynez 
Potisek. 
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En relación con los párrafos octavo y décimo del artículo 210, no compartí su reconocimiento de validez. El 
párrafo octavo, al igual que el noveno (que sí fue declarado invalidó por el Pleno) prevé limitantes para el 
establecimiento de áreas de cesión municipal que no encuentran sustento y, por el contrario, resultan 
contrarias al espíritu de esta figura que se desprende, particularmente, de los artículos 57 y 76 de la Ley 
General13. 

De dichos preceptos se advierte que con estas áreas se busca garantizar la correcta prestación de los 
servicios públicos y su tamaño debe estar en función del número de habitantes. Sin embargo, los párrafos 
impugnados disponen que esa cesión sólo se debe realizar en una sola ocasión, con independencia de que 
con posterioridad aumente la densidad de población o haya cambios en el uso de suelo, situaciones que, 
naturalmente, pueden requerir la ampliación de espacios públicos. Esto deja lugar a conductas fraudulentas 
para socavar lo que en realidad corresponde ser cedido en aras de procurar legítimamente espacios públicos. 

Nuevamente estamos ante una restricción que no encuentra sustento en la Constitución Federal ni en la 
Ley General. Por ello, considero que deben ser los propios municipios los que determinen, con base en sus 
necesidades, si pueden ser exigibles futuras ampliaciones de los espacios de cesión municipal ante cambios 
de densidad o de uso de suelo y, en su caso, la forma en cómo se realizarían dichas ampliaciones. Por tanto, 
el párrafo octavo del artículo cuestionado también debía declararse inválido. 

En congruencia con lo anterior, considero también que debía ser invalidado el párrafo décimo del artículo 
210, pues la regla que contiene restringe las atribuciones municipales para desarrollar sus planes o 
programas de desarrollo urbano relacionados con la creación de espacio público y las alternativas  para su 
expansión. 

De ahí que no comparta el reconocimiento de validez de los párrafos octavo y décimo del artículo 210, de 
la ley local impugnada. 

V. Temporalidad de la obligación de cubrir los gastos por servicios públicos municipales de 
fraccionamientos no municipalizados. 

Finalmente, me refiero al artículo 214, fracción VI, inciso a), de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León14. El Municipio de Guadalupe alegó 
que este precepto resultaba inconstitucional debido a que el Congreso local invadió la competencia del 
municipio para regular la forma y términos en que pueden celebrarse las operaciones de venta y administrar 
los servicios públicos de su competencia. 

Sin embargo, la mayoría del Pleno consideró valido dicho precepto15. De acuerdo con el criterio 
mayoritario, la norma impugnada no impone al municipio el momento en que el desarrollador trasladará al 
municipio los servicios de alumbrado público y recolección de basura, puesto que para el inicio del plazo de 

                                                 
13  Artículo 57. La legislación local en la materia, deberá contener las especificaciones a fin de garantizar que se efectúen las donaciones y 

cesiones correspondientes a vías públicas locales, equipamientos y espacios públicos que se requieran para el desarrollo y buen 
funcionamiento de los Centros de Población, en favor de las entidades federativas, de los municipios y de las Demarcaciones Territoriales 
en localización, superficie y proporción adecuadas, así como, para asegurar la factibilidad, sustentabilidad y prestación de los servicios 
públicos, el diseño y construcción de una red de vialidades primarias, como partes de una retícula, que faciliten la conectividad, la 
Movilidad y el desarrollo de infraestructura. 

 Asimismo se deberá establecer la obligación de las autoridades municipales, de asegurarse, previamente, a la expedición de las 
autorizaciones para el uso, edificación o aprovechamiento urbano, del cumplimiento de las leyes estatales y federales, así como, de las 
normas para el uso, aprovechamiento y custodia del Espacio Público, en particular, las afectaciones y Destinos para construcción de 
infraestructura vial, equipamientos y otros servicios de carácter urbano y metropolitano de carácter público. 

 Para acciones urbanísticas que impliquen la expansión del área urbana, para el fraccionamiento de terrenos o para la subdivisión o 
parcelación de la tierra, las autoridades locales deberán asegurarse de que existe congruencia con las normas de Zonificación y 
planeación urbana vigentes, la viabilidad y factibilidad para brindar los servicios públicos y extender o ampliar las redes de agua, drenaje, 
energía, alumbrado público y el manejo de desechos sólidos de manera segura y sustentable, sin afectar los asentamientos colindantes, 
sin ocupar áreas de riesgo o no urbanizables y garantizando la suficiencia financiera para brindar los servicios públicos que se generen.  

    Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los planes y programas de Desarrollo Urbano que 
implementen acciones de Densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base 
en las normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono 
sujeto a Densificación. 

    Igualmente establecerán que los predios que, con base en la normatividad aplicable, los fraccionadores y desarrolladores estén obligados 
a ceder al municipio para ser destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados en zonas inundables 
o de riesgos, o presentar condiciones topográficas más complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano. 

14  Artículo 214. El titular de la autorización de un fraccionamiento habitacional de urbanización inmediata, además de lo dispuesto en los 
artículos anteriores, estará afecto a las obligaciones siguientes: (…) 
VI. Cubrir los gastos de los servicios públicos municipales, en los siguientes términos: 
a)  El alumbrado público y la recolección de basura, hasta por 6-seis meses después de la inscripción del proyecto de ventas, en el 

Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. 
15 Aprobado por mayoría de nueve votos de la señora Ministra Esquivel Mosa y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 

Alcántara Carrancá, Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo, Laynez Potisek, Pérez Dayán y Presidente Zaldívar Lelo 
de Larrea; con voto en contra de las señoras Ministras Ríos Farjat y Piña Hernández.  
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seis meses al fin del cual el municipio se hará cargo de ellos, se requiere que el municipio apruebe el proyecto 
de ventas. Por lo que, no se le restringe en forma alguna su facultad de determinar el momento en que deberá 
asumir el costo financiero de los mismos. 

Contrario a lo sostenido en la sentencia, considero que el precepto impugnado es inconstitucional por 
vulnerar el principio de libre hacienda municipal. Este principio encuentra reconocimiento en el artículo 115, 
fracción IV, de la Constitución Federal, el cual en su inciso c), dispone que forman parte de la hacienda 
municipal los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo16. 

La norma impugnada vulnera este principio toda vez que el titular de la autorización de un fraccionamiento 
sólo deberá cubrir los gastos por la prestación de los servicios municipales de alumbrado público y recolección 
de basura por un plazo de seis meses posteriores a la inscripción del proyecto de ventas. Es decir, establece 
una limitante a los ingresos que perciba el municipio por este concepto, toda vez que después de dicho 
periodo el municipio tendrá que hacerse cargo de ellos, dejando de percibir los pagos realizados por el titular 
de la autorización para el fraccionamiento, no obstante que el fraccionamiento no se encuentre todavía 
municipalizado. 

Ello, además, resulta contrario a la propia figura de la municipalización de los fraccionamientos, la cual, de 
conformidad con el artículo 283 de la ley local impugnada, precisamente, tiene por objeto que el municipio se 
haga cargo de la prestación de los servicios públicos que le correspondan. Sin embargo, al sujetar la duración 
de la obligación del titular de una autorización para fraccionamiento de cubrir los gastos por esos servicios a 
una temporalidad de seis meses y no a la municipalización del fraccionamiento, supone una afectación 
injustificada y carente de razonabilidad a la hacienda municipal. De ahí que considere que este precepto 
también debió ser invalidado. 

No es obstáculo para considerar lo anterior el que, como se sostiene en la resolución, el municipio controle 
el momento en el cual inicie el periodo de seis meses al fin del cual se hará cargo del costo de los servicios de 
alumbrado público y recolección de basura. Pues ello no garantiza que el fin de dicho plazo coincida con el 
momento de la municipalización, el cual debe ser el que rija el momento para determinar que el municipio se 
haga cargo de esos servicios. 

B. Voto concurrente. 

En otro orden de ideas, a continuación me permito explicar mi concurrencia respecto a las razones que 
sostienen la declaratoria de invalidez de los artículos que regulan la vigencia indefinida de permisos, 
autorizaciones y licencias municipales en materia de desarrollo humano. 

Los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León establecen que la factibilidad de urbanización, la 
fijación de lineamientos generales de diseño urbano, el proyecto urbanístico y el plano de rasantes, licencias 
de uso de suelo y de construcción tendrán vigencia indefinida. El Municipio de Guadalupe cuestionó la validez 
de estos preceptos al considerar que vulneran la autonomía municipal y generan inseguridad jurídica respecto 
del lapso de tiempo dentro el cual se puede gozar el permiso, licencia, dictamen de factibilidad o autorización. 

La mayoría del Pleno declaró la invalidez de estos preceptos17. De acuerdo con la resolución, dichos 
artículos sí generan inseguridad jurídica al impactar en la posibilidad de que el ente municipal ejerza con 
certidumbre sus facultades en materia de zonificación, planeación, así como control y vigilancia del uso del 
suelo, reconocidas en el artículo 115, fracción V, de la Constitución Política del país. 

Si bien coincidí con la declaratoria de invalidez antes señaladas, comparto reflexiones adicionales que me 
llevaron a concluir que los artículos cuestionados por el Municipio actor son inconstitucionales. 

Los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León vulneran la autonomía municipal en materia 
zonificación, planeación, control y vigilancia del uso del suelo porque no respetan el régimen de distribución 

                                                 
16 Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y 

popular, teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las 
bases siguientes: (…) 

 IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así 
como de las contribuciones y otros ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: (…) 

 c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. (…) 
17 Respecto de los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, se registraron cuatro votos a favor de la validez de la señora Ministra Esquivel 

Mossa y de los señores Ministros Franco González Salas, Pardo Rebolledo y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea; y siete votos en contra 
y por la invalidez de las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, González 
Alcántara Carrancá, Aguilar Morales, Laynez Potisek y Pérez Dayán. Sobre el artículo 313, se registraron cinco votos por la validez de la 
señora Ministra Esquivel Mossa y de los señores Ministros Franco González Salas, Aguilar Morales, Pardo Rebolledo y Presidente 
Zaldívar Lelo de Larrea; y seis votos por la invalidez de las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat y de los señores Ministros 
Gutiérrez Ortiz Mena, González Alcántara Carrancá, Laynez Potisek y Pérez Dayán. 
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de competencias contenido en la Constitución Federal y la Ley General en materia de desarrollo urbano. De 
estos ordenamientos no se desprende alguna facultad para que el legislador local defina la vigencia de las 
licencias, permisos y autorizaciones que otorgan las autoridades municipales en materia de desarrollo urbano. 

Además, al quedar sujeta esa vigencia a que no se contravengan las disposiciones aplicables, se abre la 
puerta a que a través de la modificación de ordenamientos federales o estatales se puedan dejar sin efectos 
actos que el municipio autorizó con base en sus facultades constitucionales y legales. Lo cual, además de 
constituir una afectación a la autonomía constitucional del municipio en esta materia, produce inseguridad 
jurídica en las ciudadanas y los ciudadanos. Razones que, considero, fortalecen el razonamiento plasmado en 
la sentencia. 

Por lo anterior es que, no obstante haber estado de acuerdo con buena parte de lo resuelto por el Tribunal 
Pleno, me permito formular el presente voto en el que expreso mi disenso y concurrencia respecto de la 
conclusión a la que arribó la mayoría sobre la validez e invalidez de los artículos a los que me he referido. 

Ministra Ana Margarita Ríos Farjat.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular y concurrente 
formulado por la señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, en relación con la sentencia de once de febrero de 
dos mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia 
constitucional 12/2018, promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León. Se certifica con la 
finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a treinta de agosto de 
dos mil veintidós.- Rúbrica. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JOSÉ FERNANDO FRANCO GONZÁLEZ SALAS, EN LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 12/2018, RESUELTA EN SESIÓN PÚBLICA DE ONCE DE FEBRERO DE DOS 

MIL VEINTIUNO. 

La presente controversia constitucional fue promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo 
León en la que demandó la invalidez de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintiocho de noviembre de dos mil 
dieciséis, así como la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del 
Estado de Nuevo León, publicado en el Periódico Oficial de dicha entidad federativa el veintisiete de 
noviembre de dos mil diecisiete, legislación esta última considerada por el Municipio demandante como el 
primer acto de aplicación de la Ley General antes mencionada. 

En la sentencia se determinó, entre otras cuestiones, que la presentación de la demanda fue oportuna en 
contra de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, para lo 
cual se retomó lo determinado en la diversa controversia constitucional 16/2017 en la que, por una mayoría de 
seis Ministras y Ministros, el Tribunal Pleno1 estimó que la impugnación de dicha ley resultaba oportuna en 
esta instancia constitucional, pues la aplicación de esa legislación marco derivó en la expedición de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León, por parte 
del Congreso de dicha entidad federativa. 

Hago notar que la sentencia decreta el sobreseimiento de oficio respecto a las impugnaciones contra la 
Ley General de Asentamientos Humanos, debido a que éstas fueron materia de análisis y resolución en la 
diversa controversia 19/20172, promovida por el mismo municipio en contra de las mismas autoridades y 
haciendo valer los mismos conceptos de invalidez. 

Sin embargo, tal y como lo manifesté en la sesión de ocho de febrero de dos mil veintiuno en la que se 
resolvió la controversia constitucional 17/2018 (precedente a partir del cual se resuelve el presente asunto), si 
bien mi voto fue a favor del sobreseimiento de la Ley General de Asentamiento Humanos con el objeto de 
estandarizar la votación, también lo es que fui enfático en precisar que mi postura es en contra de que se 
considere a la ley local de asentamientos humanos como un acto de aplicación de la ley general de la materia. 

                                                 
1 En sesiones de veintiséis y veintiocho de enero de dos mil veintiuno, al estudiar el apartado de causas de improcedencia advertidas de 
oficio, las señoras Ministras Piña Hernández y Ríos Farjat, así como los señores Ministros Gutiérrez Ortiz Mena, Aguilar Morales, Pérez 
Dayán y Presidente Zaldívar Lelo de Larrea, consideraron que la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo 
Urbano del Estado de Nuevo León constituye un acto de aplicación de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano. 
2 Resuelta el cuatro de febrero de dos mil veintiuno. 
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Lo anterior con base en las razones que expondré a continuación. 

Primeramente, es importante destacar que el municipio demandante sostiene que la ley local es un acto 
de aplicación en su perjuicio de la ley general de la materia, debido a que ello obedeció en términos del 
párrafo primero de su artículo tercero transitorio3. 

Considero incorrecto que la Ley de Asentamientos Humanos del Estado de Nuevo León se le dé el trato 
de un acto de aplicación de la Ley General de la materia, pues no obstante que el artículo tercero transitorio 
de esta última ley establece el plazo de un año para que las autoridades de los tres órdenes de gobierno 
emitan o adecuen todas las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con los contenidos de este 
instrumento, lo cierto es que no debe perderse de vista que la concurrencia en materia de asentamientos 
humanos deriva de un mandato constitucional. 

En efecto, mediante publicación en el Diario Oficial de la Federación del seis de febrero de mil novecientos 
setenta y seis, se reformó el párrafo tercero del artículo 27, y se adicionó fracción la XXIX-C del artículo 73 y 
las fracciones IV y V del artículo 115, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

Dichos preceptos constitucionales establecían lo siguiente: 

Artículo 27.- La propiedad de las tierras y aguas comprendidas dentro de los límites del 
territorio nacional, corresponde originariamente a la Nación, la cual ha tenido y tiene el 
derecho de transmitir el dominio de ellas a los particulares, constituyendo la propiedad 
privada. 

Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante 
indemnización. 

(REFORMADO, D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976) 

La Nación tendrá en todo tiempo el derecho de imponer a la propiedad privada las 
modalidades que dicte el interés público, así como el de regular, en beneficio social, el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de apropiación, con objeto de 
hacer una distribución equitativa de la riqueza pública, cuidar de su conservación, lograr el 
desarrollo equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población 
rural y urbana. En consecuencia, se dictarán las medidas necesarias para ordenar los 
asentamientos humanos y establecer adecuadas provisiones, usos, reservas y destinos de 
tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de planear y regular la 
fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población; para el 
fraccionamiento de los latifundios; para disponer, en los términos de la Ley Reglamentaria, 
la organización y explotación colectiva de los ejidos y comunidades; para el desarrollo de la 
pequeña propiedad agrícola en explotación; para la creación de nuevos centros de 
población agrícola con tierras y aguas que les sean indispensables; para el fomento de la 
agricultura y para evitar la destrucción de los elementos naturales y los daños que la 
propiedad pueda sufrir en perjuicio de la sociedad. Los núcleos de población que carezcan 
de tierras y aguas o no las tengan en cantidad suficiente para las necesidades de su 
población, tendrán derecho a que se les dote de ellas, tomándolas de las propiedades 
inmediatas, respetando siempre la pequeña propiedad agrícola en explotación. 

[…] 

(REFORMADO PRIMER PARRAFO, D.O.F. 10 DE FEBRERO DE 1944) 

Artículo 73.- El Congreso tiene facultad: 

(ADICIONADA, D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976) 

XXIX-C.- Para expedir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, de 
los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia 
de asentamientos humanos, con objeto de cumplir los fines previstos en el párrafo tercero 
del artículo 27 de esta Constitución. 

                                                 
3 TERCERO. En un plazo de un año contado a partir de la entrada en vigor del presente Decreto, las autoridades de los tres órdenes de 
gobierno deberán crear o adecuar todas las disposiciones legales y reglamentarias relacionadas con los contenidos de este instrumento. 
En el caso de la Ciudad de México, la Legislatura de la Ciudad de México, las autoridades del gobierno central y de las Demarcaciones 
Territoriales correspondientes, deberán efectuar las adecuaciones legislativas y reglamentarias de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
122 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y con las disposiciones de la Constitución de la Ciudad de México una vez 
que entren en vigor. 
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Artículo 115.- Los Estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 
republicano, representativo, popular, teniendo como base de su división territorial y de su 
organización política y administrativa, el Municipio Libre conforme a las bases siguientes: 

[…] 

IV.- Los Estados y Municipios, en el ámbito de sus competencias, expedirán las leyes, 
reglamentos y disposiciones administrativas que sean necesarias para cumplir con los fines 
señalados en el párrafo tercero del artículo 27 de esta Constitución en lo que se refiere a los 
centros urbanos y de acuerdo con la Ley Federal de la materia. 

(ADICIONADA, D.O.F. 6 DE FEBRERO DE 1976) 

V.- Cuando dos o más centros urbanos situados en territorios municipales de dos o más 
Entidades Federativas formen o tiendan a formar una continuidad geográfica, la Federación, 
las Entidades Federativas y los Municipios respectivos, en el ámbito de sus competencias, 
planearán y regularán de manera conjunta y coordinada el desarrollo de dichos centros con 
apego a la Ley Federal de la materia. 

[…] 

La anterior reforma introdujo en nuestro sistema jurídico la concurrencia en materia de asentamientos 
humanos con la finalidad de cumplir con los objetivos establecidos en el artículo 27 constitucional 
relacionados con la distribución equitativa de la riqueza pública y cuidad de su conservación, el desarrollo 
equilibrado del país y el mejoramiento de las condiciones de vida de la población rural y urbana. 

En consecuencia, no es difícil advertir que en el texto constitucional obliga al Estado Mexicano a 
establecer de las medidas necesarias para ordenar los asentamientos humanos y establecer adecuadas 
provisiones, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques, a efecto de ejecutar obras públicas y de 
planear y regular la fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población. 

Para lograr la consecución de tales fines constitucionales, la reforma que se ha venido comentando otorgó 
al Congreso de la Unión la facultad de emitir las leyes que establezcan la concurrencia del Gobierno Federal, 
de los Estados y de los Municipios, en el ámbito de sus respectivas competencias, en materia de 
asentamientos humanos. 

Por otra parte, resulta importante destacar el contenido del artículo segundo transitorio de la reforma 
constitucional referida, en el cual fue establecido lo siguiente. 

SEGUNDO.- El Congreso Federal y las Legislaturas Locales, deberán expedir en el plazo 
de un año, las leyes reglamentarias previstas en las anteriores reformas y adiciones. 

De lo anterior se advierte que la reforma constitucional de mil novecientos setenta y cuatro estableció el 
mandato para que el Congreso Federal y las legislaturas locales expidieran sus ordenamientos en materia de 
asentamientos humanos, con la particularidad de que la facultad de establecer la ley marco que regulara la 
concurrencia entre los distintos órdenes de gobierno, corresponde al Congreso de la Unión. 

En ese sentido, estimo que en el caso concreto no es dable considerar a la Ley de Asentamientos 
Humanos del Estado de Nuevo León como un acto de aplicación de la Ley General de Asentamientos 
Humanos, pues dicho mandato deriva de la propia Constitución General, es decir, es la propia fuerza 
normativa de la Constitución la que faculta a las legislaturas locales la obligación de expedir y ajustar sus 
legislaciones conforme a la Ley General de Asentamientos Humanos. 

Así pues, estimo que la legislación local de asentamientos humanos no debe considerarse como un acto 
de aplicación de la ley general de la materia, pues cada legislación fue emitida por órdenes de gobierno 
distintos cuyo origen nace de la propia Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos como ya se ha 
visto. 

Por tanto, si el artículo tercero transitorio de la ley general de la materia establece que las autoridades de 
los tres órdenes de gobierno deberán crear o adecuar todas las disposiciones legales y reglamentarias 
relacionadas con los contenidos de la propia ley general, ello obedece al mandato establecido en el artículo 
73, fracción XXIX-C, de la Constitución General, que precisamente tuvo su origen en la reforma constitucional 
de mil novecientos setenta y seis. 

Conforme a lo antes expuesto, respetuosamente estimo que el sobreseimiento de la Ley General de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano, publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, debió atender a que su presentación fue 
extemporánea, toda vez que la dicho ordenamiento se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 
veintiocho de noviembre de dos mil dieciséis, mientras que el escrito de demanda se presentó en esta 
Suprema Corte de Justicia de la Nación hasta el veintidós de enero de dos mil dieciocho, de modo que el 
plazo legal de treinta días previsto en la Ley Reglamentaria de la materia transcurrió en exceso. 
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Finalmente, hago notar que el presente asunto fue resuelto conforme al precedente emitido en la diversa 
controversia constitucional 11/2018 fallada el ocho de febrero de dos mil veintiuno (que a su vez se resolvió 
conforme a la controversia constitucional 17/2018, fallada el ocho de febrero de dos mil veintiuno), en tanto 
que las impugnaciones que en ambos asuntos se hicieron valer en contra de la Ley General y Local de 
Asentamientos Humanos fueron idénticas. 

Por ello, las razones sustentadas en el voto aquí emitido son coincidentes con el que formulé en el 
precedente de la controversia constitucional 17/2018. 

Respetuosamente, 

Ministro José Fernando Franco González Salas.- Rúbrica. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cuatro fojas útiles en 
las que se cuenta esta certificación, concuerda con el original del voto particular formulado por el señor 
Ministro José Fernando Franco González Salas, en relación con la sentencia de once de febrero de dos mil 
veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia constitucional 
12/2018, promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León. Se certifica con la finalidad de 
que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a treinta de agosto de dos mil 
veintidós.- Rúbrica. 

VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO PRESIDENTE ARTURO ZALDÍVAR LELO DE LARREA EN LA 

CONTROVERSIA CONSTITUCIONAL 12/2018, PROMOVIDA POR EL MUNICIPIO DE GUADALUPE, ESTADO DE 

NUEVO LEÓN. 

En sesión de once de febrero de dos mil veintiuno, el Tribunal Pleno de esta Suprema Corte de Justicia de 
la Nación discutió y resolvió la controversia constitucional citada al rubro, promovida por el Municipio de 
Guadalupe, Estado de Nuevo León, en contra de diversas disposiciones de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano de dicha entidad federativa. 

Presento este voto particular, pues si bien en términos generales concuerdo con la sentencia, en relación 
con algunos puntos respetuosamente difiero de las determinaciones alcanzadas por la mayoría de los 
Ministros y Ministras. 

I. Artículos 52 y 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León (considerando Octavo, apartado 
B). 

a) Fallo mayoritario. 

En este apartado de la sentencia, el Tribunal Pleno reconoció la validez del artículo 52 y omitió 
pronunciarse por lo que se refiere al diverso 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León1. De  la  lectura  de  la  sentencia  
se  desprende  que  el reconocimiento de validez se sustenta en las consideraciones siguientes: 

En primer lugar, se expone que, conforme a la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento 
Territorial y Desarrollo Urbano, corresponde a las entidades federativas analizar la congruencia de los 
distintos programas municipales de desarrollo urbano con la planeación de los distintos niveles de gobierno 
mediante dictámenes de congruencia. De manera paralela, concierne a los municipios validar ante la 
autoridad competente local la coherencia de sus planes y programas municipales de desarrollo urbano. 

                                                 
1 Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 
Artículo 52. El Estado a través de la Secretaría, de oficio, en los casos de los planes o programas, o a petición expresa del Ayuntamiento, 
Presidente Municipal o de la Dependencia Municipal, tratándose de los programas referidos en las fracciones V, VI y VII del artículo 50 de 
ésta Ley, analizará y verificará que los proyectos de planes o programas de desarrollo urbano, terminada la consulta pública y analizado, en 
su caso, la procedencia o no de los planteamientos y las propuestas, antes de ser aprobados definitivamente por la autoridad estatal o por el 
Ayuntamiento, como requisito previo a su aprobación, publicación en el Periódico Oficial del Estado y su inscripción en la Dirección del 
Registro Público de la Propiedad y del Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado, guarden apropiada congruencia, coordinación y 
ajuste entre los distintos niveles de planeación estatal, y en su caso, federal. 
Artículo 56. (penúltimo párrafo) 
Concluida la etapa de congruencia, y realizadas las modificaciones que en su caso resultaron, la autoridad estatal o municipal competente 
en materia de desarrollo urbano, aprobará el plan o programa de desarrollo urbano o las modificaciones a los planes o programas vigentes, 
tratándose de los planes o programa de desarrollo urbano competencia de los Municipios se presentarán estos documentos 
conjuntamente con el dictamen de congruencia ante el Ayuntamiento para su aprobación. Para la validez y obligatoriedad de los planes 
o programas de desarrollo urbano se deberá realizar su publicación en forma íntegra en el Periódico Oficial del Estado, en los casos de los 
planes o programas de nivel municipal se publicarán en la gaceta municipal, cuando el Municipio cuente con ese medio de difusión, y se 
procederá a realizar las solicitudes y gestiones necesarias para que se inscriban en la Dirección (sic) Registro Público de la Propiedad y del 
Comercio del Instituto Registral y Catastral del Estado, en los términos que señala esta Ley. 
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En segundo lugar, se señala que conforme al artículo 52 impugnado la autoridad estatal competente 
deberá, a petición expresa del ayuntamiento, presidente o dependencia municipales, analizar la 
apropiada congruencia de los programas municipales de desarrollo urbano con respecto a los distintos niveles 
de planeación, como requisito previo a su aprobación, publicación e inscripción. 

De ahí, concluye que lo previsto en la norma impugnada es acorde con los mandatos de coordinación 
previstos en la Ley General de la materia. Lo anterior, en virtud de que, mientras no concluya definitivamente 
la etapa de verificación de congruencia que deberá realizar la autoridad local, el ente municipal se ve 
impedido para ejercer sus atribuciones constitucionales. 

b) Razones de disenso. 

Respetuosamente, disiento del reconocimiento de validez del artículo 52 y considero que se debió estudiar 
y declarar la invalidez del diverso 56, penúltimo párrafo, ambos de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 

En efecto, el artículo 44 de la Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano2 establece que el ayuntamiento deberá consultar a la autoridad local competente sobre la 
apropiada congruencia, coordinación y ajuste de su programa de desarrollo urbano con la planeación estatal y 
federal, una vez aprobado y como requisito previo a su inscripción en el registro público de la 
propiedad. 

Sin embargo, los artículos 52 y 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León disponen que la Secretaría 
estatal analizará la congruencia de los planes y programas de desarrollo urbano “antes de ser aprobados” 
definitivamente por la autoridad estatal. 

De esta manera, es claro que se alteran los criterios establecidos por la Ley General de la materia para 
garantizar que exista debida congruencia entre la Federación, las entidades federativas y los municipios. Lo 
anterior, pues en la norma emitida por el Congreso de la Unión, la verificación de congruencia es un requisito 
posterior a la aprobación del municipio, necesaria para la inscripción del instrumento en el registro público que 
no incide en las facultades previstas en el inciso a) de la fracción V del artículo 115 de la Constitución 
General3. Sin embargo, en las normas de que se trata, esta etapa es previa a la aprobación por parte del 
Ayuntamiento, lo que afecta su esfera de competencias. 

Por estos motivos, considero que los artículos 52 y 56, penúltimo párrafo, de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León son inconstitucionales, 
por lo que debió declararse su invalidez. 

II. Artículo 53, fracción IX, de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y 
Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León (considerando Octavo, apartado C). 

a) Fallo mayoritario. 

En este apartado, el Tribunal Pleno reconoció la validez del artículo 53, fracción IX, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León4, por 
las razones que se sintetizan a continuación: 

                                                 
2 Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 
Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, y como requisito previo a su inscripción en 
el Registro Público de la Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de noventa 
días hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con precisión si existe o no la congruencia y 
ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la afirmativa ficta. 
En caso de no ser favorable, el dictamen deberá justificar de manera clara y expresa las recomendaciones que considere pertinentes para 
que el ayuntamiento efectúe las modificaciones correspondientes. 
3 Constitución General. 
Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno republicano, representativo, democrático, laico y popular, 
teniendo como base de su división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, conforme a las bases siguientes: 
[…] 
V. Los Municipios, en los términos de las leyes federales y Estatales relativas, estarán facultados para: 
a) Formular, aprobar y administrar la zonificación y planes de desarrollo urbano municipal, así como los planes en materia de movilidad y 
seguridad vial; 
4 Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 
Artículo 53. El análisis de la congruencia, entre los planes o programas de desarrollo urbano se realizará respecto a los siguientes temas: 
[...] 
IX. El cumplimiento del procedimiento para la consulta de los planes o programas municipales de desarrollo urbano, programas de 
desarrollo urbano de centros de población o programas parciales, conforme lo indica el artículo 56 de esta Ley. 
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En primer lugar, la sentencia expone que la Ley General de la materia otorga facultades a los Estados 
para que establezcan normas conforme a las cuales se promueva y garantice la participación ciudadana en 
los procedimientos de planeación, seguimiento y evaluación de los programas de desarrollo urbano, así como 
para verificar la congruencia de los planes municipales. Además, vincula a los municipios a instaurar los 
mecanismos de consulta pública y a verificar con la autoridad estatal la congruencia de los instrumentos de 
que se trata. 

Posteriormente, la sentencia señala que la Ley local en la materia regula el mecanismo de consulta 
pública que forma parte del procedimiento previsto para la emisión de los programas de desarrollo urbano. Por 
ello, es acorde con las previsiones de la Ley General de la materia que el Gobierno de la entidad verifique que 
el proceso de consulta pública sea acorde con los distintos niveles de planeación. En esas condiciones, se 
reconoce la validez de la norma impugnada que lo faculta para analizar este tema. 

b) Razones de disenso. 

Respetuosamente, disiento del reconocimiento de validez del artículo 53, fracción IX, de la Ley de 
Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León, por las 
siguientes razones: 

En términos del artículo 10, fracciones VII y VIII, así como del diverso 44, ambos de la Ley General de la 
materia5, las entidades federativas deben verificar que los distintos programas municipales de desarrollo 
urbano guarden congruencia y estén ajustados tanto a la planeación estatal como federal. Por su parte, el 
artículo impugnado dispone que el análisis de congruencia verificará el cumplimiento del procedimiento para 
la consulta de los planes de desarrollo urbanos, de centros de población o programas parciales. 

Luego entonces, el artículo impugnado excede el parámetro establecido por la Ley General de la materia, 
pues ésta faculta a los Gobiernos locales para verificar la congruencia con la planeación estatal y federal, 
mientras que la Ley local autoriza a la Secretaría respectiva a comprobar el procedimiento de consulta, lo que 
implica revisar la legalidad de las actuaciones del propio municipio. Ello, en detrimento de la facultad del actor 
para formular y aprobar sus planes de desarrollo urbano, contenida en el artículo 115, fracción V, inciso a), de 
la Constitución General. 

Por estas razones, considero que el artículo 53, fracción IX, de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León es inconstitucional. 

III. Artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, 
Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León (considerando 
Décimo Cuarto). 

a) Fallo mayoritario. 

En este considerando, la sentencia analizó los conceptos de invalidez formulados por el municipio actor, 
encaminados a demostrar que los artículos 291, fracción I, 304, fracción I, y 313 de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León6 generan 
incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al momento o lapso de tiempo dentro del cual el titular del 
permiso puede ejercer la prerrogativa contenida en la licencia, dictamen de factibilidad o autorización. 

                                                 
5 Ley General de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano. 
Artículo 10. Corresponde a las entidades federativas: 
[…] 
VII. Analizar y calificar la congruencia y vinculación con la planeación estatal, que deberán observar los distintos programas municipales 
de Desarrollo Urbano, incluyendo los de conurbaciones o zonas metropolitanas, a través de dictámenes de congruencia estatal; 
VIII. Inscribir en el Registro Público de la Propiedad, a petición de parte, los planes y programas municipales en materia de Desarrollo Urbano, 
Reservas, Usos del suelo y Destinos de áreas y predios, cuando éstos tengan congruencia y estén ajustados con la planeación estatal y 
federal; 
Artículo 44. El ayuntamiento, una vez que apruebe el plan o programa de Desarrollo Urbano, y como requisito previo a su inscripción en el 
Registro Público de la Propiedad, deberá consultar a la autoridad competente de la entidad federativa de que se trate, sobre la apropiada 
congruencia, coordinación y ajuste de dicho instrumento con la planeación estatal y federal. La autoridad estatal tiene un plazo de 
noventa días hábiles para dar respuesta, contados a partir de que sea presentada la solicitud señalará con precisión si existe o no la 
congruencia y ajuste. Ante la omisión de respuesta opera la afirmativa ficta. 
6 Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 
Artículo 291. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo tendrán las siguientes vigencias: 
I. En fraccionamientos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanización, la fijación de lineamientos generales de diseño urbano, 
el proyecto urbanístico y el plano de rasantes, estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo 
urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las contravengan; 
[…] 
Artículo 304. Las autorizaciones a que se refiere este capítulo, tendrán las siguientes vigencias: 
I. En conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la factibilidad de urbanizar y/o factibilidad de uso de suelo, la fijación de 
lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico y/o proyecto arquitectónico, y el plano de rasantes, 
no generarán derechos adquiridos y estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo Urbano, atlas 
de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las contravengan; 
[…] 
Artículo 313. Las factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico o licencia de 
uso de suelo, no tendrán vencimiento. En caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas autorizadas en materia 
de vialidad, los proyectos arquitectónicos, que no formen parte del proyecto ejecutivo arquitectónico iniciado para trámite de autorización, 
deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones. 
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Además, se argumentó que los preceptos impugnados resultan contradictorios con el artículo 93, último 
párrafo, de la propia Ley local impugnada, el cual establece que la modificación total o parcial de los planes o 
programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de la vigencia de los permisos, licencias, autorizaciones 
o cualquier otro derecho adquirido, que hayan obtenido los particulares de conformidad con los planes o 
programas antes de su modificación o confirmación. 

La sentencia declara fundados dichos conceptos de invalidez, en tanto considera que las normas 
vulneran el principio de seguridad jurídica reconocido en los artículos 14 y 16 de la Constitución General, ya 
que impactan en la posibilidad de que el ente municipal ejerza con certidumbre sus facultades en materia de 
zonificación, planeación y, primordialmente, control y vigilancia del uso del suelo, reconocidas en el diverso 
115, fracción V, de la Constitución General. 

En efecto, se menciona que los artículos 291, fracción I, y 304, fracción I, de la Ley de Asentamientos 
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León refieren que las 
autorizaciones relacionadas con la factibilidad de urbanización y/o factibilidad de uso de suelo, la fijación de 
lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico, el proyecto urbanístico y/o proyecto 
arquitectónico y el plano de rasantes “estarán vigentes hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o 
programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales aplicables, no las 
contravengan”. En cambio, el diverso 313 establece que las autorizaciones referidas “no tendrán 
vencimiento”; lo que impide al Municipio tener certeza sobre cuándo dejan de tener vigencia tales 
instrumentos y se traduce en la imposibilidad del ente municipal para realizar una planeación, zonificación, así 
como un control y vigilancia adecuados del uso del suelo, pues tales atribuciones dependen, en forma 
relevante, de la vigencia de los distintos permisos de las autorizaciones y licencias. 

b) Razones de disenso. 

Respetuosamente, me aparto del criterio mayoritario expuesto en la sentencia, consistente en invalidar los 
artículos 291, fracción I, 304, fracción I y 313 de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 
y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. Lo anterior, pues considero que dichos artículos no 
vulneran las potestades normativas ni administrativas del municipio; no generan incertidumbre o inseguridad 
jurídica y tampoco resultan contradictorios con lo establecido en el último párrafo del artículo 93 de la propia 
Ley impugnada. Me explico. 

De una simple lectura a los artículos impugnados, se desprende que: 1. Sujetan la vigencia de 
determinadas autorizaciones en materia de fraccionamientos (artículo 291, fracción I) y conjuntos urbanos 
(artículo 304, fracción I) que se desarrollen en una etapa, a que lo establecido en nuevos planes o programas 
de desarrollo urbano, atlas de riesgo y demás disposiciones aplicables no las contravengan; y 2. Establecen 
que no tendrán vencimiento determinadas autorizaciones en materia de construcción y edificación. 

Ahora bien, en su concepto de invalidez vigésimo tercero, el Municipio actor argumentó, en esencia, que: 
1. El hecho de que el Congreso local no estableciera una vigencia definida para este tipo de autorizaciones, 
vulnera sus potestades normativas y administrativas en materia de planeación, administración y control del 
desarrollo urbano, pues genera un ámbito de incertidumbre e inseguridad jurídica respecto al lapso de tiempo 
en el que el titular de la autorización puede ejercer las prerrogativas que le corresponden; y 2. Si bien para 
algunas autorizaciones se establecen condiciones de vigencia vinculadas con las modificaciones que pudieran 
sufrir los planes y programas de desarrollo urbano, considera que ello es contradictorio con lo que establece el 
último párrafo del artículo 93 de la propia Ley local impugnada. 

En primer término, estimo conveniente precisar que el artículo 10, fracciones I y XXV, de la Ley General de 
la materia autoriza a las entidades federativas para legislar en materia de asentamientos humanos, desarrollo 
urbano, ordenamiento territorial y, específicamente, para establecer en las leyes los lineamientos a los que 
habrán de sujetarse las autorizaciones, licencias o permisos relacionados con las diferentes acciones 
urbanísticas. De tal manera que, aunque no se haya alegado una falta de competencia, considero que la 
legislatura local se encontraba facultada para regular estas cuestiones. 

Ahora bien, por lo que respecta a los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, de la Ley impugnada, 
advierto que efectivamente el Congreso local dispuso una regla especial en cuanto a que, tratándose de 
fraccionamientos o conjuntos urbanos que se desarrollen en una etapa, la vigencia de determinadas 
autorizaciones se extenderá “hasta en tanto lo establecido en nuevos planes o programas de desarrollo 
urbano, atlas de riesgo, y demás disposiciones legales no las contravengan”. En específico, se refiere a las 
autorizaciones consistentes en: 1. La factibilidad de urbanización, factibilidad de urbanizar y/o factibilidad de 
uso de suelo; 2. La fijación de lineamientos generales de diseño urbano y/o diseño arquitectónico; 3. El 
proyecto urbanístico y/o el proyecto arquitectónico; y 4. El plano de rasantes. 
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Al respecto, las autorizaciones a que hacen referencia los artículos impugnados son todas aquellas que se 
emiten de manera previa al proyecto urbanístico o licencia de construcción; de tal manera que se trata de 
autorizaciones emitidas durante etapas previas y en las que se busca determinar con precisión la 
factibilidad y los alcances del proyecto que se pretende realizar. Ello, con base en los planes o programas de 
desarrollo urbano aplicables, atlas de riesgos y demás disposiciones aplicables. 

De esta manera, desde mi perspectiva resulta clara la lógica de la vigencia indefinida de este tipo de 
autorizaciones, sujeta a la modificación de los planes o programas de desarrollo urbano, atlas de riesgo o 
demás disposiciones aplicables; pues dichas autorizaciones preliminares no perderán su vigencia hasta en 
tanto surja un motivo justificado que detone la modificación de la planeación de desarrollo urbano —en 
términos de lo que dispone el artículo 93 de la propia Ley impugnada—, supuesto en el que el particular 
deberá reiniciar los procedimientos de autorización correspondientes, si es que así lo considera. 

Lo anterior permite dotar de seguridad a los particulares en cuanto a que las autorizaciones en cuestión no 
perderán su vigencia en tanto continúen siendo acordes a lo establecido en nuevos planes o programas de 
desarrollo urbano, atlas de riesgo u otras disposiciones aplicables; al tiempo que permite a la autoridad volver 
a analizar estas autorizaciones, si llegase a existir una modificación en las normas técnicas respectivas que 
impacten en alguno de los supuestos previstos por la norma. Por tanto, contrario a lo argumentado por la 
mayoría de los integrantes de este Tribunal Pleno, considero que los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, 
de la Ley impugnada no suponen incertidumbre o inseguridad jurídica. 

Por otra parte, en lo relativo al argumento del Municipio actor en el sentido de que dichas disposiciones 
son contrarias a lo establecido en el último párrafo del artículo 93 de la propia Ley local impugnada, advierto 
que el artículo 93 de la Ley local impugnada regula los supuestos en los que las autoridades competentes 
podrán modificar los planes o programas de desarrollo urbano y su último párrafo señala que “[l]a modificación 
total o parcial de los planes o programas de desarrollo urbano se hará sin perjuicio de las vigencias de los 
permisos, licencias, autorizaciones o cualesquier otro derecho adquirido que hayan obtenido los particulares 
de conformidad con los planes o programas antes de su modificación o confirmación”. 

Desde mi perspectiva, la contradicción alegada por el Municipio actor es inexistente, dado que el último 
párrafo del artículo 93 establece una regla general en cuanto a que las modificaciones a planes y programas 
de desarrollo urbano no afectarán permisos, licencias autorizaciones o derechos adquiridos; sin embargo, en 
los artículos 291, fracción I y 304, fracción I, de la Ley impugnada encontramos una excepción a esta regla 
general que se justifica por las razones de interés público expuestas en párrafos anteriores. De esta manera, 
se entiende que permisos o autorizaciones cuya vigencia no dependa de su adecuación con nuevos planes o 
programas de desarrollo urbano, no se verán afectados por la modificación de éstos. 

Finalmente, por lo que hace al artículo 313 de la Ley impugnada, advierto que el Congreso local dispuso 
que, en materia de factibilidades y licencias de uso de suelo para la construcción y edificación, las 
factibilidades de uso de suelo, los lineamientos generales de diseño arquitectónico y el proyecto arquitectónico 
o licencia de uso de suelo, no tendrán vencimiento. Al respecto, al igual que sucedía en los supuestos 
anteriores, las autorizaciones que carecen de vencimiento son todas aquellas que se emiten de manera previa 
al proyecto ejecutivo arquitectónico o licencia de construcción; de tal manera que se trata de autorizaciones 
emitidas durante etapas previas y cuyo objeto es determinar con precisión la factibilidad y los alcances del 
proyecto que se pretende realizar. 

La excepción a esta regla se encuentra en el segundo párrafo del propio artículo 313, el cual establece 
que en caso de que una nueva legislación o reforma modifique las normas técnicas autorizadas en materia de 
vialidad, los proyectos arquitectónicos —que no formen parte del proyecto ejecutivo arquitectónico iniciado 
para trámite de autorización— deberán ser adecuados a las nuevas disposiciones. De esta manera, estimo 
que el artículo 313 de la Ley impugnada tampoco supone incertidumbre o inseguridad jurídica, dado que el 
legislador fue inequívoco en cuanto a que en estos casos no habrá vencimientos. 

Por las razones expuestas, considero que debió declararse infundado el concepto de invalidez del 
Municipio actor y, por ende, reconocerse la validez de los artículos 291, fracción I, 304, fracción I y 313 de la 
Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano para el Estado de Nuevo León. 

Ministro Presidente, Arturo Zaldívar Lelo de Larrea.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de 
Acuerdos, Lic. Rafael Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 
DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de ocho fojas útiles, 
concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del voto particular formulado por el 
señor Ministro Presidente  Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, en relación con la sentencia de once de febrero de 
dos mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la controversia 
constitucional 12/2018, promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León. Se certifica con la 
finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a treinta de agosto de 
dos mil veintidós.- Rúbrica. 
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VOTO PARTICULAR QUE FORMULA EL MINISTRO JAVIER LAYNEZ POTISEK EN LA CONTROVERSIA 

CONSTITUCIONAL 12/2018. 

En sesión de once febrero de dos mil veintiuno, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación resolvió la controversia constitucional citada al rubro promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado 

de Nuevo León, en contra de ciertos artículos de la Ley de Asentamientos Humanos, Ordenamiento Territorial 

y Desarrollo Urbano del Estado de Nuevo León (en adelante “Ley de Asentamientos Humanos” o “Ley local 

reclamada”) por contravenir los principios de división de poderes, autonomía municipal y supremacía 

constitucional. 

En lo que interesa al presente voto, la mayoría reconoció la validez de los artículos 259, 305, párrafo 

segundo, y 309 de la Ley reclamada.1 Se estimó que la fijación de los plazos para que las autoridades locales 

y municipales den respuesta a las solicitudes de los particulares no incide en el ámbito de competencia 

municipal, puesto que se encuentra en el ámbito de libertad de configuración de las entidades federativas, de 

acuerdo con las fracciones I y XXV del artículo 10 de la Ley General en la materia. 

Por otro lado, la mayoría reconoció la validez del artículo 210, párrafos octavo2 y décimo.3 Se consideró 

que dicha exigencia resulta constitucional, puesto que el Congreso local estableció las previsiones necesarias 

para cumplir con acciones de densificación tendientes a garantizar dotación suficiente de espacios públicos, 

así como para ser destinados a áreas verdes y equipamientos. Lo anterior no representa una afectación o 

restricción a las facultades del gobierno municipal. Por lo que hace al párrafo décimo del artículo 210, el 

Tribunal Pleno determinó que su constitucionalidad deriva de que el área libre complementaria establecida 

únicamente se prevé con motivo de densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente 

autorizados que impliquen nuevas construcciones. Esto implica, según el mismo razonamiento, que el 

desarrollo de obras e infraestructura se realiza dentro de un polígono en el que se autorizó un determinado 

crecimiento urbano, sin abarcar nuevas áreas ubicadas fuera de ese polígono de densificación. 

Asimismo, el Pleno invalidó los párrafos cuarto y sexto, en las porciones normativas “y lagunas”, del 

artículo 210 y la porción normativa “laguna” del artículo 250, párrafo segundo, fracción I, de la Ley reclamada.4 

El Pleno concluyó que lo anterior resulta inconstitucional, ya que la regulación de las lagunas escapa el marco 

previsto en la Ley General y se vulnera el principio de protección y progresividad del espacio, siendo las 

lagunas una zona inundable o con condiciones topográficas complicadas en relación con el promedio de 

fraccionamiento del conjunto urbano. 

A continuación, precisaré los motivos por los que me aparto de estas conclusiones de la sentencia. 

Específicamente, mi voto es: (I) en contra del reconocimiento de validez de los artículos 259, 305 párrafo 

segundo, y 309 de la Ley reclamada; (II) en contra y por la invalidez de todo el artículo 210 y no solo algunos 

párrafos; y, (III) en contra y por la validez del artículo 250, fracción I, en su porción normativa “lagunas”. 

I. Invalidez de los artículos 259, 305, párrafo segundo, y 309, de la Ley reclamada. 

Los preceptos hacen referencia a distintos trámites que tiene a su cargo el municipio. El artículo 259 

señala el plazo para que el municipio dé respuesta a trámites relativos a los permisos de fraccionamientos y 

urbanización de uso de suelo.5 El artículo 305 establece el plazo para que el municipio responda a las 

                                                 
1 Considerando décimo tercero “La reducción de plazos para que el Municipio resuelvan las solicitudes de permisos, licencias o 
autorizaciones viola su autonomía en la regulación de procedimientos administrativos y los plazos para resolver”. 
2 Considerando décimo séptimo “Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas municipales y área libre 
complementaria”, apartado A “Las previsiones relativas a la cesión de áreas municipales  violan la competencia del Municipio en la medida en 
que  restringen llevar a cabo una cesión adicional con motivo de  la acción de crecimiento urbano previamente autorizada  (artículo 210, 
párrafos octavo y noveno, de la Ley local  impugnada)”. 
3 Considerando décimo séptimo “Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas municipales y área libre 
complementaria”, apartado B “La previsión relativa al “área libre complementaria” viola la competencia municipal en la prestación de los 
servicios públicos, así como el principio de protección y progresividad del espacio público (artículo 210, párrafo décimo, de la Ley local 
impugnada)”. 
4 Considerando décimo séptimo “Impugnación de diversas previsiones relacionadas con la cesión de áreas municipales y área libre 
complementaria”, apartado C “La previsión de que por lo menos el 30% del área de cesión municipal se destine a jardines viola la autonomía 
municipal (artículos 210, párrafos cuarto y sexto, y 250, fracción I, de la Ley local impugnada)”. 
5 Artículo 259. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites enumerados en el artículo anterior y estando debidamente 
acompañadas de la documentación requerida, completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la misma en los términos máximos 
siguientes: 
I. Factibilidad de fraccionar y urbanizar; Constituye la factibilidad de uso de suelo: 10-diez días hábiles; 
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solicitudes de autorizaciones de subdivisiones, fusiones, relotificaciones y parcelaciones.6 El artículo 309, por 

último, prescribe los plazos para otorgar los permisos, factibilidades o licencias de construcción y de 

edificación de acuerdo con los planes y programas de desarrollo urbano aplicables y al reglamento Municipal 

de Construcción.7 

Estimo que los preceptos contravienen el artículo 115, fracción II, de la Constitución Federal el cual faculta 

a los municipios para emitir disposiciones con la finalidad de reglamentar los servicios, funciones  y facultades 

a su cargo. 

Asimismo, que transgreden la fracción V del artículo 115 constitucional, que establece que los municipios 

expedirán la reglamentación para cumplir con los propósitos del diverso 27 de la Carta Magna. Estos 

preceptos reconocen la competencia municipal para regular, controlar y administrar el programa de desarrollo 

urbano de distintos usos de suelo. En ese sentido, considero que los artículos 259, 305, párrafo segundo y 

309 de la Ley reclamada son inválidos bajo la lógica de que la materia de asentamientos humanos, desarrollo 

urbano y ordenamiento territorial es concurrente. Si bien la legislación debe articular la política de la materia, 

no puede vaciar de contenido las facultades constitucionales de los municipios. 

Los numerales en cita no solamente crean y detallan las exigencias de los trámites, sino que establecen el 

plazo y la vigencia en que deben ser emitidos y los requisitos que las personas ciudadanas deben cumplir 

para obtenerlos. Así, las disposiciones imponen condiciones que los municipios tienen la atribución de decidir 

y, por tanto, vacían de contenido su facultad para establecer y detallar los lineamientos de los trámites a su 

cargo en los Reglamentos de Zonificación y Uso de Suelo respectivos. 

Con lo anterior, no ignoro que los reglamentos municipales deberán ajustarse a los programas de 

desarrollo urbano estatales o federales. Lo que es inadmisible es que la entidad federativa establezca 

lineamientos que, más allá de ser mandatos de optimización, conviertan al municipio en un mero ejecutor de 

las facultades que constitucionalmente se le conceden. 

II. Invalidez del artículo 210 de la Ley local impugnada. 

Estimo que el artículo 210 es inconstitucional en su totalidad.8 En mi concepto, la inconstitucionalidad del 

precepto reclamado se debe a que establece de manera detallada sin dejar campo para que el municipio 

                                                                                                                                                     
II. Lineamientos generales de diseño urbano: 10-diez días hábiles; 
III. Proyecto urbanístico o su modificación; Constituye la licencia de uso de suelo: 20-veinte días hábiles; 
IV. Plano de rasantes: 5-cinco días hábiles; 
V. Proyecto ejecutivo urbanístico o su modificación; constituye la licencia de construcción: 20-veinte días hábiles; 
VI. Autorización de Proyecto de ventas y garantía suficiente: 10-diez días hábiles; 
VII. Prórrogas para terminación de obras y reducción de garantías: 15-quince días hábiles; 
VIII. Constancia de terminación de obras, y liberación de garantías: 40-cuarenta días hábiles; y 
IX. Municipalización: 10-diez días hábiles. 
En caso de que la autoridad competente sea omisa y no notifique personalmente la respuesta al trámite solicitado en los términos arriba 
señalados para cada caso y siempre que no se involucren situaciones ilícitas ni sea contraria a la presente Ley, planes, programas u otras 
disposiciones de carácter general en materia de desarrollo urbano, ordenamiento territorial y asentamientos humanos, se considerará negada 
la solicitud planteada. La resolución negativa deberá ser notificada al interesado en el término de 3-tres días hábiles para que en su caso 
haga uso del derecho de interponer los recursos administrativos presentes en esta Ley. 
En los reglamentos municipales u otras disposiciones de carácter general expedidos por el Ayuntamiento correspondiente, podrá establecerse 
un término menor al señalado en el primer párrafo de este artículo, el cual en ningún caso podrá ser mayor. 
6 Artículo 305. Las autorizaciones de subdivisiones, fusiones, relotificaciones y parcelaciones serán expedidas por la autoridad municipal 
competente y tendrán por objeto aprobar el número, superficie y dimensiones de los lotes resultantes. 
Las autorizaciones a que se refiere este artículo serán expedidas en el término de 10-diez días hábiles contados a partir de que sean 
satisfechos los requisitos establecidos en el presente capítulo para su obtención, y tendrán una vigencia de 150-ciento cincuenta días hábiles 
a partir de su expedición, para la inscripción del predio correspondiente ante el Instituto Registral y Catastral del Estado de Nuevo León. 
7 Artículo 309. A partir de la fecha de presentación de la solicitud de los trámites enumerados, estando debidamente acompañados de la 
documentación requerida, completa y correcta, la autoridad deberá dar respuesta a la misma en los términos máximos siguientes: 
I. Factibilidad de uso de suelo: 5-cinco días hábiles; 
II. Fijación de lineamientos: 5-cinco días hábiles; 
III. Licencia de uso de suelo; o su modificación: 10-diez días hábiles; 
IV. Licencia de Construcción; o su modificación: 10-diez días hábiles; 
V. Prórrogas para terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 
VI. Constancia de terminación de obras: 5-cinco días hábiles; 
VII. Proyecto de ventas en condominio, cuando así se requiera y garantía suficiente: 10-diez días hábiles; 
VIII. Prórrogas para terminación de obras en condominio y reducción de garantías: 10-diez días hábiles; 
IX. Constancia de terminación de obras en condominio y liberación de garantías: 10-diez días hábiles; y 
X. Licencia de uso de edificación: 10-diez días hábiles. 
8 Artículo 210. Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano de las señaladas por el presente artículo deberán 
ceder gratuitamente al Municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público, las siguientes 
superficies de suelo, denominadas Áreas de Cesión Municipal: 
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I. Fraccionamientos habitacionales unifamiliares de urbanización inmediata y progresiva: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible o 22-
veintidós metros cuadrados de suelo por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas; de lo anterior, un 30%-treinta por 
ciento en fraccionamientos habitacionales de urbanización inmediata se podrá destinar para jardines ubicados en camellones y rotondas de 4-
cuatro metros de ancho o de diámetro como mínimo, o anchuras adicionales en las aceras, y hasta un 30%-treinta por ciento de lo anterior en 
jardines menores, siempre y cuando esto sea en vías colectoras o menores, y no podrá ser contabilizado como parte de su derecho de vía. 
El otro 40%-cuarenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse al mismo uso o a la construcción del equipamiento educativo público de 
nivel básico, áreas deportivas públicas, caseta de vigilancia y asistencia pública. 
En los fraccionamientos habitacionales unifamiliares de urbanización inmediata de más de 50-cincuenta viviendas, las áreas de cesión 
deberán ser polígonos de terrenos mayores a 1,000 metros. 
El análisis de áreas de cesión se hará sobre el proyecto urbanístico; 
II. Fraccionamientos habitacionales multifamiliares de urbanización inmediata y progresiva: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible o 
22-veintidós metros cuadrados de suelo por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas; el otro 40% -cuarenta por ciento 
deberá destinarse al mismo uso o a la construcción del equipamiento educativo público del nivel básico, áreas deportivas públicas, caseta de 
vigilancia y asistencia pública. 
El 30% de suelo cedido en fraccionamientos habitacionales de urbanización inmediata se podrá destinar para jardines ubicados en 
camellones y rotondas de 4 -cuatro metros de ancho o de diámetro como mínimo, o anchuras adicionales en las aceras, siempre y cuando 
esto sea en vías colectoras o menores, y no podrá ser contabilizado como parte de su derecho de vía. 
En conjuntos urbanos multifamiliares de urbanización inmediata de más de 50-cincuenta viviendas, se procurará que las áreas de cesión sean 
de polígonos de terrenos mayores a 1,000 metros cuadrados. 
El análisis de áreas de cesión se hará sobre el proyecto urbanístico; 
III. Fraccionamientos comerciales y de servicios: el 7%-siete por ciento del área vendible, dichas superficies se destinarán a la formación de 
jardines, parques, plazas y similares; 
IV. Fraccionamientos o parques industriales: el 7%-siete por ciento del área vendible, dichas superficies se destinarán a la formación de áreas 
verdes y deportivas dentro del propio fraccionamiento; 
V. Fraccionamientos campestres, agropecuarios, recreativos y turísticos: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible; dichas superficies se 
destinarán a la formación de jardines, parques, áreas recreativa (sic), y similares; 
VI. Conjuntos urbanos habitacionales unifamiliares: el 17% -diecisiete por ciento del área vendible o 22-veintidós metros cuadrados de suelo 
por lote privativo o por unidad de vivienda a construir, la cantidad que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas, las cuales podrán estar ubicadas 
dentro del área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio; el otro 40% -cuarenta por ciento podrá destinarse para la construcción 
del equipamiento educativo público del nivel básico, áreas deportivas, caseta de vigilancia y asistencia pública y deberá ubicarse fuera del 
área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio con frente a vía pública; 
VII. Conjuntos urbanos habitacionales multifamiliares: el 17%-diecisiete por ciento del área vendible o 22-veintidós metros cuadrados de suelo 
por unidad de vivienda a construir, la cantidad que resulte mayor. 
El 60%-sesenta por ciento del suelo cedido deberá destinarse para jardines, parques o plazas públicas, las cuales podrán estar ubicadas 
dentro del área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio; el otro 40%-cuarenta por ciento el Municipio podrá destinarse para la 
construcción del equipamiento educativo público del nivel básico, áreas deportivas, caseta de vigilancia y asistencia pública y deberá ubicarse 
fuera del área privada sujeta a régimen de propiedad en condominio con frente a vía pública; 
VIII. Conjuntos urbanos no habitacionales, el 7% -siete por ciento del área que resulte de restar a la superficie total del polígono a desarrollar, 
el área de las vialidades públicas y privadas, así como las áreas de afectación; 
IX. Fraccionamientos funerarios o cementerios: el 15% -quince por ciento del área total del predio a desarrollar; 
X. Parcelaciones o subdivisiones en predios habitacionales que no forman parte de fraccionamiento autorizado: se deberá ceder el 17%  
-diecisiete por ciento de la superficie total del predio, menos vialidades públicas y privadas, así como áreas de afectación, únicamente cuando 
se trate de parcelaciones de predios de 5,000-cinco mil metros cuadrados o más de superficie; tratándose de predios menores a 5,000-cinco 
mil metros cuadrados, si el área no es adecuada a las funciones públicas del Municipio se podrá hacer la cesión o el pago correspondiente en 
cuyo caso se tomará como base el valor comercial del predio que expida la Secretaría de Finanzas y Tesorería General del Estado, el cual 
tendrá una vigencia de 3-tres meses; y se diferirá ésta obligación conforme al Artículo 234 de esta Ley; 
XI. Los usos complementarios no habitacionales cederán el 7% -siete por ciento del área vendible correspondiente, sin considerar las 
afectaciones correspondientes; y 
XII. Conjuntos urbanos mixtos: cederán en forma proporcional el 17% -diecisiete por ciento del área vendible, o 22 -veintidós metros 
cuadrados por unidad de vivienda, lo que resulte mayor. 
Las construcciones y edificaciones de tipo mixto que se desarrollen en terrenos no comprendidos en fraccionamiento autorizado, cederán en 
forma proporcional el 17%-diecisiete por ciento del área libre de afectaciones, o 22 -veintidós metros cuadrados por unidad de vivienda, lo que 
resulte mayor. 
En los conjuntos urbanos de cualquier tipo, así como las construcciones y edificaciones no comprendidas en fraccionamiento autorizado, las 
áreas de cesión municipal resultantes se cederán sobre el terreno natural de acceso libre para el público. 
Las áreas de cesión para destinos serán clasificadas conforme al artículo 143 de esta Ley, como áreas verdes formadas por plazas, jardines y 
lagunas. 
El manejo de las aguas pluviales, indistintamente sobre el terreno natural o sobre losas, deberá captarse y conducirse a la red pública o al 
subsuelo mediante pozos de absorción. 
Estas áreas de cesión, podrán diseñarse como plazas, jardines y lagunas, con la única restricción que, por lo menos el 30% deberán ser 
jardines. 
Las áreas de cesión para destinos, serán transmitidas al Municipio al momento de inscribir en el Instituto Registral y Catastral del Estado de 
Nuevo León el Régimen de Condominio correspondiente. 
La Cesión a la que se refiere el presente artículo solo se hará por una sola ocasión y no podrá exigirse al propietario del predio cesión 
adicional a la realizada al haber llevado a cabo la acción de crecimiento urbano previamente autorizada. 
En las densificaciones en fraccionamientos previamente autorizados, cuando se realicen cambios de uso de suelo diferente al habitacional, no 
será exigible el área de cesión. 
En densificaciones ubicadas dentro de fraccionamientos previamente autorizados que impliquen nuevas construcciones se dejará área libre 
complementaria a razón del 8% -ocho por ciento sobre el área del predio libre de afectaciones, excepto en construcciones habitacionales de 
cuatro unidades o menos. El Área Libre Complementaria-ALC podrá ser de manera indistinta sobre terreno natural de acceso libre para el 
público. El Área Libre Complementaria-ALC no contará para el cálculo del área libre del Coeficiente de Ocupación de Suelo-COS y/o 
Coeficiente de Absorción y Área Verde-CAAV; Será área abierta fuera de construcción cerrada, pudiendo tener cubiertas. 
Salvo las excepciones previstas de manera expresa en la Ley, las áreas de cesión serán inalienables, imprescriptibles e inembargables, no 
estarán sujetas a acción reivindicatoria, no podrán ser cubiertas en efectivo, no podrán ser objeto de enajenación o gravamen y sólo podrán 
utilizarse para los fines descritos en este artículo, y dependiendo el tipo de fraccionamiento de que se trate, por lo que no se deberá cambiar 
su destino, salvo cuando sea necesario realizar afectaciones con fines de utilidad pública, en cuyo caso la Autoridad Municipal deberá contar 
con el acuerdo respectivo del Cabildo, aprobado cuando menos por las dos terceras partes de sus integrantes. 
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establezca y defina características del crecimiento urbano. Por ejemplo, el precepto detalla los destinos de las 

áreas cedidas y el porcentaje mínimo y máximo de las urbanizaciones que deben ceder los particulares. Al no 

tratarse de principios generales, el precepto vulnera la autonomía municipal. 

Asimismo, la Ley ordena al municipio, de manera detallada, los destinos de los predios cedidos. En este 
sentido, el destino de los predios debe responder a las necesidades de cada municipio, las cuales no son 
homogéneas. En cambio, la Ley estatal fija el contenido concreto de estos parámetros y no se limita a 
establecer parámetros transversales generales. Además, señala que éstos serán imprescriptibles e 
inalienables, elemento que trasciende las facultades de las entidades federativas en materia de asentamientos 
humanos, desarrollo urbano y ordenamiento territorial, puesto que no deja margen de maniobra para que, 
atendiendo a las circunstancias específicas de cada uno, los municipios ejerzan sus atribuciones en materia 
de desarrollo territorial y urbano. 

III. Validez del artículo 250, fracción I, en su porción normativa “lagunas”, de la Ley local. 

El artículo 250, fracción I,9 pertenece al mismo sistema normativo que el diverso 210. En mi concepto, de 
haberse declarado la invalidez del último precepto –como he argumentado ya– también debió de haberse 
invalidado el numeral 250 por extensión. Sin embargo, obligado por la mayoría, considero que la porción 
normativa “lagunas” del artículo 250, fracción I, es válida. En primer lugar, estimo que las lagunas podrían ser 
consideradas como áreas verdes, que constituyen zonas de esparcimiento conforme a los artículos 74 y 75 de 
la Ley General en la materia. Asimismo, en segundo lugar, considero que el hecho de que el municipio pueda 
destinar hasta el setenta por ciento (70%) de las áreas verdes a lagunas, de ninguna manera implica que las 
áreas de cesión municipal sean zonas inundables o de riesgo o que presenten condiciones topográficas más 
complicadas. Esto es así, en mi concepto, porque de forma previa a determinar el destino específico de estas 
áreas verdes, las autoridades deben cerciorarse de que se cumplen los requisitos que prevé el artículo 76 de 
la Ley General10 para que sean susceptibles de constituir áreas de cesión. De acuerdo con este precepto las 
zonas inundables o de riesgos no pueden ser cedidas al municipio. Por ello, la porción normativa “lagunas” 
resulta válida pues debe ser entendida como un cuerpo de agua que no constituye una zona de riesgo. 

Ministro Javier Laynez Potisek.- Firmado electrónicamente.- Secretario General de Acuerdos, Lic. Rafael 
Coello Cetina.- Firmado electrónicamente. 

EL LICENCIADO RAFAEL COELLO CETINA, SECRETARIO GENERAL DE ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 

DE JUSTICIA DE LA NACIÓN: CERTIFICA: Que la presente copia fotostática constante de cinco fojas útiles en las 
que se cuenta esta certificación, concuerda fiel y exactamente con el original firmado electrónicamente del 
voto particular formulado por el señor Ministro Javier Laynez Potisek, en relación con la sentencia del once de 
febrero de dos mil veintiuno, dictada por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la 
controversia constitucional 12/2018, promovida por el Municipio de Guadalupe, Estado de Nuevo León. Se 
certifica con la finalidad de que se publique en el Diario Oficial de la Federación.- Ciudad de México, a veinte 

de septiembre de dos mil veintidós.- Rúbrica. 

                                                                                                                                                     
Cuando el Municipio pretenda otorgar alguna concesión sobre áreas para su uso, aprovechamiento o explotación a particulares o instituciones 
de derecho público o privado, además de lo establecido en el párrafo que antecede, será necesario contar con la aprobación del Congreso del 
Estado. Las áreas de cesión de fraccionamientos industriales podrán ser enajenadas o permutadas por los Municipios para el fin que resulte 
de mayor beneficio para el propio Municipio y sus habitantes, sin el requisito de aprobación del Congreso del Estado. 
Las áreas municipales que no provengan de las cesiones enumeradas por este artículo y que pretendan ser enajenadas, el Municipio podrá 
realizar dicha enajenación en la plena autonomía que le confiere el artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 
el artículo 132 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Nuevo León. 
Quienes lleven a cabo cualquiera de las acciones de crecimiento urbano de las señaladas en el presente artículo que cedan gratuitamente al 
municipio sin condición, reserva o limitación alguna para destinos y equipamiento urbano público parte de su inmueble, tendrán derecho 
conforme a las disposiciones fiscales federales aplicables, a acreditar el impuesto al valor agregado proporcional al porcentaje del área 
cedida. 
9 Artículo 250. El espacio público producto de cesión municipal conforme al artículo 210 de ésta Ley, será para la formación de áreas verdes, 
áreas recreativas y de convivencia. 
Estas áreas deberán destinarse para la construcción o habilitación de: 
I. Parques, plazas, lagunas y jardines; 
[…] 
10 Artículo 76. Las leyes locales establecerán las disposiciones tendientes a que los planes y programas de Desarrollo Urbano que 
implementen acciones de Densificación, garanticen una dotación suficiente de espacios públicos por habitante y conectividad con base en las 
normas aplicables, por medio de la adquisición y habilitación de espacios públicos adicionales a los existentes dentro del polígono sujeto a 
Densificación. 
Igualmente establecerán que los predios que con base en la normatividad aplicable, los fraccionadores y desarrolladores estén obligados a 
ceder al municipio para ser destinados a áreas verdes y equipamientos, no puedan ser residuales, estar ubicados en zonas inundables o de 
riesgos, o presentar condiciones topográficas más complicadas que el promedio del fraccionamiento o conjunto urbano. 
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BANCO DE MEXICO 
TIPO de cambio para solventar obligaciones denominadas en moneda extranjera pagaderas en la República 
Mexicana. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TIPO DE CAMBIO PARA SOLVENTAR OBLIGACIONES DENOMINADAS EN MONEDA EXTRANJERA PAGADERAS EN 

LA REPÚBLICA MEXICANA 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos 
Mexicanos; 35 de la Ley del Banco de México, así como 8o. y 10 del Reglamento Interior del Banco de 
México, y según lo previsto en el Capítulo V del Título Tercero de su Circular 3/2012, informa que el tipo de 
cambio obtenido el día de hoy fue de $19.9752 M.N. (diecinueve pesos con nueve mil setecientos cincuenta y 
dos diezmilésimos moneda nacional) por un dólar de los EE.UU.A. 

La equivalencia del peso mexicano con otras monedas extranjeras se calculará atendiendo a la cotización 
que rija para estas últimas contra el dólar de los EE.UU.A., en los mercados internacionales el día en que se 
haga el pago. Estas cotizaciones serán dadas a conocer, a solicitud de los interesados, por las instituciones 
de crédito del país. 

Atentamente, 

Ciudad de México, a 10 de octubre de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Disposiciones al 
Sistema Financiero, Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Director de Apoyo a las Operaciones,  Lic. 
Joaquín Rodrigo Cano Jauregui Segura Millan.- Rúbrica.- Subgerente de Instrumentación de Operaciones 
Internacionales, Lic. Luis Murray Arriaga.- Rúbrica. 

 

 

TASAS de interés interbancarias de equilibrio. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASAS DE INTERÉS INTERBANCARIAS DE EQUILIBRIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su Circular 
3/2012, informa que las Tasas de Interés Interbancarias de Equilibrio en moneda nacional (TIIE) a plazos de 
28 y 91 días obtenidas el día de hoy, fueron de 9.5450 y 9.8250 por ciento, respectivamente. 

Las citadas Tasas de Interés se calcularon con base en las cotizaciones presentadas por las siguientes 
instituciones de banca múltiple: Banco Santander (México), S.A., Banco Nacional de México, S.A., Banca 
Mifel, S.A., Banco Invex, S.A., Banco Credit Suisse (México), S.A., Banco Azteca, S.A. y Banco Mercantil del 
Norte, S.A. 

Ciudad de México, a 10 de octubre de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Disposiciones al 
Sistema Financiero, Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Director de Apoyo a las Operaciones,  Lic. 
Joaquín Rodrigo Cano Jauregui Segura Millan.- Rúbrica.- Subgerente de Instrumentación de Operaciones 
Internacionales, Lic. Luis Murray Arriaga.- Rúbrica. 

 

 

TASA de interés interbancaria de equilibrio de fondeo a un día hábil bancario. 

Al margen un logotipo, que dice: Banco de México.- “2022, Año de Ricardo Flores Magón”. 

TASA DE INTERÉS INTERBANCARIA DE EQUILIBRIO DE FONDEO A UN DÍA HÁBIL BANCARIO 

El Banco de México, con fundamento en los artículos 8o. y 10o. del Reglamento Interior del Banco de 
México y de conformidad con el procedimiento establecido en el Capítulo IV del Título Tercero de su  Circular 
3/2012, informa que la Tasa de Interés Interbancaria de Equilibrio (TIIE) de Fondeo a un día hábil bancario en 
moneda nacional determinada el día de hoy, fue de 9.21 por ciento.  

Ciudad de México, a 7 de octubre de 2022.- BANCO DE MÉXICO: Subgerente de Disposiciones al 
Sistema Financiero, Lic. Luis Manuel Rivas Gómez.- Rúbrica.- Director de Apoyo a las Operaciones,  Lic. 
Joaquín Rodrigo Cano Jauregui Segura Millan.- Rúbrica.- Subgerente de Instrumentación de Operaciones 
Internacionales, Lic. Luis Murray Arriaga.- Rúbrica. 
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INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL 
ACUERDO del Consejo General del Instituto Nacional Electoral por el que se aprueba la integración y 
presidencias de las comisiones permanentes y otros órganos del Instituto Nacional Electoral, así como la creación 
de la Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Nacional 
Electoral.- Consejo General.- INE/CG619/2022. 

ACUERDO DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO NACIONAL ELECTORAL POR EL QUE SE APRUEBA LA 

INTEGRACIÓN Y PRESIDENCIAS DE LAS COMISIONES PERMANENTES Y OTROS ÓRGANOS DEL INSTITUTO 

NACIONAL ELECTORAL, ASÍ COMO LA CREACIÓN DE LA COMISIÓN TEMPORAL DE SEGUIMIENTO DE LOS 

PROCESOS ELECTORALES LOCALES 2023 

GLOSARIO 

Consejo General Consejo General del Instituto Nacional Electoral 

Constitución Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

INE Instituto Nacional Electoral 

LGIPE   Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales 

Reglamento Interior Reglamento Interior del Instituto Nacional Electoral 

Reglamento de Comisiones Reglamento de Comisiones del Instituto Nacional Electoral 

 

ANTECEDENTES 

I. El 3 de abril de 2014, el pleno de la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión designó al 
Consejero Presidente y a diez Consejeros y Consejeras Electorales del Consejo General del INE. El 
respectivo decreto se publicó en el Diario Oficial de la Federación del día siguiente. 

En dicho documento se estableció que el encargo del Consejero Presidente, Lorenzo Córdova Vianello, de 
la Consejera Adriana Margarita Favela Herrera y de los Consejeros Ciro Murayama Rendón y José Roberto 
Ruiz Saldaña, duraría nueve años a partir de la mencionada fecha de designación.  

II. El 7 de septiembre de 2016 se aprobó el Acuerdo INE/CG665/2016, por el que se ratificó la rotación de 
las presidencias de las comisiones permanentes y se crearon las Comisiones Temporales del Voto de los 
Mexicanos Residentes en el Extranjero y la de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2016-2017. 

III. El 18 de abril de 2017 se aprobó el Acuerdo INE/CG109/2017, por el que se incorporaron en las 
posiciones vacantes de las comisiones permanentes y temporales, así como en los comités del Consejo 
General del INE, al Consejero y a las Consejeras Electorales que fueron designados para el período del 5 de 
abril de 2017 al 4 de abril de 2026, es decir, la Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas, el Mtro. Jaime Rivera 
Velázquez y la Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez. 

IV. El 8 de septiembre de 2017 se aprobó el Acuerdo INE/CG408/2017, por el que se estableció la 
integración de las comisiones permanentes, temporales y otros órganos del Consejo General del INE, así 
como la creación de las Comisiones Temporales de Debates y para el Fortalecimiento de la Igualdad de 
Género y No Discriminación en la Participación Política en el Marco del Proceso Electoral 2017-2018. 

V. El 12 de septiembre de 2018 se aprobó el Acuerdo INE/CG1305/2018, por el que se modificó la 
integración de diversas comisiones, se ratificó la rotación de las presidencias de las comisiones permanentes 
y otros órganos, y se crearon las Comisiones Temporales de Seguimiento de los Procesos Electorales 
Locales 2018-2019 y de Vinculación con Mexicanos Residentes en el Extranjero y Análisis de las Modalidades 
de su Voto. 

VI. El 4 de septiembre de 2019 se emitió el Acuerdo INE/CG407/2019, por el cual se aprobó la integración 
de comisiones permanentes y otros órganos, se prorrogó la vigencia e integración de la Comisión Temporal 
de Vinculación con Mexicanos Residentes en el Extranjero y Análisis de las Modalidades de su Voto, así como 
la creación de las Comisiones Temporales de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2019-2020 y 
para el Fortalecimiento de la Igualdad de Género y No Discriminación en la Participación Política. 
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VII. El 17 de abril de 2020 se emitió el Acuerdo INE/CG87/2020, por el cual se aprobó, de manera 

temporal y extraordinaria, la presidencia e integración de comisiones permanentes, temporales y otros 

órganos, así como la creación de la Comisión Temporal de Presupuesto. 

VIII. El 30 de julio de 2020 se emitió el Acuerdo INE/CG172/2020, por el cual se aprobó la integración y 

presidencias de las comisiones permanentes, temporales y otros órganos del Instituto Nacional Electoral. 

Esto, con base en la incorporación de las ciudadanas y ciudadanos Norma Irene De la Cruz Magaña, Carla 

Astrid Humphrey Jordan, José Martín Fernando Faz Mora y Uuc-Kib Espadas Ancona, como nuevas 

Consejeras y nuevos Consejeros Electorales del INE. 

IX. El 1 de septiembre de 2021 se aprobó el Acuerdo INE/CG1494/2021, sobre la integración y 

presidencias de las comisiones permanentes y otros órganos del Instituto Nacional Electoral, así como la 

creación de la Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2021-2022. 

En el punto segundo de dicho acuerdo se estableció que la duración de la integración y presidencia de las 

Comisiones Permanentes sería hasta la primera semana del mes de septiembre de 2022. 

Conforme a dicho acuerdo, la integración y presidencias de las Comisiones Permanentes y otros órganos 

del INE fueron aprobadas en los términos siguientes: 

I. COMISIONES PERMANENTES 

a. Comisión de Capacitación Electoral y Educación Cívica 

Nombre Cargo 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora    Presidente 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

  

Titular de la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y 

Educación Cívica 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 

los Partidos Políticos  

 

 

b. Comisión de Organización Electoral 

Nombre Cargo 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Presidenta 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez  Integrante 

  

Titular de la Dirección Ejecutiva de Organización Electoral Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 

los Partidos Políticos  

 

c. Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, y Comité de Radio y Televisión 
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Nombre Cargo 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona  Presidente 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y  Partidos 

Políticos 

 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 

los Partidos Políticos  

 

 

d. Comisión del Servicio Profesional Electoral Nacional 

Nombre Cargo 

Dr. Ciro Murayama Rendón  Presidente 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez   Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral 

Nacional 

Secretaría Técnica 

 

e. Comisión del Registro Federal de Electores 

Nombre Cargo 

Dr. Ciro Murayama Rendón  Presidente 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez Integrante 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores  

 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 

los Partidos Políticos 

 

f. Comisión de Quejas y Denuncias 

Nombre Cargo 
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Dra. Adriana Margarita Favela Herrera  Presidenta 

Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez  Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral 

 

Secretaría Técnica 

Orden de prelación suplentes 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora 

Carla Astrid Humphrey Jordan 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña   

 

 

g. Comisión de Fiscalización 

Nombre Cargo 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez  Presidente 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona  Integrante 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera  Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Integrante 

Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de Fiscalización 

 

Secretaría Técnica 

 

h. Comisión de Vinculación con Organismos Públicos Locales 

Nombre Cargo 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Presidenta 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña   Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez    Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de Vinculación con Organismos 

Públicos Locales 

 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 

los Partidos Políticos 

 

i. Comisión de Igualdad de Género y no Discriminación 

Nombre Cargo 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña  Presidenta 
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Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de Igualdad de Género y No 
Discriminación  

 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 
los Partidos Políticos  

 

 

II. GRUPO DE TRABAJO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA 

Nombre Cargo 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Presidenta 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

  

Titular de la Unidad Técnica de Transparencia y Protección de 
Datos Personales 

Secretaría Técnica 

 

III. COMITÉ EDITORIAL 

Nombre Cargo 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Presidente 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Integrante 

 

Asimismo, como se precisó, a través del referido acuerdo se creó la Comisión Temporal de Seguimiento 
de los Procesos Electorales Locales 2021-2022, con la siguiente integración: 

Nombre Cargo 

 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Presidente 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas   Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Organización Electoral 

 

Secretaría Técnica 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y 
Educación Cívica 

Secretaría Técnica 

Titular de la Unidad Técnica de Vinculación con Organismos 
Públicos Locales   

Invitado permanente  

Titular de la Unidad Técnica de Servicios de Informática Invitado permanente  
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Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de 
los Partidos Políticos 

 

En el punto quinto del mismo acuerdo se determinó que la mencionada comisión temporal concluiría sus 

actividades al término de dichos procesos electorales locales y mecanismos de participación que en su caso 

se llegaran a efectuar, previo informe rendido al Consejo General. 

CONSIDERANDOS 

Marco Normativo 

1. En el artículo 41, párrafo segundo, Base V, Apartado A, párrafos primero, segundo y tercero de la 

Constitución, se establece que la organización de las elecciones es una función estatal que se realiza a través 

de un organismo público autónomo, que es autoridad en la materia, independiente en sus decisiones y 

funcionamiento, y profesional en su desempeño, contando en su estructura con órganos de dirección, 

ejecutivos, técnicos y de vigilancia. En el ejercicio de estas funciones, la certeza, legalidad, independencia, 

imparcialidad, máxima publicidad y objetividad serán principios rectores.  

2. En el mismo artículo 41, Base V, Apartado A, párrafo quinto, de la Constitución, así como 36, numerales 

5 y 6, de la LGIPE, se establece, en lo conducente, que las Consejeras y los Consejeros Electorales durarán 

en su cargo nueve años, serán renovados en forma escalonada y serán electos por el voto de las dos terceras 

partes de los miembros presentes de la Cámara de Diputados. 

3. De conformidad con lo establecido en el también reformado artículo 35, numeral 1, de la LGIPE, el 

Consejo General es el órgano superior de dirección, responsable de vigilar el cumplimiento de las 

disposiciones constitucionales y legales en materia electoral, así como de velar porque los principios de 

certeza, legalidad, independencia, imparcialidad, máxima publicidad, objetividad y paridad de género guíen 

todas las actividades del Instituto. En su desempeño aplicará la perspectiva de género. 

4. En el artículo 36, numerales 1 y 7, de la LGIPE, se prevé que el Consejo General se integra por un 

Consejero o Consejera Presidente, diez Consejeros o Consejeras Electorales, Consejeros o Consejeras del 

Poder Legislativo, representantes de los partidos políticos y el Secretario Ejecutivo; asimismo, que el 

Consejero o Consejera Presidente y los Consejeros o Consejeras Electorales rendirán la protesta de ley en 

sesión que celebre el Consejo General dentro de las veinticuatro horas siguientes a la elección, el primero o 

primera lo hará por sí mismo y después tomará la protesta a los Consejeros o Consejeras electos. 

5. En el artículo 42, numerales 1 y 2, de la LGIPE, se establece que el Consejo General integrará las 

comisiones temporales que considere necesarias para el desempeño de sus atribuciones, las que siempre 

serán presididas por una Consejera o Consejero Electoral. Con independencia de lo anterior, las comisiones 

de Capacitación Electoral y Educación Cívica; Organización Electoral; Prerrogativas y Partidos Políticos; 

Servicio Profesional Electoral Nacional; Registro Federal de Electores; Quejas y Denuncias; Fiscalización; 

Vinculación con los Organismos Públicos Locales, e Igualdad de Género y no Discriminación, funcionarán 

permanentemente y se integrarán exclusivamente por Consejeras o Consejeros Electorales designados por el 

Consejo General. Las Consejeras y los Consejeros Electorales podrán participar hasta en cuatro de las 

comisiones antes mencionadas, por un periodo de tres años; asimismo, la presidencia de tales comisiones 

será rotativa en forma anual entre sus integrantes. 

De igual manera, en los numerales 4 y 5 de dicho precepto legal se establece, respectivamente, que todas 

las comisiones se integrarán con un mínimo de tres y un máximo de cinco Consejeras y Consejeros 

Electorales bajo el principio de paridad de género; podrán participar en ellas, con voz pero sin voto, las 

Consejeras y los Consejeros del Poder Legislativo, así como las personas representantes de los partidos 

políticos, salvo las del Servicio Profesional Electoral Nacional, Quejas y Denuncias, y Fiscalización. 

También se prevé que el Consejo General integrará la Comisión de Vinculación con los Organismos 

Públicos Locales, que funcionará permanentemente y se conformará por cuatro Consejeras y Consejeros 

Electorales designados por mayoría de cuando menos ocho votos del Consejo General, bajo el principio de 
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paridad de género, por un periodo de tres años y la presidencia será rotatoria en forma anual entre sus 

integrantes. 

6. En el artículo 44, numeral 1, incisos a) y jj), de la LGIPE, se establece como atribuciones del Consejo 

General, aprobar y expedir los reglamentos interiores para el debido ejercicio de las facultades y atribuciones 

del Instituto, así como dictar los acuerdos necesarios para hacer efectivas las atribuciones señaladas en la 

ley. 

7. En los artículos 4, numeral 1, fracción VII, y 6, numeral 1, fracción I, del Reglamento Interior se prevé, 

respectivamente, que el INE ejercerá sus atribuciones a través de diversos órganos, entre ellos, de índole 

colegiada, la Comisión de Capacitación Electoral y Educación Cívica; la Comisión de Organización Electoral; 

la Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos; la Comisión del Servicio Profesional Electoral Nacional; la 

Comisión del Registro Federal de Electores; la Comisión de Quejas y Denuncias; la Comisión de 

Fiscalización; la Comisión de Vinculación con los Organismos Públicos Locales; la Comisión de Igualdad de 

Género y No Discriminación, y el Comité de Radio y Televisión; asimismo se establece que, para el 

desempeño de sus atribuciones y con fundamento en el artículo 42, numerales 1 y 2 de la LGIPE, el Consejo 

General contará con dichas Comisiones Permanentes. 

8. En el artículo 9, numeral 1, del mismo Reglamento Interior se ordena que las Comisiones de 

Prerrogativas y Partidos Políticos; Organización Electoral; Servicio Profesional Electoral Nacional; 

Capacitación Electoral y Educación Cívica; Registro Federal de Electores; Quejas y Denuncias; Fiscalización; 

Vinculación con los Organismos Públicos Locales; e Igualdad de Género y No Discriminación se integrarán 

exclusivamente por Consejeras y Consejeros Electorales, que en atención al principio de paridad de género 

designe el Consejo, con el número de Consejeras y Consejeros que en cada caso establece la Ley Electoral, 

quienes podrán participar hasta en cuatro de ellas por un periodo de tres años, y una o uno de los cuales 

fungirá como Presidenta o Presidente, funcionando de manera permanente. La Presidencia será rotativa en 

forma anual entre sus integrantes. El procedimiento de rotación se determinará en el Reglamento de 

Comisiones del Consejo. 

9. En el artículo 10, numeral 1, del Reglamento Interior se dispone que el Consejo General integrará las 

Comisiones Temporales que considere necesarias para el desempeño de sus atribuciones, con tres o cinco 

Consejeras y Consejeros, atendiendo el principio de paridad de género y presididas por una de ellas o uno de 

ellos. 

10. En el artículo 13, numeral 1, incisos j) y k), del Reglamento Interior, se establecen como atribuciones 

de las Consejeras y los Consejeros Electorales del Consejo General, presidir e integrar las comisiones que 

determine el Consejo y participar con derecho a voz y voto en sus sesiones. 

11. Por su parte, en el artículo 11, numerales 1, 2 y 3 del Reglamento de Comisiones se determina que en 

todas las comisiones permanentes el periodo de la Presidencia durará un año contado a partir del día de la 

designación, y que, a la conclusión de dicho periodo, los integrantes de la Comisión correspondiente en la 

siguiente sesión que celebren designarán de común acuerdo a la Consejera o al Consejero que asumirá las 

funciones de la Presidencia, respetando las reglas de rotación entre todas y todos sus integrantes. 

Dicha designación deberá ser ratificada por el Consejo General. Asimismo, se establece que la elección 

de integrantes y la rotación de presidencias se deberán llevar a cabo en la primera semana del mes de 

septiembre. 

12. En los artículos 4, numeral 1, inciso b) y 6, numerales 1 y 2, del Reglamento de Comisiones se señala 

que las Comisiones Temporales serán aquellas creadas por Acuerdo del Consejo para la atención de un 

asunto preciso y específico, por lo cual, una vez desahogado, habrá lugar a su disolución. Dichas comisiones 

serán presididas por una Consejera o un Consejero Electoral. 

El Acuerdo de creación de las Comisiones Temporales deberá contener la motivación y fundamentación 
de la creación de la Comisión, su integración, su objeto específico y en su caso las actividades a realizar; así 
como los plazos o condiciones para dar por terminado el asunto y, en consecuencia, para extinguir la 
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Comisión, así como la obligación de quien ocupe su Presidencia de informar al Consejo General cuando se 
actualice tal supuesto. 

A partir de dichos informes, el Consejo podrá prorrogar su vigencia para que se cumpla con los objetivos 
para los que fue creada. 

13. En atención a lo establecido en el artículo 10, numeral 5, del Reglamento de Comisiones, en las 
comisiones podrán participar, con voz pero sin voto, los consejeros o consejeras del Poder Legislativo, así 
como los o las representantes de los partidos políticos, salvo en las comisiones del Servicio Profesional 
Electoral Nacional, de Quejas y Denuncias, y de Fiscalización. 

14. De conformidad con el artículo 184, numerales 2, inciso b) y 3, de la LGIPE, el Comité de Radio y 
Televisión del INE será presidido por el Consejero o la Consejera Electoral que ejerza la misma función en la 
Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos. 

15. En el artículo 5 de los Lineamientos para regular el proceso de producción editorial del INE y el 
funcionamiento del propio órgano, se establece que la presidencia del Comité recaerá en la Consejera o el 
Consejero Electoral que presida la Comisión de Capacitación Electoral y Educación Cívica. 

16. Asimismo, por lo que hace al Grupo de Trabajo en Materia de Transparencia, si bien es cierto que los 
Lineamientos de operación del Grupo de Trabajo en materia de transparencia no establecen la periodicidad en 
la rotación de su presidencia, también lo es que para garantizar certeza en su funcionamiento deben aplicar 
las mismas razones que rigen a las Comisiones Permanentes del Consejo General. 

Interpretación y armonización del marco normativo 

17. El Consejo General ha realizado diversas interpretaciones sobre puntos específicos atinentes a la 
integración de comisiones y la rotación de sus presidencias, contenidas en distintos acuerdos que han sido 
emitidos en su oportunidad como, entre otros, INE/CG392/2015, INE/CG479/2016, INE/CG665/2016, 
INE/CG408/2017 e INE/CG1305/2018, cuyos razonamientos fueron confirmados -según el caso- por la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación en sentencias SUP-RAP-298/2016 y SUP-
RAP-616/2017 y acumulados. 

Entre otros criterios, dicho órgano jurisdiccional estableció que la integración de las comisiones del INE es 
una función operativa del propio Instituto, cuya regulación le corresponde determinar al mismo. Ello, porque 
los lineamientos que dispuso el legislador para su funcionamiento resultan mínimos. 

Por tanto, no existe prohibición para que las Consejeras y los Consejeros Electorales puedan integrar en 
más de una ocasión determinada comisión o para que la integración de la comisión se deba renovar 
totalmente transcurrido el periodo de tres años. En esa tesitura, el plazo previsto en los artículos 42, numeral 
2, de la LGIPE y 9, numeral 1, del Reglamento Interior, deviene en la obligación legal para que el Consejo 
General realice cambios en la integración, pudiendo arribar a la conclusión de realizar una renovación parcial 
o total, dado que el INE tiene amplia libertad para integrar las comisiones, siempre y cuando respete el 
número de integrantes y de comisiones en las cuales pueden participar, es decir, de tres a cinco integrantes y 
hasta cuatro comisiones por Consejera o Consejero Electoral. 

Igualmente se ha concluido que el artículo 42 de la referida LGIPE únicamente refiere que se designarán 
las comisiones por tres años y las presidencias se rotarán anualmente entre sus integrantes, sin que se haga 
mención a una fecha en específico ni se prohíba que uno o dos de los integrantes de las Comisiones 
Permanentes del Consejo General puedan volver a conformar tales comisiones al concluir los 3 años para los 
que fueron designados inicialmente. 

De esta forma, lo relevante de los criterios sustentados por esta autoridad electoral y el Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, se han centrado en las cuestiones siguientes: 

a) Las Comisiones Permanentes son órganos auxiliares del Consejo General en el ejercicio de sus 
atribuciones. 

b) La conformación de comisiones obedece al consenso y la facultad operativa del órgano máximo de 
dirección del INE. 
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c) Los principios que avalan la integración de las Comisiones Permanentes son la división del trabajo, la 
organización interna, la continuidad y funcionalidad de las actividades institucionales para el 
cumplimiento de las atribuciones del INE. 

Ello se explica porque las comisiones, como auxiliares del propio Consejo, deben ser instancias que 
faciliten el análisis y discusión de las decisiones que deben llegar ante aquél, de tal forma que las Consejeras 
y los Consejeros Electorales tienen la facultad de organizar su trabajo interno, acorde a las situaciones y 
problemáticas que atienden en su labor cotidiana. 

En otras palabras, la tarea de las comisiones y sus actividades se rigen dentro de un esquema de 
organización interna y de la dinámica de planeación del propio Instituto Nacional Electoral. 

Prórroga en la integración y presidencias de las comisiones permanentes y otros órganos 

18. Como se indicó en el punto I de Antecedentes, el pleno de la Cámara de Diputados del H. Congreso 

de la Unión designó el 3 de abril de 2014 al Consejero Presidente y a diez Consejeros y Consejeras 

Electorales del Consejo General del INE, previendo, en lo conducente, que el encargo del Consejero 

Presidente, Lorenzo Córdova Vianello, de la Consejera Adriana Margarita Favela Herrera y de los Consejeros 

Ciro Murayama Rendón y José Roberto Ruiz Saldaña, duraría nueve años a partir de la mencionada fecha de 

designación. 

En consecuencia, el 3 de abril de 2023 las personas indicadas concluirán sus respectivos encargos de 

Consejero Presidente, Consejera y Consejeros del Consejo General del INE para el que fueron designados en 

su oportunidad, actualizando con ello una renovación de dicho órgano superior de dirección que impediría el 

ejercicio anual de las presidencias de las comisiones permanentes, previsto en el citado artículo 42, numeral 

2, parte final, de la LGIPE. Lo anterior, con excepción del cargo de Consejero Presidente o Consejera 

Presidenta, en virtud de que no integra comisiones. 

En efecto, dicha situación extraordinaria  generada por la imposibilidad de cumplir con la anualidad que 

exige el señalado precepto legal,  genera que este Consejo General prevea que las actuales integraciones y 

presidencias de todas las comisiones permanentes y otros órganos auxiliares (que se indican en el presente 

acuerdo) se prorroguen hasta el 3 de abril de 2023, a efecto de garantizar la continuidad en los trabajos de las 

mismas, pues será hasta esa fecha cuando las comisiones dejarán de integrarse con la Consejera y los 

Consejeros salientes. 

En efecto, la referida prórroga en las integraciones y presidencias de las comisiones permanentes y otros 
órganos auxiliares tiene como finalidad dar continuidad a los trabajos que se han venido desarrollando por 
parte de las diferentes presidencias de tales órganos auxiliares del Consejo General, de tal manera que en los 
próximos siete meses puedan verse cumplidos los proyectos planeados hasta que las citadas personas 
terminen sus respectivos encargos, salvo que, por así convenir a sus intereses, decidieran no continuar al 
frente de cada comisión. De esta manera se da coherencia al trabajo de dichos órganos colegiados teniendo 
presente la referida renovación de las mencionadas personas integrantes del Consejo General, por lo que las 
actividades que llevan a cabo las comisiones podrán seguir atendiendo los avances logrados durante 2022 y 
programar las actividades del próximo año 2023 en el que habrán de celebrarse dos procesos electorales 
locales ordinarios y dará inicio el proceso electoral federal 2023-2024. 

Cabe enfatizar que la referida determinación de prórroga obedece a una situación extraordinaria y se 

extiende hasta el 3 de abril de 2023, por lo que en modo alguno implica perpetuar en las respectivas 

integraciones y presidencias de comisiones permanentes y otros órganos auxiliares a determinadas personas, 

Consejeras o Consejeros. En ese sentido se destaca que la actividad de las comisiones del Instituto Nacional 

Electoral corresponde a una medida interna de organización de los trabajos del propio Instituto, a través de la 

cual se procesan las múltiples tareas que son necesarias para finalmente llevar los asuntos al conocimiento y 

decisión del Consejo General como máximo órgano de dirección. En consecuencia, la función de las 

presidencias de las propias comisiones solo tiende a facilitar y coordinar los trabajos entre los integrantes de 

las respectivas comisiones.   

Bajo una interpretación gramatical, sistemática y funcional del marco normativo invocado en el presente 
Acuerdo y en consideraciones precedentes, se concluye que las comisiones son órganos auxiliares del 
Consejo General del INE que obedecen a una lógica de distribución y organización del trabajo interno, 
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tendente a impulsar los esfuerzos comunes del propio Instituto. Por tanto, de ninguna manera implican un coto 
específico en materia alguna para determinado Consejero o Consejera. De hecho, las comisiones del máximo 
órgano de dirección del INE se caracterizan por ser espacios de trabajo colectivo, de discusión plural y 
respetuosa de los asuntos y con responsabilidad institucional. Todo lo anterior en aras de construir el diálogo 
y los consensos necesarios para la toma de decisiones en dicho Consejo General, el cual está compuesto por 
once integrantes, mujeres y hombres, y no solo por una o dos personas. 

Aunado a lo anterior, desde la perspectiva de la finalidad de la norma, se advierte que lo atinente a la 
integración de las comisiones del INE es que en lo ordinario no se perpetúen personas al frente de las 
mismas, siendo que en el presente caso estamos en presencia de una situación extraordinaria no prevista en 
la norma, consistente en que habrá un proceso de renovación de la integración del Consejo General a la mitad 
del mandato anual de comisiones, por lo que se hace necesario armonizar la integración de las comisiones 
con las reglas establecidas para lo ordinario. 

Se reitera que la integración de comisiones obedece a la razón y la posibilidad que la ley y la Constitución 
otorgan al INE para auto organizar el trabajo al interior del propio Instituto, lo que es congruente además con 
su autonomía. Las comisiones son órganos colegiados internos que desarrollan trabajos preparatorios que a 
su vez se pondrán a consideración del trabajo colegiado del Consejo General, y solo en ciertos casos como el 
de la Comisión de Quejas y Denuncias pueden llegar a fungir como autoridad responsable por decisiones 
tomadas con efectos hacia terceros. 

Al respecto, cabe citar en lo conducente lo expuesto por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación al resolver el recurso de apelación identificado con la clave SUP-RAP-396/2021, 
donde se reiteran los criterios sentados por dicho órgano jurisdiccional en el sentido de que la integración de 
las comisiones del INE es una función operativa del propio Instituto, cuya regulación le corresponde 
determinar al mismo. 

En la citada ejecutoria, a través de la cual se confirmó el Acuerdo INE/CG1494/2021 sobre la integración y 
presidencias de las comisiones permanentes y otros órganos del Instituto Nacional Electoral, así como la 
creación de la Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2021-2022 (precisado 
en el punto IX del apartado de Antecedentes), la Sala Superior consideró que: 

... 

En ese sentido, esta Sala Superior reitera lo razonado en el recurso de apelación SUP-RAP-
387/2018, relacionado, precisamente, con una impugnación referente a la integración de 
comisiones del Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

En dicho precedente, esta Sala Superior precisó que, es necesario tomar en consideración 
la deferencia que este órgano jurisdiccional debe tener hacia las decisiones del Consejo 
General del Instituto, siempre que se mantenga en el marco de la Constitución General y la 

ley. 

Lo cual, implica que este Tribunal Electoral, como máxima autoridad jurisdiccional en la 
materia, debe ejercer sus atribuciones con moderación y prudencia, respetando ciertos 
márgenes de arbitrio de la autoridad administrativa electoral. 

Esto es, en dicho precedente se estableció que, la potestad con que cuenta esta Sala 
Superior, para revisar la constitucionalidad y la legalidad de los actos emitidos por el 
Instituto Nacional Electoral, debe ejercerse tras realizar un análisis del acto impugnado en 
su contexto, evitando incidir innecesariamente en la autoorganización del órgano 
administrativo electoral, pues en casos como el que nos ocupa, están vinculadas a las 
decisiones de la administración interna que se despliegan con sus propios recursos 

humanos, financieros y materiales. (Énfasis de la sentencia) 

Por lo tanto, se consideró que, en asuntos como éste, debe concederse cierto margen de 
arbitrio y libertad de decisión a la autoridad administrativa electoral, matizando la rigurosidad 
del análisis judicial que se efectúe. 

...  
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En consecuencia, con dicha medida se cumple la finalidad de la ley y se privilegia la organización interna 

en los trabajos de las comisiones al otorgar continuidad en la atención de los asuntos que se están 

conociendo en las mismas, de tal manera que aun cuando las personas indicadas concluyan sus cargos, se 

habrán generado los avances necesarios en los temas propios de cada comisión. 

Es importante considerar que, si se rotaran las integraciones y presidencias de las comisiones 

permanentes y órganos auxiliares del Consejo General en este mes de septiembre de 2022, tomando en 

consideración la continuidad de sus trabajos, se tendría que excluir de las mismas a la Consejera y los 

Consejeros Electorales que próximamente concluyen su encargo, lo cual dejaría implícito -a su vez- que las 

nuevas personas Consejeras o Consejeros estuvieran impedidas para ser nombradas en la presidencia de 

comisiones permanentes cuando se integraran a los trabajos de dichos órganos colegiados, generando así 

una doble exclusión por parte del Consejo General, tanto a las personas Consejeras Electorales actualmente 

en ejercicio del cargo como a quienes se integren en el año 2023. 

Así, cuando se integren al Consejo General los nuevos Consejeros o Consejeras, podrán formar parte del 

consenso del colegiado para decidir sobre la organización interna que permita a dicho Consejo General dar 

funcionalidad al INE con el auxilio de las comisiones, cuyo funcionamiento no se interrumpirá, pues se 

integrarán a los trabajos que se vendrán desarrollando y se fortalecerá la deliberación de los asuntos de estas 

instancias colegiadas. 

De no acordar la presente prórroga se tendrían que realizar, en menos de un año, dos nuevas 

conformaciones (integraciones y presidencias) de todas las comisiones: a) Ahora, con la emisión del presente 

acuerdo, y b) En el mes de abril de 2023 cuando sean designadas las nuevas Consejeras y Consejeros del 

Consejo General. Todo lo cual puede distraer u obstaculizar en forma importante las decisiones y el avance 

en los citados trabajos de comisiones y del mismo INE en general, máxime si, como ya se mencionó, en 2023 

tendrán verificativo dos procesos electorales locales ordinarios en las entidades federativas de Coahuila (inicio 

1 de enero de 2023: gubernatura y congreso) y Estado de México (inicio entre 1 y 7 de enero de 2023: 

gubernatura), y dará inicio el proceso electoral federal 2023-2024, sin perjuicio de la posibilidad de algún 

ejercicio de consulta popular. 

Por todo ello se considera razonable mantener de manera extraordinaria las actuales integraciones y 

presidencias de las comisiones permanentes del Consejo General del INE para que, una vez que se 

incorporen los nuevos Consejeros y Consejeras Electorales, se proceda a revisar y en su caso modificar las 

mismas, generándose así, ya con las nuevas personas integrantes del Consejo General del INE, la 

oportunidad de llevar a cabo la renovación integral de las comisiones y otros órganos internos del INE y, de 

esta manera, realinear la organización de sus trabajos internos. 

También cabe mencionar que la prórroga objeto del presente acuerdo no es novedosa. De hecho, en el 

diverso Acuerdo INE/CG407/2019, de 4 de septiembre de 2019, se previó la prórroga de integraciones y 

presidencias de comisiones permanentes y otros órganos ante la futura conclusión del encargo de una 

Consejera y tres Consejeros Electorales. 

Por otra parte, con el fin de garantizar certeza y seguridad jurídica en su funcionamiento, la presente 

determinación excepcional de prórroga del período de integración y presidencias de comisiones permanentes 

aplica igualmente al Comité Editorial y al Grupo de Trabajo en Materia de Transparencia. 

Integración y presidencias de comisiones permanentes y otros órganos del INE, de la fecha de 

aprobación del presente Acuerdo al 3 de abril de 2023 

19. Como se ha fundado y motivado, la integración y las presidencias de las actuales comisiones 

permanentes y otros órganos del INE, aprobadas en el diverso Acuerdo INE/CG1494/2021, se prorrogan al 3 

de abril de 2023. En ese sentido, dichas integraciones y presidencias son las siguientes: 
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I. COMISIONES PERMANENTES 

a. Comisión de Capacitación Electoral y Educación Cívica 

Nombre Cargo 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora    Presidente 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

 

b. Comisión de Organización Electoral 

Nombre Cargo 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Presidenta 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez  Integrante 

 

c. Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, y Comité de Radio y Televisión 

Nombre Cargo 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona  Presidente 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

 

d. Comisión del Servicio Profesional Electoral Nacional 

Nombre Cargo 

Dr. Ciro Murayama Rendón  Presidente 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez   Integrante 

e. Comisión del Registro Federal de Electores 

Nombre Cargo 

Dr. Ciro Murayama Rendón  Presidente 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez Integrante 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Integrante 

 

f. Comisión de Quejas y Denuncias 

Nombre Cargo 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera  Presidenta 

Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez  Integrante 
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g. Comisión de Fiscalización 

Nombre Cargo 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez  Presidente 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona  Integrante 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera  Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Integrante 

Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante 

 

h. Comisión de Vinculación con Organismos Públicos Locales 

Nombre Cargo 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Presidenta 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña   Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez Integrante 

 

i. Comisión de Igualdad de Género y no Discriminación 

Nombre Cargo 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña  Presidenta 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

II. GRUPO DE TRABAJO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA 

Nombre Cargo 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Presidenta 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

 

III. COMITÉ EDITORIAL 

Nombre Cargo 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Presidente 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Integrante 

 

Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023 

20. A partir de la experiencia en el desarrollo de procesos electorales locales desde 2015 a la fecha, 

resulta necesario continuar con la existencia de una Comisión Temporal que dé formal seguimiento a las 

actividades de los Procesos Electorales Locales 2023, con el propósito de vigilar y garantizar en tiempo y 

forma el ejercicio de las atribuciones constitucionales y legales que tiene encomendadas el INE. 
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Es decir, la capacitación electoral, la ubicación de casillas, la designación de funcionarios de mesas 
directivas y las demás actividades inherentes a dichos procesos constituyen el punto medular sobre el cual se 
desarrollan las actividades de la comisión que se propone, incluyendo la vigilancia del cumplimiento de los 
objetivos que se establezcan en el respectivo plan y calendario integral de los Procesos Electorales Locales 
2023, ya sean de carácter ordinario o extraordinario. 

De igual forma esta comisión temporal tendrá a su cargo el seguimiento a las actividades que el INE 
planifique y calendarice para la realización de eventuales consultas populares. 

Es importante señalar que el objetivo y funciones de esta comisión se encuentran vinculados con la tarea 
del INE de dar seguimiento a las actividades que se desarrollen durante los procesos electorales locales. En 
la especie, como se mencionó en apartados anteriores, en 2023 tendrán verificativo dos procesos electorales 
locales ordinarios: a) Coahuila (inicio 1 de enero de 2023; gubernatura y congreso), y b) Estado de México 
(inicio entre 1 y 7 de enero de 2023; gubernatura). 

Dicha Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023, tendrá las siguientes 
funciones: 

a)  Dar seguimiento al cumplimiento de la Estrategia de Capacitación y Asistencia Electoral para los 
Procesos Electorales Locales 2023. 

b)  Vigilar que se cumplan los actos y plazos previstos para el calendario de los procesos electorales 
locales 2023, así como las acciones necesarias para la realización de una eventual consulta popular. 

c)  Contribuir a la vinculación con los Organismos Públicos Locales a fin de garantizar que el ejercicio de 
las funciones que corresponden al INE en los Procesos Electorales Locales 2023 se lleven a cabo de 
manera eficiente y adecuada. 

d)  Verificar los avances en la implementación y puesta en producción de los sistemas informáticos que 
se requieren para el desarrollo de las actividades inherentes a los Procesos Electorales Locales 2023 
y, en su caso, de consulta popular. 

e)  Eventualmente, dar seguimiento al cumplimiento de los procesos electorales extraordinarios a 
celebrarse en 2023. 

La Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023 se extinguirá a la 
conclusión de dichos procesos y mecanismo de participación ciudadana que se efectúe en su caso, previo 
informe que se rinda al Consejo General. 

Por tal razón, la presidencia e integración de la misma deberá concluir, como se indicó, al momento en 
que terminen las actividades de dicha Comisión Temporal, la cual queda integrada de la manera siguiente: 

Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023 

Nombre Cargo 

 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Presidente 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez   Integrante 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Organización Electoral  Secretaría Técnica 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y 
Educación Cívica 

Secretaría Técnica 

Titular de la Unidad Técnica de Vinculación con Organismos 
Públicos Locales   

Invitado 
permanente  

Titular de la Unidad Técnica de Servicios de Informática Invitado 
permanente  

En virtud de los antecedentes y consideraciones señalados, el Consejo General emite el siguiente: 
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ACUERDO 

PRIMERO. Se aprueba prorrogar la integración y las presidencias de las comisiones permanentes y otros 
órganos del Instituto Nacional Electoral, conforme a lo siguiente: 

I. COMISIONES PERMANENTES 

a. Comisión de Capacitación Electoral y Educación Cívica 

Nombre Cargo 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora    Presidente 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

  

Titular de la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y 
Educación Cívica 

Secretaría Técnica 

 
Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 
Partidos Políticos  

 

 

b. Comisión de Organización Electoral 

Nombre Cargo 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Presidenta 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez  Integrante 

  

Titular de la Dirección Ejecutiva de Organización Electoral Secretaría Técnica 

 
Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 
Partidos Políticos  

 

 

c. Comisión de Prerrogativas y Partidos Políticos, y Comité de Radio y Televisión 

Nombre Cargo 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona  Presidente 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

 
Titular de la Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y Partidos Políticos 

 
Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 
Partidos Políticos  

 

d. Comisión del Servicio Profesional Electoral Nacional 

Nombre Cargo 
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Dr. Ciro Murayama Rendón  Presidente 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez   Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva del Servicio Profesional Electoral 

Nacional 

Secretaría Técnica 

 

e. Comisión del Registro Federal de Electores 

Nombre Cargo 

Dr. Ciro Murayama Rendón  Presidente 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez Integrante 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva del Registro Federal de Electores 

 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 

Partidos Políticos 

 

 

f. Comisión de Quejas y Denuncias 

Nombre Cargo 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera  Presidenta 

Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante 

Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez  Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral 

 

Secretaría Técnica 

Orden de prelación suplentes 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña 

Dr. Uuc-kib Espadas Ancona 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora 

Carla Astrid Humphrey Jordan 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez 

Dr. José Roberto Ruiz Saldaña   

 

g. Comisión de Fiscalización 

Nombre Cargo 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez  Presidente 
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Dr. Uuc-kib Espadas Ancona  Integrante 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera  Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Integrante 

Dr. Ciro Murayama Rendón Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de Fiscalización 

 

Secretaría Técnica 

 

h. Comisión de Vinculación con Organismos Públicos Locales 

Nombre Cargo 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Presidenta 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña   Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez    Integrante 

 

Titular de la Unidad Técnica de Vinculación con Organismos Públicos 

Locales 

 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 

Partidos Políticos 

 

 

i. Comisión de Igualdad de Género y no Discriminación 

Nombre Cargo 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña  Presidenta 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Integrante 

Titular de la Unidad Técnica de Igualdad de Género y No 

Discriminación 

Secretaría Técnica 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 

Partidos Políticos 

 

II. GRUPO DE TRABAJO EN MATERIA DE TRANSPARENCIA 

Nombre Cargo 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas Presidenta 

Dra. Adriana Margarita Favela Herrera Integrante 
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Mtra. Beatriz Claudia Zavala Pérez Integrante 

  

Titular de la Unidad Técnica de Transparencia y Protección de Datos 

Personales 

Secretaría Técnica 

 

III. COMITÉ EDITORIAL 

Nombre Cargo 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora  Presidente 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Integrante 

 

SEGUNDO. La duración de la integración y las presidencias de las indicadas comisiones permanentes y 

otros órganos del INE será hasta el 3 de abril de 2023. 

TERCERO. Se crea la Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023 con 

la siguiente integración: 

Nombre Cargo 

 

Mtro. José Martín Fernando Faz Mora Presidente 

Mtra. Norma Irene De La Cruz Magaña Integrante 

Carla Astrid Humphrey Jordan  Integrante 

Mtra. Dania Paola Ravel Cuevas  Integrante 

Mtro. Jaime Rivera Velázquez   Integrante 

 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Organización Electoral 

 

 

Secretaría Técnica 

Titular de la Dirección Ejecutiva de Capacitación Electoral y 

Educación Cívica 

Secretaría Técnica 

Titular de la Unidad Técnica de Vinculación con Organismos Públicos 

Locales   

Invitado 

permanente  

Titular de la Unidad Técnica de Servicios de Informática Invitado 

permanente  

 

Consejeras y Consejeros del Poder Legislativo Representantes de los 

Partidos Políticos 

 

CUARTO. La Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023 tendrá las 

siguientes funciones: 

a)  Dar seguimiento al cumplimiento de la Estrategia de Capacitación y Asistencia Electoral para los 

Procesos Electorales Locales 2023. 



Martes 11 de octubre de 2022 DIARIO OFICIAL  

b)  Vigilar que se cumplan los actos y plazos previstos para el calendario de los procesos electorales 

locales 2023, así como las acciones necesarias para la realización de una eventual consulta popular. 

c)  Contribuir a la vinculación con los Organismos Públicos Locales a fin de garantizar que el ejercicio de 

las funciones que corresponden al INE en los Procesos Electorales Locales 2023 se lleven a cabo de 

manera eficiente y adecuada. 

d)  Verificar los avances en la implementación y puesta en producción de los sistemas informáticos que 

se requieren para el desarrollo de las actividades inherentes a los Procesos Electorales Locales 2023 

y, en su caso, de consulta popular. 

e)  Eventualmente, dar seguimiento al cumplimiento de los procesos electorales extraordinarios a 

celebrarse en 2023. 

QUINTO. La Comisión Temporal de Seguimiento de los Procesos Electorales Locales 2023 entrará en 

funciones al día siguiente de la aprobación del presente Acuerdo y concluirá sus actividades al término de 

dichos procesos y mecanismo de participación que en su caso se efectúe, previo informe que se rinda al 

Consejo General. 

SEXTO. El presente Acuerdo entrará en vigor al momento de su aprobación por este Consejo General. 

SÉPTIMO. Publíquese en el Diario Oficial de la Federación, así como en la Gaceta Electoral del Instituto. 

El presente Acuerdo fue aprobado en lo general en sesión extraordinaria del Consejo General celebrada el 

7 de septiembre de 2022, por votación unánime de las y los Consejeros Electorales, Maestra Norma Irene De 

La Cruz Magaña, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Maestro José 

Martín Fernando Faz Mora, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestra Dania 

Paola Ravel Cuevas, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Doctor José Roberto Ruiz Saldaña, Maestra Beatriz 

Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello. 

Se aprobó en lo particular por lo que hace al Considerando 18, así como al Punto de Acuerdo Primero, por 

siete votos a favor de las y los Consejeros Electorales, Doctor Uuc-kib Espadas Ancona, Doctora Adriana 

Margarita Favela Herrera, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro Murayama Rendón, Maestro Jaime 

Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero Presidente, Doctor Lorenzo Córdova 

Vianello, y cuatro votos en contra de las y los Consejeros Electorales, Maestra Norma Irene De La Cruz 

Magaña, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Maestra Dania Paola Ravel Cuevas y Doctor José Roberto 

Ruiz Saldaña. 

Se aprobó en lo particular por lo que hace al Punto de Acuerdo Segundo, en los términos del Proyecto de 

Acuerdo originalmente circulado, por siete votos a favor de las y los Consejeros Electorales, Doctor Uuc-kib 

Espadas Ancona, Doctora Adriana Margarita Favela Herrera, Carla Astrid Humphrey Jordán, Doctor Ciro 

Murayama Rendón, Maestro Jaime Rivera Velázquez, Maestra Beatriz Claudia Zavala Pérez y del Consejero 

Presidente, Doctor Lorenzo Córdova Vianello, y cuatro votos en contra de las y los Consejeros Electorales, 

Maestra Norma Irene De La Cruz Magaña, Maestro José Martín Fernando Faz Mora, Maestra Dania Paola 

Ravel Cuevas y Doctor José Roberto Ruiz Saldaña. 

El Consejero Presidente del Consejo General, Dr. Lorenzo Córdova Vianello.- Rúbrica.- El Secretario del 

Consejo General, Lic. Edmundo Jacobo Molina.- Rúbrica. 
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